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Ver: Costas, 1; Enjuiciamiento de magistrados judiciales, 1; 
Jurisdicción y competencia, 17. 

ABSENTISMO. 

Ver: Impuesto a los réditos, 2. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 23. 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Cosa juzgada, 1; Costas, 5, 
6; Pago, 2; Prueba, 1; Recurso extraordinario, 3. 

ACCION PENAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 11. 

ADUANA C 1 ). 
Importación. 
Prueba del destino. 

1. La comprobación del destino de los géneros liberados de 
derechos, es exigible a los beneficiarios de la exención im- 
positiva. Este régimen es aplicable a quien adquirió de la 
Defensa Agrícola láminas de barrera libres de derechos: 
p. 425. 



(V) Ver también: Constitución Nacional, 25; Prueba, 5; Recur- 
so extraordinario, 7, 10, 34, 75; Recurso ordinario de apelación, G. 
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AGENTES DE RETENCIÓN 



Infracciones. 

Manifestación Inexacta. 

2. La infracción contemplada en el art. 930 de las Ordenan- 
zas de Aduana — diferencias que resulten de más en la 
verificación del despacho directo, y excedata de la tole- 
rancia acordada en el art. 128 — es de naturaleza formal, 
y no requiere que haya tenido por fin o haya podido oca- 
sionar un perjuicio inmediato en la renta fiscal: p. 231. 

3. No basta para concluir que ha existido fraude la sola in- 
dicación inexacta del aforo por parte del importador en la 
respectiva declaración, si en ésta ha detallado con claridad 
y precisión lo que trataba de introducir, de tal manera que 
nada relativo a la especie, calidad y cantidad de ello pueda 
considerarse ocultado o disimulado, como consecuencia de 
lo cual la Aduana estaba en condiciones de apreciar, con esa 
sola declaración, la exactitud del aforo pretendido y esta- 
blecer, en ejercicio de su función propia, el que en rigor 
correspondía: p. 236. 

Alteración del destino. 

4. Incurre en infracción al art. 36 de la ley 12.345 el ad- 
quirente por intermedio de la Dir. de Defensa Agrícola de 
barreras y accesorios para la lucha contra la langosta, im- 
portadas libres de derechos, que sólo conserva en su poder 
una parte de ellas y no prueba el destino de las demias: 
p. 425. 

5. La adquisición- en propiedad de los géneros introducidos 
libres de derechos por razón de su desti'io, no atribuye al 
titular un derecho adquirido para disponer de aquéllos a su 
arbitrio. Una ley posterior puede, sin agravio constitucional 
alguno, establecer las medidas conducentes para imponer 
el cumplimiento del cargo que la franquicia supone, en tan- 
to no se atribuya carácter de infracción penada por la nue- 
va norma, a actos anteriores a su sanción : p. 425. 

6. No procede la aplicación de una multa por evasión frau- 
dulenta de los derechos de aduana, fundada en la sospecho- 
sa actuación de la sumariada, si la misma sentencia que 
impone dicha sanción declara que no corresponde exigir el 
pago de aquéllos por no ser posible afirmar que los efectos 
hayan sido introducidos sin tributar derechos: p. 600. 

AGENTES DE RETENCION. 

Ver: Impuesto a los réditos, 2, 4. 
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AGRAVANTES 

1. Procede con alevosía y comete el delito previsto en el 
art. 80, inc. 2 V , del Cód. Penal, quien toma completamente 
desprevenida e indefensa a la víctim'a y la ultima sin causa 
explicable : p. 631. 
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Ver: Agravantes, 1. 

ALLANAMIENTO A LA DEMANDA. 
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APREMIO. 
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ARMADA. 

Ver: Pensiones militares, 1, 2. 
ATENUANTES < 2 ). 

1. Para graduar la pena aplicable al autor del delito de ho- 
micidio corresponde computar como atenuante la agresión 
de que fué objeto el victimario antes de cometer el crimen : 
p. 646. 

AUTARQUIA. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1. 
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BANCO. 

Ver: Intereses, 2; Jubilación de empleados bancarios, 1, 2. 



(1) Ver también: Homicidio, 1. 

(2) Ver también: Homicidio, 1; Recurso extraordinario, 49. 
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COMPRAVENTA 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL. 
Régimen legal. 

1. La exención de impuesto territorial que el art. 20 de la 
ley 1740 de la Provincia de Santiago del Estero, establece 
respecto de "las propiedades de la Nación, de la Provincia, 
de las Municipalidades y de los demás organismos oficiales 
autárquicos". ha tenido en vista los fines de orden público 
a que están ordinariamente afectadas las propiedades exi- 
midas y no comprende a los inmuebles que el Banco Hipo- 
tecario Nacional se adjudicó a raíz de las ejecuciones de sus 
deudores, en las cuales fracasaron las subastas oportuna- 
mente realizadas : p. 457. 

C 

CAMARA FEDERAL. 
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3; Recurso extraordinario, 16. 
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de autos, 1; Superintendencia, 2. 

CIUDADANIA Y NATURALIZACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 37. 

COMISO. 

Ver: Recurso extraordinario, 10. 
COMPRAVENTA C 1 ), 

1. No constituyen contrato de compraventa las actas del 
expediente administrativo tramitado ante las autoridades 
provinciales de las cuales sólo resulta que la provincia obtu- 
vo de los dueños conformidad para ocupar un inmueble sin 
intervención judicial con el objeto de ejecutar la obra pú- 
blica a que se la afectaba y que aquéllos aceptaron un deter- 
minado precio siempre que la transferencia se escriturase 
dentro del plazo fijado: p. 579, 



(!) Ver también: Aduana, 4, 5; Expropiación, 3; Jurisdicción 
y competencia, 4, 30; Recurso extraordinario, 8. 
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CONCESION. 

Ver: Demandas contra la Nación, 1; Recurso extraordinario, 
42. 

CONDENA CONDICIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20. 

CONDOMINIO. 

Ver: Constitución Nacional, 28; Costas, 9; Pago, 2. 

CONFESION. 

Ver: Prueba, 6. 

CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional, 14, 21, 31; Cosa juzgada, 1. 
CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Constitución Nacional, 27; Legislación común, 1; Re- 
curso de casación, 2. 

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 9, 23, 24. 

CONSEJO PROFESIONAL DE INGENIERIA. 

Ver: Constitución Nacional, 26. 

CONSTITUCION NACIONAL (*). 
Principios generales. 

1. La Constitución ha de ser interpretada de mbdo que sus 
limitaciones no traben el eficaz y justo desempeño de los 
poderes atribuidos al Estado a los efectos del cumplimien- 
to de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad: 
p. 425. 



(l) Ver también: Aduana, 5; Cosa, juzgada, 1; Jueces, 1; Juris 
dicción y competencia, 7, 18; Legislación común, 1; Medidas discipli- 
narias, 1 ; Pena, 3 ; Prueba, 5 ; Recurso de casación, 1, 2 ; Recurso 
extraordinario, 2, 5, 8, 9, 11, 17, 18, 19, 26, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 
48, 50, 51, 52, 53, 54, 56, 58, 59, 64, 70, 71, 73, 74; Recurso ordinario 
de apelación, 2; Retroactividad, 1. 
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Control de constitucionalidad. 

Facultades del Poder Judicial. 

2. La conveniencia, razonabilidad o acierto del criterio ele- 
pido por el legislador para medir la indemnización especial 
establecida por el art. 83 de la ley 12.908, no puede ser obje- 
to de revisión judicial; p. 104. 

Interés para Impugnar la constitucionalidad. 

3. Puesto que el decreto 8319/49 no establece que el Tribu- 
nal de Tasaciones estará liberado de todo término para ex- 
pedirse, sino que tendrá facultad "para solicitar de las auto- 
ridades judiciales el otorgamiento de plazos especiales para 
la expedición de los respectivos dictámenes" — o sea que es- 
tará sujeto al término que en definitiva señalen los jueces — 
cuando este plazo coincida con los señalados por la ley no 
existirá interés para impugnar la constitucionalidad del alu- 
dido decreto: p. 219. 

Impuestos y contribuciones. 

4. Decidido que la ley 4834 de la Prov. de Buenos Aires no 
es violatoria de los arts. 2894 y 2895 del Cód. Civil, no pro- 
cede examinar el otro fundamento en que se basa la acción 
de repetición del impuesto territorial deducido conjuntamen- 
te por el nudo propietario y el usufructuario consistente en 
que, por tener que pagar éste a aquél la totalidad del grava- 
raen, resultaría violado el principio de la igualdad. Dicha 
cuestión no puede ser resuelta sobre la base que por sí y ante 
sí establecen los actores: p. 321. 

Derechos y garantías. 
Defensa en juicio. 

Principios generales, 

5. Para que exista violación de la defensa en juicio se re- 
quiere que haya mediado privación o restricción substancial 
de aquélla, lo que no ocurre cuando la actora ha podido ejer- 
cer su derecho con toda la amplitud que le acuerdan las res- 
pectivas leyes procesales, no impugnadas por ella como in- 
constitucionales durante la substanciación de la causa ante 
el superior tribunal provincial: p. 53. 

6. El art. 29 de la Constitución actual ha convertido en nor- 
ma constitucional el principio establecido por el art. 13 del 
Cód. de Procedimientos en lo Criminal para la Capital Fede- 
ral y Territorios Nacionales: p. 294. 
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Procedimiento y sentencia, 

7. La garantía de la defensa en juicio no requiere la doble 
instancia judicial: p. 413. 

8. Es inadmisible la alegación de haberse violado la garan- 
tía de la defensa en juicio, por no haberse dado al recurren- 
te oportunidad para conocer las razones en que se fundó la 
denegación de la inscripción por él solicitada al Consejo Pro- 
fesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal, a fin 
de hallarse en condiciones de rebatirlas, y por no haberse 
abierto la causa a prueba ante la Cámara Federal, si resulta 
de los autos que el interesado tuvo oportuno conocimiento del 
informe en que se fundó la resolución denegatoria, y ante la 
Cámara de Apelación se abstuvo de solicitar la apertura a 
prueba y de ofrecer la que tuviera: p. 624. 

9. Si de los autos no resulta que en las actuaciones realiza- 
das ante el Consejo Profesional de Ciencias Económicas se 
haya dado al recurrente oportunidad para producir prueba 
tendiente a desvirtuar las circunstancias invocadas en los 
informes en los cuales se funda la denegatoria de la inscrip- 
ción, y el pedido formulado expresamente con dicho objeto 
ante la Cámara de Apelaciones fué desestimado por ésta no 
obstante lo cual dicho tribunal confirmó la resolución dene- 
gatoria del Consejo por no haberse desvirtuado las circuns- 
tancias en que ella se fundó, debe concluirse que se ha pri- 
vado al interesado de la oportunidad necesaria para probar 
los hechos en que funda el derecho que invoca, con violación 
de la garantía ele la defensa en juicio: p. 628. 

Ley anterior y jueces naturales. 

10. Debe desecharse la alegación de haber sido penado por 
aplicación de una ley posterior a la infracción formulada 
por el contribuyente juzgado con arreglo a la ley de réditos 
11.683, t. o., vigente al momento de cometerse la infracción, 
cuyo art. 18 castiga toda falsa declaración, acto u omisión 
que importe violar lo expresado en la ley, mientras que el 
art* 16 — al que se pretende acoger el recurrente — se refie- 
re a otras infracciones: p. 42. 

11. El art. 18 de la anterior Constitución Xacional — cuyo 
contenido se mantiene y amplía en el art. 2í) de la actual 
Carta Política — proscribe las leyes ex post facto y los jui- 
cios por jueces o comisiones accidentales o de circunstancias, 
especialmente designados para el caso, mas no se opone a 
que sea uno en vez de otro de los jueces permanentes el que 
intervenga en la causa : p. 42. 

12. La garantía de la defensa en juicio es ajena a la distri- 
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tuición de la competencia entre los magistrados permanentes 
establecidos por la ley, punto que se gobierna por las res- 
pectivas leyes procesales y se decide por interpretación de 
las mismas y con arreglo a las circunstancias de hecho de la 
causa : p. 368. 

Derecho de profesar el cuite. 

13. La libertad de conciencia consiste en no ser obligado a 
un acto prohibido por la propia conciencia, sea que la prohi- 
bición obedezca a creencias religiosas o a convicciones mora- 
les. La existencia del juramento referente al fiel ejercicio de 
la profesión y al cumplimiento de las leyes respectivas — con- 
siderando en sí mismo y con prescindencia de su fórmula, 
respecto de la cual no se ha hecho cuestión — como requisito 
impuesto por autoridad legítima para la entrega del títylo 
universitario, no es violatorio del derecho de ejercer libre- 
miente el culto: p. 139. 

Derecho de propiedad. 

14. Para regular los honorarios correspondientes a los peri- 
tos por su actuación en juicio no corresponde atenerse ex- 
clusivamente al monto cuestionado sino también a la impor- 
tancia y complejidad de la información requerida, por lo 
que corresponde rechazar la alegación de confiscatoriedad 
fundada en la desproporción entre el monto del juicio y la 
regulación practicada: p. 17. 

15. El efecto retroactivo atribuido por el legislador a una 
determinada disposición legal no puede considerarse violato- 
rio de la Constitución sino cuando vulnera un derecho irre- 
vocablemente incorporado al patrimonio de tai modc que for-, 
me parte integrante del derecho de propiedad: p. 104. 

16. La ley por la cual se amplía el térmlino de la prescripción 
de una acción no puede, sin violar un derecho definitiva- 
mente incorporado al patrimonio, ser aplicada en forma re- 
troactiva para dejar sin efecto la prescripción cumplida de 
acuerdo con ja lev anterior que establecía un plazo más bre- 
ve: p. 173. 

17. La ley por la cual se amplía el término de la prescrip- 
ción de una acción no puede, sin violar un derecho definitiva- 
mente incorporado al patrimonio, ser aplicada en forma re- 
troactiva para dejar sin efecto la prescripción cumplida de 
acuerdo con la ley anterior que establecía un plazo más bre- 
ve: p. 205. 

18. La garantía constitucional de la propiedad no obsta al 
ejercicio de las facultades legítimas del gobierno: p. 425. 
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Derecho de trabajar. 

19. El derecho de trabajar y ejercer toda industria lícita 
hállase sujeto a las leyes que reglamentan su ejercicio y 
no se altera por la imposición de condiciones que, lejos de 
ser arbitrarias y desnaturalizarlo, guardan adecuada pro- 
porción con la necesidad de salvaguardar el interés piiblico 
comprometido con el ejercicio de las profesiones de que se 
trate: p. 612. 

Oonstitucionalidad e inconstitncionalidad. 
Leyes nacionales. 

Comunes. 

20. El art. 83 de la ley 12.908, que establece un reprimen espe- 
cial de indemnización por despido igual para todos los em- 
pleadores en esa particular especie de trabajo, no es violato- 
rio del principio de igualdad, tanto menos cuanto que se trata 
de una disposición transitoria correspondiente a circunstan- 
cias de excepción: p. 104. 

21. No es violatorio del derecho de propiedad el art. 83 de 
la ley 12.908 — Estatuto del periodista profesional — en cuan- 
to toma como base para la indemnización del despido y por 
falta de preaviso los sueldos que la misma ley fija para regir 
a raíz de su vigencia. El hecho de que una erogación de 
esta especie no haya podido ser prevista en la economía del 
negocio, no basta para considerarla confiscatoria ni violatoria 
de un derecho adquirido: p. 104. 

22. El art. P de la ley 13.228 es violatorio del principio cons- 
titucional de la igualdad en cuanto sólo acuerda al dueño 
de una casa habitación adquirida con préstamo de las ins- 
tituciones que especifica, el derecho de exigir su desalojo 
para ocuparla con su familia, y por consiguiente lo niega 
al que la adquirió por otros medios. Este último como con- 
secuencia de esa declaración de inconstitucionalidad, queda 
también facultado para ejercer ese derecho: p. 177. 

*■ 

Administrativas. 

23. Los arts. 2* y T del decreto 5103/45, ratificado por la 
ley 12.921, interpretados en el sentido de que impiden ins- 
cribir en el registro respectivo a quienes han desempeñado 
tareas de contadores tan sólo como empleados en firmas que 
realizan trabajos de contabilidad para terceros no privan de 
derechos adquiridos ni son violatorios de los derechos de pro- 
piedad y de trabajar: p. 612. 

24. Los arts. 2 9 y 7* del decreto 5103/45 ratificado por la ley 
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. 12.921 no privan de derechos adquiridos ni son violatorios de 
los derechos de propiedad y de trabajar: p. 624. 

Impositivas. 
Varios. 

25. El art. 36 de la ley 12.345, en cuanto establece una multa 
respecto de los poseedores e importadores de los artículos 
hallados fuera del sitio o condición en que naturalmente 
deberían encontrarse o en lugar, estado, condición o utili- 
zación que implique una transgresión al motivo de la fran- 
quicia, es constitucionalmente inobjetable en tanto se aplique 
a hechos cometidos durante la vigencia de la ley : p. 425. 

Leyes provinciales. 

Buenos Aires. 

26. El art. 9 de la ley 4048 de la Prov. de Buenos Aires, 
y el art. 152 de la ley 4538 de la misma provincia, no 
son violatorios de la Constitución Nacional en cuanto sub- 
traen a la decisión de los tribunales de justicia la regula- 
ción de los honorarios correspondientes ' a los ingenieros 
por su actuación en juicio y disponen que sea hecha por 
la Comisión Especial que la ley 4048 crea, con apelación ante 
el Consejo Profesional de Ingeniería instituido por la ley 
4538: p. 17. 

27. Los arts. 123, 130 y 136 de la ley 5177 de la Provincia de 
Buenos Aires — interpretados en el sentido de que la desig- 
nación de curador provisorio en los juicios de insania debe 
hacerse por sorteo, con prescindencia de las disposiciones del 
Código Civil y por tratarse de materia procesal susceptible 
de legislación por las provincias, son violatorias de las normlas 
de la Constitución Nacional que atribuye al Congreso la 
facultad de dictar las leyes comunes incluyendo en ellas las 
disposiciones formales que estime necesarias para la efectivi- 
dad de los derechos que reglamentan: p. 533. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 

Territorial. 

28. El impuesto territorial de las leyes 5127 y 5247 de la 
Prov. de Bs. Aires cobrado a los condóminos del inmueble 
gravado atendiendo al valor total del mismo y con prescinden- 
cia de la parte de cada uno de aquéllos, es violatorio de los 
arts. 4 9 y 16 de la Constitución anterior, entonces vigente: 
p. 286. 

29. La ley 4834 de la Prov. de Buenos Aires, en cuanto agra- 
va el ¡impuesto inmobiliario por el hecho de que el nudo 
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propietario del campo sobre el cual se ha constituido un 
usufructo sea dueño de otras estancias, no comporta inge- 
rencia alguna en el régimen que establecen los arts. 2894 
y 2895 del Cód. Civil ni altera el principio constitucional de 
la legislación común uniforme: p. 321. 

Efectos de la declaración de inconstitucionalidad. 

30. El principio conformte al cual la declaración de inconsti- 
tucionalidad sólo puede tener como consecuencia virtual la 
inaplicffbilidad del precepto, pero no la alteración de sus 
términos al extremo de sustituir y alterar la disposición legis- 
lativa, debe entenderse en el sentido de que los efectos de 
aquella declaración se limitan a la parte de la ley que la 
ha determinado cuando el resto de esta última conserva uni- 
dad orgánica y puede seguir rigiendo con prescindencia de 
lo alcanzado por lo que se declara inconstitucional. Corres- 
ponde a los jueces delimitar el alcance de la inconstituciona- 
lidad que declaren y asegurar así la vigencia del resto de la 
ley: p. 177. 

31. La sentencia que declara confiscatorio a un impuesto no 
impide a las autoridades respectivas efectuar una nueva li- 
quidación del gravamen ajustándose, del modo que la legisla- 
ción pertinente lo autorice, a los límites fijados en la decla- 
ración de inconstitucionalidad: p. 269. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Costas, 2; Falta de acción, 1; Jurisdicción y competen- 
cia, 7, 16; Recurso extraordinario, 13. 

CONTRATO. 

Ver: Compraventa, 1; Jurisdicción y competencia, 4. 30; 
Pensiones militares, 1; Recurso extraordinario, 8, 22. 

CONTRATO DE TRABAJO. 

1. La desigualdad económica de las partes en el contrato de 
trabajo hace que la medida de la retribución justa no sea 
siempre, intangiblemtente, la que aparece como convenida en 
él, y, en consecuencia, la ley que se propone establecer en 
este punto la medida justa es de orden público y no hay por 
tanto, ante ella, derechos adquiridos: p. 104. 

CONTRIBUCION DE MEJORAS. 

Ver: Cosa juzgada, 1. 
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CONTRIBUCION TERRITORIAL. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Constitución Nacional, 
4, 28, 29 ; Costas, 6 ; Demanda, 1 ; Expropiación, 14 ; Pago ? 2 

CORREOS Y TELECOMUNICACIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12. 

CORTE SUPREMA. 

Ver: Costas, 3, 5, 6, 7, 8, 9; Demandas contra la Nación, 2; 
Enjuiciamiento de magistrados judiciales, 1 ; Expropiación, 
1, 4, 6, 7, 14, 16, 22; Honorarios, 1, 3; Impuesto de justicia, 2; 
Jueces, 1; Jurisdicción y competencia, 3, 9, 14, 15, 16, 17, 
18; Participación criminal, 1; Procurador, 1, 2; Recurso de 
aclaratoria, 1; Recurso de casación, 1, 2; Recurso de queja, 
1, 2. 3; Recurso de reposición, 1; Recurso extraordinario, 1, 
3, 20, 25, 26, 27, 30, 39, 46, 53, 58, 72, 79, 80, 81, 82, 83, 
84, 86. 87, 88; Recurso ordinario de apelación, 1, 2; Recurso 
por retardo o denegación de justicia, 1; Recusación, 1; Remi- 
sión de autos, 1; Superintendencia, 1. 

COSA JUZGADA ('). 

1. La sentencia que declara confiseatoria e inconstitucional 
a una contribución de mejoras y, como consecuencia de ello, 
ordena la devolución de las cuotas pagadas, que era lo único 
que entonces podía ser repetido, tiene fuerza de cojsa juzgada 
con respecto a toda liquidación en que la contribución se co- 
bre conforme al monto declarado confiscatorio : p. 269. 

COSTAS ( 2 ). 
Personas en litigio. 

1. La condena en costas da derecho, en principio, a reinte- 
grar al vencedor el importe de los gastos que su defensa le 
impuso, entre los cuales está el costo de la representación 
y el patrocinio de que se haya valido. No hay disposición 
legal ni principio jurídico que impida al Fisco ejercer ese 
derecho en los juicios en que sea parte: p. 42. 

Naturaleza del juicio. 

Expropiación. 

2. Si, por una parte, en la contestación a la demanda de 
expropiación el dueño del inmueble se limitó a manifestar 



(') Ver también: Recurso extraordinario, 4, 72. 
(2) Ver también: Recurso extraordinario, 8Í*. 
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disconformidad con la suma ofrecida, sometiéndose al juicio 
de los peritos, y si, por otra parte, el monto fijado judicial- 
mente en definitiva como indemnización total es inferior a la 
suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta y lo 
reclamado en la memoria presentada por el propietario en 
segunda instancia corresponde, tanto con arreglo a lo dis- 
puesto en el art. 28 de la ley 13.264 como en el decreto 
17.920/44, que las costas del juicio sean pagadas en el orden 
causado : ps. 275 y 280. 

3. Si la expropiada consintió el fallo apelado y la sentencia 
de la Corte Suprema fija una indemnización prácticamente 
igual a la que en aquél se estableció, las costas de la tercera 
instancia deben ser pagadas por la Nación apelante, cuyo 
recurso no prosperó: p. 393. 

4. Procede imponer las costas al expropiados si el importe 
que se manda pagar en definitiva excede al ofrecido más la 
mitad de la diferencia entre éste y lo reclamado por la parte 
demandada: p. 563. 

Derecho para litigar. 

5. Procede la imposición de costas a la provincia demandada 
por repetición de lo pagado en concepto del impuesto que 
se declara inconstitucional, si su oposición se formalizó con 
posterioridad a la jurisprudencia reciente y reiterada de la 
Corte Suprema contraria a sus pretensiones: p. 286. 

6. Corresponde aplicar las costas del juicio a la provincia 
que se opuso a la demanda sobre repetición del impuesto te- 
rritorial indebidamente cobrado, no obstante existir juris- 
prudencia reciente de la Corte Suprema contraria a sus pre- 
tensiones: p. 362. 

Desarrollo del juicio. 
Allanamiento. 

7. El allanamiento a la demanda formulado al final de la 
causa, no obstante ser anterior a su iniciación la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema que lo determinó, no autoriza 
a eximir a la demandada del pago de las costas: p, 89. 

8. Es improcedente la exención de costas sobre la base del 
allanamiento de la demandada producido en el alegato si al 
tiempo de contestarse ésta la Corte Suprema había desechado 
reiteradamente, en casos fundamentalmente análogos, los 
mismos argumentos con que se pidió en el caso de autos el 
rechazo de la acción: p. 286. 

9. Es improcedente eximir del pago de costas a la provincia 
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que sólo se allanó a la acción al alegar, no obstante que al 
tiempo de contestarse la demanda existía jurisprudencia rei- 
terada de la Corte Suprema contraria a las pretensiones de 
aquélla en casos fundamentalmente análogos. Las claras in- 
dicaciones contenidas en la demanda y la documentación 
acompañada acerca de la protesta hacen improcedente la exen- 
ción pedida sobre la base de que era necesaria la prueba de 
la notificación de la protesta, del condominio invocado y de 
sus porciones indivisas: p. 422. 

Resultado del litigio. 

10. Rechazada la acción por haber prosperado la defensa de 
prescripción opuesta por la demandada, deben pagarse las 
costas del juicio en el orden causado: p. 65. 

CUASIDELITOS. 

Ver: Prescripción, 2. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso de queja, 1; Recurso extraordinario, 12, 24, 28, 
34, 47, 51, 72, 81, 82, 83. 

CH 

CHEQUE. 

Ver: Extracción de fondos, 1. 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 
Responsabilidad del Estado. 

Obras públicas. 

1. La provincia que desistió de la expropiación de un inmue- 
ble cuya posesión tomó, debe indemnizar al dueño los daños 
provenientes de la destrucción de las mejoras que existían 
en el bien: p. 28. 

DECLARATORIA DE HEREDEROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 6. 

(i) Ver también: Aduana, 2; Expropiación, 18, 20, 21; Impues- 
to de justicia, 1; Jurisdicción y competencia, 13, 15; Prescripción, 2; 
Prueba, 4. 
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DECRETOS NACIONALES. 

Ver: Prescripción, 3; Recurso de aclaratoria, 1; Recurso ex- 
traordinario, 6, 15, 17, 18, 23, 67, 84, 86 ; Secretaría de Traba- 
jo y Previsión, 1; Servicio militar, 3, 4, 5, 6. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12; Recurso ex- 
traordinario, 11, 43, 44, 70, 87. 

DEFRAUDACION. 

Ver: Aduana, 6; Impuestos internos, 1; Jurisdicción y com- 
petencia, 11, 13; Recurso extraordinario, 12; Recurso ordi- 
nario de apelación, 6. 

DELITOS. 

Ver: Agravantes, 1; Atenuantes, 1; Falso testimonio, 1; Ho- 
micidio, 1; Imputabilidad. 3, 4; Jurisdicción y com'petencia, 
9, 12, 19, 20, 21, 22, 24, 26; Participación criminal, 1, 2, 3; 
Pena, 1; Prueba, 6; Recurso extraordinario, 28. 

DEMANDA ('). 
Requisitos de la demanda. 
Forma. 

1. Es suficiente en la ampliación de la demanda la referen- 
cia "al pago en concepto de impuesto inmobiliario por el año 
1948" aunque no se precise la ley vigente a esa época, si el 
texto de ésta es, con respecto al impuesto cuestionado, subs- 
tancialmente igual al de la ley impositiva vigente el año 
anterior, mencionada en la demanda: p. 286. 

Documentos. 

2. Habiéndose contestado el traslado de la ampliación de la 
demanda, no es atendible la objeción formulada por la de- 
mandada con respecto a la falta de las copias que menciona 
el art. 8* de la ley 50: p. 286. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

1. Con la elevación al Ministerio del Interior de la Nación, 
por el interventor federal en una provincia, de las actuaciones 

(i) Ver también: Costas, 9; Expropiación, 19; Falta de acción, 
1, 2; Honorarios de abogados y procuradores, 1; Impuestos de justi- 
cia, 1; Jurisdicción y competencia, 4, 7, 16, 18; Recurso extraordi- 
nario, 5, 26, 27, 42, 45. 
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producidas con motivo de haberse extinguido, por decretos 
del Poder Ejecutivo Nacional, la concesión de las salas de 
entretenimiento en los casinos marítimos de jurisdicción pro- 
vincial, efectuada en forma <|ue importa requerir del Gobier- 
no Nacional un pronunciamiento sobre los derechos de las 
provincias, tal como quedó aclarado en un segundo oficio en 
el que se califica de reclamo al anterior y se solicita su rá- 
pida tramitación, y con la presentación del Fiscal de Estado 
de la provincia solicitando la decisión del reclamo, deben 
considerarse cumplidos los requisitos establecidos por las le- 
yes 3952 y 11.634 para dar curso a la demanda de la provin- 
cia contra la Nación: p. 560. 

2. Las leyes 3.052 y 11.634 no requieren para la reclama- 
ción administrativa forma determinada alguna y la juris- 
prudencia de la Corte Suprema sólo ha impuesto la condición 
de que el reclamo haya versado sobre los mismos derechos 
objeto de la acción judicial : p. 560. 

DENUNCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24; Con- 
trato de trabajo, 1; Pago, 1; Recurso extraordinario, 6, 17, 
50, 54. 

DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Constitución Nacional, 19, 23, 24; Recurso extraordina- 
rio, 5, 19. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Aduana, 5; Constitución Nacional, 15, 16, 17, 21, 23, 24; 
Contrato de trabajo, 1; I'ajro. 1; Recurso extraordinario, 17. 

DESAFUERO. 

Ver: Jueces, 1. 

DESALOJAMIENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 22; Recurso extraordinario, 8. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Prueba, 4. 
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DESPIDO. 

Ver: Constitución Nacional. 20. 21 ; Pa«?o. 1. 
DEVOLUCION DE APORTES. 

Ver: Empicados públicos, 1; Recurso extraordinario, 61. 

DOBLE INSTANCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 7. 

DOMICILIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5, 28. 



E 

EBRIEDAD. 

Ver: Imputabilidad, 3. 

EJERCITO. 

Ver: Jurisdicción y competencia 22, 24, 25. 26, 27; Pensiones 
militares, 1, 3, 4; Recurso extraordinario. 40. 84; Servicio mi- 
litar, 1, 2, 3, 4, 5. 6. 

EMBARGO. 

Ver: Recurso extraordinario. 16, 64. 

EMPLEADOS BANCARIOS. 

Ver: Jubilación de empleados bancarros, 1, 2. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Pago, 1. 

EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios 1. 2. 3; Recurso 
extraordinario, 55. 

EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Empleados públicos, 1; Jurisdicción y competencia, 9. 



EMPLEADOS PROVINCIALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11. 
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EMPLEADOS PUBLICOS. 

Nombramiento 7 cesación, 

1. Los tribunales de justicia pueden, a efecto de resolver si 
un empleado nacional dejado cesante tiene o no derecho a la 
devolución de aportes, examinar si la cesantía se ha debido 
o no a causas imputables al agente: p. 376. 

ENCUBRIMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21, 22; Participación crimi- 
nal, 3. 

ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS JUDICIALES. 

1. Xo habiéndose dictado aún las leyes de enjuiciamiento a 
que se refiere el art. 91 de la Const. Nacional, la Corte Su- 
prema carece de jurisdicción para conocer en el pedido de 
enjuiciamiento de un juez federal formulado por un letrado, 
así como para disponer que aquél se inhiba de conocer en los 
juicios en que se funda la acusación que, por otra parte, es 
inconsistente: p. 59. 

ENTIDADES AUTARQUICAS. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1. 

ERROR. 

Ver: Recurso de aclaratoria, 1, 2; Recurso extraordinario, 

28, 38, 40, 44. 

ESCRITURA PUBLICA, 

Ver: Compraventa, 1; Expropiación, 25; Falta de acción, 1; 
Recurso extraordinario, 38. 

ESTADO. 

Ver: Constitución Nacional, 1. 
EXCEPCIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16. 
EXHORTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1, 2, 5, 23; Prueba, 3. 
EXIMENTES. 

Ver: Impuesto a los réditos, 5; Imputabilidad, 4. 
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EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. 

Ver: Compraventa, 1; Expropiación, 14, 25. 

EXPROPIACION (»). 
Indemnización. 

Determinación del valor real. 

1. Procede confirmíar la sentencia que fija el precio del te- 
rreno expropiado en una suma que se ajusta a la realidad 
y a lo establecido por la Corte Suprema con respecto a lotes 
ubicados en la misma zona, y muy próximos a los que moti- 
van el juicio y de características idénticas a ellos : p. 92. 

2. Siendo coincidentes la estimación de los peritos de ambas 
partes, de las sentencias de primera y segunda instancias y 
el dictamen del Tribunal de Tasaciones, y no habiendo mo- 
tivos suficientes para apartarse de sus conclusiones debe 
confirmarse la sentencia apelada en cuanto a la suma que 
debe pagarse por la expropiación : p. 100. 

3. No teniendo fundamento suficiente la conclusión del pe- 
rito propuesto por el dueño del bien expropiado que en los 
antecedentes de ventas a plazos sólo reduce el precio en un 
25 % en vez del 40 % que la experiencia señala, que toma 
comk) base de comparación las ventas en fracciones más pe- 
queñas que la expropiada y que agrega una valorización del 
20 % por las caracteristicas de la fracción expropiada sin 
explicar porqué las tierras con las cuales las compara son de 
características inferiores; no siendo tampoco aceptable la 
conclusión del perito tercero por tomar como punto de re- 
ferencia el valor de fracciones de menor extensión y otras con 
mejoras no estimadas y por fundarse en elementos de juicio 
discutibles; y no pudiéndose considerar concluyente la opi- 
nión del Tribunal de Tasaciones, en el que no intervino el 
representante de los expropiados, porque se refiere a precios 
de una época anterior a la valorización y no da las razones y 
los elementos de juicio con que se ha procedido a actualizar- 
los, y porque divide lo expropiado en tres zonas de influencia, 
atribuyéndole valores que luego promedia no obstante la no- 
table diferencia entre ellos y no tener las tres zonas la misma 
extensión; corresponde que la Corte proceda a fijar el precio 
al tiempo de la desposesión, previa valorización crítica de los 
elementos de juicio que constan en los dictámtenes periciales 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 3; Costas, 2, 3, 4; Da- 
ños y perjuicios, 1; Intereses, 1; Prueba, 4; Recurso extraordinario, 
65, 67; Recurso ordinario de apelación, 4. 
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y teniendo especialmente en cuenta los cálculos y las conclu- 
siones del Tribunal de Tasaciones: p. 243. 
4. Corresponde confirmar la sentencia que asigna al inmue- 
ble expropiado un valor unitario igual al que la Corte Supre- 
ma atribuyó a una propiedad contigua de iguales caracterís- 
ticas y cuya transferencia al expropiador se efectuó en la 
misma época: p. 259. 

6. En presencia de la estimación más elevada hecha por el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, corresponde m!ante-~ 
ner el valor atribuido a las mejoras del inmueble expropiado 
en la sentencia consentida por el dueño y recurrida por el 
Estado: p. 259. 

6. A efectos de fijar el precio de la tierra expropiada co- 
rresponde tener en cuenta el determinado por la Corte Su- 
prema en fallo reciente, con respecto a una fracción de la 
cual aquella formaba parte, y determinar el miayor valor que 
corresponde atribuir a la que es objeto del juicio por tratar- 
se de un antiguo lugar de veraneo y hallarse en parte ferti- 
lizada por un pequeño arroyo: p. 275. 

7. Discrepando ampliamente los peritos propuestos por las 
partes, lo mismo que las sentencian de 1* y 2* instancias, con 
respecto al valor del terreno expropiado, y no concordando 
con las anteriores la estimación hecha por el Tribunal de Ta- 
saciones de la ley 13.264, corresponde que la Corte Suprema 
establezca un precio equitativo para las distintas zonas del 
bien expropiado, teniendo en cuenta los valores asignados 
por el Tribunal, en fecha reciente, a tierras situadas junto 
a las que motivan el juicio: p. 280. 

8. Corresponde fijar el valor de las mejoras exi. tentes en el 
terreno expropiado en la suma ofrecida por el Estado, si 
ella es superior a la tasación de los peritos y del Tribunal 
de Tasaciones: p t 280. 

9. El valor del bien expropiado debe referirse al tiempo de 
la desposesión, aunque ésta no se haya producido mediante 
un acto judicial sino por una toma de posesión provisional, 
extrajudicial y amistosa: p. 393. 

10. Si en el dictamen expedido por el Tribunal de Tasacio- 
nes con intervención de los "representantes" de ambas par- 
tes, no hay otra discrepancia que la del representante de la 
expropiada y referente al numero de sauces comunes, punto 
sobre el cual se remite a la pericia de autos sin especificar a 
cual de ellas que, además, hacen sus cálculos mediante proce- 
dimientos indirectos patentemente expuestos a error, debe 
estarse al informe del mencionado Tribunal, respecto del cual 
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no se concretó objeción ninguna en cuanto al procedimiento 
empleado para hacer ese cálculo. Corresponde también acep- 
tarse, en cuanto al valor de los sauces en cuestión, el juicio 
de dicho Tribunal coincidente con el de la sentencia, que es, 
a su vez, el de una de las pericias: p. 407. 

11. Mediante la asignación de un "representante" especial 
al expropiado y otro de igual carácter al Gobierno Nacional 
en el Tribunal de Tasaciones, la ley 13.264 ha reemplazado la 
intervención individual y meramente ilustrativa de los peritos 
de la ley 189 por la de un verdadero organismo que inVpone a 
sus componentes actuación conjunta y una responsabilidad 
mancomunada, y atribuye a los "representantes" mencionados 
el doble carácter de técnicos y partes. 

Si bien según el art. 14 de la ley 13.264 la autoridad de los 
jueces sigue siendo decisiva en los juicios de expropiación, 
deja de ser indispensable, salvo circunstancias especiales o 
de excepción, para resolver la inicial discrepancia de las par- 
tes con respecto al valor de los bienes, cuando los represen- 
tantes de ellas en el organismo mencionado concuerdan entre 
sí y con los demás miembros de él. En tal caso no cabe, en 
principio, fijar judicialmente un precio distinto del de la 
tasación efectuada por dicho organismo: p. 439. 

12. A falta de recurso de apelación del dueño del bien ex- 
propiado, que permita considerar si procede o no elevar el 
monto fijado en la sentencia recurrida, corresponde mante- 
ner este último, que es ligeramente inferior al establecido por 
el Tribunal de Tasaciones: p. 563. 

13. Si bien según el art. 14 de la ley 13.264, la autoridad de 
los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de expropiación, 
salvo circunstancias especiales o de excepción, deja de ser 
indispensable para resolver la inicial discrepancia de las 
partes con respecto al valor de los bienes, cuando los repre- 
sentantes de ellas en el Tribunal de Tasaciones concuerdan 
entre sí y con los demás miembros del mismo, de modo que si 
éste se expide por unanimidad, con la intervención y confor- 
midad de los representantes de las partes, no cabe, en prin- 
cipio, fijar judicialmente un precio distinto del determinado 
por el mencionado organismo: p. 563. 

14. Si del expediente administrativo no resulta la existencia 
de un compromiso, con vigencia actual, con respecto al pre- 
cio de las tierras ocupadas por la provincia demandada, ni 
el criterio para fijarlo — puesto que al no cumplirse la con- 
dición consignada en uno de los documentos aludidos, dejaron 
de estar obligadas las partes a atenerse al valor allí determi- 
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na do — no hay razón para que la estimación de la Corte Su- 
prema deba atenerse a las distintas valuaciones de la Contri- 
bución Territorial invocadas por cada una de las partes ¿i 
no halla objetable la efectuada por el Tribunal de Tasaciones 
de la ley 13.264: p. 579. 

15. Si bien según el art. 14 de la ley 13.264 la autoridad de 
los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de expropia- 
ción, salvo circunstancias especiales o de excepción, deja de 
ser indispensable para resolver la inicial discrepancia de las 
partes con respecto al valor de los bienes, cuando los repre- 
sentantes de ellas en el Tribunal de Tasaciones concuerdan 
entre sí y con los demás miembros de él, en cuyo caso debe 
fijarse, como precio del inmueble expropiado, el importe a 
que asciende la tasación hecha por el mencionado organis- 
mo: p. 579. 

16. Teniendo en cuenta la discrepancia de los peritos pro- 
puestos por las partes, con respecto al valor del terreno ex- 
propiado, con cuyas opiniones tampoco concuerda la del Tri- 
bunal de Tasaciones, de la ley 13.264, y la circunstancia de 
haberse efectuado recientemente por la Corte Suprema una 
estinVación concreta para un lote próximo y de análogas ca- 
racterísticas, corresponde guiarse por al criterio aplicado por 
el Tribunal en dicho caso: p. 603. 

17. Para la determinación del valor de las mejoras del in- 
mueble expropiado corresponde atenerse a la estimación efec- 
tuada por el Tribunal de Tasaciones, excepto de aquellas con 
respecto a las cuales haya en autos elementos que autoricen 
a apartarse de la misma: p. 603. 

Otros daflos. 

18. No procede acordar indemnización en concepto de per- 
juicios derivados de la expropiación, por la incomunicación 
de la fracción que continúa en poder del dueño, si de autos 
no resulta que ésta quede totalmente incomunicada con la 
parada ferroviaria próxima. Tampoco procede acordar indem- 
nización por los inconvenientes que se pretende causará la 
vecindad del aeródromo Presidente Rivadavia, pues aunque 
existieran no serían perjuicios causados por la expropiación: 
p. 243. 

19. Ofrecida por el Estado expropiador en la demtanda una 
indemnización del 10 % del precio que se atribuye al inmue- 
ble y aceptado ese ofrecimiento por el dueño corresponde 
agregarla a la cantidad fijada como precio: p. 393. 

20. No resultando de las constancias de autos la existencia 
de perjuicios causados por la expropiación que no hayan de 
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ser íntegramente compensados con el pago del justo precio 
y los intereses, no corresponde agregar a dicho precio nin- 
guna indemnización: p. 439. 

21. A falta de prueba del dueño del inmueble, referente al 
perjuicio que el desmembramiento causaría, según aquél, a 
la angosta y larga fracción que el trazado del camino deja 
en uno de los costados de la quinta que atraviesa, y de opi- 
nión del Tribunal de Tasaciones acerca de ese punto, no pro- 
cede acordar indemnización alguna por aquel concepto : p. 579. 

Procedimiento. 
Procedimiento Judicial, 

22. Habiendo resuelto la Corte Suprema requerir del Tri- 
bunal de Tasaciones los informes de los arts. 31 y 14 de la 
ley 13.264, a cuyo fin se le remitió la causa con oficio, y 
estando vencido con exceso el plazo de treinta días señalado 
en el mencionado art. 14, corresponde, ante el pedido del 
dueño tendiente a urgir el procedimiento, prorrogar por igual 
término aquel plazo, a lo cual no obsta el decreto 8319/49 : 
p. 219. 

23. Si, por una parte, la expropiada solicita que se postergue 
la entrega de la posesión decretada en autos, en razón de no 
existir elementos suficientes para determinar la fracción a 
expropiarse dentro del campo de su propiedad, pero acepta 
que la pertinente mensura se efectúe por la oficina técnica 
hábil del Gobierno de la provincia actora, y, por otra parte, 
el representante de esta última hace presente que en la dili- 
gencia de la toma de posesión y a fin de ubicar la fracción 
respectiva, intervendrá un funcionario técnico de la Direc- 
ción de Geodesia y Catastro, corresponde mantener el auto 
que ordena poner a la provincia actora en posesión de la tie- 
rra expropiada, debiendo diligenciarse la entrega con inter- 
vención de un funcionario técnico de la mencionada Direc- 
ción, previa determinación por el mismo de la fracción que 
se expropia, y en presencia de las personas autorizadas por 
ambas partes: p. 384. 

24. El punto referente a la procedencia de la expropiación 
debe resolverse en ocasión del fallo de la causa : p. 630. 

Expropiación indirecta. 

25. Transcurrido el plazo convenido en el expediente admi- 
nistrativo sobre expropiación para que se escriturase la trans- 
ferencia del inmueble ocupado por la provincia y se pagase 
el precio fijado, el dueño de aquél tiene derecho a promover 
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una demanda de expropiación inversa, para obtener la indem- 
nización correspondiente: p. 579. 

EXTRACCION DE FONDOS. 

1. Puesto que, según el art. 55 del Reglamento para la Jus- 
ticia Federal, en los giros y transferencias de fondos debe 
cumplirse lo dispuesto en la Reglamentación General del 
Imp. a los Réditos y que. según este — art. 39 — el intere- 
sado debe manifestar bajo juramento y el juez dejar cons- 
tancia al dorso del cheque, del concepto y monto de los fon- 
dos a extraerse, corresponde desestimar el pedido de que en 
el cheque a librarse se haga constar que no corresponde re- 
tención por réditos y exigir al solicitante que formule en su 
oportunidad la manifestación jurada de referencia: p, 168. 



P 

FALSEDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 23. 
FALSO TESTIMONIO (M. 

1. El delito de falso testimonio previsto por el art. 275 del 
Código Penal se consuma en el lugar y el memento en que 
se efectuó la declaración, independientemente de las contin- 
gencias ulteriores del juicio en que se prestó: p. 72. 

FALTA DE ACCION. 

1. Xo es imprescindible alegar la falta de acción en la con- 
testación a la demanda, cuando no se funda en una circuns- 
tancia que deba ser del conocimiento personal e inmediato de 
la demandada, con mayor razón si la escritura de protesta, 
donde consta quién hizo el pago y que no lo efectuó en virtud 
th* ninguna representación de los actores, no se acompañó 
a la demanda : p. 127. 

2. Xo resultando de autos que los actores obren por delega- 
ción o cesión de la persona por cuenta y orden de quien se 
hizo el pago del impuesto de sellos cuya repetición reclaman, 
debe concluirse que carecen de acción para promover la de- 
manda : p. 127. 



(!) Ver también: Jurisdicción y competencia, 23. 
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FERROCARRILES. 

Ver : Expropiación, 18 ; Jubilación de empleados ferrovia- 
rios, 1. 

FISCAL. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 1. 

FISCAL DE ESTADO. 

Ver: Demandas contra la Nación, 1. 

G 

GRAVAMEN. 

Ver: Recurso extraordinario, 64. 

H 

HABEAS CORPÜS. 

Ver: Recurso extraordinario, 73. 

HIJUELA. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 2. 
HIPOTECA. 

Ver: Procurador, 1; Recurso extraordinario, 38. 

HOMICIDIO (M. 
Homicidio simple. 

1. Teniendo en cuenta como agravantes los antecedentes ju- 
diciales del procesado y como atenuante la circunstancia de 
haber sido agredido por la víctima, corresponde aplicarle la 
pena de trece años de prisión al autor del delito de homici- 
dio simple cometido a raíz de una discusión, que último a su 
oponente después de haberle derribado de un golpe: p. 646. 

Homicidio calificado. 

2. No se halla comprendido en el art. 165 sino en el art. 80, 
inc. 3 ? , del Cód. Penal el triple homicidio perpetrado en pri- 
mer termino para "facilitar y consumar" el robo concertado 
por la banda: p. 481. 



(i) "Ver también: Agravantes, 1; Atenuantes, 1; Inmutabilidad, 
3; Participación criminal, 1, 2, 3; Pena, 1, 2; Prueba, (i. 
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HONORARIOS (*). 
Regulación. 

1. Contra el auto de la Corte Suprema por el que se regu- 
lan honorarios no procede el recurso de revocatoria ni otro 
alguno : p. 88. 

2. El auto regulatorio de honorarios tiene el carácter de 
sentencia : p. 88. 

3. Tratándose de un recurso extraordinario la única regula- 
ción que debe practicar la Corte Suprema es la correspon- 
diente a los trabajos practicados en la instancia y atinentes 
al recurso resuelto por el tribunal: p. 611. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

1. En los casos de rechazo total de la demanda, el mionto 
del pleito, a los efectos de la reculación de honorarios es la 
mitad de lo reclamado en ella, no siendo óbice a esta conclu- 
sión la circunstancia de alegarse el alza actual del valor del 
inmueble comprendido en la demanda porque hay que ate- 
nerse a los valores correspondientes al momento de la traba 
de la litis : p. 495. 

HONORARIOS DE INGENIEROS. 

Ver: Constitución Nacional. 26. 

HONORARIOS DE INGENIEROS AGRONOMOS. 

Ver: Superintendencia, 2. 

HONORARIOS DE PERITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 14; Recurso extraordinario, 36. 

I 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 4, 20. 22; Pago, 2; Recurso ex- 
traordinario, 8, 48, 74. 

IMPORTACION. 

Ver: Aduana, 1, 3, 4; Constitución Nacional, 25; Prescrip- 
ción, 5; Prueba, 5; Recurso extraordinario, 12, 34. 



(!) Ver también: Recurso ordinario de apelación, 4. 
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IMPUESTO. 

Ver: Constitución Nacional, 31; Costas, 5; Usufructo, 1. 

IMPUESTO A LOS REDITOS 

Principios generales. 
Contribuyentes. 

1. El tipo de sociedad denominado comandita por acciones 
carece de personalidad fiscal para la ley de impuesto a los 
réditos que considera a los socios, separadamente, como los 
verdaderos sujetos de obligaciones tributarias con indepen- 
dencia del ente social de que forman parte, aunque éste ten- 
ga personalidad jurídica de acuerdo con la legislación civil o 
comtercial, nacional o extranjera. Para la ley fiscal argentina 
resultan sujetos beneficiarios de la renta imponible las per- 
sonas físicas o las entidades jurídicas formadas por una con- 
junción de capitales. En el primer caso, no interesa que estén 
agrupados formando una sociedad, por cuanto nuestra ley de 
réditos no reconoce la personalidad fiscal de las sociedades 
de individuos sino solamente las de capital. Las sociedades 
de personas no son contribuyentes independientemente de los 
sujetos que las forman y, si bien la fuente generadora de 
réditos es el fondo social, el impuesto se aplica sobre el bene- 
ficio que corresponde a cada persona, sin gravar a la socie- 
dad como ente jurídico, pues por ser sociedad de personas 
y no de capitales carece de personalidad fiscal y no se le 
hace titular : p. 463. 

-2. Por haberlo establecido cT)mo norma la correspondiente 
autoridad del impuesto a los réditos, en resolución dictada de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 34 de la ley 11.682 
(T. O.) y debidamente publicada, corresponde que, en cali- 
dad de agentes de retención, ingresen tanto la tasa básica 
como la adicional, todas aquellas personas o entidades que 
acrediten en cuenta o giren a contribuyentes radicados en el 
extranjero sumas provenientes de réditos de cualquier cate- 
goría producidos en el país : p. 463. 

Deducciones. 

Comercio e Industria. 

3. A los efectos de la liquidación de los réditos del socio co- 
manditario correspondientes al período anterior a la refor- 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 10; Extracción de fon- 
dos, 1; Prescripción, 4; Recurso extraordinario, 41. 
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nía de 1947, procede deducir la desvalorización ocasionada 
a los campos de la sociedad por la explotación de sus bos- 
ques, deducción admitida por la Dirección con respecto a los 
réditos de los socios solidarios, tanto más cuanto que no se 
ha hecho objeción respecto a la posibilidad de determinar 
fehacientemente el monto a deducirse: p. 385. 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, etc. 

4. Procede aplicar a los miembros de una sociedad extran- 
jera eu comandita por acciones nominativas la tasa adicional 
por impuesto a los réditos. Si, no obstante no existir impo- 
sibilidad jurídica ni de hecho para llegar a la individualiza- 
ción de los componentes de la sociedad, ello no se hizo por el 
agente de retención, de modo que el Fisco tuvo que conside- 
rar a la sociedad comió una sola persona a los efectos estable- 
cidos en el art. 41 de la Reglamentación General, procederá 
efectuar los ajustes correspondientes cuando se haga conocer 
debidamente la forma en que se haya distribuido a cada co- 
manditario su participación: p. 463. 

Infracciones y penas. 

5. La nota por la cual el contribuyente solicitó la designa- 
ción de un inspector para realizar el ajuste definitivo de 
sus declaraciones juradas sobre el impuesto a los réditos, 
no importa presentación espontánea eximente de penalidad 
con respecto a las declaraciones presentadas con posteriori- 
dad a aquella nota: p. 42. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

1. La sola circunstancia de tratarse de una demanda por 
daños y perjuicios no exime a la actora de estimarlos en 
la medida que sea posible; por lo cual, resultando de autos 
que lo ha sido, debe pagarse el impuesto de justicia en la 
forma itrejseripta por los arts. 94, inc. a) y 98, inc. a) de la 
ley de sellos: p. 574. 

2. El pago del impuesto de justicia debe hacerse no obstan- 
te la incompetencia de la Corte Suprem'a para entender en 
la causa, porque grava la iniciación de las actuaciones que 
requieren el ejercicio de funciones jurisdiccionales del tri- 
bunal : p. 574. 

IMPUESTO DE SELLOS. 

Ver: Falta de acción, 2; Impuesto de justicia, 1. 
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IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Constitución Nacional, 
4, 28, 29; Costas, 6; Demanda, 1; Expropiación, 14; Pago, 2. 

IMPUESTOS INTERNOS ('). 
Régimen represivo. 

Defraudación y simples infracciones. 

1. La defraudación de los impuestos internos prevista en el 
art. 36 de la ley 3764 — 27 del t. o. — se refiere a los actos 
u omisiones tendientes a evadir el pago del gravamen de 
que se trate. Sin perjuicio de que puedan constituir infrac- 
ción a las leves o reglamentos no llenan, aquella condición 
los actos u omisiones consistentes en el pago defectuoso pero 
total del tributo adeudado como ocurre en el caso en que se 
han aplicado a una "bebida artificial" los valores correspon- 
dientes al "vermouth" dado que ambos artículos soportan 
igual gravamen. A ello no se opone la jurisprudencia que 
considera fraude la aplicación de boletas de vino genuino a 
un envase cuyo contenido de igual naturaleza no corresponde 
al análisis de origen, pues ella es inaplicable cuando no cabe 
duda de la identificación del producto salido de la fábrica, 
con el intervenido y de la inexistencia de maniobras tendien- 
tes a utilizar más de una vez las mismas boletas: p. 553. 

IMPUTABILIDAD. 

1. La debilidad mental no configura ninguna de las cau- 
sales de inimputabilidad que se consignan en el inc. I 9 del 
art. 34 del Código Penal: p. 495. 

2. El beneficio del art. 37, inc. b) del Código Penal no pue- 
de invocarse a favor del procesado que en la declaración 
prestada una semana después del hecho manifestó tener 
18 años : p. 495. 

3. El hombre que toma licor más de lo que debe, responde 
de las consecuencias de los actos que realiza por falta de 
dominio de sus facultades. Esta doctrina es aplicable a quien, 
hallándose en relativo estado de embriaguez y molesto por 
las recriminaciones de la víctima la ultimó después de mani- 
festarle que lo haría si no se callaba: p. 631. 

4. Para que el estado de debilidad mental constituya exi- 
mente de responsabilidad criminal, no basta que esa anorma- 
lidad psíquica pueda aflorar circunstancialmente y en cier- 



O) Ver también: Recurso extraordinario, 33, 69. 
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tos períodos. Es menester la comprobación científica feha- 
ciente de que la causa determinante del delito radica en la 
anublación psíquica del imputado» en el preciso momento en 
que el hecho criminoso y la perturbación mental coinciden en 
el hecho, tiempo, lugar y circunstancias concomitantes, o bien 
con una proximidad tan inmediata que haga verosímil el es- 
tado latente de la perturbación : p. 646. 

INCIDENTES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 6, 17. 

INMIGRACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 

INMUEBLES. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1: Compraventa, 1; Cons- 
titución Nacional, 28; Costas, 2; Daños y perjuicios, 1; Ex- 
propiación. 4, 5, 9, ló. 17, 19. 21, 25; Honorarios de abosa- 
dos y procuradores, 1: Intereses, 1; Pago, 2; Procurador, 1. 

INSANIA. 

Ver: Constitución Nacional, 27; Recurso extraordinario. 9, 30. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Intereses, 2 ; Prescripción. 3 ; Recurso extraordina- 
rio, 17. 

INTERESES (*). 

Relación jurídica entre las partes. 

Expropiación. 

1. El expropiador debe intereses sobre la totalidad de la su- 
ma que se le ordena pairar, desde la fecha de la ocupación 
del inmueble hasta la del retiro de los fondos consignados, 
y desde ésta hasta el efectivo pago, sobre la diferencia entre 
lo consignado y lo mandado pagar, siempre que no haya exis- 
tido demora por parte del dueño en el requerimiento de los 
fondos consignados: p. 563. 

Jubilaciones y pensiones. 

2. No procede la r*apitalizaoión de intereses dispuesta por 
el Instituto Nacional de Previsión Social con respecto a los 



(') Ver también: Expropiación, 20. 
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aportes de directores de un banco de la Capital sobre la 
base de lo establecido en el art. 4* de la ley 11.575, que se 
refiere inequívocamente a las empresas de bancos particula- 
res que funcionen fuera de la ciudad: p. 36. 

J 

JUBILACION Y PENSION. 

Ver: Intereses, 2; Recurso extraordinario, 55, 61. 

JUBILACIÓN DE EMPLEADOS BANCARIOS. 

Personal comprendido. 

1. La definición de lo que se entiende por "empleado" y 
"sueldo fijo" en la terminología de la ley 11.575 — art. 7*, ines. 
b) y c) — comprende a los miembros de los directorios de 
bancos o empresas análogas: p. 36. 

Sueldo. 

2. Debe considerarse incluida dentro del concepto de "suel- 
do", a los efectos del aporte jubilatorio de la ley 11.575, la 
participación en las utilidades que se distribuyen entre los 
directores de Bancos o empresas afines: p. 173. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS (»). 
Cómputo de servicios. 

1. A los efectos de la ley 10.650 son computables los servi- 
cios prestíalos por el medico permanente de una em'presa fe- 
rroviaria a cambio de la concesión de un pase libre para 
viajar entre determinadas localidades: p. 25. 

Jubilaciones. 
Determinación del monto. 

2. El art. 1<\ inc. c) de la ley 12.986, que substituyó en el 
art. 17 de la ley 10.650, modificado por la ley 12.825 y por 
el decreto ley 14.534/44 las palabras "últimos quince años" 
por "los diez años que más convengan a juicio del afiliado", 
no ha dejado sin efecto el art. 2* de dicho decreto que dis- 
pone que "los sueldos comprendidos entre $ 1.000 y $ 1.500 
mensuales se tomarán en cuenta para el aporte patronal y del 
personal, en cuanto a la concesión de beneficios y demás efec- 



(1) Ver también: Recurso extraordinario, 55. 
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tos, solamente a partir de] l 9 de julio de 1944". No procede, 
pues, computar sueldos superiores a $ 1.000 con anterioridad 
al V de julio de 1944: p. 189. 

Pensiones. 
Personas beneficiadas. 

3. Los hijos adulterinos carecen de derecho a la pensión es- 
tablecida en el art. 39 de la ley 10.650: p. 513. 

JUECES ('). 

1. Para el juzgamiento criminal de magistrados acusados de 
haber intervenido ¡legalmente en política se requiere el previo 
desafuero que es atribución privativa de la autoridad com- 
petente para separarlos de sus careros. 

La Corte Suprema carece de una y otra facultad, aun du- 
rante el tiempo que transcurra hasta la creación, legal del tri- 
bunal de enjuiciamiento que el art. 91 de la Constitución man- 
da establecer: p. 199. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 64. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Jurisdicción y compe- 
tencia, 16, 17, 29, 30; Recurso extraordinario, 64. 

JURAMENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 13 ; Extracción de íondos, 1 ; 
Recurso extraordinario, 5, 45; Universidad, 1. 

JURISDICCION 7 COMPETENCIA (-). 

Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

1. Las contiendas de competencia tienen por base necesaria 
la existencia de procesos en trámite y son inadmisibles cuan- 
do alguno de ellos ha terminado. 

O) Ver también: Constitución Nacional, 2, 3, 11, 12, 26, 30; Em- 
picados públicos, 1; Enjuiciamiento de magistrados judiciales, 1; Ex- 
propiación, 11, 13, 15; Extracción de fondos, 1; Impuesto de justicia, 
2; Medidas disciplinarias, 1 ; Pena, 3 ; Recurso extraordinario, 4, 10, 
20, 21, 25, 26, 28, 29, 38, 45, 68, 69, 72, 77; Recurao ordinario de ape- 
lación, 1; Recusación, 1; Superin*endencin, 1; Universidad, 1. 

(2) Ver también: Impuesto de justicia, 2. 
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Es improcedente la contienda de competencia planteada por 
inhibitoria para conocer en un juicio sucesorio que se halla- 
ba totalmente concluido con anterioridad a la fecha en que 
el juez exhortado recibió la rogatoria dirigida por el magis- 
trado que interviene en otro juicio del mismo causante, vir- 
tualmente terminado con la entrega de fondos de la sucesión 
vacante a la respectiva repartición provincial, hasta el punto 
de que el representante de la parte que promovió la cuestión 
de competencia reconoce expresamente que no se pide pro- 
nunciamiento alguno respecto de lo actuado en dicho juicio ni 
existen otras cuestiones planteadas ni afirma que vayan a 
plantearse: p. 161. 

Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

2. No corresponde dar curso a la rogatoria por la cual plan- 
téase cuestión de competencia por inhibitoria para conocer 
en un juicio sucesorio virtualmente terminado por hallarse 
aprobada la cuenta particionaria y faltar tan sólo la inscrip- 
ción de la hijuela respectiva en el Registro de la Propiedad: 
p. 84. 

Intervención de la Corte Suprema. 

3. Entre los conflictos de competencia cuya decisión corres- 
ponde a la Corte Suprema no se hallan los que se plantean 
entre las cámaras de apelación de la Capital de la Repú- 
blica, salvo que una de ellas sea la Cámara Federal. Por 
ello y lo dispuesto por el art. 6* de la ley 7055, no incum- 
be a la Corte Suprema decidir el conflicto negativo surgido 
entre la Cámara de la Justicia del Trabajo y la de Apelaciones 
en lo Comercial de la Capital : p. 480. 

Competencia territorial. 
Elementos determinantes. 

Lugar convenido expresamente, 

4. Resultando claramente del contrato de prenda agraria la 
voluntad de las partes de someter las cuestiones que de él 
derivan a los tribunales de alguno de los lugares especifica- 
dos, a elección del acreedor, y habiéndose efectuado ésta, debe 
declararse la competencia de los elegidos por dicha parte, con 
prescindencia del lugar del cumplimiento del contrato, para 
conocer de la demanda promovida por el deudor sobre resci- 
sión de la compraventa y nulidad de la prenda: p. 346. 
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Inscripción de nacimiento. 

5. No existiendo en las respectivas leyes locales disposicio- 
nes que se opongan a la competencia del juez del domicilio 
del interesado para conocer de las actuaciones tendientes a 
obtener la inscripción omitida de un nacimiento ocurrido en 
otra provincia, corresponde que los tribunales de ésta den 
cumplimiento al exhorto que aquel juez les dirige para que 
se practique la inscripción de referencia ordenada previo los 
trámites legales: p. 265. 

Rectificación de partidas del Registro Civil. 

6. El juez de la sucesión es el competente para conocer del 
incidente sobre rectificación de las partidas del Registro 
Civil en las que ha de fundarse la correspondiente declara- 
toria de herederos: p. 263. 

Competencia federal. 
Principios generales. 

7. El art. 96 de la Constitución Nacional no excluye del 
conocimiento de la justicia federal las causas radicadas en 
ella con anterioridad al 16 de marzo del corriente año por 
demanda y contestación, ni a aquellas en que, por vía de 
artículo, se ha declarado su competencia por pronunciamiento 
expreso: p. 214. 

8. Es misión legítima y propia de la justicia federal la de- 
fensa y el resguardo de las instituciones e intereses federales, 
fundada en la consideración de que el gobierno central deja- 
ría de existir si perdiera el poder de protegerse a sí mismo 
en el ejercicio de las facultades que como tal It correspon- 
den: p. 349. 

Causas penales. 

Generalidades. 

9. La jurisprudencia de la Corte Suprema según la cual en 
las causas penales es improcedente el fuero federal por razón 
de las personas, no excluye del conocimiento de los jueces de 
sección los delitos cometidos por o contra empleados de la 
Nación en el desempeño de sus funciones: p. 349. 

Delitos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones na- 
cionales. 

10. Corresponde a la justicia federal conocer de la Renuncia 
referente a delitos imputados al Superintendente General 
de Seguros de la Nación, en el desempeño de las funciones 
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de interventor en una compañía de seguros para la cual fué 
designado por un Gobierno Provincial en su carácter de fun- 
cionario nacional y con autorización del Poder Ejecutivo de 
la Nación: p. 349. 

11. Corresponde a la justicia federal el conocimiento de la 
causa criminal referente a la defraudación que aparece co- 
metida con posterioridad al decreto 15.074/43 por empleados 
del departamento del trabajo de Tucumán, transformado por 
dicho decreto en Delegación Regional de Trabajo y Previsión. 
Es indiferente que los hechos delictuosos hayan ocurrido con 
anterioridad a la fecha en que fueron transferidos a la Secre- 
taría de Trabajo y Previsión los materiales y elementos que 
se hallaban en las oficinas del mencionado departamento pro- 
vincial pues la nacionalización de esta repartición se produjo 
en virtud del decreto 15.074/43, de fecha anterior a los su- 
cesos de referencia, sin necesidad de otros actos posteriores: 
p. 419. 

Del i ton en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y de sus repar- 
ticiones autárquicas. 

12. Corresponde a la justicia federal conocer respecto del 
delito de violación de una encom'ienda postal en el caso en 
que aún cuando las constancias de autos no son suficientes 
para determinar si el hecho fué cometido mientras se halla- 
ba bajo la custodia del Correo o si lo fué después de su re- 
cepción en el domicilio de la destinataria, resulta de ellas 
que la entrega de dicha pieza fué realizada sin exigir el co- 
rrespondiente recibo de conformidad y que éste fué suscripto 
por el empleado de correos que entregó la encomienda: p. 7. 

13. No corresponde a la justicia federal sino a la de ins- 
trucción en lo criminal de la Capital, el conocimiento del 
proceso sobre defraudación cometida, según el denunciante, 
mediante el manejo doloso de estampillas alegóricas emitidas 
por aquél con motivo de la Exposición Nacional de Aeronáu- 
tica realizada por exclusiva cuenta del mismk), si de los autos 
no resulta que el delito haya ocasionado perjuicio a la Na- 
ción: p. 454. 

Competencia originarla de la Corte Suprema. 

Agentes diplomáticos y consulares. 
Embajadores y Ministros extranjeros. 

14. La jurisdicción de la Corte Suprema respecto de las cau- 
sas concernientes a diplomáticos acreditados ante nuestro 
país, comprende no sólo los casos relativos a los jefes de las 
legaciones y a los individuos de su familia, sino también a 
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las personas que integran aquéllas, y está supeditada al con- 
sentimiento del representante de la nación extranjera de cuya 
legración se trate. Mas habiendo fallecido los empleados de 
una embajada extranjera, a raíz de la explosión que provo- 
caron al ocuparse de la destrucción de películas de celuloide, 
y no mediando motivo para atribuir responsabilidad crimi- 
nal a persona alguna, carece de objeto el requerimiento de 
la conformidad del respectivo Embajador a los efectos de la 
prosecución de la causa, en la que debe sobreseerse definiti- 
vamente: p. 81. 

Causas en que es parte una provincia. 

15. Corresponde a la Corte Suprema conocer de la causa 
promovida por una provincia contra la Nación por indemni- 
zación de daños v perjuicios v devolución de un casino: 
p. 569. 

Generalidades. 

16. No corresponde a la Corte Suprema conocer originaria- 
mente de las causas entre una provincia y los vecinos de 
otra o de la Capital Federal a menos que con anterioridad al 
16 de marzo de 1949 hubieran quedado radicados ante ella 
por demanda y contestación o por vía de artículo se hubiera 
declarado su competencia. 

Es, así, ajena a la jurisdicción originaria de la Corte Supre- 
ma la ejecución por honorarios en la que, en la fecha de 
referencia, se hallaba pendiente de trámite la información 
ofrecida para acreditar la competencia, pues la radicación 
del juicio ejecutivo se produce con la deducción de excep- 
ciones o al vencer el término de la citación de remate: p. 165. 

17. Si bien las ejecuciones seguidas por letrados, apoderados 
y peritos para el cobro de honorarios constituyen juicios 
incidentales, no corresponde el conocimiento de ellos a la 
Corte Supremla, si no aparecen reunidos los extremos nece- 
sarios para que surja su competencia: p. 165. 

Causas en que es parte vn estado extranjero. 

18. En ausencia de ley reglamentaria explícita no cabe pres* 
cindir de un mínimo de radicación efectiva en el país, 
para considerar acreditada la nacionalidad requerida a los 
efectos de la competencia originaria de la Corte Suprema 
en las causas entre un vecino de la Nación o de las pro- 
vincias y un estado extranjero. 
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No corresponde a la Corte Suprema conocer originariamen- 
te de la demanda promovida por una sociedad que si bien 
no pretende hallarse en alguno de los supuestos previstos 
por la ley 48 como recaudo de la jurisdicción ratiane per- 
sonas admitida por la Constitución anterior y reconoce que 
es una compañía foránea domiciliada en el extranjero, sos- 
tiene haber celebrado en el país el contrato cuya rescisión 
reclama y que de acuerdo con el Tratado de Montevideo 
puede ser demandada en el país : p. 574. 

Competencia penal. 
Lagar del deüto. 

19. La competencia territorial de los tribunales de justicia 
para conocer de un delito cometido en el país y juzgar a sus 
autores, se determina por el lugar en que aquél fué con- 
sumado: p. 72. 

Pluralidad de delitos. 

20. Cuando a raíz de un hecho distinto deba juzgarse a 
una persona que antes ha sido condenada condicionalmente 
corresponde al juez que conoce de la última causa pronun- 
ciarse sobre la revocación de aquel beneficio y dictar la sen- 
tencia única que establece el art. 58 del Código Penal: p. 5. 

Delitos en particular. 

Encubrimiento, 

21. La circunstancia de que el conocimiento del delito prin- 
cipal corresponda a la justicia federal no obsta a la com- 
petencia de los tribunales ordinarios del lugar en que se 
cometió el encubrimiento a los cuales corresponde conocer 
respecto de este último delito: p. 342. 

22. No corresponde a la justicia federal sino a la ordina- 
ria conocer de la causa referente al delito de encubrimiento 
del hurto de cosas del Ejército: p. 515. 

Falso testimonio. 

23. Los tribunales de justicia del lugar donde prestaron 
declaración por exhorto los testigos ofrecidos en un juicio 
que tramita en otra jurisdicción, son los competentes para 
conocer en el proceso promovido contra aquéllos por fal- 
sedad, solución que también corresponde en cnanto al de- 
lito de soborno de los testigos, cuya consumación depende 
de la del delito de falso testimonio: p. 72. 
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Competencia militar. 

24. Corresponde a los tribunales militares juzgar al pro- 
cesado por los delitos previstos en el Código de Justicia 
Militar que se le imputa haber cometido mientras se halla- 
ba cumpliendo el servicio de las armas, con prelación res- 
pecto del juez federal, (pie deberá juzgar al acusado por los 
delitos posteriores a la fecha en que fué dado de baja en el 
Ejercito: p. 354. 

25. La competencia atribuida a la justicia federal no altera 
la jurisdicción militar en los casos en que, según las leyes 
existentes, debe procederse por los Consejos de Guerra : 
p. 354. 

26. La sola circunstancia de haber perdido el estado mili- 
tar con posterioridad a la comisión de los actos delictuosos 
que se lo imputan, no basta para substraer al procesado de 
la jurisdicción militar a que le sometían el hecho y las cir- 
cunstancias en que lo cometió: p. 354. 

27. El art. 49 de la lev orgánica del Ejército — decretos 
19.285/45 y 14.584/46, ratificados por la ley 12.913— no 
ha alterado la competencia de los tribunales militares esta- 
blecida por el art. 117 del respectivo código, ni el orden de 
preferencias previsto en su art. 122, que se refiere a tribu- 
nales ordinarios por oposición a los militares: p. 354. 

Sucesión. 

Domicilio del causante. 

28. Para determinar la competencia a los efectos del juicio 
sucesorio corresponde, a falta de otras prueban considerar 
como domicilio del causante el lugar en que según las de- 
claraciones de testigos que ocupaban la misma casa vivió 
desde hace varios años. Dicha afirmación no resulta des- 
virtuada por la circunstancia de que en el certificado de 
defunción se indique otro lugar como domicilio y de que 
el fallecimiento haya ocurrido allí: p. 359. 

Fuero de -atracción. 

Acciones personales de ¡os acreedores. 

29. El juez de la sucesión, es el competente para conocer 
de la causa sobre cobro de pesos promovida por un acree- 
dor contra el causante y otra persona: p. 359. 
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Incidentes y cuestiones conexas. 
Prenda agraria. 

30. Promovida ejecución por el acreedor contra el deudor 
de una obligación garantida con prenda agraria, ante los 
tribunales de la Capital Federal —en cuyas actuaciones se 
dictó la correspondiente sentencia y se remató el bien gra- 
vado por la prenda — corresponde también a ellos el conoci- 
miento de la acción promovida por el ejecutado ante el 
juzgado de una provincia tendiente a obtener la rescisión 
del contrato de compraventa, con devolución de la seña y 
otro tanto, y la nulidad de la prenda constituida sobre la 
cosa vendida en garantía del pago del precio: p. 346. 

JURISPRUDENCIA . 

Ver: Costas, 5, 6, 7, 8, 9; Demandas contra la Nación, 2; Ex- 
propiación, 1, 4, 6, 7, 16; Impuestos internos, 1; Jurisdicción 
v competencia, 9; Pago, 1; Recurso extraordinario 3, 20, 40, 
64, 79. 

L 

LEGISLACION COMUN ( ] K 

1. La circunstancia de que las provincias teñirán facultad 
constitucional para darse sus instituciones propias y go- 
bernarse por ellas, y en particular, para legislar sobre pro- 
cedimientos, no es óbice para que el Congreso, al dictar las 
leyes comunes cuya sanción le incumbe, pueda incluir en 
ellas las disposiciones formales que estime necesarias para la 
efectividad de los derechos allí reglamentados: p. 533. 

LEY ( 2 ). 
Derogación. 

1. Para considerar que una ley deroga implícitamente dis- 
posiciones de otra, debe ocurrir que el orden de cosas esta- 
blecido por esta sea incompatible con el do la nueva lev: 
p. 189. 



O) Ver también: Constitución Nacional, 4, 27, 29; Leyes pena- 
les, 1; Prescripción, 1, 3; Recurso extraordinario, C, 21, 23, 24, 46, 56, 
57, 58, 75; Retroactividad, 1; Usufructo, 1. 

(2) Ver también: Aduana, 5; Constitución Nacional. 25, 30; Con- 
trato de trabajo, 1; Demanda, 1; Pena, 3; Recurso extraordinario, 63; 
Recurso ordinario de apelación, 2; Retroactividad, 1. 
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MARCAS DE FABRICA 



Interpretación y aplicación. 

2. Xo siendo presumibles la contradicción o el absurdo en 
los términos de las leyes, deben ser interpretadas, cuando 
ello sea posible, de modo que armonicen sus disposiciones: 
p. 612. 

LEY DE SELLOS. 

Ver: Falta de acción, 2; Impuesto de justicia, 1. 
LEYES PENALES. 

1. Las disposiciones del derecho común sólo son aplicables 
en materia de infracciones sancionadas por leyes especia- 
les, en ausencia de preceptos específicos de éstas y en tanto 
las primeras sean congruentes con el régimen que organizan 
las normas de que se trata: p. 425. 

LEYES PROVINCIALES. 

Ver : Recurso extraordinario, 42. 

LITISCONTESTACION. 

Ver: Honorarios de abogados y procuradores, 1; Jurisdic- 
ción y competencia, 7, 16. 

LOCACION DE COSAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 8. 

LOCACION DE SERVICIOS. 

Ver: Profesiones liberales, 3. 

M 

MANDATO. 

Ver: Costas, 1; Procurador, 1, 2; Prueba, 4. 

MARCAS DE FABRICA ('). 
Designaciones y objetos. 

1. Respecto de los "afeites", la palabra "Teatral" es deno- 
minación que aludo a la naturaleza del producto, por lo cual 
no procede el registro del vocablo "Teatral" como marca de 
con.'ercio: p. 369. 



(i) Ver tnmbién: Recurso extrnordinario, 13, 35. 
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Oposición. 

2. El comerciante o industrial interesado en el empleo de 
una locución de uso común puede oponerse al registro de 
ella solicitado por otro, aunque no tenga inscripta a su 
nombre una marca con la cual pueda confundirse la que se 
pretende registrar : p. 369. 

MATRIMONIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 50, 58. 
MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

1. Corresponde apercibir seriamente a los firmantes de los 
memoriales en los cuales se imputa al juzgador una actividad 
irreverente respecto a la Carta Magna, como resulta de atri- 
buirle el propósito de no conceder valor deliberadamente a 
sus disposiciones: p. 42. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Ver: Recurso extraordinario, 39. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 64; Remisión de autos, 1. 

MENOR DE EDAD. 

Ver: Imputabilidad, 2; Pena, 2. 

MILITARES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 25, 26, 27; Pensiones mili- 
tares, 1, 2, 3, 4; Recurso extraordinario, 40, 84, 85, 86; Ser- 
vicio militar, 1, 2, 3, 4, 5, 6. 

MINISTERIO DE TRABAJO Y PREVISION. 

Ver: Recurso extraordinario 3. 

MORA. % 

Ver: Intereses, 1. 



MORAL PUBLICA. 

Ver: Recurso extraordinario, 45. 
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ORDENANZAS DE ADUANA 



MULTAS. 

Ver: Aduana, 6; Constitución Nacional, 25; Prescripción, 4, 
5, 6; Recurso extraordinario, 3, 4, 64, 69; Recurso ordinario 
de apelación 1. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Recurso extraordina- 
rio, 27. 

N 

NACIMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5; Servicio militar, 2. 
NOTIFICACION. 

Ver: Costas, 9; Recurso extraordinario, 70. 
NULIDAD DE ACTOS JURIDICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4, 30; Recurso extraordi- 
nario. 78. 

NULIDAD PROCESAL. 

1. La omisión de referencia expresa, en la parte dispositiva 
del fallo, al rechazo de la prescripción inequívocamente de- 
clarado en los considerandos del mismo, no constituye la 
violación de las formas substanciales de la sentencia que 
requiere el art. 509 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal para la nulidad del procedimiento, pues la expresión 
"formas substanciales" que emplea la ley excluye, en prin- 
cipio, las deficiencias puran/ente rituales de las que no deriva 
agravio cierto al recurrente ni limitación alguna a su de- 
fensa : p. 425. 

O 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Contrato de trabajo, 1; 
Recurso extraordinario. 45. 

ORDENANZAS DE ADUANA. 

Ver: Aduana, 2; Prescripción, 5, 6; Recurso extraordinario, 
^ ^ ■» 

í, ÍO. 
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P 

PAGO 0). 
Principios generales. 

1. La circunstancia de que, según la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 
en la época en que ocurrieron los hechos los obreros indus- 
triales no estuvieran comprendidos entre los beneficiarios 
de la ley 11.729, no basta para considerar al patrón como 
titular de un derecho adquirido a la liberación si pudo ser 
demandado por el obrero ante los tribunales de la justicia 
del trabajo de la Capital Federal y no ha demostrado que 
los pagos invocados hayan sido realizados de conformidad con 
la jurisprudencia de estos tribunales: p. 13. 

Pago indebido. 

Protesta. 

Alcance. 

2. La protesta por la que se impugna el impuesto de contri- 
bución territorial establecido en la Prov. de Bs. Aires para 
el año 1947 como violatorio de la igualdad en cuanto prescin- 
de de considerar la porción correspondiente a cada condomi- 
no y aplica la escala con relación al valor total del inmueble, 
reserva hecha extensiva a todos los pagos que se efectuarán 
en lo sucesivo en el expresadQ concepto, es suficiente a los 
efectos de repetir lo pagado por dicho gravamen con respecto 
al año 1948 en virtud de las leyes 5246 y 5247, substancial- 
níente análogas a la ley 5127 que regía para el año ante- 
rior: p. 286. 

PARTICIPACION CRIMINAL. 

1. Debe considerarse demostrada la participación en el de- 
lito de homicidio calificado de quien reconoce haber tenido 
un revólver en la mano mientras se desarrollaba el hecho, ha- 
biéndosele escapado un tiro al aire; pues le es aplicable la 
doctrina de la Corte Suprema conforme a la cual trátase de 
un solo hecho al que corresponde una calificación legal úni- 
ca, extensiva a todos los autores que han concurrido a la 
ejecución desempeñando cada uno el papel que le fué asig- 
nado o que las alternativas de la ejecución le depararon: 
p. 481. 



(i) Ver también: Falta de acción, 1; Impuestos internos, 1; In- 
tereses, 1; Prescripción, 3; Prueba, 1. 
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2. Quien sin intervención en el homicidio acompañó a los 
autores en el hecho con pleno conocimiento, de que lo comete- 
rían para realizar el robo en el que aquél participó, se halla 
en la situación prevista en el art. 46 del Código Penal: p. 495. 

3. Para que exista cooperación en los términos del art. 46 
del Cód. Penal es menester que ella resulte de una actitud 
decidida y tomada con el propósito de reforzar la resolución 
adoptada o facilitar la realización de sus fines. La presencia 
del procesado en el teatro de los hechos no implica, por ai 
sola, eficiencia ni convenio para la perpetración del delito 
cometido por otro sin premeditación ni agresión previa, lo 
que excluye toda forma de complicidad. Si el auxilio presta- 
do por el procesado al homicida, para la incineración del 
cadáver de la víctima, no fué prometido y no hay en autos 
elementos de juicio que permitan afirmar de una manera cier- 
ta e indubitable que el primero hubiera prestado, por lo me- 
nos, una verdadera cooperación moral, y, por el contrario, 
resulta de la prueba que fué simplemente testigo presencial 
e involuntario del crimen, no procede considerarle partícipe 
sino encubridor, debiendo en caso de duda estarse a lo mis 
favorable al procesado; p. 631. 

PELIGROSIDAD. 

Ver: Pena, 1. 

PENA ('). 

1. Para la graduación de la pena que corresponda imponer 
al procesado — incurso en el delito de participación en ho- 
micidio calificado y robos reiterados — su manifiesta y re- 
petida peligrosidad obliga a prescindir de la circunstancia 
favorable de su juventud, pues contaba 23 años al tiempo 
de consumar lo,s mencionados delitos: p. 481. 

2. Aunque no procede agravar la pena por falta de recurso 
acusatorio, corresponde reformar la calificación y declarar 
que el menor que participó en el homicidio no es respon- 
sable "en grado de tentativa" sino de un delito consumado 
por el que sólo se le impone la pena correspondiente a la 
tentativa, manteniendo la de 15 años de prisión aplicada por 
el fallo recurrido, atento las circunstancias del hecho: p. 495. 

3. En el sistema de las instituciones nacionales las sancio- 



(i) Ver también: Aduana, C; Atenuantes, 1; Impuesto a los 
réditos, r>; Inmutabilidad, 4; Prescripción, 4, 5, 6; Recurso extraordi- 
nario, 3, 10, 49; Recurso ordinario de apelación, 1. 
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nes penales están reservadas a la justicia y su imposición 
por parte de organismos o funcionarios administrativos re- 
quiere, para su validez constitucional, la posibilidad de la 
revisión judicial de su procedencia. Exceptúase los supues- 
tos en que, por razones de especialización y urgencia, y con 
fundamento en las exigencias de un interés público claro, la 
ley atribuye carácter final a las resoluciones sancionadoras 
de la administración: p. 547. 

PENSIONES MILITARES (*). 
Pensiones a loa militares. 
Generalidades. 

1. La existencia o no de contrato escrito no influye para 
considerar militares o civiles los servicios prestados por el 
personal subalterno del Ejército o la Armada: p. 379. 

2. Con arreglo al art 13, tít. III, de la ley 4856, los marinos 
retirados tienen derecho a que en la pensión de su estado 
se incluya el "prest", denominado también "racionamiento 
y sobrerración". Ese derecho no se supedita a la efectiva 
percepción del "prest" antes del retiro, si bien esta circuns- 
tancia constituye prueba de aquél: p. 527. 

Inutilización para la carrera militar. 

Ejército. 

3. Con arreglo al art. 42 del decreto 22.559/45, el retiro 
del 30 % del sueldo de su grado corresponde a los cabos, 
soldados conscriptos, etc., que a raíz de su inutilización ha- 
yan sufrido una disminución de sus aptitudes para el tra- 
bajo en la vida civil, valorada entre el 1 y el 10 % : p. 196. 

4. El decreto 29.375 '44 — aclarado en su art. 225 por el 
art. 2 9 del decreto 19.285/45, ratificado por ley 12.913— si 
bien ri£e los casos de beneficios aun no otorgados por causa 
de inutilización para la carrera de las armas por hechos 
ocurridos durante la vigencia de la ley 4707, no es aplica- 
ble "liando acordara mayores derechos que los previstos por 
la ley, como sucedería en los supuestos en que bajo el ré- 
gimen anterior no correspondía al peticionante beneficio 
alguno. 

No cabe atribuir al citado art. 225 el sólo alcance de impe- 
dir únicamente el otorgamiento de beneficios "in genere" 
para la ley 4707 : p. 335. 



(i) Ver también: Recurso extraordinario, 85. 
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PRESCRIPCIÓN 



PERIODISTAS. 

Ver: Constitución Nacional, 20, 21. 
PERITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 14; Costas, 2; Expropiación, 2, 
3, 7, 8, 10, 11, 16; Recurso extraordinario, 36, 65. 

PERSONAS JURIDICAS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10; Recurso extraordina- 
rio, 54; Universidad, 1. 

PODER LEGISLATIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 2, 15. 

POSESION. 

Ver: Expropiación, 9, 23; Prueba, 4. 

PRENDA AGRARIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4, 30. 

PRESCRIPCION (*). 
Principios generales. 

1. El art. 3962 del Código Civil admite la inteligencia de 
que sus preceptos se refieren a la oportunidad de la oposi- 
ción de la defensa de prescripción — que puede deducirse 
en cualquier instancia y en todo estado del juicio anterior 
a la sentencia — pero no a la forma en que debe proponér- 
sela: p. 524. 

Comienzo. 

2. La acción por reparación civil de los perjuicios causa- 
dos por un cuasidelito prescribe al año contado desde que 
el damnificado tuvo conocimiento del hecho prenerador del 
daño. El plazo de la prescripción corre con prescindencia 



(1) Ver también: Constitución Nacional, 16, 17; Costas, 10; 
Nulidad procesal, 1; Recurso extraordinario, C, 11, 17, 23, 57, 60, 72, 75. 
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de las gestiones administrativas o judiciales que se reali- 
zan para determinar las causas del hecho y las responsabili- 
dades emergentes del mismo: p. 65. 

Tiempo de la prescripción. 
Leyes especiales. 

Jubilación de empleados banca-ños. 

3. El art. 58 del decreto-ley 29.176/44 según el cual las 
acciones que el Instituto Nacional de Previsión Social deba 
entablar por cobro de contribuciones, aportes y toda otra 
deuda, prescribirán a los diez años, no es aclaratorio de otro 
precepto anterior, sino modificatorio, en cuanto a las con- 
tribuciones y aportes de pago periódico, del pertinente sis- 
tema de prescripción del Código Civil. Luego, la acción para 
el cobro de los aportes que debieron hacerse hasta cinco 
años antes de la fecha en que comenzó a regir el decreto- 
ley mencionado, publicado el 6 de noviembre de 1944, esta- 
ba prescripta cuando dicha vigencia comenzó: ps. 173 y 205. 

Prescripción en materia penal. 
Interrupción. 

4. Cuando se juzgan infracciones ¿ las normas fiscales re- 
primidas con multas penales, las nuevas violaciones de la 
misma índole que se cometieran, interrumpen el curso de la 
prescripción de la acción tendiente a reprimir las anterio- 
res. Es inadmisible la argumentación fundada en el carác- 
ter anual del impuesto a los réditos y en la independencia 
de los resultados de los períodos fiscales, para sostener la 
tesis opuesta : p. 42. 

Tiempo. 

Aduana. 

5. El art. 433 de las Ordenanzas de Aduana rige la pres- 
cripción de las acciones de carácter penal para la imposi- 
ción de las penas de multa que las mismas ordenanzas esta- 
blecen, y es aplicable a la prescripción de las multas co- 
rrespondientes a la desviación de su destino de los artículos 
importados libres de derechos, en cuyo caso el término corre 
a partir de la comisión de la infracción: p. 425. 

6. El plazo de prescripción de las acciones tendientes a la 
imposición de las multas establecidas por las Ordenanzas 
de Aduana, hállase regido por el art. 433 de las mismas: 
p. 600. 
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PROFESIONES LIBERALES 



PREVISION SOCIAL. 

Ver: Intereses, 2; Recurso extraordinario, 48. 

PRISION. 

Ver: Pena, 2. 

PRIVILEGIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 24. 
PROCURADOR ('). 

1. Procede aceptar como garantía, a efecto de la inscripción 
en la matrícula de procuradores, la ampliación de una hi- 
poteca en priuA*r termino ya existente a la orden del Pre- 
sidente de la Corte Suprema, constituida oportunamente 
por el dueño del inmueble para ejercer la procuración por 
sí misino, si media anuencia del propietario con la amplia- 
ción del jrravanien y la casa está valuada en una suma 
muy superior a la de m$n. 10.000, importe de las dos obli- 
gaciones principales por las que eventualmente podría tener 
que responder: p. 10. 

2. No procede inscribir en la matrícula de procuradores de 
la Corte Suprema a quien sólo acredita, mediante el cer- 
tificado expedido por la respectiva Facultad, haber apro- 
bado el "total de materias codificadas del curso de pro- 
curación": p. 222. 

PROFESIONES LIBERALES (-). 

1. El Gobierno Nacional tiene facultades para determinar 
los requisitos conforme a los cuales habrán de ser ejercidas 
las profesiones liberales, entre ellos los referentes a la con> 
probación del conjunto de conocimientos indispensables pa- 
ra declarar a una persona en posesión de la respectiva capa- 
cidad profesional: p. 612. 

2. Con arreglo a los arts. 2' y V del decreto 5103/45, rati- 
ficado por la ley 12.921, el ejercicio de las funciones pro- 
pias de las profesiones de que se trata, como empleado de 
una firma que realiza trabajos de contabilidad para terce- 
ros, da derecho a la inscripción en el respectivo registro. 
La relación de dependencia a que se refiere el art. 2* del 
decreto no es la que el profesional ha tenido con una empre- 
sa o sociedad por intermedio de la cual los dadores de tra- 

0) Ver también: Costas, 1; Prueba, 4. 

(2) Ver también: Constitución Nacional, 13, 23, 24; RecuTso ex- 
traordinario, 19, 39; Universidad, 1. 
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bajo han obtenido asistencia técnica. (Voto del Ministro 
Dr. Tomás D. Casares) : p. 612. 

3. El art. 2'' del decreto 5103/45, reglamentario del ejer- 
cicio de las profesiones de doctor en ciencias económicas, 
actuario y contador público, refiérese claramente al ejer- 
cicio de la profesión por cuenta propia, con exclusión de 
quienes, actuando en una relación de subordinación o de- 
pendencia, la ejercen por cuenta y bajo la dirección o res- 
ponsabilidad de otros que les retribuyen sus servicios. El 
art. V del mencionado decíreto se refiere a ios casos en que 
por haberse realizado las tareas con independencia y res- 
ponsabilidad propias frente a terceros, no hayan configu- 
rado una relación de subordinación o dependencia, expresa 
y categóricamente excluida por el art. 2'. 
No procede, pues, inscribir en el registro a que se refiere 
el decreto 5103/45, a quienes han desempeñado tareas de 
contadores tan solo como empleados de firmas que realizan 
trabajos de contabilidad para terceros: p. 612. 

PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24; 
Contrato de trabajo, 1; Pago, 1; Recurso extraordinario, 6; 

17, 50, 54. 

PROTESTA. 

Ver: Costas, 9; Falta de acción, 1; Pago, 2. 
PROVINCIAS. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Compraventa, 1; Cons- 
titución Nacional, 4, 5, 26, 27, 28, 29; Costas, 5, 6; Daños 
y perjuicios, 1; Demandas contra la Nación, 1; Expropia- 
ción, 14, 23, 25; Jurisdicción y competencia, 1, 5, 10, 15, 16, 

18, 30; Legislación común, 1; Pago, 1, 2; Recurso de queja. 
2; Recurso extraordinario, 20, 21, 27, 42, 52, 54, 56, 59. 

PRUEBA 

Principios generales. 

1. Negados en general por la parte demandada los hechos 
no reconocidos expresamente en su contestación, incumbe 

(i) Ver también: Aduana, 1, 4; Constitución Nacional, 8, 9, 14; 
Costas, 2, 9; Expropiación, 2, 3, 7, 8, 10, 11, 16, 17, 21, 23; Jurisdic- 
ción y competencia, 23, 28; Participación criminal, 3; Pensiones mi- 
litares, 2; Recurso extraordinario, 20, 28, 36, 39, 40, 49, 61, 65, 87; 
Remisión de autos, 1. 
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PRUEBA 



a los actores probar que hicieron el pago que constituye 
la causa de su reclamo, lo que no puede considerarse acre- 
ditado cuando no hay constancia de la cual resulte que el 
tercero autor de dicha oblación por cuenta propia, trans- 
firiese o cediese en forma alguna a los actores el derecho 
a repetir que pudiera asistirle, o que éstos puedan invocar 
subrogación legal a este respecto: p. 127. 

Ofrecimiento y producción. 

2. No hallándose autorizada por disposición legal, no co- 
rresponde acceder a la fijación de término para la agrega- 
ción de la prueba: p. 137. 

3. Consentida la producción de la prueba, no hay razón 
para impedir la reiteración del oficio solicitada por la par- 
te dem'andada, que constituye el procedimiento corriente 
para urgir el diligenciamiento de las medidas probatorias 
tramitadas por exhorto: p. 137. 

Instrumentos. 

4. Las constancias del acta referente a la toma de posesión 
del bien expropiado, entre las cuales se halla la enunciación 
de las mejoras hechas por el apoderado del dueño sin recti- 
ficación, salvedad o reserva alguna del representante del 
Estado, sobre la base de la cual hízose la prueba de peritos 
en el juicio sobre expropiación desistido después, constitu- 
yen prueba suficiente de las mejoras en la causa sobre 
indemnización de daños promovida después por el propie- 
tario : p. 28. 

5. El informe de la Dirección de Defensa Agrícola respecto 
del carácter de importadas de las barreras que el infractor 
del art. 36 de la ley 12.345 adquirió de aquélla, tiene la 
fuerza probatoria de los informes de las oficinas públicas 
nacionales, a los que, por lo demás, también recurrió en la 
causa el sumariado, que ha podido desvirtuar la prueba 
producida, por lo que no hay en ello agravio a la Constitu- 
ción Nacional : p. 425. 

Prueba en materia penal. 

6. Las confesiones concordantes de uno de los coprocesados 
y del hijo de otro en el sentido de que los tres participa- 
ron en el homicidio, bastan para enervar la negativa del 
último, que es inverosímilmente contradictoria de su an- 
terior confesión en la cual, si bien se hace un falso relato 
de los hechos hay un reconocimiento de la propia parti- 
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cipaeión que coincide con circunstancias de las que existe 
prueba fehaciente : p. 495. 

Q 

QUERELLANTE. 

Ver: Recurso extraordinario, 11. 

R 

RECLAMACION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Demandas contra la Nación, 1, 2. 

RECURSO DE ACLARATORIA. 

1. Es improcedente el recurso de aclaratoria por error de 
cálculo contra el auto de la Corte Suprema que repula hono- 
rarios con arreglo a lo dispuesto por el art. 23 del decreto- 
ley 30.439/44: p. 88. 

2. El recurso de aclaratoria fundado en la existencia de 
error en que la misma recurrente habría incurrido, es impro- 
cedente contra la resolución que se ajusta a lo manifestado 
por aquélla: p. 509. 

RECURSO DE CASACION. 

1. Siendo improcedente el recurso de casación ante la Corte 
Suprema, mientras no se dicte la- ley reglamentaria pre- 
vista por el art. í)5 de la Constit. Nacional, corresponde re- 
chazar el pedido del recurrente de que "se tenga presente 
la interposición del recurso... y la fecha del mismo", para 
resolverlo cuando entre en vigencia la ley mencionada : p. 304. 
2* El recurso de casación para ante la Corte Suprema es 
improcedente mientras no se dicte la ley reglamentaria que 
prevé el art. 95 de la Constitución Nacionel. Prescindir de 
ella importaría exceder las atribuciones del tribunal e invadir 
las expresamente acordadas al Congreso: p. 423. 

RECURSO DE NULIDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 76; Recurso ordinario de ape- 
lación, 1. 

RECURSO DE QUEJA (M. 

1. El recurso de hecho ha de ser fundado en la misma forma 
que el extraordinario, expresándose en el memorial de la 



(i) Ver también: Recurso extraordinario, 70. 
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queja las circunstancias de hecho de la causa y la relación 
que guardan con las cuestiones federales que se desea some- 
ter a la Corte Suprema. A falta de ello, corresponde rechazar 
la queja: p. 257. 

2. El recurso extraordinario deducido contra la sentencia de 
la Cámara de Apelaciones de una provincia, respecto del cual 
no reca}'ó pronunciamiento por haberse interpuesto ademfis 
el recurso de inconstitucionalidad para ante la Suprema Cor- 
te local, es ajeno a la queja presentada ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación con motivo de la denegación de este 
último recurso: p. 305. 

3. En el recurso de queja por denegación del extraordinario 
no incumbe a la Corte Suprema decidir otras cuestiones que 
las sometidas a su conocimiento por esa vía, ni caben otras 
tramitaciones que las relacionadas directamente con la pro- 
cedencia o improcedencia del recurso, procedimiento en el 
cual ni siquiera se admite la participación de la parte con- 
traria al apelante. Es, así, ajena a la jurisdicción del Tribu- 
nal la decisión del punto referente a la urgencia de las me- 
didas en que se funda el pedido de devolución de los autos 
principales requeridos por aquélla para resolver la queja. 
Dicha cuestión es de incumbencia del tribunal de la causa y 
su resolución denegatoria es irrevisible por la Corte Supre- 
ma : p. 363. 

RECURSO DE REPOSICION (*). 

1. El recurso de reposición es improcedente contra las re- 
soluciones de la Corte Suprema: p. 509. 

RECURSO DE REVOCATORIA. 

Ver: Honorarios, 1. ^ 

RECURSO EXTRAORDINARIO ( 2 ). 

Principios generales. 

1. La Corte Suprema no está autorizada para prescindir de 
íos recaudos impuestos por la ley para el otorgamiento del 
recurso extraordinario, cualquiera sea la magnitud del per- 
juicio alegado por el recurrente y la importancia de las cues- 
tiones en que la apelación se funda : p. 257. 



(!) Ver también: Recurso extraordinario, 77. 

(2) Ver también: Honorarios, 3; Recurso de queja, 1, 2, 3. 
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2. La Constitución actual no impone la caducidad de las 
leyes 48 y 4055 que reglamentan el recurso extraordinario: 
p. 423. 

Requisitos comunes. 
Tribunales de Justicia. 

3. Es procedente el recurso extraordinario en los casos en 
que la ley, por razones de especialización y urgencia y con 
fundamento en las exigencias de un interés público, atribuye 
^carácter final a las resoluciones sancionadoras de la admi- 
nistración. El carácter excepcional de este supuesto impide 
considerarlo configurado en ausencia de disposición legal 
que claramente lo establezca. A dicho efecto no basta lo que 
el art. 28 de la reglamentación de la ley 817 dispone en el 
sentido de que no habrá ulterior recurso contra las resolu- 
ciones ministeriales confirmatorias de las multas que aplique 
la Dirección General de Migraciones, El recurso no procede 
así, respecto de la resolución del Ministerio de Trabajo y 
Previsión que impuso a un piloto de la compañía recurrente * 
una multa que podrá ser objeto de dilucidación en juicio 
ordinario de repetición, ya que éste sólo ha sido excluido por 
la jurisprudencia de la Corte Suprema en los supuestos en 
que la sanción administrativa tiene por ley fuerza definitiva: 

p. 547. 

4. Para la procedencia del recurso extraordinario respecto 
de resoluciones de funcionarios administrativos se requiere 
que se trate de pronunciamientos que decidan cuestiones de 
naturaleza judicial, es decir, de aquellas que en el régimen 
institucional ordinario incumbe decidir a los jueces, y además 
que tengan fuerza de cosa juzgada. La aplicación de multas 
de carácter intimidatorio, como consecuencia de la inobser- 
vancia de las normas que las autorizan, reviste el carácter 
señalado en primer término: p. 547. 

Cuestión justiciable. 

5. Siendo formalmente hábil la vía judicial para reclamar 
la entrega del título universitario a que pretende tener dere- 
cho el recurrente sin sujetarse a la prestación del respectivo 
juramento, procede el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que rechaza la demanda interpretando las disposiciones 
de -la Constitución Nacional sobre el derecho de trabajar y la 
libertad de cultos en sentido opuesto al sustentado por el 
apelante: p. 139. 
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Gravamen. 

6. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el pronunciamiento apelado viola el* derecho de propiedad 
en cuanto no aplica a la obligación de efectuar aportes la 
prescripción liberatoria de cinco años establecida por el 
art. 4027 del Cód. Civil, si el mencionado fallo acogió en este 
punto la defensa que el recurrente no fundó en dicha norma 
sino en el art. 58 del decreto-ley 29.176/44 que declara 
aplicable la prescripción de diez años: p. 36. 

7. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 1062 de las Ordenan- 
zas de Aduana la resolución absolutoria del Administra- 
dor es insusceptible de recurso alguno. 

Si bien el art. 72, de la ley 11.281, autoriza la apelación del 
denunciante al Ministerio de Hacienda, la confirmación de 
este pone fin a la causa de modo que no procede el recurso 
extraordinario respecto de la resolución ministerial: p. 169. 

8. El dueño de una casa habitación que reclama en juicio el 
desalojo del inquilino para ocuparla con su familia, tiene in- 
terés suficiente para interponer el recurso extraordinario fun- 
dado en la inconstitucionalidad del art. 1* de la ley 13.228 
como violatorio de la igualdad, en cuanto sólo permite el des- 
alojo de fincas adquiridas en las condiciones que establece: 
p. 177. 

9. Quien ha promovido el juicio de insania de su madre tie- 
ne interés jurídico suficiente para fundar el recurso extra- 
ordinario en la inconstitucionalidad de las normas procesales 
por las cuales la sentencia apelada decide que la designación 
del curador provisorio de la supuesta insana debe hacerse 
por sorteo: p. 533. 

Subsistencia de los requisitos. 

10. Desestimada por el juez letrado la alta de jurisdicción 
de la Aduana opuesta por la defensa, con motivo de la pri- 
sión preventiva y omitido todo pronunciamiento sobre ese 
punto en el fallo de lff Cámara confirmatorio de dicha me- 
dida, por no haberse sustentado la cuestión en esa instancia, 
no procede fundar más tarde en ella el recurso extraordina- 
rio contra la resolución referente al comiso de la mercadería 
dispuesto por la Aduana: p. 364. 
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Requisitos propios. 

Cuestión federal. 
Cuestiones federales simples. 
Interpretación de 1* Constitución Nacional. 

11. Es procedente el recurso extraordinario fundado por el 
apelante en el art. 29 de la Constitución Nacional, y en 
que el pronunciamiento por el cual se declara operada la 
prescripción de la acción penal mientras los fueros parla- 
mentarios del querellado impedían el trámite de la misma 
importa violación de la defensa en juicio. (Voto del Minis- 
tro Dr. Tomás D. Casares) : p. 608. 

Interpretación de las leyes federales. 

12. No es cuestión de hecho sino federal la de saber si la 
sola indicación inexacta del aforo en la declaración del im- 
portador que detalla con precisión y claridad los efectos que 
trata de introducir, basta para considerarlo en fraude: p. 236 1 

13. Procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación de la ley 3975 puesta en cuestión desde la contes- 
tación a la demanda, en lo referente a la personería de la 
demandada para oponerse al registro pedido por el actor y 
a la improcedencia de dicho registro: p. 369. 

14. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de-, 
finitiva que desconoce el derecho fundado por el recurrente 
en el art. 39 de la ley nacional 10.650: p. 513. 

15. Procede el recurso extraordinario fundado en la inteli- 
gencia del art. 51 del decreto-ley 29.375/44, reformado por 
el 14.584/46, respecto de la decisión contraria al derecho que 
el recurrente funda en aquel: p. 593. 

Iieyes federales de carácter procesal. 

16. No procede el recurso extraordinario fundado en los efec- 
tos con que ha debido concederse la apelación para ante la 
Cámara Federal, respecto del auto que dispuso el embargo 
de los frutos y productos de la cosa reivindicada: p. 585. 

Interpretación de otras normas y actos federales. 

17. Es procedente el recurso extraordinario fundado eji la 
interpretación del art. 58 del decreto-ley 29.176/44 y en la 
inconstitucionalidad de su aplicación retroactiva, como vio- 
latoria del derecho de propiedad constituido por el benefi- 
cio de la prescripción del art. 4027, inc. 3', del Código Civil, 
operada con respecto a los aportes que le reclama el Instituto 
Nacional de Previsión Social al recurrente: p. 205. 
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Cuestiones federales complejas. 
Inconatltuelonalldad de normas y actos nacionales. 

18. Procede el recurso extraordinario fundado en las cues- 
tiones oportunamente planteadas con respecto a la interpre- 
tación del art. 7*, de la ley 11.575 y a la inconstitucionalidad 
del art. 58 del decreto 29.176/44 retroactivamente aplicado: 
p. 173. 

19. Es procedente el recurso extraordinario que se funda en 
la interpretación del art. 7* y concordantes del decreto 
5103/45 — ratificado por la ley 12.921 — reglamentario del 
ejercicio de las profesiones de doctor en ciencias económicas, 
actuario y contador público en todo el territorio del país, 
así como en la incompatibilidad entre dichas disposiciones, 
interpretadas con el alcance que les atribuye la sentencia 
recurrida, y los arts. 14 y 17 de la anterior Constitución, que 
aseguran el derecho a trabajar v ejercer una profesión lícita: 
p. 612. 

Cuestiones no federales. 

20. La jurisprudencia establecida en materia de sentencias 
arbitrarias e insostenibles debe reducirse a los casos de reso- 
luciones evidente y explícitamente carentes de fundamento 
legal o de apoyo en los hechos comprobados en el juicio, pues 

*la Corte Suprema no. podría fundar en dicha doctrina la po- 
sibilidad de su intervención en los juicios cuya decisión no le 
corresponde, sobre la base de su discrepancia con la solución 
que se les hubiera dado, ni aun en el supuesto de que pudiera 
existir transgresión, por parte de los jueces provinciales, de 
las normas que gobiernan la administración de justi* ia: p. 53. 

Interpretación de normas y actos comunes. 

21. La inteligencia atribuida a la ley 11.544 por los tribuna- 
les provinciales es irrevisible mediante el recurso extraordi- 
nario, atento el carácter común que reviste: p. 196. 

22. La cuestión referente a los efectos de un contrato y a la 
manera cómo fué celebrado y cumplido por las partes es 
ajena al recurso extraordinario: p. 202. 

23. El art. 61 del decreto 21.425/44 —ley 12.948— limitado 
a regir el punto atinente a la interrupción por los trámites 
administrativos de la prescripción del art 19 de la ley 9688, 
haciendo extensivo a éstos la norma del art. 3986 del Código 
Civil, es de carácter común, a lo cual no obsta la diferente 
naturaleza que pueda tener el resto de las disposiciones de la 
lev 12.948: p. 509. 

24. La ley 12.296, cuyo art. 1* introduce un nuevo aparta- 
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do al art. 3878 del Cód. Civil y el 2 9 modifica el último pá- 
rrafo del art. 3883 del mismo Código, es de carácter común, 
por lo que su interpretación no constituye cuestión federal a 
los efectos del recurso extraordinario : p. 522. 

Interpretación de normas y actos locales en general. 

25. No incumbe a la Corte Suprema revisar por medio del 
recurso extraordinario la declaración de la comisión de la 
Cámara Gremial de Productores de Azúcar de la Prov. de 
Tucumán acerca de su carácter de tribunal arbitral y de 
equidad: p. 202. 

Interpretación de normas locales de procedimientos. 

26. No incumbe a la Corte Suprema revisar, por medio del 
recurso extraordinario, las conclusiones del tribunal supe- 
rior de la causa en cuanto a su incompetencia para conocer de 
las demandas fundadas en las disposiciones de la Constit. 
Nacional: p. 53. 

27. No incumbe a la Corte Suprema revisar las conclusiones 
de la sentencia apelada con respecto a la procedencia de la 
demanda sobre ilegalidad de los decretos municipal y pro- 
vincial impugnados, puesto que se trata de cuestiones proce- 
sales y regidas por normas de índole local : p. 53. 

28. El error en que habrían incurrido los jueces ordinarios 
de la causa, tanto en el juzgamiento de los hechos imputado^ 
al recurrente y de la prueba referente a ellos, cuanto en la 
apreciación de la validez de las actuaciones, no constituye 
cuestión federal suficiente para fundar el recurso extraordi- 
nario, toda vez que los delitos acriminados al procesado re- 
visten carácter común y las disposiciones invocadas del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal, son de naturaleza local, 
y como tales no sustentan la apelación a menos que se justi- 
ficara la arbitrariedad de la sentencia, lo que en la especie 
no ocurre : p. 306. 

29. Es de índole meramente procesal y, por consiguiente, 
irrevisible por medio del recurso extraordinario, la cuestión 
referente a saber en qué casos procede el recurso ordinario 
de apelación respecto de las sentencias de los jueces del cri- 
men de la Capital, lo mismo que la relativa a la amplitud de 
la potestad jurisdiccional del tribunal de alzada una vez con- 
cedida la apelación: p. 413. 

30. Habiéndose tenido por parte en el juicio a quien lo pro- 
movió para obtener la declaración de insania de su madre, 
no incumbe reconsiderar esa calidad a la Corte Suprema pa- 
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ra ante la cual se le ha concedido el recurso extraordinario: 
p. 533. 

31. Las provincias que acuerdan o deniegan medidas pre- 
ventivas no son susceptibles de recurso extraordinario : p. 585. 

Exclusión de las cuestiones de hecho. 
Beglaa gtine ralea. 

32. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
contra la sentencia que tiene fundamentos de hecho y de 
derecho procesal suficientes para sustentarla: p. 91. 

Impuesto r 7 tuu. 

33. No procede el recurso extraordinario fundado en ser in- 
exacta la premisa de que parte la sentencia apelada, según 
la cual el vino calificado ahora como bebida artificial es el 
mismo que como vino genuino pagó impuesto al salir de la 
bodega por lo que el tribunal apelado deduce su importe del 
que corresponde papar como impuesto al vino artificial: p. 78. 

34. No es cuestión federal sino de hecho la de saber si los 
efectos importados son, en el caso, piezas de repyesto o 
de consumo: p. 236. 

Marcas y patentes. 

35. La cuestión referente a saber si de acuerdo con las dis- 
posiciones de la ley 3975 procede o no el registro de la marca 
"Teatral" como marca de comercio con respecto a lo;s "afei- 
tes", no constituye una exclusiva cuestión de hecho ajena al 
recurso extraordinario, sino una determinación del sentido 
y alcance de una disposición legal, que no puede facerse sin 
una referencia a los hechos de la causa: p. 369. 

Varios. 

36. No procede revisar por medio del recurso extraordinario 
la regulación de los honorarios de un perito, practicada con 
sujeción a un arancel cuya constitucionalidad no ha sido ob- 
jetada: p. 17. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, fundada en las circunstancias del caso, declara que 
la circunstancia de que el solicitante de la carta de ciuda- 
danía haya sufrido una condena, no inVpide juzgar ,su con- 
ducta como irreprochable a los efectos del requisito que pre- 
vé el art. 10, inc. b) del decreto del 19 de dic. de 1931: 
p. 61. 
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38. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
denegación del fuero federal "ratione personae" invocado, si 
ella se ha debido a la errónea interpretación atribuida por los 
jueces de la causa a ciertas cláusulas de la escritura hipote- 
caria que medió entre las partes, cuestión de hecho y de de- 
recho común que basta para sustentar el pronunciamiento 
apelado: p. 527. 

39. Es irrevisible por medio del recurso extraordinario lo 
resuelto por la sentencia apelada acerca de la falta de prue- 
ba suficiente respecto de las tareas realizadas por el recu- 
rrente en la Capital, con anterioridad a la fecha en que entró 
en vigencia el decreto-ley 5103/45, reglamentario del ejerci- 
cio de las profesiones de doctor en ciencias económicas, ac- 
tuario y contador público. Tampoco incumbe a la Corte Su- 
prema pronunciarse acerca de la improcedencia de la adop- 
ción de las medidas para mejor proveer declarada por el 
tribunal apelado, tanto por ser potestativas de este cuanto 
por tratarse de materia procesal ajena al recurso de refe- 
rencia: p. 624. 

40. Si bien es cuestión de hecho y prueba la de decidir si 
se cumple o no en cada caso el requisito de asegurar a las 
personas mencionadas por el art. 41 del decreto 29.375/44 
— ratificado por la ley 12.913 — la contribución que integra el 
mínimo indispensable para la subsistencia de las mismas, 
dicha jurisprudencia no obsta a la procedencia del recurso 
si en la decisión del referido punto el tribunal apelado ha 
incurrido en un error de hecho, reconocido en la resolución 
denegatoria del recurso extraordinario que impide concluir 
que dicho pronunciamiento tenpra fundamentos de hecho su- 
ficientes para sustentarlo : p. 650. 

Relación directa. 

Normas extrañas al juicio. 
Disposiciones constitucionales. 

41. El art. 18 de la anterior Constitución Nacional — cuyo 
contenido se mantiene y amplía en el art. 29 de la actual 
Carta Política — carece de relación directa e inmediata con 
la cuestión referente a saber si la resolución administrativa 
confirmativa de otra condenatoria de la I)irec. Gral. del Imp. 
a los Réditos recurrida por el contribuyente, ha podido ser 
suscripta por el correspondiente funcionario de la Direc. Gral. 
Impositiva que substituyó a aquélla: p. 42. 

42. Aunque se trate de un caso en que la omisión de pro- 
nunciamiento fundada en la incompetencia del tribunal su- 
perior de la causa para conocer de las demandas basadas en 



720 



RECURSO EXTRAORDINARIO 



las disposiciones de la Const. Nacional, importe una resolu- 
ción contraria a Jas cuestiones constitucionales planteadas, 
no procede el recurso extraordinario fundado en los arts. 17, 
18, 19, 28, 33 y concordantes de la Const. Nacional, si éstos 
carecen de relación directa e inmediata con las cuestiones 
debatidas en la causa, porque la pretendida violación de las 
mismas depende, en definitiva, de la interpretación que co- 
rresponde atribuir a una ley provincial de concesión: p. 53. 

43. La forma de la constitución del tribunal apelado no es 
fundamento bastante para la procedencia de la apelación fun- 
dada en la violación de la garantía de la defensa en juicio: 
p. 91. 

44. La circunstancia de que pueda existir error en la solu- 
ción acordada a la causa, no basta para la procedencia de 
la apelación fundada en la inviolabilidad de la defensa en 
.■juicio: p. 91. 

45. Xo hallándose en discusión una determinada fórmula del 
juramento universitario ni aquello sobre lo cual recae la pro- 
mesa exigida mediante aquel, sino tan sólo la constituciona- 
lidad de la imposición de ese requisito, es inadmisible la invo- 
cación del art. 30 de la Constitución Nacional hecha por el 
recurrente, contra la sentencia que rechaza la demanda ten- 
diente a que se le entregue el título de procurador sin dicha 
formalidad, toda vez que ese precepto tiene por objeto subs- 
traer al juzgamiento de los magistrados las acciones priva- 
das que de ningún modo ofenden a la moral y el orden públi 
co, mientras en el caso de autos dicha condición se impone 
por razones de orden público y lo que el interesado pretende 
es que se le exima de él: 139. 

46. Es improcedente el recurso extraordinario por falta de 
relación directa del precepto constitucional invocado con la 
materia del litigio, si la solución del punto en cuestión de- 
pende, en definitiva, de la interpretación de normas del Có- 
digo Civil y de las leyes procesales y de cuestiones de hecho 
y prueba ajenas a la competencia de la Corte Suprema: 
p. 157. 

47. La invocación del principio según el cual nadie puede 
ser obligado a hacer lo que la ley no manda, es insuficiente 
para sustentar el recurso extraordinario cuando se trata de 
leyes de índole no federal, como el art. 13 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal de la Capital y Territorios Na- 
cionales. Mas convertida en norma fundamental por el art. 29 
de la Constitución actual la regla del mencionado* precepto 
procesal, antes de que el tribunal apelado se pronunciase 
sobre el recurso extraordinario, su invocación en el escrito 
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de interposición de éste constituye cuestión federal suficien- 
te aunque no se haya mencionado el citado art. 29 de la 
Constitución Nacional: p. 294. 

48. La circunstancia de existir regímenes diversos para su- 
puestos distintos en materia de trabajo y previsión social, 
con arreglo a la interpretación acordada a la legislación co- 
mún por los tribunales a quienes compete su aplicación de 
manera irrevisible, no constituye violación a la garantía cons- 
titucional de la igualdad, ni autoriza la concesión del recurso 
extraordinario en tanto no se alegue la arbitrariedad de la 
diferencia objetada: p. 307. 

49. Xo apareciendo violadas las formas substanciales del 
juicio referentes a la acusación, defensa, prueba y sentencia, 
no procede el recurso extraordinario contra el fallo que de- 
clara improcedente por falta de gravamen el recurso ordina- 
rio de apelación interpuesto por la defensa contra la senten- 
cia de primera instancia que, de acuerdo con lo pedido por 
ésta al contestar la acusación, aplicó a los procesados el mí- 
nimo de la pena: p. 413. 

50. Las cuestiones referentes al momento en que debe consi- 
derarse disuelta la sociedad conyugal, al carácter propio o 
ganancial de un bien determinado y a la procedencia de las 
reservas pedidas para atender obligaciones de asistencia de 
los hijos son de carácter común y carecen de relación directa 
con los preceptos constitucionales referentes a la función so- 
cial de la propiedad y a la protección del matrimonio y la 
familia: p. 423. 

51. Las nuevas cláusulas constitucionales no atribuyen ca- 
rácter federal a lajs cuestiones regidas por preceptos de orden 
común, ni la invocación de las primeras autoriza el otorga- 
miento del recurso extraordinario en tanto no se formule con- 
creta impugnación de inconstitucionalidad de las normas apli- 
cables al caso: p. 522. 

52. Es improcedente el recurso extraordinario si el art. 87 
de la ley nacional 1565 fué impugnado por el apelante como 
violatorio de los arts. 97 y 98 de la Constitución Nacional 
— 104 y 105 de la anterior — para el caso de que jse le atri- 
buyera un alcance que excediera de los límites de la Capital 
Federal y los territorios nacionales, y la sentencia apelada 
no le dio ese alcance sino que lo consideró de índole mera- 
mente local, decidiendo el punto precisamente sobre la base 
de lo dispuesto por la ley de registro civil de la Prov. de 
Buenos Aires: p. 543. 

53. Es improcedente el recurso extraordinario si las cláusu- 
las constitucionales invocadas no guardan relación directa 
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con la materia del pronunciamiento, en particular el art. 95 
de la Constitución Nacional vigente, toda vez que las alegadas 
son resoluciones de la Corte Suprema anteriores a la sanción 
de la Carta y no se pretende que fueran dictadas por las vías 
previstas en el texto citado; p. 585. 

Sentencias con fundamentos no federales o federales consentidos. 

54. Aun cuando el recurso extraordinario fuera admisible 
con respecto al laudo de un tribunal arbitral, como la respec- 
tiva Comisión de la Cámara Gremial de Productores de Azú- 
car de la Prov. de Tucumán, correspondería declararlo impro- 
cedente si las cuestiones constitucionales en que se funda, 
referentes a la invalidez del dec. 1135/940, dictado por el 
P. E. de Tucumán y a la violación del derecho de propiedad 
por la retroactiva aplicación de aquél a actos concluidos y a 
derechos incorporados al patrimonio del recurrente, carecen 
de relación directa e inmediata con las cuestiones resueltas 
por el laudo apelado, que resuelve la causa sobre la base de 
consideraciones de índole no federal suficientes para susten- 
tarlo: p. 202. 

65. Es improcedente el recurso extraordinario limitado por 
quien lo interpuso a la inteligencia del art. 39 de la ley 
10.650, contra la sentencia que ha resuelto el caso por inter- 
pretación y aplicación de las normas relativas a la existencia 
de derecho a pensión en favór de la viuda y los hijos del 
causante cuando no hubo reclamación oportuna de él, lo cual 
está regido por los arts. r, inc. c), de la lev 12.154 v 47, 
inc. 2 9 , de la ley 10.650: p. 216. 

Fundamentos de orden común. 

56. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que la ley 1002 de la Prov. de Mendoza es violatoria de la 
ley nacional 11.544 y por lo tanto, inconstitucional, contra la 
sentencia que. fundada en la interpretación de dicha ley 
nacional de carácter común, lle&a a la conclusión de que no 
existe incompatibilidad entre ellas: p. 196. 

57. La cuestión referente a la interrupción de la prescrip- 
ción del art. 19 de la ley 9688 por los trámites administrati- 
vos, en cuanto se la decida por interpretación del art. 3986 
del Códiero Civil, no da lucrar al recurso extraordinario, aun 
cuando también se invoque el art. 61 del decreto 21.425/44 
— ley 12.948 — que asimismo es de índole común: p. 509. 

68. No procede el recurso extraordinario fundado en que el 
art. 87 de la ley nacional 1565 es violatorio del art. 100 del 
Cód. Civil y. por consiguiente, de los arts. 22 y 68, inc. 11, 
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de la Constitución Nacional — arts. 31 y 67, inc. 11, de la 
anterior — contra la sentencia que considera no existir tal 
oposición por tratarse de una materia no legislada por el men- 
cionado Código, conclusión concordante con los arts. 80 del 
Cód. Civil y 113 de la ley de matrimonio, que no incumbe a 
la Corte Suprema revisar por medio del recurso extraordi- 
nario : p. 543. 

Fundamentos da orden local y procesal. 

59. Es improcedente el recurso extraordinario contra la reso- 
lución de la Suprema Corte de la Provincia de Mendoza que 
se limita a desechar el recurso de inconstitucionalidad dedu- 
cido ante ella: p. 305. 

60. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que con arreglo a la respectiva ley procesal desestimé, 
la defensa de prescripción por causa de las deficiencias ob- 
servadas en cuanto a la manera de invocarla: p. 524. 

Fundamentos de hecho. 

61. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que hace lugar al pedido de devolución de aportes 
fundada en no estar probado que la cesantía del empleado 
haya sido dispuesta por mW desempeño del mismo : p. 376. 

Resolución contraria. 

62. Es improcedente el recurso extraordinario deducido con- 
tra la resolución favorable a la procedencia del fuero fede- 
ral: p. 412. 

63. Es improcedente el recurso extraordinario si de los pro- 
pios términos del mismo se desprende que la resolución re- 
currida se ha pronunciado por la validez del precepto legal 
controvertido: p. 608. 

Sentencia definitiva. 

Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. 
Juicios de apremio y ejecutivos. 

64. El recurso extraordinario es, en principio, improcedente 
en los juicios ejecutivos o de apremio. 

La excepción admitida por la jurisprudencia para los supues- 
tos en que la sentencia apelada produce gravamen irrepa- 
rable, requiere que éste resulte de los autos, a cuyo efecto 
no basta el sólo planteamiento de una cuestión de constitu- 
cionalidad. 
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Corresponde rechazar el recurso en el caso en que el importe 
de la multa reclamada en el juicio ha sido depositado en cali- 
dad de embargo: p. 587. 

65. Las resoluciones denegatorias de medidas de prueba no 
constituyen sentencias definitivas ni son equiparables a ellas, 
a los efectos el recurso extraordinario. Es así, improcedente 
el recurso extraordinario interpuesto por la demandada en 
un juicio por expropiación, contra la resolución que deja sin 
efecto la prueba de peritos en trámite ofrecida y ordenada 
oportunamente con la conformidad de las partes, y la substi- 
tuye por el dictamlen que se manda requerir del Tribunal de 
Tasaciones creado por la ley 13.264 si las circunstancias de la 
causa hacen improbable la desaparición de los bienes expro- 
piados: p. 224. 

66. Ni la resolución denegatoria de la excarcelación bajo 
caución juratoria ni el auto de prisión preventiva revisten el 
carácter de sentencia definitiva a los efectos del recurso ex- 
traordinario: p. 611. 

67. El auto que ordena la prosecución de la expropiación 
— la improcedencia de lo cual sostiene el recurrente fundado 
en el decreto 33.245 y en la falta del "carácter de utilidad 
pública" — no es sentencia definitiva a los efectos del recurso 
extraordinario: p. 630. 

Tribunal superior. 

68. La Suprema Corte de la Provincia de Mendozn no es, de 
ordinario, el superior tribunal local a los efectos v'el art. 14 
de la ley 48: p. 305. 

69. Atento el monto de la multa aplicada por supuesta in- 
fracción a las leyes de impuestos internos y lo dispuesto en 
los arts. 13 y 16 de la ley 13.237 y 85 de la'ley 11.683 — t. o. 
en 1947 — debe considerarse al Sr. Juez Federal que inter- 
viene en la causa como el, superior tribunal de la misma a los 
efectos del recurso extraordinario: p. 553. 

Requisitos formales. 
Introducción de la cuestión federal 

Forma. 

70. Es improcedente el recurso extraordinario si la cuestión 
referente a la violación de la defensa en juicio como conse- 
cuencia de la forma en que se procedió a notificar el fallo de 
primera instancia, no fué planteada en la forma y oportuni- 
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dad debidas de modo que el tribunal superior de la causa 
estuviera habilitado para pronunciarse sobre ella, a cuyo efec- 
to no basta la referencia incidental y vaga al derecho de de- 
fensa formulada en el recurso de queja presentado en segunda 
instancia sin otro objeto que el de reforzar una interpreta* 
ción de norm'as procesales y comunes favorable a la tesis 
sostenida por la recurrente: p. 157, 

71. La mención individualizada del pertinente precepto cons- 
titucional no es requisito imprescindible para la procedencia 
del recurso extraordinario si la garantía en tela de juicio ha 
sido indicarla inequívocamente: p. 294. 

Oportunidad. 

72. El requisito referente al oportuno planteamiento de la 
cuestión federal, base del recurso extraordinario, se funda 
en que el desarrollo de los pleitos se rige por las leyes pro- 
cesales, de modo que la invocación de un derecho fundado 
en una norma federal, fuera de la ocasión que los preceptos 
procesales prevén, para la introducción de los puntojs de dere- 
cho en la causa, no basta para sustentar el recurso mencio- 
nado cuando los jueces ordinarios no se consideran habilita- 
dos para tratar la cuestión u omiten al respecto cualquier 
pronunciamiento, porque su actitud se basa en razones cuya 
revisión no incumbe a la Corte por la vía del recurso extraor- 
dinario. 

Esa regla reconoce, sin embargo, la excepción de la defensa 
de prescripción, pues el art. 3962 del Código Civil permite 
oponerla en cualquier estado del juicio, anterior al tiempo 
en que la sentencia haya pasado en cosa juzgada: p. 509. 

Planteamiento en el eiicrlto de Interposición del recurso extraordinario. 

73. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia denegatoria del habeos corpus si en oportunidad de la 
iniciación de la causa sólo se fundó el pedido en preceptos 
de orden procesal local, a lo cual se agrega que, si bien al 
fallarse el juicio la sanción de la Cbnstitución Nacional vi- 
gente permitía la invocación de un artículo expreso respecto 
de dicha garantía, también pudo alegarse bajo el régimen de 
la Constitución anterior, y no se lo hizo, la protección cons- 
titucional de la libertad como fundamento del remedio inten- 
tado- p. 170. 

74. No procede tomar en consideración la cuestión referen- 
te a la violación de la norma constitucional de la igualdad 
planteada por primera vez en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario: p. 612. 
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Mantenimiento. 

75. No procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación del art. V de la ley 11.585, si de las constancias de 
autos no resujta que haya sido invocado en los memoriales 
presentados en segunda instancia, en los cuales la prescrip- 
ción se fundó en el art. 433 de las Ordenanzas de Aduana y en 
los Códigos Penal y Civil: p. 294. 

Interposición del reamo. 

Término* 

76. El recurso extraordinario interpuesto en subsidio del de 
nulidad, es improcedente: p. 91. 

77. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
subsidiariamente al mismo tiempo que el de reposición y el 
de apelación para ante él juez administrativo: p. 257. 

78. El recurso extraordinario deducido en subsidio de una 
cuestión de nulidad considerada y resuelta por el tribunal de 
la causa, es improcedente: p. 412. 

Fundamento. 

79. Hállase debidamente fundado el recurso extraordinario si 
el escrito de interposición contiene las enunciaciones que, 
según la jurisprudencia de la Corte Suprema, se requieren 
para apreciar lo referente a la procedencia de aquél y a los 
puntos sobre que ha de versar el pronunciamiento del Tribu- 
nal. La circunstancia de que en él no se demuestre que la 
jurisprudencia imperante al tiempo en que debieron pagarse 
los salarios por enfermedad sustentara las pretensiones del 
apelante podrá conducir al rechazo de ellas pero no obsta a 
la procedencia del mencionado recurso: p. 13. 

80. La extensión del escrito de interposición del recurso 
extraordinario, que debe ser fundado de modo que su sola 
lectura permita apreciar lo referente a la procedencia del 
recurso y a los puntos sobre los cuales habrá de versar el 
pronunciamiento de la Corte Suprema, no está limitada por 
la ley ni puede ser restringida por el superior tribunal de la 
causa: p. 157. 

81. El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter a la 
Corte Suprema de manera clara y precisa y contener las enun- 
ciaciones necesarias para puntualizar la vinculación de aqué- 
lla con las cuestiones en litigio, de tal manera que su sola 
lectura permita apreciar lo referente a la procedencia del 
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recurso y los puntos sobre que ha de versar el pronuncia- 
miento del Tribunal : p. 196. 

82. Es improcedente el recurso extraordinario, si en el es- 
crito de interposición se ha omitido la pertinente referencia 
a los hechos de la causa y a la vinculación entre éstos y la 
cuestión federal que se pretende someter a la decisión de la 
Corte Suprema: p. 307. 

83. Debe considerarse suficientemente fundado el recurso 
extraordinario, si el escrito de interposición del mismo, aun 
cuando en forma sucinta, contiene referencia bastante a los 
hechos de la causa y a la relación que guardan con lajs cues- 
tiones federales propuestas, de manera que su lectura habili- 
ta para formar criterio tanto respecto de la procedencia de 
la apelación, cuanto de los puntos a decidir por la Corte Su- 
prema : p. 553. 

Resolución. 

Revocación de la sentencia apelada. 

84. Revocada por la Corte Suprema la sentencia apelada por 
recurso extraordinario, en razón de tener como fundamento 
una inteligencia distinta de la atribuida por aquélla al art. 225 
del decreto 29.375/44, y dado que el fallo omite la conside- 
ración de la situación legal del demandante bajo el régimen 
de la ley 4707, corresponde reenviar el expediente al tribunal 
de la causa, para que dicte nueva sentencia: p. 335. 

85. Si, contrariamente a lo que decide la sentencia apelada, 
la solución de la causa no depende de la efectiva percepción 
del "prest" a la época del retiro, sino de la subsistencia legal 
de ese emolumento o de su inclusión en la pensión acordada 
al causante, cuestión ésta que no fué resuelta por dicho pro- 
nunciamiento, corresponde devolver el expediente para que 
se falle de nuevo el caso : p. 527. 

86. Revocada la sentencia apelada, por considerar la Corte 
Suprema que comtete la infracción prevista en el art. 51 del 
decreto ley 29.375/44, reformado por el 14.584/46, quien no 
obstante haberse presentado ante las autoridades militares en 
la fecha de la convocatoria, para cumplir con las obligaciones 
de la conscripción, se substrae después a las mismas e impo- 
sibilita con ello la incorporación, procede devolver los autos 
a la Cámara respectiva para que dicte nueva sentencia: 
p. 593. 

87. Revocada por la Corte Suprema la sentencia apelada por 
recurso extraordinario, por haberse privado al recurrente de 
la oportunidad necesaria para probar los hechos en que fun- 
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da un derecho que invoca, con violación de la ¡jaran tía de la 
defensa en juicio, corresponde devolver el expediente al tri- 
bunal de procedencia, a fin de que tramite la causa con arre-* 
glo a derecho: p. 628. 

88. Dada la naturaleza de la causa — sobre excepción del 
servicio militar — y el tiempo transcurrido desde su iniciación 
— casi un año y medio — corresponde que la Corte Suprema 
haga uso de la facultad que le atribuye el art. 16, apartada 
final, de la ley 48, pronunciándose sobre el fondo del' asun- 
to : p. 650. 

Costas. 

89. Las costas del recurso extraordinario deben ser pagadas 
en el orden causado, solución a la que no es óbice el artícu- 
lo 274 del Cód. Supletorio: p. 611. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION ( [ ). 
Tercera instancia. 

Generalidades. 

1. Conforme a lo dispuesto por el art. 20 de la ley 3708 
— sobre extinción de la langosta — los jueces federales actúan 
como tribunales de última instancia respecto de las resolu- 
ciones que imponen multa por infracción a las normas de 
dicha ley. Sus sentencias son, pues, finales e irrecurribles 
para ante la Corte Suprema por otra vía que no sea la del 
recurso extraordinario, por lo que deben declararse improce- 
dentes los recursos de nulidad y apelación concedidos al pro- 
curador fiscal; p. 219. 

2. El recurso ordinario de apelación en tercera instancia pa- 
ra ante la Corte Suprema no ha sido expresamente estable- 
cido por el art. 95 de la Constitución Nacional. Aun cuando 
pudiera considerárselo subsistente, lo sería en las condiciones 
establecidas por la ley 4055, por aplicación de la doctrina 
del Tribunal de que la sanción de la Constitución no impone 
la caducidad de las leves vigentes no contradictorias con ella: 
p. 599. 

Juicios en que la nación es parte. 

3. No resultando de autos que el monto de la diferencia por 
la cual recurre la demandada exceda el límite fijado por 



(!) Ver también: Costas, 3; Expropiación, 12; Recurso extraor- 
dinario, 29. 
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el art. 3, inc. 2°, de la ley 4055, es improcedente el recurso 
ordinario interpuesto por ella: p. 280. 

4. Es improcedente el recurso ordinario de apelación res- 
pecto de las reculaciones de honorarios efectuadas en la sen- 
tencia que hace lugar a la expropiación, si el monto de ellos 
no excede de la suma de cinco mil pesos moneda nacional : 
p. 563. 

5. Para la procedencia del recurso ordinario de apelación 
se requiere — según los incs. 1 y 2 del art. 3 de la ley 4055 — 
que la suma disputada exceda de cinco mil pesos m/n. enten- 
diéndose por suma disputada aquella en que se pretende se" 
modifique la sentencia recurrida, sin computar al efecto las 
condenaciones accesorias: p. 599. 

Causas criminales. 

6. No procede el recurso ordinario de apelación contra las 
sentencias de la Sala en lo Criminal y Correccional de la Cá- 
mara Federal de la Capital en las causas sobre defraudación 
de rentas nacionales, entre ellas las aduaneras: p. 294. 

RECURSO POR RETARDO O DENEGACION DE JUSTICIA. 

1. Es improcedente el recurso por denegación de justicia in- 
terpuesto ante la Corte Suprem'a con respecto a la Cámara 
en lo Criminal y Correccional de la Capital : p. 306. 

RECUSACION. 

1. Es improcedente la recusación con causa de los Minis- 
tros de la Corte Suprema fundada en haberse propuesto el 
recusante pedir el juicio político de aquéllos: p. 199. 

REGISTRO CIVIL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 6; Recurso extraordina- 
rio, 52. 

REGISTRO DE LA PROPIEDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 

REIVINDICACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 16. 

REMISION DE AUTOS. 

1. Solicitados los autos a la Corte Suprema por un tribunal 
de la Capital Federal para proveer sobre una medida pre- 
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eautoria pedida por una de las partes y no pudiendo deri- 
var del envío, por un tiempo prudencial, perjuicio efectivo 
para la parte recurrente, en razón de hallarse la causa abier- 
ta a prueba, pues se solicita la certificación sobre su venci- 
miento, corresponde ordenar la remisión con recomendación 
de pronta devolución, atento el estado de la causa : p. 569. 

REPRESENTACION DEL FISCO. 

Ver: Prueba, 4. 

RESOLUCIONES MINISTERIALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 3, 7. 

RETRO ACTIVIDAD (*). 

1. El principio de la irretroactividad de las leyes, estableci- 
do en el art. 3 9 del Código Civil, no constituye una garan- 
tía constitucional: p. 104. 

ROBO. 

Ver: Homicidio, 2; Participación criminal, 2; Pena, 1. 

S 

SECRETARIA DE TRABAJO Y PREVISION (-). 

1. Los organismos provinciales que el art. 12 del decreto 
n 9 15.074/43, convirtió en Delegaciones Regionales de' Tra- 
bajo y Previsión, pasaron a depender de la Sec ataría de 
Trabajo y Previsión desde el preciso instante en que dicho 
decreto entró en vigor: p. 419. 

SEGUROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 

SENTENCIA ( 3 ). 
Materia penal. 

1. No cabe pronunciamiento alguno respecto de la procesa- 
da que ha sido oportunamente excluida de la causa: p. 631. 

(i) Ver también: Constitución Nacional, 15, 16, 17: Recurso ex- 
traordinario, 17, 54. 

C 1 ') Ver también: Jurisdicción y competencia, 11. 

(3) Ver también: Aduana, 6; Constitución Nacional, 31; Cosa 
juzgada, 1; Costas, 3, 4; Expropiación, 2, 4, 5, 7, 10, 12, 24; Honora- 
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SERVICIO MILITAR ('). 

1. Hállase exceptuado del servicio militar el ciudadano cu- 
yo hermano mellizo cumplió la conscripción: p. 133. 

2. El art. 41, inc. 6*, de la ley orgánica del Ejército tiene 
por objeto evitar que dos hermanos de una misma clase 
o de clases sucesivas presten el servicio militar ordinario 
conjuntamente, como consecuencia del hecho del nacimien- 
to y del juego normal de las disposiciones referentes a dicha 
obligación, con prescindencia de la voluntad de los intere- 
sados. Dicha excepción no alcanza a los hermanos de clases 
distintas que, hallándose en el extranjero, no se enrolaron en 
la oportunidad legal, pues si bien estarían comprendidos en 
la amnistía dispuesta por la ley 12.882, deben con arreglo a 
ésta cumplir el tiempo de servicio militar que por sorteo 
le6 hubiera correspondido: ps. 317 y 384. , 

3. El ciudadano que se presenta en la fecha de la convoca- 
toria, pero que antes de ser incorporado a las filas y recibir 
estado militar hace imposible que la incorporación se con- 
sume, por fugarse del destino que le asignaron las autori- 
dades militares, comete la infracción prevista en el art. 51 
del decreto ley 29.375/44, reformado por el 14.584/46 : p. 593. 

4. La incorporación al servicio militar no se consuma en el 
acto de la presentación a la convocatoria que es la primera 
de las obligaciones en orden a la conscripción para la que 
se llama al ciudadano. 

La presentación exigida por el art. 51 del decreto 29.375/44 
reformado por el 14.584/46 "para cumplir con las obliga- 
ciones de la conscripción" es aquélla con la que el presen- 
tado pónese a disposición de las autoridades militares de 
modo que su incorporación. se haga posible: p. 593. 
6. El objeto del art. 41 del decreto 29.375/44 —ratificado 
por la ley n 9 12.913 — es el de asegurar a las personas que 
menciona — en el caso, la madre viuda — la contribución que 
integra el mínimo indispensable para la subsistencia de las 
mismas : p. 650. 

6. Desprendiéndose de las informaciones existentes en autos 
que la contribución del peticionante es indispensable para^ 
el sustento de su madre viuda, dado el reducido monto de 
los emolumentos del actor y de un hermano suyo, correspon- 



rios, 2; Jurisdicción y competencia, 20, 30; Nulidad procesal, 1; Pres- 
cripción, 1; Recurso de queja, 2; Recurso extraordinario, 5, 9, 10, 14, 
19, 20, 27, 28, 29, 32, 33, 37, 39, 45, 49, 52, 55, 58, 60, 61, 65, 66, 
67, 70, 72, 84, 85, 86, 87; Recurso ordinario de apelación, 5, 6. 
(i) Ver también: Recurso extraordinario, 40, 84, 86, 88. 
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do hacer Inorar a la excepción solicitada por el primero de 
ellos : p. G.)ü. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Kecurso extraordinario, 42. 

SIMULACION. 

Ver: Aduana, 3. 

SOBRESEIMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14. 

SOCIEDAD i 1 '. 

1. El derecho privado argentino reconoce personería legal a 
las sociedades de personas, pero no así el derecho público en 
su rama del derecho fiscal para hacerle tributar impuestos: 
p. 4G':J. 

SOCIEDAD CONYUGAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 50. 

SOCIEDAD EN COMANDITA. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1, 3, 4. 

SUBROGACION. 

Ver : Prueba, 1. 

SUCESION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1, 2. 6, 28, 2Í); Recurso ex- 
traordinario, 55. 

SUELDO. 

Ver: Constitución Nacional, 21; Jubilación de empleados ban- 
" carios, 1, 2; Jubilación de empleados ferroviarios, 2. 

SUMARIO CRIMINAL. 

Ver: Aduana, 6. 



(M Ver también: Jurisdicción y competencia, 18; Profesiones 
liberales, 2. 
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SUPERINTENDENCIA. 

1. Si bien el art. 20 de la ley 13.030 dispone que el per- 
sonal de la policía de territorios estara sujeto a la superin- 
tendencia del juzgado letrado, estableciendo las correccio- 
nes disciplinarias de qué puede hacerse pasible, no lo auto- 
riza para dictar reglamentaciones sobre esa materia, cuya 
conveniencia debe ser previamente sometida a la Corte Su- 
prema que, en ejercicio de las facultades que le confiere el 
art. 10 de la ley 4055, puede adoptar las disposiciones re- 
glamentarias que juzgue oportunas: p. 152 

2. No pudiendo ser modificadas por vía de superintenden- 
cia las resoluciones dictadas por los tribunales de la Capital 
en grado de apelación ni mediando solicitud del interesado 
en ese sentido, y habiendo informado la respectiva eá miara 
de apelaciones que ha efectuado las regulaciones de hono- 
rarios en cuestión con arreglo a las disposiciones del arancel 
profesional establecido por los decretos 19.540/47 y 29.336/ 
47, corresponde desestimar el pedido de que la Corte Su- 
prema adopte las medidas necesarias para que dicha cámara 
aplique el arancel de referencia para las regulaciones de 
honorarios de ingenieros agrónomos: p. 462. 

T 

TASACION. 

Ver: Expropiación, 11, 15. 

TENTATIVA. 

Ver: Pena, 2. 

TERCEROS. 

Ver: Constitución Nacional, 23, 24; Profesiones liberales, 3; 
Prueba, 1. 

TERMINO. 

Ver: Compraventa, 1; Constitución Nacional, 3, 16, 17; Ex- 
propiación, 22, 25; Prescripción, 2, 5, 6; Prueba, 2; Recurso 
extraordinario, 88. 

TERRITORIOS NACIONALES. 

Ver: Constitución Nacional, 6; Recurso extraordinario, 52; 
Superintendencia, 1. 
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UNIVERSIDAD 



TESTIGOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 23, 28; Participación cri- 
minal, 3. 

TRASLADO* 

Ver: Demanda, 2. 

TRATADOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 18. 
TRIBUNAL DE TASACIONES. 

Ver: Constitución Nacional. 3; Expropiación, 2. 3, 5, 7, 8, 10, 
11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 21, 22; Recurso extraordinario, Ü5. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3; Pago, 1. 

TRIBUNALES MILITARES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26, 27. 

U 

UNIVERSIDAD (>). 

1. La decisión por la que se supedita a la prestación del 
juramento la entrepra del diploma de procurador a quien 
rindió satisfactoriamente las pruebas de suficiencia impues- 
tas por el régimen docente de la carrera respectiva, no co- 
rresponde al orden "interno, disciplinario, administrativo o 
docente" de la Universidad que la lia adoptado. Ese requi- 
sito constituye una condición extrauniversitaria puesta a 
la obtención de un título profesional habilitante, cuya impo- 
sición no es facultad privaliva de la Universidad ni del Po- 
der Ejecutivo Nacional, y no es, por ende, ajena al control 
judicial : p. 139. 



(') Ver también; Constitución Nncionnl, 13; Recurso extraordi- 
nario, 5, 45. 
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USUFRUCTO 0). 

1. Los arta. 2894 y 2895 del Cód. Civil no tienen por objeto 
determinar el régimen impositivo referente a los bienes que 
pueden ser objeto de usufructo, sino tan sólo regular las 
relaciones del usufructuario con el nudo propietario en 
orden a la liquidación de los impuestos y contribuciones que 
mencionan: p. 321. 



V 

VINOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 33. 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 4, 29. 



INDICE POR ARTICULOS 



Constitución Nacional 
Anterior 

Art. 

4. 287, 290, 292, 329. 

6. 19, 22. 

7. 128 130. 

14. 19,' 140, 141, 142, 146, 147, 
228, 271, 272, 329, 430, 434, 
612, 618. 

16. 178, 179, 181, 287, 290, 292, 
324, 330, 388. 

17. 53, 56, 174, 228, 271, 272, 
329, 430, 434, 441, 443, 612, 
618. 

18. 19, 43, 45, 46, 47, 48, 51, 53, 
56, 141, 153, 434, 630. 

19. 53, 56, 140, 141, 146, 147, 
303. \ 

20. 141, 142. 
28. 53, 56. 

31. 324, 329, 544, 546. 
33. 53, 56. 
69. 143. 

67. Inc. 11. 20, 21, 538, 540, 542, 

544, 546. 
80. 143. 

86. Inc. 2. 142, 237. 
98. 143. 

100. 29, 145, 269, 288, 322, 570. 

101. 29, 269, 288, 322, 570. 
104. 538, 540, 542, 543, 545. 

106. 20, 21, 538, 540, 542, 543, 

545. 
108. 20, 21. 



Actual 



Art. 
6. 24. 

22. 184, 324, 543, 546. 
28. 180, 324. 



Art. 

29. 43, 51, 159, 295, 303, 602, 
609, 610, 630, 645. 

30. 139, 150. 
32. 151. 

38. 23, 325. 
62. 151. 
60. 151. 
62. 610. 

68. Inc. 11. 543/4, 546. 
81. 151. 

91. 59, 60, 199, 201. 
03. 151. 
94. 201. 

96. 304, 423, 424, 585, 586, 599. 

96. 167, 214, 215, 574, 575, 577. 

97. 543, 545. 
08. 543, 545. 



Disposiciones transitorias 



6a. 59. 



Código Civil 



Art. 



2. 


472. 




3. 


104, 


122, 124. 


6. 


38. 




7. 


469. 




8. 


469. 




17. 


194, 


589. 


51. 


469, 


475. 


80. 


544, 


546. 


88. 


134, 


137. 


89. 


362. 




90. 


Inc. 


7. 362. 


92. 


162, 


362. 


98a 


162. 




100. 


162, 


266, 362, 543, 546. 


147. 


535, 


536, 537, 538, 540, 542. 


342. 


514. 


344. 


514. 





738 



INDICE POR ARTICULOS 



Art. 
476. 536. 

631. Inc. 2. 140, 142, 146. 

546. 11. 

62S. 40, 41. 

784. 290, 459, 460. 

792- 130. 

953. 370. 
1109. 31, 65. 
1113. 31, 65. 
1623. 207. 
1627. 20, 21. 
1870. Inc. 1. 537. 
2511. 96, 278, 398, 399, 605. 
267a 327. 

2676. 327. 

2677. 327. 

2678. 327. 

2894. 321, 322, 323, 324, 325, 326, 
327, 328, 329, 330, 331, 332, 
333, 334. 

2896. 321, 322, 331, 333. 

3196. 11. 

3284. 162, 265, 361, 362. 

3284. Inc. 4. 361. 

3286. 361. 

3544. 163. 

3688. 163. 

3878. 522, 523. 

388a 523. 

3934. 13. 

3951. 69. 

3962. 509, 511, 524, 526. 

3980. 67, 68, 70, 71. 

3986. 69, 510, 512. 

4019. 177, 214. 

4027. 36, 39, 207. 

4027. Inc. 3. 205, 213, 380. 

4032. Inc. 1. 18. 

4034. 68. 

4037. 67, 68, 70. 



Código de Comercio 

Art. 
L 371. 
286. 578. 
369. 353. 



Código de Justicia Militar 



Art. 

117. 355, 358. 
122. 355, 357, 358. 
603. 356. 
618. 356, 358. 
527. 358. 



Art. 

628. 358. 

629. 358. 
771. 520, 522. 
802. 357. 

802. Inc. 2. 355. 
806. 356, 357. 
806. Inc. 6. 355. 
806. Inc. 6. 355. 
806. Inc. 7. 355. 



Código Penal 



163. Inc. 2. 497, 499, 502. 

166. 481, 485, 487, 488, 489, 491, 

493, 496. 
166. 485. 

166. Inc. 2. 487, 488, 489, 491, 
492, 493, 494. 

167. 485. 

168. 352. 
172. 352. 



Art. 
1. 74. 

1. Inc. 1. 73, 76. 

2. 44. 

27. C, 7. 

34. Inc. 1. 496, 507. 
37. Inc. a. 507. 

37. Inc. b. 496, 501, 502, 505, 
508. 

40. 488, 489, 502, 504, 638, 647. 

41. 488, 489, 502, 504, 638, 647. 

42. 501, 502, 505. 

44. 501, 502, 507. 

45. 488, 489, 491, 492, 494, 502, 
505, 507, 638, 645. 

46. 485, 488, 496, 502, 507, 508, 
631, 635, 637, 638, 639, 640, 
641, 642, 644. 

47. 485, 494, 508. 

48. 494. 

54. 496. 

55. 414, 489, 499, 635. 

68. 5, 6, 7. 

69. Inc. 1. 84. 
62. 428. 

62. Inc. 2. 635, 645. 

79. 485, 647. 

80. 635. 

8a Inc. 2. 496, 498, 502, 504, 

505, 631, 635, 637, 638, 639, 

641, 643. 
80. Inc. 3. 481, 487, 491, 492, 

493, 494, 498, 501, 502, 604, 

505, 508. 
89. 635. 



INDICE POR ARTICULOS 



739 



Art. 

210. 352. 
248. 352. 
266. 352. 

275. 72, 74, 76, 77. 

276. 77. 

277. 635, 645. 

277. Inc. 3. 342, 515, 520. 
300. Inc. 3. 352. 

Código de Procedimientos 
Civiles y Comerciales 

Art. 

220. 403, 450, 
274. 611. 

Código de Procedimientos 
en lo Criminal 



Art. 








13. 295, 


296, 298, 


302, 


303, 


645. 








19. 76. 








23. Inc. 


3. 456. 






25. Inc. 


1. 456. 






34. 76. 








35. 76. 








36. 357. 








207. 487, 


499, 636, C39. 




217. 639. 








219. 639. 








222. 639. 








229. 487, 


499. 






296. 142. 








316. 487, 


500, 501, 


503, 


636. 


321. 487, 


500, 501, 


503, 


63fr. 


357. 500, 


503. 






358. 500, 


503. 






434. Inc. 


3. 84. 






601. 414. 








509. 425, 


435. 






529. 416. 








530. 416. 









Tratado de Derecho Interna- 
cional Privado de Montevideo 
Derecho Comercial 

Art. 
7. 578. 



LEYES NACIONALES 
Ley 27 



Art. 

10. 



88. 



Ley 44 



Art. 
4. 



128, 130. 



Ley 48 



Art. 
1. 
3. 

3. 

7. 

9. 
10. 
11. 
14. 

14. 
14. 

15. 



16. 



Inc. 
Inc. 

518, 
Inc. 

358. 

578. 

578. 

578. 

305, 

544, 

Inc. 

Inc. 

C15. 

H, 

235, 

559, 

342, 



1. 580. 

3. 343, 344, 456, 517, 
521, 522. 

4. 517. 



306, 366, 374, 379, 442, 
550, 560, 609. 

2. 534. 

3. 80, 390, 473, 514, 610, 

158, 159, 197, 198, 205, 
240, 241, 258, 367, 551, 
654. 

532, 651, 656. 



Ley 60 



Art. 
8. 

10. 

13. 

43. 
220. 
236. 
374. 



287, 292. 

130. 

145. 

200. 

614. 

144. 

403, 450. 



Ley 189 



Art. 
1. 
4. 
6. 

16. 
16. 
18. 



96. 

96, 395, 440. 

96, 101, 244, 396, 398, 445, 
564. 

96, 399, 447. 
399 449. 

96,' 261, 278, 282, 403, 442, 
450. 



740 



ÍNDICE POR ARTICULOS 



Ley 810 



Art. 

104. 234, 237, 238, 240. 
104. Inc. 5. 242. 
128. 231, 233. 

433. 294, 296, 298, 302, 426, 428, 
433, 435, 436, 601, 602, 603. 
443. 304. 

930. 231, 232, 233, 234, 235. 

1025. 233, 242. 

1026. 233, 242. 
1034. 365. 

1066. 232, 233, 234. 

1062. 169. 

1063. 427. 



Ley 1665 



Art. 

34. 268. 
36. 268. 

87. 268, 543, 545. 



Ley 2393 



Art. 

113. 544, 546. 



Ley 2873 



Art 

56. 66. 

57. 66. 



Ley 3708 



Art. 

20. 219. 



Ley 3764 



Art. 

30. 557. 

36. 554, 561. 



Ley 3952 



Art. 
L 573. 
2. 571, 573. 



Ley 3975 



Art. 

3. 375. 



3. Inc.4. 370, 372, 373. 

3. Inc. & 370, 372, 373, 375. 

4. 375. 



Art. 
6. 375. 

6. 371, 372, 373, 375. 
14. Inc. 3. 375. 



Ley 4055 



Art. 

3. Inc 1. 599, 600. 

3. Inc. 2. 280, 284, 567, 599, 

600, 606. 
6. 366, 514. 

8. 304. 

9. 6, 164, 264, 266, 347, 355, 
361, 481. 

9. Inc. b. 343. 
10. 152, 156. 



Ley 4349 



Art. 

27. 378. 



Ley 4363 



Art. 

6. Inc. 4. 561. 



Ley 4707 



Art. 

Tít. I. 
34.134. 
63. 134. 

63. Inc. b. 135, 652. 
63. Inc. c. 133, 135. 
71. 596. 
Tít. m. 

16. 336, 338. 

17. 336, 338. 

18. 336, 338. 



Ley 4856 



Art. 

Tit. n. 

23. 532. 

24. 532. 

Tít. m. 

12. 380, 381. 

13. 527, 528, 529, 531, 532. 
Tit. IV. 

12. Inc. 4. 528. 



Ley 4933 



Art. 

26. 239. 



1NDI0E POK ABT10ULOS 



741 



Ley 5106 


Art. 




1. Inc. b. 200. 




Ley 6107 


Art. 




1. Inc. b. 199. 




Ley 5315 


Art. 




8. 234. 




Ley 7065 


Art. 




4. 302.- 




' 6. 480, 481. 




Ley 8871 




Art. 




82. 200. 




Ley 9688 


Art. 




19. 510, 512. 




Ley 10.660 



Art. 

9. Inc 2. 193. 
9. Inc. 6. 193. 
16. 189. 

16. Inc. 1. 189. 

17. 189, 191, 192, 193, 194, 195. 

18. Inc. 1. 189. 
3L 37. 

39. 216, 217, 218, 513, 514. 

47. Inc 2. 216, 218. 

48. 189. 



Ley 10.676 


Art. 




32. 461. 




69. 458. 




60. 458. 




Ley 10.996 


Art. 




3. Inc. 


3. 223. 



Art. 

3. Inc. 3. a. 223. 

a Inc. 3. b. 222, 223. 

3. Inc. 4. 12. 



Ley 11.281 

Art. 

72, 169. 



Ley 11.281 (t. o.) 

Axt. 

74. 296, 429, 431, 434, 602. 



Ley 11.576 

Art. 

4. 37, 39, 40, 41, 206. 

7. 173, 175, 176, 207. 

7. Inc. b. 36, 41, 207. 

7. Inc. c. 36, 41, 207. 
17. 38. 
22. 38, 40. 
34. 37. 
66. 175. 



Ley 11.685 

Art. 
1. 294, 302. 



Ley 11.634 

Art. 
1- 573. 



Ley 11.672 
(t. o. en 1938) 



Art. 

102. 351. 

102. Punto 2. 353. 
102. Punto 15. 353. 



Ley 11.672 
(t. o. en 1939) 

Art. 

122. 353. 



Ley 11.682 
(t. o. en 1937) 



Axt. 

2. 387, 388, 389, 392. 



742 



INDICE POR ARTICULOS 



Art. 

17. 387, 389, 391, 392. 

18. 389, 392. 
20. 476. 
23. 387. 

23. Inc. c. 389, 391. 

24. 387. 
27. 392. 
33. 468. 

33. Inc. a. 465, 469, 478. 
33. Inc. b. 465, 469, 478. 

33. Inc. c. 465, 467, 468, 469, 
470, 471, 472, 474, 475. 

34. 464, 465, 469, 471, 472, 478. 



Ley 11.682 
(t. o. en 1947) 

Art. 

81. 389, 392. 

Ley 11.683 
(t. o. en 1935) 

Art. 

4. 473. 



Ley 11.683 
(t. o. en 1937) 

Art. 

2. 465, 471, 472. 
16. 43, 44, 45, 47, 51. 
18. 43, 44, 45, 46, 47, 49, 51. 

Ley 11.683 
(t. o. en 1947) 

Art. 

45. 46. 

86. 554, 560. 



Ley 12.148 

Art. 

43. Inc. a, 558, 560. 
48. 560. 



Ley 12.164 

Art. 

1. Inc. c. 216, 218. 



Ley 12296 



Art. 








1. 


522, 523. 






2. 


522, 523. 






3. 


523. 






Ley 12.346 


Art. 








36. 


426, 427, 429, 430, 


434, 


437. 


Ley 12.372 


Art. 








7. 


Inc. e. 557, 561. 






7. 


Inc. f. 561. 






13. 


Inc. a. 78. 






13. 


Inc. b. 79. 






Ley 12.825 


Art. 








1. 


195. 






Ley 12.882 


Art. 








1. 


320. 






3. 


319, 320. 






Ley 12.908 


Art. 








43. 


109. 






53. 


115. 






53. 


Inc. C. a. 111. 






53. 


Inc. C. d. 112. 






53. 


Inc. 0. e. 113. 






55. 


112, 113, 115. 






56. 


112. 






61. 


116. 






81. 


109. 






83. 


104, 105> 106, 108, 


109, 110, 




111, 118, 120, 121, 


122, 


123, 




125, 126. 








Ley 12.913 








(dec. 29.375/44) 




Art. 








29. 


594, 595, 596, 597. 






41. 


Inc. 1. 598. 






41. 


Inc. 6. 384. 






49. 355, 356. 357, 358. 






61. 


598. 







INDICE POR ARTICULOS 



743 





Ley 12.913 




(dec. 14.584/46) 


Art. 




41. 


Inc. 1. 598. 


51. 


593, 596, 597. 




Ley 12.921 


Art. 




1. 


109. 




Ley 12.922 




(dec. 9432/44) 


Art. 




20. 


576. 


92. 


577. 


94. Inc. a. 575, 578. 


94. 


Inc. k. 576. 


98. 


Inc. a. 575, 578. 


100. 


577. 


116. 


577. 


146. 


577. 




Ley 12.948 




{dec. 32.347/44) 


Art. 


137. 


480. 


Ley 12.964 


Art. 




108. 


360. 


116. 


366. 


Ley 12.986 

i 


Art. 




1. 


Inc. c. 189, 191, 194. 


Ley 12.998 


Art. 




1. 


185, 186. 


2. 


186. 


2. 


Inc. c. 180, 182, 185, 186. 




Ley 13.030 




(dec. 2019/46) 



Art. 

20. 152, 153, 155, 156. 



Ley 13.228 


Art. 
1. 178, 
188. 
4. 179. 


180, 182, 184, 185, 187, 




Ley 13.237 


Art. 

13. 554, 
16. 554, 


560. 
560. 


Ley 13.264 



Art. 

14. 103, 219, 220, 225, 227, 228, 
411, 439, 452, 453, 563, 567, 
568, 580, 584, 606. 

16. 225. 

28. 276, 280, 281, 286, 412. 
31. 103, 219, 221, 226, 228, 567, 
582, 606. 



Leyes de Impuestos Internos 
(t. o.) 



Art. 

20. 557. 

27. 78, 554, 555, 556, 557, 558, 
561. 

87. Inc. a. 558, 560, 561. 
106. 555, 558, 560, 561. 



Tarifa de Avalúos 



Part. 
643. 232, 234. 
1800. 237, 238, 239, 242. 

DECRETOS DEL P. E. 
DEFACTO 

15.074/43 

Art. 

12. 419, 420, 421. 



7618/44 



Art. 

31. Inc. a. 111. 
37. Inc. a. 106. 
37. Inc. b. 106, 110, 119. 



744 



INDICE POR ARTICULOS 



49. 107. 

49. Inc. 3.C 113. 
49. Inc. 3. d. 114. 
52. 107. 
54. 107, 110. 

66. 107. 
69. 107. 

67. 118, 126. 



9432/44 



Art. 

20. 576. 
92. 577. 

94. Inc! a. 575, 578. 

94. Inc. k. 576. 

98. Inc. a. 575, 578. 
100. 577. 
116. 577. 
145. 577. 



14.534/44 



Art. 

2. 189, 190, 191, 192, 193, 194, 
195, 196, 

3. 195. 



17.920/44 



Art. 

1. 403. 

6. 408, 410. 

6. Inc. a. 446. 
16. 96. 
16. 96. 

18. 96, 97, 245, 248, 253, 408, 
410, 585. 



21.425/44 



Art. 

61. 510, 512. 



29.176/44 

Art. 

68. 36, 38, 39, 41, 173, 174, 175, 
176, 177, 205, 206, 211, 212, 
213, 214. 



29.375/44 



Art. 

29. 594, 595, 596, 597. 
41. 650, 651, 655. 



41. Inc. 1. 598. 

41. Inc. 3. 651, 652, 653, 654. 

Inc. 6. 317, 318, 319, 320, 

384. 
46. 652. 

49. 354, 355, 356, 357, 358. 

61. 593, 596, 597, 598. 
209. 339. 

225. 335, 337, 339, 341. 



30.439/44 



Art. 

4. 404, 405. 

6. 404. 
23. 88, 89. 
32. 88. 
35. 166. 



32.347/44 



Art. 

4. 15, 16. 
19. Inc. b. 37. 
137. 480, 481. 
146. 38. 



33.827/44 

Arl. 

37. 377, 378. 



5103/46 



Art. 

2. 612, 613, 614, 615, 616, 617, 
619, 620, 622, 623, 624. 625. 

7. 612, 613, 614, 615, 616, 617 
618, 619, 620, 622, 623, 624, 
625, 627. 

8. Inc. b. 614. 
18. 627. 



19.285/45 



Art. 

2. 335, 337, 341. 



22.559/45 



Art. 

41. 339, 340. 

42. 196. 



33.302/45 



INDICE POR ARTICULOS 



745 



Art. 

62. 121 

62. Inc. 1. a. 112, 116. 118. 
62. Inc. 1. b. 114. 

62. Inc. 2. 107. 

63. 107. 

67. 109. 110, 112, 119, 121. 
7i 107, 108, 112, 119. 
77. 119. 



2019/46 



Art. 

20. 152. 153. 155, 166. 



14.584/46 



Art. 

41. Inc. 1. 598. 

4L Inc. 6. 135, 136. 

51. 593, 596, 597 . 

DECRETOS REOLAMÉÑT 
TARIOS DEL P. E. 
NACIONAL 
Ley 346 

Art. 

10. Inc. b. 61, 62, 64. 
10. Inc. d. 62. 



Ley 817 



Art. 

28. 547, 553. 

Ley 1L281 
(t. o.) 



Art. 

147. 240. 

148. 240. 
160. 240. 
151. 240. 



Reglamentación de Leyes de 
Enrolamiento y Servicio Mi- 
litar, (R. L. M. 1) 



AI t. 

63. Inc. e. 135. 



Reglamento orgánico del 
personal subalterno de la 
Armada 



Art. 

149. 382. 



Reglamentación General de 
Impuestos Internos 

Art. 

Tít. IV. 

42. 555, 561. 

Reglamentación General del 
Impuesto a los Réditos 

V* de jumo de 1933 

Art. 

32. Inc. b. 387, 389. 

2 de enera de 1939 
39. 168. 

41. 464, 465, 471, 477. 
46. 477. 

86. 386, 387, 388, 389, 391, 392. 
131. 466, 478. 



Reglamentación de la venta 
de barrera contra la lucha 
de la langosta 

(dec. 29.353/33) 

Art. 
6. 429. 

6. 429. 

7. 429. 
S. 429. 
9. 429. 

10. 429. 

Reglamentación de la entrada 
de extranjeros al país 

(dec. 8972/38) 

Art. 
1. 549. 

Reglamentación del régimen 
legal de Superintendencia de 
Seguros 

(dec. 23.350/39) 



Art. 

37. 353. 



746 



ÍNDICE POR ARTICULOS 



Reglamentación del ejercicio 
de las profesiones de doctor 
en Ciencias Económicas, con- 
tador público y actuario 

(dec. 4460/46) 


Ley 4195 

Art. 

8. 129. 
54. Inc. 3. 128, 129. 
80. 128, 129. 


Art. 

56. Inc. c. 620. 

57. 621. 


Ley 4538 

Art. 

152. 17, 19, 23, 24. 

Ley 4834 

Art. 

1. 323, 328, 331, 333. 


Reglamento para la Justicia 
Federal y Letrada de los 
territorios nacionales 


Art. 

55, 168. 


PROVINCIA DE BUENOS 
AIRES 

Constitución 


Ley 5127 


Art. 

1. 293. 

1. Inc. a.. 289. 
1. Inc. b. 289. 
1. Inc. c. 290. 
14. 291. 


Art. 
156. 18, 537. 


Código de Procedimientos 
en lo Civil y Comercial 


Ley 5177 


Art. 

21. 537. 

23. 539, 540. 

24. 20, 537. 
71. 21. 

BU. 537. 

259. 21, 539. 

260. 21, 539. 
266. 537. 
300. 18. 
311. 21. 
784. 541. 
805. 541. 

858. 128, 129. 

859. 128, 129. 
923. 20. 

932. 20. 


Art. 

12. 539, 540. 
123. 533, 534, 538, 539, 540, 542. 
130. 533, 534, 538, 539, 540, 542. 
136. 533, 538, 539, 540, 542. 

162. 21. 

163. 21. 
248. 538 

253. 534Í 535, 537, 539. 


Ley 5246 


Art. 

81. 291, 293. 


Ley 5247 


Ley 3629 

Art. 
7. 539, 540. 

Ley 4048 


Art. 

2. 293. 


PROVINCIA DE CORDOBA 
Ley 2042 


Art. 
9. 17, 23, 24. 


Art. 
26. 56. 



INDICE POR ARTÍCULOS 



477 



PROVINCIA DE ENTRE 
RIOS 
Ley 1067 

Art. 

32. 267. 

33. 267. 
104. 264, 267. 

PROVINCIA DE SANTIAGO 
DEL ESTERO 

Ley 1740 

Art. 

20. 457, 458, 459, 460. 
20. Inc. a. 456. 



PROVINCIA DE TUCUMAN 
Ley 1685 



Art. 
108. 589. 



Ley 2016 



Art. 

1. 589. 
13. 589. 



Ley de apremio 



Art. 

1- 588. 
7. 587. 
24. 588. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



REPUBLICA AROENT 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

DE 

JUSTICIA DE LA NACION 

CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 

PUBLICACION DIRIOIDA 

POR LOS 

Dres. Ramón T. Méndfz, Esteban Imaz v Ricardo E. Rey 



Secretarlos del Tríbunil 








BIBLIOTECA .TA 
CORTE SU?* 




N A . DE C \ Ü _ :4 




UBICACION 




FICHA M /i TEMA 




Perú 666 — Buenos Aires 
1949 



FALLOS DE ¿A CORTE SUPREMA 



i 



Año 1949 — Junio 



MANUEL EDUARDO FERNANDEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Plurali- 
dad de delitos. 

Cuando a raíz de un hecho distinto deba juzgarse a una 
persona que antes ha sido condenada condicionalmente co- 
rresponde al juez que conoce de la última causa pronun- 
ciarse sobre la revocación de aquel beneficio y dictar la 
sentencia única que establece el art. 58 del Código Penal. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De autos resulta lo siguiente: 

1 Q ) Manuel Eduardo Fernández fué condenado 
por el Juez del Crimen de la ciudad de Tucumán el 19 
de junio de 1947, a sufrir un año de prisión en forma 
condicional, por el delito de atentado a la libertad in- 
dividual. 

2 9 ) Con fecha 12 de noviembre de 1948, fué con- 
denado por el Juez del Crimen de la Capital Federal a 
la misma pena por hurto. 

3 9 ) El juez de la Capital por medio de exhorto, 

requirió al de Tucuman dejase sin efecto el beneficio 

de la condena condicional, a los efectos de poder dictar 

la pena única respectiva de acuerdo con lo establecido 

r 
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por los arts. 27 y 58 dei Código Penal, ya que el segun- 
do delito fué cometido dentro del plazo de prescripción 
de la primera sanción, interrumpiendo el curso de aqué- 
lla (fs. 2). 

4°) El juez exhortado no hizo lugar a la requisi- 
toria sosteniendo que no era necesaria una resolución 
por cuanto, " dictada la pena única, la condicionalidad 
de la primera pena quedaría revocada por imperio de 
la ley (art. 27, C. Penal) " (fs. 2 vta. y 9); por ello, y 
luego de la insistencia de fs. 3, se acude a V, E. para 
que, en virtud de lo dispuesto por el art 9 9 de la ley 
4055, dirima el conflicto trabado. 

El caso, guarda marcada analogía con el resuelto 
por V. E. con fecha 6 de diciembre ppdo., in re: "Isabe- 
lino de los Santos — Incendio intencionar* (Exp. C. 
758, L. X.), sin que obste para la aplicación de dicha 
doctrina, el hecho de haber cumplido el reo la segunda 
condena, situación que también había ocurrido en el 
juicio preindicado. 

Corresponde en consecuencia, de acuerdo con la ju- 1 
risprudencia citada, y dejando a salvo mi opinión ad- 
versa expresada anteriormente, declarar que el Juez 
del Crimen de la Capital Federal es el que debe dictar 
la sentencia única, dejando sin efecto el beneficio de 
la condicional acordada en la primera condena. — Bs. 
Aires, mayo 21 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 2 de junio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que de acuerdo con lo resuelto por esta Corte Su- 
prema en el caso citado en el precedente dictamen del 
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Sr. Procurador General (Fallos: 212, 403) cuando a 
raíz de un hecho distinto deba juzgarse a una persona 
que está cumpliendo pena por sentencia firme, corres- 
ponde al juez que pronuncie el último fallo dictar la 
sentencia única que establece el art. 58 del Código Pe- 
nal, aunque para ello tenga que revocar la libertad 
condicional acordada en el otro proceso. 

Que las razones en que se funda esa conclusión im- 
ponen idéntica solución en el caso de condenación con- 
dicional, pues el art. 27 del Código Penal establece que 
si el reo cometiere un nuevo delito sufrirá la pena im- 
puesta en la primera condena y la que le correspondiere 
por el segundo delito conforme a lo dispuesto sobre 
acumulación de penas. 

Por tanto se declara que corresponde al Sr. Juez 
del Crimen de la Capital Federal pronunciarse acerca 
de la revocación de la condena condicional de Manuel 
Eduardo Fernández y dictar la sentencia única a que 
se refiere el art. 58 del Código Penal. En consecuencia, 
remítansele los autos y hágase saber al Sr. Juez del 
Crimen de la Provincia de Tucumán en la forma de 
estilo. 

Luis R. Longhj — Justo L. Al- 
varez Rodríguez — Rodolfo 
G. Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



ANDELA WALGER DE GALVAN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Cau- 
sas penales. Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación 
y de sus reparticiones autárquicas. 

Corresponde a la justicia federal conocer respecto del 
delito de violación de una encomienda ppstal en el caso en 
que aún cuando las constancias de autos no son suficientes 
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para determinar si el hecho fué cometido mientras se halla- 
ba bajo la custodia del Correo o si lo fué después de su 
recepción en el domicilio de la destinatario resulta de 
ellas que la entrega de dicha pieza fué realizada sin exi- 
gir el correspondiente recibo de conformidad y que éstfi 
fué suscripto por el empleado de correos que entregó la 
encomienda. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Las actuaciones producidas revelan que la Sra. 
Eusebia R. de Tejerizo recibió en su domicilio de la ^ 
ciudad de Tucumán, una encomienda postal impuesta 
en Abra Pampa (Santiago del Estero), de cuyo inte- 
rior faltaba la suma de ciento ochenta pesos naciona- 
les. Expresa la damnificada que al abrir la encomienda 
notó que uno de los sellos de lacre no estaba pegado al 
papel, y al desenvolver el paquete advirtió que la caja 
interior estaba rota (fs. 6). Angela Bracamonte, que 
recibió la pieza de manos de Tomás Anselmo Aredes, 
empleado de Correos, manifiesta que no firmó el recibo 
correspondiente por no saber hacerlo, y al pretender 
llamar a la Sra. de Tejerizo — a cuyo servicio estaba — , 
le expresó Aredes que no ora necesario, que para abre- 
viar tiempo firmaría él el recibo en cuestión, lo que 
hizo en su presencia. "Luego, la dicente llevó la enco- 
mienda a su patrona, sin notar en la misma nada, ya 
que no reparó tampoco. . . etc, M (fs. 10). 

Por su parte, Aredes, afirma que erttregó la pre- 
indicada encomienda en buenas condiciones tal # como 
la había recibido en la oficina. Ratifica lo dicho por 
Angela Bracamonte en cuanto a la firma del recibo, 
que lo hizo poniendo el apellido Tejerizo, porque la 
nombrada no sabía firmar, y para evitar los inconve- 
nientes que señala (fs. 12). 
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No puede deducirse con certeza de la prueba ana- 
lizada, ni de los demás elementos de juicio obrantes en 
autos, que la violación se haya cometido mientras la 
encomienda estaba bajo la custodia o servicio del co- 
rreo, o que fué manipulada por manos extrañas a su 
destinataria con posterioridad a su recepción en el do- 
micilio de la Sra. de Tejerizo. 

Pero hay un hecho cierto del cual puede resultar 
responsable la Nación, y es la anormalidad que se ad- 
vierte en la entrega de la encomienda sin exigir recibo 
de conformidad, y que pretendió disimular Aredes es- 
tampando de puño y letra el apellido Tejerizo en la 
foja respectiva. 

Este hecho, del cual podría resultar, repito, res- 
ponsabilidad para la Nación, me induce a sostener que 
la justicia federal es la competente para conocer en el 
juicio; solución que se ajustaría a la doctrina de V. E. 
en fallo del 19 de mayo de 1948, in re 4 4 María Elena 
Padrón — Competencia'* (Exp^C.£94, L. X.)- 

En tal sentido opino que debe ser dirimida la con- 
tienda negativa trabada entrt el Sr. Juez de Sección 
y el de Instrucción y Correccional de la ciudad de Tu- 
cumán. — Bs. Aires, mayo 27 de 1949. — Carlos G. 
Delfino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de junio de 1949. 

Autos y vistos : Considerando : 

Que aun cuando las constancias de autos no son 
suficientes para determinar si la violación de la enco- 
mienda postal fue cometida mientras se hallaba bajo la 
custodia del Correo o si lo fué después de su recepción 
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en el domicilio de la Sra. de Tejerizo, resulta de ellas 
que la entrega de dicha pieza fué realizada sin exigir 
el correspondiente recibo de conformidad, que fué sus- 
cripto por el empleado de correos con el apellido de la 
destina taria. 

Que pudiendo ser así puesta en cuestión la respon- 
sabilidad de la Nación, de la cual depende la repartición 
encargada de la custodia y entrega de la encomienda 
violada, corresponde a la justicia federal conocer de 
este proceso (Fallos: 210, 1124). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase que el Sr. Juez Federal de Tucu- 
mán es el competente para entender en el presente su- 
mario sobre ' 'Robo de $ 186 de la encomienda n° 381.929 
del que resultó damnificada Adela Walger de Galván, 
autores desconocidos". En consecuencia, remítansele los 
autos y hágase saber al Sr. Juez de Instrucción y Co- 
rreccional, 2 ? Nominación, de dicha provincia. 

9 

Felipe S. Pérez — Rodolfo G. 
* Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares. 



OSVALDO JOSE ACERBI 

PROCURADOR. 

Procede aceptar como garantía, a efecto de la inscripción 
en la matricula de procuradores, la ampliación de una hi- 
poteca en primer término ya existente a la orden del Pre- 
sidente de la Corte Suprema, constituida oportunamente 
por el dueño del inmueble para ejercer la procuración 
por sí mismo, si media anuencia del propietario con la 
ampliación del gravamen y la casa está valuada en una 
suma muy superior a la de m$n. 10.000, importe de las dos 
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obligaciones principales por las que eventualmente podría 
tener que responder. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

D. Osvaldo José Acerbi solicita se le acepte, como 
garantía para inscribirse en la matrícula de procura- 
dores, hipoteca en primer grado sobre el inmueble sito 
en esta Capital, callo Remedios de Escalada de San 
Martín n° 3033/35. 

Como el propietario de dicho inmueble, D. Alfredo 
Fernández López — que ratifica la oferta a fs. 11 vta. — 
lo ha gravado ya en la misma forma a favor del Sr. Pre- 
sidente de la Corte (fs. 13) por $ 5.000,00 m/n. en ga- 
rantía del ejercicio de su profesión de procurador, el 
peticionante propone extender a $ 10.000,00 m/n. la 
actual hipoteca para que cubra las dos garantías. 

En mi opinión no existe inconveniente en que se 
acceda a lo solicitado. 

El inmueble en cuestión está valuado en $ 39.000,00 
m/n. (ver boleta de fs. 4), y las dos obligaciones princi- 
pales por las que eventualmente podría tener que res- 
ponder sólo importan en conjunto $ 10.000,00 m/n., 
y ambas estarían igualmente respaldadas en primer 
grado por la obligación accesoria como lo exige la ley 
ii* 10.996. 

Si las dos obligaciones llegan a hacerse exigibles 
al mismo tiempo, el valor del inmueble cubriría su im- 
porte; y si por ser sólo una la que se hace ejecutable se 
da el caso del art. 3196 del Código Civil, el saldo del 
precio quedaría afectado al derecho que establece el 
art. 546 del mismo Código. Y como es igualmente admi- 
sible la garantía hipotecaria como un depósito en efec- 
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tivo de $ 5.000,00 m/n. a los efectos de la ley 10.996, 
art. 3% inc. 4 P , nada obstaría, en el último supuesto, a 
que una garantía quedara reemplazada por otra. — Bs. 
Aires, mayo 27 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de junio de 1949. 

Vista la presente información promovida por D. 
Osvaldo José Acerbi para que se le inscriba en la Ma- 
trícula de Procuradores. 

Y considerando: 

Que como lo pone de manifiesto el dictamen del 
Sr. Procurador General y resulta de los autos, D. Os- 
valdo José Acerbi propone ampliar la hipoteca ya exis- 
tente a la orden del Sr. Presidente de esta Corte sobre 
la finca calle Remedios de Escalada de San Martín 
n 9 3033/35 hasta la suma de m$n. 10.000. La anterior 
hipoteca se constituyó por el dueño del inmueble, D. 
Alfredo Fernández López, en garantía del ejercicio de 
la procuración por sí mismo, debiendo añadirse que 
media anuencia del propietario con la ampliación del 
gravamen y que la casa está valuada en m$n. 38.500 
según boleta de fs. 4. 

Que de esta manera se trata de llenar la exigencia 
del art. 3*, inc. 4 9 , de la ley 10.996, en cuanto, entre otras 
cosas, requiere para la inscripción en la matrícula de 
procuradores, se constituya a la orden del Presidente 
del Tribunal, una garantía de m$n. 5.000, que puede 
consistir en "una primera hipoteca". 

Que desde luego el recaudo legal — en lo que hace 
a la exigencia de hipoteca en primer término — estaría 
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cumplido con la ampliación de la garantía ya existente, 
que tendría en su totalidad ese carácter — doctr. art. 
3934 del Código Civil — . Y como correctamente dicta- 
mina el Sr. Procurador General no se compromete con 
ello la seguridad de la garantía legal, satisfecha sufi- 
cientemente por el amplio margen entre el monto total 
del gravamen y el valor real del inmueble. Media ade- 
más la circunstancia de que siendo ambas hipotecas a 
la orden del Presidente del Tribunal, no pueden temer- 
se obstrucciones al trámite de las ejecuciones a que 
pudiera haber lugar. Por otra parte existen preceden- 
tes que abonan esta conclusión. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se resuelve inscribir en la 
Matrícula de Procuradores a D. Osvaldo José Acerbi 
y expedirle el certificado correspondiente, previa am- 
pliación de la garantía hipotecaria en primer grado 
ofrecida, sobre el inmueble de referencia. Téngase por 
nombrado al escribano propuesto. 

Felipe S. Pérez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares. 



ROQUE CARBONE v. Cía. GENERAL FABRIL 
FINANCIERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos formales. Interposición 
del recÉrso. Fundamento. 

Hállase debidamente fundado el recurso extraordinario si 
el escrito de interposición contiene las enunciaciones que, 
según la jurisprudencia de la Corte Suprema, se requie- 
ren para apreciar lo referente a la procedencia de aquél 
y a los puntos sobre que ha de versar el pronunciamiento 
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del Tribunal. La circunstancia de que en él no se de- 
muestre que la jurisprudencia imperante al tiempo en que 
debieron pagarse los salarios por enfermedad sustentara 
las pretensiones del apelante podrá conducir al rechazo 
de ellas pero no obsta a la procedencia del mencionado 
recurso. 

PAGO: Principios generales. 

La circunstancia de que, según la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires en la época en que ocurrieron los hechos los obreros 
industriales no estuvieran comprendidos entre los benefi- 
ciarios de la le} r 11.729, no basta para considerar al patrón 
como titular de un derecho adquirido a la liberación si 
pudo ser demandado por el obrero ante los tribunales de 
la justicia del trabajo de la Capital Federal y no ha de- 
mostrado que los pagos invocados hayan sido realizados de 
conformidad con la jurisprudencia de estos tribunales. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Un obrero industrial que presta servicios en una 
empresa ubicada en la Provincia de Buenos Aires, de- 
mandó a dicha empresa ante los Tribunales del Tra- 
bajo de esta Capital, por cobro de diferencias de sa- 
larios de enfermedad, los que no le habían sido liquida- 
dos en la extensión que determina la ley 11.729. 

El fallo de fs, 31 hizo lugar a la demanda, por lo 
que la empresa trae recurso extraordinario ante V. E., 
fundado en que dicha sentencia resulta violatoria de 
su derecho de propiedad, al obligarle a pagar una in- 
demnización en forma distinta a la que- establecía la 
jurisprudencia en el momento de efectuarse. Invoca en 
su apoyo la doctrina de V. E. en 211 : 1278. 

Considero que dicho recurso no cumple debidamen- 
te con el requisito del art. 15 de la ley 48, tal como lo 
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interpreta V. E., pues no se demuestra en el mismo que 
la jurisprudencia imperante al tiempo en que debieron 
pagarse los salarios por enfermedad comprendidos en 
la sentencia — octubre y noviembre de 1946; fs. 27 y 
fs. 31 — abonara sus pretensiones, toda vez que se li- 
mita a invocar la doctrina que sobre el punto en dis- 
cusión mantenía la Suprema Corte de la Provincia de 
Buenos Aires, sin tomar en cuenta la de los tribunales 
competentes de la Capital Federal, a los que podía acu- 
dir — y acudió — el actor, de conformidad con la opción 
acordada por el art. 4 9 del decreto n 9 32.347/44 (ley 
12.948). 

A mayor abundamiento, recuerdo que para la fecha 
en cuestión — octubre y noviembre de 1946 — la Cámara 
del Trabajo de la Capital había decidido ya que los 
obreros de la industria estaban comprendidos en la 
ley 11.729 (Sala I, julio 20 de 1946, Rev. del Derecho 
del Trabajo, tomo VII, pág. 37; Sala II, abril 12 de 
1946, La Ley, tomo 42, pág. 308). 

Corresponde, en consecuencia, desestimar el recur- 
so extraordinario intentado a fs. 38. — Bs. Aires, mayo 
4 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 9 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Carbone Roque v. Cía. General 
Fabril Financiera — Enfermedad", en los que se ha 
concedido a fs. 39 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el escrito de fs. 38 contiene las enunciaciones 
que, según la jurisprudencia de esta Corte Suprema, 
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se requieren para apreciar lo referente a la proceden- 
cia del recurso extraordinario y a los puntos sobre que 
ha de versar el pronunciamiento del Tribunal (Fallos: 
211, 462 y 630 entre otros). La circunstancia de que no 
se demuestre que la jurisprudencia imperante al tiem- 
po en que debieron pagarse los salarios por enferme- 
dad sustentara las pretensiones del apelante, podrá 
conducir al rechazo de ellas pero no obsta a la proce- 
dencia del recurso extraordinario, que fué bien conce- 
dido a fs. 39. 

Que es exacto que esta Corte Suprema ha decla- 
rado en Fallos: 211, 1278 y 212, 34 que el cumplimiento 
de las obligaciones conforme a la ley y a la jurispru- 
dencia vigentes en oportunidad del pago libera defini- 
tivamente al deudor y lo pone a cubierto de modifica- 
ciones ulteriores. 

Que en el caso de autos, el recurrente pretende ha- 
ber pagado al actor lo que le correspondía por cuanto 
se trataba de un obrero industrial que desempeñaba sus 
tareas en la Provincia de Buenos Aires y no estaba 
comprendido entre los beneficiarios de la ley 11.729 
según la jurisprudencia de la Suprema Corte de la Pro- 
vincia que entonces regía. 

Que aun cuando fuera exacta la afirmación de la 
recurrente con respecto a la jurisprudencia del mencio- 
nado tribunal, ello no bastaría para sustentar sus pre- 
tensiones, pues en la época a que se refiere la senten- 
cia apelada — considerando IV — estaba en vigencia 
el decreto 32.347/44, cuyo art. 4* permitía al obrero 
acudir ante los tribunales de la justicia del trabajo de 
la Capital Federal (Fallos: 208, 97) del mismo modo 
que lo ha hecho en este juicio sin oposición del deman- 
dado en cuanto a la competencia (fs. 7). 

Que, por consiguiente, para encontrar amparo en 
la doctrina de esta Corte Suprema mencionada en el 
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considerando segundo, la demandada debió demostrar 
que los pagos que invoca fueron realizados de confor- 
midad con la jurisprudencia de los tribunales de la jus- 
ticia del trabajo de la Capital. No sólo falta en autos 
esa demostración, sino que ni siquiera se ha hecho esa 
afirmación por la recurrente. 

Por tanto, confírmase la sentencia apelada en lo 
fiue ha sido materia del recurso extraordinario. 

Felipe S. Pébez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casabes. 



CARLOS SANTIAGO ROLLERI v. ZOILA WRIGHT DE 
PONCE DE LEON Y OTROS 

CONSTITUCION NACIONAL; Constitucionalidad e inconstitudo- 
nalidad. Leyes provinciales. Buenos Aires. 

El art. 9 de la ley n v 4048 de la Prov. de Buenos Aires, 
y el art, 152 de la ley n° 4538 de la misma provincia, no 
son violatorios de la Constitución Nacional en cuanto subs- 
traen a la decisión de los tribunales de justicia la regula- 
eión de los honorarios correspondientes a los ingenieros 
por su actuación en juicio y disponen que sea hecha por 
la Comisión Especial que la ley 4048 crea, con apelación 
ante el Consejo Profesional de Ingeniería instituido por 
la ley 4538. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
propiedad. 

Para regular los honorarios correspondientes a los peritos 
por su actuación en juicio no corresponde atenerse exclu- * 
sivamente al monto cuestionado sino también a la impor- 
tancia y complejidad de la información .requerida, por lo 
que corresponde rechazar la alegación de confiscatoriedad 
fundada en la desproporción entre el monto del juicio y 
la regulación practicada. 



íe 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones »• 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Varios. 

No procede revisar por medio del recurso extraordinaria 
la regulación de los honorarios de un perito, practicada 
con sujeción a un arancel cuya constitucionalidad no ha 
sido objetada. 



Sentencia de la Cámara 2* de Apelación de La Plata % 

En la ciudad de La Plata, a 22 de octubre de 1948, reuni- 
dos en acuerdo ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cáma- 
ra Segunda de Apelación, Sala Primera, Dres. Enrique H. 
Dellepiane 7 Fernando Legón, para pronunciar sentencia en 
los autos caratulados "Rolleri Carlos Santiago contra Wright 
de Ponce de León Zoila y otros — Cobro ejecutivo", se pro- 
cedió a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 156 
de la Constitución de la Provincia y 300 del Código de Pro- 
cedimientos, resultando de ella que debía votar en primer tér- - 
mino el Dr. Dellepiane. 

La Excma. Cámara, resolvió plantear las cuestiones si- 
guientes : 

1* ¿Es justa la sentencia apelada de fs. 42 Y 
2* ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar f 
Á la primera cuestión el Dr. Dellepiane, dijo: 

Contra el progreso de la presente ejecución seguida por 
don Carlos Santiago Rolleri contra doña Zoila Wright de Pon- 
ce de León y otros, los demandados opusieron las excepciones 
de prescripción e inhabilidad de título, decidiendo la senten- 
cia su rechazo, con toda razón, a mi juicio. 

Se trata de una ejecución por cobro de honorarios regula- 
dos al actor, perito agrimensor, por una pericia realizada en 
los autos "Boccazzi y Cía. contra Ponce de León Silvio, apre- 
mio 99 1 y la defensa de prescripción se funda en que desde la 
fecha en que aquélla se practicó, hasta la interposición de la 
demanda, ha transcurrido con exceso el térjnino señalado por 
el art. 4032, inc. I 9 , del Código Civil, sin que se haya recla- 
mado el importe de dichos honorarios. 

Debiendo interpretarse estrictamente las disposiciones le- 
gales que se refieren a la prescripción liberatoria, ya que ésta 
importa la caducidad de un derecho adquirido, pienso, no 
obstante la autorizada opinión de algunos autores, que como 
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LafaiMjE y Colmo, sostienen una tesis contraria, también sus- 
tentada en muchos fallos de nuestros tribunales, que los peritos 
designados en juicio no son "los empleados de la administra- 
ción de justicia" de que habla el mencionado articulo, porque 
aquéllos no ejercen función alguna de carácter permanente, 
ni reciben su nombramiento de los poderes del Estado (J. A., 
t. 41, pág. 132; t. 50, pág. 468, nota de Spota). Cierto es, que 
por otros incisos del mismo artículo, se extiende el término es- 
pecial de prescripción que establece a otros profesionales que, 
como los médicos, escribanos- y agentes de negocios, pueden 
también desempeñar funciones puramente accidentales, por no 
ser empleados públicos, pero, como con justa razón lo expresó 
el Dr. Salvat al fundar su voto en un fallo de las Cámaras 
Civiles en pleno de la Capital Federal, no son los tribunales 
los llamados a salvar una posible omisión del legislador, porque 
tratándose de reglas de excepción, no pueden, por razones de 
analogía o de equidad, aplicarse a otros casos no previstos 
expresamente por la ley. 

Este es, por otra parte, el criterio sustentado por los más 
altos tribunales de la Nación y de la Provincia, como puede 
verse en los fallos publicados en J. A., t. 72, pág. 559 y en 
Acuerdos y Sentencias, serie 16*, t. I 9 , pág. 12. 

La excepción de inhabilidad de título la fundan los eje- 
cutados: a) en que no fueron oídos al practicarse la regula- 
ción de los honorarios cuyo cobro se persigue; b) en que el 
monto de los mismos resulta confiscatorio, y c) en que dicha 
regulación no ha sido efectuada por una autoridad judicial, 
sino por una junta de carácter administrativo dependiente del 
P. E. Por esas circunstancias, sostienen los excepcionantes que 
la regulación de referencia es violatoria de las garantías con- 
sagradas por los arts. 5*, 14 y 18 de la Constitución de la Na- 
ción. 

Si bien es el caso de analizar las causas intrínsecas en que 
se funda la excepción opuesta, ya que el título con que se 
ejecuta no emana directamente de los deudores, las razones 
invocadas por éstos no son suficientes, a mi entender, para 
trabar el éxito de la acción deducida. 

Resulta, en efecto, de los testimonios que obran de fs. 31 
a 37, que en conocimiento de los demandados la regulación 
practicada por la Comisión creada por la ley 4048, apelaron 
de la misma, concediéndose el recurso para ante el Consejo 
Profesional de Ingeniería, conforme a lo dispuesto por el art. 
152 de la ley 4538. Cierto es, que la estimación de los hono- 
rarios efectuada por el perito a fs. 489 de los autos donde se 
práctico la regulación no se hizo conocer a los interesados, pero, 
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aparte de que este trámite no era necesario por haber sido de- 
rogado el art. 932 del Cód. de Proceds. que lo imponía, por la 
ley de arancel n 9 4265, debe tenerse en cuenta que las dispo- 
siciones del título XXVIII del mismo Código no han podido 
aplicarse al caso de autos, desde que aquéllas se refieren a las 
regulaciones que se practiquen a favor de los que intervienen 
en los juicios representando, defendiendo, actuando o des- 
empeñando una comisión cualquiera (art. 923), mientras que 
la regulación cuestionada representaba el justiprecio de los ser- 
vicios prestados a las partes por un perito agrimensor (Acuer- 
dos y Sentencias, serie 15», t. 4, pág. 291). 

Por lo que respecta a la confiscatoriedad de la regulación, 
eonsidero que no habiendo acordado las leyes 4048 y 4538 re- 
curso de apelación contra las que fueran practicadas por las 
comisiones técnicas, no puede un tribunal de alzada, atribu- 
yéndose una jurisdicción que la ley no le ha conferido, entrar 
a juzgar si es o no equitativa la suma en que se ha justipre- 
ciado el trabajo efectuado por el actor (Acuerdos y Senten- 
cias, serie 16*, t. 2, pág. 380). 

En cuanto a la impugnación de inconstitucionalidad fun- 
dada en la incompetencia de las comisiones creadas por las le- 
yes 4048 y 4538 para efectuar regulaciones en los juicios en 
que conocen los tribunales ordinarios, pienso, como el señor 
juez a quo, que es improcedente, porque, conforme a lo que ya 
he expresado en otras oportunidades, debe entenderse que las 
funciones conferidas por las leyes mencionadas al tribunal 
que las mismas establecen no es de carácter judicial, sino la 
arbitral prescripta por el art. 1627 del Cód. Civil para justi- 
preciar los servicios profesionales prestados, cuando no hubie- 
re mediado convenio entre el locador y el locatario, no cabiendo 
argüir, como con justa razón lo expresó el ex juez de la Su- 
prema Corte, Dr. Manuel J. Amañarás en la causa n* 23.323, 
que la actuación de ese tribunal especial no es la de los arbi- 
tradores porque éstos no han sido elegidos o designados por los 
interesados, puesto que el citado art. 1627 no dice que los 
arbitros encargados del justiprecio han de ser nombrados por 
las partes; ni podría decirlo, pues ello incumbe a las leyes 
procesales y éstas han podido establecer dicho tribunal especial 
(arts. 67, inc. 11; 105 y 108, de la Constitución Nacional; 
Acuerdos y Sentencias, serie 15*, t. 4, pág. 291; sentencias de 
esta Sala en las causas núms. 44. 620 y 54.272). Por las consi- 
deraciones que dejo expuestas y las aducidas en el fallo en 
recurso (arts. 24 del Cód. de Proceds.), voto por la afirmativa. 

El Dr. Legón, por los mismos fundamentos votó en igual 

sentido. 
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A la segunda cuestión el Dr. Dellepiane, dijo: 

Atento lo resuelto al votar la cuestión que antecede, co- 
rresponde confirmar en lo principal la sentencia apelada de 
fs. 42, debiendo modificarse dicho pronunciamiento en cuanto 
a las regulaciones que contiene para lo cual propongo elevar 
a $ 800 m/n. la practicada a favor del Dr. G. Saborido Gómez 
y reducir a $ 20 de la misma moneda, la indemnización acor- 
dada al actor (arts. 152 y 163, ley 5177; 259 y 260, Cód. de 
Proceds.). Las costas de esta instancia, a cargo de los recurren- 
tes. Asi lo voto. 

El Dr. Legón, por los mismos fundamentos votó en igual 
sentido. Con lo que terminó el acuerdo. 

Sentencia 

La Plata, octubre 22 de 1948. 

Autos y vistos: Considerando: Que en el acuerdo prece- 
dente ba quedado establecido; 

l 9 ) Que es improcedente la defensa de prescripción 
opuesta contra el crédito reclamado (conf. J. A. t. 41, pág. 132; 
t. 50, pág. 468, nota de Spota, t. 72, pág. 559; Ac. y Sent, 
Serie 16», t. 1, pág. 12). 

2*) Que asimismo, son improcedentes las razones que se 
invocan para fundar la excepción de inhabilidad de título 
opuesta (conf. Ac. y Sent., Serie 15», t. 4, pág. 291; Serie 16» 
t. 2, pág. 380; causas núms. 44.620 y 54.572). 

3°) Que corresponde rechazar la impugnación de incons- 
titucionalidad fundada en la incompetencia de las comisiones 
creadas por las leyes 4048 y 4538, toda vez que las facultades 
conferidas por estas leyes, a dichas comisiones, son de carác- 
ter arbitral prescripto por el art. 1627 del Cód. Civil (arts. 
67, inc. 11 ; 105 y 108 de la Constitución Nacional; Acuerdos y 
Sentencias, Serie 15», t. 4, pág. 291 ; sentencia de esta Sala en 
las causas núms. 44.620 y 54.572). 

4 9 ) Que las costas de esta instancia son a cargo de los 
recurrentes (arts. 71 y 311 del Cód. de Proceds.). 

Por ello, y demás fundamentos consignados en el acuerdo 
precedente, se confirma la sentencia apelada de fs. 42, modi- 
ficándose dicho pronunciamiento en cuanto a las regulaciones 
que contiene, elevándose a $ 800 m/n. la practicada a favor 
del Dr. G. Saborido Gómez y reduciéndose a $ 20 de la misma 
moneda, la indemnización acordada al actor. — Enrique H. 
Dellepiane. — Fernando Legón. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Se impugna mediante el recurso extraordinario de 
fe. 61 la sentencia de fs. 57, en cuya virtud resultan 
rechazadas las objeciones de inconstitucionalidad opues- 
tas por los demandados — bajo la forma de la excepción 
de inhabilidad de título — , al progreso de la acción eje- 
cutiva iniciada por el perito Carlos Santiago Rolleri 
para lograr el cobro de los honorarios devengados con 
motivo de los trabajos que practicara en los autos del 
juicio agregado y que fueron regulados por el Consejo 
Profesional de Ingeniería del Ministerio de Obras Pú- 
blicas de la Provincia de Buenos Aires de acuerdo a lo 
que disponen las leyes 4048 y 4538 de dicho Estado. 

No es procedente el remedio federal en cuanto se 
alega que el régimen de regulación de honorarios de 
los peritos ingenieros establecido en las leyes locales 
4048 y 4538 es violatorio del art. 5 9 de la Constitución 
Nacional, por atribuir a una repartición del Poder Eje- 
cutivo funciones propias del Poder Judicial. La dilu- 
cidación del punto escapa, en efecto, por su naturaleza 
de cuestión política vinculada con la división de los po- 
deres locales, a la decisión de V. E. (187: 79). 

Lo mismo opino con respecto a la supuesta viola- 
ción de la defensa en juicio, por no haberse puntuali- 
zado en el escrito de fs. 61 mediante la relación precisa 
de los hechos de la causa, la imposibilidad de efectuar 
ante las autoridades de las leyes 4048 y 4538 las alega- 
ciones o demostraciones que se estimaran pertinentes 
frente a las pretensiones del perito. 

En cambio, y si bien se trata de un juicio ejecutivo, 
considero procedente el recurso con relación al invo- 
cado desconocimiento de la garantía de la propiedad. 
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Entiendo ello así de acuerdo con lo resuelto en 196 : 538 
y a fs. 520 del expediente agregado, toda vez que, aten- 
tos en este aspecto los términos de la sentencia de pri- 
mera instancia (fs. 42) y del acuerdo que fundamenta 
el fallo apelado (fs. 55), existe la probabilidad de que 
tal cuestión no pueda ser objeto de nuevo pronuncia- 
miento en un eventual juicio de repetición, con lo que 
la reparación del agravio se tornaría imposible de aquí 
en adelante. 

Queda, pues, librado al prudente arbitrio de V. E. 
— por ser ésta una cuestión de hecho ajena a mi dicta- 
men — el determinar si el monto de los honorarios que 
se ejecutan, relacionado pon las modalidades del juicio 
en que se devengaron, resulta o no confiscatorio (art. 
38 de la Constitución vigente). — Bs. Aires, mayo 9 de 
1949. — Carlos G. Delfinp. 



FALLO DE LA CORTE SÜPRE1LA 

Bs. Aires, 9 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Rolleri Carlos Santiago v. Wright 
de Ponce de León Zoila y otros s./ cobro ejecutivo 
en los que se ha concedido a fs. 65 el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando : 

Que el art. 9* de la ley de la Provincia de Buenos 
Aires — n* 4048 — dispone que la regulación del hono- 
rario correspondiente a los ingenieros por su actua- 
ción en juicio sea hecha por la Comisión especial que 
la misma crea. Y el art. 152 de la ley de Obras Públicas, 
4538, de la misma provincia, acuerda apelación de tales 
regulaciones ante el Consejo Profesional de Ingeniería 
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instituido por este último estatuto legal. Ello importa, 
6Ín duda, el establecimiento de una jurisdicción espe- 
cial para los fines indicados. Y si bien la consecuencia 
es que estas regulaciones quedan sustraídas a la deci- 
sión de los jueces comunes, los organismos a que se 
refieren los preceptos citados, integran en realidad, a 
causa de la función jurisdiccional que se les asigna, la 
administración de justicia en el sentido genérico que 
tiene la expresión en el art. 5 Q de la Constitución Nacio- 
nal. Si el derecho de defensa no está menoscabado en 
el régimen especial de que se trata, no cabe objetarlo 
— sobre la base de lo dispuesto en el precepto constitu- 
cional citado — , en razón de la forma como están cons- 
tituidos los organismos que han de determinar en e6tos 
casos el derecho cuestionado, relativo al monto de la 
retribución debida por los servicios profesionales de 
que se trata, pues nada se dispone en dicho artículo ni 
en ningún otro de la Constitución sobre el modo de or- 
ganizar la administración cuyo establecimiento impone 
a las provincias, y que es además, condición de que el 
goce y ejercicio de sus instituciones sea garantido por 
el Gobierno Federal. 

Que los recurrentes alegan también que ha exis- 
tido violación del derecho de defensa, pero como bien 
lo observa el Sr. Procurador General ni en el escrito de 
interposición del recurso ni en el memorial ante esta 
Corte se ha puntualizado en qué consistió ese menos- 
cabo. Y no puede sostenerse que lo comporte el régimen 
en cuestión considerado en sí mismo, puesto que la 
Comisión del art. 9* de la ley 4048 tiene que atenerse 
a los elementos de juicio que constan en los autos que 
el juez de la causa debe remitirle y el recurso instituido 
por el art. 152 de la ley 4538 da a las partes interesadas 
expresa y formal oportunidad de ser oídas. 

Que de la retribución debida por los dictámenes 
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periciales requeridos en juicio no cabe juzgar en todos 
los casos ateniéndose exclusivamente al monto cuestio- 
nado en ellos, porque puede haberse exigido a los téc- 
nicos informaciones de una importancia y complejidad 
que poco o nada tenga que ver con dicho monto. En con- 
secuencia corresponde observar, por de pronto, que el 
planteamiento de la alegación de confiscatoriedad que 
hacen los recurrentes no es admisible. Pero ee que por 
la vía de esta alegación se pretende hacer revisar por 
esta Corte, en instancia extraordinaria, una cuestión 
de hecho apreciada por el órgano jurisdiccional corres- 
pondiente, en sujeción, por lo demás, a nn arancel ofi- 
cial cuya constitucionalidad no fué objetada (conf. doct. 
de Fallos: 202, 566). 

Por tanto y visto lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General se confirma la sentencia apelada en 
lo que ha podido ser materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



\ LAUREANO RUFINO v. INSTITUTO NACIONAL DE 
PREVISION SOCIAL 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Cómputo de 
servicios. 

A los efectos de la ley 10.650 son computables los servicios 
prestados por el médico permanente de una empresa fe- 
rroviaria a cambio de la concesión de un pase libre para 
viajar entre determinadas localidades. 
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Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia del 

Trabajo 

Bs. Aires, febrero 5 de 1949. 

Vistos y considerando : 

Que la denegatoria de fs. 8/9 se funda en que los servicios 
prestados por el recurrente desde el año 1915 al 1921, no son 
computables a los fines jubilatorios dentro de la ley 10.650 en 
razón de que aquéllos no fueron retribuidos sino que fueron 
prestados ad honorem, a la par que el pase libre que le acor- 
daba la empresa no alteraba el carácter de tal. 

Que ante ello, cabe afirmar que en las leyes de jubilaciones 
de ferroviarios sus normas no sólo amparan al personal estric- 
tamente ferroviario, transporte de personas o cosa por líneas 
férreas, sino a todo aquello que pueda considerarse como com- 
plemento útil o indispensable para la mejor realización de 
dicho servicio (Corte Suprema — 14 de noviembre de 1930 — 
«/. A., t. 34, pág. 680). En el sub lite el recurrente prestó ser- 
vicios como médico de la empresa durante seis años consecu- 
tivos obteniendo como retribución de esos servicios el pase 
libre entre las estaciones Bahía Blanca-Huergo-Ramales-Ra- 
mincoy-Apichiri ; agréguese a ello que estas funciones no se 
cumplían en forma accidental o transitoria sino obligatoria. 
El carácter de ad honorem que invoca el Instituto se encuentra 
desvirtuado por el contenido del contrato de fs. 2 ya que la 
retribución que allí se expresa — en cualquier forma y modo 
que se adoptara — constituye "pago" en el régimen de las 
obligaciones contractuales. Corrobora tal aserto las cláusulas 
del convenio que ligaba a las partes donde se pone de relieve 
que para la cancelación del mismo debía preavisarse con un 
mes de anticipación, lo que no importa dejar de reconocer que 
se está en presencia de un libre-contrato. 

En consecuencia, llenadas las dos condiciones básicas para 
tener el derecho al beneficio perseguido por el accionante, y 
conforme a la doctrina sustentada por la Corte Suprema en el 
sentido ya expresado, se revoca la resolución del Instituto de 
fs. 9 declarándose computable a los fines jubilatorios los ser- 
vicios prestados por D. Laureano Rufino durante el lapso alu- 
dido. — Luis Camilo García. — Electo Santos. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente, por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones de la ley especial n* 10.650 y ser la sentencia 
definitiva de fs. 22 contraria al derecho invocado por 
el recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, soy de opinión que 
corresponde confirmar, por sus fundamentos, la resolu- 
ción de la Cámara del Trabajo, que manda computar 
en la Sección de la ley 10.650 los servicios prestados 
por el Dr. Laureano Rufino. — Bs. Aires, mayo 24 de 
1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 9 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Rufino Laureano c./ Instituto 
Nacional de Previsión Social s./ Cómputo de servicios", 
en los que se ha concedido a fs. 28 vta. el recurso extra- 
ordinario. 

Considerando : 

Que el convenio cu^a copia corre agregada a fs. 2 
demuestra en forma incontrastable que el Dr. Rufino 
fué considerado por la Empresa médico fijo a partir 
del 20 de octubre de 1915, pues él traduce una relación 
de trabajo continua y de atención permanente. 

Que la circunstancia de que la retribución fijada 
por dicho contrato, lo fuera en la concesión de un pase 
libre para viajar entre determinadas localidades, no 
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desvirtúa el carácter en que fueron prestados los ser- 
vicios profesionales, pues aparte de que dicha modali- 
dad constituye una de las tantas formas de pago auto- 
rizada por el Código Civil para extinguir las obliga- 
ciones, ella sería faetible de traducirse en una suma 
líquida, representativa del sueldo. 

Por ello; la doctrina sustentada por esta Corte en 
el caso: Fallos 186-349, que ofrece cierta analogía con 
el presente y de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 22 
en cuanto ha sido materia de recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lok- 
ghi — Rodolfo G, Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



CLUB MAR DEL PICATA, S. A. v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

PRUEBA: Instrumentos. 

Las constancias del acta referente a la toma de posesión 
del bien expropiado, entre las cuales se halla la enunciación 
de las mejoras hechas por el apoderado del dueño sin recti- 
ficación, salvedad o reserva alguna del representante del 
Estado, sobre la base de la cual h izóse la prueba de peritos 
en el juicio sobre expropiación desistido después, consti- 
tuyen prueba suficiente de la& mejoras en la causa sobre 
indemnización de daños promovida después por el propie- 
tario. 

PAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Obras pú- 
blicas. 

La provincia que desistió de la expropiación de un inmue- 
ble cuya posesión tomó, debe indemnizar al dueño los 
daños provenientes de la destrucción de las mejoras que 
existían en el bien. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto por V. E. el 31 de mar- 
eo ppdo. in re 1 ' Buenos Aires la Provincia v. Polledo 
Casimiro S. A. Comercial y Ganadera", hallándose ra- 
dicada esta causa ante el Tribunal por demanda y con- 
testación, con anterioridad al 16 de marzo ppdo. — fe- 
cha de la entrada en vigencia de la nueva Constitución 
Nacional — , corresponde, a los efectos de la competen- 
cia de la Corte Suprema, analizar el caso conforme a 
los preceptos de los arts. 100 y 101 del antiguo Estatuto 
Fundamental. 

Según estas disposiciones, procede la jurisdicción 
originaria de V. E. Trátase, en efecto, de una " causa 
civil" limitada, por la forma como se ha trabado la li- 
tis (demanda de fs. 6 y contestación de fs. 19), a la de- 
terminación y monto de los daños y perjuicios en que 
se basa la acción ; la demandada es una Provincia ; y, 
por fin, la actora ha acreditado, con las constancias del 
juicio agregado como prueba, su distinta vecindad (fs. 
72, 74 vta. y 75 de los autos caratulados " Buenos Aires 
la Provincia contra Club Mar del Plata S. A. sobre ex- 
propiación"). — Bs. Aires, abril 6 de 1949, — Carlos G. 
Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 9 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Club Mar del Plata S. A. v. Bue- 
nos Aires la Provincia s./ daños y perjuicios", de los 
que resulta: 

Que a fs. 6 se presenta D. Mauricio Mayer, en nom- 
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bre y representación de la S. A. Club Mar del Plata, 
demandando a la Provincia de Buenos Aires por cobro 
de daños y perjuicios derivados del juicio de expropia- 
ción que tramitó ante esta Corte Suprema por expe- 
diente B. 487/1945, relacionado con una fracción per- 
teneciente a la Institución de que se trata, ubicada en 
Parque Carnet, y de cuyo juicio desistió posteriormente 
el expropiante. 

Dice el actor que la Provincia de Buenos Aires to- 
mó posesión del terreno con intervención del Sr. Juez 
de Paz de General Pueyrredón, el 16 de junio de 1945, 
labrándose el acta respectiva, con ,1a constancia de las 
mejoras existentes en la fracción que se expropiaba. 
Poco después, y mientras el juicio seguía su trámite, 
las autoridades provinciales eliminaron todas aquellas 
mejoras : los árboles fueron derribados, retirándose los 
cercos y las instalaciones que protegían las canchas de 
golf contra los fuertes vientos de mar. Además, la tie- 
rra fué removida, con pérdida de su capa vegetal y, 
consiguientemente, de sus principales elementos orgá- 
nicos, abovedándose en gran parte el terreno e incor- 
porándolo a camino público. Sostiene que con todo ello 
dicha fracción quedó convertida en un terreno fangoso 
e inútil para el destino a que estaba afectado. 

La Provincia desistió más tarde del juicio de ex- 
propiación cuando se encontraba en sus trámites fina- 
les, y la Corte Suprema resolvió tenerla por desistida, 
sin perjuicio de los derechos de su mandante a las in- 
demnizaciones del caso. El 16 de agosto de 1947 la ac- 
tora tomó nuevamente posesión del terreno y en el acta 
respectiva se dejó constancia del estado en que se en- 
contraba y de las mejoras que faltaban. 

Después de ofrecer el detalle de los daños cuya 
reparación se reclama — que en total se estiman en 
$ 222.836,70 m/n. — y respecto de los cuales obran las 
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constancias pertinentes en el referido juicio de expro- 
piación, funda su derecho en los arts. 1109, 1113 y con- 
cordantes del Código Civil. 

Alude a la jurisdicción originaria de la Corte Su- 
prema y termina solicitando se condene a la Provincia 
de Buenos Aires al pago de la suma que se reclama, o 
la que más o menos resulte de las pruebas de peritos 
que se produzcan, con más sus intereses desde la ini- 
ciación de la demanda y las costas del juicio. 

Corrido traslado de la demanda la contesta a fs. 
19 el Dr. Salvador Oria (h), en representación de la 
Provincia, negando en general los hechos, el monto y 
las proporciones que el actor asigna a los perjuicios 
cuya indemnización persigue. Reconoce el hecho de la 
expropiación y su posterior desistimiento; somete a la 
prueba del actor los extremos alegados y destaca como 
exhorbitante la suma cuyo cobro se gestiona en aquel 
concepto. Cita jurisprudencia del Tribunal, sostiene 
que en materia de responsabilidad derivada de la reali- 
zación de obras públicas, la estimación de los daños de- 
be ser muy estricta en atención al propósito de bien 
común que las inspira y termina solicitando el rechazo 
de la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba se produce la que 
certifica el actuario a fs. 71, alegando las partes sobre 
su mérito a fs. 74 y 79. El Sr. Procurador General dic- 
tamina a fs. 84 y 

Considerando: 

Que si bien la Provincia demandada negó constarle 
que la ocupación por parte de ella, formalizada el 16 de 
junio de 1945 hubiera comportado los perjuicios que se 
enumeran en la demanda y que al tiempo de la ocupa- 
ción existieran las mejoras que en esa misma enume- 
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ración se indican, y dejó librado el resultado de la de- 
manda a la prueba que la actora aportase, ha de comen- 
zarse por dejar sentado que no le es dado a la Provincia 
desconocer las detalladas constancias del acta de pose- 
sión cuya copia está a fs. 327 del juicio de expropiación. 
Aunque se trata de una enunciación hecha por el re- 
presentante de la expropiada, como se refiere a mejo- 
ras que debían estar a la vista de las partes en ese acto 
y el representante de la Provincia no hizo rectificación, 
reserva, ni salvedad ninguna, la constancia aludida de- 
be considerarse fehaciente. Tanto más cuanto que sobre 
la base de ella se hizo la prueba pericial de los perjui- 
cios en la expropiación sin que, tampoco entonces, fuera 
objetada por la Provincia. 

Que el primer perjuicio mencionado en la demanda 
corresponde al traslado del cerco de alambre tejido a 
la línea antigua en una extensión de 615 metros. El 
Tribunal considera que no deben calcularse en más de 
$ 5,00 m|n. el metro lineal los gastos por este concepto. 
Por lo cual, computando los deterioros que la operación 
ha tenido que producir, fija en $ 3.400,00 m|n. esta par- 
tida. 

Que el segundo perjuicio — pérdida de 91 metros de 
alambrado de dos púas — el perito lo estima a fs. 64 
en pesos 60,00 m|n., y el Tribunal no halla motivo para 
apartarse de esta valuación. 

Que la perdida del cerco de manipostería de ladrillo 
con baranda de madera, en una extensión de 51,70 me- 
tros, es estimada por el perito de este juicio del mismo 
modo que los tres que actuaron en la expropiación. Dé- 
bese, pues, aceptar por este concepto el importe recla- 
mado de $ 1.925,50 mln. Lo mismo ocurre con los per- 
juicios consistentes en la pérdida de la baranda de 
madera de pino con alambre tejido, estimada en pesos 
1.144,00 m|n., del portón de entrada al golf, avaluado 
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también uniformemente en $ 945,00 m|n., y del esque- 
leto de pino de tea al que los cuatro peritos atribuyen 
un valor de $ 504,00 m|n. 

Que el perito único designado en estos autos men- 
ciona entre las mejoras perdidas por loa actores a raíz 
de la ocupación, un portón artístico de dos hojas (fs. 
64 vta., punto f), pero debe observarse que sobre el 
particular la parte sólo reclama el costo del traslado, 
que el Tribunal considera equitativo fijar en $ 100,00 
m|n. 

Que la arboleda destruida con motivo de la ocupa- 
ción que dispuso la Provincia para ejecutar la obra pú- 
blica proyectada, arboleda que se detalla en el acta 
de ocupación (fs. 327 del juicio de expropiación) y en la 
de recuperación, (fs. 325 del mismo) con la única dife- 
rencia de que esta última menciona la destrucción de 
sólo un ciprés de los tres que consigna la primera, fué 
tasada en la expropiación en pesos 47.005,00 m|n. por el 
perito de la expropiada, en $ 12.600,05 m|n. por el de 
la Provincia expropiante (fs. 153 vta.), y en $ 37.345,00 
m|n. por el perito tercero (fs. 167 vta.). El que se de- 
signó de oficio en estos autos coincide con esta última 
estimación haciendo notar que se atiene a los valores 
de 1945|46 pues los actuales deberían aumentarse en 
dos o tres veces. Como, por lo demás, la Provincia no 
ha traído ningún elemento de juicio ni hecho argumen- 
tación alguna para, demostrar que esta estimación no 
se ajusta a la realidad, el Tribunal la adopta. 

Que respecto a la tierra negra extraída cuando se 
comenzó la construcción de la obra pública, el informe 
de fs. 43 prueba que llegó a la cantidad de 5.300 me- 
tros cúbicos. Pero es de observar que según el mismo 
informe y lo que el perito Morbo dice a fs. 64 la tierra 
extraída se depositó en el mismo frente del Club Mar 
del Plata formando parte del terraplén que se construyó. 
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En consecuencia, devueltos al Club estos terrenos recu- 
peró con ello la tierra desmontada. No es, pues, admi- 
sible que por este concepto se fije como indemnización, 
según lo hace el perito único a fs. 65 lo que costaría la 
reposición de los 5.300 metros cúbicos teniendo que ad- 
quirirlos a razón de $ 10,00 m|n. el metro. Es indudable 
que con sólo demoler el terraplén y extendiendo de nuevo 
la tierra con que se lo levantó, el terreno no se restituye 
a su primitiva condición natural. A lo cual se ha de 
agregar que debe computarse el costo de la remoción. 
Pero si se tiene en cuenta que según la empresa que le- 
vantó el terraplén el movimiento de la tierra en el lugar 
costó $ 4.200,00, es equitativo, tomando en consideración 
el aumento del costo y la tierra negra que sea necesario 
traer para completar la nivelación y dejar el terreno 
en condiciones, fijar por este concepto una indemniza- 
ción de no más de $ 15.000,00 m|n. 

Que la reconstrucción de un hoyo de golf existente 
en la parte removida para lo cual, según la pericia de fs. 
133 del juicio de expropiación, se habría tenido que cam- 
biar hi ubicación de otros tres con todos los trabajos 
complementarios que se mencionan a fs. 140 vta., es un 
punto sobre el cual no existe más prueba que la citada 
manifestación del perito de la parte expropiada y el 
conocimiento personal que el perito tercero manifiesta 
respecto a la existencia de dicho hoyo en el terreno que 
so hubo de expropiar. Pero en el curso de este juicio 
la actora no ha probado el gasto a que se refiere- su 
perito en el expediente de la expropiación. No es pues 
admisible la partida de $ 12.000,00 que el perito único 
de este juicio incluye a fs. 65 vta. limitándose a remi- 
tirse a la opinión del tercero en los autos mencionados, 
el cual no indica de qué constancias se valió para ad- 
mitir la afirmación del de- la demandada, a la que se 
atiene, respecto al traslado de los otros tres hoyos. 
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El Tribunal juzga equitativo reducir esta partida a la 
cantidad de pesos 3.000,00 m|n. 

Que la existencia de la calle de circunvalación, des- 
truida según la actora en una extensión de 560 metros 
de largo por 12 de ancho está también atestiguada por 
el perito tercero en el expediente de la expropiación, 
pero no hay constancia ninguna de las características 
de dicho camino, por lo cual no se explica con qué fun- 
damento el perito único ha adoptado en este juicio la 
estimación del perito tercero en el de expropiación, que 
tampoco da los fundamentos de ella. Es de notar que 
tanto este último como el de estos autos estiman que por 
ese concepto la indemnización debe ser de $ 35.600,00 
m|n. sin referirse a otra cosa que el costo de la calle; 
sin embargo el perito de la expropiada llega a la can- 
tidad de $ 40.000,00 m|n. incluyendo el valor de recons- 
trucción del camino destruido, los daños que causará al 
pasto de las canchas la ausencia de cercos vivos du- 
rante varios años y "la remoción casi completa de los 
18 hoyos de golf" para permitir dicha reconstrucción 
dentro del nuevo límite que la expropiación fijaba al 
campo del Club. Desistida la expropiación es natural 
que tal cambio dejó de ser necesario, y si este perito 
estimó que la construcción de un nuevo hoyo y el trasla- 
do de otros tres costaría $ 12.000,00 in|n., de la cantidad 
de $ 40.000,00 m|n. comprensiva de cuanto se acaba de 
mencionar, no es razonable atribuir a la reconstrucción 
del camino un costo de más de $ 15.000,00 m|n. 

Que el gasto mencionado en el punto 12 de la de- 
manda debe considerarse comprendido en la partida 
que se fijó más arriba por concepto de restitución de la 
tierra a su estado primitivo. Han de aceptarse, en cam- 
bio, las partidas 13, 14 y 15 que suman $ 3.438,20 m|n. 
pues se justifican por sí mismas. 

Por tanto se hace lugar a la demanda y se condena 
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a la Provincia de Buenos Aires a pagar a la actora en 
el plazo de noventa días en concepto de total indemni- 
zación por los perjuicios ocasionados por la ocupación 
que del terreno hizo esta última con motivo de la ex- 
propiación de que desistió, la cantidad de ochenta y un 
mil ochocientos sesenta y un pesos con setenta centavos 
moneda nacional con intereses a estilo de los que cobra 
el Banco de la Nación desde la notificación de la de- 
manda. T con costas. 



JUBILACION DE EMPLEADOS BANC ARIOS: Personal com- 
prendido. 



* La definición de lo que se entiende por "empleado*' y 
"sueldo fijo" en la terminología de la ley 11.575 — art. 7°, 
ines. b) y c) — comprende a los miembros de los direc- 
torios de bancos o empresas análogas. 

\^RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Gravamen. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el pronunciamiento apelado viola el derecho de propiedad 
en cuanto no aplica a la obligación de efectuar aportes la 
prescripción liberatoria de cinco años establecida por el 
art. 4027 del Cód. Civil, si el mencionado fallo acogió en 
este punto la defensa que el recurrente no fundó en dicha 
norma sino en el art. 58 del decreto — ley n* 29.237/44 
que declara aplicable la prescripción de diez años. 

INTERESES : Relación jurídica entre las partes. Jubilaciones y 
pensiones. 



No procede la capitalización de intereses dispuesta por el 
Instituto Nacional de Previsión Social con respecto a loa 



Felipe S. Pékez — Rodolfo Q. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 



sares. 



BANCO MERCANTIL ARGENTINO 
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aportes de directores de un banco de la Capital sobre la 
base de lo establecido en el art. 4* de la ley 11.575, que se 
refiere inequívocamente a las empresas de bancos particu- 
lares que funcionen fuera de la ciudad. 



Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia dhl 

Trabajo * 

Bs. Aires, noviembre 12 de 1948. 

Vistos y considerando: 

Que en cuanto a la defensa de incompetencia de jurisdic- 
ción de este fuero para entender en el sub lite alegada por la 
recurrente, corresponde desestimarla in Umvne toda vez que 
la doctrina sentada por esta Sala in re: "Compañía Dock Sud 
c. Instituto Nacional de Previsión Social (Rev. Derecho de 
Trabajo, año 1946, pág. 549) en la que el tribunal declaró su 
incompetencia y en la cual pretende ampararse el Banco Mer- 
cantil Argentino, es improcedente e inaplicable al "sub exa- 
men", pues como acertadamente lo pone de manifiesto el Sr. 
Proc. General en su dictamen de fs. 44, no existe similitud de 
situaciones entre la que provocara el aludido fallo y la que 
ocurre en el presente, ya que en aquel caso se trataba de un 
conflicto entre el Instituto Nacional de Previsión Social y una 
determinada empresa, a raíz de la interpretación del art. 31 
de la ley 10.650 frente al decreto 17.469 ; vale decir de una su- 
puesta colisión entre dos normas legales, en tanto que en el 
sub lite, se trata de una resolución de carácter general, adop- 
tada por el Instituto, en uso de atribuciones propias, que obli- 
ga a determinadas personas a efectuar aportes en cumplimiento 
de expresas disposiciones de la ley 11.575. Así se declara. 

Por lo demás, corresponde establecer asimismo que la tesi- 
tura legal en que se coloca la recurrente al sostener la incom- 
petencia del fuero, carece por otra parte de sustentación legal 
en la especie, a mérito de lo estatuido expresamente por la 
norma del art. 19, inc. b), de la ley 12.948 (Dec. 32.347/44) 
de organización y competencia del fuero del trabajo en cuan- 
to establece: "La Cámara de Apelaciones conocerá: . . .b) De 
los recursos de apelación que se interpongan en los casos auto- 
rizados por las leyes de previsión social M . 

Dicha norma legal debe lógica y jurídicamente privar sobre 
la contenida en el art. 34, de la ley 11.575, el cual deroga. 
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pues además de ser cronológicamente posterior, a todo evento 
el art. 146 del procedimiento laboral elimina cualquier duda 
interpretativa que pudiera suscitarse respecto a la indiscutible 
competencia de este fuero para conocer en la especie, al dispo- 
ner expresamente: "Quedan derogadas todas las disposiciones 
que se opongan al presente decreto*'. 

Que respecto al fondo de la cuestión debatida, cabe ex- 
presar que q¡l examen de las probanzas y elementos de juicio 
traídos a la causa, analizados a la luz de las normas legales que 
regulan el caso, y de conformidad con la tesis sustentada por 
el Proc. General en punto a la obligatoriedad de efectuar los 
aportes jubilatorios que determinan los arts. 22 y 17 de la ley 
11.575, por parte de los directores del Banco recurrente, tesis 
que el tribunal comparte, corresponde confirmar la resolución 
apelada, debiendo en consecuencia desestimarse los agravios 
que sobre la materia articula el apelante, a mérito de ajustarse 
la misma a una cabal interpretación de lo establecido por el 
art. 58 del decreto-ley 29.176 (ley 12.921) y 5' del Código 
Civil. Así se resuelve. (Doctrina sentada por esta Sala entre 
otros in re: "Banco el Hogar Argentino Hipotecario s. Aportes 
de Directores" —fallo del 8/11/48). 

Por otra parte, en autos "Mestre Antonio Dolores Julio 
s. Jubilación", análogo al sub examen en punto a la interpre- 
tación de la prescriptibilidad de los aportes jubilatorios esta 
Sala expresó: "Igualmente corresponde confirmar lo resuelto 
por el inferior, en cuanto declara que rige en el caso, respecto a 
los aportes, el plazo de prescripción de 10 años, establecido por el 
art. 58 del decreto-ley 29.176 (ley 12.921), toda vez que tem- 
peramento tal coincide con la reiterada interpretación sentada 
por esta Sala y la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
sosteniendo que debe aplicarse la ley vigente al momento de 
otorgarse el beneficio (Dessart Elisa s. Jubilación — La Ley, 
t. 45, pág. 737)". 

Por lo demás; — continuó diciendo el tribunal — revis- 
tiendo las leyes de previsión social carácter de orden público, 
no existiendo en el sub lite un derecho irrevocablemente adqui- 
rido como acertadamente se pone en evidencia en la memoria 
de fs. 32 y a mérito de lo dispuesto por el art. 6 9 del Cód. Civil, 
debe confirmarse el fallo recurrido respecto al punto en debate. 
Así se declara. 

Por ello, consideraciones expuestas y lo dictaminado por 
el Proc. General, se confirma en lo principal la resolución 
apelada en cuanto ha sido materia de recurso, reformándola 
en cuanto a la fecha de la obligatoriedad del pago de los apor- 
tes adeudados, que deberá serlo a partir del 4 de julio de 1936, 
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con mas los intereses capitalizados trimestralmente (art. 4 9 , ley 
11.575 y 58 dec. 29.176 —ley 12.921). — Armando David Ma- 
chera. — Horacio Bonet Isla. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Mediante el recurso extraordinario concedido a fs. 
56, se pretende que V. E. modifique lo resuelto en el 
fallo apelado en cuanto declara: 

a) que los directores de banco son afiliados de la 
sección 11.575, debiendo aportar a la misma, sea cual 
fuera la forma en que se encuentre fijada la retribución 
de sus servicios; 

b) que a los aportes adeudados por los diez años 
anteriores a la fecha de la intimación de fs. 6, deben 
agregarse intereses del 6 % capitalizados trimestral- 
mente. 

Dejo de lado las demás cuestiones planteadas en el 
escrito de fs. 56, atenta su notoria inconsistencia, de- 
biendo agregarse respecto de la atinente a la aplica- 
ción del art. 58 del decreto N 9 29.716|44, en vez del art. 
4.027 del C6digo Civil, que en su memorial de fs. 24 el 
apelante invocó precisamente dicho art. 58, no mencio- 
nando en absoluto la prescripción quinquenal del art. 
4.027. 

Acerca de la cuestión sintetizada en el primero de 
los puntos señalados más arriba, ajustándose la sen- 
tencia apelada a la doctrina que surge de numerosos 
fallos de V. E. (163: 350; 166: 465: 197: 547: 201: 91), 
soy de opinión que debe confirmársela por aplicación 
de esa doctrina. 

Respecto de la procedencia del cobro de intereses 
capitalizados trimestralmente, considero que el recurren- 
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te no está en lo cierto al oponerse totalmente al pago de 
dichos intereses, pero que sí lo está en lo que se refiere 
a la improcedencia de la capitalización. 

Lo primero, porque conforme lo tiene resuelto V. 
E-, la omisión de hacer los aportes a su debido tiempo 
hace incurrir a las empresas en mora legal (art. 22 de 
la ley 11.575; 176: 288; 180: 398: 181: 110 y 199: 311). 
Lo segundo, porque no procede la capitalización de in- 
tereses dispuesta por el Instituto sobre la base de lo 
dispuesto en el art. 4 9 de la ley 11.575 (fs. 37, punto 
VII), ya que dicho artículo se refiere inequívocamente 
a "las empresas de bancos particulares que funcionen 
fuera de la Capital Federal". No existiendo en la ley 
11.575 otra disposición que imponga la capitalización, 
recobra toda su vigencia el principio general del art. 
(523 del Código Civil, que no permite cobrar intereses 
de intereses, excepto en los casos que allí determina. 

Queda con ello dicho, que considero necesaria una 
revisión del criterio sustentado por la Corte Suprema 
en 185: 230, puesto que él supone la extensión analógica 
do] art. 4° a casos que no comprende en forma expresa, 
siendo así que las disposiciones legales que imponen 
cargas, deben ser interpretadas restrictivamente. 

A mérito de lo expuesto, corresponde confirmar el 
fallo apelado, con la salvedad a que me refiero en el 
párrafo anterior. — Bs. Aires, mayo 4 de 1949. — Car- 
los O. Delfín o. 

PALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires> junio 13 de 1949. 

Vistos los autos "Bco. Mercantil Argefiittino — 
Contesta circular del 29-8-46 sobre aportes de Directo- 
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res", en los que se ha concedido a fs. 57 vta. el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

Que sobre la condición de los miembros de los di- 
rectorios de bancos o empresas análogas en orden al ré- 
gimen legal jubilatorio de la ley 11.575 esta Corte de- 
claró en Fallos : 163, 350 que los servicios de esa especie 
están encuadrados dentro del espíritu de la ley, vale 
decir, que la definición de lo que se entiende por 44 em- 
pleado' ' y "sueldo fijo" en la terminología de la ley 
(art. 7, incs. b y c) comprende a dichos miembros. Aque- 
lla conclusión fué reiterada con ampliación de funda- 
mentos en Fallos : 186, 465 y reiterada en 197, 547 ; 201, 
91; conf. causas: "Casa Colombo S. R. L. Tiendas s.| 
situación de la sociedad frente al decreto-ley 31.665 |44 M 
y "Guerrero y Cía. S. R. L. solicitan informes sobre 
decreto-ley 31.665 |44 M falladas en 6 de junio y 19 de 
mayo ppdo, respectivamente. 

Que respecto al régimen de la prescripción, cabe 
observar que la sentencia recurrida acoje en este punto 
la defensa del recurrente fundada en el art. 58 del de- 
creto ley 29237|44 (conf. fs. 28) y reforma de acuerdo 
con ella la resolución apelada. En consecuencia el recur- 
60 es inadmisible sobre el particular. 

Que en cuanto a la aplicación del art. 4* de la ley 
11.575, lo dictaminado por el Sr. Procurador General 
se ajusta a dicho texto expreso e inequívoco que se re- 
fiere exclusivamente a las empresas de bancos particu- 
lares que funcionen fuera de la Capital y Territorios 
Nacionales. Esta excepción al principio general enun- 
ciado en el art. 623 del C. Civil no debe hacerse exten- 
siva a situaciones distinta^ de las que el respectivo 
texto legal delimita explícita e incontrovertiblemente, 
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por más que no se considere justificada la distinción 
que se consigna en dicho artículo. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to a la capitalización trimestral de los intereses, que se 
declara no ser procedente en este caso por tratarse de 
una empresa bancaria de la Capital Federal, y 6e la 
confirma en lo demás que ha síclo objeto del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R, Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



JOSE DOMINGO IRIARTE v. DIRECCION GENERAL 

IMPOSITIVA 

PRESCRIPCION : Prescripción en materia penal. Interrupción. 

Cuando se juzgan infracciones a las normas fiscales repri- 
midas con multas penales, las nuevas violaciones de la mis- 
ma índole que se cometieran, interrumpen el curso de la 
prescripción de la acción tendiente a reprimir las anterio- 
res. Es inadmisible la argumentación fundada en el carác- 
ter anual del impuesto a los réditos y en la independencia de 
los resultados de los períodos fiscales, para sostener 1* 
tesis opuesta. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Infracciones y penas. 

La nota por la cual el contribuyente solicitó la designa- 
ción de un inspector para realizar el ajuste definitivo de 
sus declaraciones juradas sobre el impuesto a los réditos, 
no importa presentación espontánea eximente de penali- 
dad con respecto a las declaraciones presentadas con pos- 
terioridad a aouella nota. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales, i 

Debe desecharse la alegaíión de haber sido penado por 
aplicación de una ley posterior a la infracción formulada 
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por el contribuyente juzgado con arreglo a la ley de ré- 
ditos 11.683, t. o., vigente al momento de cometerse la 
^ infracción, cuyo art. 18 castiga toda falsa declaración, acto 
u omisión que importe violar lo expresado en la ley, mien- 
tras que el art. 16 — al que se pretende acoger el recurren- 
te — se refiere a otras infracciones. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales. 

El art. 18 de la anterior Constitución Nacional — cuyo 
contenido se mantiene y amplía en el art. 29 de la actual 
Carta Política — proscribe las leyes ex post facto y los 
juicios por jueces o comisiones accidentales o de circuns- 
tancias, especialmente designados para el caso, mas no se 
opone a que sea uno en vez de otro de los jueces permanen- 
tes el que intervenga en la causa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts. 16 a 19 de la Constitución. 

v El art. 18 de la anterior Constitución Nacional — cuyo 
contenido se mantiene y amplía en el art. 29 de la actual 
Carta Política — carece de relación directa e inmediata 
con la cuestión referente a saber si la resolución adminis- 
trativa confirmativa de otra condenatoria de la Direc. 
Oral, del Imp. a los Réditos recurrida por el contribuyen- 
te, ha podido ser suscripta por el correspondiente funcio- 
nario de la Direc. Gral. Impositiva que substituyó a 
aquélla. 

COSTAS: Personas en litigio. 

La condena en costas da derecho, en principio, a reinte- 
grar al vencedor el importe de los gastos que su defensa 
le impuso, entre los cuales está el costo de la represen- 
tación y el patrocinio de que se haya valido. No hay dis- 
posición legal ni principio jurídico que impida al Fisco 
ejercer ese derecho en los juicios en que sea parte. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Corresponde apercibir seriamente a los firmantes de los 
memoriales en los cuales se imputa al juzgador una acti- 
vidad irreverente respecto a la Carta Magna, como resulta 
de atribuirle el propósito de no conceder valor deliberada- 
mente a sus disposiciones. 
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Sentencia del Juez Federal 

Tucumán, setiembre 6 de 1948. 

Y vistos: este juicio seguido por José Domingo Iriarte con- 
tra el Fisco Nacional (Direc. Gral. Impositiva) s. demanda 
contenciosa por revocación de multa aplicada, del que resulta: 

a) Que a fs. 2 se presenta el Sr. José Domingo Iriarte 
solicitando la revocación de la multa aplicada por la Direc. 
Gral. Impositiva en sumario administrativo S.TU.5-21/44 por 
la cual se le condena a pagar la suma de $ 7.818,38 por haber 
declarado en forma inexacta los réditos correspondientes a los 
años 1940, 1941 y 1942. 

Funda la acción que intenta en las siguientes considera- 
ciones: l 9 Que la multa aplicada es exorbitante, arbitraria y 
desproporcionada puesto que la sanción es violatoria de los 
arts. 16 y 18 de la ley 11.683, t. o. Afirma que al pretendérsela 
caracterizar como falsa declaración u omisión dolosa habría 
que justificar el dolo o la intención de defraudar y que tales 
extremos no se encuentran acreditados en el presente caso; 
sostiene por su parte que en último análisis a lo más podría 
existir una infracción al art. 16 de la precitada ley, que es 
penado con multa de $ 25 a $ 2.000 por la primera vez y sos- 
tiene asimismo que el presente es el primer sumario que se le 
instruye en esa oficina recaudadora nacional; 2* Afirma que 
la cuestión planteada es una cuestión de derecho penal fiscal y 
que teniendo en cuenta dicho carácter no es posible que en el 
año 1947, fecha de la resolución condenatoria, se estén san- 
cionando infracciones por períodos fiscales de los años 1940 a 
1942, reclama para su caso la aplicación del art. 2° del Cód. 
Penal que estatuye el principio de la aplicación de la pena máa 
benigna en los casos de cambiarse la legislación sobre repre- 
sión ; 3 9 Señala que a los fines de poder aplicar la norma del 
art. 18 de la ley 11.683, t. o. que refiere a los supuestos de 
falsa declaración es necesario e imprescindible la prueba del 
animus delicti o intención dolosa y con jurisprudencia que cita 
a su favor sostiene que en el caso de autos no surge en manera 
algnna ningún antecedente que demuestre su intención dolosa; 
afirma que en los actuados administrativos no hay una prueba 
cierta, clara y precisa del monto exacto de réditos que debía 
legítimamente abonar, desde que ellos han sido fijados sobre 
la base de una estimación de oficio practicada por la Direc- 
ción, lo que tornaría discrecional el monto de impuesto que se 
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le obligó a pagar y por tanto arbitraria la multa calculada en 
función de dicha cantidad ; 4 ? Alega a su favor que en el caso 
de autos existe presentación espontánea desde que en los ex- 
pedientes administrativos agregados a la causa existe la prue- 
ba de que solicitaba un inspector para que deje enteramente 
aclarada su situación. Habiendo mediado esa presentación vo- 
luntaria y espontánea invoca a su favor las disposiciones admi- 
nistrativas y reglamentarias que eximen de toda sanción al 
contribuyente que procede de ese modo; 5* Expresa que ha- 
biendo sido sacado de sus jueces naturales se ha violado el art. 
18 de la Constitución Nacional dejando planteado el caso fede- 
ral en virtud de la alegación de inconstitucionalidad que formu- 
la. Dice que estando la resolución que adjunta firmada por un 
funcionario dependiente de la Direc. Gral. Impositiva, repar- 
tición nacional creada recién a fines de 1946 o principios de 
1947 y resultando que la multa fué originariamente aplicada 
por el 2* jefe de la Delegación Tucumán de la Direc. Gral. del 
Imp. a los Réditos, es evidente que en el caso de autos ha sido 
violada la garantía constitucional antes referida; 6* Invoca, 
además, para la anulación de esta multa, la prescripción de 
la acción penal referente a los años 1940 y 1941, fundándose 
para ello en la divisibilidad de la prescripción y en el carácter 
formal e instantáneo de las infracciones relacionadas con el 
impuesto a los réditos. Cita para el caso el fallo de la Corte 
Suprema dictado en el juicio "Azzolini Juan B. c. Fisco 
Nacional s. multa" en donde se aceptó la tesis que sustenta 
el reclamante. Por todo lo expuesto solicita se declare la nuli- 
dad o revocatoria de la multa o en su defecto se disminuya 
la misma al mínimo de $ 25 a que refiere el art. 16 de la ley 
11.683. Pide costas. 

Corrido traslado de la demanda éste es evacuado por el 
representante de la Direc. Impositiva a.fs. 211, quién dice: 
Que solicita el rechazo de la demanda instaurada desde que en 
el presente caso no habría mediado estimación de oficio como 
expresa el ^ctor, sino que los resultados de la inspección han 
sido conformados por el apoderado general del sumariado. Que 
la multa aplicada no es arbitraria, exorbitante ni despropor- 
cionada, desde que la sanción está fundamentada en serias 
comprobaciones que se efectuaron en oportunidad de la fis- 
calización, habiéndose determinado en dicha emergencia una 
fuerte omisión de impuesto que sobrepasa a la suma de $ 23.000 
eomo correspondiente a los años cuestionados. Que en las cons- 
tancias administrativas glosadas a los autos está la prueba 
evidente de la intencionalidad necesaria para la procedencia de 
la aplicación de la penalidad del art. 18 de la ley 11.683. Que 
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no pudiendo imputarse las fuertes omisiones de impuesto a 
causal alguna de excusación, error o falla técnica de contabili- 
dad y que mediando, por otra parte, la nota de fecha 18 de ju- 
nio de 1940, que lejos de constituir una presentación espontá- 
nea como la invoca el actor, en la prueba innegable de que el 
Sr. Iriarte tenía conocimiento de que los elementos utilizados 
como base para las declaraciones de los años 1940, 1941 y 1942 
no eran serios, correctos y veraces, sin que tal conocimiento 
haya impedido que continúe tomándolos como fundamento de 
sus posteriores presentaciones ante la Dirección. Cita jurispru- 
dencia en la que se ha decidido que la circunstancia de mediar 
estimación de oficio no es óbice para que pueda configurarse 
una infracción reprimida por la sanción del art. 18. Expresa 
que en cuanto a la alegación de que debe aplicarse la ley penal 
más benigna, la Dirección ha cumplido tal recaudo, desde que 
el art. 18 de la anterior ley 11.683 resulta más benigna con 
su concordante art. 45 de la ley 11.683 (T. A. en 1947). Niega 
que haya existido presentación espontánea puesto que la nota 
cursada por el contribuyente a la Dirección el 18 de junio de 
1940 sólo podía referirse a los años 1938 y 1939 que eran los 
períodos hasta ese momento presentados y que nunca dicha car- 
ta podría tener relación con los años que aquí se cuestionan, 
puesto que al momento de su envío no estaban presentadas las 
declaraciones por los años 1940, 1941 y 1942; significa que su 
representada ha tenido en cuenta la circunstancia señalada y 
por ello es que en el sumario administrativo se ha liberado de 
sanción a las años 1938 y 1939. Sostiene igualmente que es 
inadmisible la inconstitucional ¡dad invocada, puesto que la ga- 
rantía del art. 18 no tiene el sentido y alcance que le atribuye 
el actor y no advierte la existencia de una violación cuando en 
el caso de autos la sanción impuesta ha sido aplicada por los 
funcionarios competentes que marca la ley, habiéndose sustan- 
ciado el sumario desacuerdo a las disposiciones procesales en 
vigencia y habiéndose aplicado la ley sustantiva vigente al mo- 
mento de cometerse el hecho, ley que no era más gravosa que 
el nuevo precepto que contempla el mismo tipo de infracción. 
Finalmente sostiene que no se ha operado la prescripción de la 
acción del Pisco para reprimir las infracciones de los años 
1940 y 1941, ello porque concorde a reiterada jurisprudencia 
las multas aplicadas por violaciones a disposiciones de la. ley 
de réditos son de carácter penal, que en tales condiciones la 
comisión de una nueva infracción interrumpe la prescripción 
de las anteriores y que mediando en autos la existencia de in- 
fracción por el año 1942 es indudable que ésta ha interrumpido 
la prescripción alegada y consecuentemente no se ha operado 
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la defensa que la actora invoca. Termina pidiendo el rechazo 
de la demanda con expresa condenación en costas. 

Considerando : 

I. Que en la presente demanda contenciosa se cuestiona 
la validez de una multa aplicada por la Direc. Gral. Impositiva, 
y que dicha sanción es comprensiva de los años 1940, 1941 y 
1942, según así se desprende de las constancias obrantes a fs. 
16 y 19. 

Que habiendo invocado el actor, la prescripción de la 
acción del Fisco para reprimir las transgresiones relativas a 
los años 1940 y 1941, corresponde tratar previamente dicha 
cuestión atenta la naturaleza de la defensa articulada (Corte 
Suprema, Fallos: 204, 626). 

Al respecto, la jurisprudencia es uniforme y constante en 
señalar que las infracciones previstas y sancionadas en los 
arts. 16 y 18 de la ley 11.683 (t. o.) son de carácter penal, por 
lo que la comisión de nuevas infracciones interrumpe el curso 
de la prescripción de la acción tendiente a reprimir las ante- 
riores (Corte Suprema, Fallos: 205, 173 y los allí citados). 

Que planteado el problema en esos términos, la solución ha 
de depender necesariamente en establecer si con posterioridad 
a los años 1940 y 1941 se ha cometido alguna nueva infracción, 
en cuyo caso se había interrumpido la prescripción alegada. 

Que la declaración jurada presentada como correspon- 
diente al año 1942 (fs. 88) ha sido rectificada con los resul- 
tados que se consigna en los formularios de fs. 114 y 191, es- 
tableciéndose una apreciable diferencia entre los beneficios 
declarados por el contribuyente y los ajustados por el Inspec- 
tor, sin que pueda advertirse razón alguna que justifique las 
diferencias que señalan los expresados funcionarios. 

Que de ese modo y a juicio del proveyente, por el año 1942 
existe infracción cometida y consecuentemente ella ha inte- 
rrumpido el curso de la prescripción de la acción tendiente a 
reprimir las cometidas por los años 1940 y 1941. Tales conclu- 
siones deciden el rechazo de esta primera defensa. Lo que así 
se declara. 

II. Con respecto al reparo de índole constitucional : el 
accionante considera haber sido sacado de sus jueces natura- 
les por cuanto el pronunciamiento confirmatorio de fs. 19 apa- 
rece firmado por un funcionario dependiente de la Dirección 
General Impositiva al paso que la resolución condenatoria ori- 
ginaria de fs. 16 lo es por uno en representación de la ex Direc. 
Oral, del Imp. a los Réditos. 

Que en concepto del suscripto, la garantía del art. 18 de 
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la Const. Nacional, que proscribe las leyes ez-po&t-facto j los 
juicios por comisiones especiales, no ha sido quebrantada ni 
violentada en el caso sub examen, por cuanto dicha garantía 
"no se opone a que sea uno en vez de otro de los jueces per- 
manentes el que intervenga en la causa, con arreglo a la com- 
petencia que establezcan las leyes procesales, aun cuando asi 
se resuelva pendiente la causa" (Corte Suprema, Palios: 208, 
30). Por lo demás, los funcionarios del nuevo organismo recau- 
dador de la Nación han ajustado su competencia a las leyes 
procesales en vigor y han procedido a la aplicación de la ley 
substantiva vigente al momento de cometerse la infracción re- 
primida, ley que por otra parte no es más gravosa que la 
actual ; siendo así se excluye toda posibilidad de lesión a la 
garantía constitucional invocada. 

A mayor abundamiento debo expresar que la ley 12.927 y 
sus respectivos decretos reglamentarios núms. 477 del 13 de 
enero de 1947 y 15.727 del 4 de junio del mismo año, al crear 
la Direc. Gral. Impositiva no han hecho otra cosa que restruc- 
turar los servicios que antes estaban a cargo de la ex Direc. 
Gral. del Imp. a los Réditos y de la ex Administración de Imp. 
Internos pero sin que tal reestructuración importe, por ese solo 
hecho, sacar a los contribuyentes de los jueces naturales que 
deban intervenir en la substanciación de las respectivas causas. 

Que establecido el sentido y alcance del art. 18 de la Const. 
Nacional y no constando en autos la existencia de agravios de 
la naturaleza invocada por el recurrente, corresponde desesti- 
mar esta nueva defensa. 

III. En cuanto a la presentación espontánea: que a efec- 
tos de establecer el valor liberatorio de la carta cursada a la 
Dirección del impuesto en fecha 18 de junio de 1940 (fs. 50), 
debo considerar las circunstancias en que ella fué enviada. En 
dicha nota se expresaban las inseguridades respecto de las de- 
claraciones entregadas a la repartición y se fundaba esa incer- 
tidumbre en las razones de hecho que en la propia carta se 
señalan. 

Ahora bien, las declaraciones juradas de los años 1940, 1941 
y 1942 corrientes a fs. 78, 80 y 88, han sido presentadas el 7 de 
agosto de 1941, 30 de abril de 1942 y 12 de abril de 1943, 
respectivamente; en consecuencia la nota en que el recurren- 
te fundamenta la presentación espontánea ha sido enviada con 
anterioridad a la presentación de las declaraciones juradas que 
originan la presente causa. 

La circunstancia precedentemente anotada excluye cual- 
quier posibilidad de que esa presentación o noticia dada a la 
Dirección, pueda estar refiriéndose a los años 1940, 1941 y 
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1942 que son precisamente los que aquí se juzgan y por tanto 
carece de fundamento la defensa de espontaneidad ya que 
euando la nota fué remitida no estaban vencidos aún ninguno 
de los períodos fiscales motivo de la presente causa. 

IV. En cuanto a la ubicación y graduación de la san- 
ción : los resultados declarados por el contribuyente como co- 
rrespondiente a los años 1940 (fs. 68), 1941 (fs. 80) y 1942 
(fs. 88) son de $ 20.931,37, $ 22.108 y $ 20.954,50, respectiva- 
mente, mientras que los establecidos por la Inspección para 
esos mismos años alcanzan a $ 81.970,08, $ 74.753,20 y pesos 
141 378,55 según así consta en el formulario de fs. 191 com- 
plementario del obrante a fs. 114. 

Dichas diferencias de rentas significan una omisión de im- 
puesto de $ 23.455,15 y no habiéndose traído a los autos prue- 
ba alguna que justifiquen las diferencias apuntadas, considero 
de estricta aplicación al caso sub examen el precedente juris- 
prudencial que tiene establecido: "Que la omisión en la decla- 
ración jurada de operaciones lucrativas, sin explicación ni 
prueba de descargo, permiten presumir la intención de evadir 
el impuesto a los réditos" (Corte Suprema, Fallos: 205, 412). 

Que teniendo en cuenta lo expuesto y atento las constan- 
cias de autos, en especial los obrantes de fs. 114 a fs. 197, con- 
ceptúo que la infracción cometida debe ser reprimida con la 
sanción del art. 18 de la ley 11.683 (t. o.) y que la multa 
aplicada de $ 7.818,38 m/n. está prudentemente graduada si 
se tiene en cuenta que, conformo al arbitrio legal del citado 
art. 18, es posible llevar la sanción hasta diez veces el valor de 
un impuesto dejado de oblar. 

Finalmente debo señalar que según surge de las constan- 
cias de autos en el mb lite no ha mediado estimación de oficio 
sino que los resultados de la Inspección han sido firmados por 
el apoderado del recurrente, y en tales condiciones, esos resul- 
tados son equiparables a una declaración jurada. 

Por todo lo expuesto fallo: No hago lugar, con costas, a 
la demanda contenciosa promovida por José Domingo Triarte 
contra Fisco Nacional (Dir. Gral. Impositiva) sobre revoca- 
ción de multa aplicada, y en consecuencia confirmo la resolu- 
ción administrativa dictada en Sumario n* S.-Tuc. 5-21-44 por 
la que se impuso al actor una multa de $ 7.818,38 m/n. la que 
deberá ser abonada dentro de los 10 días de ejecutoriada la 
presente. — Benjamín Cossio. 
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50 fallos de la corte suprema 

Sentencia de la CAmara Federal 

Tucumán, diciembre 23 de 1948. 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada del Sr. Juez Federal de Tucumán, de fecha setiembre 
6 de 1948, dictada de fs. 242 a 248 de los autos caratulados 
"José Domingo Iriarte contra Dirección General Impositiva, 
sobre demanda contenciosa". Costas de esta instancia también 
a car#o del vencido. — Norberto Antorvi. — Manuel 8. Rwiz. — 
Jorge M. Terán. 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de junio de 1949. 

Vistos los autos " Iriarte José Domingo v. Fisco 
Nacional (Dirección General Impositiva) — Demanda 
contencioso administrativa sobre revocatoria de multa", 
en los que se ha concedido a fs. 262 vta. el recurso ordi- 
nario de apelación. 

Considerando : 

Que en esta causa se plantea como asunto que ha de 
resolverse previamente la prescripción de multas por 
infracción al impuesto a los réditos. Sostiene el apelante 
que la característica de este impuesto en nuestra Na- 
ción es que se trata de un gravamen anual y que el re- 
sultado de un período no influye para nada en el re- 
sultado de otro, o sea que las ganancias o pérdidas de 
un año no influyen en las del subsiguiente ; de ahí deduce 
que, siendo las multas un accesorio del impuesto, éstas 
tendrían carácter definitivo en cada período fiscal. 

Que la jurisprudencia da esta Corte Suprema es 
uniforme en el sentido de considerar que, cuando como 
en el presente caso se juzgan infracciones reprimidas 
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con multas penales, las nuevas violaciones de la misma 
índole que se cometieran, interrumpen el curso de la 
prescripción de la acción tendiente a reprimir las ante- 
riores (Fallos: 200, 268 y 378; 211, 1344 y 1694). 

Que en cuanto a la defensa que se trata de susten- 
tar sobre la base de una carta solicitando a la Oficina 
de Réditos la designación de un inspector para realizar 
el ajuste definitivo de las declaraciones juradas, carece 
de importancia en razón de que — como lo señala la 
sentencia del Juez Federal — esa nota por la que el 
actor pretende aparecer espontáneamente reclamando 
el contralor oficial fué remitida con anterioridad a la 
presentación de las declaraciones juradas que motivan 
las multas. 

Que también alega el apelante haber sido penado 
aplicándosele una ley posterior al supuesto delito o in- 
fracción cometida, siendo así que se le ha sancionado 
con la ley vigente al momento de cometerse la infrac- 
ción cuyo art 12 castiga toda falsa declaración, acto 
u omisión que importe violar lo expresado en la ley, 
con multa hasta diez veces la suma que se ha dejado 
de oblar. El art. 16, al que se pretende acoger el apelan- 
te, se refiere a otras infracciones de la ley y de los im- 
puestos pero no a las falsas declaraciones contempladas 
expresamente en el citado art. 18 de la ley 11.683 (T. O.)- 
Que, a la vez, sostiene el actor haber sido sacado 
de sus jueces naturales por cuanto fué sentenciado por 
jueces designados con posterioridad a Iqs hechos ocu- 
rridos. Sobre el particular cabe tener presente que el 
art. 18 de la anterior Constitución Nacional — cuyo con- 
tenido se mantiene y amplía en el art. 29 de la actual 
Carta Política — carece de relación directa e inmediata 
con la cuestión que se debate en este pleito, pues como 
reiteradamente lo lia resuelto este Tribunal, el sentido 
de esta cláusula os prescribir las leyes ex post fació, y 
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los juicios por jueces o comisiones accidentales o de 
circunstancias, especialmente designados para el caso, 
sin oponerse a que sea uno en vez de otro de los jueces 
permanentes el que intervenga en la causa (Fallos: 
208: 30; 211, 1534 y 212, 11). 

Que en lo referente a los honorarios regulados a 
los representantes legales de la Dirección General Im- 
positiva, que la apelante sostiene no haber derecho a 
percibirlos por quienes están a sueldo de la Nación, es de 
tener presente que la condena en costas da derecho, en 
principio, a reintegrar al vencedor el importe de los 
gastos que su defensa le impuso, entre los cuales está 
el costo de la representación y el patrocinio de que se 
haya valido y que no existe disposición legal ni prin- 
cipio jurídico que impida al Fisco ejercitar ese derecho 
en los juicios donde sea parte (Fallos: 212, 125). 

Que en los memoriales presentados poj. el actor en 
segunda y tercera instancias se encuentra repetida la 
siguiente frase: i 'El juzgador rechaza sin mayor aná- 
lisis las cuestiones constitucionales invocadas. Entiendo 
que ellas tienen fundamental importancia si creemos 
que todavía tiene algún valor la Constitución". El hecho 
de imputar al juzgador una actitud irreverente respec- 
to a la Carta Magna, como resulta de atribuirle el pro- 
pósito de no conceder valor deliberadamente a sus dis- 
posiciones, es un agravio que esta Corte no puede dejar 
sin condigna sanción. En consecuencia, corresponde 
apercibir seriamente a los firmantes de ambos docu- 
mentos, ordenándoles guardar estilo dado que, con el 
pretexto de mostrarse defensor de la Constitución na- 
die tiene derecho a ofender a los magistrados que han 
debido interpretarla según su ciencia y conciencia. 

Por tanto se confirma la sentencia apelada, en to- 
das sus partes, con costas, y se apercibe seriamente a 
los firmantes de los memoriales presentados por la parte 
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aciora en primera y segunda instancias, Dr. Felipe Al- 
berto Villagra y Sr. José Domingo Iriarte, previnién- 
doles que deben guardar estilo. 



CIA. DE LUZ Y FUERZA MOTRIZ DE CORDOBA v. 
PROVINCIA DE CORDOBA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

No incumbe a la Corte Suprema revisar, por medio del 
recurso extraordinario, las conclusiones del tribunal su- 
perior de la causa en cuanto a su incompetencia para cono- 
cer de las demandas fundadas en las disposiciones de la 
Const. Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta, Normas extrañas al juicio. Arts. 16 a 19 de la Constitución, 

Aunque se trate de un caso en que la omisión de pronun- 
ciamiento fundada en la incompetencia del tribunal supe- 
rior de la cai¿sa para conocer de las demandas basadas 
en las disposiciones de la Const. Nacional, importe una 
resolución contraria a las cuestiones constitucionales plan- 
teadas, no procede el recurso ¡extraordinario fundado en 
los arts. 17, 18, 19, 28, 33 y concordantes de la Const. 
Nacional, si éstos carecen de relación directa e inmediata 
con las cuestiones debatidas en la causa, porque la pre- 
tendida violación de las mismas depende, en definitiva, 
de la interpretación que corresponde atribuir a una ley 
provincial de concesión. 



YtECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

No incumbe a la Corte Suprema revisar las eoncluciones 
de la sentencia apelada con respecto a la procedencia de 



Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casabes. 
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la demanda sobre ilegalidad de los decretos municipal y 
provincial impugnados, puesto que se trata de cuestiones 
procesales y regidas por normas de índole local. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no 



La jurisprudencia establecida en materia de sentencias 
arbitrarias e insostenibles debe reducirse a los casos de 
resoluciones evidente y explícitamente carentes de funda- 
mento legal o de apoyo en los hechas comprobados en el 
juicio, pues la Corte Suprema no podría fundar en dicha 
doctrina la posibilidad de su intervención en los juicios 
cuya decisión no le corresponde, sobre la base de su dis- 
crepancia con la solución que se les hubiera dado, ni aun 
en el supuesto de que pudiera existir transgresión, por 
parte de los jueces provinciales, de las normas que gobier- 
nan la administración de justicia. 



CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Principios generales. 

Para que exista violación de la defensa en juicio se re- 
quiere que haya mediado privación o restricción subs- 
tancial de aquélla, lo que no ocurre cuando la actora ha 
podido ejercer su derecho con toda la amplitud que le 
acuerdan las respectivas leyes procesales, no impugnadas 
por ella como inconstitucionales durante la substanciación 
de la causa ante el superior tribunal provincial. 



Suprema Corte: 

Dos son los puntos decididos en el pronunciamiento 
de fs. 23, apelado mediante el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 235 y ampliado a fs. 237: a) incompe- 
tencia del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia 
de Córdoba para conocer de la acción de inconstitucio- 
nalidad de actos de autoridades provinciales — en este 
caso los decretos impugnados en la demanda — cuando 
dicha acción se funda en el desconocimiento de prescrip- 



\ federales. 



\ 




Dictamen del Procurador GTeneral 
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ciones de la Constitución Nacional; b) rechazo de la 
demanda de ilegalidad, deducida a fs. 24 por vía de 
ampliación, en virtud de haber transcurrido el término 
procesal fijado para interponerla. 

La primera de tales resoluciones que, como se des- 
taca en el auto de fs. 241, "se limita a resolver la incom- 
petencia* ' del Tribunal a quo, sin pronunciarse sobre 
el fondo del asunto, no autoriza el remedio federal desde 
vque la mera denegatoria del fuero ordinario o local no 
pone en juego garantía federal alguna (en el mismo 
sentido: 186: 522). 

Lo resuelto en segundo término importa la decisión 
de una cuestión de procedimiento local, extraña a la mi- 
sión tutelar de las instituciones federales que la Corte 
Suprema ejercita a través del mecanismo del recurso 
extraordinario. En todo caso, la determinación de la 
posible arbitrariedad de este aspecto del pronuncia- 
miento, a la que se hace incidental referencia al término 
del escrito de fs. 237, es cuestión que queda librado al 
prudente arbitrio de V. E. resolver. — Buenos Aires, 
Mayo 24 de 1949. — Carlos G. Delfino. 



FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de junio de 1949. 

Vistos los autos 4 4 Cía. de Luz y Fuerza Motriz de 
Córdoba v. Gobierno de la Provincia, contencioso-admi- 
nistrativo e inconstitucionalidad", en los que se ha con- 
cedido a fs. 241 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la Compañía de Luz y Fuerza Motriz de Cór- 
doba promovió demanda contencioso-administrativa an- 
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te el Superior Tribunal de Justicia de dicha provincia, 
con el fin de obtener la declaración de inconstitucionali- 
dad de los decretos municipal n Q 1478 y provincial n* 
7067, serie A, por considerarlos violatorios: a) del art. 
19 de la Constitución Nacional en cuanto, al fijar, so- 
bre la base de una errónea interpretación de la ley de 
concesión n 9 2042, las tarifas que la empresa cobrará 
a la Municipalidad, obligan a la primera a hacer lo que 
la citada ley no manda; b) de los arts. 17, 18, 28, 33 y 
concordantes del mismo Estatuto, porque obligan a la 
compañía a servir a la Comuna por un precio que no 
contempla la ecuación financiera de la concesión y se 
traduce en un enriquecimiento sin causa a expensas de 
la recurrente, pues la obligación que a ésta imponen I09 
decretos impugnados no se halla establecida en la ley 
de concesión 2042. Posteriormente, en el escrito de fs. 
24, agregó que, además de inconstitucionales, los decre- 
tos impugnados son ilegales pues anulan y tergiversan 
las disposiciones del art. 25 de la ley concesión n 9 2042. 

Que el Superior Tribunal de Justicia de Córdoba, 
aplicando las disposiciones de la Constitución Provin- 
cial y la ley orgánica del Poder Judicial de la Provincia, 
se ha declarado incompetente para conocer de la de- 
manda de inconstitucionalidad fundada en la violación 
de disposiciones de la Constitución Nacional. Además, 
ha declarado interpuesta fuera de término la demanda 
de ilegalidad a que se refiere el escrito de fs. 24. 

Que, en síntesis, el recurso extraordinario dedu- 
cido por la empresa fúndase eñ que: a) la actora plan- 
teó oportunamente las cuestiones constitucionales a que 
se ha hecho referencia en el primer considerando; b) 
la sentencia recurrida, al declarar la incompetencia del 
tribunal, rechaza definitivamente las pretensiones de la 
recurrente que no podría ocurrir ante ningún otro tri- 
bunal, y vulnera, de ese modo, su derecho fundado en 
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las cláusulas constitucionales citadas; c) el escrito de 
fs. 24 no importa una nueva demanda sino aclaración 
de la presentada a fs. 17, por lo que la cuestión de ilega- 
lidad de los decretos ha sido planteada dentro del tér- 
mino legal, contrariamente a lo que por error de inter- 
pretación decide el fallo apelado. 

Que no incumbe a esta Corte Suprema revisar, 
por medio del recurso extraordinario, las conclusiones 
del Tribunal Superior de la causa en cuanto a su incom- 
petencia para conocer de las demandas fundadas en las 
disposiciones de la Constitución Nacional, ya que se 
trata de una cuestión regida por normas provinciales 
cuya interpretación corresponde exclusivamente a los 
tribunales locales (Fallos: 191,456; 209, 154). 

Que en la hipótesis de que el presente fuera uno 
de aquellos casos en que esta Corte Suprema ha consi- 
derado que la omisión de pronunciamiento fundada en 
la incompetencia importa una resolución contraria de 
las cuestiones inconstitucionales planteadas, el recurso 
extraordinario que ha interpuesto la parte actora no 
procedería porque las normas federales invocadas ca- 
recen de relación directa e inmediata con las cuestiones 
debatidas en la causa. Ello es así porque la pretendida 
violación de dichas normas depende, en definitiva, de la 
interpretación que corresponde atribuir a la ley pro- 
vincial de concesión n 9 2042, y es innegable que este 
punto es ajeno a la jurisdicción extraordinaria de esta 
Corte Suprema (Fallos: 211, 1617). 

Que tampoco incumbe al Tribunal revisar las con- 
clusiones de la sentencia apelada con respecto a la pro- 
cedencia de la demanda sobre ilegalidad de los decretos 
impugnados, puesto que se trata de cuestiones proce- 
sales y regidas por normas de índole local (Fallos: 200, 
444). 

La recurrente pretende que la interpretación sos- 



58 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



tenida en cuanto a ese punto por el tribunal superior 
de la causa es arbitraria. Mas, como lo ha declarado 
osta Corte Suprema, la jurisprudencia establecida en 
materia de sentencias arbitrarias e insostenibles debe 
reducirse a los casos de resoluciones evidente y explí- 
citamente carentes de fundamento legal o de apoyo en 
los hechos comprobados en el juicio, pues el tribunal 
no podría fundar en dicha doctrina la posibilidad de su 
intervención en los juicios cuya decisión no le corres- 
ponde, sobre la base de su discrepancia con la solución 
que se les hubiera dado, ni aun en el supuesto de que 
pudiera existir transgresión, por parte de los jueces 
provinciales, de las normas que gobiernan la adminis- 
tración de justicia (sentencia del 3 de marzo ppdo. en 
los autos "Ravcglia y Jaegi v. sucesión Juan Fuen- 
tes"). En el caso de autos, la sentencia recurrida há- 
llase fundada en las respectivas leyes procesales y en 
la apreciación de las constancias de autos y, cualquiera 
sea el error o el acierto de aquélla, no cabe afirmar que 
sea insostenible o carente de todo fundamento. 

Que, por lo demás, no resulta de autos que haya 
mediado privación o restricción sustancial de la de- 
fensa en juicio, derecho que ha podido ejercer la actora 
con toda la amplitud que le acuerdan las respectivas 
leyes procesales, no impugnadas por ella como incons- 
titucionales durante la sustanciación de la causa ante 
el superior tribunal provincial. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 241. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Low- 
gíii — " Rodolfo G. Valen- 
zuela. 
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SEGUNDO D. VILLAVICENCIO, ♦ 

ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS JUDICIALES. 

No habiéndose dictado aún las leyes de enjuiciamiento 
a que se refiere el art. 91 de la Const. Nacional, la Cor- 
te Suprema carece de jurisdicción para conocer en el 
pedido de enjuiciamiento de un juez federal formulado 
por un letrado, así como para disponer que aquél se 
inhiba de conocer en los juicios en que se funda la 
acusación que, por otra parte, es inconsistente. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Atento lo dispuesto en el apartado 5 9 de las dispo- 
siciones transitorias de la Constitución Nacional, y dado 
que aún no ha sido sancionada la ley especial a que se 
refiere el art. 91 de la misma, estimo que procede hacer 
saber al causante que, a los efectos solicitados en los 
puntos primero a quinto inclusive de su petitorio, debe 
ocurrir ante quien corresponda. 

Respecto a la medida requerida en el punto sexto 
cabe destacar que, hallándose establecido un procedi- 
miento legal para obtener en cada caso, cuando es per- 
tinente, la finalidad que se persigue, tal medida es im- 
procedente y debe, por tanto, ser desestimada. — Bs. 
Aires, abril 9 de 1949. — Carlos G. Delfmo. 



Dictamen del Procurador General 

Del informe producido a fs. 9/12 de los expedien- 
tes agregados, resulta la inconsistencia de la denuncia 
formulada. 

Por ello corresponde, pues, desestimarla. — Bs. 
Aires, junio 7 de 1949. — Carlos G. Del fino. 
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• FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de junio de 1949. 

Autos y vistos: la presente acusación formulada 
por Segundo Dolores Villavicencio contra el Juez Fe- 
deral de Santiago del Estero Dr. Lorenzo Fazio Ro- 
jas y 

Considerando : 

Que no habiéndose dictado aún las leyes de enjui- 
ciamiento a que se refiere el art. 91 de la Constitución 
Nacional, esta Corte Suprema carece de jurisdicción 
para conocer en el pedido. 

Que la inhibición del aludido magistrado para se- 
guir entendiendo en determinados juicios que se soli- 
cita en el punto 6 9 del petitorio final de fs. 4, no es pro- 
cedente, si se tiene en cuenta que las leyes organizan 
el procedimiento legal para obtener en cada caso dicha 
finalidad. 

Que en lo que respecta a las denuncias formuladas 
a fs. 1, cabe hacer notar su inconsistencia en presencia 
del informe producido por la Cámara Federal de Tu- 
cumán y de lo que resulta de los testimonios acompa- 
ñados por el Sr. Juez Federal. 

Por ello y de acuerdo con el dictamen del Sr. Pro- 
curador General, se desestiman el pedido y denuncias 
formuladas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. TjON- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 
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VITALE ANTENUCCI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Varios. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, fundada en las circunstancias del caso, decla- 
ra que la circunstancia de que el solicitante de la carta 
de ciudadanía haya sufrido una condena, no impide juz- 
gar su conducta como irreprochable a los efectos del 
requisito que prevé el art. 10, inc. b) del decreto del 19 
de noviembre de 1931. 



Sentencia del Juez Federal 

Bahía Blanca, setiembre 6 de 1948. 

Autos y vistos: 

Para resolver el pedido de carta de ciudadanía formula- 
do por D. Vítale Antenucci, 

Y considerando: 

Que, una de las condiciones exigidas por el artículo 10, 
inc. b) del decreto reglamentario de la ley 346, es que el soli- 
citante de la carta de ciudadanía observe una conducta irre- 
prochable, requisito éste que no se ha cumplido en autos, 
pues del informe de fojas 18, consta que Vitale Antenucci, 
registra una condena de nueve meses de prisión como autor 
de lesiones leves a la cónyuge, en la ciudad de Tres Arroyos 
— cuyo cumplimiento se deja en suspenso por tratarse de un 
delincuente primario. 

Por ello, de conformidad a lo dictaminado por el Sr. 
Proc. Fiscal, y teniendo en cuenta el fallo de la Excma. Cá- 
mara Federal de Apelación en los autos: "Vázquez Pascual, 
su carta de ciudadanía", que tramitó por ante este mismo 
juzgado y secretaría, resuelvo : No acordar al ciudadano Ví- 
tale Antenucci. la carta de ciudadanía que solicita, por no 
haber observado la conducta irreprochable que se exige en 
el artículo 10, inc. b), del decreto reglamentario de la ley 
346. — Mario Saravia. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, febrero 10 de 1949. 

Vistos y considerando : 

Que se ha denegado la naturalización del recurrente Ví- 
tale Antenucci en virtud dfe habérsele impuesto una condena 
de nueve meses de prisión como autor de lesiones a la cón- 
yuge. Que salvo circunstancias muy especiales, este tribunal 
ha resuelto en varios casos la improcedencia del otorgamien- 
to de ciudadanía argentina a quien ha sido condenado por 
delitos, aun cuando desde la fecha de la condena haya trans- 
currido un lapso suficiente para la prescripción. 

Por ello y fundamentos de la sentencia apelada, confír- 
mase. — Luis González WarcaJde. — Ernesto Sourrouille (en 
disidencia). — Benjamín de la Vega, 

Disidencia: 
Vistos y considerando : 

Que el requisito de conducta irreprochable previsto por 
el inc. b) del art. 10 del decreto de 19 de noviembre de 1931 
es de relatividad manifiesta. La conducta es un modo habi- 
tual de proceder, es decir, la resultante de una síntesis y no 
del análisis aislado de un acto, (lomo ningún hombre puede 
preciarse de infalible y de perf< to, está sujeto a fallas de 
conducta que sin embargo no hacen desmerecer el concepto 
general. Esto lo confirma el propio inc. d) del mismo artículo 
y no ya en materia de hábitos de vida y costumbres, sino 
cuando se trata de actos de conducta que por su gravedad 
se convierten en infracciones previstas por la ley penal: lo 
que al interés de la Nación afecta no es que al solicitante de 
una carta de ciudadanía en determinado momento se haya 
salido de su habitual buena conducta llegando a infringir la 
ley, porque eso es muchas veces obra de las circunstancias, 
sino que haya merecido condena infamante o por delitos con- 
tra la propiedad, o por falsificación en preneral o por apro- 
piación o malversación de caudales públicos (sin excepción 
por indulto, conmutación o amnistía). En suma, un extran- 
jero puede ser un mal sujeto por su manera habitual de con- 
ducirse, aunque no haya llegado a incurrir en condena o a 
cometer delitos o puede ser un buen elemento, apto para que 
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se le incorpore a la nacionalidad con ventaja para el interés 
nacional — que es lo único que ha de mirarse en esta materia 
de índole eminentemente política — aunque haya recaído en 
cierta clase de infracciones que, si bien son objeto de pena, 
no infaman. 

Que, al fundar la disidencia en el caso Vázquez (julio 28/ 
1948, Registro de Resoluciones, tomo 130, folio 408), se dijo: 
"En cuanto a la apreciación de la conducta del solicitante de 
una carta de ciudadanía, como para todo otro efecto jurídico, 
no pueden existir reglas absolutas preestablecidas y es el caso 
de apreciar las circunstancias. Dicha norma que ha servido 
de orientación a este Tribunal hace que, sin apartarse de la 
norma general de exigir al extranjero que aspire al honor de 
la ciudadanía conducta anterior exenta de antecedentes delic- 
tuosos, puedan contemplarse casos especiales de elementos re- 
conocidamente útiles y de probada buena conducta por muchos 
añas que se hayan hecho pasibles en antigua data, generalmente 
en la época de su juventud irreflexiva, de condena por delito 
venial, sobre todo si es propio de la pasión u otras circunstan- 
cias que en conjunto convenzan de la falta del peligro a incor- 
porar a la nacionalidad elementos indeseables. Así se ha apre- 
ciado para acordar lo solicitado en los casos Rebay (mayo 28/ 
936, Reg. de resol., t. 18, f. 238); Arriagada (dic. 1/937, Reg. 
de resol., t. 30, f. 26) Alaimo (nov. 21/947, t. 124), denegán- 
dolo en cambio aun a meros infractores de conducta dudosa 
(Aschcar, marzo 21/947, t. 118, f. 437) o a antiguos delincuen- 
tes veniales en la misma situación ( Antonelli, jun. 23/938, t. 34, 
f. 340), sin otro norte en esta diferencia de tratamiento (desde 
el punto de vista de los interesados) que la constante pondera- 
ción de la conveniencia o inconveniencia para el interés públi- 
co M . Lo dicho entonces respecto a antecedentes de orden lejano 
es de igual manera aplicable en este caso eaque existe uno que 
no es de tan larga data. El examen del expediente recabado 
para compulsa demuestra que Vital Antenucci, hombre' trabaja- 
dor y de excelente concepto, en el curso de una reyerta conyu- 
gal, por primera vez después de veinte años de matrimonio 
agravió de obra a su mujer, arrojándole un trozo de ladrillo 
de una pila que había frente a la puerta de su dormitorio 
donde la esposa se había encerrado, al abrir ella la puerta, lesio- 
nándola levemente, por lo que fue condenado condicionalmente 
en 1942, año del suceso. Este no es antecedente infamante. 

Por ello, revócase la sentencia de fs. 38 y se confiere la 
carta de ciudadanía al nombrado Vital Antenucci, por estar 
comprobados los ex Iremos de la ley 346 y su reglamentación. 
— Ernesto Sourrouüle. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Antenucci Vi tale su carta de ciu- 
dadanía" en los que se ha concedido a fs. 57 el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida de fs. 51 reconoce la com- 
patibilidad del requisito del inc. b. del art. 10 del de- 
creto del 19 de noviembre de 1931 — conducta irrepro- 
chable—, con el hecho de que quien solicita la carta de 
ciudadanía haya sufrido una condena, pues deja ex- 
presa constancia de que en "circunstancias muy espe- 
ciales" el tribunal ha considerado que el antecedente 
no obstaba al otorgamiento. Lo que quiere decir que la 
causa ha sido resuelta por una apreciación de los he- 
chos en el caso particular de que se trata. No está pues, 
en cuestión la inteligencia del precepto citado, sino la 
concreta estimación de la conducta del recurrente, lo 
eual no es materia propia del recurso extraordinario. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se de- 
clara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 57. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valek- 
zuela — Tomás D. Casares. 
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NACION ARGENTINA v. ADMINISTRACION DEL 
FERROCARRIL SANTA PE 

I PRESCRIPCION: Comienzo. 

• La acción por reparación civil de los perjuicios causados 
por un cuasidelito prescribe al año contado desde que el 
damnificado tuvo conocimiento del hecho generador del 
daño. El plazo de la prescripción corre con prescindencia 
de las gestiones administrativas o judiciales que se realizan 
para determinar las causas del hecho y las responsabilida- 
des emergentes del mismo. 

COSTAS: Resultado del litigio. 

\ Rechazada la acción por haber prosperado la defensa de 
y prescripción opuesta por la demandada, deben pagarse las 
costas del juicio en el orden causado. 



Sentencia del Juez Federal 



Santa Fe, 16 de julio de 1948. 

Y vistos: los seguidos por el Fisco Nacional (Secretaría de 
Industria y Comercio) c. /Administrador del Ferrocarril Santa 
Fe, por cobro de pesos ; de los que resulta : 

1) Que se presentó el Procurador Fiscal Dr. Juan César 
Romero Ibarra en representación del Fisco Nacional, iniciando 
demanda con fecha 6 de agosto de 1946, de acuerdo con lo dis- 
puesto por el P. E. de la Nación en el decreto 631/46, contra la 
Administración del Ferrocarril de Santa Fe, por cobro de la 
suma de $ 108.200 m/n., o la que en definitiva resulte, en más 
o en menos, de la pericia que solicitará oportunamente. Mani- 
fiesta que el crédito de su mandante resulta de las constancias 
del expediente administrativo que acompaña a la demanda, pro- 
veniente de los daños y perjuicios sufridos con el incendio de 
una estiha-silo ubicada en la Estación Clucellas del ferrocarril 
demandado, conteniendo trigo de la cosecha 1942/43. La citada 
mercadería había sido entregada a la Compañía Argentina de 
Elevadores, Recepciones y Embarques, S. A. por la Junta Regu- 
ladora de la Producción Agrícola, dependiente de la Secretaría 
de Industria y Comercio, en calidad do depósito y conforme a 
contrato firmado el 29 de mayo de 1943, resultando la res- 
ponsabilidad de la demandada de los arts. 1109, 1113 y con- 
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cordantes del Código Civil y arts. 56 y 57 de la ley n* 2871 
de Ferrocarriles. 

2) Que citada y emplazada la demandada, comparece ea 
su representación el Procurador Ramón J. Doldán, a mérito del 
testimonio de poder agregado en copia a fs. 62/63, y contes- 
tando la demanda dice: Que es exacto el hecho del incendio ocu-. 
rrido en la Estación Clucellas el día 4 de enero de 1945, que 
destruyó parte de una estiba-silo con trigo e implementos que 
resguardaban la misma, pero no lo es en cuanto atribuye el 
hecho a la demandada ni la imputabilidad que aduce la deman- 
da. Expresa que no fué posible establecer concretamente las 
causas del incendio, como lo estableció la Dirección General de 
Ferrocarriles en el sumario administrativo y se sobreseyó la 
causa criminal tramitada por ante el mismo Juzgado. Que del 
convenio entre la Junta Reguladora y la C.A.D.E.R.E.S.A. re- 
sulta que aquélla tomaba a su cargo los riesgos por los que 
se contratan seguros sobre la mercadería de propiedad de la 
Junta, en los depósitos que tenía C.A.D.E.R.E.S.A. debiendo 
determinarse en caso de siniestro la proporción de los riesgos 
a soportar por ambas partes, en virtud de que la depositaría 
tenía facultad para tener cereales de terceros. Que la estiba 
hecha en Estación Clucellas lo fué sin otra intervención del 
Ferrocarril que la concesión de un espacio de 1.800 m, 2 corrien- 
do el depósito por cuenta y riesgo del depositante emergente de 
cualquier daño y perjuicio, sustracción, etc. por estar liberada 
de alquiler o gravamen la ocupación del citado espacio. Acom- 
paña copia del convenio de cesión del terreno, e invoca la pres- 
cripción de la acción en razón de haberse iniciado la demanda 
después de transcurrido un año de producido el hecho, aun to- 
mando en cuenta la demanda presentada ante juez incompetente 
en la Capital Federal, pues lleva fecha 4 de febrero de 1946. 
Que en cuanto a la cantidad reclamada, ésta no ha sido fijada 
ni hay elementos de juicio para determinarla, ni se dio al Fe- 
rrocarril intervención en la determinación de los daños, que no 
podrían llegar a esa suma por otra parte. Solicita que en 
definitiva se desestime la acción interpuesta, con especial im- 
posición de costas. 

3) Que posteriormente, se presenta el representante del 
actor a fs. 89, reduciendo el importe de la demanda a 
$ 94.501.45 m/n. 

Y considerando : 

I. Que, habiéndose alegado la prescripción de la acción, 
corresponde tratar en primer término esta defensa, que la de- 
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mandada funda en el art. 4037 y concordantes del Código Civil. 
De las constancias de autos resulta sin lugar a dudas que el 
hecho que da lugar a la acción deducida ocurrió el día 4 de 
enero de 1945 (v. sumario agregado por cuerda y constancias 
del expediente administrativo que encabeza estas actuaciones), 
y que la actora tuvo conocimiento inmediato del mismo (v. co- 
municaciones de fs. 1, 4 y 6). Según la constancia del cargo 
respectivo, obrante a fs. 185, la demanda fué radicada origina- 
riamente ante el Juzgado en lo Federal de la Capital a cargo 
del Dr. Eduardo A. Ortiz Basualdo, el día 25 de enero de 
1946, es decir, cuando había transcurrido más de un año desde 
aquella fecha. El Sr. Procurador Fiscal a fs. 164 vta. arguye 
que no es de aplicación la disposición legal invocada "sino 
cuando quede evidenciado de manera inequívoca que el perju- 
dicado tuvo conocimiento real del daño y del presunto culpa- 
ble, siendo desde este momento que corre el plazo y no desde 
la producción del hecho". Y luego agrega: * 4 En nuestro caso, 
si bien la demandante tuvo conocimiento del siniestro el mis- 
mo día de haberse producido, hubo de realizar una serie de 
gestiones, trámites y consultas para llegar a la conclusión que 
la responsable era la empresa del F. C. Santa Fe" (fs. 166). 
La doctrina y la jurisprudencia, serenamente examinadas, abo- 
nan las pretensiones de la demandada. Machado, comentando 
el citado art. 4037, dice: "La acción civil para demandar los 
daños y perjuicios, debe comenzar a correr desde que el damni- 
ficado ha conocido el hecho, así como la persona del ofensor, 
porque antes no ha estado en actitud de pedir" {Exposición 
y Comentario del Código Civil Argentino, t. XI, p. 338). Pero 
esta opinión no debe tomarse literalmente, interpretándose que 
el actor no está en condiciones de demandar los daños y perjui- 
cios hasta tanto no individualice al responsable civil por otros 
medias que las indispensables para ejercitar la acción de esta 
naturaleza, como son los trámites administrativos o la inves- 
tigación criminal, en su caso, o cuando media desidia o negli- 
gencia suya; lo primero, porque ello alteraría fundamental- 
mente los términos legales fijados para la prescripción de las 
acciones en esta jurisdicción, sin asidero legal alguno ; lo se- 
gundo, porque, de admitirse la demora negligente o culpable 
en averiguarlo, dejaría en manos del damnificado prolongar 
arbitrariamente los términos legales. En todo caso, cuando se 
alegara la imposibilidad de hacerlo, la prueba de la misma 
debe debe ser producida por quien la alega, por aplicación 
analógica del argumento que recoge el art. 3980 del mismo Có- 
digo: "Por lo tanto (diee Colmo), sólo mediante la aplica- 
ción del art. 3980 y siempre que se pruebe la "dificultad o 
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imposibilidad de hecho " del actor, así como la diligencia del 
mismo una vez libre de trabas, cosa que deberá establecerse 
clara y categóricamente en cada caso, ya que se impone el res- 
peto al principio restrictivo que nace del carácter de la pres- 
cripción y de lo excepcional de dicho art. 3980" (Obligaciones, 
ed. 1928, n 9 1016). El mismo Machado, al comentar esta últi- 
ma disposición, expresa que la facultad acordada por la misma 
a los jueces "es una facultad que los jueces deben emplear 
con grandísimo cuidado, porque se trata de privar de un 
derecho y únicamente deben concederlo, cuando el acreedor o 
propietario hubieran hecho valer el derecho inmediatamente 
de haber cesado la causa que les impidió ejercerlo" (06. cit., 
t. XI, p. 107 y s.). Es de notar que en el presente caso la 
damnificada . pudo dirigir la acción contra la demandada, 
atento los informes que poseía sobre el origen del siniestro 
(ver fs. 1, 4 y 6). Salvat piensa que el término para la pres- 
cripción establecido por el art. 4037 debe comenzar a correr 
desde que el hecho ilícito se produce, pues, éste es el que da 
lugar ^1 nacimiento de la acción de indemnización (n* 2263, 
p. 946), doctrina que recoge un fallo de la Cámara Civil 1* de 
la Capital en el que el Dr. Barraquero recuerda que el citado 
artículo dice: "Prescríbese igualmente, etc.", y está situado 
después del 4034, que dispone que la prescripción comienza 
a correr desde ePdía del hecho, o desde que éste llegó a conoci- 
miento del acreedor, interpretación concordante con sus fuen- 
tes, la ley de Partidas y el Proyecto de García Goyena (Ga- 
ceta del Foro, t. 161, p. 22"> y s.). En síntesis; los autores 
enseñan que la prescripción extintiva de un derecho o de una 
acción corre, en principio, desde el momento que el derecho 
existe o que la acción nace. lia imposibilidad de actuar o de 
dirigir la acción contra el responsable debe ser objeto de 
prueba expresa por quien alegue el inconveniente. Pero la de- 
terminación del monto del perjuicio o la individualización del 
responsable civil, en su caso, como ya se ha dicho, en sede cri- 
minal o administrativa, no pueden hacer variar el término de 
la prescripción de la acción civil ni el momento en que ésta 
debe comenzar a correr, desde que la acción ha nacido y el 
titular de la misma sabe o debe saber cuál es el derecho que 
le compete, y la situación no cambia porque el acreedor sea el 
Estado o una de sus dependencias. En sentido concordante 
han resuelto casos similares la Cámara Civil 2* de la Capital 
(J. A. t. 70, p. 439 y s.) ; la Cámara Federal de Mendoza 
(J. A., t. 68, p. 282) y la Cámara Civil 1» de la Capital (La 
Ley 9 t. 21, p. 721). La Cámara Federal de la Capital, en 
fallo que se registra en La Ley, t. 35, p. 457, dijo en un caso 
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análogo que el argumento de que la prescripción liberatoria es 
improcedente, por cuanto el Fisco debió esperar la suerte de- 
finitiva del sumario criminal, instruido con motivo del acci- 
dente que ocasionó el daño por cuya indemnización se enta- 
blaba la demanda, antes de considerarse habilitado para pro- 
moverla, no era un argumento valedero. Nada se oponía a que 
se iniciara la acción civil al sólo efecto interruptivo (art. 3986 
Código Civil), ya que se trata de dos acciones distintas e inde- 
pendientes'; y que, por otra parte, debe recordarse que el art. 
3951 del Código Civil somete al Estado, en cuanto a la pres- 
cripción, a las mismas disposiciones que a los particulares, y 
que la Corte Suprema ha dicho que la prescripción libera- 
toria es inseparable de la acción, nace con ella y empieza a 
correr desde el momento en que aquélla surge (Fallos, t. 195, 
p. 26). Conviene hacer notar que el sumario criminal instruí- 
do con motivo del hecho que origina esta demanda-4erminó 
por sobreseimiento el 25 de junio de 1945 (v. fs. 49 del 
mismo) y que una copia de dicho sumario se agregó al expe- 
diente administrativo respectivo (v. fs. 28/37). Los trámites 
administrativos tendientes a establecer la responsabilidad ad- 
ministrativa o de otro orden, no pueden tener en el caso la 
influencia invocada por el Sr, Procurador Fiscal en el lugar 
indicado para enervar la defensa de prescripción opuesta, y 
que, se ha operado, por mandato legal, con la fuerza y en la 
forma que la legislación de fondo establece, y así debe decla- 
rarse. 

II. Que, atenta la conclusión a que se llega en el consi- 
derando anterior no corresponde entrar a considerar el fondo 
del asunto. 

Por tanto, resuelvo: Hacer lugar a la excepción de pres- 
cripción de la acción alegada y, en consecuencia, rechazar la 
demanda, sin costas, atenta la naturaleza de la defensa que 
prospera. — Salvador M* Dana Montano. 



Sentencia de la CAm ara Federal 

Rosario, 17 de diciembre de 1948. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Fisco Nacional (Secreta- 
ría de Industria y Comercio) contra Administración del Fe- 
rrocarril Santa Fe — cobro de pesos" (exp. n ? 13.837 de en- 
trada ) . 
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El Dr. Granados, dijo 

Se origina este juicio por cobro de pesos séguido por el 
Fisco Nacional contra la Administración del Ferrocarril Santa 
Fe, en los daños y perjuicios que habría sufrido con motivo 
del incendio de una estiba-silo conteniendo trigo, ubicada en la 
estación Clucellas que la Junta Reguladora de la Producción 
Agrícola había entregado a la Compañía Argentina de Eleva- 
dores. Recepciones y Embarques S. A., en calidad de depósito. 

El a quo hace lugar a la defensa de prescripción opuesta 
por la demandada y de ello se agravia la actora. Por su parte, 
la empresa apela porque no se han impuesto las costas del 
juicio a la accionante. 

Considero que deben desecharse las pretensiones de ambas 
partes y confirmarse in totum la sentencia en recurso. 

La cuestión de fondo a resolver es la fijación de la fecha 
desde la cual se ha de contar el término de la prescripción. 

La disposición legal aplicable al caso es, como lo deduce 
el a quo, el art. 4037 del Código Civil, que establece que pres- 
cribe por un año la responsabilidad civil que se contrae, entre 
otros supuestos, por daños causadas por delitos o cuasidelitos. 

Ahora bien, en la nota del codificador se cita a Goyena, 
y este autor, en su comentario al Código Civil Español, que 
incluía la frase "desde que lo supo el agraviado", acepta este 
temperamento, por considerarlo como "la opinión más común 
fundada en Derecho Romano y Patrio" (tomo 4, páginas 330 
y sigtes.). La supresión de esa frase en el art. 4037 del C. C. 
no quiere decir — como lo destaca Machado — que Vélez 
SJÍRsfield haya rechazado el principio. 

La doctrina es casi unánime en el sentido de computar 
como punto inicial del término, el momento en que el agravia- 
do tiene conocimiento del hecho ilícito y de la persona de su 
autor (Machado, t. 11, p. 337; Segovta, t. 2, p. 748; Llerena, 
t. 10, p. 546; Salvat, págs. 944 y sigtes.; Colombo, págs. 838 
y sigtes.) ; debiendo destacarse que Colmo (págs. 688 y sigtes.) 
y De GÁsperi (tomo 3, págs. 354 y sigtes.), en una interpre- 
tación más estricta del texto legal, estiman que salvo el caso 
del art. 3980, la prescripción debe correr siempre desde el mo- 
mento que acaeció el evento dañoso. 

La Corte Suprema ha decidido^en un caso que guarda ana- 
logía con el presente, que la prescripción del art. 4037 comien- 
za a contarse desde que el actor tuvo conocimiento de los 
hechos (t. 70, pág. 355), y en otra oportunidad dejó sent&do 
que la demora en los trámites para la averiguación de las cau- 
sas generadoras del hecho ilícito y las responsabilidades emer- 
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gentes del mismo, no constituyen una de las dificultades de 
hecho a que refiere el art. 3980 C. C. (t. 127, pág. 345). 

Por tanto, como lo decide la sentencia, no era necesario 
que la actora esperase la solución del sumario criminal respec- 
tivo para recién entonces promover la demanda, debiendo te- 
nerse presente, por lo demás, que la interesada tuvo inmediato 
conocimiento del siniestro y que el mismo se atribuyó desde el 
primer momento a chispas desprendidas de una locomotora de 
¡a demandada (fs. 1, 4 y 6). 

Siendo así, atento a la doctrina y jurisprudencia citadas, 
y habida cuenta de las fechas del hecho y de la interposición 
de la demanda — consignadas en la sentencia — no es dudoso 
que la prescripción de la acción se había operado al dedu- 
cirse aquella. 

Por lo expuesto y fundamentos concordantes del fallo e» 
recurso, corresponde, en consecuencia, confirmarlo en lo prin- 
cipal. También debe ser confirmado en lo que respecta a la no 
imposición de costas a la actora, desechando asi los pertinentes 
agravios de la demandada, por no proceder dicha imposición, 
atento a la naturaleza de la defensa que prospera (Corte Su- 
prema: t. 196, p. 644). 

Los Dres. Lubary y Tasada, por análogas consideraciones, 
adhieren al voto precedente. 

En consecuencia, oído el Sr. Fiscal de Cámara se resuelve : 
Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 187/191, que 
hace lugar a la excepción de prescripción de la acción y, em 
consecuencia, rechaza la demanda. Sin costas en ambas ins- 
tancias. — Manuel Granados. — Juan Carlos Lubary. — Emi- 
lio R. Tasada. 



FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de junio de 1949. 

Vistos los autos " Fisco Nacional (Secretaría de 
Industria y Comercio) c./ Administración del Ferroca- 
rril Santa Fe" en los que se ha concedido a fs. 214 el 
recurso ordinario de apelación. 

Por los fundamentos de las sentencias de fs. 187 
y fs. 210 se confirma esta última de la que se concedió 
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recurso ordinario de apelación a fs. 214. Las costas de 
esta instancia se pagarán en el orden causado en razón 
de la naturaleza de la defensa que prospera. 



La competencia territorial de los tribunales de justicia 
para conocer de un delito cometido en el pais y juzgar a 
sus autores, se determina por el lugar en que aquél fué 
consumado. 

FALSO TESTIMONIO. 

^ El delito de falso testimonio previsto por el art. 275 del 
Código Penal se consuma en el lugar y el momento en que 
se efectuó la declaración, independientemente de las con- 
tingencias ulteriores del juicio en que se prestó. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Delito» 
en particular. Falso testimonio. 



Los tribunales de justicia del lugar donde prestaron de- 
claración por exhorto las testigos ofrecidos en un juicio 
que tramita en otra jurisdicción, son los competentes para 
conocer en el proceso promovido contra aquéllos por fal- 
sedad, solución que también corresponde en cuanto al de- 
lito de soborno de los testigos, cuya consumación depende 
de la del delito de falso testimonio. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Estos obrados tienen su origen en las imputaciones 
de intentos de soborno formuladas por varios testigos 



Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



PEDRO LESCANO Y OTROS 




COMPETENCIA: Competencia penal. Lugqr 
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al prestar declaración ante la autoridad judicial de la 
ciudad de Rosario, Pcia. de Santa Fe, en un exhorto 
tramitado a requerimiento del Juzgado Civil y Comer- 
cial n v 1 de San Nicolás, Pcia. de Buenos Aires, y li- 
brado en los autos: 4 'Navarro Gorcina Martina c./ la 
sucesión de D. Julián Julio Fuentes o Juan Julio Fuen- 
tes, filiación natural y petición de herencia' \ 

Declarada por el Juez de Instrucción de San Ur- 
bano, con jurisdicción en la localidad de Firmat — lugar 
donde se habrían producido los intentos de soborno — , 
su incompetencia, se trabó la contienda negativa entre 
los Juzgados del Crimen de San Nicolás y de Instruc- 
ción en lo Criminal de Rosario que llegan ahora hasta 
V. E. para su decisión. 

Sostiene, en efecto, el primero (fs. 26) que es el 
Juez del lugar donde se prestaron las declaraciones 
(Rosario) a quien corresponde conocer de los posibles 
delitos de falso testimonio mediante soborno; mientras 
que el segundo (fs. 29) entiende que el caso es de la 
competencia del Juez del lugar donde se hallan radica- 
dos los autos principales (San Nicolás). 

Esta segunda solución cuenta en su apoyo con lo 
resuelto por el Tribunal en 191 : 484, sobre la base de 
la doctrina de los ' 4 efectos" del delito, emergente del 
art. 1% inc, V del Código Penal, cuyos fundamentos no 
comparto. 

En primer lugar, la materia a que se refiere la dis- 
posición citada contempla, como observara Rodolfo Ri- 
varola (Derecho Penal Argentino, parte general, pág. 
194), no el aspecto jurisdiccional — que es el que aquí 
se debate — sino el de la fuerza obligatoria de la ley 
penal de fondo, o sea, dicho en otras palabras, el del 
ámbito de aplicación espacial del Código Penal. 

En segundo término, ella no soluciona el problema 
del lugar y momento en que se consuman los delitos, 
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cuestión que lógicamente queda deferida al análisis de 
las descripciones particulares de las figuras delictivas 
que se prevén en la parte especial del Código represivo. 
Esta norma se refiere, en realidad, en la parte que se 
menciona en 191 : 484, al caso de los 4 'delitos cometidos 
en el extranjero cuyos efectos deban producirse en el 
territorio de la Nación Argentina" (Rivarola, ob. cit. 
pág. 216, cuya opinión interesa por ser coautor del pro- 
yecto de Código Penal de 1906, antecedente casi textual 
del art. 1* vigente), estableciendo que en tal hipótesis 
se aplicará este código; pero nada más, con lo que el 
problema de la consumación queda en pie, agravado to- 
davía por el empleo de la ambigua expresión "efectos". 

No me parece, por todo ello, oportuno insistir en la 
invocación de dicha disposición, máxime cuando está 
fuera de duda que el delito se ha efectivamente come- 
tido en el territorio de la Nación Argentina. 

Pienso que el problema se resuelve satisfactoria- 
mente considerando los términos del art. 275 del Có- 
digo Penal y estableciendo la naturaleza del delito de 
que se trata. El falso testimonio, aparece a través de 
su descripción legal, como un delito formal o de simple 
actividad, siendo indiferente para su tipificación — pues- 
to que la ley no lo exige — , que influya o no en la deci- 
sión del pleito. Siendo ello así, es inoperante para el 
derecho penal el conocimiento que de la falsedad toma 
el juez exhortante en el caso de la rogatoria; están aquí 
en juego el acatamiento y respeto debidos a la admi- 
nistración de justicia (bien jurídico protegido) y la 
consiguiente obligación de los testigos de producirse 
con verdad frente a ella, independientemente de las con- 
secuencias perjudiciales, que pueda acarrear la falsa 
deposición en un caso particular. 

En otros términos, ello significa que son indife- 
rentes, bajo el punto de vista de la ley penal, tales po- 
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sibles consecuencias. Ocurre, en efecto, con el delito de 
falso testimonio, precisamente por ser éste un delito 
formal o de simple actividad, que la acción de falsear, 
negar o callar la verdad se castiga en sí misma, care- 
ciendo sus consecuencias naturales de toda relevancia 
jurídico-penal (conf. Soler, citando a Beling, en Derecho 
Penal Argentino, edición 1945, tomo I, pág. 279). 

Concluyo, por tanto, que el o los delitos de falso 
testimonio investigados en autos de haberse cometido 
lo habrían sido en el momento y lugar de prestarse las 
respectivas declaraciones, o sea en la ciudad de Rosa- 
rio, Provincia de Santa Fe. 

La solución no variaría en cuanto a la investiga- 
ción do la existencia de posibles sobornos de los testi- 
gos. En tal supuesto, la responsabilidad penal del so- 
bornante^ sujeta como está a la concurrencia de una 
condición objetiva de punibilidad, cual es la efectiva 
declaración falsa del testigo sobornado (antes de ella 
no hay delito), sólo surgiría en el momento y lugar don- 
de éste dice la falsedad, momento y lugar que resulta- 
rían, por tanto, también, los de la consumación del de- 
lito (Soler, ob. cit. t. V, pág. 267 y 268). 

En consecuencia, y conforme a la regla según la 
.cual el lugar en que se ha cometido el hecho delictuoso 
determina la competencia para juzgarlo, opino que la 
presente contienda negativa de competencia debe ser 
dirimida declarando que debe entender de la presente 
causa el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de la 
ciudad de Rosario. — Bs. Aires, mayo 31 de 1949. — 
Carlos G. Delfino. 
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Bs. Aires, 15 de junio de 1949. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que la competencia territorial de los tribunales de 
justicia para conocer de un delito cometido en el país 
y juzgar a sus autores se determina por el lugar en que 
aquél fué consumado (Código de Procedimientos en lo 
Criminal, arts. 19, 34 y 35. Fallos: 182, 277; 196, 543 y 
los en ellos citados). 

Que el delito- de falso testimonio previsto por el 
art. 275 del Código Penal se consuma en el lugar y el 
momento en que se efectuó la declaración, independien- 
temente de las contingencias ulteriores del^juicio en 
que se prestó. 

Que, en consecuencia, los tribunales de justicia del 
lugar en que fué prestada la declaración impugnada 
como falsa son los competentes para conocer del delito 
respectivo. 

Que los arts. 1*, inc. V y 275 del Código Penal no 
se oponen a esa conclusión. El primero de ellos porque, 
como lo demuestra el Sr. Procurador General en su 
dictamen de fs. 31, sólo se refiere al ámbito de aplica- 
ción del Código Penal en el espacio y a la consiguiente 
jurisdicción de los tribunales de justicia de nuestro 
país por oposición a los del extranjero, lo cual no está 
aquí en discusión por haberse cometido el delito en el 
territorio de la República. En cuanto al art. 275, no de- 
termina cuál es la 4 'autoridad competente* ' que men- 
ciona. Lo es desde luego, el juez exhortado, a quien 
por ello ha dirigido la rogatoria el que interviene en el 
juicio principal. Por ello y por tratarse de un delito 
formal, la circunstancia de que la falsa declaración del 
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testigo pueda inducir en error el juez exhortante no 
decide la cuestión. La autoridad protegida por el art. 
275 del Código Penal, la que tiene derecho a exigir que 
el testigo se ajuste a la verdad, es precisamente aquélla 
a la cual ha sido confiada la tarea de recibir su testi- 
monio, sea o no por delegación, como que es la que 
representa a la justicia en el momento de cometerse 
el delito. 

Que aun cuando en Fallos: 191, 484; 194, 486 la 
Corte Suprema se decidió por la tesis opuesta las ra- 
zones aducidas en este pronunciamiento y en el dictamen 
del Sr. Procurador General, deciden al Tribunal apar- 
tarse de esos precedentes y retornar a la que se había 
sustentado hasta entonces (Fallos: 180, 69). 

Que como expresa el Sr. Procurador General a fs. 
32, la misma solución corresponde en cuanto al delito 
de soborno de los testigos, cuya consumación depende 
de la del delito de falso testimonio (art. 276 del Código 
Penal). 

Por tanto, declárase que el conocimiento de esta 
causa seguida contra "Lescano Pedro, Trabucchi Pe- 
dro Remigio, Balquintas Sabás y Bravo Enrique por 
falso testimonio en los autos Navarro Gorcina Martina 
contra Sucesión de Julián Julio Fuentes — Filiación 
natural y petición de herencia* ' corresponde al Sr. Juez 
de Instrucción en lo Criminal, 2* Nominación, de la ciu- 
dad de Rosario, Prov. de Santa Fe. En consecuencia 
remítansele los autos y hágase saber al Sr. Juez del 
Crimen n* 2 de San Nicolás, Prov. de Buenos Aires, 
en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 
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F. HUGALDE ARIZU Y CIA. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Impuestos y tasas. 



No procede el recurso extraordinario fundado en ser in- 
exacta la premisa de que parte la sentencia apelada, según 
la cual el vino calificado ahora como bebida artificial es el 
mismo que como vino genuino pagó impuesáo al salir de 
la bodega por lo que el tribunal apelado deduce su impor- 
te del que corresponde pagar como impuesto al vino ar- 
tificial. 



Vistos y Considerando : 

Que está debidamente probado en autos que el análisis 
de los 4039 litros de vino contenido en las 21 bordelesas de 
propiedad de la recurrente, no correspondía al dado como de 
origen N 9 M. 267.394. 

Que si bien del informe de la Oficina Química Nacional 
de fs. 63 resulta que dicho vino puede corresponder a un corte 
efectuado con 800 litros de vino del análisis 13179 S. R. 
y 3239 litros de vino del análisis N* M 267.394 "ello no consti- 
tuye un elemento suficiente de criterio que permita descartar la 
presunción que surge de la falta de coincidencia entre el pro- 
ducto intervenido y el consignado en la faja fiscal adherida al 
envase (C. S. 184: 159) " como reiteradamente lo ha resyelto la 
Cámara Federal de Apelación (entre otras sentencias las de fe- 
cha abril 10 de 1944 y aposto 27 de 1945 en autos: Sansalone 
Hnos. Imp. Internos 1726-1-44". 

Que de acuerdo con dicha jurisprudencia el vino de refe- 
rencia debe clasificarse como bebida artificial ' apta para el 
consumo (Art. 13 inciso a) de la ley 12.372) y no habiéndose 
acreditado el pago del impuesto correspondiente a tal bebida, 
corresponde aplicarse a la recurrente la sanción penal estable- 
cida en el art. 27 (T. O.) de las leyes de Impuestos Internos. 

Que, siendo así, la multa que debe imponerse en esta 
causa no ha de ser graduada como lo ha hecho la Dirección 
Gral. de Impuestos Internos a razón de $ 0,25 el litro — que 
es el impuesto que abona la bebida artificial — sino a razón 
de la diferencia existente entre ese impuesto y el que ya se 




Sentencia del Juez Federal 



Buenos Aires, abril 19 de 1948. 
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había abonado correspondiente al vino genuino, es decir, a 
razón de $ 0,19 el litro, tal como lo resolvió la Cámara Federal 
de Apelación en loa autos: Valdez Laureano I-I. 28-19-1940 
"sentencia de fecha octubre 19 de 1943". 

Por ello impónese con costas a la firma P. Hngalde Ari- 
zu y Cía. una multa de siete mil seiscientos sesenta y nueve 
pesos con sesenta centavos m/nal. f quedando así modificada la 
resolución administrativa de fs. 36. — Oscar D. Palma Beltrán. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, marzo 17 de 1949. 

Considerando : 

Que en el local de fraccionamiento propiedad de la suma- 
riada, se extrajeron muestras de control general (fs. 2) y par- 
cial (fs. 3), de una partida de 6.039 litros de vino tinto con- 
tenidos en una cuba y 21 bordelesas cerradas con instrumentos 
fiscales adheridos con atestaciones del análisis 267.394 de 
Mendoza. 

Que practicado el ensayo de las mismas, resultaron la ge- 
neral (fs* 5), no corresponder al análisis de origen, apto para 
el consumo, clasificando la Oficina Química Nacional en el dic- 
tamen de fs. 4 vta., como bebida artificial (artículo 13 inciso 
b) ley 12.372 y parcial (fs. 6), vino genuino, inapto para el 
consumo, quedando posteriormente establecido (ver dictamen 
de fs. 22) que dicha irregularidad es debida a la evolución 
sufrida en el envase, en el tiempo comprendido entre la extrac- 
ción que corresponde a la infracción constatada ; sin embargo 
de la muestra general, cuyo resultado permite insistir en la 
observación anterior (ver dictámenes de fs. 10 y 24). 

Que la observación imputada a la muestra general, debe 
considerarse sobre las 21 bordelesas, toda vez que la muestra 
parcial fué tomada de 2.000 litros de vino contenidos en la 
euba. 

La D. G. I. aplica a la sumariada una multa del décuplo 
del impuesto interno sobre 4.039 litros de bebida artificial. 

El Señor Juez a quo aceptando la procedencia de la san- 
ción que corresponde a la infracción constatada; sin embargo 
la modifica, de acuerdo con la jurisprudencia sentada por esta 
Cámara en los autos "Valdez Laureano, Imp. Int. 2819-1-1940, 
fallo de octubre 19 de 1943", reduciéndola a $ 7.669,60 m/n. 
importe de la diferencia existente entre el monto del impuesto 
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a la bebida artificial y el correspondiente al vino genuino, ja 
abonado, o sea a razón de $ 0,19 centavos el litro. 

Tal reducción es procedente pues la bebida se encontraba 
en bordelesas cerradas en el depósito de la sumariada y no en 
envase abierto y en lugar de expendio al público, como sucedía 
en el caso González, fallado por este Tribunal, 21-29 de se- 
tiembre ppdo. 

En su mérito y por sus fundamentos se confirma con cos- 
tas, la sentencia de fs. 79 y vta. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Siendo el fallo apelado contrario a la pretensión 
que el interesado funda en la interpretación que asigna 
a normas federales, el recurso extraordinario es pro- 
cedente de acuerdo con el art. 14, inc. 3 V de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto el fisco nacional (Di- 
rección General Impositiva) tiene constituido repre- 
sentante especial, el que ya ha asumido ante V. E. la 
intervención que le corresponde (fs. 99). — Bs. Aires, 
mayo 31 de 1949. — Carlos G. Delfino, 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Hugalde Arizu y Cía. F. — Imp. 
Internos 5883-1-1 945 M , en los que se ha concedido a fs. 
96 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que en el recurso extraordinario interpuesto a fs. 
93 se sostiene ser inexacta la premisa — de la que parte 
la sentencia recurrida — según la cual el vino calificado 
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ahora como bebida artificial es el mismo que como vino 
genuino pagó al salir de la bodega un impuesto de 
$ 0,06 por litro, por lo cual la Cámara deduce dicho 
importo del que corresponde pagar como impuesto al 
vino artificial ($ 0,25 por litro). 

Que esta premisa obedece a que la Cámara consi- 
dera probado que se trata del mismo vino por el cual se 
abonó el impuesto de $ 0,06, cuestión ésta de hecho 
ajena al recurso extraordinario. 

Por tanto oído el Sr. Procurador General se decla- 
ra improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 96 vta. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Low- 
ghi — Rodolfo G. Valen - 
zuela — Tomás D. Casares. 



EXPLOSION E INCENDIO OCURRIDOS EN LA DIVI- 
SION DEL SERVICIO CULTURAL E INFORMATIVO DB 
LA EMBAJADA DE LOS EE. UU. DE NORTE AMERICA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de ¡a Corte Suprema, Agentes diplomáticos y con- 
sulares. Embajadores y Ministros extranjeros. 

La jurisdicción de la Corte Suprema respecto de las cau- 
sas concernientes a diplomáticos acreditados ante nuestro 
país, comprende no sólo los casos relativos a los jefes de 
las legaciones y a los individuos de su familia, sino tam- 
bién a las personas que integran aquéllas, y está supedi- 
tada al consentimiento del representante de la nación ex- 
tranjera de cuya legación se trate. Mas habiendo fallecido 
los empleados de una embajada extranjera, a raíz de la ex- 
plosión que provocaron al ocuparse de la destrucción de 
películas de celuloide, y no mediando motivo para atri- 
buir responsabilidad criminal a persona alguna, carece de 
objeto el requerimiento de la conformidad del respectivo 
Embajador a los efectos de la prosecución de la causa, en 
la que debe sobreseerse definitivamente. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Del sumario instruido por las autoridades policia- 
les, resulta que el 24 de mayo ppdo., en momentos que 
José María Fernández y Alfredo Turcol, empleados en 
carácter de mensajero y operador cinematográfico, res- 
pectivamente, ítel Servicio Cultural e Informativo de 
la Embajada de los Estados Unidos de Norteamérica 
acreditada ante nuestro país, se ocupaban en destruir 
películas de celuloide, colocándolas en el hogar de la 
caldera de calefacción existente en el subsuelo de la 
finca Florida 935, donde están instaladas las oficinas 
del aludido Servicio Cultural, se produjo una explosión 
y principio de incendio como consecuencia de la súbita 
inflamación del celuloide. A raíz del hecho, los nombra- 
dos Fernández y Turcol resultaron con quemaduras 
mortales, alcanzando también las llamas a Elía6 Santa- 
na, que realizaba en el mismo local trabajos de car- 
pintería por cuenta de una empresa privada. 

Como se advierte por la relación precedente, no 
surge hasta ahora que persona alguna con carácter di- 
plomático sea parte en el proceso, por lo que es de apli- 
cación la doctrina de V. E. en 207: 115; 208, 131; e in 
re: i 'Sumario por lesiones a D. Richard Conan Harris, 
Mayor de la Armada Norteamericana y Agregado a la 
Embajada en nuestro país" (exp. S. 1, L. XI — fallo 
del 7 de marzo ppdo.). 

En consecuencia, y de conformidad con la citada 
doctrina, corresponde declarar la incompetencia deJ 
Tribunal. — Bs. Aires, junio 9 de 1949. — Carlos G. 
Delfino. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 83 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de junio de 1949. 

Vistos los autos: " Sumario instruido por explo- 
sión y principio de incendio ocurridos en la División 
del Servicio Cultural e Informativo de la Embajada 
de los EE. UU. de Norte América — Víctimas : Fer- 
nández, José María; Turcol, Alfredo; Santana, Elio", 
para decidir sobre la competencia del Tribunal. 

Y considerando: 

Que el caso de autos difiere de los contemplados 
en los precedentes que menciona el dictamen de fs. 50, 
en la circunstancia de que en aquéllos se trataba de 
simples denuncias de delitos comunes cometidos por 
terceros en perjuicio de personas con carácter diplo- 
mático, en tanto que en la especie los hechos que mo- 
tivan la causa han sido realizados por personal depen- 
diente de la Embajada de los Estados Unidos en cum- 
plimiento de órdenes emanadas de sus superiores. 

Que con arreglo a lo resuelto por esta Corte en 
Fallos: 194, 415 la jurisdicción del Tribunal comprende 
no sólo los casos concernientes a los jefes de las lega- 
ciones y a los individuos de su familia, sino también a 
las personas que integran aquéllas, de acuerdo a -las 
leyes del país y a principios generalizados de derecho 
internacional público. m 

Que como igualmente lo ha establecido el Tribunal 
en el precedente citado y en reiteradas oportunidades 
anteriores y posteriores al mismo, la intervención de 
esta Corte en la causa está supeditada al consentimiento 
prestado al efecto por el representante de la nación 
extranjera de cuya legación se trate. Mas siendo el caso 
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que los empleados que procedieron a la incineración 
de las películas, a consecuencia de la cual se produjeron 
los hechos de que trata el juicio, han fallecido — parti- 
das de fs. 51 y 52 — , atento lo dispuesto por el art. 
59, inc. 1*, del Código Penar y toda vez que no resulta 
de los autos que exista motivo para atribuir responsa- 
bilidad criminal a persona alguna — art. 434, inc. 3* 
del C. de Proced. en lo Crim. y Correcc. — carece de 
objeto el requerimiento de la conformidad del Sr. Em- 
bajador de los EE. UU. a los efectos de la prosecución 
de la causa. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se decide sobreseer definitivamente en 
estos autos. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
qhi — Tomás D. Casares. 



JACOBO FARAH 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competendb. 
Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

\ No corresponde dar curso a la rogatoria por la cual plan- 
téase cuestión de competencia por inhibitoria para cono 1 
cer en un juicio sucesorio virtualmente terminado por 
hallarse aprobada la cuenta particionaria y faltar tan sólo 
la inscripción de la hijuela respectiva en el Registro de la 
Propiedad. 

* 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El día 6 de octubre de 1945 falleció Jacobo'Farah 
en Diamante (Pcia. de Entre Ríos), y el 29 del mismo 
mes y año D ? Loreta Juri de Farah, a título de esposa 
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y su única heredera, promovió el respectivo juicio su- 
cesorio ante la justicia en lo civil de la preindicada ciu- 
dad (fs. 1 y 2, exp. n* 206). En esos autos, por medio 
de información sumaria acreditó la peticionante el vincu- 
lo matrimonial, y el Juez se declaró competente, orde- 
nando se publicasen los edictos respectivos (fs. 6 vta.). 
El 4 de diciembre subsiguiente la cónyuge supérstite 
fué declarada única y universal heredera (fs. 86), apro- 
bándose a fs. 88 la manifestación de bienes y su avalúo, 
y a fs. 103 vta., la liquidación, distribución y adjudi- 
cación en la forma propuesta por el perito a fs. 90/95. 
Como la totalidad de los bienes inmuebles estaban si- 
tuados en la provincia de Santa Fe, se libró exhorto 
mediante el cual, y previo pago del impuesto a la tras- 
misión gratuita de bienes, se hicieron las anotaciones 
respectivas en el Registro General (fs. 156 vta.). El 
juicio quedó así totalmente terminado. 

Con fecha 17 de diciembre de 1946 Jorge Farah, 
invocando su carácter de acreedor del de cujus inició 
análogo juicio ante el Juez en lo Civil y Comercial de 
Jobson (Pcia. de Santa Fe), magistrado que, previa 
recepción de la prueba ofrecida para acreditar que el 
domicilio real de Jacobo Farah era el pueblo santafe- 
sino de Vera, comprendido en su jurisdicción, se declaró 
competente el 31 de diciembre de 1945, resolviendo en 
el mismo auto exhortar al Juez de Diamante para que 
se inhibiera de seguir actuando e invitándolo, en caso 
negativo, a elevar los autos a V. E. (fs. 15, exp. cit.). 
Esta resolución fué adoptada después que el Juez de 
Entre Ríos le hace conocer la existencia del juicio en 
Diamante, tal como lo revela el telegrama de fs. 5 agre- 
gado al incidente n* 714, recibido en el Juzgado de Job- 
son el 28 de diciembre de 1945. 

En el incidente de competencia se ha incurrido en 
un error al ordenarse a fs. 14 vta., por parte del Juez 
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de Jobson la reiteración al de Diamante, con fecha 31 
de marzo de 1947, de un exhorto inhibitorio que expresa 
haber librado el 20 de diciembre de 1946. En realidad 
se ha tomado como tal, el remitido el 20 de diciembre 
de 1945 para cumplir con el decreto de fs. 4 vta. (del 
incidente 714). 

En el mismo error incurre nuevamente el apodera- 
do de Jorge Farah en el escrito de fs. 96, origen del 
decreto de fs. 96 vta., por el cual se ordena elevar los 
antecedentes a la Suprema Corte. De esta manera la 
contienda queda trabada en forma irregular, subsana- 
da en parte con la providencia de fs. 112. 

Resumiendo lo actuado tenemos: 

l 9 ) Que el juicio tramitado en Diamante quedó to- 
talmente terminado, ordenándose su archivo el 15 de 
abril de 1946 (fs. 159, exp. 206); 

2°) Según constancia de fs. 4 vta. del incidente 
de competencia, recién el 4 de junio de 1947, es decir 
con mucha posterioridad a aquella fecha, se había li- 
brado exhorto planteando la cuestión al Juez de Dia- 
mante. 

En tales condiciones, es aplicable al caso la doctri- 
na de V. E. según la cual, las cuestiones de competencia 
sólo pueden referirse a juicios pendientes, y no corres- 
ponden a los ya terminados. 

Correspondería en consecuencia, declarar que el 
Juez exhortado no está obligado a diligenciar la rogativa 
motivo del conflicto. — Bs. Aires, junio 9 de 1949. — 
Carlos G. Delfino. 
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Bs. Aires, 21 de junio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que el 31 de diciembre de 1945, fecha en que el Sr. 
Juez en lo Civil y Comercial de Jobson (Prov. de San- 
ta Fe) resolvió plantear al Sr. Juez de primera instan- 
cia en lo Civil y Comercial de Diamante (Prov. de 
Entre Ríos) cuestión de competencia para que se inhi- 
biera de conocer en el juicio sucesorio de D. Jacobo 
Farah, éste se hallaba virtualmente terminado, pues 
por auto de fecha 21 del mismo mes de diciembre ha- 
bíase aprobado la cuenta particionaria presentada po- 
cos días antes, y sólo restaba inscribir la hijuela res- 
pectiva en el Registro de la Propiedad, diligencia que 
se cumplió en marzo de 1946 (fs. 15 del expediente su- 
cesorio n* 713/1945 de Jobson; fs. 95, 103 vta., 156 vta., 
157, 159 del expediente sucesorio n 9 206/1945 de Dia- 
mante). 

Que, por otra parte, el primer exhorto dirigido por 
el Sr, Juez de Jobson al de Diamante no fué diligen- 
ciado por no haberse dado cumplimiento a la ley de 
sellos de la Prov, de Entre Ríos (fs. 17 del expediente 
sucesorio n 9 713/1945 de Jobson) y no fué librado nin- 
gún otro hasta el 3 de julio de 1946 (fs. 27 del expedien- 
te citado). 

Que la cuestión de competencia sometida a la deci- 
sión de esta Corte Suprema aparece, así, planteada coq 
respecto a un juicio sucesorio terminado, por lo que es 
improcedente (Fallos: 157, 144; 182, 190). 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase que no corresponde dar curso a la 
rogatoria del Sr. Juez de Jobson referente al plantea- 
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miento de la cuestión de competencia por inhibitoria 
para conocer en el juicio sucesorio de D. Jacobo Farah. 
Devuélvanse los expedientes a los juzgados de proce- 
dencia y hágase saber esta resolución al Sr. Juez de 
Diamante, en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



MARIA JUANA DEVOTO Y GONZALEZ v. PROVINCIA 

DE CORDOBA 

HONORARIOS: Regulación. 

Contra el auto de la Corte Suprema por el que se regulan 
honorarios no procede el recurso de revocatoria ni otro 
alguno. 

RECURSO DE ACLARATORIA. 

Es improcedente el recurso de aclaratoria por error de 
cálculo contra el auto de la Corte Suprema que regula 
honorarios con arreglo a lo dispuesto por el art. 23 del 
decreto-ley N f 30.439/44. 

, HONORARIOS: Regulación. 

^ El auto regulatorio de honorarios tiene el carácter de sen- 
tencia. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de junio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que contra el auto de fs. 361 no cabe .el recurso de 
revocatoria —art. 10, Ley 27; Fallos: 206, 372—, ni otro 
alguno — art. 32, decreto ley 30.439/44 — y en cuanto 
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al de aclaratoria por error de cálculo es improcedente 
por ajustarse la regulación practicada a lo dispuesto 
por el art. 23 del referido decreto ley, en razón del ca- 
rácter de sentencia que corresponde reconocer al auto 
regulatorio de honorarios. — Fallos: 188, 459 — . 

En su mérito no ha lugar a lo solicitado en el pre- 
cedente escrito. 

Hágase saber y repóngase el papel. 



MARIA ELENA NIETO ARANA Y OTROS v. PROVIN- 
CIA DE BUENOS AIRES 



El allanamiento a la demanda formulado al final de la 
causa, no obstante ser anterior a su iniciación la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema que lo determinó, no autoriza 
a eximir a la demandada del pago de las costas (*). 



Autos y vistos : Considerando : 

Que a fs. 5 los actores inician demanda contra la 
provincia de Buenos Aires por devolución de la suma 
de m$n. 6.284,52, que resulta de la diferencia entre 
m$n. 12.240 que pagaron bajo protesta en concepto de 

(i) En la misma fecha se dictó idéntico pronunciamiento en la 
cansa "Giribone Cafiás, Juan Carlos y Alfonso Sixto v. Buenos Aires, 
la Provincia s./ inconst. de la ley N* 5247". 



Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 




COSTAS: Desarrollo del juicio. Allanamiento, 
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Bs. Aires, 21 de junio de 1949. 
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contribución territorial — ley 3127 — y el monto que 
consideran que la provincia pudo válidamente cobrar. 
Fundan su reclamo en la circunstancia de que el im- 
puesto ha sido liquidado aplicando la tasa correspon- 
diente a la valuación total del inmueble de su propie- 
dad no obstante tener constituido un condominio con- 
forme a las. proporciones que indican. 

Que el impuesto así cobrado vulnera el principio 
de la igualdad constitucional, como asimismo el régi- 
men legal nacional del condominio, inconstitucionalidad 
que — según afirman — ha sido declarada por esta Corte 
en los casos que citan. Piden, en consecuencia, la devo- 
lución de la suma referida con intereses y costas. 

Que a fs. 12 la provincia de Buenos Aires contesta 
la demanda solicitando su rechazo con costas. Sostiene 
que la jurisprudencia en que 4os actores apoyan su de- 
manda es observable, más aún tratándose de impuestos 
cobrados en virtud de la ley 3127 que no ha sido objeto 
de pronunciamiento, y que establece criterios explica- 
tivos para los casos de subdivisión. 

Que a fs. 31 se abrió la causa a prueba, producién- 
dose por la actora la que informa el certificado de fs. 
76. Ambas partes alegaron a fs. 79 y 82, respectivamen- 
te; a fs. 86 dictaminó el Sr. Procurador General, lla- 
mándose a fs. 86 vta. autos para definitiva. 

Que a fs. 87 la provincia de Buenos Aires se allana 
a la demanda, solicitando se la exima del pago de in- 
tereses y costas atenta la falta de reclamación admi- 
nistrativa. Conferido el correspondiente traslado, los 
actores lo evacúan en el escrito que antecede; piden se 
dicte sentencia con imposición de intereses y costas. 

Que en los casos de Fallos: 178, 103; 180, 83; en los 
que esta Corte declaró no corresponder la imposición 
de las costas del juicio a la provincia demandada, por 
no haber el actor demostrado la existencia de un reque- 
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rimiento que pudiera haber infpedido la iniciación de 
las actuaciones judiciales, el allanamiento se había for- 
mulado al evacuarse el traslado de la demanda. 

Que en autos, la provincia se ha allanado tardía- 
mente, hallándose la causa conclusa para definitiva — 
conf. Fallos: 187, 677 — ; y, por lo demás, no es tampo- 
co aplicable la doctrina del Tribunal — Fallos: 179, 380; 
189, 140 — según la cual procede eximir de costas a 
quien desiste de la acción en virtud de que, estando en 
trámite el juicio, la Corte ha resuelto un caso igual re- 
chazando la demanda sin costas, desde que en la especie 
la contestación a la demanda es posterior a los pronun- 
ciamientos de Fallos: 207, 270; 209, 431 —conf. Fallos: 
212, 377—. 

En su mérito se declara que la Provincia de Buenos 
Aires debe devolver a los actores dentro del plazo de 
noventa días la suma reclamada de seis mil doscientos 
ochenta y cuatro pesos con cincuenta y dos centavos 
moneda nacional, con intereses desde la notificación de 
la demanda a estilo de los que cobra el Banco de la 
Nación. Con costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lox- 
ghi — Tomás D. Casares. 



CARLOS FEDERICO GUNTHARD v. FRANCISCO FAL- 

CONE Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propio*. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
^ contra la sentencia que tiene fundamentos de hecho y de 
derecho procesal suficientes para sustentarla (*)• 



O) 21 de junio de 1949 —Fallos: 212, 186 y 346. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts. 16 a 19 de la Constitución. 

^ La circunstancia de que pueda existir errúr en la solución 
acordada a la causa, no basta para la procedencia de la 
apelación fundada en la inviolabilidad de la defensa en 

juicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts. 16 a 19 de la Constitución. 

\ La forma de la constitución del tribunal apelado no es 
fundamento bastante para la procedencia de la apelación 
fundada en la violación de la garantía de la defensa en 

juicio i 1 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso. Término. 

El recurso extraordinario interpuesto en subsidio del de 
nulidad, es improcedente ( 2 ). 



DIRECCION DE PARQUES NACIONALES v. Suc. DE 
PRIMO CAPRARO 

EXPROPIACION ; Indemnización. Determinación del valor real. 

Procede confirmar la sentencia que fija el precio del te- 
^ rreno expropiado en una suma que se ajusta a la realidad 
y a lo establecido por la Corte Suprema con respecto a 
lotes ubicados en la misma zona, y muy próximos a los 
que motivan el juicio y de características idénticas a ellos. 

Sentencia del Juez Letrado 

Viedma, abril 12 de 1947. 

Y vistos: 

Para dictar sentencia en estas autos promovidos por la 
Dirección de Parques Nacionales contra la sucesión de Primo 
Capraro por expropiación de dos lotes de tierra, y del que, 



(1) Fnlloe: 211, 1534. 

(2) Fallos: 211, 1534. 
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Resulta : 

El Procurador Fiscal en representación de Parques Na- 
cionales inicia demanda por expropiación de dos solares que 
más adelante se individualizarán, contra la mencionada suce- 
sión, consignando la suma de $ 14.012 m/n. en que están ava- 
luados por la Municipalidad para el pago de la contribución 
territorial, y requiriendo la inmediata entrega de la posesión 
que se hace efectiva en noviembre de 1941, según constancias 
de fs. 13. 

En la audiencia de fs. 21 el Procurador Fiscal reproduce 
la demanda y la sucesión Capraro por intermedio de su apo- 
derado Dr. Emilio De Rege, se allana a la misma, limitándose 
únicamente a objetar el precio fijado a los terrenos. En con- 
secuencia cada parte propone un perito tasador, designando 
el Juzgado al Señor Ernesto Schumacher por la sucesión Ca- 
praro y el Ingeniero Mignacco por parques nacionales. Ade- 
más el Dr. De Rege solicita como prueba una certificación del 
actuario sobre el importe de la venta de un lote habida en un 
juicio sucesorio y para que el Escribano Bustos Grandoli in- 
forme sobre operaciones de ventas de terrenos registradas en 
su protocolo. Ambas certificaciones obran a fs. 23 y 24 y los 
peritajes a fs. 32 y 33. Habiendo entre estos últimos una dis- 
paridad tan grande, el Juzgado designó perito tercero al Inge- 
niero Papini, que se expide a fs. 41 ; llamándose a fs. 41 vta. 
autos para sentencia. 

Se solicita la entrega de los fondos depositados y el juzga- 
do lo ordena a fs. 61 vta. Con el certificado de fs. 43 y sigtes. 
la sucesión acredita el dominio de los inmuebles. El Dr. Rober- 
to De Rege por doña Rosa Maier de Capraro, heredera de la 
sucesión demandada, solicita se tenga presente que a su man- 
dante le han sido adjudicados los solares en cuestión y acom- 
paña como justificativos el testimonio de su hijuela ya inscrip- 
to en el Registro de la Propiedad. Este letrado hace presente 
que los fondos retirados por el apoderado de la sucesión Ca- 
praro los ha percibido su instituyente y solicita después que 
la acción de expropiación se declarase desviada contra la here- 
dera que representa. Habiendo manifestado conformidad el 
apoderado de la sucesión y el Sr. Proc. Fiscal, el juzgado dicta 
a fs. 61 vta. un auto en que se declara que el juicio debe prose- 
guirse contra doña Rosa Maier de Capraro. 

Considerando : 

1*) Habiéndose allanado la demandada a la expropiación, 
la controversia se limita a la fijación del valor de los terrenos. 
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Antes de examinar la prueba que se ha traído, estimo 
conveniente recordar que la gran valorización que han experi- 
mentado en general los lotes urbanos del pueblo de San Carlos 
de Bariloche y sus tierras adyacentes, se debe a los millones de 
pesos que la Nación ha arrojado en obras públicas y de embe- 
llecimiento, para impulsar el adelanto de aquéllas poblaciones 
y facilitar el movimiento de las corrientes turísticas a una zona 
tan atractiva por la variedad de sus lugares y paisajes. 

En este sentido, la acción de los propietarios se ha limita- 
do pasivamente a contemplar con sorpresa y optimismo el fenó- 
meno económico de que sus terrenos acrecían año a año su 
valor venal en progresión aritmética. En rigor de verdad se 
han enriquecido por la obra que ha desarrollado el Estado y no 
por su trabajo y esfuerzo personal. 

Señalo un hecho de pública notoriedad y con el criterio de 
que debe tenérsele en cuenta para la fijación del precio a pa- 
irarse por la expropiación; no para rebajarlo arbitrariamente, 
lesionando el patrimonio del propietario, sino estableciendo pru- 
dencialmente un límite a la elevación de la indemnización, a 
modo de política judicial, que defiende los intereses de la Na- 
ción y afirma el progreso social. Pues, si bien es cierto que 
nuestras costumbres y leyes respetan y amparan aquel tipo de 
enriquecimiento, también debemos reconocer con satisfacción 
que la riqueza que se adquiere por el trabajo o por la herencia, 
se la tiene en mayor estima, en razón de que las causas que le 
sirven de fuente productora, son genuinamente mucho más so- 
ciales y jurídicas. 

2* Se debe tener presente que aunque ambos solares limi- 
tan con la ribera del lago Nahue] Huapí, están situados fuera 
de la planta urbana y son baldíos e incultos a igual que los 
lotes que los limitan y los que están en sus proximidades. 

Por esta circunstancia no se debe tomar en cuenta la venta 
del terreno que se acredita con la certificación de fs. 23, ya 
que se trata de un lote urbano y edificado. Por la misma razón 
tampoco debe tomarse en cuenta los solares urbanos que según 
informe de fs. 24 del escribano Bustos Grandoli, se vendieron a 
los precios que allí se indican. 

Los peritos de las partes no ilustran mayormente con sus 
informes de fs. 32 y 33, no solamente porque no los fundan, 
.sino también porque sus tasaciones se han ido a punto» extre- 
mos — $ 17 m/n. el metro cuadrado para 1 y 4 y 5 pesos para 
el otro — dando la impresión de que se han identificado con los 
intereses de las partes que los han nombrado, olvidando que 
sus funciones específicas son esclarecer el criterio del juez con 
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los conocimientos y experiencias que tengan en la materia. 
Esta desviación de la delicada misión que se les ha confiado, 
seguramente es la consecuencia, como ya lo ha observado la 
Excma. Cámara en una de sus sentencias, de que dictaminan 
por separado, en lugar de reunirse y cambiar opiniones, discu- 
tir sus puntos de vista, tratando de llegar a un acuerdo razona- 
ble, que les permita expedirse en un mismo informe. 

El peritaje de fs. 41, del ingeniero Papini, establece el 
valor de $ 10 m/n. el metro cuadrado para un lote y de $ 8 
para el otro, lo que daría un valor intermedio de $ 9 el metro 
cuadrado. Aquí tampoco se da ningún fundamento, pero es 
indudable que se ha colocado en una posición más racional y 
equitativa que la de sus colegas. 

Por el informe municipal de fs. 76 se establece que el lote 
que en el plano de fs. 77 está señalado con la letra "A", en el 
año 1937 estaba avaluado en $ 4 el metro cuadrado para el 
pago de la contribución territorial y que en el año 1945 lo esta- 
ba en $ 12; lo que he referido al año 1941, año en que se ha 
efectuado la desposesión de los solares y para el que se debe 
fijar el valor de los mismos se podría calcular con mucha apro- 
ximación que el impuesto experimenta un aumento de $ 1 
por año. Por lo tanto, de acuerdo a éste cálculo valía ocho 
pesos el metro cuadrado en el lote "A" es aplicable al lote 
"B" ya que están casi contiguos, apenas separados por un 
pequeño terreno cuya longitud no alcanza a 26 m., según el 
plano indicado. 

Debo tener presente que la Suprema Corte de Justicia en 
los fallos que ha dictado en los expedientes núm. 2504, año 
1941, caratulado: "Direc. de Parques Nacionales- c. Wereert- 
brugghen s. expropiación " y núm. 2388, año 1941, caratulado: 
"Direc. de Parques Nacionales c. Carlos Sunkel, s. expropia- 
ción", ha fijado el valor del metro cuadrado en $ 10, referido 
al año 1941 sobre lotes ubicados en la misma zona, con las 
mismas características y bastante próximo a los terrenos que 
•nos ocupa, como se comprueba en el plano. 

De modo que la prueba realmente idónea que vamos a 
utilizar consiste solamente en la pericia del ingeniero Papini, 
el informe municipal examinado y las sentencias citadas de la 
Suprema Corte de Justicia. Con estos elementos de juicio con- 
sidero equitativo fijar en $ 10 el valor del metro cuadrado de 
ambos solares, lo que" importa un total de $ 35.030 m/n. 

3 ? ) La superficie de 3.500 metros cuadrados que se ex- 
propian, forman parte de dos lotes que en mayor extensión 
se adjudicaron a doña Rosa Maier de Capraro en los autos su- 
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cesorios de don Primo Capraro que se tramitaron ante este 
Juzgado Letrado, según así resulta del testimonio de fs. 67 a 
69. Para mayor claridad los referidos lotes se han individuali- 
zado con las letras "A" y H B" en el plano de fs. 77, y tie- 
nen las siguientes medidas y linderos: 

Lote 41 A '\ con una superficie de 1.828 metros cuadrados, 
teniendo la forma de un paralelógramo, cuya base es de 91 mts. 
con 40 centímetros y su altura de 20 metros. Linda por el Norte 
con el lago Nahuel Huapí, por el Este con don Eriberto Tut- 
zauer, por el Sud con más tierra del mismo inmueble de doña 
Rosa Maier de Capraro y por el Oeste con propiedad del Go- 
bierno Nacional, expropiada a don Carlos Sunkel. 

Ambos lotes se hallan inscriptos en mayor extensión en 
el Registro de la Propiedad en zona Río Negro, tomo 107, folio 
211, número de finca 12.487, frac. A., punto IV, el 1* de 
setiembre de 1942. 

Por estos fundamentos y de acuerdo a lo prescripto por el 
art. 2511 del Código Civil, Ley 189, arts. 1, 4, 6, 15 y 18, De- 
cretos 17.909, arts. 15, 16 y 18 y 17.176, definitivamente juz- 
gando, 

Fallo : Declarando transferidos al Estado Nacional Argenti- 
no — Administración Gral. de Parques Nacionales y Turismo — 
ios inmuebles individualizados en el último considerando, me- 
diante el pago de la suma de $ 35.030 que se efectuará a favor 
de doña Rosa Maier de Capraro, en el plazo de treinta días, 
con el interés que cobra el Banco de la Nación Argentina y 
desde la focha de la desposesión de los inmuebles, ocurrido el 
5 do noviembre de 1941, deduciéndose los $ 14.000 que la inte- 
resada ya percibió. Las costas a cargo del actor. — A. M&rio 
de la Fuente. 



Sentencia de la CXmara Federal 

Bahía Blanca, agosto 20 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que lo que toca resolver al tribunal en cuanto al fondo 
de la cuestión, os lo que se refiere a la cantidad que la parte 
actora debe pagar a la demandada en concepto de precio del 
inmueble sujeto a la expropiación o indemnización que le co- 
rresponde por la privación del dominio. 
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Que los informes de los peritos de las partes, no están de 
acuerdo, ni asesoran debidamente al tribunal y sus conclusio- 
nes por falta de consistencia se desechan. Pero en autos hay 
otros elementos de juicio bastantes para informar el criterio 
del juzgador. Está el informe Municipal de fs. 76, donde se 
expresa que el lote señalado con la letra "A", ver plano de 
fs. 77, estaba valuado a los efectos del pago de la contribución 
territorial, año 1937, en cuatro pesos m/n. el metro cuadrado 
y el año 1945, lo estaba en doce; es pues prudente señalar para 
el año 1941, año de la toma de posesión de los solares, un valor 
intermedio y ésto, correlacionado con el informe del perito 
tercero ingeniero Papini — ver fs, 41 — que le asigna un lote 
de diez pesos el metro cuadrado y para el otro ocho pesos, da 
una solución aproximada. 

Si se tiene presente que en otros juicios, la Corte Suprema 
y esta Cámara, han fijado el valor de la tierra, en diez pesos, 
por metro y también como en el caso de autos, referidos al 
año 1941, sobre lotes ubicados en la misma zona y muy próxi- 
mos a los aquí expropiadas, de características, ver exp. nílm. 
20.189, in re Direc. de Parques Nacionales c, Carlos Sunkel s. 
expropiación, sentencia de esta Cámara de fecha 15 de marzo 
de 1945, registrada al t. 98, f. 358 vta., confirmada por la 
Corte Suprema en fecha 13 de febrero de 1946 y exp. 20.193, 
in re Direc. de Parques "Nacionales e. Wereetbrugghen s. ex- 
propiación, sentencia de mayo 24 de 1945, t. 100, f. 358 vta., 
confirmada por la Corte Suprema, ver sentencia de octubre 16 
de 1946; la solución aparece consagrada por nuevos antece- 
dentes. 

Que por lo demás, no se puede tomar en consideración 
las ventas efectuadas que se mencionan a fs. 23, por tratarse de 
terrenos urbanos y edificados que se hallan fuera del radio 
poblado propiamente dicho, de distintas características a los 
aquí expropiados, que son terrenos baldíos e incultos, exterio- 
res al centro de población,, si bien situados sobre las márgenes 
del lago Nahuel Huapí. 

Por ello, el precio de diez pesos por metro cuadrado que 
fija la sentencia de fs. 83 se estima justo. 

Por estos fundamentas se confirma la sentencia recurrida. 
Las costas de esta instancia como las de la primera, a cargo del 
actor, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 18 del decreto 

17.920 de 1944. Ernesto SourrouiUe. — Benjamín de la Ve- 

ga. — Litis González Warcalde. 



98 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



TALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 23 de junio de 1949. 

Vistos los autos ' 1 Dirección de Parques Nacionales 
v. Suc. de Primo Capraro s.| expropiación", en los que 
se ha concedido a fs. 92 vta. el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando: 

Que en este juicio se demanda la expropiación de 
3.503 mts. 2 de terreno comprendidos dentro del lote 
agrícola 46 en el ejido de San Carlos de Bariloche, De- 
partamento del mismo nombre, Territorio Nacional de 
Río Negro, con el objeto de proseguir la construcción 
de la Avenida Costanera de la localidad que partiendo 
de Estación Bariloche va a empalmar con el camino 
Internacional, pasando por la península de Llao Llao, 
dentro del Parque Nacional de Nahuel Huapí. Se efec- 
túa un depósito de $ 14.012 en concepto de pago por la 
expropiación, correspondiente a valor fijado para Con- 
tribución Territorial por intermedio de la Municipali- 
dad de Bariloche. 

Que no estando conforme la demandada con la su- 
ma ofrecida se designan peritos por ambas partes. El 
de la actora estima el valor del terreno en $ 15.840, te- 
niendo en cuenta, dice, las operaciones de compra-venta 
realizadas en las inmediaciones. El perito de la deman- 
dada en $ 59.500 tomando como base, según lo afirma, 
el precio que se abona en la actualidad por los terrenos 
aptos para lugares residenciales en la localidad de Ba- 
riloche adyacentes al lago Nahuel Huapí y en las cerca- 
nías dol centro cívico. A su vez el perito terecro fija el 
valor en $ 31.680 sin fundar su estimación. La Munici- 
palidad de Bariloche informa que, la mayor extensión 
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de 510 hectáreas, dentro de la cual está comprendido el 
terreno que motiva el juicio, estuvo avaluada en 1937 
a razón de $ 4 el m 2 . lo que hacía un total de $ 22.500 
y que en 1945 su avaluación fué de $ 12 el m 2 ., la que se 
mantenía a la fecha del informe, en 1946. 

La sentencia recurrida — confirmatoria de la de 
primera instancia — fija el valor de la tierra en $ 10 
el m 2 . pkra una fracción y en $ 8 para la otra, lo que to- 
taliza $ 35.030 para toda la extensión expropiada y cita 
como antecedente el hecho de haber establecido la Corte 
Suprema el precio de pesos 10 para los lotes ubicados en 
la misma zona y muy próximos a los que motivan este 
juicio; de características idénticas y referida esa esti- 
mación al año 1941, como en el caso de autos. 

Que pasado el expediente al Tribunal de Tasacio- 
nes creado por la ley 13.264, este organismo se expide 
el 23 de mayo haciendo notar que a los terrenos de re- 
ferencia aun cuando están dentro del ejido del pueblo 
de San Carlos de Bariloche no les comprende la zona 
urbana y que, por lo tanto, no pueden tenerse en cuenta 
los precios que se hayan obtenido por inmuebles situa- 
dos dentro de esta zona urbana y edificada, como lo 
pretende la demandada. Agrega que la parte sub-urbana, 
en la que están ambos lotes, recién se ha ido urbanizan- 
do con posterioridad al año 1941 con el fin de permitir 
el ensanche del lado oeste de la población. Por todo ello 
y los antecedentes de operaciones de compra-venta con- 
temporáneas a la época de expropiación fija el precio 
en f 9,50 por m 2 . para una fracción y el de $ 9 para la 
otra, lo que hace la suma de $ 32.441. 

Que teniendo en cuenta los antecedentes menciona- 
dos y los que resultan de los fallos de esta Corte Su- 
prema en los autos "Dirección do Parques Nacionales v. 
Benito Vereevtbrugghcn" : 266, 120 y "Dirección de 
Parques Nacionales v. Carlos Sunkcl" de fecha 13 de 
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marzo de 1946, en los cuales se consideró ajustado a la 
realidad el precio de $ 10 por metro cuadrado, se resuel- 
ve confirmar la sentencia recurrida, en todas sus par- 
les, con costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



NACION ARGENTINA v. JOSE AURELIO VERGE 

Y OTROS 

EXPROPIACION : Indemnización, Determinación del valor real. 

Siendo coincidentes la estimación de los peritos de ambas 
partes, de las sentencias de primera y segunda instancias 
y el dictamen del Tribunal de Tasaciones, y no habiendo 
motivos suficientes para apartarse de sus conclusiones de- 
be confirmarse la sentencia apelada en cuanto a la suma 
que debe pagarse por la expropiación. 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 17 de junio de 1948. 

Y vistos los de expropiación seguidos por el Ministerio de 
Obras Públicas de la Nación contra los Sres. José Aurelio Ver- 
ge, María Isabel Verge, Roberto Félix Acuña y Francisco Ver- 
ge, de los que resulta : 

Que a fs. 48 se presenta el Sr. Procurador Fiscal, Dr. Fer- 
nando Peña, y en nombre del actor demanda la expropiación 
del inmueble sito en calle Deán Funes n v 1599 de esta ciudad, 
conforme a las planos que acompaña. Consigna a tal objeto la 
suma de $ 10,000,00 m/n. en concepto de indemnización. 

Que a fs. 53 comparecen los Sres. María Isabel Verge y 
Roberto F. Acuña, solicitando participación; que a fs. 54 lo 
hacen los señores Antonia Mataloni de Verge y José Aurelio 
Verge, dándoles el tribunal la participación que por ley les co- 
rresponde. 
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Que a fs, 57 se presenta el Sr. Luis Verge, alegando un 
poder otorgado por el Sr. Francisco Verge, en cu} r o carácter, 
se le da participación. 

Que dada la posesión del inmueble al actor — fs. 69 a 71 — 
y agregados los títulos respectivos, se realiza la audiencia pres- 
cripta por el art. 6* de la ley 189, en la que el actor ratifica 
los términos de la demanda. En la misma, el Dr. Juan Carlos 
Acuña, abogado patrocinante de los demandados, manifiesta 
que por fallecimiento del condómino Juan Verge, han sido de- 
clarados únicos y universales herederos suyos los Sres. José 
Luis, Francisco y Enrique Verge y por fallecimiento de este 
último, sus hijos José Aurelio y Adriana Ilda Fernanda Ver- 
ge; y Maria Isabel Verge de Belloso, todo lo que acredita con 
la copia de la declaratoria de herederos que acompaña. Que 
en lo que se refiere a la expropiación» si bien no puede opo- 
nerse a ella, manifiesta expresamente su absoluta disconformi- 
dad con la suma consignada en pago del inmueble, pidiendo 
en definitiva se mande a pagar al Gobierno de la Nación la 
suma de $ 24.005,36 m/n. con más los intereses que correspon- 
dan legalmente y las costas del juicio. 

Considerando : 

Que los peritos dictaminantes han coincidido en la indem- 
nización que corresponde fijarse, por lo que, de conformidad 
a la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación de que "La opinión conforme de los peritos es 
fundamento bastante para establecer el importe de la indemni- 
zación por expropiación" cabe fijarla en la suma de $ 19.492,36 
ra/n. (C. S. N.: Fallos: 30, 167). 

Que en cuanto a los intereses, siendo la compensación al 
uso y goce de la cosa entregada al expropiante, corresponde se 
abonen desde la fecha de la desposesión hasta el día del retiro 
de fondos, al tipo bancario del 6 % y sobre la totalidad man- 
dada pagar; desde esta fecha, hasta el efectivo pago del re- 
manente, sobre la diferencia entre lo consignado y la suma 
mandada a pagar. 

Por ello, fallo: Haciendo lugar a la demanda y declarando 
transferido al Estado Nacional Argentino el dominio del in- 
mueble sito en calle Deán Funes n* 1599 de esta ciudad de 
Córdoba con una superficie de 541.2161 m-, con todo lo edi- 
ficado, clavado y plantado, al precio total de $ 19.492,36 m/n., 
con más sus intereses que deberán computarse de acuerdo ^al 
último considerando. Con costas. — R. Barraco Mármol 

I 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, septiembre l 9 de 1948. 

Y vistos : el recurso de apelación interpuesto por el 
Sr. Procurador Fiscal y por el perito ingeniero Manuel Hum- 
berto Acuña, contra la sentencia de fecha 17 de julio último, 
corriente a fs. 155, dictada por el Sr. Juez Federal de esta 
Sección, en los autos caratulados: "Gobierno Nacional contra 
Josó Aurelio Verge y otros — Expropiación". 

Por sus fundamentos y atento la forma en que fueron con- 
signados los fondos a fs. 48, se confirma con costas la senten- 
cia apelada. — L/uis M. Allende. — Miguel A. Aliaga. — Ro- 
dolfo Otero Capdevüa. 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 23 de junio de 1949. 

Vistos los autos: "Gobierno Nacional c.| José Aure- 
lio Verge s.| expropiación", en los que se ha concedido 
a fs. 174 vta. el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que el Fisco Nacional demanda por la expropia- 
ción de un inmueble de 541 mts. 2161 cts. de superficie, 
situado en la calle Deán Funes esquina Río Negro, de 
la ciudad de Córdoba, para completar la manzana desti- 
nada a un edificio que ocupará la Escuela de Artes y 
Oficios. Ofrece por el mismo la suma de $ 10.000 como 
total indemnización. v 

Que en la comunicación dirigida por los demanda- 
dos al Jefe de Arquitectos de la 6* Zona, en el año 1944, 
rs1iin:t:on el valor total de los bienes objeto de la ex- 
propiación en $ 19.470,20 (fs. 7), mientras que en la 
audiencia celebrada en febrero de 1947 (fs. 104), elevan 
eSb precio a $ 24.005,36 alegando el notorio aumento 
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del valor de los inmuebles en la ciudad de Córdoba, la 
depreciación de la moneda argentina y el consiguiente 
encarecimiento de toda clase de bienes. 

Que la Dirección General de Arquitectura, 6* Zona, 
del Ministerio de Obras Públicas de la Nación, justipre- 
cia el mismo inmueble en $ 16.318,40 (fs. 3) y la Direc- 
ción General de Rentas de la Provincia de Córdoba lo 
hace en $ 3.600 (fs. 5 vta.). A su vez, la Comisión de 
Contralor de Tasaciones del Banco Hipotecario Nacio- 
nal se traslada a Córdoba en el año 1944 y concluye es- 
timando el valor del bien en $ 10.000, (fs. 34). Los pe- 
ritos de ambas partes coinciden en apreciar el precio 
del terreno, edificio, cerca y portones en $ 19.492,36, 
(fs. 119). 

Que la sentencia de primera instancia fundándose 
en el dictamen de ambos peritos concluye fijando la 
indemnización total en $ 19.492,36, con más los intereses. 
La Cámara Federal confirma dicho pronunciamiento 
por sus fundamentos. 

Que, remitidos los autos al Tribunal de Tasacio- 
nes, conforme lo disponen los arts. 14 y 31 de la ley 
13.264, este organismo, con fecha 23 de mayo último, re- 
suelve tasar el inmueble objeto de la expropiación en 
f 19.492,35; fs. 18 del expediente administrativo agre- 
gado. 

Que, siendo coincidentes la estimación de los peritos 
de ambas partes, así como la de la sentencia y del Tri- 
bunal de Tasaciones y no encontrando esta Corte mo- 
tivos suficientes para apartarse de la misma, se re- 
suelve confirmar la sentencia apelada en todas sus 
partes, con costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen - 
zuela — Tomás D. Casares. 
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MYRTEL ORLOFF Y OTROS v. DIARIO 14 HOY" 

RETRO ACTIVIDAD, 

El principio de la irretroactividad de las leyes, estableci- 
do en el art. 3 9 del Código Civil, no constituye una garan- 
tía constitucional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
propiedad. 

El efecto retroactivo atribuido por el legislador a una de- 
terminada disposición legal no puede considerarse violato- 
rio de la Constitución sino cuando vulnera un derecho 
irrevocablemente incorporado al patrimonio, de tal modo 
que forme parte integrante del derecho de propiedad. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 
nalidad. Leyes nacionales. Comunes. 

\ No es violatorio del derecho de propiedad el art. 83 de la 
\ ley 12.908 — Estatuto del periodista profesional — en cuan- 
to toma como base para la indemnización del despido y 
por falta de preaviso los sueldos que la misma ley fija 
para regir a raíz de su vigencia. El hecho de que una 
erogación de esta especie no haya podido ser prevista en 
la economía del negocio, no basta para considerarla con- 
fiscatoria ni violatoria de un derecho adquirido. 

CONTRATO DE TRABAJO. 

v La desigualdad económica de las partes en el contrato de 
trabajo hace que la medida de la retribución justa no sea 
siempre, intangiblemente, la que aparece como convenida 
en él, y, en consecuencia, la ley que se propone establecer 
en este punto la medida justa es de orden público y no 
hay por tanto, ante ella, derechos adquiridos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Fa- 
cultades del Poder Judicial. 

La conveniencia, razonabilidad o acierto del criterio ele- 
gido por el legislador para medir la indemnización especial 
establecida por el art. 83 de la ley n 9 12.908, no puede 
ser objeto de revisión judicial. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconatitucio- 
ndlidad. Leyes nacionales. Comunes. 

El art. 83 de la ley 12.908, que establece un régimen espe- 
cial de indemnización por despido igual para todos los 
empleadores en esa particular especie de trabajo, no es 
violatorio del principio de igualdad, tanto menos cuanto 
que se trata de una disposición transitoria correspondiente 
a circunstancias de excepción. 



Sentencia del Juez de Trabajo 

Buenos Aires, junio 23 de 1948. 

T vistos: Este expediente para dictar sentencia, caratulado 
"Orloff Myrtel y otros v. diario "Hoy" por despido" (Expte. 
1622-0-1947), de los cuales resulta: 

Los actores Myrtel Orloff, Adolfo Basso, Antonio Humber- 
to Leguizamón, Renato Ciruzzi, Carlos Pío Cúneo, Félix Fer- 
nández, Raúl Wainschenker, Alberto Manuel Várela, Sergio Le 
Fort Peña, Saverio D'Agostino y Eduardo Baliari, acumulados 
en el expediente principal, y Juan Bautista Mora y Araujo, 
Augusto Romero Moutounet y Raúl Tomás Baliari, acumulados 
en el expediente 3213 (Bis)-M-1947 agregado por cuerda al 
principal y que han corrido el mismo trámite en aquél, se pre- 
sentan demandando al diario "Hoy" con domicilio en la calle 
Suipacha 419 por concepto de indemnización por despido según 
antigüedad, falta de preaviso, doble indemnización según el de- 
creto ley 33.302/45, vacaciones y diferencias de sueldos, con mo- 
tivo de la situación de despido en que, por cierre del diario, se 
encontraron, habiendo recibido de la empresa cesante en sus 
actividades, indemnizaciones según el caso de cada uno pero que 
no aceptan como indemnización total sino a cuenta de la que les 
corresponde, y que es mayor según interpretan dichos actores 
las disposiciones legales que rigen la materia. De modo que de- 
mandan por sumas que, en cada caso, resultan de la diferencia 
existente entre la indemnización que recibieron y la que les co- 
rresponde según su entender. 

La demandada concurre a contestar por apoderado que 
representa al Dr. Eustaquio A. Méndez Delfino, propietario del 
diario "Hoy" en liquidación. 

su responde pide el rechazo de la demanda en virtud 
de que la empresa del diario "Hoy" cesó en sus actividades por 
pérdidas en el giro de sus negocios y haber indemnizado según 
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los estatutos del periodista profesional y del periodista admi- 
nistrativo a sus actuales demandantes. 

La cuestión queda planteada como de puro derecho. 

Los actores que son periodistas administrativos reciben se- 
paradamente de los demás el saldo que reclaman y ratificados 
ante el suscripto, se homologa el arreglo extrajudicial de sus 
diferencias, por lo cual se separan de esta litis-consorcio. 

Quedan como actores en este pleito únicamente doce perio- 
distas de los clasificados como profesionales y cuyo estatuto, 
aprobado por laudo que oficializa el convenio paritario concluí- 
do entre representantes de empleadores y empleados del gremio 
(decreto-ley 7618 del 25 de marzo de 1944) fué convalidado por 
ley 12.908 promulgada el 24 de diciembre de 1946 y de plena 
vigencia al tiempo de la cesantía de aquellos, según la invaria- 
ble jurisprudencia de estos Tribunales del trabajo cuando fué 
cuestionada la fecha de vigencia del decreto-ley 33032. 

Los actores en cada una de sus demandas, acumulan los 
beneficios de la hoy ley 12.908, en el art. 83 de su decreto 
ciánico, con lo que reconoce y acuerda el decreto-ley 33.032 
1% ley 12.921 _CXV— . 

Cumple dilucidar, después que ambas partes han renuncia- 
do a sus pruebas y planteado la litis como de mero derecho si 
tales beneficios son acumulables y si debe accederse en todo o 
en parte a la demanda o si ésta debe rechazarse porque la can- 
tidad abonada en concepto de despido está ajustada a derecho. 

Y considerando : 

I. Cuando los actores contrataron sus servicios con el ante- 
rior propietario de "Hoy" estaba en vigencia el decreto-ley 
7618/44 o Estatuto del Periodista Profesional, y debe por tan- 
to tenerse como la ley que ha regido a las partes en este juicio, 
mientras duró entre ellas el contrato de trabajo. 

Al 31 de diciembre de 1946, fecha del cese de la aparición 
de "Hoy" y de la cesantía de los actores, regía aquel Estatuto 
con algunas modificaciones, siendo de destacar la del art. 83 
que estableció un régimen especial para la indemnización por 
despido del periodista profesional, estableciendo un preaviso 
de seis meses y un mes por antigüedad como indemnizaciones 
para los casos de despido, en sustitación del art. 37 in- 
cisa v.) y b) del anterior Estatuto. 

En la fecha del cierre del diario "Hoy'.' ha estado en vi- 
gencia el decreto-ley 33.032/45, ratificado por ley 12.921-CXV, 
sancionada el 21 de diciembre de 1946. 

Cumple al suscripto analizar la ley que ha regido a las 
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partes el día de la cesación de su contrato de trabajo a fin de 
dilucidar las indemnizaciones correspondientes, por una parte. 
Por otra, analizar la ley que las ha regido mientras duró el 
contrato de trabajo y los derechos que dicha ley pudo hacer 
adquirir a las mismas y si dichos derechos adquiridos han sido 
mantenidos o derogados por ley posterior. 

Por razón de sucesión en el tiempo, que es la forma en que 
la ley tiene su validez, al contratar su trabajo los actores con 
el demandado, regía sus derechos el decreto-ley 7618 del 25 de 
marzo de 1944, tanto, en cuanto al demandado, con relación a 
su período de propietario del diario "Hoy", como con relación 
al período del propietario anterior, a quien había sucedido en 
sus obligaciones entre ellas, las referentes al reconocimiento de 
los derechos de los empleados de aquél que pasaban a su depen- 
dencia directa. 

Dicho decreto-ley establecía las remuneraciones en el Capí- 
tulo III, titulado "Régimen de sueldos" y los fijaba específi- 
camente en las arts. 49, 52, 54, 56 y 59 en los cuales encuadrá- 
base la labor de los actores, dentro de la tercera categoría que es 
la recíprocamente reconocida por las partes. 

Al dictarse el decreto-ley 33.032 el 20 de diciembre éste ha 
establecido en el art. 73 que "las disposiciones permanentes o 
transitorias del presente decreto-ley son (^e orden publico y no 
excluyen ni suspenden ninguno de los derechos establecidos en 
favor de los empleados y obreras en la ley 11.729 y toda otra 
disposición legal que les otorgue mayores beneficios". 

Esta disposición es de orden público, categórica y sin ex- 
cepciones, posteriormente al decreto-ley 7618, establece en su 
art. 62 inciso 2*, aumentas de emergencia que automáticamente 
empezaron a regir las relaciones laborales de actores y deman- 
dados. 

Los sueldos fijados por el Estatuto del Periodista deben 
interpretarse como el mínimum que dicho decreto-ley establecía. 
Nada impide que las partes, como sucede en muchos casos, resuel- 
van por convención, ya que así es conveniencia mutua, regirse 
por un sistema de remuneraciones superior al estipulado por 
un convenio paritario o contrato colectivo aprobado por laudo 
oficial. Es lo que resulta claro del art. 63, apartados primero 
y segundo, del decreto-ley 33.032/45. 

Hay actores que reclaman aumento de emergencia que han 
sido contestados negativamente por el demandado, que afirma 
haberse conducido en sus pagos de acuerdo a derecho. Sin em- 
bargo la pericia contable obrante a fs. 408-9, con referencia 
a los actores Raúl y Tomás Baliari y Juan Bautista Mora y 
Araujo que manticfien las demandas del expediente 3213 (Bis)- 
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M-1947 agregado al principal dice claramente que no se lea 
hizo dichos aumentos a partir del 1* de diciembre de 1945. Dicha 
prueba, consentida por la demandada, lleva a la conciencia del 
juzgador a aceptar que la conducta patronal para con loa acto- 
res mencionados, ha sido también ta seguida para con los demás 
actores que reclaman dichos aumentos y que el error cometido 
por el demandado en el caso de los actores citados en la pericia 
contable han sido cometidos también en el caso de los demás. 
Habiendo las partes renunciado a la pericia contable para los 
demás actores, es intima convicción para el juzgador que co- 
rresponde, a conciencia, hacer lugar a los aumentos de emer- 
gencia solicitados. Así lo exige el carácter de orden público de 
la disposición del art. 73 del decreto-ley 33.302/45, y así se 
declara, debiendo ser liquidados con los porcentajes ordenados 
en este decreto sobre lo ganado por cada actor al 30 de noviem- 
bre de 1945, sin tener en cuenta los aumentos por convicción 
de partes por los considerandos del apartado que precede. 

II. El contrato de trabajo que rigió las partes tuvo su 
ruptura el 31 de diciembre de 1946, es decir, en pleno período 
constitucional y teniendo vigencias las leyes 12.908 y 12.921. 

La primera es el Estatuto del Periodista, profesional, san- 
cionado por el Honorable Congreso de la Nación. Es la ley 
aplicable al 31 de diciembre de 1946. 

Ella establece en su art. 83, para los casos de despido hasta 
el 31 de diciembre de 1947, una indemnización especial de seis 
meses de sueldo por preaviso y un mes de sueldo por cada año 
de antigüedad. Es la que reclaman los actores y contesta opo- 
niéndose el demandado, arguyendo que, de la discusión parla- 
mentaria, la intención del legislador surge como destinando 
dicho artículo a llenar una función de amparo ante la situa- 
ción que se les crearía si las empresas periodísticas los despi- 
dieran a los líderes de las organizaciones de empleados de las 
mismas que habían luchado por las conquistas de las mejoras 
obtenidas. Además, argumenta el caso de fuerza mayor del 
cierre del diario "Hoy" por ingentes pérdidas. 

Sobre el primer argumento, cumple declarar que no men- 
cionando la ley en su articulado que la finalidad del art, 83 es 
evitar represalias, no cabe considerar esa situación como posi- 
ble o no posible para aplicar o no dicho artículo. Su texto es 
claro y no puede ante su claridad, invocarse otra fuente de 
derecho. La discusión parlamentaria, o de la jurisprudencia, 
o la costumbre para llegar al espíritu do la ley o los principios 
generales del derecho, no pueden llamarse a valoración para dis- 
tinguir donde el texto no distingue. Por otnj parte, la discusión 
parlamentaria puede ser un recurso político, un medio dialécti- 
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co argüido para evitar discusiones u obtener votos, y nunca 
puede desvirtuar la claridad de un texto como el que se ha 
cuestionado por el demandado. 

Además las disposiciones de la ley 12.908 han sido expresa- 
mente declaradas de orden público por su art. 81 y no pueden 
dejarse de aplicar de acuerdo a su texto. 

En cuanto al argumento económico, no es válido para el caso 
de autos por la misma razón de ser de orden público el Estatuto 
del Periodista Profesional y no tener dicha excepción de cierre 
por pérdidas en el art. 83 sobre despidos ni en ningún otro 
correlacionado. 

Cumple hacer lugar a la demanda de los actores, liquidán- 
doles un p re a viso de seis meses y un mes de antigüedad y asi 
se declara. 

III. Referente a la doble indemnización del decreto ley 
33.302/45 reclamada por los actores, para el preaviso, a juicio 
del Juzgador debe rechazarse porque el beneficio del preaviso 
del empleado en caso de despido no justificado está compren- 
dido en el art. 83 de la ley 12.908, hasta el 31 de diciembre 
de 1947. Después de dicha fecha, rige el art. 43 de la misma, 
que es sobro el cual podría pretenderse doble indemnización, 
pero no es el caso de autos que está específicamente contem- 
plado en el art. 83. Razones de equidad y de justicia traen 
a la conciencia del suscripto la convicción que los días del 8 al 
21 de diciembre de 1946 que transcurrieron desde la sanción 
de la ley 12.908, discutida ampliamente artículo por artículo 
como ley orgánica del periodismo profesional, y la 12.921, dic- 
tada para convalidar ciento veintitrés decretos-leyes del período 
de los gobiernos de facto del 4 de junio de 1943 al 3 de junio 
de 1946 y de los cuales se separó el D. L. 6718/44 para dictar 
la ley 12.908, no constituyen, en la sucesión irreversible del 
tiempo, el caso de que la ley posterior deroga la anterior. 

La metodología parlamentaria que es hecho notorio se si- 
guió para aprobar por ley la validez de los ciento veintitrés 
decretos-leyes que contiene el art. 1* de la ley 12.921 no puede 
llevar a considerar que el art. 67 del decreto-ley 33.302/45 
lleve implícita la obligación de imponer doble indemnización 
sobre la que señala el art. 83 de la ley 12.908, por ser ley poste- 
rior a ésta, pues lo que imponía doble aquel decreto-ley era la 
indemnización de la ley 11.729 y ni por analogía puede apli- 
carse al caso de antas. El art. 67 del decreto-ley 33.302/45, 
hoy ley 12.921-CXV, no puede ser invocada por los actores 
para exigir dobladas las indemnizaciones de la ley 12.908 en 
cuanto al despido ni por el demandado para eximirse de la 
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antigüedad doble por falta de trabajo con motivo del cierre de 
su diario. 

Corresponde rechazar las dobles indemnizaciones que recla- 
man los actores para sus preavisos y así se declara. 

La antigüedad se refiere al trabajo efectuado en tiempo que 
es pasado con relación al despido. De modo que para los acto- 
res, la ley que rige en cuanto a la indemnización es el estatuto 
del periodista del D. L. 7618/44 que se aplica para este rubro 
y para los aumentos de emergencia, hasta el mes del cierre, 
diciembre de 1946, en que ya rige la ley 12.908 para el pre- 
aviso. 

Corresponde, pues, medio mes de antigüedad por cada año, 
según el art. 37 inciso b) del D. L. 7618/44. El D. L. 33.302/45, 
que se aplica para los aumentos de emergencia, debe aplicarse 
también para calcular la antigüedad por el monto especificado 
en la ley 11.729, que coincide con el del estatuto, todo de acuer- 
do a lo que dispone el art. 67, segundo apartado, para el caso 
en que el despido sea la disminución o falta de trabajo. El 
balance presentado como prueba en la contestación de ja deman- 
da de varios actores no reputado por los mismos, debe aceptarse 
como prueba de causa fehaciente para clausurar el diario por 
pérdidas. 

En cuanto al actor Luis Livio Eneas Merico, que reclama 
$ 240 por salario familiar (art. 54 del ü. L. 7618/44 que rigió 
a las partes) en su demanda a fs. 25, corresponde acceder por 
no haber sido negada dicha exigencia en el escrito de responde 
del demandado, obrante a fojas 333 a 338 vta. lo que también 
así se declara. 

IV. En cuanto a los actores Myrtel Orloff, Gerardo Luis 
Tacconc, Raúl Fernández, Sergio Le Fort Peña y Augusto Ro- 
berto Moutounet, dadas las constancias de autos (actas de fojas 
414, 415, 418, y 426), atento lo resuelto a fojas 416 e informe 
del actuario de fojas 417 y vuelta, que se aprueba, corresponde 
homologar el acuerdo de dichas actores con el demandado dando 
por aprobados judicialmente el arreglo amistoso de cada uno de 
ellos y desistidos también a los mismos del presente juicio y de 
su acción por indemnización por despido (art. 83 de la ley 
12.908), lo que así se declara. 

V. Corresponde considerar los recursos de inconstitucio- 
nalidad planteados por la parte demandada. 

Ellos no se ajustan a los términos prescriptos por la ley 50 
ni constituyen los casas a los cuales concede el' recurso la ley 48, 
que no ha sido mencionada por el demandado quien, por otra 
parte, dice solamente que plantea el caso constitucional, sin 
emplear la expresión de que se reserva el derecho ele presentar 
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el recurso ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y que 
es técnicamente necesaria e imprescindible. 

Siendo este juicio apelable por el monto que reclamó cada 
actor, corresponde tener presente la manifestación de planteo 
de inconstitucionalidad por la aplicación del art. 83 de la ley, 
12.908 para elevarlos al Tribunal de Alzada después de la noti- 
ficación de la sentencia, si el demandado hiciese uso de la reser- 
va que el suscripto interprete que ha querido hacer, y supliendo 
la imprecisión de sus expresiones, lo que así se declara. 

VI. De acuerdo a las conclusiones arribadas en los consi- 
derandos precedentes, corresponde discriminar para cada actor 
la exacta liquidación de lo que les corresponde. 

Adolfo Basso: Profesional aspirante. Demanda obrante a 
fojas 19. Le corresponden 6 meses de preaviso según ley 12.908 
art. 83 vigente al día del cierre del diario "Hoy", y por su 
antigüedad de un año a liquidarse por el régimen del art. 53 
inc. C) apartado a) de la misma ley; o sea de $ 240 por mes, 
igual a 240 por seis; un mes de sueldo a razón de $ 200 que 
denuncia ganaba mientras trabajó, aun cuando por el decreto- 
ley 7618/44 que rigió a las partes, le correspondían al actor 
(como aspirante en diario de tercera categoría) sólo $ 150 de 
sueldo mensual. Le corresponden también las vacaciones, diez 
días a razón de $ 200 mensuales o sea, $ 66,66 (art. 31 inc. a) 
D. L. 7618/44). 

En cuanto al aumento de emergencia, el actor no pide dife- 
rencias de sueldos ni le correspondían, por haber entrado a tra- 
bajar después del aumento dispuesto en el decreto-ley 33.302/45, 
en febrero de 1946, con el sueldo que el estatuto del periodista 
vigentes entonces acordaba como mínimum, $ 150, que fué au- 
mentado por el empleador a $ 200 al mes siguiente. No obstante 
ello, el demandado reputa extensamente a fojas 330 vuelta y 331, 
un rubro que no ha sido incluido en la demanda. 

Este actor reconoce haber recibido $ 483 y no $ 483,32 
como dice el responde a fojas 332, y no habiendo pruebas, debe 
estarse a lo reconocido por el actor por la mención que hace el 
demandado al referirse al mismo hecho en la foja mencionada. 

Se aclara para este actor como asimismo para todos, que el 
preaviso de seis meses del art. 83 de la ley n* 12.908 debe liqui- 
darse a razón del último sueldo que debían cobrar por el esta- 
tuto anterior, D. L. 7618/44, o que cobraron si éste era superior, 
y no sobre el que la ley citada fijó para el futuro, pocos dias 
antes de cerrarse el diario y que no se les liquidó a los actores 
(arts. 53 inc. C apartado a) de la misma ley). 

El rubro " doble indemnización", decreto-ley 33.302/45 



¡ I.» 



FALLOS DE LA OORTE SUPREMA 



ley 12.921-CXV, art. 67 secundo apartado, se rechaza por las 
razones expuestas en el considerando III. 

Resumen para Adolfo Ba$so: 



6 meses de preaviso a $ 240 $ 1.440. — 

1 mes de antigüedad „ 200. — 

Vacaciones 10 días a $ 200 „ 66.66 



A deducir lo recibido $ 483. — 

Saldo neto $ 1.223.66 



Antonio H umberio Lcguizamón : Cronista. Reclama los 
mismos rubros del anterior, más dos diferencias de sueldos en 
los puntos 5 y 6 de su demanda. 

El actor entró a trabajar en el diario ''Hoy" antes de ha- 
cerse cargo su último propietario, el demandado. Acusa haber 
ganado $ 200 por mes, desde el 1* de octubre de 1944 al l v de 
marzo de 1946, fecha en la cual se le aumentó a $ 225. 

Regía cuando entró, el Estatuto del D. L. 7618/44 que asig- 
naba $ 200 el cronista de tercera categoría, como ser el actor, 
de modo que su remuneración era la que le correspondía. 

En ese Ínterin apareció el D. L. 33.302/45 disponiendo un 
aumento con carácter de orden público (art. 62 inc. 1* aparta- 
do a) y art. 73 correlacionados) y por consiguiente, le corres- 
ponden a los $ 50 de aumento (25 % hasta $ 200) que reclama 
por los meses de diciembre de 1945 y enero y febrero de 1946; 
por lo cual debe admitirse el punto 5* de la liquidación de su 
demanda y a-sí se declara ($ 150). 

Los diez meses restantes (marzo inclusive al 31 de diciem- 
bre de 1946; cierre de la empresa) tuvo un aumento de sólo 
$ 25 correspondiendo $ 50 por la razón del apartado anterior. 
Corresponde acceder también al punto 6 9 y liquidarle 10 mesea 
a $ 25, o sea, $ 250 por ese concepto. 

Preaviso-. Le corresponden seis meses a $ 312, que fija el 
art. 53 inc. C apartado d) de la ley 12.908, con el aumento 
que para la antigüedad de dos años el actor fija su art. 55 
tercera columna de la escala, $ 15, lo que hace un total de $ 327 
por mes como reclama, pues dicho aumento del art. 55 es para 
hacerlo valer desde el ingreso, de acuerdo a la regla del art. 56. 
Corresponde un total de $ 327 X 6 = 1.962 como se pide, y 
a lo cual debe aceedense y así se declara. 

Antigüedad: Le corresponden dos medios meqes. El cómpu- 
to mensual de la ley básica, la 11.729, y estatuto del D. L. 
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7618/44, indican un promedio de lo percibido, para calcular 
la indemnización. 

El actor cobró mensualidades de $ 200 y 225. Debiendo 
haber cobrado $ 200, 250 y 327 el último mes, es equitativo pro- 
mediar $ 250 a juicio del suscripto y fijar una indemnización 
de $ 250 por antigüedad, lo que así se resuelve. 

Vacaciones: Según el estatuto del D. L. 7618/44 que se re- 
conoce rigió a las partes, le corresponden diez días a $ 250, el 
sueldo que fijaba el art. 49, inc. 3' apartado c), de $ 200, con 
el aumento del D. L. 33.302/45 que rigieron hasta que en di- 
ciembre de 1946, entró a regir la ley 12.908. Dado que el actor 
debió estar ganando $ 250, se le liquidan diez días con ese suel- 
do, o sea $ 250 por 10 sobre 30 igual a $ 83,33 y no como recla- 
ma el actor calculando sobre lo que le pagaban. Si el derecho 
es un "deber ser" en casos concretos objetivos nunca es tan 
clara esa idea del derecho como en este caso en que Be hace 
lugar sobre lo que "debió" cobrar y no lo que cobró por mes 
para calcular las vacaciones, que es romo reclaman el actor: 
225 X 10 sobre 30 = 75. 

Doble indemnización : No corresponde. 

Resumen para Antonio Humberto Leguizamón: 



Preaviso $ 1.962.— 

Antigüedad 250. — 

Vacaciones „ 83,33 

Diferencias de sueldo „ 150. — 

Otras diferencias de sueldo „ 250. — 



Total $ 2.695,33 

A descontar lo recibido „ 993,74 



Total neto .... $ 1.701,59 



Renato Ciruzzi: Reclama exactamente los mismos rubros 
que Leguizamón, por lo cual se siguen las mismas normativas 
para liquidarle, considerando sueldo al entrar aumento del 
anterior estatuto, aumento del D. L. 33.302/45 y sueldo de 
diciembre calculado según fija la ley 12.908 que el suscripto 
considera vigente y aplicable al momento del cierre del diario. 

Corresponden así : 

Preaviso: Debe liquidarse según el sueldo que entró a 
regir en diciembre de 1946, art. 53, inc. c) apartado e) y au- 
mento del art. 55, tercera columna, $ 360 más $ 15 igual a 
$ 375 : 375 X 6 = 2.250. 
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Antigüedad: Le corresponden dos medios meses, pero no 
a $ 375 que es el último sueldo a repir desde diciembre de 
1946 para el futuro, sino, dentro del concepto de antigüedad 
que, en la sucesión del tiempo es pasado: es (Jecir, según el 
sueldo que le correspondía franar de acuerdo al D. L. 7618/44 
que repía a las partes durante ese tiempo pasado que consti- 
tuye antigüedad. 

Debe fijarse la suma de $ 230, básica del art. 49, inc. 3°, 
apartado d) más el aumento art. 62, inc. I 9 , apartado b) de 
$ 80 ($ 16) lo que da $ 296. Los dos medios meses que le 
corresponden hacen el mes entero, por lo cual debe liquidár- 
sele un mas íntegro, o sea $ 296. 

Vacaciones: Corresponden diez días a razón de $ 296, o sea 
296 X 10 sobre 30 = $ 98,66 y no $ 93, como reclama. 

Diferencia de sueldos: Le corresponden tres meses a $ 46 
igual a $ 138 y diez meses a $ 16, igual a $ 160. 

Doble indemnización: No corresponde. 

Resumen para Renato Ciruzzi; 



Preaviso $ 2.250 — 

Antigüedad „ 296. — 

Vacaciones „ 98,66 

Diferencia de sueldos „ 138. — 

Otra diferencia de ídem , 160. — 

Total $ 2.942,66 

A deducir lo recibido „ 1.093. — 

Total neto .... $ 1.849,66 



Carlos Pío Cuneo : Corrector. Reclama los mismos rubros 
que los anteriores actores. 

De acuerdo las constancias de su demanda y contestación 
y criterio legal aplicado en esta sentencia, le corresponden: 



Preaviso (327 X 6) $ 1.962 — 

Antigüedad (250 X 2%) „ 250.— 

Vacaciones (no 75 como pide) „ 86,66 

Diferencias de sueldos D. L. 7618/44 . . „ 700 — 

ídem, D. L. 33.302/45 „ 300 — 

Total $^3.298,66 

A deducir lo recibido „ 993,74 



Total neto .... $ 2.304,92 
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Félix Arce: Primero colaborador permanente y después 
reportero. 

Preaviso : Le corresponden los seis meses de sueldo según 
el que por ley 12.908 le correspondía en diciembre de 1946, o 
sea $ 270 del art. 53 más $ 15 del art. 55, igual a $ 285 que, 
por seis, dan $ 1.710, como pide. 

Antigüedad : Dos medios meses por cada año, que son dos, 
o sea, un mes integro. Debe ser el que debió Granar de acuerdo 
al estatuto del D. L. 7618/44 y aumentos del D. L. n 9 33.302. 

Según el estatuto anterior, el sueldo del colaborador per- 
manente queda librado al acuerdo de voluntades, de modo que 
el período en que- por tal concepto cobró $ 150 mensuales no 
ofrece cuestión. 

Después entra como reportero con S 200, es decir, más 
de lo que para su categoría fijaba el estatuto anterior, que 
era un sueldo de $ 170 para la categoría del diario 14 Hoy". De 
modo que los aumentos del D. L. 33.302/45, o sea $ 150 más 
37,50 = 187,50. El l 9 de marzo dé 1946, como reportero, $ 200, 
correspondiendole un aumento de $ 50 y no $ 12,50 como re- 
clama partiendo de lo que señala el estatuto entonces vigente, 
y que debe interpretarse como un mínimum que la ley fija, 
pudiendo las partes convenir una remuneración mayor. Sobre 
ésta es sobre la cual hay que calcular el aumento. Es equitativo 
fijar la suma de $ 250 como promedio para los das medios me- 
ses de antigüedad, lo que da el mes íntegro por este concepto, 
como se ha dicho más arriba : $ 250. 

Vacaciones: Le corresponden diez días remunerados según 
debió cobrar por su sueldo de $ 200 y aumento de $ 50; 250 
por diez sobre treinta, igual a $ 83,33. 

Diferencias de sueldos: Le corresponden: diciembre de 
1945, y enero y febrero, a razón de $ 37,50, igual a $ 112,50, 
como cobró; y desde marzo a diciembre de 1946, a razón de 
$ 50, diez meses, o sea $ 500 y no $ 125 como cobra. 



Resumen para Félix Arce : 

Preaviso $ 1.710.— 

Antigüedad , 250. — 

Vacaciones, diez días , 83,33 

Diferencia de sueldos „ 112,50 

Otra diferencia de sueldos 500. — 



Total $ 2.655.83 

A deducirse lo recibido 883,32 



Total neto . . $ 1.772,51 
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Iaiís lÁvio Eneas Merico : Aspirante de la sección teatro. 
Trabajó ocho meses hasta el cierre del diario. Entró vigente 
el anterior estatuto, con $ 170 por mes. Le correspondía un 
sueldo acrecido en un 25 % D. L. 33.302/45, art. 62, inc. 1\ 
apartado a), $ 170 más $ 42,50 igual a $ 212,50 y no $ 187,50 
como calcula. Al ser despedido, ya vigente la ley 12.908, le 
correspondían $ 240. Debe liquidársele: 



Preaviso $ 1.440. — 

Un mes por antigüedad „ 212,50 

Vacaciones ($ 212,50 por 10 sobre 30) „ 70,83 

Salario familiar (art. 61, estatuto) . . „ 240. — 

Difer. de sueldos: (212,50—170) X 10 „ 425.— 

Total $ 2.388,33 

A deducir lo cobrado „ 410,82 



Total neto .... $ 1.977,51 

Raúl Wamschenker: Corrector de pruebas. Corresponde 
liquidarle : 

Preaviso $ 1.962.— 

Antigüedad „ 250. — 

Vacaciones „ 83,33 

Diferencia de sueldos . . . . „ 150. — 

Otra diferencia de sueldos „ 250. — 

Total $ 2.695,33 

A deducir lo recibido „ 768,74 



Total neto .... $ 1.926,59 



Alberto Manuel Várela-. Letrista y retocador (aspirante). 
Debe liquidársele según su cita legal por el cual se encuadra 
el mismo actor en el rango de aspirante. 

Preaviso (ley 12.908) $ 1.440.— 

Antigüedad (estatuto 7618/44) „ 200.— 

Total $ 1.640.— 

A deducir lo recibido „ 483,32 



Total neto .... $ 1.156,68 
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Saverio D'Agostino: Repórter. Le corresponde preaviso a 
razón de $ 285 por mes, según ley 12.908 vigente en el día del 
cierre, y antigüedad por el anterior estatuto y diferencia de 
sueldos y vacaciones. 

El sueldo ganado al comienzo, $ 70 era en $ 100 inferior 
al que debía ganar según D. L. 7618/44. Debe liquidársele esa 
diferencia durante catorce meses, de V de octubre de 1944 al 
30 de noviembre de 1945, lo que da $ 1.400. Luego, sobre 
$ 170 mensualés, debe liquidársele el aumento del 25 % del D. 
L. 33.302/45, del V de noviembre de 1945 al 28 de febrero de 
1946, o sea, $ 42,50 por 3, lo que da $ 127,50 más 100 X 3 que 
tampoco percibió según su sueldo de $ 70, o sea $ 300, lo que 
da en total $ 427,50. 

El nuevo dueño le aumentó su salario a $ 200 mensuales el 
l 9 de marzo de 1946, dejando de percibir hasta su cesantía 
12,50 X 10 = $' 125. 

Las vacaciones de 1945 a 1946 que reclama, suman $ 141,66 
y no $ 123 como pide. 

Debe liquidársele: 



Preaviso $ 1.710.— 

Antigüedad „ 212,50 

Vacaciones 141,66 

Diferencias de sueldos , 1.400. — 

Otra diferencia de sueldos „ 427,50 

Otra diferencia de sueldos „ 125. — 

Total $ 4.016,66 

A deducir lo percibido „ 883,32 



Total neto .... $ 3.133,34 



Eduardo Baliari: Cronista. Corresponde liquidarle: 

Preaviso $ 1.962. — 

Antigüedad » 250. — 

Vacaciones (250 X 10 X 2 sobre 30) . . „ 166,66 

Diferencia de sueldos „ 420. — 

Otra diferencia de sueldos „ 244. — 

Otra diferencia de sueldos „ 250. — 



Total $ 3.292,66 

A deducir lo recibido „ 993,74 



Total neto .... $ 2.298,92 
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Juan Bautista Mora y Aran jo ; Reportero. Idéntica situa- 
ción a D'Agostino con la diferencia de un sólo período de va- 
caciones. * 



Corresponde liquidarle: 

Preaviso $ 

Antigüedad 

Vacaciones 

Diferencia de sueldos 

Otra diferencia de sueldos 

Otra diferencia de sueldos 



1.710.— 
212.50 
70,83 

1.400.— 
412,50 
125.— 



A deducir lo recibido 



Total $ 3.930,83 

„ 666,66 



Total neto 



$ 3.264,17 



Raúl Tomás Baliari: Cronista (aspirante). 

Corresponde se le liquide de acuerdo a las conclusiones de 
esta sentencia: 



Preaviso $ 1.440. — 

Antigüedad, según estatuto 7618/44 y 

D. L. 33.302, art. 62, inc. I 9 , apart. a) „ 187,50 

Vacaciones (187,50 X 10 sobre 30) . „ 62,50 

Diferencia de sueldos „ 90. — 

Otra diferencia de sueldos „ 877,50 



Total $ 2.657,50 

A deducir lo cobrado , 370. — 



Total neto .... $ 2.287,50 



Se aclara que el método a seguir para las liquidaciones 
ha sido el siguiente: 

Preavisos: Se considera vigente a diciembre de 1946, la 
ley 12.908. Se toma el sueldo que les corresponde ese mes y se 
multiplica por seis, en virtud del art. 83 de -la misma. El 
Estatuto del Periodista Profesional, anterior, el decreto-ley 
7618/44, tuvo también otro artículo transitorio, el art. 67, 
estableciendo un preaviso de seis meses y de allí fué tomado 
el del actual estatuto. De modo que la discusión parlamentaria 
a la cual alude el demandado, no puede en xiingún concepto. 
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ser fuente de derecho ni de interpretación para aclarar el 
derecho que fué actual el día del despido. 

Antigüedad : Aceptado por los actores, tácitamente el 
balance del demandado, obrante a fojas 142, 223 y 303, donde 
consta la pérdida de $ 394.560,13 que tuvo el propietario del 
diario "Hoy" y que obligó a su cierre, se ha tenido en cuenta 
lo dispuesto por el D. L. 7618/44 en su art. 37, inc. b), D. 
L. 33.302/45, art 67, párrafo 2* para el caso de disminución 
o falta de trabajo y ley 11.729, coordinados. 

El medio mes do sueldo por año de antigüedad o mes ín- 
tegro para los de antigüedad de un año, se calcula tomando 
el sueldo que debieron ganar según el estatuto 7618/44 y 
aumentos de emergencia del D. L. 33.302/45. 

Vacaciones: Se calculan sobre el sueldo que debieron ga- 
nar, puesto que se liquidan las diferencias correspondientes. 

Diferencias de sueldos: Hay tres clases de diferencias que 
se liquidan a los actores: 

a) Entre lo que ganaban efectivamente y lo que les 
correspondía ganar por el anterior estatuto, a los que ingre- 
saron el V de octubre de 1944 u otra fecha anterior al l 9 de 
diciembre de 1945. 

b) Entre lo que ganaban efectivamente entre el l 9 de 
diciembre de 1945 y el V de marzo de 1946, fecha en que se 
hace cargo del activo y pasivo el demandado, y lo que le co- 
rrespondía ganar por los aumentos de emergencia del D. L. 
33.302/45 que son de orden público y sin excepción para nin- 
gún régimen de trabajo ni de sueldos (art. 73). 

c) Entre el sueldo que les fijó el demandado al hacerse 
cargo del diario y lo que les correspondía pagarle según el es- 
tatuto anterior. 

El derecho reconocido a los actores y las liquidaciones 
que se les ha efectuado, lo han sido sin perjuicio del derecho 
a diferencias de sueldos por el mes de diciembre de 1946 y 
de sueldo anual complementario a los cuales pretendieran te- 
ner derecho, de acuerdo a las conclusiones de esta sentencia, 
lo que así se aclara y declara. 

Las leyes reconocen también al demandado su derecho 
contra el anterior propietario las sumas reconocidas a los 
actores correspondientes al ejercicio de aquél, si se estableció 
la reserva en el contrato de compraventa. 

Las liquidaciones definitivas deberán efectuarse tenien- 
do presente lo dispuesto en el art. 77 y concordantes, y sus 
reformas, del D, L. 33.302/45. 

Por tanto, de acuerdo a los resultados y consideraciones 
que preceden, a las constancias de autos y a los preceptos le- 
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gales en cada caso citados, fallo: Condenando al ex propietario 
del diario "Hoy", don Eustaquio A. Méndez Delfino a pagar 
en el término de cinco días, con sus intereses al tipo del Bah- 
co de la Nación Argentina y en moneda nacional, desde la 
notificación de la demanda, con costas, a los actores que se 
mencionan a continuación, las sumas que para cada uno se 
especifican, con los intereses ordenados: a don Adolfo Basso, 
un mil doscientos veintitrés pesos con sesenta y seis centavos 
($ 1.223,66) ; a don Antonio Humberto Leguizamón, un mil sete- 
cientos un pesos con cincuenta y nueve centavos ( $ 1.701,59) ; 
a don Renato Ciruzzi, mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 
con sesenta v seis centavos ($ 1.849,66) ; a don Carlos Pío 
Cúneo, $ 2.304,92; a don Félix Arce, $ 1.772,51; a don Luis 
Livio Eneas Meneo, $ 1.977,51; a don Raúl Wainschenker, 
$ 1.926,59; a don Alberto Manuel Várela, $ 1.156,68; a don 
Saverio D'Agostino, $ 3.133,34; a don Eduardo Baliari, pe- 
sos 2.292,92; a don Juan Bautista Mora y Araujo $ 3.264,17; 
a don Raúl Tomás Baliari, $ 2.287,50. — Agustín DiUón. 



Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia del 

Trabajo 

Bs. Aires, setiembre 30 de 1948. 

Vistos y considerando: 

Que se discute en autos el alcance e inteligencia que debe 
asignarse a la disposición del art. 83 de la ley 12.908 para 
delimitar el derecho de las partes. La demandada pretende que 
para ello es menester ir a la fuente legislativa, a efectos de 
descubrir las razones que llevaron al legislador a dictar la 
norma en cuestión, y que aplicar ésta en sentido contrario se- 
ría interpretar la ley de una manera "judaica". Por su parte, 
la actora sostiene que la norma es clara y no es menester de 
otros elementos para su inteligencia. 

Que de la simple lectura del art. 83 citado, se desprende 
que no ofrece dificultades en cuanto a la disposición que es- 
tablece en forma clara la manera cómo deben ser indemniza- 
dos los despidos ocurridos entre el 31 de diciembre de 1946 
al 31 de igual mes de 1949 (prorrogado por .ley 13.040), y 
que lo sean sin culpa del periodista. Es por ello que habrá 
que acudir, en primer término, a la fórmula de la ley, para 
su comprensión, tal como lo enseña Geny: "como todo len- 
guaje humano, el verbo de la ley no es más que un instrumen- 
to destinado a manifestar el pensamiento del que habla, para 
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suscitar un pensamiento adecuado a aquél a quien se dirige". 
Por lo tanto, la letra interviene como manifestación auténtica 
y solemne del espíritu, inseparable de éste, y cuyo objeto es 
ponerlo de manifiesto (Francisco Geny, Método de interpre- 
tación y Fuentes del Derecho Privado Positivo, Madrid, Hi- 
jos de Reus, Editores, 1902, n» 100). 

Que los despidos se han producido, vigente la ley en 
cuanto al lapso que establece su aplicación; y llenado como 
está el único requisito para que los derechos que acuerdan 
sean procedentes, el desplazamiento del empleado se produjo 
sin su culpa. No existiendo alteración o modificación a estas 
disposiciones, no sería de aplicación la vieja máxima: cessante 
ratione legis, cessat lex ipsa. 

Que a estar a las últimas informaciones de la labor le- 
gislativa del II. Congreso de la Nación, la orientación en la 
materia es hacer desaparecer la transitoriedad de la disposi- 
ción del art. 83, para dejarlo en forma estable, tal como se 
procedió con el art. 67 del dec. 33.302/45 (ley 12.921), de- 
rogado en cuanto al tiempo de su aplicación, por la ley 13.077, 
dejándose, en forma permanente, la manera estatuida en aquél 
a los efectos de indemnizar. Siendo tal tendencia de la legis- 
lación actual, los agravios de la demandada no deben prospe- 
rar, lo que así se declara. 

Por lo que hace al agravio relativo a los aumentos de emer- 
gencia, que la demandada entiende no corresponde sea conde- 
nada por cuanto los arts. 62 y concordantes del dec. 33.302 
(ley 12.921) no son de aplicación al caso sub lite, el mismo 
debe ser desestimado por los fundamentos que diera esta Sala 
in re "Rivero c. Crítica" (exp. 575/47), que se dan aquí por 
reproducidos en lo pertinente, y donde el tribunal ratificará la 
doctrina sentada en el caso "Homedes c. Diario Español" 
(exp. 576/46. Y en cuanto a la cuestión que se pretende hacer 
derivar por la aplicación de la ley 11.867, en modo alguno 
puede ella alterar los derechos de los accionantes toda vez que 
del texto de esta última no se desprende la caducidad do las 
obligaciones del comprador o cesionario por la sola circuns- 
tancia de la transferencia, o por no haber los demandantes for- 
mulado manifestaciones en oportunidad del plazo legal duran- 
te el cual fueron publicados los edictos pertinentes. Los fun- 
damentos del fallo que cita precedentemente el Sr. Proc. Gene- 
ral del Trabajo, expuestos en el caso "Lisuardo c. Pampa 
Film", y que el tribunal comparte, son suficientes para consi- 
derar la inoperaneia de las argumentaciones de la agraviante. 

Respecto a la inconstitucionalidad del art. 83 de la ley 
12.908 también debe ser la misma desestimada, por los funda- 
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mcntos que diera la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en el caso " Castellano y otros c. Quintana " que se dan aquí 
por reproducidos (D. J. A., n* 3299, pág. 3). 

Por lo que hace a las cantidades que se han tenido en 
cuenta en el pronunciamiento de primera instancia para calcu- 
lar los distintos rubros objeto de condena, y las calificaciones 
de las tareas de los accionantes, analizadas las constancias de 
autos y pruebas rendidas, el tribunal considera que el Inferior 
ha hecho una correcta interpretación de todas estas circunstan- 
cias, por cuyo motivo estima que ninguna modificación cabe 
efectuar al fallo apelado, el cual debe ser mantenido. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Mi- 
nisterio Público del Trabajo y fundamentos propios de la sen- 
tencia de fs. 428/441, se confirma la misma en cuanto ha sido 
materia de recurso, imponiéndose a la vencida las costas de la 
alzada, a cuyo efecto se regulan en un mil pesos los honorarios 
del letrado apoderado de los actores. — Luis Camilo García. — 
Electo Santos. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tres son las cuestiones sometidas a decisión de 
V. E. mediante el recurso extraordinario concedido a 
fs. 495 vta. : 

a) Si el art. 82 de la ley 12.C08, tal como ha sido 
aplicado en el caso de autos, resulta lesivo del derecho 
de propiedad ; 

b) Asimismo, si afecta al principio de la irretro- 
actividad de las leyes ; 

c) Por último, si viola la garantía de la igualdad 
ante la ley. 

La tacha a que se refiere el punto b), se la funda 
en el art. 3° del Código Civil y en la doctrina de V. E. 
en 176: 22. 

Corresponde, pues, desestimarla, to.da vez que el 
art. 3 9 del Código Civil no basta, de por sí, para susten- 
tarla, por tratarse de una mera disposición legal, sus- 
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ceptible de ser dejada sin efecto por otra ley; y en 
cuanto a la doctrina de V. E. en 176: 22 ha sido modifi- 
cada por el tribunal en 208: 430, 454 y 466 y 209: 162, 
en los que declaró que leyes del tipo de la 12.908, por 
ser de orden público, pueden tener efecto retroactivo, 
al tomar en cuenta servicios anteriores a su sanción pa- 
ra reglar los derechos de las partes vinculadas por un 
contrato de trabajo, sin que de ello resulte una viola- 
ción del derecho de propiedad. 

Tampoco encuentro fundado el agravio a que se 
refiere el apartado c) ya que no encuentro se haya de- 
mostrado que el distingo establecido por el art. 83 de la 
ley 12.908, al fijar una indemnización especial por pre- 
aviso a favor de los periodistas, sea arbitrario o res- 
ponda a un propósito de hostilidad contra las empresas 
periodísticas (182: 355; 210: 172 y los allí citados). 

En cuanto a la tacha de confiscatoriedad opuesta 
en primer término, nada tengo que manifestar, por tra- 
tarse de una cuestión de hecho, librada por completo a 
la apreciación de V. E., a quien toca decidir si existe o 
no el ataque al derecho de propiedad dcil recurrente, 
que se imputa. — Bs. Aires, abril 20 de 1949. — Car- 
los G. Delfino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 23 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Orloff, Myrtel y otro v. Diario 
4 'Hoy" — Despido", en los que se ha concedido a fs. 
495 vta.'el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Qüe el recurso es procedente con respecto a las tres 
cuestiones constitucionales enunciadas en el escrito en 
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que se lo interpone, oportunamente introducidas en la 
causa todas ellas: 1*, ser confiscatoria la indemnización 
por despido que se le manda pagar al recurrente; 2*, ser 
lesivo del derecho de propiedad el efecto retroactivo de 
la norma atacada en cuanto para fijar la indemnización 
adopta el monto de los sueldos que en la misma se fi- 
jan para el futuro, y 3*, comportar violación del prin- 
cipio de igualdad el hecho de imponer a los empresarios 
de empresas periodísticas una indemnización más one- 
rosa que a otros en casos de despido substancialmente 
análogos. 

Que en orden a la pretendida violación del principio 
de la irretroactividad corresponde recordar ante todo, 
en vista de la invocación que el recurrente hace del 
art. 3 o del C. Civil, que como esta Corte lo tiene reitera- 
damente declarado no se trata de una garantía consti- 
tucional. El efecto retroactivo atribuido por el legisla- 
dor a una determinada disposición legal no puede con- 
siderarse violatorio de la Constitución sino cuando vul- 
nera un derecho irrevocablemente incorporado al pa- 
trimonio, de tal modo que forme parte integrante del 
derecho de propiedad. La irretroactividad alegada con- 
sistiría en tomar como base para la indemnización del 
despido los sueldos que la misma ley fija para regir a 
raíz de su vigencia, y como aquí se trata de un despido 
dispuesto muy breve tiempo después de comenzar la 
aplicación de las nuevas retribuciones, la indemnización 
no se gradúa según lo percibido, que era lo que el re- 
currente había podido calcular como obligación propia 
a este respecto. Pero el que una erogación de esta es- 
pecie no haya podido ser prevista en la economía del 
negocio por no formar parte del contrato de trabajo, 
no es razón bastante para que se la considere violatoria 
de un derecho adquirido, pues como lo ha expresado es- 
ta Corte la desigualdad económica de las partes en el 
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contrato aludido hace que la medida de la retribución 
justa no sea siempre, intangiblemente, la que aparece 
como convenida en él, y, en consecuencia, la ley que se 
propone establecer en este punto la medida justa es de 
orden público y no hay por tanto, ante ella, derechos 
adquiridos (Fallos: 208, 490, 454 y 466). Si no hay vio- 
lación de garantías constitucionales en el establecimien- 
to de obligaciones de esta especie para 6er cumplidas a 
raíz de la sanción de las leyes respectivas no obstante 
estar fuera de las previsiones sobre las cuales se cal- 
culó el negocio, mal puede producirla, del mismo punto 
de vista de la retroactividad, la modificación de sus 
términos. 

Que dicha modificación sería además, según el re- 
currente, confiscatoria, porque fija una indemnización 
de preaviso excepcionalmente gravosa, — seis meses de 
sueldo — , y porque para regular dicha indemnización, 
lo mismo que la del despido, adopta los nuevos sueldos 
que la misma ley establece (art. 83, ley 12.908). A la 
onerosidad se agregaría, pues, la irregularidad de que 
estas indemnizaciones se gradúan sin ninguna propor- 
ción con el valor económico de las relaciones contrac- 
tuales a que se refieren, pues se trata de sueldos que 
habían de regir con posterioridad al despido, por lo cual 
el empleador no pudo constituir para ese objeto las 
reservas necesarias, (conf. fs. 486 y sigtes.). 

Que en este último punto se impugna, bajo nueva 
forma, el efecto retroactivo de la norma atacada. Co- 
rresponde, pues, remitirse a lo que se acaba de exponer. 
Pero hay que agregar que, supuesta la aludida falta 
de relación, no se sigue de ella la confiscatoriedad ale- 
gada; se trataría de la conveniencia, razonabilidad o 
acierto del criterio elegido por el legislador para medir 
la indemnización en tela de juicio, lo cual no puede ser 
objeto de revisión judicial. Sólo cabe, pues, tomar en 
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consideración en este punto la alegación de onerosidad 
excesiva. 

Que respecto al importe del preaviso ha de obser- 
varse ante todo que corresponde a una determinada 
forma de despido — el que se dispone sin prevenir al 
empleado con la anticipación que la ley establece — . 
Si el recurrente pudo o no en este caso proceder de otro 
modo es cuestión de hecho extraña al recurso extraor- 
dinario, como también lo es, por tratarse de interpre- 
tación del derecho común, la de saber si era o no de 
aplicación en su caso lo dispuesto en el art. 83 de la ley 
impugnada, — que reproduce para el período 1* oct. 
1946, 31 dic. 1947, la norma del art. 67 del decreto 7612| 
44 — , si lo era total o parcialmente. Trátase, pues, 
de un régimen de excepción por el doble motivo de que 
se refiere al despido efectuado apartándose de la forma 
que establece la ley para cuando ocurre sin culpa del 
empleado, y de que obedece a las especiales circunstan- 
cias que la imposición legal al empleador de nuevas 
obligaciones crea al tiempo de sancionarse la ley que 
las impone, lo que explica su transitoriedad. Siendo así, 
aun en el supuesto de que la confiscatoriedad alegada 
pudiera apreciarse refiriéndose sólo a la relación en 
que el resarcimiento está con la remuneración de que 
el empleado goza, la que aquí se examina no es pasible 
de la objeción constitucional que se está considerando. 

Que si la garantía constitucional de la igualdad im- 
pone, como lo tiene declarado esta Corte, la obligación 
de tratar legalmente de un modo igual a los iguales, en 
iguales circunstancias, no comporta ciertamente viola- 
ción de ella el establecimiento de un régimen especial 
de indemnización por despido como el del art. 83 de la 
ley 12.908, igual para todos los empleadores en esa par- 
ticular especie de trabajo, de cuya especificidad se dejó 
constancia en Fallos: 208, 454, considerando 3*, tanto 
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menos cuanto que se trata de una disposición transito- 
ria correspondiente a circunstancias de excepción, como 
se recordó precedentemente. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada en lo que ha sido materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



ALVAREZ DE TOLEDO v. PROVINCIA DE BS. AIRES 

FALTA DE ACCION. 

No resultando de autos que los actores obren por delega- 
ción o cesión de la persona por cuenta y orden de quien 
se hizo el pago del impuesto de sellos cuya repetición re- 
claman, debe concluirse que carecen de acción para pro- 
mover la demanda. 

FALTA DE ACCION. 

No es imprescindible alegar la falta de acción en la con- 
testación a la demanda, cuando no se funda en una cir- 
cunstancia que deba ser del conocimiento personal e in- 
mediato de la demandada, con mayor razón si la escritura 
de protesta, donde consta quién hizo el pago y que no 
lo efectuó en virtud de ninguna representación de los acto- 
res, no se acompañó a la demanda. 

PRUEBA : Principios generales. 

Negados en general por la parte demandada los hechos 
no reconocidos expresamente en su contestación, incumbe 
a los actores probar que hicieron el pago que constituye 
la causa de su reclamo, lo que no puede considerarse acre- 
ditado cuando no hay constancia de la cual resulte que el 
tercero autor de dicha oblación por cuenta propia, trans- 
firiese o cediese en forma alguna a los actores el derecho 
a repetir que pudiera asistirle, o que éstos puedan invocar 
subrogación legal a este respecto. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Procede la jurisdicción originaria por haberse pues- 
to en tela de juicio la constitucionalidad de leyes loca- 
les y ser parte demandada la Provincia de Buenos Aires. 

En cuanto al fondo del asunto, es jurisprudencia 
reiterada de V. E. que la exigencia de previa protoco- 
lización de las hijuelas expedidas por tribunales de 
otra jurisdicción y el pago de los impuestos respectivos 
son violatorios de los arts. 7 P de la Constitución Nacio- 
nal y 4* de la ley 44 (Fallos: 189: 392; 191: 373 y 375; 
194: 144; 199: 637). 

Procedería, en consecuencia, hacer lugar a la de- 
manda bajo su aspecto constitucional, siempre que cues- 
tiones de hecho y prueba o de derecho común — como 
tales ajenas a mi dictamen — no autorizasen su recha- 
zo. — Bs. Aires, febrero 22 de 1949. — Carlos G. Del- 
fino. 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 23 de junio de 1949. 

Vistos los autos "Alvarez de Toledo Delia Gow- 
land de y otros v. Buenos Aires la Provincia s.| incons- 
titucionalidad arts. 858 y 859 del C. de P. Civ. y Comer- 
cial y arts. 54, inc. 3 9 y 80 de su ley n* 4195 y repeti- 
ción'', de los que resulta: 

Que a fs. 9, por apoderado, comparecen Da. Delia 
Gowland de Alvarez de Toledo, D. Luis -Héctor Alvarez 
de Toledo, D. Federico Carlos Alvarez de Toledo, D. 
Fernando Alberto Alvarez de Toledo, Da. Delia María 
Emma Alvarez de Toledo de Manigard, D. José María 
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García Alvarez de Toledo, D. Alejandro Jorge Ernesto 
Alvarez de Toledo, D. Fernando Luis Alfonso Alvarez 
de Toledo, D. Jorge Rodolfo Gonzalo Alvarez de Toledo, 
Da. María Elena Matilde Alvarez de Toledo de Val- 
verde, D. Ernesto Alvarez de Toledo, Da. Antoniette 
Alvarez de Toledo de Alvarez de Toledo y Da. Magda- 
lena María Alvarez de Toledo de Lattes, demandando 
a la Provincia de Buenos Aires por inconstitucionalidad 
de los arts. 858 y 859 de su Código de Proceds. Civil y 
Comercial y arts. 54, inc. 3°, y 80 de su ley n* 4195 y re- 
petición de $ 5.427,80 abonados en virtud de esas dispo- 
siciones, intereses, gastos y costas del juicio. 

Fundando su demanda exponen: Que son herede- 
ros de D. Federico y D. Ernesto Alvarez de Toledo, 
quienes en vida convinieron en vender a Da. Matilde 
Díaz Velez, una fracción de campo ubicada en Saladillo 
(partido de la Pcia. de Buenos Aires), inmueble que se 
les había adjudicado a éstos en la sucesión de D. Fede- 
rico Alvarez de Toledo, que tramitó ante los Tribunales 
de esta Capital Federal. 

Que los nombrados señores Alvarez de Toledo para 
dar cumplimiento a lo pactado y no obstante considerar 
que las leyes provinciales — citadas ut supra — eran 
inconstitucionales, procedieron a la protocolización y 
pago corrolativo ordenados en las mismas, lo que se 
higo previo protesto y para evitar el fracaso de la ne- 
gociación. . 

Que el sellado cobrado indebidamente por la deman- 
dada al aplicar el inc. 3, art. 54, ley 4195, fué el 7 % del 
importe de la tasación fiscal del inmueble ($ 775. 400) o 
sea $ 5.427,80 m|n. 

Que en razón de la forma de pago que establece el 
art. 8 de* la ley anteriormente citada no puede acompa- 
ñar el comprobante del mismo; que oportunamente acom- 
pañará el testimonio de la escritura de protesto que fué 
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pasada por ante el escribano de la Ciudadxle La Plata 
D. Gregorio Centurión, al folio 28 del protocolo, con fe- 
cha 13 de julio de 1938. 

Que las normas de la Provincia nombrada, que im- 
ponen la protocolización en un registro local de las de- 
claratorias de herederos dictadas por los jueces de otra 
jurisdicción pugnan contra las disposiciones del art. 7 
de la Constitución Nacional y art. 4 de la ley nacional n 9 
44, como lo ha declarado esta Corte en fallos que cita y 
que si el acto en sí es inconstitucional, igual suerte debe 
seguir oí impuesto percibido en virtud del mismo (art. 
7í)2 y concordantes del Cód. Civil). 

Que corrido traslado de la demanda, fué evacuado a 
fs. 21 por el Dr. Ramón Dolí en representación de la 
Prov. de Buenos Aires, solicitando el rechazo de la ac- 
ción, con costas, a mérito de las siguientes razones: 

Que desconoce los antecedentes administrativos que 
so invocan por la actora, por lo que niega todos los he- 
chos; que se opone a la agregación posterior de cual- 
quier documento que certifique el pago alegado, por 
haberse apartado la contraparte de lo establecido en el 
«rt. 10 de la ley 50. 

Que no habiendo la parte accionante acompañado 
los testimonios de la escritura de protesto, deja a salvo 
su derecho de impugnación, si no se hubieran llenado 
los requisitos necesarios para su validez. 

Que no obstante reconocer los antecedentes legales 
y jurisprudenciales a que se refieren los actores, es- 
pera una revisión del criterio de esta Corte al respecto. 

Que la obligación de protocolizar actos o mandatos 
judiciales en las provincias que así lo exigen^ no está eh 
pugna con lo dispuesto por el art. 7 de la Constitución 
Nacional y ley 44 (modificada por la n 9 5133), ya que 
esas leyes se refieren a las formas extrínsecas 3' vali- 
dez intrínseca de los actos en cuestión y que sobre ello 
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no incide la protocolización que atiende a una necesidad 
de carácter administrativo tendiente a perfeccionar el 
régimen de la propiedad inmueble; medida que afecta 
al orden público, al normal y correcto funcionamiento 
de la organización catastral y de los registros de pro- 
piedad, que así lo considera la Legislatura Provincial, 
no siendo ello revisible por los jueces, quienes tampoco 
pueden juzgar sobre la utilidad, la oportunidad o la 
conveniencia de las leyes, a riesgo de interferir la obra 
de los demás poderes. 

Que es facultad exclusiva de las provincias el Re- 
gistro de la Propiedad y de suyo la protocolización de 
los actos celebrados en otras provincias, sin que ello 
le agregue validez al acto ni se la quite, sino que le da 
lisa y llanamente publicidad, facilita su conocimiento 
y no corresponde a otra rama del derecho que al admi- 
nistrativo. 

Que la ley 4195 vigente en 1938 ordenaba la pro- 
tocolización como trámite previo al registro y fijaba un 
impuesto de sellos a quien cumplía con tales formalida- 
des; que el verdadero carácter de ose impuesto es en 
realidad una tasa y como tal han debido los actores 
abonar el sellado que reclaman ;*que si se han beneficia- 
do con el servicio que ellos han requerido, la obligación 
de pagar que cumplieron es legítima. 

Que la verdadera doctrina es la que surge del dic- 
tamen del Procurador General en el fallo 183, pág. 76, 
en que éste hacía suyo un párrafo de la Cámara Civil 
2 ? que se transcribe. 

Que por todo ello niega que sean inconstitucionales 
los arts. del Cód. de Procds. y de la ley 4195 menciona- 
dos por los actores. 

Que abierta la causa a prueba, se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 77, alegando ambas partes 
sobre su mérito a fs. 63 y fs. 87. 
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Que en su alegato de fs. 87 la demandada plantea 
la falta de acción por parte de los actores, dado que 
pago y protesto correlativo se hizo por cuenta (le la 
compradora como resulta del testimonio de fs. 59; que 
ei no opuso esa excepción al contestar la demanda se 
debió a que no conocía el testimonio citado y que los 
mismos actores afirmaban que el impuesto había sido 
solventado por su cuenta. 

Que a fs. 90 dictamina el Sr. Procurador General 
y a fs. 90 vta. se llaman autos para definitiva. 

Considerando : 

Que en el escrito de demanda de fs. 9, los actores 
afirman que sus antecesores D. Federico y D. Ernesto 
Alvarez de Toledo, abonaron a la demandada, bajo pro- 
testo, la cantidad de $ 5.427,80 ra|n, importe cuya devo- 
lución reclaman. 

Que seg^in la prueba de los mismos, dicho pago 
se hizo por cuenta y orden de la Srta. Matilde Díaz Vé- 
lez, bajo protesto y con reserva del derecho a repetir la 
suma que "indebidamente se le ha cobrado" (ver testi- 
monio de fs. 59 a 62). 

Que de autos no resulta que los actores obren por 
delegación o cesión de esta última. En consecuencia ca- 
recen de acción para promover esta demanda. No es 
exacto que, como se afirma a fs. 85, sólo se trata de que 
la protesta fuera efectuada por un tercero; es el pago 
cuya repetición se demanda lo que efectuó el tercero 
en nombre propio. 

Que no es imprescindible alegar la falta de acción 
en la contestación a la demanda, cuando como en este 
caso, no se funda en una circunstancia que deba ser del 
conocimiento personal e inmediato de la demandada. A 
lo cual se agrega que la escritura de protesto, donde 
consta quién hizo el pago y que no lo hizo en virtud de 
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ninguna representación de los actores, no se acompañó 
con la demanda. 

Que negados en general por la parte demandada 
los hechos no reconocidos expresamente en su contesta- 
ción, incumbía a los actores probar el del pago por ellos 
invocado y que constituía la causa material de su re- 
clamo. Pero si bien se probó que se había pagado a la 
Provincia demandada el importe a que se refiere la 
demanda y que se lo pagó por el concepto que en la mis- 
ma se indica, no hay constancia de la cual resulte que el 
tercero autor de dicha oblación por cuenta propia, trans- 
firiese o cediese en forma alguna a los actores el dere- 
cho a repetir que pudiera asistirle, o que éstos puedan 
invocar subrogación legal a este respecto. 

Por estas consideraciones, se rechaza la demanda. 
Con costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Loic- 
ohi — Rodolfo G. Valen - 

ZUELA. 



JOSE JULIO PLANAS 

SERVICIO MILITAR. 

Hállase exceptuado del servicio militar el ciudadano cuyo 
hermano mellizo cumplió la conscripción. 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, noviembre 4 de 1948. 

Vistos y considerando: 

Que el ciudadano José Julio Planas, nacido el 23 de di- 
ciembre de 1926, solicita su excepción del servicio militar con- 
siderándose comprendido en lo dispuesto por el art. 67, inc. e) 

4 
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do la ley 4707 en rozón de que su hermano mellizo Gervasio 
Nicolás lia cumplido yo sus obligaciones militares. Agrega que 
en la creencia de ser el hermano menor en razón de la hora 
en que había ocurrido el nacimiento, solicitó prórroga para 
cumplir su servicio militar la que le fué concedida debiendo in- 
corporarse a las filas el año próximo. Que una vez otorgada la 
prórroga, personas autorizadas — dice — le sacaron de su error 
enterándose así de que no era el menor de los mellizos como lo 
había creído hasta entonces, sino el mayor por lo que, a su 
juicio, era su hermano Gervasio Nicolás quien debía incorpo- 
rarse, como en efecto lo hizo cumpliendo enteramente el perío- 
do de instrucción, siendo licenciado el 17 de enero del corrien- 
te año. 

Concluye manifestando que no le ha sido posible obtener 
que las autoridades militares anularan su solicitud de prórro- 
ga que a su entender es inocua por haber sido presentada en 
virtud del error en que se encontró acerca de su condición de 
hermano mayor, agregando que dicho prórroga no implica 
cambio de clase; que tanlo él como su hermano pertenecen a la 
clase de 192(i y por lo tanto no pueden ser ambos obligados a 
prestar servicio militar sino solamente uno de ellos: el menor. 

Que la relación que antecede pone de manifiesto que el pe- 
ticionante no sólo estuvo en error al considerarse hermano me- 
nor sino que también lo esta ahora al considerarse e! mayor, 
pues con arreglo o lo establecido en el art. 88, del Cód. Civil 
"si nace más de un hijo vivo en un sólo parto, los nacidos son 
considerados do igual edad"; vale decir que no es ni mayor ni 
menor que su hermano Gervasio Nicolás. 

Que ni la ley 4707 ni la 12.013 pr vén en formo expresa el 
caso de los hermanos mellizos, pues ambas aluden al hermano 
mayor de una misma clase y al menor de la clase siguiente, por 
lo que sólo por vía de interpretación la Corte Suprema declaró 
comprendidos en sus términos a los mellizos (Fallos: 146, 199) 
teniendo especialmente en cuenta para ello, "que según se 
infiere de los arts. 34 y 63 citados y del propio concepto de la 
ley 4707 lo que se ha querido evitar es que dos hermanos per- 
tenecientes o la misma clase abandonen simultáneamente su 
hogar, como ocurriría en el cuso de prevalecer lo doctrina del 
fallo apelado", interpretación que reiteró la Corte en 187, 
145; 183, 68 y 197, 416. 

En el último de los fallos citados la Corte Suprema, con- 
firmando por sus fundamentas la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Rosario, dejó establecido que "el ciudadano que con- 
tribuye al sostenimiento de su madre viuda, cuyo ingreso a las 
filas del ejército coincidiera con el licénciamiento de su her- 
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mano mayor, no se halla comprendido en los casos de exención 
previstos en el art. 6:), inc. b) ye) de la ley 4707", fallo cuya 
doctrina resulta estrictamente aplicable al coso sub judice, por 
cuanto el hermano del recurrente ha sido ya dado de baja co- 
mo surge de su libreta de enrolamiento agregada a fs. 2. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado por el Sr. Proc. Fiscal, resuelvo: No hacer lugar a la 
•solicitud de excepción del servicio militar formulada por el 
ciudadano José Julio Planas. — José Felipe Benites. 



Sentencia dk la CAmaüa Federal 

Bs. Aires, 28 de abril de 1949. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Proc. Fiscal de (-amara, se confirma la sentencia apela- 
da de fs. 16, que no hace lugar al pedido de excepción al ser- 
vicio militar formulado por D. José Julio Planas. — Juan A. 
González Calderón. — Ricardo Villar Palacio. — Saturnino F. 
Funes. (En disidencia). 

Disidencia 

La excepción militar en favor de uno de los hermanos 
mellizos esta implícita en la que establece el nrt. 41, inc. 6 9 , 
primera porte, de la ley 12.913, en favor del mayor de los her- 
manas de una misma clase. Se trata de una excepción cuya 
ratio es claramente comprensible. Se libera en parte de las 
consecuencias de la carga militar a la familia que da dos hijos 
de una misma clase. Por eso la ley, partiendo de la base na- 
tural de que el hijo mayor seríí el más útil al grupo familiar 
exceptúa a éste e impone el servicio militar al hijo menor. La 
excepción del hermano mayor es condicional; siempre que el 
menor preste efectivamente el servicio militar (n 9 53, inc. e) 
del reglamento de excepciones militares). 

Cuando se juzga la excepción de un hermano mellizo, des- 
aparece la ratio legis que dispone sea el mayor, porque no hay 
diferencia de tiempo entre uno y otro nacimiento que dó mejor 
aptitud a uno sobre otro para servir al grupo familiar. La 
discriminación se ha de hacer por otros medios; el mAs indi- 
cado él proveniente de la elección que haga la misma familia, 
exteriorizada, sea por la voluntad expresa de los padrea o la 
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conformidad de los hermanos sin la discordia de aquéllos. El 
Reglamento dispone que la indicación del hermano mayor la 
hará el padre; pero, por lo antes expuesto, juzgo que esa dis- 
posición se sustrae al encuadramiento legal determinado por 
los claros propósitos legislativos. 

Establecido que lo que la ley quiere es que uno sólo pres- 
te el servicio militar, liberando al otro de esa obligación ciuda- 
dana, el caso que se plantea en autos me parece claramente 
resuelto, sin entrar en consideraciones sobre el mérito de la 
afirmación del recurrente que manifiesta ser el hermano mayor 
por haber nacido posteriormente. 

De los dos hermanos mellizos, el que se consideraba me- 
nor, prestó el servicio militar, el peticionante, solicitó pró- 
rroga. En la actualidad pide su excepción arguyendo, lo que 
estimo inoperante, que es el mayor de los hermanos. Aunque 
la prestación del servicio de las armas le resultaría sumamente 
beneficiosa para su formación, juzgando el problema dentro 
de la órbita de los intereses familiares, como lo contempla la 
ley, estimo que la excepción debe otorgarse, pues la elección 
ya ha sido consumada, por haber prestado uno de los herma- 
nos mellizos el servicio militar. No es argumento el que no se 
encuentren conjuntamente bajo bandera, porque esa disposi- 
ción complementaria contempla el caso de los hermanos perte- 
necientes a clases sucesivas (el hermano menor de la clase si- 
guiente), como se desprende con suficiente certeza de la lec- 
tura del inciso 6 V , del art. 41 ya citado. 

Por lo antes expuesto, soy de opinión que corresponde se 
le acuerde al solicitante la excepción militar. — Saturnino F. 
Funes. 



FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de junio de 1949. 

Vistos los autos: " Planas, José Julio — solicitan- 
do excepción del servicio militar", en los que se ha 
concedido a fs. 33 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el art. 41, inc. 6*, del decreto 14.584/46 ratifi- 
cado por la ley 12.913, al contemplar la situación de los 
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hermanos pertenecientes a la misma clase dispone cla- 
ramente que sólo uno de ellos debe cumplir la conscrip^ 
ción, por lo cual exceptúa al mayor. 

Que los hermanos mellizos se hallan comprendidos 
en el caso previsto por la norma citada, puesto que per- 
tenecen a la misma clase. Y debiendo ser considerados 
de igual edad, atento lo dispuesto por el art. 88 del Có- 
digo Civil, la jurisprudencia ha considerado exento del 
servicio militar al hermano mellizo indicado por el 
padre con la conformidad del otro hermano que se 
aviene a cumplir esa obligación. (Fallos: 187, 145). 

Que en el caso de autos no existe siquiera esa difi- 
cultad, puesto que uno de los hermanos ha hecho ya la 
conscripción, por lo cual corresponde, sin duda alguna, 
exceptuar al que aun no la cumplió. 

Por tanto, revócase la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del recurso extraordinario. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Tomás D. Casares. 



PEDRO PONCIANO LANZ Y JORAJURIA Y OTROS 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

PRUEBA: Ofrecimiento y producción. 

Consentida la producción de la prueba, no hay razón 
para impedir la reiteración del oficio solicitada por la par- 
te demandada, que constituye el procedimiento corriente 
para urgir el diligenciamiento de las medidas probatorias 
tramitadas por exhorto. 

PRUEBA: Ofrecimiento >y producción. 

Ño hallándose autorizada por disposición legal, no corres- 
ponde acceder a la fijación de término para la agregación 
de la prueba. 
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FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de junio de 1949. 

Autos y vistos: 

Que la acto ra — que a fs. 166 del cuaderno de prue- 
ba de su parte había manifestado que se opondría a 
cualquier posible pedido de la demandada a fin de ur- 
gir o agregar su prueba pendiente — limita su oposi- 
ción, a fs. 61 del presente cuaderno, a la reiteración del 
oficio solicitada por la contraparte a fs. 59, sin que ello 
obste a la agregación de la prueba pertinente, a cuyo 
efecto requiere se fije un plazo prudencial. 

Que consentida, pues, la producción de la prueba, 
no hay razón para impedir la reiteración del oficio de- 
cretada a fs. 60, desde que la misma constituye el pro- 
cedimiento corriente para urgir el diligenciamiento de 
las medidas probatorias tramitadas por exhorto — Fa- 
llos: 185, 44—. 

Que no hallándose autorizada por disposición legal, 
no corresponde acceder a la fijación del término que 
se pide. 

En su mérito, reitérese el oficio como está decre- 
tado a fs. 60. Sin costas por no encontrar el Tribunal 
mérito para imponerlas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ohi — Tomás D. Casares. 
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CARLOS ANTONIO AGÜERO v. UNIVERSIDAD NACIO- 
NAL DE CORDOBA 

UNIVERSIDAD. 

La decisión por la que se supedita a la prestación del 
juramento la entrega del diploma de procurador a quien 
rindió satisfactoriamente las pruebas de suficiencia im- 
puestas por el régimen docente de la carrera respectiva, 
no corresponde al orden "interno, disciplinario, adminis- 
trativo o docente/' de la Universidad que la ha adoptado. 
Ese requisito constituye una condición extrauniversitaria 
puesta a la obtención de un título profesional habilitante, 
cuya imposición no es facultad privativa de la Universi- 
dad ni del Poder Ejecutivo Nacional, y no es, por ende, 
ajena al control judicial. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión jiw- 
ttciable. 

Siendo formalmente hábil la vía judicial para reclamar 
la entrega del título universitario a que pretende tener 
derecho el recurrente sin .sujetarse a la prestación del res- 
pectivo juramento, procede el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia que rechaza la demanda interpretando las 
disposiciones de la Constitución Nacional sobre el derecho 
de trabajar y la libertad de cultos en sentido opuesto al 
sustentado por el apelante. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Normas constitucionales. 

No hallándose en discusión una determinada fórmula del 
juramento universitario ni aquéllo sobre lo cual recae la 
promesa exigida mediante aquél. s¡no tan sólo la constitu- 
cionalidad de ln imposición do eso requisito, es inadmi- 
sible la invocación del art. 30 de la Constitución Nacional 
hecha por el recurrente, contra la sentencia que rechaza la 
demanda tendiente a que se le entregue el título de pro- 
curador sin dicha formalidad, toda vez que ese precepto 
tiene por objeto substraer al juzgamiento de los magistra- 
dos las acciones privadas que de n ; ngún motlo ofenden a 
lrt moral y el orden público, mientras en el caso de autos 
dicha condición se impone por razones de orden público 
y lo que el interesado pretende es que se le exima de él. 



140 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
profesar el culto. 

\_ La libertad de conciencia consisto en no ser obligado 9 un 
acto prohibido por la propia conciencia, sea que la prohi- 
bición obedezca a creencias religiosas o a convicciones mo- 
rales. La existencia del juramento referente al fiel ejer- 
cicio de la profesión y al cumplimiento de las leyes respec- 
tivas — considerado en sí mismo y con prescindencia de 
su fórmula, respecto de la cual no se ha hecho cuestión — 
como requisito impuesto por autoridad legítima para la 
entrega del título universitario, no es violatoria del de- 
recho de ejercer libremente el culto. 

Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 16 de junio de 1948. 

Vista: la demanda de Carlos Antonio Agüero contra la 
Universidad Nacional de Córdoba, por entrega de diploma; y 

Resultando: Que el actor expone que graduóse de Pro- 
curador en las promociones del año precedente y que el 23 de 
abril pidió que se le eximiera de prestar el juramento de 
práctica en el acto de la entrega de su diploma por ser ello 
incompatible con sus convicciones religiosas, pues pertenece a 
la Iglesia Evangélica Bautista; transcribe el versículo 33 del 
Cap. V del Evangelio según S. Mateo, o sea, el Sermón de la 
Montaña pronunciado por Nuestro Señor Jesucristo en la parte 
que predica contra el juramento, y también el 12 del Cap. V 
de la Epístola Universal del Apóstol Santiago, quién a quien 
jura le predice la condenación eterna. El interventor de aqué- 
lla denególe el pedido y, asimismo, el Ministro de Justicia e 
Instrucción Pública ante quien recurriera de la denegatoria; 
se reserva el ejercicio de cualquier acción por daños derivada 
de la privación del ejercicio de su profesión; e invocando los 
arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional y el inc. 2* del 531 
del C. Civil, pide se dirima nomás el juicio por tratarse de una 
cuestión de derecho; y que — no obstante que propone una fór- 
mula para reemplazar la del juramento — se condene a la Uni- 
versidad a la entrega del diploma sin tal formalidad, con 
costas (fs. 1-3). 

Que, representada por el Dr, Enrique Otero Caballero, la 
demandada replica admitiendo los hechos expuestos por el ac- 
tor; que la fórmula que éste propone es conciliable con la 
reglamentaria y que San Agustín interpreta diversamente el 
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texto evangélico transcripto; que ella extiende su título a quie- 
nes cumplan con las condiciones reglamentarias, entre las cua- 
les, lá del juramento al serles entregado; que no se coartan las 
libertades constitucionales invocadas ni es aplicable el disposi- 
tivo civil aludido, porque a nadie se obliga mudar de religión 
cuando ingresa a cursar estudios a la Institución. Pide el 
rechazo de la demanda (fs. 7-9). 

Que correspondiendo el fuero federal por razón de la, 
materia y de la persona demandada, y siendo sólo de derecho la 
cuestión planteada, se llaman los autos para sentenciarlos; y 

Considerando : 

Que el punto a resolverse es el concerniente a la constitu- 
cionalidad del juramento respecto de quienes no comparten el 
credo religioso según el cual está redactado. Ahora bien: Ga- 
rantiza nuestra Carta Fundamental, entre otras libertades, la 
de conciencia y la de cultos, proclamadas por las Revoluciones 
Norteamericana y Francesa, que hicieron de lábaro en la que 
entre nosotros entroncó en 1810 y que fueron introducidas en 
aquélla al soplo generoso del liberalismo filosófico y romántico 
de la clase pensante que en su tiempo nos la diera. 

La libertad de conciencia la cnarbola la Constitución cuan- 
do en su art. 19 declara que el gobierno y juzgamiento de las 
acciones privadas pertenece al fuero interno de los individuos. 
De tal modo tales acciones han quedado exentas de la autori- 
dad de los magistrados, prohibiendo así el allanamiento de 
aquel fuero, que, so color de reprimir el pecado, el derecho 
español acordara a los virreynales para vilipendiar, despojar, 
torturar e incinerar en cuerpo o efigie al que cometía el d? lesa 
catolicidad. Consecuentemente, los individuos pueden practi- 
car los actos y los oficios de su confesión particular, cuando 
menos, al reparo de sus hogares — cuya inviolabilidad garanti- 
za el art. 18 — y donde es corriente tengan lugar las manifesta- 
ciones de la vida íntima. Poro es más : con arreglo a los arts. 14 
y 20, la Constitución reconoce a«todos los individuos el derecho 
de profesar libremente sw culto, esto es, el de practicarlo pú- 
blicamente, que, desde luego, no es concesión ni tolerancia, 
corresponde tanto a los nativos como a los foráneos, con lo que 
aquélla ha consagrado asimismo la igualdad religiosa. De otra 
parte, la Constitución también consagra la igualdad confesio- 
nal: no distingue respecto de los diversos credos, ni establece 
privilegios entre ellos salvo su preferencia por el católico, al 
que sostiene pero no impone. Desde luego, aquellos derechos 
implican la libertad de conciencia y la de cultos; pero tienen 
su** limitaciones, impuestas por la convivencia social: ellas 
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pueden y deben usarse conforme las leyes que sin alterarlas 
reglamenten su ejercicio. En cuanto a la secunda, el Estádo 
recula su ejercicio mediente los poderes de policía, tutelares 
de la armonía y buena conducta de los individuos. De consi- 
guiente, es inconstitucional la reglamentación que obliga a 
prestar juramento a quien su credo se lo prohibe, pues, por 
otra parte tampoco admite que el juramento sea prestado " se- 
gún la forma autorizada por sus creencias religiosas", como 
lo autoriza y ordena el art. 296 para los testigos en el proce- 
dimiento penal. 

Que la denegación del título obstaría para que el actor 
ejerciese una industria lícita, que. como profesión, igualmente 
se garantiza a los extranjeros — arts. 14 y 20 de la Constitución 
Nacional . 

Que, además, por analogía, si la facultad reglamentaria del 
P. E. Nacional se le atribuye bajo la condición de no alterar 
el espíritu de la ley que reglamenta — art. 86. inc. 2 9 — ; debie- 
ron preverse distintas fórmulas de juramento para quienes 
son de distintas creencias o religiones o para quienes no la 
tienen, supuesto que admitióse por el Presidente de la Nación 
en ocasión de entregarle un pectoral al Obispo del Chaco. 

Que, asimismo, existe un contrato tácito entre el educando 
y el educador, en la especie, de obligaciones sometidas a la 
condición de que aquel cumpla con las que le son propias, tal 
como la de aprobar las materias requeridas para obtener su 
título. Siendo así, la condición que somete su otorgamiento a la 
prestación del juramento según la fórmula de una religión 
determinada que no es la propia de quien deba prestarlo, está 
viciada de nulidad conforme al inc. 2 9 del art. . r >.'?l del C. Civil. 

Por todo lo expuesto. Fallo: Habiendo lugar a la demanda 
y declarando que la Universidad Nacional de Córdoba debe 
entregar su título de Procurador a D. Carlos Antonio Agüero 
sin la formalidad reglamentaria del juramento. Con costas. — 
R. Barrara Mármol. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, octubre 27 de 1948. 

Vistos y considerando: 

El Sr. Vocal Dr. Allende, dijo: En cuanto al recurso de 
nulidad : 

Que el actor ha fundado la nulidad de la sentencia en la 
omisión del Inferior al no pronunciarse sobre si la materia 
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discutida en esta litis cae o no bajo jurisdicción judicial por 
tratarse de facultades privativas de la Universidad cuyo ejer- 
cicio no puede reveerse por otro poder del Estado. 

Que como reiteradamente lo ha sostenido la Corte Supre- 
ma y esta Cámara, la omisión de pronunciamiento sobre uno 
de los pedidas do la demanda, es causal de agravio y no de 
nulidad; y el hecho de que el Juez no tiene en consideración 
todos y cada uno de los argumentos que las partes aduzcan 
para sostener la procedencia o improcedencia de la acción en- 
tablada, no puede fundar el recurso de nulidad, porque nin- 
guna ley se lo ordena, ni el dejar de hacerlo implica violación 
de las formas v solemnidades de los juicios que prescriben las 
leyes, ni del derecho de defensa. C. S. : 68, 138; 94, 149; 123, 
285 entre otros. 

Que atento las razones expuestas, el recurso de nulidad 
debe rechazarse. 

En cuanto al recurso de apelación: 

Que en ejercicio de la facultad que acuerda a la Univer- 
sidad su Estatuto, ella ha reglamentado las condiciones y for- 
malidades que deben cumplirse para la recepción de grados aca- 
démicos y otorgamiento de títulos y diplomas. 

Que entre esas formalidades se ha instituido la del jura- 
mento para ligar la conciencia del graduado con el fiel cum- 
plimiento de sus deberes, configurando su profesión como la 
imagen de un sacerdocio, bajo la advocación de supremos va- 
lores del espíritu : Dios y la Patria o por la Patria y el Honor. 

Que el principio de la libertad de creencias religiosas, que 
invoca el actor, apoyándose en preceptos constitucionales, no 
es óbice a la precedente consideración y así lo ha entendido 
la propia Ley Fundamental al ox-iirir imperativamente la 
prestación del juramento, como requisito ineludible y previo 
al desempeño de las mas altas magistraturas en los tres pode- 
res del Gobierno Nacional (arts. f>9. 80 y 08 de la Const. Na- 
cional ) . • 

Que no siendo optativas las disposiciones de las ordenan- 
zas universitarias, están obligados a someterse a ellas los que 
se acogen a los beneficios que la Universidad otorga a sus alum- 
nos, ya en forma de exámenes o de recepción de títulos o gra- 
dos' "sin que puedan eximirse de su cumplimiento por diver- 
gencias religiosas, filosóficas o de cualquier otra índole. 

Que es incuestionable y evidente la facultad del Estado, 
para fijar las condiciones mediante las cuales ha (te autorizar 
el ejercicio de profesiones y carreras científicas, adquiridas 
en sus institutos oficiales, que no miran precisamente a los 
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intereses individuales, sino al bien social que esas disciplinas 
redundan a la colectividad. 

Que eximir del juramento al actor equivaldría a consa- 
grar la inocuidad de la ordenanza, admitiendo excepciones 
que ella no autoriza, abrogando de hecho su fuerza obligatoria. 

Por lo expuesto, corresponde revocar el fallo apelado y en 
consecuencia, rechazar la demanda. 

El Sr. Vocal Dr. Aliaga, dijo: En cuanto al recurso de nulidad: 

Que el recurrente, en su escrito de agravios funda la nuli- 
da del fallo de primera instancia, en la circunstancia de que el 
a quo ha omitido hacer referencia a la cuestión fundamental 
articulada en el N* 2 de su contestación a la demanda (fs. 8 
y vta.), donde negó, dice, en forma terminante y categórica, 
que la materia discutida ca}'era bajo la jurisdicción judicial 
por tratarse de facultades privativas de las Universidades, 
concluyendo en sostener que la sentencia es nula por omisión 
de pronunciamiento sobre un punto fundamental de la litis 
y como la Cámara, dice, no puede resolver este punto origina- 
riamente por que iría contra el sistema de la organización judi- 
cial que instituye la doble instancia, pide que, anulado el fallo, 
con imposición de costas, se ordene la devolución de los autos 
a quien corresponda, para que sean sentenciados con arreglo 
a derecho. 

Que como se advierte de la propia exposición del recurren- 
te, éste no ha opuesto una excepción de previo y especial pro- 
nunciamiento sobre incompetencia de jurisdicción, 6Íno que 
acatando la jurisdicción del a quo *e ha limitado a dar una 
razón de fondo que a su juicio sería bastante para desestimar 
la demanda. 

Que como tantas veces se ha dicho, los jueces no están obli- 
gados en sus resoluciones a tomar en cuenta todas y cada una 
de las razones en que funden sus pretcnsiones las litigantes, 
sino sólo aquellas que a su juicio sean suficientes para la deci- 
sión a que arriben c& sus pronunciamientos, pudiendo adoptar 
algunas o todas las conclusiones de un litigante o dar otros 
motivos distintos a los invocados por ellos. 

Que tampoco es exacto que la nulidad del fallo en el caso 
obligaría al Tribunal a devolver la causa a primera instancia 
para ser nuevamente sentenciada por quien corresponda, por- 
que con arreglo al art. 236 del C. de Proced. en lo Ped., al 
anular el fallo por las formas de la sentencia dictaría directa- 
mente la resolución que correspondiera al fondo del asunto. 

Que además la falta de pronunciamiento sobre una de las 
razones aducidas al trabarse la litis, si resultara necesaria para 
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la decisión de la causa, puede hacerse valer nuevamente ante 
el Superior, y subsanarse así, ante éste, mediante el recurso 
de apelación, el defecto que se señala al fallo en recurso. 

Que siendo esto así, la sentencia apelada, que contiene 
decisión expresa, positiva y precisa sobre el fondo del asunto, 
se conforma al precepto del art. 13 de la ley 50 y no corres- 
ponde sea anulado. Así debe resolverse. 

En cuanto al recurso de apelación: 

Que no existe discrepancia alguna sobre las hechos en que 
se basa la presente litis, la qne se ha «considerado y resuelto 
en primera instancia como una cuestión de puro derecho. 

Que el actor Sr. Agüero, después de cursar v aprobar en 
la Universidad de Córdob? todos los estudios reglamentaria- 
mente exigidos para obtener su título de Procurador, no puede 
conseguir el diploma respectivo, porque aquélla le exige que 
preste el juramento correspondiente en alguna de las distintas 
formas preestablecidas en esa Casa de Estudios, y él se niega 
a hacerlo, porque su religión, como Cristiano Evangelista Bau- 
tista, le prohibe dice, jurar en forma alguna, por lo que recu- 
rre a la justicia a fin de que se disponga u ordene la entrega 
de aquél sin satisfacer ese requisito. 

Que la petición del actor ha sido antes desestimada por el 
Interventor de la Universidad y luego por el Ministerio de Ins- 
trucción Pública, por lo que espera obtener mediante la vía 
judicial lo que le denegó la autoridad administrativa. 

Que si bien el art. 100 de la Constitución Nacional ha 
conferido a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de 
la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que 
versen sobre puntos regidos por la Carta Fundamental y las 
leyes de aquélla, esa atribución, sin embargo, no faculta a los 
jueces para revocar los actos del Poder Administrador en los 
casos de su competencia, y donde obrando como autoridad y 
no como persona, jurídica dicta las normas a que han de suje- 
tarse los actos que aquél realiza con los particulares. 

Que esa consideración es fundamental para la resolución 
del presente caso. Las Universidades Argentinas con autarquía 
suficiente por las leyes de la Nación, son organismos de ésta, 
y cuando dictan planes de estudio o fijan las normas para otor- 
gar títulos profesionales a los alumnos que cursan en sus aulas, 
y llenan las pruebas de competencia, realizan actos de derecho 
administrativo, como poder y no como persona jurídica, por lo 
que los jueces no pueden reveer esos actos aunque se lesione 
algún interés particular, desde que no hay en tal caso una 
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oausa civil de aquéllas que la Constitución y tas leyes de la 
Nación han puesto bajo la tutela del Poder Judicial. 

Que por eso ha dicho la Corte Suprema en casos análogos 
al presente, que en general, el nombramiento de los empleados 
administrativos, la conservación de sus empleos, etc., son mate- 
rias ajenas al derecho común y no constituyen un contrato 
enlre lo Nación y dichos empleados. Fallos: t. 22, p. 37 y 99 
p. 309. Y en el que se registra al t. 166 p. 264, el mismo Alto 
Tribunal declaró: 44 La justicia no tiene una misión tutelar 
respecto al P. E. en el manejo de la cosa pública. Y cuando 
e9te Poder nombra, remueve o declara una cesantía, procede 
como entidad pública, encargada de dar las directivas que 
crea conveniente a los negocias del Estado y no como persona 
jurídica o entidad del derecho privado", y más adelante agre- 
ga: 14 es lo cierto que el Poder Judicial no puede, sin extralimi- 
tarse en sus facultades, intervenir en el gobierno de una Uni- 
versidad Nacional, revocando la resolución tomada de acuerdo 
con la ley y sus reglamentos' 1 como en el caso en que declara 
indispensable para otorgar un título profesional que el peti- 
cionante preste el juramento correspondiente en cualesquiera 
de las formas que sus disposiciones determinan. 

En su mérito, corresponde revocar el fallo apelado y re- 
chazarse la demanda interpuesta. 

El Sr. Vocal Dr. Otero Capdevila, dijo: En cuanto al recurso 
de nulidad : 

Que es de uniforme jurisprudencia la improcedencia de 
tal recurso fundado en agravios reparables por el recurso de 
apelación, por cuanto carece de objeto ya que en este último 
pueden exponer todo cuanto consideren pertinente a la mejor 
defensa de sus derechos e intereses. C. S. : t. 181, p. 257; 191, 
p. 417. consid. 2 9 , últ. parte; y 195 p. 190 y 360, entre otros. 
Por ello se desestima dicho recurso. 

En cuanto al recurso de apelación-. 

Que ('arlos Antonio Agüero demanda a la Universidad Na- 
cional de Córdoba la entrega del diploma de Procurador qufl 
dice \e corresponde por haber aprobado las respectivas prue- 
bas que requiere, sin ta prestación del juramento, que el actor 
conceptúa simplemente de práctica, por ser éste incompatible 
con sus convicciones religiosas, amparadas por los arts. 14 y 19 
de la Const. Nacional y 531, ine. 2° del Cód. Civil. 

Que citada a derecho la demandada y comunicado el tras- 
lado de la demanda, el Dr. Otero Caballero, en su representa- 
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ción manifiesta que en el caso no se refiere a materia que 
caiga bajo la jurisdicción judicial sino que se pretende el in- 
cumplimiento de un requisito preestablecido para la obtención 
del título profesional, cuya exigencia es facultad privativa de 
la Universidad, no siendo de aplicación al caso las disposiciones 
legales en que el actor funda su pretensión. 

Que las partes convienen en que se trata de un litigio de 
puro derecho, en el que se han reconocido los hechos que lo 
motivan y la reglamentación universitaria a que se hace refe- 
rencia y exige el aludido juramento. Que en primer término, 
por su naturaleza, debe juzgarse la procedencia de la jurisdic- 
ción, que ha sido negada por la demandada. 

Que las relaciones de derecho entre el actor y la deman- 
dada, no nacen de un contrato civil, sino de un acto de imperio 
o mando del Poder Administrador del Estado, por intermedio 
de la Universidad a la que ha investido de amplias facultades 
y poderes para orientar y dirigir la instrucción superior, con 
sujeción a la Ley Avellaneda y las reglamentaciones dictadas 
por los organismos que la ley ha creado para el manejo de esos 
determinados intereses, las que en tal virtud han podido exigir 
requisitos especiales para expedir los títulos que otorga. 

Que es inadmisible que un poder extraño, como el judicial, 
venga a dejar sin efecto disposiciones reglamentarias estatuidas 
por el Poder Administrador en materia que le es privativa, 
porque afecten intereses particulares, pues ello implicaría, 
como reiteradamente lo ha dicho la Corte Suprema, "no sólo 
la supeditación de un poder a otro y la ingerencia en funcio- 
nes ajenas a su competencia técnica, sino también hacer pre- 
valecer un interés privado sobre el interés superior de la ins- 
titución pública". 

Que la declaración judicial pretendida por el actor, im- 
plicaría extralimitar sus facultades al intervenir en el gobierno 
de la Universidad revocando resolución tomada en mérito de 
disposiciones legales y reglamentarias y privativas a ésta como 
queda dicho. 

Que la inconstitucionalidad de la reglamentación que exi- 
ge el juramento previo a la obtención del título, por ser ella 
contraria a la disposición de los arts. 14 y 19 de la Carta 
Magna, debe desestimarse en razón de que tal exigencia no pue- 
de conceptuarse vulneratoria de las indicadas disposiciones 
desde que, como lo reconocen las partes son diversas las formas 
de jufamento que la Universidad permite, en forma que los 
egresados puedan adoptar cualquiera, aun alguna no ligada a 
las creencias religiosas, como que lo pueden hacer por el honor. 

Por tales consideraciones, opino debe revocarse la resolu- 
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cion apelada con la declaración de que el caso escapa de la 
jurisdicción judicial. Sin costas. 

En atención al resultado de los votos que anteceden, por 
unanimidad, se resuelve: No hacer lugar al recurso de nulidad 
interpuesto y revocar la sentencia apelada, rechazándose en 
consecuencia la demanda, sin costas en ambas instancias, en 
atención al carácter de este pronunciamiento. — Luis M. Allen- 
de. — Miguel A. Aliaga. — Rodolfo Otero Capdevüa. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

V. E. tiene resuelto que 4 'todo pronunciamiento de 
las universidades en el orden interno, disciplinario, 
administrativo y docente de su instituto no puede ser 
revocado por juez alguno del orden judicial, sin que 
éste invadiera atribuciones inconfundibles de otras au- 
toridades con autonomía propia" (166: 264; 172: 429). 
El fundamento de ello radica en la circunstancia de 
que la ingerencia del Estado en el régimen de ciertas 
profesiones consideradas de interés social se origina 
en el ejercicio del poder de policía. "En virtud de ese 
poder de policía — dice, en efecto, Bielsa — el Estado 
puede prohibir la actividad profesional de aquellas 
personas que no han acreditado competencia ante los 
órganos técnicos del propio Estado, órganos que, por 
lo demás, no siempre son las universidades. Por eso es 
erróneo confundir libertad de enseñanza (y, se podría 
agregar, para el caso, libertad de culto), que existe en 
todos los ciclos con las limitaciones de orden público, 
con libertad de ejercicio profesional, que es cuestión 
reglamentada especialmente por el poder de policía" 
(Derecho Administrativo, ed. 1947, t. III, p. 70). 

No estamos, en consecuencia, frente a una causa, 
cuya solución competa naturalmente al Poder Judicial 
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y, por ello, es errónea la vía del juicio ordinario elegi- 
da por el actor, tal como se destaca en los fundamentos 
del fallo apelado (fs. 113). 

Ello no significa afirmar que el ejercicio del po- 
der de policía sea discrecional en forma ilimitada; pero 
sí que la reparación de los supuestos agravios consti- 
tucionales alegados en autos debió intentarse directa- 
mente ante V. E. — aún por la vía del recurso de he- 
cho — una vez agotada la instancia jurisdiccional perti- 
nente mediante decisión del propio Poder Ejecutivo 
Nacional. 

Procede, por tanto, en mi opinión, declarar mal 
concedido el recurso extraordinario de fs. 126. — Bs. 
Aires, febrero 16 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA OORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 30 de junio de 1949. 

Vistos los autos * 4 Agüero Carlos Antonio c./ Uni- 
versidad Nacional de Córdoba s./ entrega de diploma 
en los que se ha concedido a fs. 135 el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando: 

Que la decisión universitaria de que se trata en es- 
ta causa no corresponde al orden 4 'interno, disciplina- 
rio, administrativo o docente" de la Universidad que 
la ha adoptado. El requisito del juramento al cual se 
supeditó la entrega del diploma requerido por el actor 
luego de haber rendido satisfactoriamente todas las 
pruebas de suficiencia impuestas por el régimen docen- 
te de la carrera respectiva es, en realidad, una condi- 
ción extrauniversitaria puesta a la obtención de un tí- 
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tulo profesional habilitante, cuya imposición no puede 
considerarse facultad privativa — y por ende ajena al 
contralor judicial — , ni de la Universidad ni del Poder 
Ejecutivo Nacional, pues está potencialmente en juego 
la posibilidad de ejercer un derecho reconocido por la 
Constitución Nacional. 

Que la vía judicial elegida para obtener el título 
— condición primera del ejercicio del derecho a traba- 
jar en la profesión lícita de que se trata — , ha sido, 
pues, formalmente hábil. Y como existe pronunciamien- 
to sobre la cuestión constitucional en la sentencia de 
fs. 54, revocada a fs, 113, el recurso extraordinario, 
debidamente fundado a fs. 126, está bien concedido. 

Que como expresamente lo reconoce el recurrente, 
está en tela de juicio la constitucionalidad de la imposi- 
ción del juramento considerado en sí mismo y no nin- 
guna determinada fórmula dé él (fs. 126, 130 vta., etc.), 
ni aquello sobre lo cual recae la promesa exigida me- 
diante el mismo (fs. 2 vta.). 

Que no es admisible la invocación del art. 30 de la 
Constitución Nacional, porque este precepto tiene por 
objeto substraer al juzgamiento de los magistrados las 
acciones privadas que de ningún modo ofenden a la 
moral y el orden público, mientras en este caso se im- 
pone un acto determinado por razones de orden público 
y lo que el recurrente pretende es que se le exima de él. 

Que desechado este fundamento del recurso ha de 
considerarse si la imposición aludida comporta viola- 
ción del derecho a profesar libremente el culto, pues 
el que profesa el recurrente le prohibiría, según el mis- 
mo, la prestación de juramento alguno. 

Que como quedó expresado, la norma legal respec- 
tiva obliga al recurrente a prestar el juramento en 
cuanto aquél requiera que se le otorgue el título habi- 
litante de que se trata. Cabe, pues, observar, por de 
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pronto, que la situación es análoga a la que crea el ju- 
ramento exigido por la propia Constitución — a cuyo 
amparo se acoge el recurrente — , como solemnidad" que 
condiciona el desempeño de las funciones públicas (arts. 
32, 52, 60, 81 y 93). 

Que dada la naturaleza de la libertad de conciencia 
que el actor invoca importa determinar su alcance con 
respecto al acto en cuestión comenzando por conside- 
rarla en sí misma, abstracción hecha de la relación en 
que se halle con determinadas exigencias del orden ju- 
rídico positivo a las que es anterior. * 

Que dicha libertad consiste en no ser obligado a 
un acto prohibido por la propia conciencia, sea que la 
prohibición obedezca a creencias religiosas o a convic- 
ciones morales. 

Que en todo juramento ha de distinguirse la invo- 
cación solemne del Testigo ante el cual es hecha o re- 
querida la aserción o la promesa, del contenido de estas 
últimas. Respecto a lo primero reconoce el actor que 
no se le ha hecho cuestión de una determinada fórmu- 
la, con la cual no desaparecería sin embargo el pro- 
blema para él porque sostiene que toda forma de ju- 
rar le está prohibida. En cuanto a lo segundo no pre- 
tende que la promesa exigida comportara violencia 
alguna de conciencia. Ni hubiera podido pretenderlo 
refiriéndose como se refería sólo al desempeño fiel de 
la respectiva profesión y al cumplimiento de las leyes 
en ocasión y con motivo de dicho ejercicio. Por eso pro- 
pone a fs. 2 vta. una modalidad de ella que contiene la 
misma materia del juramento pero sin la formalidad 
de este último. 

Que cuando, como en este caso, el juramento es 
exigido por una autoridad legítima, es la autoridad que 
lo requiere quien invoca el solemne testimonio a que se 
hizo referencia. Por ello el acto sólo compromete la con- 
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ciencia de quien jura en orden al objeto de la promesa. 
Por ende, si no se alega que la promesa misma reque- 
rida violente la conciencia, — lo que ya se dijo que no 
sucede en este caso — no es admisible que se haga cues- 
tión de la solemnidad con que la autoridad entiende que 
debe requerirla. Tanto menos cuanto que, como se ex- 
presó al principio, en este caso la solemnidad está en 
estricta congruencia con el orden institucional de la 
comunidad de que el actor es miembro (Constitución 
Nacional, Preámbulo, invocación final, y artículos ci- 
tados en íl considerando gexto). 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia 
del recurso. 



Si bien el art. 20 de la ley N 9 13.030 dispone que el per- 
sonal de la policía de territorios estará sujeto a la superin- 
tendencia del juzgado letrado, estableciendo las correc- 
ciones disciplinarias de que puede hacerse pasible, no lo 
autoriza para dictar reglamentaciones sobre esa materia, 
cuya conveniencia debe ser previamente sometida a la 
Corte Suprema que, en ejercicio de las facultades que le 
confiere el art. 10 de la ley 4055, puede adoptar las dis- 
posiciones reglamentarias que juzgue oportunas. 



Felipe S. Pérez 
Valenzuel a 
Casabes. 



Rodolfo G. 
Tomás D. 



MARIO DE LA FUENTE 




Sentencia del Juez Letrado 



Viedma, febrero 17 de 1949. 



Autos y vistos: La conveniencia le^al de reglamentar con 
un criterio de orden y equidad las facultades disciplinarías 
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que el Estatuto Orgánico de la Policía de los Territorios (ley 
13.030) en su art. 20, confiere al Juez Letrado, y 

Considerando : 

P) Al establecer el Estatuto que la sanción disciplina- 
ria se aplicará previo informe de descargo del interesado, ha 
incorporado a su reprimen interno el clásico principio constitu- 
cional de que " ningún habitante de la Nación puede ser pena- 
do sin juicio previo", e ifrualmente de que 4 'es inviolable la 
defensa en juicio" (art. 18) ; disposiciones que han sido inter- 
pretadas en forma constante y reiterada por la Suprema Corte 
de Justicia, lo mismo que por todos los tribunales del país, en 
el sentido de que nadie puede ser condenado sin ser oído. 

2') El momento adecuado para apreciar el trabajo del 
Preventor, estimando su labor como distinguida, normal o de- 
ficiente, es cuando se dicta la sentencia, ya que en esa oportu- 
nidad se ha realizado un estudio detenido y completo de la 
causa. Pero a veces ocurre que estando una sentencia ya dic- 
tada, no se la puede notificar a las partes porque hay que espe- 
rar la llegada del "descargo" de un Instructor a quien se ha 
requerido explicaciones por las fallas del sumario, espera que 
se prolonga excesivamente cuando el funcionario está en uso 
de licencia. 

3 9 ) Que motivos de esta naturaleza, sin importancia ju- 
rídica, de ningún modo deben demorar los efectos legales de 
una sentencia criminal, en que están comprometidos intereses 
superiores de orden individual y social. 

Por estos fundamentos y en ejercicio de la Superintenden- 
cia que el citado Estatuto le acuerda al Juzgado Letrado, 

Resuelvo : 

A) Antes de dictarse resolución definitiva en que se apli- 
que una sanción disciplinaria a un Preventor, debe requerirse 
de Jefatura de Policía, como elementas de juicio complemen- 
tarios, la remisión de su foja de servicio, expresando el con- 
cepto que le merece y los demás antecedentes e informes que 
estime pertinentes. 

B) La sanción disciplinaria que se imponga a un Ins- 
tructor en la sentencia no producirá ningún efecto mientras 
no se dicte resolución definitiva que la revoque o confirme, 
teniendo a la vista el descargo del interesado y los mencio- 
nadas informes de Jefatura. 

C) Comunicada a Jefatura la sanción y las razones que 
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la determinan, ésta le correrá traslado al P re ventor por diez 
días hábiles y perentorios, para que haga su descargo. Si de- 
jara vencer dicho plazo sin hacerlo, queda confirmada la san- 
ción de pleno derecho, haciéndose innecesario los informes de 
Jefatura. 

D) Si el Instructor estuviese de licencia, Jefatura co- 
municará esta circunstancia al Tribunal y reservará las actua- 
ciones hasta que reasuma sus funciones. 

E) El actuario extraerá del proceso criminal que motiva 
la sanción, testimonio de las piezas que corresponda, con las 
que se formará expediente por separado, que contenga todas 
las actuaciones que origine la sanción disciplinaria. Dicho ex- 
pediente 6e caratulará: "N. N. s./ sanción disciplinaria en la 
causa n 9 . . . año . . . seguida a N. N. por el delito de. - . '\ 

F) Remítase a Jefatura de Policía copia autorizada de 
esta resolución para que tome conocimiento y la haga conocer 
a los Preventores por medio de la Orden del Día. 

G) Notifíquese al Fiscal y al Defensor de Pobres y Me- 
nores, regístrase y remítase copia autorizada a la Suprema 
Corte de Justicia y Cámara Federal de Bahía Blanca y Mi- 
nisterio del Interior. — A. Mario de la Fuente. 



Sentencia de la CAmara Federal 

Bahía Blanca, mayo 19 de 1949. 

Y vistos: 

Respóndase a la Excma. Corte Suprema de Justicia que 
este tribunal, conforme a lo que resulta de lo informado por 
Secretaría, declinó decidir acerca del punto tocado por la reso- 
lución del Sr. Juez Letrado de Viedma, por cuanto éste incide 
sobre la superintendencia de orden general reglamentario y 
preceptivo que corresponde a la Corte Suprema, teniendo en 
cuenta que de la copia remitida por dicho Juez resultaba que 
este magistrado hacía conocer igualmente al Alto Tribunal su 
resolución. La Cámara, por vía informativa, cree preciso, en 
la presente oportunidad, opinar que la resolución que origina 
estas actuaciones excedería facultades, al dictar reglamenta- 
ción que corresponde a los tribunales de superintendencia, salvo 
que una decisión interpretativa estableciera que dicha facultad 
existe, radicada en cada tribunal o magistrado, limitada a lle- 
nar vacíos de reglamentación dentro de la propia jurisdicción 
circunscripcional y mientras no sobrevengan normas de aplica- 
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ción general, dictadas por la Suprema Corte de Justicia. Sería 
útil dicha declaración jurisprudencial y encuadrada dentro de 
los precedentes que, mediante la propia vía de jurisprudencia, 
han llegado a delimitar, con el apoyo y base de los preceptos 
legales, las esferas de superintendencia de cada grado judi- 
cial. — Ernesto Sourrouüle. — Benjamín de la Vega. — San- 
tiago Berge Vila. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El Dr. Mario de la Puente, juez letrado de Viedma, 
Río Negro, eleva a V. E. copia de la resolución que ha 
dictado reglamentando las facultades disciplinarias que 
confiere el art. 20 de la ley 13.030. 

Esta prescripción establece, refiriéndose al perso- 
nal de la Policía de Territorios: "Dicho personal, a 
excepción del jefe, estará sujeto a la superintendencia 
del Juzgado Letrado, el que podrá imponer las correc- 
ciones disciplinarias de amonestación y apercibimientos, 
por faltas o transgresiones en el desempeño de sus de- 
beres de policía judicial, previo informe de descargo 
que requerirá al inculpado; notificándose por interme- 
dio de la Jefatura. De igual modo se comunicarán las 
faltas al Jefe de Policía, cuando se considere necesario 
la aplicación de una pena disciplinaria mayor". 

De sus términos no resulta que el juzgado letrado 
tenga facultades para dictar una reglamentación, de- 
biendo limitarse a aplicar e interpretar la norma, que 
de por sí es suficientemente clara, en cada caso con- 
creto. Y si llegare a presentarse la necesidad o conve- 
niencia de sancionar una reglamentación aceroa del 
procedimiento que debe seguirse para ejercer la super- 
intendencia que acuerda ese artículo a cada juez letrado, 
dicha reglamentación tendría que ser de carácter gene- 
ral, y el emitirla es atribución exclusiva de V. E. 



156 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Por ello, y sin abrir opinión sobre el contenido de 
la resolución agregada, considero corresponde hacer 
saber al Sr, Juez causante que carece de atribuciones 
para dictar reglamentaciones como la que motiva estos 
obrados. — Buenos Aires, junio 23 de 1949. — Carlos 
G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de junio de 1949. 
Autos v vistos; Considerando: 

Que si bien el art. 20 de la ley 13.030 dispone que 
el personal de la policía de territorios estará sujeto a 
la superintendencia del juzgado letrado, estableciendo 
las correcciones disciplinarias de que puede hacerse pa- 
sible, no lo autoriza para dictar reglamentaciones so- 
bre esa materia, cuya conveniencia debe ser previamen- 
te sometida a esta Corte Suprema, la que en ejercicio 
de las facultades que le confiere el art. 10 de la ley 
4055 adoptará las disposiciones reglamentarias que juz- 
gue oportunas. 

Por ello; de acuerdo con el precedente dictamen del 
Sr. Procurador General y sin perjuicio de tener en 
cuenta las razones que han movido al Sr. Juez para 
adoptar las disposiciones aludidas, hágasele saber que 
carece de atribuciones para dictarlas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Tomás D. Casares. 



Año 1949 — Julio 



SALVADORA CARMEN MEDINA ONRUBIA DE BOTANA 
v. B AIRES FILM 

\ RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales, Interposi- 
ción del recurso. Fundamento. 

La extensión del escrito de interposición del recurso extra- 
ordinario, que debe ser fundado de modo que su sola lec- 
tura permita apreciar lo referente a la procedencia del 
recurso y a los puntos sobre los cuales habrá de versar 
el pronunciamiento de la Corte Suprema, no está limitada 
por la ley ni puede ser restringida por el superior tribu- 
nal de la caur.a. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos formales. Introducción 
N de la cuestión federal. Forma. 

^ Es improcedente el recurso extraordinario si la cuestión 
referente a la violación de la defensa en juicio como con- 
secuencia de la forma en que se procedió a notificar el 
fallo de primera instancia, no fué planteada en la forma 
y oportunidad debidas de modo que el tribunal superior 
de la causa estuviera habilitado para pronunciarse sobre 
ella, a cuyo efecto no basta la referencia incidental y vaga 
al derecho de defensa formulada en el recurso de queja 
presentado en segunda instancia sin otro objeto que el 
de reforzar una interpretación de normas procesales y 
comunes favorable a la tesis sostenida por la recurrente. 

^ RECURSO EXT AORDIN ARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario por falta de 
relación directa del precepto constitucional invocado con 
la materia del litigio, si la solución del punto de cuestión 
depende, en definitiva, de la interpretación de normas del 
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Código Civil y de las leyes procesales y de cuestiones de 
hecho y prueba ajenas a la competencia de la Corte Su- 
prema. 

Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte: 

"No existe disposición legal que imponga límite 
alguno a la extensión del escrito en que se interpone el 
recurso extraordinario. Basta que el mismo sea funda- 
do —Fallos: 189: 170; 190: 220 y 397; 191: 191 y 197; 
193: 38 — y no adolezca de oscuridad tal que equivalga 
a la falta de fundamento —Fallos: 193: 67". En estos 
términos se pronunció V. E, frente a una declaración 
de la Cámara Federal de Bahía Blanca en la que sim- 
plemente se señalaba que el recurso extraordinario, 
concedido en el mismo acto, ultrapasaba su finalidad 
procesal para constituir una verdadera expresión de 
agravios (194: 116), 

Comparto el criterio enunciado, máxime frente a 
la interpretación que V. E. ha dado a los términos del 
art. 15 de la ley 48, exigiendo una precisa relación de 
los hechos de la causa y la demostración de la vincula- 
ción directa que con ellos guardan las cuestiones fede- 
rales planteadas. Además, frente a la amplitud de defen- 
sa que la Constitución garantiza, es derecho inalienable 
de las partes la elección y exposición de los argumentos 
que estiman conducentes al logro de tal finalidad, sin 
perjuicio de su aceptación o rechazo por los tribunales 
de justicia; no parece, por tanto, compatible con dicha 
garantía admitir que ese derecho puede limitarse en el 
sentido de reducir o incluso eliminar de los autos los 
escritos presentados oportunamente y con las formali- 
dades de estilo. 

De acuerdo con ello, opino pues que el tribunal ape- 
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lado no ha podido, sin otro motivo que el que aduce en 
la resolución de fs. 170, ordenar el desglose del escrito 
de recurso extraordinario presentado a fs. 166, redu- 
ciendo su contenido al que se testimonia a fs. 171. 

En consecuencia, procede de acuerdo con lo dis- 
puesto en el art. 29 de la Constitución Nacional y ha- 
ciendo lugar al recurso de fs. 173, revocar la resolución 
de fe. 170 y devolver los autos al tribunal de origen a 
los efectos de la agregación del escrito de recurso ex- 
traordinario presentado de fs. 166 a 168. — Bs. Aires, 
junio 17 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA % 

Bs. Aires, 4 de julio de 1949. 

Vistos los autos * 4 Medina Onrubia de Botana Sal- 
vadora Carmen c./ Baires Film s./ ord. dis. de socie- 
dad", en los que se han concedido a fs. 180 los recursos 
extraordinarios. 

Considerando : 

Que, como bien dictamina el Sr Procurador Gene- 
ral a fs. 204, con arreglo a lo dispuesto en el art. 15 de 
la ley 48 y a la jurisprudencia que cita, la extensión 
del escrito de interposición del recurso extraordinario, 
que debe ser fundado de modo que su sola lectura per- 
mita apreciar lo referente a la procedencia del recurso 
y a los puntos sobre los cuales habrá de versar el pro- 
nunciamiento de la Corte Suprema, no está limitada 
por la ley ni puede ser restringida por el superior tri- 
bunal de la causa. Este debió, pues, en el caso de autos, 
disponer la agregación del escrito presentado a fs. 166 
por la parte actora. 

Que, sin embargo, carece de objeto devolver los au- 
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tos a efectos de lo expresado en la parte final del con- 
siderando precedente, pues aun en la hipótesis de que 
el escrito de fs. 166 estuviera redactado en los términos 
que a fs. 174/6 transcribe la actora, el recurso extra- 
ordinario no procedería. 

Que ello es así, en primer término, porque la cues- 
tión federal referente a la violación de la defensa en 
juicio como consecuencia de la forma en que se proce- ✓ 
dió a notificar el fallo de primera instancia, no fué 
planteada en la forma y oportunidad debidas, de modo 
que el tribunal superior de la causa estuviera habili- 
tado para pronunciarse sobre ella. No basta, a dicho 
efecto, la referencia incidental y vaga al derecho de 
defensa formulada en el recurso de queja presentado 
ante la Cámara de Apelaciones en lo Comercial, sin 
otro objeto que el de reforzar una interpretación de 
normas procesales y comunes favorable a la tesis sos- 
tenida por la recurrente (Confr. Fallos: 160, 101; 187, 
505; 203, 137; 209, 237). 

Que, on segundo término, aunque la cuestión en 
que se funda el recurso extraordinario hubiera sido 
oportuna y correctamente planteada en autos, aquél 
tampoco procedería por falta de relación directa del 
precepto constitucional invocado con la materia del li- 
tigio, puesto que la solución del punto en cuestión de- 
pende, en definitiva, de la interpretación de normas del 
Código Civil y de las leyes procesales y de cuestiones 
de hecho y prueba ajenas a la competencia de esta Cor- 
te Suprema (Fallos: 192, 104; 207, 155; 211, 548; 212, 
312). 

Por tanto, decláranse improcedentes los recursos 
extraordinarios concedidos a fs. 180. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi -*» Tomás D. Casares. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA; Cuestiones de competencia. 
Generalidades, 

Las contiendas de competencia tienen por base necesaria 
la existencia de procesos en trámite y son inadmisibles 
cuando alguno de ellos ha terminado. 

Es improcedente la contienda de competencia planteada 
por inhibitoria para conocer en un juicio sucesorio que 
se hallaba totalmente concluido con anterioridad a la fecha 
en que el juez exhortado recibió la rogatoria digida por 
el magistrado que interviene en otro juicio del mismo 
causante, virtualmente terminado con la entrega de fon- 
dos de la sucesión vacante a la respectiva repartición pro- 
vincial, hasta el punto de que el representante de la parte 
que promovió la cuestión de competencia reconoce expre- 
samente que no se pide pronunciamiento alguno respecto 
de lo actuado en dicRo juicio nt existen otras cuestiones 
planteadas ni afirma que vayan a plantearse. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

A pedido del representante de la Dirección Gene- 
ral de Escuelas de la Provincia de Buenos Aires fué 
abierta el 18 de agosto de 1944 la sucesión de D. Ra- 
món Mintcgui ante el Juzgado de Primera Instancia 
Civil y Comercial — Azul — del Departamento Sudoes- 
te de dicha provincia. 

Quedó demostrado allí que el fallecimiento del cau- 
sante se había producido pocos días antes, accidental- 
mente, en una estancia de Tapalqué; pero que su último 
domicilio conocido lo tuvo en Olavarría, calle Pringles 
y Dorrego, sin número, localidades ambas de la expre- 
sada provincia (constancias de fs. 11, 13 vta., 16, 17 vta., 
18, 30 y 44). 
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Acreditada, así, la jurisdicción del juez de Azul 
en los términos de los arts. 92, 98, 100 y 3284 del Código 
Civil y denunciada la vacancia de la herencia, se hizo 
lugar a esta petición, con la correspondiente declara- 
ción judicial (fs. 51 vta. y 76). 

Esta última declaración lleva fecha 14 de noviem- 
bre del mismo año. 

El acervo hereditario lo constituían, además de 
escasos efectos personales del causante, dinero en efec- 
tivo que fué encontrado en su poder y dos depósitos en 
Caja de Ahorros, uno en la sucursal del Banco de la 
Nación de Olavarría y otro en la del mismo Banco, en 
Rosario (Santa Fe). 

En trámite la sucesión y mientras se trataba de 
reunir bajo la jurisdicción del juez de la misma el ha- 
ber referido, se inició el 6 de fe6rero del año siguiente, 
1945, otra sucesión del mismo causante ante el Juez en 
lo Civil y Comercial de Rosario (fs. 5 de los autos res- 
pectivos). 

Pero no se justificó allí la jurisdicción del juez en 
razón del domicilio del causante. La sucesión fué abierta 
ante la petición del representante del Consejo de Edu- 
cación de la provincia de Santa Fe, en el sentido de que 
la misma se declarase vacante con relación al depósito 
baneario allí existente y por tener dicho Consejo, como 
sucesor, su domicilio en la expresada provincia. Tal 
declaración de vacancia fué acordada recién el 23 de 
junio (fs. 16) v reiterada el 15 de octubre siguiente 
(fs. 21). 

A partir de esa oportunidad siguen tramitándose, 
como vacantes, las dos sucesiones del mismo causante; 
lo que es, legalmente, inaceptable. 

Por ello son así mismo inaceptables las razones que, 
en ese sentido aduce el juez de Azul (fs. 96) al dene- 
gar la solicitud de inhibitoria planteada en autos; re- 
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solución que aparece revocada a fs. 100 por la Cámara 
de Apelación respectiva. 

De lo precedentemente relacionado surge con cla- 
ridad que las actuaciones seguidas en Rosario han da- 
do como resultado retirar los fondos allí depositados 
— lo que se ha obtenido — sustrayéndose, así, esa parte 
del caudal sucesorio denunciado como vacante, de la 
jurisdicción del Juez de Azul, único a quien le compete 
decidir acerca de las cuestiones planteadas en autos con 
motivo del pedido hecho por el Consejo provincial de 
Educación ante el Juez de Rosario. 

No se vulnera, como es obvio, con esto lo dispuesto 
por los arts. 3544 y 3588 del Código Civil toda vez que 
liquidada por el juez de la sucesión, y "satisfechas to- 
das las costas y el honorario del curador — como allí 
se dice — deberá pasar la suma de dinero depositada 
al Gobierno Nacional, o al Gobierno Provincial, según 
fueren las leyes que rigieren sobre las sucesiones co- 
rrespondientes al Fisco". 

No podrían abrirse, pues, tantas sucesiones vacan- 
tes como bienes tuviera, el causante, en distintas juris- 
dicciones provinciales. 

Lo contrario importaría aceptar el régimen de la 
pluralidad de sucesiones; lo que ha rechazado nuestra 
ley de fondo. 

Cabe observar al respecto que el Juez de Rosario 
tampoco se atribuye jurisdicción para conocer en la li- 
quidación del acervo total del difunto. 

La sucesión de D. Ramón Mintegui abierta en Azul, 
única que ha podido seguirse según se ha visto, no esta 
aún terminada ; el juez reclama el envío de lo actuado 
en Rosario. 

No puede, pues, hablarse de juicio concluido, co- 
mo se dice en fet sentencia de fs. 33 de la Cámara de 
Apelaciones de Rosario — incidente agregado sobre di- 
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ligenciamiento del exhorto de inhibitoria — donde se« 
asigna carácter de sucesión a las actuaciones tramita- 
das en las condiciones a que se ha hecho referencia. 

Soy, por ello, de opinión que la presente contienda 
trabada entre los jueces precitados, debe decidirla V. E. 
— art. 9, Ley 4055 — en favor de la competencia del Juez 
de Azul ; al que deben serle remitidas las actuaciones 
que reclama. — Bs. Aires, junio 15 de 1949. — Carlos 
G. Delfvno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de julio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema las contiendas de competencia tienen por base 
necesaria la existencia de procesos en trámite y son 
improcedentes cuando alguno de ellos ha terminado 
(Confr. Fallos: 103, 96; 155, 323). Así se ha declarado 
expresamente respecto de los juicios sucesorios virtual- 
mente concluidos (Fallos: 157, 144; 182, 190; 212, 399; 
sentencia de fecha 21 de junio del corriente año in reí 
"Jacobo Farah — Sucesorio"). 

Que el juicio suceát>rio tramitado ante los tribuna- 
les de justicia de Rosario — Prov. de Santa Fe — hallá- 
base totalmente concluido el 27 de agosto de 1947; es 
decir, con anterioridad a la fecha en que recibió el 
exhorto de fecha 4 de mayo de 1948 que le dirigió el 
Sr. Juez de Azul — Prov. de Buenos Aires — requirién- 
dole su inhibitoria. 

Que, por otra parte, el juicio tramitado ante el Sr. 
Juez mencionado en último término etfá virtualmente 
concluido, con la entrega de los fondos de la sucesión 
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vacante a la respectiva repartición provincial, hasta 
el punto de que el representante de la parte que promo- 
vió la cuestión de competencia reconoce expresamente, 
a fs. 30 vta. del expediente formado con el exhorto, que 
no hay cuestión relativa a la devolución de los fondos 
percibidos por el Consejo de Educación de la Prov. de 
Santa Fe; que no se solicita pronunciamiento alguno 
respecto de lo actuado en dicho juicio ni existen otras 
cuestiones planteadas ni afirma que vayan a plantearse, 
limitándose a pedir la remisión del expediente que re- 
conoce hallarse terminado. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, declá- 
rase improcedente la contienda de competencia por in- 
hibitoria planteada por el Sr. Juez de Azul — Prov. de 
Buenos Aires — al señor Juez de Rosario — Prov. de 
Santa Fe — respecto del juicio sucesorio de D. Ramón 
Mintegui. Devuélvanse los expedientes a los respectivos 
tribunales de procedencia. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Tomás D. Casares. 



ERCOLINO A. LEMME v. PROVINCIA DE CATAMARCA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte una 
provincia. Generalidades. 

Si bien las ejecuciones seguidas por letrados, apoderados 
y peritos para el cobro de honorarios constituyen juicios 
incidentales, no corresponde el conocimiento de ellos a la 
Qorte Suprema, si no aparecen reunidos los extremos ne- 
cesarios para que surja su competencia. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Camas en que es parte una 
v provincia. Generalidades, 

No corresponde a la Corte Suprema conocer originaria- 
mente de las causas entre una provincia y los vecinos de 
otra o de la Capital Federal a menos que con anteriori- 
dad al 16 de marzo de 1949 hubieran quedado radicados 
ante ella por demanda y contestación o por vía de articu- 
lo se hubiera declarado su competencia. 
Es, así, ajena a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema la ejecución por honorarios en la que, en la 
fecha de referencia, se hallaba pendiente de trámite la 
información ofrecida para acreditar la competencia, pues 
la radicación del juicio ejecutivo se produce con la deduc- 
ción de excepciones o al vencer el término de la citación 
de remate. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

La circunstancia de que la ejecución de honorarios 
sea un incidente del juicio principal, no es suficiente 
para que corresponda a la Corte Suprema conocer en 
aquélla originariamente (182: 84). No obsta a esta con- 
clusión el art. 35 del decreto-ley 30.439/44 (ratificado 
por la ley 12.997) que invoca el ejecutante, pues esa 
disposición de carácter general debe ceder frente a las 
prescripciones constitucionales específicas que restrin- 
gen la jurisdicción originaria de V. E. 

p]n consecuencia, y considerando que, si bien la eje- 
cución de fs. 290 fué iniciada con anterioridad al 16 de 
marzo, en cambio todavía no se ha trabado la litis con la 
demandada ni existe pronunciamiento firme respecto 
a la competencia del Tribunal, estimo — de acuerdo con 
lo resuelto m re 1 ' Buenos Aires, la Provincia v. Polledo 
Casimiro S. A. Comercial y Ganadera (31 de marzo 
ppdo.) — que V. E. debe declarar su incompetencia 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



167 



para conocer en forma originaria de dichas actuaciones 
por no encuadrar el caso en ninguno de los supuestos 
de excepción que prevé el art. 96 de la Constitución Na- 
cional vigente. — Bs. Aires, mayo 31 de 1949. — Carlos 
G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de julio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que de acuerdo con lo resuelto en Fallos : 208, 17 ; 
210, 48 y los que allí se citan, si bien las ejecuciones 
seguidas por letrados, apoderados y peritos para el 
cobro de honorarios devengados en causas tramitadas 
ante el Tribunal constituyen juicios incidentales, no 
corresponde por esa circunstancia el conocimiento en 
los mismos de la Corte Suprema, si no aparecen reuni- 
dos los extremos necesarios para que surja su com- 
petencia. 

Que, por otra parte, en el fallo del 31 de marzo 
ppdo. dictado en autos 4 'Buenos Aires, la Prov. c./ Po- 
lledo, Casimiro S. A. M , esta Corte ha decidido que, no 
incluyendo la Constitución Nacional — art. 96 — entre 
las causas de su jurisdicción originaria a aquéllas en 
que fueren partes una provincia y los vecinos de otra 
o de la Capital Federal, dicha disposición obsta al co- 
nocimiento por el Tribunal de los pleitos promovidos 
antes del 16 de marzo del corriente año, que no se ha- 
llaren a esa fecha radicados ante el Tribunal por de- 
manda y contestación, o en que no existiere pronuncia- 
miento expreso, por vía de artículo, respecto de la com- 
petencia de la Corte. 

Que, toda vez, que a la fecha de referencia se ha- 
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liaba pendiente de trámite la información ofrecida para 
acredilar la jurisdicción en la- ejecución iniciada a fs. 
290, no puede considerarse cumplido el requisito de la 
radicación del juicio incidental, conforme a lo estable- 
cido en el precedente citado en el considerando que 
antecede; radicación que, tratándose de un juicio eje- 
cutivo, se produce con la deducción de excepciones o al 
vencer el término de la citación de remate. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del dictamen del Sr. Procurador General, se declara 
que esta Corte Suprema carece de jurisdicción origina- 
ria para conocer en la ejecución de los honorarios del 
Dr. Francisco José Vidiri. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



S. A. EN LIQUIDACION TIERRAS Y COLONIAS 
"LA VERDE" v. PROVINCIA DE SANTA FE 

EXTRACCION DE FONDOS. 

Puesto que, según el art. 55 del Reglamento para la Jus- 
ticia Federal, en los giros y transferencias de fondos debe 
cumplirse lo dispuesto en la Reglamentación General del 
* Imp. a los Réditos y que, según éste — art. 37 — el intere- 
sado debe manifestar bajo juramento y el juez dejar cons- 
tancia al dorso del cheque, del concepto y monto de los 
fondos a extraerse, corresponde desestimar el pedido de 
que en el cheque a libra/Se se haga constar que no corres- 
ponde retención por réditos y exigir al solicitante que 
formule en su oportunidad la manifestación jurada' de 
referencia ( 1 ). 



(i) 4 de julio de 1949. 
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MARCELO FIERRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 1062 de las Ordenan- 
zas de Aduana la resolución absolutoria del Administra- 
dor es insusceptible de recurso alguno. 
Si bien el art. 72, de la ley 11.281, autoriza la apelación 
del denunciante al Ministerio de Hacienda, la confirma- 
ción de éste pone fin a la causa de modo que no procede 
el recurso extraordinario respecto de la resolución minis- 
terial. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de julio de 1949. 

Vistos los- autos: "Recurso de hecho deducido por 
el recurrente en los autos Fierro Marcelo — Apela re- 
solución del Ministerio de Hacienda de la Nación", 
para decidir sobro su procedencia. 

Y considerando: 

Que D. Marcelo Fierro invoca el carácter de de- 
nunciante de infracciones en perjuicio del Fisco Na- 
cional, que habrían ocurrido en ocasión en que era 
empleado de la Dirección General de Aduanas, en Ro- 
sario. 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 1062 de 
las Ordenanzas de Aduana la resolución del Adminis- 
trador, cuando fuese absolutoria, es insusceptible de 
recurso alguno. Y si bien el art. 72 de la ley 11.281 
autoriza la apelación del denunciante al Ministerio de 
Hacienda, no cabe dudar que con la confirmación del 
Ministro, la causa queda definitivamente conclusa, co- 
mo por lo demás lo requiere la disciplina administra- 
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tiva y fluye de la primacía del interés fiscal en las 
cuestiones en debate. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



SEGUNDO CEPERINO MARINI 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos formales. Introducción 
* de la cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia denegatoria del habeas corpus si en oportunidad de 
Ja iniciación de la causa sólo se fundó el pedido en pre- 
ceptos de orden procesal local, a lo cual se agrega que, si 
bien al fallarse el juicio la sanción de la Constitución Na- 
cional vigente permitía la invocación de un artículo ex- 
preso respecto de dicha garantía, también pudo alegarse 
bajo el régimen de la Constitución anterior, y no se lo 
hizo, la protección constitucional de la libertad como fun- 
damento del remedio intentado. 

Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte : 

Por medio de apoderado, Segundo Ceferino Marini 
planteó ante el Juez Correccional de Rosario, recurso 
de habeas corpus por restricción indebida a la libertad. 
Lo fundó en el hecho de haber establecido sobre su 
persona la policía local una inmoderada vigilancia e 
injusta persecución traducida, según afirma, en reite- 
radas y arbitrarias detenciones por breve espacio de 
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tiempo (fs. 3, exp. 19). El juez hizo lugar al interdicto 
(fs. 11), siendo revocada su resolución por el fallo de 
segunda instancia obrante a fs. 23. Deducido recurso 
extraordinario a fs. 28, no se le hizo lugar por auto 
de fs. 32. 

Es, en mérito a esa negativa, que se recurre ante 
V. E. por vía directa. 

La planilla prontuarial de fs. 8, revela que Marini 
ha sufrido numerosas detenciones y condenas por jue- 
gos prohibidos, abonando la multa correspondiente en 
unos casos o cumpliendo el arresto subsidiario impues- 
to por sentencia judicial en otros ; además, y pese a lo 
aseverado por el recurrente el informe de la sección 
Leyes Especiales de fs. 7, revela que es un conocido 
explotador de juegos prohibidos, y que, a pesar de es- 
tar bajo vigilancia, continúa transgrediendo disposi- 
ciones de la ley provincial n 9 2606. 

Es indudable entonces, que el recurso ha sido re- 
suelto por razones de hecho y prueba, irrcvisibles por 
V. E. en instancia extraordinaria. Podía agregar, a 
mayor abundamiento, que la policía de Rosario ha pro- 
cedido en la emergencia en uso de facultades propias, 
acordadas por las disposiciones reglamentarias trans- 
criptas a fs. 24, no objetadas como violatorias de la 
Constitución Nacional. 

Son facultades que el poder administrador ha de- 
legado en la policía para contralor y vigilancia en be- 
neficio del orden público, finalidad que quedaría des- 
virtuada, si en casos claros como el presente su fun- 
cionamiento regular quedase supeditado a la revisión 
judicial, como lo expresa la Excma. Cámara en su fallo 
de fs. 23/25. 

Por las razones expuestas, opino que corresponde 
declarar bien denegado el recurso. — Bs. Aires, junio 
23 de 1949. — Carlos G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de julio de 1949. 

Vistos los autos: 4 'Recurso de hecho deducido por 
el recurrente en los autos Marini Segundo Ceferino — 
Rec. de habeas corpus", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: 

Que como resulta de los autos principales y por 
lo demás se lo reconoce en la queja, en oportunidad de 
la iniciación de la causa se fundó el recurso solamente 
en precepto de orden procesal local. 

Que es exacto que al fallarse la causa la sanción 
de la Const. Nacional vigente permitía la invocación 
de un artículo expreso respecto del "habeas-corpus", 
pero no lo es menos que bajo el régimen de la Constitu- 
ción anterior pudo alegarse la protección constitucional 
de la libertad como fundamento del remedio intentado, 
lo que no se hizo. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr, Procurador General, se desestima la precedente 
queja, 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 
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BANCO ESPAÑOL DEL RIO DE LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión /«- 
deral. Cuestiones federales complejas. Inconstitucionalidad de nor- 
mas y actos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en las cuestio- 
nes oportunamente planteadas con respecto a la interpre- 
tación del art. 7 o , de la ley 11.575 y a la inconstitucionkli- 
dad del art. 58 del decreto 29.176/44 retroactivamente 
aplicado. 

JUBILACION DE EMPLEADOS BANC ARIOS; Sueldo. 

Debe considerarse incluida dentro del concepto de "suel- 
do", a los efectos del aporte jubilatorio de la ley 11.575, 
la participación en las utilidades que se distribuyen entre 
los directores de Bancos o empresas afines. 

PRESCRIPCION; Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Ju- 
bilación de empleados bancaríos. 

El art. 58 del decreto-ley 29.176/44, según el cual las 
acciones que el Instituto Nacional de Previsión Social de- 
ba entablar por cobro de contribuciones, aportes y toda 
otra deuda, prescribirán a los diez años, no es aclaratorio 
de otro precepto anterior, sino modificatorio, enguanto a 
las contribuciones y aportes de pago periódico, ^lel per- 
tinente sistema de prescripción del Código Civil. Luego, 
la acción para el cobro de los aportes que debieron hacerse 
hasta cinco años antes de la fecha en que comenzó a regir 
el decreto-ley mencionado, publicado el 6 de noviembre de 
1944, estaba prescripta cuando dicha vigencia comenzó. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
propiedad. 

La ley por la cual se amplía el término de la prescripción 
de una acción no puede, sin violar un derecho definiti- 
vamente incorporado al patrimonio, ser aplicada en for- 
ma retroactiva para dejar sin efecto la prescripción cum- 
plida de acuerdo con la ley anterior que establecía un 
plazo más breve. 
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Sentencia de la CXmaua de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Bs. Aires, noviembre 30 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Configurándose en autos análoga situación a la planteada 
en el caso "Sociedad Financiera c Inmobiliaria del Rio de la 
Plata s./ aporte directores", (pie motivó el pronunciamiento 
de esta sala de fecha 31 de agosto de 1948, cuyos fundamentos 
se dan por reproducidos por razones de brevedad, la resolución 
que se recurre debe ser confirmada con la sola excepción de 
la fecha a partir de la cual deben hacerse efectivos, por la 
recurrente, los aportes adeudados y las contribuciones, que 
deberán limitarse al plazo fijado por él art. 58 del decreto 
29.176/44 (ley 12.921-CXI). 

En su mérito y lo dictaminado por el Sr. Proc. General, 
se confirma en lo principal el pronunciamiento recurrido, mo- 
dificándolo en lo referente a la fecha a partir de la cual la 
recurrente está obligada a depositar los aportes de ley patro- 
nales y personales, que se establece sea el 4 de julio de 1946. 
— Jorge 8, Juárez, — Enrique Pérez Colman. 

(; Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De las cuestiones que plantea el recurrente en bu 
escrito de fs. 49, sólo una — a la que me referiré más 
adelante — es susceptible de ser estudiada por V. E. 
en la instancia extraordinaria promovida. 

En efecto, las que en dicho escrito se fundan en 
el art. 17 de la antigua Constitución Nacional (supuesta 
violación del derecho de propiedad), no han sido trata- 
das en el fallo apelado, ni planteadas antes de dicho 
fallo en forma tal que esa omisión deba tomarse por 
una denegatoria de las mismas. 

Esto sentado, resulta patente que no tienen carác- 
ter federal las cuestiones referentes a la existencia de 
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rosa juzgada (fs. 27 vía.), ni la que se funda en la 
imposibilidad de aplicar retroactivamente el art. 58 
del decreto n 9 29.1 7(5/44, que fija en diez anos el plazo 
de prescripción de la acción por cpbro de aportes jubi- 
latorios, toda vez qAc no estando en tela de juicio la 
interpretación del artículo en sí misino, ni su validez 
constitucional, el problema es de derecho común. El 
art. 65 de la ley 11.575, invocado por primera vez en 
el recurso, contempla supuestos totalmente distintos al 
de autos. 

Tampoco tiene carácter federal la cuestión plan- 
teada acerca de si corresponde o no el pago de intereses 
por los aportes adeudados, ya que dicha cuestión para 
ser resuelta, requiere una decisión acerca de la mora 
en que habría o no incurrido el apelante (fs. 33 y vta.). 

Por último, en cuanto ni único punto de naturaleza 
federal planteado oportunamente — interpretación del 
art. V de la ley 11.575, que fija el concepto de "sueldo" 
a efectos del aporte jubilatorio — observo que el mismo 
ha sido considerado numerosas veces por V. E. resol- 
viéndoselo en sentido contrario al que sostiene el ape- 
lante (163: 350; 18: 465; 197: 547 y 201: 91), por lo que 
considero innecesario abundar al respecto. 

Corresponde, en consecuencia, confirmar el fallo 
de fs. 46, en cuanto pudo ser materia de recurso. — Bs. 
Aires, abril 27 de 1949. — Garlos (7. Delfino. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de julio de 1949. 

Vistos los autos ''Banco Español del Río de la 
Plata — contesta circular del 29/8/46 sobre aportes 
de Directores", en los que se ha concedido a fs. 61 el . 
recurso extraordinario. 
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Considerando : 

Que de las diversas cuestiones que se plantean en 
el escrito de interposición del recurso sólo revisten ca- 
rácter federal y fueron oportunamente introducidas la 
que se refiere a la interpretación del art. 7 9 de la ley 
11.575 y la que impugna la aplicación retroactiva del 
art. 58 del decreto n 9 29.176/44 (conf. memorial de 
fs. 25). 

En relación con lo primero, el Tribunal tiene rei- 
teradamente decidido que debe considerarse incluida 
dentro del concepto de "sueldo", a los efectos del apor- 
te jubilatorio de la ley 11.575, la participación en las 
utilidades que se distribuyen entre los directores de 
Bancos o empresas análogas (Fallos: 197, 547; 201, 91 
y más recientemente m re: "Banco Mercantil Argen- 
tino, aportes", fallado el 13 de junio ppdo.). 

Respecto de lo segundo, se ha puesto en tela de 
juicio la inteligencia del art. 58 del decreto-ley 29.176 
impugnándose como inconstitucional, desde un princi- 
pio (fs. 32 vta., 33 vta., 57), la aplicación retroactiva 
de dicho precepto con la cual se desconocerían los dere- 
chos adquiridos por el recurrente — respecto de los 
aportes que reclama el Instituto Nacional de Previsión 
Social — conforme al régimen de la prescripción vigen- 
te con anterioridad a la sanción del citado decreto. 
Sobre el punto corresponde declarar: 

1. Que el art. 58 del decreto-ley 29.176, según el 
cual ' ' las acciones que el Instituto deba entablar por 
cobro de contribuciones, aportes y toda otra deuda, 
prescribirán a los diez años", no es aclaratorio de nin- 
gún otro precepto anterior, sino modificatorio, en cuan- 
to a las contribuciones y aportes de pago periódico, del 
pertinente sistema de prescripción del Código Civil, 
que era el que hasta entonces regía la extinción de esta 
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especie de obligaciones por el transcurso del tiempo, 
en ausencia de disposición especial sobre el particular, 
y atento lo establecido por el art. 4019 del mismo Có- • 
digo. Luego la acción para el cobro de los aportes que 
debieron hacerse hasta cinco años antes de la fecha en 
que comenzó a regir el decreto-ley de que se trata, pu- 
blicado el 6 de noviembre de 1944, estaba prescripta 
cuando dicha vigencia comenzó. 

2. Que, en consecuencia, la inteligencia atribuida 
al art. 58 del'decreto en la sentencia recurrida, por vir- 
tud de la cual la prescripción sólo se habría operado 
hasta el 4 de julio de 1936 porque el requerimiento del 
Instituto tuvo lugar el 4 de julio de 1946 (fs. 13) no es 
la que corresponde y menoscaba un derecho del recu- 
rrente definitivamente incorporado a su patrimonio 
(Conf. doctrina de Fallos: 210, 521 y los allí citados). 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se re- 
voca con el alcance precedentemente explicado la sen- 
tencia ele fs. 46 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



ANTONIO CASTRO v. GUILLERMO R. PRIETO 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de la declaración de incons- 
titucionalidad. 

El principio conforme al cual la declaración de inconstitu- 
cionalidad sólo puede tener como consecuencia virtual la 
inaplicabilidad del precepto, pero no la alteración de sus 
términos al extremo de sustituir y alterar la disposición 
legislativa, debe entenderse en el sentido de que los efectos 
de aquella declaración se limitan a la parte de la ley que 
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la ha determinado cuando el resto de esta última conserva 
unidad orgánica y puede seguir rigiendo con prescinden- 
cia de lo alcanzado por lo que se declara inconstitucional. 
Corresponde a los jueces delimitar el alcance de la incons- 
titucionalidad que declaren y asegurar así la vigencia del 
resto de la ley. 

•RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 



El dueño de una casa habitación que reclama en juicio el 
desalojo del inquilino para ocuparla con su familia, tiene 
interés suficiente para interponer el recurso extraordina- 
rio fundado en la inconstitucionalidad del art. I 9 de la 
ley 13.228 como violatorio de la igualdad, en cuanto sólo 
permite el desalojo de fincas adquiridas en las condiciones 
que establece. 

ONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 



didad. Leyes nacionales. Comunes. 

El art. 1° de la ley 13.228 es violatorio del principio cons- 
titucional de la igualdad en cuanto sólo acuerda al dueño 
de una casa habitación adquiiida con préstamo de las ins- 
tituciones que especifica, el derecho de exigir su desalojo 
para ocuparla con su familia, y por consiguiente lo niega 
al que la adquirió por otros medios. Este último como con- 
secuencia de esa declaración de inconstitucionalidad, queda 
también facultado para ejercer ese derecho. 



Señor Juez: 

Se objeta de inconstitucional el art. 1' de la ley 13.228 
en cuanto preceptúa un régimen diferencial con relación a una 
clase determinada de propietarios para poder obtener el des- 
alojo de la casa locada, fundados en la voluntad de vivir en 
ella con su familia y se invoca el principio de igualdad garan- 
tido en el art. 16 de nuestra Constitución Nacional. 

De la limitación impuesta en la ley no puede surgir, a mi 
juicio, la transgresión de ninguna cláusula constitucional, toda 
vez que es de observar que "la igualdad que consagra el art. 16 
do la Constitución Nacional, no es otra cosa que el derecho 
a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan 
a los unos de lo que se concede a otros en iguales circunstan- 
cias" ( Bielsa, Derecho Administrativo, ed. 1939, t. 3<\ p. 496). 





Dictamen del Agente Fiscal 
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Que por tanto soy de opinión que V. S. debe desestimar la 
tacha constitucional alegada, aplicando la ley de oficio, como lo 
manda el art. 4 9 de la misma. 

En tal sentido dejo evacuado mi dictamen. Buenos Aires, 
setiembre 9 de 1948. — Angel Darwy. 



Sentencia del Juez de Paz 

Buenos Aires, octubre 8 de 1948. 

Y vistos : Considerando : 

Conforme lo establece la ley 13.228, cuyas disposiciones son 
de orden público y deben ser aplicadas de oficio por el Juzga- 
dor (art. 4), sólo procedj hacer lugar a la acción de desalojo 
fundada en la voluntad del propietario de vivir en la finca 
locada con su familia, siempre, que sea la única casa habitación 
que posee y que, como empleado u obrero, en actividad o reti- / 
ro, la haya adquirido antes de la sanción de la citada ley, 
con préstamos otorgados por el Banco Hipotecario Nacional; 
secciones del Instituto Nacional de Previsión Social; institu- 
ciones de Previsión o de crédito provinciales o comunales. 

En el caso de autos el actor no ha alegado ni probado los 
extremos exigidos por la ley para que la demantl^ resulte pro- 
cedente y por el contrario reconoce que no se encuentran cum- 
plidos los requisitos legales al impugnar las disposiciones de 
la ley 13.228 como contrarias al principio de igualdad que 
consagra el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Sobre el particular cabe manifestar que de acuerdo con la 
constante y reiterada interpretación que la jurisprudencia con- 
signa sobre el referido principio constitucional "La igualdad 
que consagra el art. 16 de la Constitución Nacional no es otra 
cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o pri- 
vilegios que excluyan a los unos de lo que se concede a otros 
en iguales circunstancias" (G. del F., t. 73, p. 135 y t. 101, 
p. 50) por lo que, en consecuencia, procede declarar la vali- 
dez legal de la disposición impugnada toda vez que las limita- 
ciones que ella establece no violan el principio referido ya que 
en condiciones análogas acuerda idénticos derechos. 

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dicta- 
minado por el Sr. Agente Fiscal, resuelvo: Rechazar la deman- 
da deducida por Antonio Castro contra Guillermo R. Prieto. — 
H, Fernández Marclli. 
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Dictamen del Procurador General. 
Suprema Corte : 

i 

Se plantea en autos la inconstitucionalidad del art. 
V de la ley 13.228 en cuanto, al modificar la causal de 
excepción a la suspensión de desalojos dispuesta por 
el inc. c) del art. 2* de la ley 12.998, limita su beneficio 
a los casos de propietarios emplaados u obreros que 
hubieren adquirido su única casa habitación con prés- 
tamos otorgados por el Basteo Hipotecario Nacional, 
Secciones del Instituto Nacional de Previsión Social, 
instituciones de previsión, o de ¿réditos provinciales o 
comunales. 

Sostiene, en efecto, el recurrente que el negar ese 
beneficio, a quien, aun siendo empleado u obrero y pro- 
pietario de única habitación, no adquirió su inmueble 
por intermedio del Banco Hipotecario Nacional o al- 
guna de las instituciones que también menciona el 
texto legal en cuestión, configura un agravio a la ga- 
rantía constitucional de la igualdad ante la ley (art. 
28 de la Constitución Nacional vigente). 

No obstante la opinión favorable que en oportu- 
nidad anterior emitiera sobre el fondo del asunto al 
dictaminar en causa análoga (*), una nueva considera- 



(i) En el juicio: "Giménez Correa Matilde P. v. Alonso José s. 
desalojo. Dicho dictamen es el siguiente: 

Suprema Corte: 

Se plantea en autos la inconstitucionalidad del art. 1* de la ley 13.228 
en cuanto, al modificar la causal de excepción a la suspensión do desalo- 
jos dispuesta por el inc. c) del art. 2 9 de la ley 12.988, limita bu benefi- 
cio a los casos de propietarios empicados u obreros que hubieran adquiri- 
do su única casa habitación con préstamos otorgados por el Banco Hipo- 
tecario Nación-ai, Secciones del Instituto Nacional de Previsión Social, 
instituciones de previsión, o de créditos provinciales o comunales. 

Sostiene, en efecto, el recurrente que el negar ese beneficio, a quien, 
aún siendo propietario de única habitación, no reúne por una parte la 
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ción del problema planteado me lleva a concluir que el 
recurso extraordinario deducido es improcedente por 
ausencia de interés jurídico en la declaración de incons- 
titucional idad que se persigue. 

Vigentes, en efecto, las normas generales relativas 
a la suspensión de los desalojos urbanos, la posible 
declaración de invalidez del precepto que consagra una 



condición de empleado u obrero o por otra no haya adquirido su inmueble 
por intermedio del Banco Hipotecario Nacional o alguna de las institu- 
ciones que también menciona el texto legal en cuestión, configura un 
agravio a la garantía de igualdad auto la ley que consagra el art. 16 de 
la Constitución Nacional. 

En un principio básico de la jurisprudencia de la Corte Suprema que 
la igualdad ante la ley comporta la consecuencia de que todas las personas 
sujetas a una legislación determinada dentro del territorio de la Nación, 
sean tratadas del mismo modo siempre que se encuentren en idénticas 
circunstancias y condiciones (149:417). La ley podrá, pues, contemplar 
de manera distinta situaciones que considere diferentes, pero ello habrá 
de ser siempre que el criterio de distinción no sea arbitrario, no responda 
a un propósito de hostilidad a personas o grupo de personas determinadas 
o importe indebido favor o privilegio personal o de grupo (209:28). Es 
asi como la razonabilidad de la distinción constituye el eje del correcto 
funcionamiento de esta garantía. 

En el caso concreto que nos ocupa, se ha establecido, sin duda, una 
diferencia de tratamiento entre los propietarios de única casa habitación 
que siendo empleados u obreros la hubiesen adquirido por intermedio de 
algunas de las instituciones que menciona la ley 13.228 y quienes encon- 
trándose en igualdad de condiciones no reúnen los dos requisitos mencio- 
nados, acordando a los primeros el derecho de desalojar para ir a vivir en 
el inmueble y negándoselo, en cambio, a los segundos. El fundamento del 
distingo no surge en forma objetiva del texto de la ley ni tampoco de 
bu discusión parlamentaria, a través de cuyo desarrollo se observan, por 
el contrario, las dudas que sugiriera el punto, sobre todo en el tramite 
seguido en la Honorable Cámara de Senadores (Diario de Sesiones de la 
Honorable Cámara de Diputados correspondientes a julio 15 y 16, y 
agosto 18 de 1948; ídem de la H. Cámara de Senadores de agosto 6 y 19 
del mismo año). 

A mi juicio, dos circunstancias son las que obstan a la validez de la 
distinción anotada. En primer término, la que se refiere a la limitación 
del beneficio a empleados y obreros, estableciendo una diferencia de 
tratamiento en favor de éstos frente a otras personas que, sin revestir 
dicha calidad, alcanzan un nivel similar de vida. En verdad, no se per- 
cibe qué matiz valedero puede influir, en un problema como el que se 
plantea en autos, para que la condición de empleado u obrero merezca 
trato preferencia! a los efectos de habitar la casa propia. 

En segundo lugar, figura la naturaleza del derecho de que se trata. 
La ley ha podido, sin duda, subordinar la procedencia de la causal de des- 
alojo a los casos de única casa habitación, mas no parece igualmente 
razonable la introducción de un segundo distingo basado en el origen de 
los fondos empleados para la adquisición del inmueble; tan propietario 
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excepción a dicho régimen, no tendría la virtud de co- 
locar al recurrente en situación mejor que la que ahora 
goza. Si el art. I 9 de la ley 13.228 es inconstitucional, 
según se pretende, olio sólo podrá acarrear la caduci- 
dad del beneficio para quienes fueron objeto de trata- 
miento preferencial, pero no su extensión a otros casos 
no previstos por la ley. "La declaración de inconstitu- 



es quien adquiere bu derecho con fondos de instituciones del crédito pú- 
blico como el que lo obtiene legítimamente con otros recursos. Es más, la 
experiencia enseña que en muchos casos el propietario de única habita- 
ción es el modesto trabajador, pequeño ahorrista del fruto de largos anos 
de trabajo. Y no parece equitativo, en tales condiciones, acordarle un 
tratamiento inferior, sancionando en lugar de premiar como corresponde 
su esfuerzo y previsión. 

El problema no pasó desapercibido, como dije más arriba, durante 
el tramite parlamentario, especialmente en la Honorable Cámara de Se- 
nadores que en todo momento se opuso a la inclusión del distingo. Así, en 
la sesión del 6 de agosto el miembro informante del proyecto de ese cuer- 
po Senador Antille, decía: 

' ' La Cámara de Diputados ha modificado la ley anterior, retirando 
el derecho que tenían de pedir el desalojo de la casa o departamento pa* 
ra habitar en él, los propietarios que lo hubieran construido con fondos 
propios, ahorros, etc., dejando simplemente el derecho de accionar en esta 
forma a los que hubieran construido la casa con préstamos del Banco 
Hipotecario, Cajas de Jubilaciones, u otros sistemas de préstamo oficial. 
Pero reaccionando contra esta modificación hemos oído en varias ocasio- 
nes a representantes de la Asociación de pequeños propietarios, que nos 
presentaron un legajo firmado por 1.700 personas, y solicitando que man- 
tuviéramos el viejo texto del inc. c), del art. l¿ de la ley 12.998, vale 
decir, manteniendo la inclusión de que tengan derecho de pedir la habi- 
tación de sus propias casas los pequeños propietarios, sin tener en cuenta 
con qué recursos se han construido las mismas. La comisión ha aceptado 
esta sugestión porque la misma implica un principio de justicia y de 
igualdad respecto de los propietarios de pequeñas fincas". 

A estas palabras se suman las pronunciadas por el Senador Gómez del 
Junco en la sesión del 19 de agosto: 

"En el inciso que se modifica del art. 1* se hace lugar a cierta ca- 
tegoría de desalojos, creando un privilegio odioso, porque solamente fa- 
culta el desalojo a aquellas personas o propietarios que hayan adquirido 
su propiedad con fondos del Banco Hipotecario Nacional, vale decir, que 
el obrero humilde o el hombre de trabajo que la haya adquirido con sus 
ahorros, np podría desalojar". 

Todo lo expuesto me lleva a la conclusión de que procede declarar 
la inconstitucionalidad del art. 1* de la ley 13.228 en cuanto excluye del 
beneficio del desalojo a los propietarios de única casa habitación que no 
sean empleados u obreros o no la hayan adquirido poY intermedio de las 
instituciones de crédito que menciona y, por ello opino, que procede revo- 
car la providencia de fs. 6 vta. — Buenos Aires, febrero 16 de 1949. — 
Carlos G. Dclfino. 
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cionalidad — dijo el juez Basavilbaso on sentencia con- 
firmada por V. E., cuyos fundamentos comparto (157: 
110) — sólo puede traer como consecuencia virtual la 
inaplicabilidad del precepto, pero no la alteración de 
sus términos a extremo tal de sustituir y alterar la 
disposición legislativa". Y en verdad, sustituiría la 
función del Congreso el órgano jurisdiccional si, acce- 
diendo a lo solicitado en autos, extendiera la excepción 
a quien no adquirió su casa habitación en las condiciones 
restringidas que establece la ley 13.228, cuando está 
fuera de duda, como lo revela la discusión parlamenta- 
ria, que la voluntad legal fué restringir al máximo la 
procedencia del desalojo. 

Frente a esta valla insalvable, parece clara la falta 
de interés jurídico o económico del accionante en obte- 
ner la decisión perseguida, puesto que decretada la in- 
validez en que funda su derecho, no por ello, según dije 
más arriba, mejorará su situación, automáticamente 
involucrada en la norma general que dispone la suspen- 
sión de los desalojos. 

Por tanto, y desde que V. E. no podría emitir pro- 
nunciamiento sobre la inconstitucionalidad alegada sin 
entrar al vedado terreno de los pronunciamientos abs- 
tractos, como se dijo en 157: 110, opino que debe decla- 
rarse la improcedencia del recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 28 vta., por falta de interés suficiente para 
sustentarlo de parte de su presentante. — Bs. Aires, 
marzo 24 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Castro Antonio c./ Prieto Gui- 
llermo R. s./ desalojo M , en los que se lia concedido a 
fs. 28 vta. el recurso extraordinario. 
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Considerando, respecto a la procedencia del re- 
curso : 

Que el Sr. Procurador General sostiene que no es 
procedente porque si el art. I 9 de la ley 13.228 es in- 
constitucional como se pretende por no ser razonable la 
desigual condición en que son colocados, respecto al 
derecho de requerir el desalojo, los propietarios que 
adquirieron su inmueble con préstamos otorgados por 
alguna de las instituciones que menciona dicho artículo 
y quienes no utilizaron préstamos de esa especie para 
comprarlos, la declaración de inconstitucionalidad sólo 
podría acarrear la caducidad del beneficio para los 
que fueron objeto de tratamiento preferencial pero no 
su extensión a otros casos no previstos por la ley. Lo 
que quiere decir que la situación del recurrente no me- 
joraría con la declaración, comprendida como está y 
seguiría estando en la norma general que dispone la 
suspensión de los desalojos. 

Que la declaración de inconstitucionalidad 4 4 sólo 
puede traer como consecuencia virtual la inaplicabilidad 
del precepto, pero no la alteración de sus términos a 
extremo tal de sustituir y alterar la disposición legis- 
lativa"; (de la sentencia que el Sr. Procurador General 
cita y que esta Corte confirmó en Fallos: 157, 110). 
Pero h\ aplicación de este principio no ha de traer consi- 
go la consecuencia de que la finalidad del recurso, con- 
sistente en afianzar la primacía de la Constitución, resul- 
te inalcanzable, pues importaría declinar el cumplimien- 
to del deber que la Constitución impone a los jueces 
luego de enunciar en el art. 22 su propia primacía. 

Que el sentido del principio que se acaba de enun- 
ciar es el de que la declaración de inconstitucionalidad 
debe limitar sus efectos a aquella parte de la ley que la 
ha determinado cuando el resto de esta última conserva 
unidad orgánica y puede seguir rigiendo con prescin- 
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dencia de lo alcanzado por lo que se declara inconsti- 
tucional (Fallos: 211, 1033). Acordada a los jueces la 
facultad de juzgar la conformidad de las leyes con la 
Constitución, no es, por cierto, aventurado reconocerles, 
— para reducir a sus más estrictos límites el ejercicio 
de tan extrema atribución, precisamente — , la de deli- 
mitar el alcance de la inconstitucionalidad que tengar 
el deber de declarar y asegurar así máximamente la 
vigencia de todo el resto de la ley. 

Que, en consecuencia, trátase de saber en este caso 
si, en la hipótesis de que la restricción establecida en 
el art. V de la ley 13.228 importe la formación de una 
categoría arbitraria en el conjunto de los propietarios 
de una única casa habitación tenidos en cuenta por di- 
cha ley para acordarles la facultad de obtener el desa- 
lojo, cabe una declaración de inconstitucionalidad que 
sin producir en la ley otra alteración que la consisten- 
te en no aplicar alguna de sus partes, — alteración que 
toda declaración de inconstitucionalidad trae consigo 
inevitablemente — , la injusta desigualdad puede ser re- 
mediada de modo positivo, es decir, no mediante un pro- 
nunciamiento que acarrearía la denegación del desalojo 
a todos los propietarios aludidos, sino en forma que le 
fuera acordado a quienes, como el recurrente es propie- 
tario de una sola casa habitación y la requiere para vi- 
vir en ella, pero no la adquirió con ninguno de los prés- 
tamos que enumera el texto legal de que se trata. 

Que el inc. c) de la ley 12.998, art. 2*, haciendo ex- 
cepción a lo establecido con carácter general en el art. 
1°, autorizó a los propietarios de una única casa habita- 
ción cuyo alquiler fuera menor de m$n. 200 a obtener 
su desalojo, vencido que hubieren los contratos existen- 
tes, siempre que la requiriesen para ocuparla con su 
familia. La ley 13.228 substituyó dicho precepto por el 
siguiente: "Los juicios de desalojo de casas ya adqui- 



186 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ridas por empleados y obreros en actividad o retiro, 
con préstamos otorgados por el Banco Hipotecario Na- 
cional; secciones del Instituto Nacional de Previsión 
Social; instituciones de previsión o de créditos provin-* 
cíales o comunales, fundados en la voluntad del propie- 
tario de vivir en ella con su familia durante la vigencia 
de la presente ley, y siempre que sea única casa habi- 
tación". La última parte, desde las palabras: "funda- 
dos en la voluntad del propietario.. . " reproduce tex- 
tualmente el respectivo pasaje de la ley 12.998. Puesto 
que sólo se trató de substituir un inciso del art. 2 V de 
esta última, para la inteligencia del nuevo texto es ne- 
cesario tener presente que la disposición substituida 
era, como se recordó, una de las excepciones hechas en 
el art. 2° de la ley 12.998 a la norma del art. V que sus- 
pendió en todo el territorio de la República hasta el 30 
de junio de 1949 los trámites de los juicios de desalojo 
y los plazos para desahucios de casas, locales, etc., esta- 
bleciendo además que hasta esa fecha no podrían ini- 
ciarse tampoco juicios de esa especie. En suma, y res- 
tringiendo la consideración al objeto del recurso, la 
ley 13.228 limitó la excepción hecha por la 12.998 a favor 
de los propietarios que quisieran obten*. , el desalojo de 
su única casa habitación para ocuparla con su familia, 
a los que siendo empleados u obreros en actividad o re- 
tiro hubiesen adquirido la casa con préstamos otorgados 
por las instituciones de que se ha hecho mención. 

Que la finalidad primordial del precepto en cues- 
tión fué pues, claramente, substraer a los propietarios 
de una sola casa habitación que se propusieran vivir en 
ella a la suspensión de desalojos dispuesta en el art. 1* 
de la ley 12.998. Pero, a diferencia de lo establecido en 
el inc. c) del art. 2- que en el conjunto de estos propie- 
tarios constituyó, a los fines de la excepción; una catego- 
ría con aquellos cuyos inmuebles no devengaran un alqui- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



187 



ler mayor de $ 200 mensuales o que, en caso de edificios 
de departamentos, la valuación fiscal al 31 de diciembre 
de 1946 no fuera superior a m$n. 100.000, la ley 13.228 ha- 
ce la categoría con quienes adquirieron la propiedad me- 
diante préstamos otorgados por las instituciones que 
se enumeran en su art. 1*. Supuesto que la categoría sea 
arbitraria ¿es posible una declaración de inconstituciona- 
lidad que incluya en la excepción a los propietarios res- 
pecto a los cuales se cumplen las condiciones de serlo 
de una sola casa habitación y tener la voluntad de ocu- 
parla, sin que ello importe substituir al legislador? Sólo 
en caso afirmativo el recurso sería procedente. 

Que es posible, pues, — siempre en la hipótesis de 
que hubiera desigualdad — , ésta consistiría en negar a 
quienes no adquirieron sus casas con los préstamos alu- 
didos lo que en las mismas circunstancias, — la de ser 
dueños de esa única casa y la de requerirla para vivir 
en ella con su familia — , se acuerde a quienes las com- 
praron auxiliados con aquellas facilidades y la decla- 
ción de inconstitucionalidad haría caer la distinción ar- 
bitraria manteniendo la excepción en todo lo demás de 
ella. Vale decir que la ley sería aplicable en cuanto acuer- 
da la excepción a los propietarios que quieren vivir con 
su familia en la únicjji casa habitación de que son due- 
ños. Con lo cual no se extendería la excepción a situa- 
ciones no contempladas por el legislador sino que se de- 
jaría de aplicar la distinción lesiva del principio de 
igualdad, lo que es fundamentalmente distinto, consti- 
tuye ejercicio estricto de la facultad constitucional de 
que se trata, e impide — de haber desigualdad — que 
ésta quede sin reparación. 

En cuanto al fondo del asunto: 

Que la desigualdad existe patentemente y no tiene 
razón de ser en la naturaleza de las cosas de que se 
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trata. Si ha de hacerse excepción al régimen de suspen- 
sión de desalojos en favor de quienes son dueños de una 
sola casa habitación y se proponen vivir en ella, no se ve 
por qué motivo razonable haya de distinguirse entre 
los procedimientos de adquisición los que menciona el 
art. 1° de la ley de que se trata, para excluir de la ex- 
cepción a los propietarios reales que adquirieron con 
cualquier otro de los procedimientos legítimos posibles. 
Nada tiene que ver la excepción con estos diversos pro- 
cedimientos ; en todos los casos se trata de la misma 
condición de propietario, con la misma particular moda- 
lidad de serlo de una sola casa y con el mismo propósito 
de habitarla con su familia. El hecho de que algunos de 
los préstamos a que se refiere la ley impongan al deu- 
dor la obligación de vivir en la casa no puede ser invo- 
cado para justificar la exclusión de quienes no obtuvie- 
ron el dinero de la adquisición por esos medios (Diario 
de Sesiones de la Cámara de Diputados, sesión del 16 
de julio de 1948), puesto que no todos los préstamos que 
allí se mencionan imponen esa condición. Lo cual prue- 
ba que el objeto propio del precepto no es contemplar 
tales situaciones, sino, ^-como el texto de la ley lo ex- 
presa claramente — , la de los pequeños propietarios, 
dueños de una sola casa, que quieren vivir en ella. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se revoca 
la sentencia de fs. 19 en cuanto ha sido materia del re- 
curso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 
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RICARDO CELESTINO RIOJA 

LEY: Derogación. 

Para considerar que una ley deroga implícitamente dispo- 
siciones de otra, debe ocurrir que el orden de cosas esta- 
blecido por ésta sea incompatible con el de la nueva ley. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Jubilaciones, 
Determinación del monto. 

El art. I 9 , inc. c) de la ley 12.996, que substituyó en el 
art. 17 de la ley 10.650, modificado por la ley 12.825 y 
por el decreto ley 14.534/44 las palabras "últimos quince 
años" por "los diez años que más convengan a juicio del 
afiliado", no ha dejado sin efecto el art. 2 C de dicho de- 
creto que dispone que "los sueldos comprendidos entre 
$ 1.000 y $ 1.500 mensuales so tomarán en cuenta para el 
aporte patronal y del personal, en cuanto a la concesión 
de beneficios y demás efectos, solamente a partir del P de 
julio de 1944". No procede, pues, computar sueldos supe- 
riores a $ 1.000 con anterioridad al l 9 de julio de 1944. 



Dictamen de la Junta Seccional Ley 10.650 

Buenos Aires, abril 13 de 1948. 

Estudiadas las presentes actuaciones; atento el pedido de 
jubilación ordinaria formulado a fs. 37; la partida de fs. 44, 
que comprueba que el recurrente cuenta con más de 50 años 
de edad; el cómputo practicado por la Contaduría a fs. 53. que 
acredita una antigüedad de más de 30 años de servicios; lo que 
prescriben los arts. 15 bis, 16 inc. 1*), 17, 18 inc. I 9 ) y 48 de 
la ley n 9 10.650, modificada por la ley n 9 12.986, y lo dicta- 
minado por la Asesoría letrada, esta Comisión aconseja a la 
Junta Seccional que, como mejor informe, someta a considera- 
ción del Directorio el siguiente proyecto de resolución: 

Visto el expediente de jubilación letra R. n 9 50.736. SF, 
en el cual se encuentran acreditados los extremos lépales re- 
queridos para el otorgamiento de la prestación gestionada; 
atento a lo informado por la Junta Seccional y en uso de las 
facultades conferidas por el decreto-ley n 9 29.176/44, ratificado 
por U ley n 9 12.921, 
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El Directorio del Instituto Nacional de Previsión Social, 

Resuelve : 

Artículo 1*. — Acuérdase, dentro del. régimen de la ley 
n* 10.650, jubilación ordinaria íntegra, con el haber mensual 
de S 741.44 m/n., a D. Ricardo Celestino Rioja, ex-empleado 
de los Ferrocarriles del Estado. 

Artículo 2* — Pagúese la prestación mencionada en el ar- 
tículo que antecede, desde el día en que el interesado deje de 
percibir sueldo. 

Artículo 3 9 — Devuélvase oportunamente al recurrente, la 
suma de $ 40,00 m/n. aportados de más en concepto de primer 
mes de sueldo y aumentos, de conformidad con lo dispuesto 
en el expediente G. n<> 31.695 — SP— de D. Joaquín R. Go- 
rriarena. 

Artículo 4* — Hágase saber al interesado, en mérito a lo 
solicitado a fs. 49, que los sueldos comprendidos entre 
$ 1.000,00 m/n. y $ 1.500,00 m/n. mensuales, se tomarán en 
cuenta, en cuanto a la concesión de beneficios, solamente a 
partir del 1* de julio de 1944 (art. 2° decreto-ley 14.534). 
Venancio A. J. Spinelli. — Jorge A. Rodríguez Moyano. — 
Nicolás Sólito. 



Resolución del Instituto Nacional de Previsión Social 

Buenos Aires, 22 de abril de 1948. 

Se deja constancia que el Directorio en sesión de la fecha, ' 
de conformidad con lo aconsejado por la Comisión de Presta- 
ciones de la Ley 10.650, acordó adoptar como resolución el 
proyecto elevado por la Junta Seccional. — Ramón A. Rol- 
dan. — Heriberto A. de Seta. 



Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Buenos Aires, febrero 8 de 1949. 

Vistos y considerando: 

Que el examen de la cuestión debatida en el sub-lite, anali- 
zada a la luz de las disposiciones legales que rigen el caso, 
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permite aceptar la procedencia de los agravios articulados por 
el recurrente en apoyo de su tesitura legal, toda vez que — como 
bien lo pone de relevancia el Sr. Procurador General en su 
dictamen — la ley 12.986 ha modificado implícitamente en la 
parte pertinente el art. 2* del decreto 14.534 que fijaba el 
I o de julio de 1944 como fecha a partir de la cual se tomarían 
en cuenta los sueldos comprendidos entre los $ 1.000 y 
$ 1.Í00 ra/n. a los efectos de la concesión de beneficios, al 
establecer en su art. P, inc. c) el otorgamiento al afiliado, del 
privilegio de elegir "los diez años que más le convengan" 
a los fines de la fijación del monto del haber jubilatorio. Tal 
facultad concedida al beneficiario y a cuyo arbitrio, queda 
supeditada — ministerio legis — la elección de los diez años 
computables, importa sin duda una derogación tácita de la 
fecha a que alude el art. 2 9 del decreto 14.534, y por otra 
parte siendo además la ley 12.986 un régimen legal cronológi- 
camente posterior en su sanción al decreto 14.534, importa 
también en el hecho, una modificación de las prescripciones 
de este último que resulten incompatibles con las disposiciones 
pertinentes de aquél, el cual debe privar a todo evento en la 
aplicación al sub-examen. Así se declara. 

En su mérito y lo dictaminado precedentemente por el 
Procurador General, el tribunal resuelve: Revocar la resolu- 
ción recurrida en cuanto ha sido materia de apelación. — 
Armando David Machera. — José Felliciotta. * 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario procede en esta causa, 
por haberse puesto en tela de juicio la interpretación 
de disposiciones de carácter federal y ser la sentencia 
definitiva obrante a fs. 80 contraria al derecho que el 
recurrente fundara en las mismas. 

En cuanto al fondo del asunto, estriba en resolver 
si el art. 1* inc. c) de la ley 12.986, al sustituir en el art. 
17 de la ley 10.650, modificado por la ley 12.825 y el 
decreto-ley N 9 14.534|44, las palabras 4 'últimos quince 
años'' por 4 ' los diez años que más convengan a juicio 
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del afiliado", dejó sin efecto el art. 2 9 del decreto-ley 
N p 14.534|44, que dispone que "los sueldos comprendi- 
dos entre $ 1.000 y $ 1.500 mensuales se tomarán en 
cuenta para el aporte patronal y del personal, en cuanto 
a la concesión de beneficios y demás efectos, solamente 
a partir del V de julio de 1944". * 

Entendiendo en la apelación que le llevara D. Ri- 
cardo Celestino Rioja, la Cámara del Trabajo ha resuel- 
to el punto en sentido afirmativo, declarando que a los 
efectos de la fijación del sueldo promedio, el recurrente 
tiene derecho a computar sueldos superiores a $ 1.000 
mensuales, aún con anterioridad al 1° de julio de 1944. 

Estudiado el caso, pienso que el art. 17 de la ley 
10.650, en su texto definitivo, no se opone a la subsisten- 
cia del art. 2 9 del decreto N 9 14.534j44, por cuanto ambos 
contemplan situaciones diversas. 

En efecto, para considerar que una ley deroga im- 
plícitamente disposiciones de otra, debe ocurrir que el 
orden de cosas establecida por ésta sea totalmente in- 
compatible con la nueva ley. De lo contrario, y confor- 
me a principios admitidos por la Corte Suprema (183: 
470), no cabe presumir que esa derogación implícita se 
ha producido. Veamos qué es lo que ocurre en el pre- 
sente caso. 

El art. 17 de la ley 10.650, al determinar el modo 
cómo debía calcularse el monto de la jubilación ordina- 
ria, disponía que se lo haría con relación al promedio 
de los sueldos percibidos durante los últimos cinco años 
de servicio y con sujeción a una escala que establecía. 
La ley 12.825 modificó el art. 17 disponiendo que el 
promedio sería de los últimos quince años de servicio. 

Como queda dicho más arriba, la ley 12.986 susti- 
tuyó esos quince años por 4 4 los diez años que más con- 
vengan a juicio del afiliado". 
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Por otra parte, hasta la promulgación del decreto- 
ley N 9 14.534|44, para hacer los aportes personales y 
patronales y establecer el monto de los beneficios, la 
ley 10.650 fijaba como sueldo máximo el de $ 1.000 men- 
suales (arts. 9* inc. 2 9 y 5 o , y art. 17). 

El aludido decreto-ley N* 14.534|44, entre otras mo- 
dificaciones, elevó ese monto a $ 1.500 mensuales; pero 
a objeto de no dar efecto retroactivo a la reforma, in- 
cluyó el art. 2* que transcribí al principio de este dic- 
tamen, en virtud del cual, a todos los efectos de la ley, 
los sueldos entre $ 1.000 y $ 1.500 mensuales sólo deben 
tomarse en cuenta a partir del í 9 de julio de 1944, 

A mi juicio, el afiliado, al elegir los diez años de 
servicios cuyos sueldos determinarán el promedio so- 
bre el que se calculará la jubilación, debe seguir limitado 
por lo dispuesto en ese art. 2 9 , tal como lo estaba antes, 
cuando la ley fijaba al efecto los últimos quince años 
de servicios, porque me parece claro que una cosa es 
señalar sobre qué sueldos se calculará el promedio, y 
otra muy distinta, que esos sueldos tengan como límite 
máximo el de $ 1.000 mensuales hasta el l 9 de julio de 
1944 y el de $ 1.500 a partir de esa fecha. 

Por último, debo agregar que he leído detenida- 
mente la discusión parlamentaria que precedió a la 
sanción de la ley-N* 12.986, y en ningún momento he ad- 
vertido que hubiera sido propósito de los .legisladores 
disponer la derogación del art. 2 9 tantas veces citado. 

A mérito de lo expuesto soy, pues, de opinión que 
corresponde revocar el fallo apelado en cuanto pudo 
ser materia de recurso. — Buenos Aires, mayo 12 de 
1949. _ Carlos G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de julio de 1949. 

Vistos los autos: "Rioja Ricardo Celestino s.f ju- 
bilación", en los que se ha concedido a fs. 85 el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

Se trata de resolver en el presente si el art. I 9 inc. 
c) de la ley N 9 12.986 que substituye en el primer apar- 
tado del art, 17 de la ley 10.650, modificado por la ley 
12.825 y por el decreto ley 14,534 las palabras: "últimos 
quince años" por "los diez años que más convengan a 
juicio del afiliado", dejó sin efecto el art. 2 9 del aludido 
decreto ley 14.534 que dispone que "los sueldos com- 
prendidos entre $ 1.000 y $ 1.500 mensuales se tomarán 
en cuenta para el aporte patronal y del personal, en cuan- 
to a la concesión de beneficios y demás efectos, sola- 
mente a partir del l 9 de julio de 1944". 

Para considerar que una ley deroga implícitamente 
disposiciones de otra, debe ocurrir que el orden de co- 
sas establecida por ésta sea incompatible con el de la 
nueva ley. (art. 17, Cód. Civil y doct. Fallos: 183, 470). 

Que la disposición del decreto en cuestión es compa- 
tible con los preceptos contenidos en la nueva ley, los 
cuales se refieren a una situación distinta. En efecto: 
mientras el art. I 9 inc. c) de ésta, que substituyó el art. 
17 de la ley 10.650, modificado por la ley 12.825 sólo 
contempla un período de tiempo a efecto de fijar el 
monto jubilatorio estableciéndolo en los. diez años que 
más le convengan al afiliado, el art. 2 9 del decreto-ley 
14.534 (ley 12.921) dispone que los sueldos entre $ 1.000 
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y $ 1.500 sólo se tomarán en cuenta para fijar beneficios 
a partir del l 9 de julio de 1944. 

Que, situaciones como la que se contempla en este 
caso quedaron planteadas con la sanción del decreto ci- 
tado, pues al mismo tiempo que elevó a $ 1.500 el monto 
de los sueldos, promediables, estableció la restricción 
del art. 2 9 , es decir, que no autorizó la computación de 
ellos, — no obstante haberlos percibido el empleado du- 
rante los últimos 15 años (modif. del art. 17) — , sino 
a partir del 1* de julio de 1944. 

Que para tener el alcance que la sentencia recurri- 
da le atribuye, la reforma introducida por la ley 12.986 
hubiera debido suprimir en el texto reformado no sólo 
las palabras 4 'últimos quince años", — únicas a que la 
reforma se refiere — , sino también la frase que sigue a 
ellas: "y por los cuales (sueldos) haya efectuado los 
aportes". Mantenida esta última, mantúvose con ello, 
en cuanto a cómputo de sueldos comprendidos entre 
$ 1.000 y 1.500, el régimen del decreto ley 14.534|44. Se 
los puede computar si por ellos se hicieron aportes, 
pues el texto reformado ha venido a quedar en los si- 
guientes términos: "El monto de la jubilación ordinaria 
se establecerá sobre la base del promedio mensual que 
el empleado u obrero haya percibido durante los diez 
años que mas convengan a juicio del afiliado y por los 
cuales haya efectuado los aportes". Pero como por los 
sueldos de más de $ 1.000 no se habían hecho aportes 
sino en proporción a esta última suma, conforme a lo 
dispuesto por el art. I 9 de la ley 12.825, hasta que el 
decreto ley 14.534|44 elevó el máximo a $ 1.500, quiere 
decir que no sólo por lo dispuesto en el art. 3 9 de dicho 
decreto no es admisible el cómputo de sueldos de más 
de $ 1.000 percibidos antes del l 9 de julio de 1944 sino 
también por expresa disposición del art. 17 de la ley 
10.650 en el texto de él establecido por la ley 12.986 a 
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la cual se atribuye la derogación del art. 2» del decreto 
ley. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se revoca la sentencia apelada 
en cuanto ha sido materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



ALDO DOMINGO ANGEL MASSA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares. Inutilización 
para la carrera militar. Ejército. 

Con arreglo al art. 42 del decreto n° 22.559/45, el retiro 
del 30 % del sueldo de su prado corresponde a los cabos, 
soldados conscriptos, etc., que a raíz de su inutilización ha- 
yan sufrido una disminución de sus aptitudes para el tra- 
bajo en la vida civil, valorada entre el 1 y el 10 % 



JUAN V. GENTILE v. Cía. DE ELECTRICIDAD DE LOS 

ANDES S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición 
del recurso. Fundamento. 

El escrito en que se interpone el recurso extraordinario de- 
be expresar la cuestión federal que se intenta someter a la 
Corte Suprema de manera clara y precisa y contener las 
enunciaciones necesarias para puntualizar la vinculación de 
aquélla con las cuestiones en litigio, de tal manera que su 
sola lectura permita apreciar lo referente a la procedencia 
del recurso y los puntos sobre que ha de versar el pronun- 
ciamiento del Tribunal. 



(i) 7 de julio de 1949. FaUoa: 210, 1036. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La inteligencia atribuida a la ley n p 11.544 por los tribu- 
nales provinciales es irrevisible mediante el recurso extra- 
ordinario, atento el carácter común que reviste. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consentí- 
dos. Fundamentos de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la ley 1002 de la Prov. de Mendoza es violatoria de la ley 
nacional 11.544 y por lo tanto, inconstitucional, contra la 
sentencia que, fundada en la interpretación de dicha ley 
nacional de carácter común, llega a la conclusión de que 
no existe incompatibilidad entre ellas. 



Dictamen del Procubador General 

Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reitera- 
damente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 127 no está suficiente- 
mente fundado, toda vez que se omite la pertinente re- 
ferencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los mismos y las cuestiones debatidas en aquélla guar- 
dan con la cuestión federal que se pretende someter a 
la decisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal concedido 
a fs. 130 dicho recurso. — Buenos Aires, junio 22 de 
1949. _ Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de julio de 1949. 



Vistos los autos: "Gcntile Juan V. c.| Cía. de Elec- 
tricidad de Los Andes Soc. Anón. — Acción Indemniz.", 
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en los que se ha concedido a fs. 130 el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando : 

Que, como afirma el Sr. Procurador General en su 
dictamen, el recurso extraordinario no ha sido debi- 
damente fundado al interponerlo, por lo que no debió 
ser concedido (Fallos: 211, 462 y 639). 

Que, por otra parte, la sentencia recurrida llega a 
la conclusión de que no existe oposición entre la ley pro- 
vincial N 9 1002, que establece la jornada de 44 horas en 
la Prov. de Mendoza, y la ley nacional 11.544, sobre la 
base de que ésta sólo fija una jornada máxima de labor 
susceptible de sor reducida por las leyes provinciales 
cuando así lo hagan aconsejable razones de protección 
de la salud del obrero. Siendo irrevisible la inteligencia 
atribuida a la ley 11.544 por los tribunales provinciales, 
atento el carácter común que reviste (Fallos: 188, 8; 
197, 199), y basándose en esa interpretación la conclu- 
sión del fallo apelado, el recurso extraordinario funda- 
do en la oposición entre la ley local y la nacional resulta 
improcedente por falta de la relación directa exigida 
por el art, 15 de la ley 48. (Fallos: 196, 535; 197, 48). 

Por tanto, declárase improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a la parte demandada. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 

ZUELA. 
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ATILIO E. CATTANEO 

RECUSACION. 

Es improcedente la recusación con causa de los Ministros 
de la Corte Suprema fundada en haberse propuesto el recu- 
sante pedir el juicio político de aquéllos. 

JUECES. 

Para el juzgamiento criminal de magistrados acusados de 
haber intervenido ilegalmente en política se requiere el 
previo desafuero que es atribución privativa de la autori- 
dad cotnpetente para separarlos de sus cargos. 
La Corte Suprema carece de una y otra facultad, aun du- 
rante el tiempo que transcurra hasta la creación legal del 
tribunal de enjuiciamiento que el art. 91 de la Constitución 
manda establecer. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De los propios términos en que se funda la recusa- 
ción, resulta que la causal invocada no reúne los extre- 
mos que exige el inciso b) artículo 3* de la ley 5.107. 
Corresponde, pues, desestimarla. 

En cuanto a la denuncia formulada cabe destacar : 

p — Q U€ ja inmovilidad que ampara a los miem- 
bros del Poder Judicial impide su procesamiento mien- 
tras no sean removidos. 

2* — Que la circunstancia de que aun no se haya 
sancionado la ley a que se refiere el artículo 91 "in fine" 
de la Constitución Nacional no es suficiente para que 
V. E. ejerza atribuciones que no le han sido conferidas 
ni por la constitución ni por la ley, y que exceden las 
facultades propias de Superintendencia. 

Por tanto V. E. carece de competencia para enten- 
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der en esta causa. — Buenos Aires, julio 1 de 1949. — 

Carlos G. Del fino. 

FAIIiO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de julio de 1949. 

Vistos los autos: "Cattáneo Atilio E. — Su denun- 
cia", para decidir en cuanto a lo solicitado a fs. 1. 

Considerando: 

En cuanto a la recusación: 

Que la interpuesta es una recusación con causa, y 
la que se alega, — haberse propuesto el recusante pedir 
el juicio político de los recusados — no está comprendi- 
da, ni expresa ni tácitamente, en ninguna de las que ta- 
xativamente se mencionan en el art. 43 de la ley 50, ni 
en lo dispuesto por el inc. b) del art. V de la ley 5106. 

En cuanto al fondo: 

Que, según su propia manifestación, el presentante 
reproduce una denuncia hecha ante el Juez Federal en 
lo Criminal Dr. Palma Beltrán el 3 de diciembre de 1948, 
relativa a lo que sostiene haber sido intervención ilegal 
en política de determinados magistrados judiciales (art. 
82, lev 8871). Manifiesta que la denuncia fué archivada 
por entender el Sr. Juez de la causa, de acuerdo con el 
Sr. Agente Fiscal, que debían levantarse previamente 
las inmunidades de los magistrados acusados. 

Que en orden al juzgamiento criminal de dichos 
magistrados el previo desafuero no es hoy menos indis- 
pensable que en aquella oportunidad. Y hoy como en- 
tonces es facultad privativa de la autoridad competen- 
te para separarlos de sus cargos. 

Quo ésta no es atribución de la Corte Suprema ni 
siquiera durante el tiempo que transcurra hasta que 
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sea legalmente creado el tribunal de enjuiciamiento que 
el art. 91 de la Constitución actual manda establecer. 
Sus facultades de superintendencia no son otras, mien- 
tras una nueva ley no disponga cosa distinta, que las 
determinadas en las leyes vigentes. El art. 94 de la 
Constitución se limita, en este punto, a extender el al- 
cance de dicha superintendencia a toda la Justicia Na- 
cional. De ello se hizo cargo la Acordada del 31 de mar- 
zo ppdo. disponiendo que la de los tribunales de la Ca- 
pital Federal, no comprendidos antes de ahora en el 
ámbito de la que ejercía esta Corte, seguiría rigiéndose 
por las disposiciones legales y reglamentarias en vigor, 
sin perjuicio de que cuando lo juzgase pertinente, la 
Corte asumiera en ese ámbito el ejercicio directo de 
ella. Pero es obvio que habría de asumirlo dentro de los 
límites que la Constitución y las leyes ponen a la atri- 
bución de que se trata. Y ni la primera ni las segundas 
incluyen en dichas facultades las de separar de sus car- 
gos a los jueces, ni la de proceder al desafuero previo 
requerido para el procesamiento criminal de los mismos. 

Que si lo que el presentante se propone no es hacer 
posible dicho procesamiento por la justicia criminal 
competente mediante el desafuero, sino que los actos 
mencionados en su presentación sean directamente san- 
cionados por el Tribunal ante el cual ceden tanto la in- 
munidad cuanto la inamovilidad de los jueces, la con- 
clusión no varía porque se acaba de explicar que esta 
Corte no es hoy ese Tribunal. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sv. Procurador General así se declara. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 
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ENRIQUE JIMENEZ v. WENCESLAO POSSE S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consentidos. 

Aun cuando el recurso extraordinario fuera admisible con 
respecto al laudo de un tribunal arbitral, como la respec- 
tiva Comisión de la Cámara Gremial de Productores de 
Azúcar de la Prov. de Tucumán, correspondería declararlo 
improcedente si las cuestiones constitucionales en que se 
funda, referentes a la invalidez del dec. 1135/940, dictado 
por el P. E. de Tucumán y a la violación del derecho de 
propiedad por la retroactiva aplicación de aquél a actos con- 
cluidos y a derechos incorporados al patrimonio del recu- 
rrente, carecen de relación directa e inmediata con las cues- 
tiones resueltas por el laudo apelado, que resuelvo la causa 
sobre la base de consideraciones de índole no federal sufi- 
cientes para sustentarlo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
v federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La cuestión referente a los efectos de un contrato y a la 
manera cómo fué celebrado y cumplido por las partes es 
ajena al recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
. federales. Interpretación de normas y actos locales en general. 

No incumbe a la Corte Suprema revisar por medio del re- 
curso extraordinario la declaración de la comisión de la 
Cámara Gremial de Productores de Azúcar de la Prov. 
de Tucumán acerca de su carácter de tribunal arbitral y 
de equidad. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El escrito de queja interpuesto precedentemente, 
no cumple los requisitos exigidos reiteradamente por 
V. E., acerca de la forma en que debe fundanjentarse el 
recurso extraordinario, toda vez que él mismo no ex- 
presa en forma clara cuál es la cuestión federal que se 
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intenta someter al tribunal y, menos aun, cuáles son 
las cuestiones en litigio. De allí, que su sola lectura 
no permite " apreciar lo referente a la procedencia del 
recurso y los puntos sobre que ha de versar el pronun- 
ciamiento de la Corte Suprema" (209: 378). 

Corresponde, pues, desestimar dicha queja. — Bue- 
nos Aires, junio 15 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de julio de 1949. 

Vistos los autos 4 'Recurso de hecho deducido por 
la demandada en la causa : Jiménez Enrique contra 
Posse Wenceslao S. A. Cía. Azucarera — Ingenio Espe- 
ranza — M , para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que en el caso de autos- el recurso extraordinario 
no procedería ni aun en el supuesto de que hubiera sido 
debidamente fundado y de que fuera admisible con res- 
pecto a las decisiones de un tribunal arbitral como la 
respectiva comisión de la Cámara Gremial de Produc- 
tores de Azúcar creada por la ley de la Prov. de Tucumán 
de fecha 5 de julio de 1927. 

Que en el fallo apelado, dicha Comisión Arbitral ha 
establecido que: a) en las relaciones entre ingenios y 
cañeros las liquidaciones no son anuales; los primeros 
hacen el pago previa comprobación del precio del azú- 
car en el mercado y de otros renglones; b) el actor ven- 
dió a la demandada caña de azúcar de la cosecha de 1939 
para la fabricación de azúcar de exportación, a un pre- 
cio inferior, por ello, al de la caña destinada al consumo 
interno; pero la compradora vendió el producto dentro 
del país obteniendo de ese modo un precio mayor, por 
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lo cual el primero reclama el pago de la diferencia co- 
rrespondiente; c) la demandada aprovechó, en perjui- 
cio de los cañeros el mayor precio que obtuvo mediante 
la venta de] producto en el mercado interno; d) en de- 
creto N° 1135, del año 1940, no tiene el alcance de una 
norma en la cual se encasille el pronunciamiento del 
Tribunal Arbitral sino el de un hecho que contribuye 
a discriminar sobre la justicia o injusticia de sus deci- 
siones; e) la Comisión no es tribunal de derecho sinb 
uno arbitral que actúa como organismo regulador de las 
relaciones entre los fabricantes de azúcar y los cultiva- 
dores de caña, como juez de equidad; f) que es eviden- 
temente injusto y contrario a la equidad que las fábricas 
aprovechen del mayor precio que obtuvieron por la caña 
que les fué vendida para exportar y destinaron al con- 
sumo interno, tanto más cuanto que han pagado a otros 
cañeros la diferencia que en el juicio se reclama. 

Que estos antecedentes bastan para poner de ma- 
nifiesto que las cuestiones constitucionales en que se 
ha fundado el recurso extraordinario, referentes a la 
invalidez del decreto n 9 1135 y a la violación del dere- 
cho de propiedad por la retroactiva aplicación de aquél 
a actos concluidos y a derechos incorporados al patri- 
monio, carecen de relación directa e inmediata con las 
cuestiones "resueltas por el laudo recurrido. 

Que, por una parte, la Comisión Arbitral no ha en- 
tendido hallarse en presencia de actos definitivamente 
concluidos sino ante un contrato que no fué debidamen- 
te cumplido con arreglo a lo estipulado por las partes. 
El pronunciamiento limítase a decidir acerca de los 
efectos que a juicio del tribunal resultan del contrato 
y de la manera como fué celebrado y cumplido por las 
partes, cuestión ajena al problema de la retroactividad 
y a la materia propia del recurso extraordinario. 

Que, por otra parte, carecería de todo objeto pro- 
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nunciarse acerca de la validez del decreto n 9 1135, pues- 
to que el laudo impugnado no decide la causa por impe- 
rio de aquél — al que no atribuye otro alcance que el de 
un elemento más de juicio — sino en atención a los an- 
tecedentes del caso y por consideraciones de justicia co- 
mo tribunal arbitral y de equidad, carácter acerca del 
cual no incumbe a esta Corte Suprema pronunciarse por 
depender de la interpretación que se atribuya a la ley 
provincial que lo creó. 

Que resuelta, pues, la causa, sobre la base de con- 
sideraciones de índole no federal suficientes para sus- 
tentar el laudo recurrido, las disposiciones de la Consti- 
tución Nacional en que se ha intentado fundar el re- 
curso extraordinario carecen de relación directa e in- 
mediata requerida por el art. 15 de la ley 48 y la reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 
209, 28 y los allí citados). 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, desestímase la presente queja. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valen- 
zuela. 



Soc. FINANCIERA E INMOBILIARIA DEL RIO DE LA 

PLATA 

\ RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
^ deraL Cuestiones federales simples. Interpretación de otras normas y 
actos federales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en la in- 
terpretación del art. 58 del decreto-ley 29.176/44 y en la 
inconstitucionalidad de su aplicación retroactiva, como vio- 
latoria del derecho de propiedad constituido por el benefi- 
cio de la prescripción del art. 4027, inc. 3<\ del Código Ci- 
vil, operada con respecto a los aportes que le reclama el 
Instituto Nacional de Previsión Social al recurrente. 
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PRESCRIPCION ; Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Ju- 
bilación de empleados bancarios. 



VEl art. 58 del decreto-ley 29.176/44 según el cual las accio- 
nes que el Instituto Nacional de Previsión Social deba 
entablar por cobro de contribuciones, aportes y toda otra 
deuda, prescribirán a los diez años, no es aclaratorio de 
otro precepto anterior, sino modificatorio, en cuanto a las 
contribuciones y aportes de pago periódico, del pertinente 
sistema de prescripción del Código Civil. Luego, la ac- 
ción para el cobro de los aportes que debieron hacerse 
hasta cinco años antes de la fecha en que comenzó a regir 
el decreto-ley mencionado, publicado el 6 de noviembre 
de 1944, estaba prescriptá cuando dicha vigencia comenzó. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
propiedad. 

La ley por la cual se amplía el término de la prescripción 
de una acción no puede, sin violar un derecho definitiva- 
mente incorporado al patrimonio, ser aplicada en forma 
retroactiva para dejar sin efecto la prescripción cumplida 
de acuerdo con la ley anterior que establecía un plazo 
más breve. 



Dictamen del Procurador General Interino del Trabajo 
Excma. Cámara: 

Por resolución do fecha 4 ele juli de 1946, emanada del 
Instituto Nacional de Previsión ¡Social — Sección ley 11.57;) — 
se declaró que los Directores de empresas afiliadas, estaban 
comprendidos en las disposiciones de la ley 11.575 y obligados, 
en consecuencia, a efectuar los aportes que la misma determi- 
na, sobre las asignaciones que perciban por sus servicios, con- 
sistan ellas en porcentaje sobre las utilidades, sumas fijas o 
cualquiera otra forma de pago, obligación ésta que se debía 
cumplir dentro de los 30 días, efectuando los aportes corres- 
pondientes al período comprendido entre el 10 de octubre 
de 1923 hasta la fecha de la resolución, con más sus intereses 
y a razón del 6 anual capitalizado trimestralmente, confor- 
me al artículo 4 9 de la ley 11.575. 

Dos reparos fundamentales formula la institución banca- 
ria recurrente, a lo resuelto por el organismo administrativo 
máximo en esta materia: V*) Los directores de Banco no son, 
ni deben considerarse empleados dentro del régimen de la 
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ley 11.575, sino mandatarios de los accionistas, en relación de 
subordinación o dependencia. 2 9 ) No corresponde, aun en el 
caso de que se estimara procedente el aporte, retrotraer estos 
a la fecha que señala el Instituo Nacional de Previsión Social, 
y menos aun, con intereses capitalizados del 6 % anual. La 
obligación sólo podría ser exigible, desde cinco añas atrás, en 
razón de encontrarse prescriptos los anteriores (art. 4027 9 
del Código Civil). 

Desarrollaré el punto de vista de este Ministerio Público, 
respecto a cada una de las cuestiones mencionadas. 

En cuanto a la primera, conviene ante todo, transcribir 
la pertinente disposición del artículo 7* de la referida ley. 
Dice la misma: "A los fines de la más exacta interpretación 
de esta ley deberá entenderse... b) Por "empleado'* la per- 
sona que presta sus servicios a empresas bancarias en las con- 
diciones que ellas determinan, mediante un sueldo". 

Esta última circunstancia está aclarada en la letra c) del 
mismo artículo, cuando dice: "se entiende por sueldo la remu- 
neración fija en dinero que como retribución de sus servicios 
ordinarios recibe periódicamente el empleado, sea cual fuere 
la denominación que se le dé o las formas en que su pago 
se consigne en los libros de la empresa respectiva ". 

Todo, pues, se circunscribe al análisis y alcance interpre- 
tativo de esa norma y para ello se hace necesario examinar 
exhaustivamente dicha disposición, en el sentido general y 
específico de cada uno de sus términos. 

Como ha podido apreciarse, la ley 11.575 ha definido ter- 
minantemente el concepto de "empleado" a los efectos de la 
misma y tal disposición, en atención a la terminología utili- 
zada, no es otro que la equivalente al contrato de locación 
de servicios que legisla el Código Civil, en su art. 1623, 
cuando dice: "Tiene lugar — refiriéndose a esa figura jurí- 
dica — cuando una de las partes se obligare a prestar un 
servicio y la otra a pagarle por ese servicio, un precio en 
dinero". 

Significa, entonces, que dos son las circunstancias que 
tipifican el concepto de "empleado" dentro del sistema de la 
ley 11.575, y ellas son: a) Prestación de un servicio y b) De- 
recho a un sueldo a cambio de esa prestación. 

Ahora bien ; la ley no distingue ni define el carácter de 
esa prestación y al no hacerlo, debe aplicarse e interpretarse 
en su sentido amplio, no interesando, en consecuencia, a los 
efectos del alcance de la disposición, que esa prestación se 
efectúe bajo forma subordinada, exclusiva, habitual, de de- 
pendencia, a nombre propio o ajeno. 
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Estoy de acuerdo que cuando tal prestación se hace bajo 
las cuatro primeras formas, estaremos frente a un contrato de 
trabajo, en los términos de la ley 11.729 y que, cuando la mis- 
ma prestación se realiza para representar a otra o a ejecutar 
en nombre de ésta un acto o una serie de actos jurídicos, habrá 
un mandato civil o comercial, según la naturaleza del acto a 
ejecutar. 

La modalidad, pues, de la prestación que puede configu- 
rar ya sea contrato de trabajo o el mandato, tiene su impor- 
tancia al solo efecto de r- -guiar el funcionamiento de la rela- 
ción contractual, dentro del ámbito del derecho privado, como 
derrotero a seguir, a fin de saber hasta dónde llegan los dere- 
chos y obligaciones de las partes entre sí o respecto de terceros. 

Tal modalidad y efectos no van más allá de la órbita de 
acción del derecho subjetivo que las crea y contempla, lo que 
importa afirmar que no puede aplicarse y proyectarse por ex- 
tensión, hacia el campo de aplicación del Derecho Público, al 
extremo de ser causal de interferencia al sistema que el mismo 
determina. . 

Las leyes de Previsión Social, han dejado de pertenecer, 
por su naturaleza y fines perseguidos, a una rama de! Dere- 
cho Privado, para incorporarse al Derecho Administrativo o 
Derecho Público. 

Dichas leyes, no tienen por objeto reglar las relaciones 
contractuales individuales, sino que tienen en mira, el interés 
colectivo de la comunidad, en su relación con el Estado y por 
ello, éste las pone en funcionamiento, por medio de los orga- 
nismos que al efecto crea, para así cumplir con uno de los fines 
de su existencia. 

Dentro del derecho privado, una persona puede hacer 
valer la condición que la haya colocado, el vínculo que la liga 
con la otra parte, sea que ese vínculo nazca de la ley, estatuto, 
reglamento o bien de la conjunción de voluntades; pero esa 
condición, no va más allá, de lo que es el radio de acción 
de la rama del derecho que la crea. 

Se puede ser mandatario, locatario o locador de servicios 
o de obra, dentro de lo que dispone y legisla el Código Civil 
o de Comercio; pero ese carácter, no puede invocarse, cuando 
entran en juego, disposiciones de las leyes de derecho público, 
que mfequiparan, contemplan o reconocen la condición en que 
pueda encontrarse dentro del derecho privado, para asimilarla 
en sus beneficios o en el cumplimiento de sus obligaciones. 

Empleado, a los efectos de la ley 11.575, según hemos 
visto, es la persona que presta un servicio y que recibe por 
él un sueldo. 
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No interesa, pues, que ese "empleado" sea mandatario o 
subordinado, en relación de dependencia, con exclusividad, etc.; 
interesa sólo que preste un servicio, a cambio de una remu- 
neración. 

El Director de Banco, está encuadrado en esa definición 
y el servicio, lo presta, con sujeción a las reglas y normas que 
determina el Estatuto que rige el funcionamiento de la Ins- 
titución. Véanse, si no, los arts. 35 y 43 del Estatuto, agregado 
a estos autos, respecto a Remuneración y Distribución de uti- 
lidades. 

En cuanto al "sueldo", también lo reciben en la forma 
que prescriben los artículos citados de los referidos Estatutos, 
vale decir, el 1 V2 por ciento al Presidente y el 3 % por ciento 
entre los directores, excluido el Presidente, de las utilidades 
líquidas que resulten de las operaciones del Banco después de 
cubiertos todos los gastos y lo necesario para pérdidas reali- 
zadas y probables, amortizaciones y fondo de reserva y pre- 
visión. 

El sueldo, dentro del concepto de la ley 11.575, se carac- 
teriza por la reunión de dos circunstancias a) Remuneración 
fija en dinero y b) periódica, en cuanto a la época de su 
efectividad. 

Dicho concepto, pues, no se circunscribe a la interpreta- 
ción específica, en cuanto pueda importar una obligación de 
pago mensual, respecto a la época de cumplimiento o determi- 
nación previa traducida en números inalterables e invariables, 
en cuanto a su fijeza. El concepto es genérico, amplio; es 
decir, que comprende toda remuneración en dinero, recibida 
periódicamente, sea cual fuere su denominación o forma de 
pago. 

El Director o Directores del Banco recurrente, gozan in- 
dudablemente de un sueldo, dentro de la definición de la 
ley 11.575, toda vez, que la remuneración, tiene los caracteres 
de fija, al estar autorizado a percibir los porcentajes de las 
utilidades ya indicados, y es periódica, porque la percibe en 
la "época que se efectúen los balances, supeditado ello al riesgo 
de la empresa comercial. 

Concretando, Excma. Cámara, sostengo que: 

1 Q ) La ley 11.575, define clara y precisamente, lo que 
entiende por "empleado" a los efectos de la misma. 

2°0 Que son considerados tales, los que prestan un ser- 
vicio a una empresa bancaria, en las condiciones que ellas de- 
terminan, a cambio de un sueldo. 
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3 9 ) Que el concepto de "empleado" es genérico, en cuan- 
to no se hacen distingos acerca de la modalidad de esa pres- 
tación. 

4 V ) Que las normas del derecho privado, en lo que se 
refiere a la calificación de la relación contractual que puede 
unir a las partes, sólo tiene importancia, a los efectos de saber, 
hasta dónde llegan los derechos y obligaciones de cada una res- 
pecto de terceros, siendo sólo valedera, dentro de la órbita 
de acción del Derecho Subjetivo que la crea y regula. 

5°) Que la posición jurídica de una persona dentro del 
Derecho Privado, se esfuma, se pierde, se diluye, cuando se la 
pretende hacer prevalecer e invocar, dentro del ámbito de apli- 
cación del Derecho Público, en tanto éste no la equipare en 
sus consecuencias y efectos. 

6 9 ) Que siendo indiscutible que las leyes de Previsión 
Social, por su naturaleza y fines perseguidos, forman parte 
del Derecho Administrativo o Público, resulta igualmente in- 
dudable, que si una persona reviste su carácter de mandata- 
rio, a los efectos de sus relaciones dentro del Derecho Privado, 
no puede invocar ese mismo carácter, para eludir el cumpli- 
miento de una ley de Previsión Social, máxime cuando ésta, 
no distingue la modalidad de la prestación del servicio y no 
autoriza especialmente la excepción. 

7 9 ) Los Directores del Banco recurrente, en definitiva, 
están encuadrados en la definición de "empleados" dentro del 
régimen de la ley 11.575, en razón de que prestan,, un servicio, 
en la forma ijue determina su Estatuto, percibiendo un sueldo, 
que tiene los caracteres de fijo y perió» ¡co, sujeto a las fluc- 
tuaciones propias del riesgo comercial de la Empresa Ranearía. 
El aporte al Instituto Nacional de Previsión, Sección Caja 
Banca ría. debe hacerse, en relación a esas fluctuaciones y en 
las períodos correspondientes al cierre del ejercicio finan- 
ciero de la Institución. • 

Las conclusiones a que se arriba, se ajustan, a mayor 
abundamiento, a la doctrina sustentada por nuestro más alto 
Tribunal de Justicia del país. En efecto, se ha declarado que: 
14 Las funciones del Directorio de un Banco, entran en el con- 
cepto de permanencia, a que se refiere la ley 11.575". 

"Las miembros del Directorio de los Bancos afiliados a 
la ley 11.575, son empleados y están comprendidos en las obli- 
gaciones y derechos emergentes de dicha ley." 

"La circunstancia de que los directores de un Banco afi- 
liado a la ley 11.575, deban ser necesariamente accionistas, no 
los excluye de la citada ley, pues ésta los contempla y afilia 
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en consideración al carácter de personas que prestan servicios 
a la empresa bancaria más no como accionistas ' '. ( Sup. 
Corte de la Nación; "La Ley", 18-615; "C. S. N.'\ 186-465; 
"R. P.", 28-191; "J. A.", 70-320; "G. F.'\ 149-239). 

Respecto a la segunda defensa opuesta, resulta irrelevante, 
a mi modo de ver, frente a la precisa disposición del art. 58 
del Decreto 29.176/44, ratificado por la ley 12.921, en cuanto 
establece que: "Las acciones que el Instituto deba entablar, 
por cobro de contribuciones, aportes, y toda otra deuda, pres- 
cribirán a los 10 años". 

Pese a los términos de la resolución recurrida, sólo habría 
derecho a exigir el aporte correspondiente a los 10 años ante- 
riores, a la fecha de la resolución administrativa, que asi lo 
declara, tesis ésta que es aceptada por los señores Represen- 
tantes del Instituto Nacional de Previsión, conforme así cons- 
ta en el memorial de fojas 11/16, que desde luego me adhiero 
y comparto en toda su extensión, dando por lo demás, por 
reproducidos, los argumentos que en el mismo se invocan, en 
cuanto tengan relación con la retroactividad de la referida 
norma, dado el carácter de la misma. 

En apoyo de la tesis sustentada, conviene señalar que la 
Sala II de este Tribunal ha compartido la misma en los casos: 
"Nuevo Banco Italiano", causa N 9 2201, sentencia de fecha 
21 de abril de 1948; "Crédito Español del Río de la Plata", 
causa N* 2200, sentencia de fecha 18 de mayo del corriente 
año; y "Banco de Italia y Río de la Plata", causa N* 2202, 
sentencia de igual fecha. 

Salvo, pues, la modificación referente a la prescripción, 
corresponde — en mi opinión — confirmar la resolución recu- 
rrida. 

Despacho, a 18 días de agosto de 1948. — Víctor A. Su- 
reda Graells. 



Sentencia de la CXmara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Buenos Aires, agosto 31 de 1948. 

Vistos y considerando: 

Que de conformidad con lo aconsejado por el Procurador 
General en su dictamen de fs. 42/46, fundamentos del mismo 
y reiterada jurisprudencia de la Suprema Corte y de este 
Cuerpo sobre el punto en debate, la resolución que se recurre 
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debe ser confirmada con la sola excepción de la fecha a par- 
tir de la cual deben hacerse efectivos, por la recurrente, los 
aportes adeudados y las contribuciones, que deberán limitarse 
al plazo fijado por el art. 58 del decreto-ley 29.176/44. 

En su mérito, constancias de autos y lo dictaminado por 
el Procurador General, se confirma en lo principal el pronun- 
ciamiento recurrido, modificándolo en lo referente a la fecha 
a partir de la cual la recurrente está obligada a depositar los 
aportes de ley patronales y personales, que se establece sea 
el 4 de julio de 1946. — Jorge S. Suárez. — Enrique Pérez 
Colman. 



Aclaratoria 
Buenos Aires, 6 de septiembre de 1948. 

Y vistos: 

Apercibiéndose el Tribunal que en la parte dispositiva de 
la sentencia de fs. 47 se ha cometido un error material al fi- 
jarse la fecha a partir de la cual la recurrente está obligada 
a depositar los aportes patronales y personales, aclárase la mis- 
ma en el sentido de que dicha fecha es el cuatro de julio de 
mil novecientos cuarenta y seis como aparece en el pronun- 
ciamiento que se rectifica. — Jorge S. Juárez, — Enrique Pérez 
Colman. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Para decidir la cuestión de irretroactividad plan- 
teada por el recurrente, la sentencia apelada se funda 
en la interpretación y aplicación de normas del Código 
Civil, ajenas, por su naturaleza, a la instancia extraor- 
dinaria promovida. 

En consecuencia, no apareciendo demostrada la re- 
lación directa e inmediata que la garantía constitucio- 
nal invocada (derecho de propiedad) guarda con lo re- 
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suelto, corresponde declarar mal concedido a fs. 61 el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 53. — Bs. Ai- 
res, abril 27 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 11 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Soc. Financiera e Inmobiliaria 
del Río de la Plata — contesta circular del 29/8/46 so- 
bre aportes de directores", en los que se ha concedido 
a fs. 61 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por 
que se ha puesto en cuestión la inteligencia del art. 58 
del decreto ley 29.176/44 y la constitucionalidad de su 
aplicación retroactiva, por entender la recurrente que 
esa aplicación viola su derecho de propiedad constituí- 
do en este caso por el beneficio de la prescripción del 
art. 4027, inc. 3 9 , del Código Civil operada con respecto 
a los aportes que le reclama "el Instituto Nacional de 
Previsión Social, con anterioridad a la vigencia de la 
norma legal que se citó al principio. 

Que el art. 58 del decreto-ley 29.176, según el cual 
4 'las acciones que el Instituto deba entablar por cobro 
de contribuciones, aportes y toda otra deuda, prescribi- 
rán a los diez años") no es aclaratorio de ningún otro 
precepto anterior, sino modificatorio, en cuanto a las 
contribuciones y aportes de pago periódico, del perti- 
nente sistema de prescripción del Código Civil, que era 
el que hasta entonces regía la extinción de esta especie 
de obligaciones por el transcurso del tiempo, en ausen- 
cia de disposición especial sobre el particular, y atento 
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lo establecido por el art. 4019 del mismo Código. Lue- 
go la acción para el cobro de los aportes que debieron 
hacerse hasta cinco años antes de la fecha en que co- 
menzó a regir el decreto-ley de que se trata, publicado 
el 6 de noviembre de 1944, estaba proscripta cuando di- 
cha vigencia comenzó. 

Que, en consecuencia, la inteligencia atribuida al 
art. 58 del decreto en la sentencia recurrida, por virtud 
de Ja cual la prescripción sólo se habría operado hasta 
ol 4 do julio de 1936 porque el requerimiento del Insti- 
tuto tuvo lugar el 4 de julio de 1946 (fs. 4) no es la que 
corresponde y menoscaba un derecho del recurrente de- 
finitivamente incorporado a su patrimonio (Conf. doc- 
trina de Fallos: 210, 521 y los allí citados). 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se re- 
voca con el alcance precedentemente explicado la sen- 
tencia de fs. 47 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Tomás D. Casares. 



Cía. DE ELECTRICIDAD DE "LOS ANDES" S. A. 
v. MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Princi- 
pios generales, • 

El art. 95 de la Constitución Nacional no excluye del 
conocimiento de la justicia federal las causas radicadas en 
ella con anterioridad al 16 de marzo del corriente año 
por demanda y contestación, ni a aquellas en que, por vía 
de artículo, se ha declarado su competencia por pronun- 
ciamiento expreso. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por aplicación, en lo pertinente, de la doctrina sen- 
tada por V. E. in re 4 4 Buenos Aires, la Prov. v. Polledo 
Casimiro, S. A. Com. y Ganadera. B. 417", corresponde 
revocar el auto apelado en cuanto ha podido ser materia 
de recurso. — Bs. Aires, junio 28 de 1949. — Carlos G. 
Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 11 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Compañía de Electricidad de 
"Los Andes" Soc. Anón. v. Municipalidad de Godoy 
Cruz s./ cobro de dinero — vía ordinaria", en los que 
se ha concedido a fs. 2311 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que, de acuerdo con lo resuelto por esta Corte 
Suprema el 31 de marzo ppdo. en la causa "Buenos 
Aires, la Provincia v. Polledo Casimiro S. A. Comer- 
cial y Ganadera", el art. 96 de la Constitución Nacional 
no excluye del conocimiento de aquélla las causas radi- 
cadas en la misma con anterioridad al 16 de marzo del 
corriente año por demanda y contestación ni a aque- 
llas en que, por vía de artículo, se ha declarado su com- 
petencia por pronunciamiento expreso. 

Que las razones en que se funda ese fallo imponen 
igual solución con respecto a las causas en tramite ante 
la justicia federal. 

Que en el presente juicio no solamente la litis que- 
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dó trabada con anterioridad a la fecha de referencia, 
sino que existe pronunciamiento firme que establece 
la competencia de la justicia federal. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, revócase la sentencia apelada 
en lo que ha sido materia del recurso extraordinario. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



DELMIRO GUZMAN (sucesión) 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
^ tidos. 

Es improcedente el recurso extraordinario limitado por 
quien lo interpuso a la inteligencia del art. 39 de la ley 
10.650, contra la sentencia que ha resuelto el caso por inter- 
pretación y aplicación de las normas relativas a la exis- 
tencia de derecho a pensión en favor de la viuda y los 
hijos del causante cuando no hubo reclamación oportuna 
de él, lo cual está rcjrido por los arts. 1*, inc. c), de la 
ley 12.154 y 47, inc. 2* de la 10.650. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Habiendo fallecido el 5 de marzo de 1945 el emplea- 
do ferroviario Delmiro Guzmán, su madre solicitó se 
le acordara pensión denunciando, al mismo tiempo, que 
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el extinto era casado — si bien estaba separado de su 
esposa — y tenía un hijo nacido el 26 de octubre de 1927 
(fs. 11, 12 y 36). 

El Instituto Nacional de Previsión Social desechó 
tal pedido, por cuanto el hijo de Guzmán, que al fallecer 
éste era menor de dieciocho años, tenía derecho pre- 
ferencial a la pensión, excluyendo en consecuencia a la 
peticionante (fs. 47). 

Llevada apelación a la Cámara del Trabajo, dicho 
tribunal revocó la resolución del Instituto, fundándose 
para ello en que a la fecha en que el Directorio del mis- 
mo dictó la resolución apelada, el derecho de la esposa 
de Guzmán estaba prescripto y el de su hijo extinguido 
por haber cumplido ya los dieciocho años, correspon- 
diendo, en consecuencia, a la madre del causante el to- 
tal del beneficio, por acrecimiento, sin perjuicio de que 
el menor coparticipara en el mismo hasta los dieciocho 
años. Asimismo, negó que el art. 39 estableciera un or- 
den excluyente de prelación entre los beneficiarios que 
enumera (fs. 65 y 68). 

Estudiado, el caso, pienso que V. E. debe revocar 
el pronunciamiento de la Cámara, toda vez que confor- 
me declaró la Corte Suprema con fecha 7 del corriente 
en la causa "Montenegro Paz v. Nación", es principio 
general en materia de pensiones, que éstas deben acor- 
darse con arreglo a la situación existente al día del fa- 
llecimiento del causante". Por lo tanto, y contando en 
ese entonces el hijo de Guzmán menos de dieciocho 
años, sólo a él — atenta la separación de hecho de la 
esposa — le corresponde el derecho a pensión, con ex- 
clusión de los demás posibles beneficiarios enumerados 
en el art. 39 de la ley 10.650; que la enumeración hecha 
en el art. 39 señala un orden preferencial en la que los 
beneficiarios de rango superior excluyen a los de rango 
inferior, me parece evidente, y así lo tiene decidido, 
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por otra parte, V. E. al resolver un caso análogo al 
presente (186: 514). — Bs. Aires, marzo 11 de 1949. — 

Carlos (J. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SÜP1ÍEMA 

Bs. Aires, 11 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Guzimín Delmiro (sucesión) sobre 
pensión solicitada por María Ramírez", en los que se 
ha concedido a fs. 72 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario está expresamente 
limitado por quien lo interpuso a la inteligencia del art. 
39 de la ley 10.650 (conf. fs. 72). 

Que el caso ha sido resuelto por interpretación y 
aplicación de las normas relativas a la existencia de de- 
recho a pensión en favor de la viuda y los hijos del cau- 
sante cuando no hubo reclamación oportuna de él, lo 
cual está regido por otras disposiciones de la ley (art. 
1*, inc. c), de la ley 12.154 y 47, inc. 2°, de la ley 10.650). 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se de- 
clara improcedente el recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 72 vta. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casahes. 
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JOSE FERRERO Y OTROS 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Ge- 
neralidades. 

Conforme a lo dispuesto por el art. 20 de la ley 3708 
— sobre extinción de la langosta — los jueces federales 
actúan como tribunales de última instancia respecto de las 
resoluciones que imponen multu por infracción a las nor- 
mas de dicha ley. Sus sentencias son, pues, finales e irre- 
curribles para ante la Corte Suprema por otra vía que 
no sea la del recurso extraordinario, por lo que deben 
declararse improcedentes los recursos de nulidad y apela- 
ción concedidos al procurador fiscal (*). 



MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS DE LA NACION 
v. ESTEBAN AVACA 



\ 



EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial 

Habiendo resuelto la Corte Suprema requerir del Tribu- 
nal de Tasaciones los informes de los arts. 31 y 14 de la 
ley 13.264, a cuyo fin se lo remitió la causa con oficio, y 
estando vencido con exceso el plazo de treinta días seña- 
lado en el mencionado art. 14, corresponde, ante el pedido 
del dueño tendiente a urgir el procedimiento, prorrogar 
por igual término aquel plazo, a lo cual no obsta el de- 
creto 8319/49. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control ds constitucionalidad. Inte- 
^és para impugnar la constitucionalidad. 

Puesto que el decreto 8319/49 no establece que el Tribunal 
de Tasaciones estará liberado de todo término para ex- 
pedirse, sino que tendrá facultad "para solicitar de las 
autoridades judiciales el otorgamiento de plazos especia- 
les para la expedición de los respectivos dictámenes 1 1 
— o sea que estará sujeto al término que en definitiva se- 
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ñalen los jueces — cuando este plazo coincida con los se- 
ñalados por la ley no existirá interés para impugnar la 
constitucional idad del aludido decreto. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con el art. I 9 del decreto 8.319 de 7 de 
abril del corriente año (B. O. 11|IV|49) el plazo esta- 
blecido por el art. 14 de la ley 13.264 no rige para los 
juicios iniciados con anterioridad a la sanción de dicha 
ley. 

Por lo tanto, y dado lo dispuesto en el art, 2° del ci- 
tado decreto, estimo corresponde hacer saber al Tribu- 
nal de Tasaciones la petición que formula el demandado, 
a sus efectos. — Buenos Aires, junio 8 de 1949. — Car- 
los G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 11 de julio de 1949. 

Vistos los autos: " Ministerio de Obras Públicas de 
la Nación c.| Esteban Avaca s.| expropiación", para de- 
cidir en cuanto a lo peticionado a fs. 182 y 186. 

Y considerando : 

Que en su escrito de fs. 182, el demandado solicita 
que, por haber vencido el término del art, 14 de la ley 
13.264, se intime al Tribunal de Tasaciones i ' para que 
presente su pericia dentro del plazo prudencial que" 
esta Corte señale. 

Que es exacto — según así resulta "de los libros de 
Secretaría — que en este juicio ha transcurrido más de 
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treinta días desde que los autos fueron remitidos al 
Tribunal de Tasaciones con oficio de fecha 24 de di- 
ciembre de 1948, recibido en 31 del mismo mes y año. 
Es cierto también que con arreglo a la jurisprudencia 
de esta Corte procede, en tales condiciones, a pedido 
del expropiado, la prórroga del término acordado para 
la producción de su dictamen al Tribunal de Tasaciones 
— por auto de fs. 169, dispositivo N 9 3 en la especie — 
por el lapso que al efecto establece la misma ley, es de- 
cir, por treinta días. Conf. causa: "Pradere Sara Saa- 
vedra de, Gayan Sara Pradere de y Rueda Marta Pra- 
dere de v. Buenos Aires, la Provincia" fallada en 31 
de marzo del corriente año. 

Que no obsta a la aplicación de la doctrina de este 
precedente lo dispuesto en el decreto N 9 8319 149, por- 
que en definitiva lo que el mismo establece no es que el 
organismo referido estará liberado de todo término para 
expedirse, sino que tendrá facultad ' ' para solicitar de 
las autoridades judiciales el otorgamiento de plazos es- 
peciales para la expedición de los respectivos dictáme- 
nes" cuando se disponga su intervención en el caso del 
art. 31 de la ley 13.264. Lo que importa que el mismo 
decreto establece que el Tribunal de Tasaciones estará 
\ sujeto al término que en definitiva señalen los jueces. 
Con lo que, cuando el plazo en cuestión coincidiera con 
los señalados por la ley, no existirá interés para cues- 
tionar la constitucionalidad del decreto mencionado, 
como se lo hace en el escrito que antecede. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se decide: 

1) Señalar el término de treinta días para que el 
Tribunal de Tasaciones se expida en esta causa, térmi- 
no que correrá a partir de la recepción por el referido 
organismo de los autos. 
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2) Declarar improcedente la cuestión de consti- 
tucionalidad propuesta en el escrito que antecede. 



Felipe S. Pérez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



ADOLFO CUAN 

PROCURADOR. 

No procede inscribir en la matrícula de procuradores de 
la Corte Suprema a quien sólo acredita, mediante el cer- 
tificado expedido por la respectiva Facultad, haber apro- 
bado el "total de materias codificadas del curso de pro- 
curación". 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

De acuerdo con el art. 3 9 , inc. 3 9 , apartado b) de la 
ley 10.996 se requiere para ser inscripto en la matrícula 
de procuradores, a falta de título acordado por Univer- 
sidad Nacional, certificado en el que conste que el pos- 
tulante ha sido aprobado en todas las materias codifi- 
cadas. 

El certificado de fs. 7 no acredita tal extremo. Por 
lo tanto, y mientras el interesado no compruebe que ha 
sido aprobado en todas las materias codificadas cuya 
enseñanza se imparte en las diversas escuelas de la Fa- 
cultad de Derecho, corresponde no hacer lugar a lo 
pedido. — Buenos Aires, julio 1 de 1949. — Carlos G. 
Delfino. 
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Bs. Aires, 11 de julio de 1949. 

Vistos los autos: * ' Cuan Adolfo — Información", 
para decidir en cuanto al pedido de inscripción en la 
Matrícula de Procuradores de este Tribunal. 

Y considerando: 

Que el art. 3, inc. 3 de la ley 10.996 dispone que pa- 
ra la inscripción en la matrícula de procuradores ha de 
acompañarse: "título acordado por universidad na- 
cional; y a falta de éste, serán títulos de suficiencia: a) 
el título de doctor en jurisprudencia, emanado de uni- 
versidades oficiales de las provincias; b) los certifica- 
dos expedidos en forma por las facultades universita- 
rias de la Nación que acrediten haber sido aprobado 
el postulante en todas las materias codificadas". • 

Que invocando este precepto D. Adolfo Cuan soli- 
cita su inscripción sobre la base del certificado expedido 
por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
Capital — copia de fs. 7 — , que acredita la aprobación 
del 4 4 total de materias codificadas del curso de procu- 
ración del año 1948". 

Que puesto que es, en principio, exigencia básica 
de la ley 10,996, la posesión del título universitario de 
procurador, para el ejercicio de la profesión referida, 
no cabe acordar a los términos del art. 3, inc. 3 trans- 
criptos, una inteligencia que desvirtué el fin del pre- 
cepto. Con tanta más razón cuanto que es susceptible 
de una interpretación concorde con la finalidad referi- 
da, de acuerdo con la que la franquicia final del texto 
alcanzaría solamente a las personas que hayan apro- 
bado la totalidad de las materias codificadas en la es- 
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cuela de abogacía de las universidades nacionales. Con 
esta interpretación coincide además la práctica cons- 
tante esta Corte. — Conf. autos "Fandiño Pose, Fran- 
cisco, información"; "Schoo Lastra, Enrique D> s.[ 
información"; "Loray, Abel Oscar, información" re- 
soluciones de 19 de mayo de 1920; junio 14 de 1933 y 31 
de marzo de 1949. 

En su mérito y atento lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General se decide no hacer lugar a la ins- 
cripción pedida por D. Adolfo Cuan. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casabes. 



MUNICIPALIDAD DE SANTA FE v. Cía. CENTRAL AR- 
GENTINA DE ELECTRICIDAD, S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la semencia definitiva. Varias. 

Las resoluciones denegatorias de medidas de prueba no 
constituyen sentencias definitivas ni son equiparables a 
ellas, a los efectos del recurso extraordinario. Es, así, im- 
procedente el recurso extraordinario interpuesto por la de- 
mandada en un juicio por expropiación, contra la reso- 
lución que deja sin efecto la prueba de peritos en trámite 
ofrecida y ordenada oportunamente con la conformidad 
de las partes, y la substituye por el dictamen que se man- 
da requerir del Tribunal de Tasaciones creado por la 
ley 13.264 si las circunstancias de la causa hacen impro- 
bable la desaparición de los bienes expropiados. 
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Resolución del Juez Federal 

Santa Fe, 15 de octubre de 1948. 

De acuerdo a lo dispuesto por el art. 14 de la ley 13.264, 
déjase sin efecto la prueba de peritos y requiérase dictamen 
del Tribunal de Tasaciones, previa intimación a la demandada 
para que designe su representante ante el mismo en el tér- 
mino de diez días, bajo apercibimiento de prescindir de su 
intervención. — Salvador M. Dana Montano. 



Sentencia de la Cámara Federal de Apelación 

Rosario, 28 de diciembre de 1948. 

Vistos, en acuerdo, los autos " Municipalidad de Santa Fe 
contra Cía. Central Argentina de Electricidad S. A. — expro- 
piación" (Expte. 14.152 de entrada). 

Y considerando que: 

Primero: La ley 13.264 ha modificado el sistema pro- 
cesal para la expropiación de bienes por motivos de utilidad 
pública, que regía de antiguo en virtud de la ley 189. Sustan- 
cialmente y en el aspecto que interesa ahora, la prueba pericial 
ha sido sustituida por un dictamen del tribunal de tasaciones 
creado por el decreto 33.405/44, ratificado por ley 12.922, en 
cuanto se trate de bienes raíces. Para los que no revistan esta 
calidad, se aplicarán las reglas del art. 16, pudiendo a falta 
de avenimiento, designarse un perito único de oficio, en reem- 
plazo de la actuación del tribunal antes nombrado. 

Segundo: En el caso ocurrente, los bienes expropiados 
tienen un carácter especial, a que se refiere la actora al expre- 
sar que constituyen una universalidad de bienes, indivisibles 
e integrantes del organismo productor y distribuidor de ener- 
gía eléctrica; y la demandada, como una "empresa en marcha". 
Si bien esto es así en principio, no deja de ser verdad que el 
objeto de la expropiación lo integran los bienes inmuebles y 
^ muebles. Nada se opone, entonces a que, respecto de los pri- 
meros se requiera el dictamen ordenado por la ley; sin per- 
juicio de apreciar en su oportunidad la importancia que tuvie- 
ren exi el conjunto funcional, vale decir, su valor frente a los 
otros bienes y dentro de la compleja unidad industrial. 
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Tercero : Al establecer un régimen distinto, la ley ha 
querido que los juicios actualmente en trámite, se ajusten a 
sus normas y de ahí la disposición imperativa del art. 31. No 
significa esto que los elementos de juicio ya acumulados, des- 
aparezcan o deban desestimarse. La estimación de éstos será 
concurrente con los que proporcionen las actuaciones v dicta- 
men de referencia. Sobre el punto, la deliberación legislativa, 
donde se deslizaron objeciones acerca de preclusión de térmi- 
nos, retroactividad, etc., es suficientemente ilustrativa y explí- 
cita. Pero, claro está, debe tratarse de pruebas producidas, 
consumadas y no meramente en sustanciación o expectativa. 
Lo último es lo que ocurre aquí con la pericial, a pesar de lo 
que se alega en contrario ; bastando advertir que, debiendo los 
expertos actuar en forma conjunta y ante la renuncia de uno 
de ellos el nombrado en su reemplazo aún no ha aceptado el 
cargo. De modo que al dejarse sin efecto la prueba de peritos, 
se contempla la realidad procesal y se acata el mandato de la 
ley, evitando la subsistencia de un medio probatorio ya aban- 
donado, con los gastos consiguientes, la tarea pericial. Es cier- 
to que la nueva ley no lo dice expresamente, pero resulta pa- 
tente su pertinencia de los propósitos declarados, singularmen- 
te al aprobarse el art. 31; y sería ilógica la coexistencia de 
ambos sistemas de valoración, antes de que el anteriormente 
vigente se haya cumplido. 

La Cámara tuvo ocasión de aplicar ese criterio, con moti- 
vo de haberse dejado sin efecto la prueba pericial, no obstante 
que el perito de la expropiada había ya presentado su dicta- 
men pero sin confrontación con los restantes, en su resolución 
23.557, in re : Dirección Nacional d" Vialidad c./ Baiocchi 
Pablo s./ expropiación. Piensa, asimismo, que también es el 
pensamiento de la Corte Suprema, expuesto en el caso: "Mi- 
nisterio de Obras Públicas v. Esteban Avaca", al que, en su 
entender, confiere la demandada una inteligencia errónea. Al 
hablar del art. 31, dijo la Corte: ' 'Que ello no importa atribuir 
a la ley citada, retroactividad incompatible con principio o 
garantía constitucional alguna, en cuanto no se trata de la in- 
validación ni de la prescindencia de la prueba producida en 
los autos, sino de allegamiento de un elemento de información 
más, que la jurisprudencia de esta Corte ha declarado proce- 
dente en condiciones similares a las de autos. Fallos, 200-180, 
cons. 10 y sigts.". 

Se resuelve : 

Confirmar la providencia de hojas 679, que deja sin efec- 
to la prueba de peritos y dispone requerir dictamen del Tri- 
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bunal de Tasaciones, previa intimación a la demandada para que 
designe su representante ante el mismo dentro del término de 
diez días, bajo apercibimiento de prescindir de su interven- 
ción; debiendo dicho dictamen circunscribirse a los bienes raí- 
ces comprendidos en la expropiación, tal como se consigna en 
el considerando 2 9 — Santos J. Saccone. — Juan Carlos Lu* 
bary. — Manuel Granados. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En la audiencia de que da cuenta el acta de fs. 476 
las partes, de común acuerdo, solicitaron la designación 
de peritos ingenieros y contables, proveyendo el juzgado 
de conformidad; a fs. 478 vta. se designó peritos terce- 
ros para el caso de discordia; a fs. 562 se tuvo por pro- 
puestos los puntos definitivos sobre que habría de ver- 
sar dicha prueba; y, por fin, a fs. 678 vta. se designó, 
en sustitución del que había renunciado, nuevo perito 
ingeniero por la parte actora. 

Ello no obstante, a fs. 679 el juzgado dejó sin efecto 
la prueba de peritos ordenada y dispuso, en cambio, 
requerir dictamen del Tribunal de Tasaciones, invo- 
cando al efecto lo establecido en el art. 14 de la ley 
13.264. Apelada esta decisión por la parte demandada, 
— la Compañía Central Argentina de Electricidad, S. 
A. — , la Cámara Federal de Rosario decidió a fs. 686 
confirmarla con las salvedades expuestas en la parte 
resolutiva (fs. 687 vta,). Este último fallo es el que ha 
dado lugar al recurso extraordinario de fs. 689, circuns- 
cripto en sus términos a sostener que es contrario a la 
garantía del derecho de propiedad, el haber dejado sin 
efecto la producción de la prueba pericial ordenada 
(memorial de fs. 721). 

No hay duda que la aplicación por los jueces del art. 
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31 de la ley 13.264 es imperativa, cualquiera sea el es- 
tado de la causa, antes de la sentencia definitiva, es 
decir que en todo caso pendiente deberán requerirse al 
Tribunal de Tasaciones los informes a que se refiere el 
art. 14 de ese texto legal (212: 178). Esto se explica 
por el carácter especial que revisten las leyes de proce- 
dimiento y no lo niega la recurrente. 

De ahí no cabe, sin embargo, deducir que deba de- 
jarse sin efecto lo actuado de conformidad a leyes ante- 
riores, afectando actos ya concluidos (200: 180 y fallos 
allí citados). Esos actos procesales constituyen, en efec- 
to, cuando por su naturaleza ya no son susceptibles de 
modificación por parte del Juez, un verdadero derecho 
incorporado al patrimonio de las partes que disponen 
para su protección de acciones legales tendientes a 
hacerlos respetar. "El término propiedad — ha dicho 
V. E., refiriéndose al texto de la antigua Carta Fun- 
damental — , cuando se emplea en los arts. 14 y 17 de la 
Constitución o en otras disposiciones de ese estatuto, 
comprende todos los intereses apreciables que un hom- 
bre puede poseer fuera de sí mismo, de su vida y de su 
libertad. Todo derecho que tenga un valor reconocido 
como tal por la ley, sea que se oi'gine en las relaciones 
de derecho privado, sea que nazca de actos administra- 
tivos (derechos subjetivos privados o públicos), a con- 
dición de que su titular disponga de una acción contra 
cualquiera que intente interrumpirlo en su goce, así 
sea el Estado mismo, integra el concepto constitucional 
de propiedad" (145: 307). 

En tal orden de ideas estimo fundado el agravio de 
la demandada. Es cierto que la prueba de que se trata 
aún no se había producido, pero no lo es menos que aqué- 
lla tenía ya un derecho adquirido y no meramente en 
ex pedal iva al respecto, el que resultaba de la resolución 
judicial firme que ordenaba la medida. La efectiva 
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agregación de la prueba no es, en todo caso, si no la 
consecuencia material del ejercicio oportuno del derecho 
a producirla, pero no el derecho mismo. 

Por tanto, opino que procede revocar la resolución 
apelada en cuanto dejó sin efecto la prueba de peritos 
decretada en autos con anterioridad a la entrada en vi- 
gencia de la ley 13.264. — Buenos Aires, junio 10 de 
1949. — Carlos G. Deifico. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 18 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Municipalidad de Santa Fe con- 
tra Cía. Central Argentina de Electricidad, S. A. por 
expropiación", en los que se ha concedido a fs. 693 el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 693 
fué interpuesto a fs. 689 por la empresa demandada 
contra la resolución de la Cámara Federal de Apelación 
de Rosario que deja sin efecto la prueba de peritos en 
trámite, ofrecida y ordenada oportunamente con la con- 
formidad de las partes, y la sustituye por el dictamen 
que se manda requerir del Tribunal de Tasaciones crea- 
do por la ley 13.264 (fs. 686), 

Que, desde luego, dicha resolución no es la sentencia 
definitiva, que pone fin al pleito, (Fallos: 201, 249), por 
lo cual corresponde dilucidar si es equiparable a aqué- 
lla para la procedencia del recurso. 

Que poco después de iniciado este juicio y a pedido 
de la parte actora, dióse a ésta la posesión de los bienes 
objeto de la expropiación el 24 de mayo de 1946 (fs. 54 
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y sigts.), respecto de los cuales hízose el correspondiente 
inventario, empezado el 1* de julio siguiente y presen- 
tado en autos el 19 de abril de 1947 (fs. 256). 

Que los puntos sobre los cuales habría de versar 
la prueba de peritos quedaron definitivamente estable- 
cidos en la audiencia del 18 de marzo de 1948, como re- 
sulta del acta agregada a fs. 561. 

Que según la uniforme y reiterada jurisprudencia 
de esta Corte Suprema las resoluciones denegatorias de 
medidas de prueba no constituyen sentencias definiti- 
vas ni son equiparables a ellas a los efectos del recurso 
extraordinario (Fallos: 183, 100; 187, 534; 195, 221; 
210, 459). 

Que en el juicio de expropiación a que se refieren 
los antecedentes publicados en el t. 201, p. 249 de la co- 
lección de los Fallos de esta Corte Suprema, se admitió 
que la resolución por la cual fué denegada la prueba de 
peritos debía ser equiparada a la sentencia definitiva. 
Mas túvose en cuenta para ello que tratábase de una ex- 
propiación efectuada para abrir una avenida y que la 
inminente demolición de la finca habría hecho imposible 
en el futuro la realización de la prueba de peritos, en 
el probable supuesto de revocación de la sentencia final 
de la causa por omisión de dicha prueba. 

Que el caso actual ofrece características completa- 
mente distintas, que impiden apartarse de la norma ge- 
neral expuesta en el considerando quinto. 

Por una parte, consta en autos que la expropiación 
fué ordenada con el fin de mejorar el servicio de pro- 
visión de energía eléctrica que se hallaba a cargo de 
la demandada (copias de los decretos del Poder Ejecu- 
tivo Nacional de fecha 22 de mayo de 1946, de la Inter- 
vención Federal en Santa Fe del 23 del mismo mes y año 
y del Comisionado Municipal agregadas a fs. 42, 43 y 
45) ; lo cual, unido al tiempo transcurrido desde la to- 
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nía de posesión, hace improbable la desaparición de los 
bienes expropiados. 

Por otra parte, el preciso y detallado inventario 
practicado en el juicio y la intervención del Tribunal 
de Tasaciones, en el que tiene representación la deman- 
dada, a lo que se agrega el largo tiempo transcurrido 
desde que se ordenó la prueba de peritos y la circuns- 
tancia de haber trabajado éstos varios meses — según 
las manifestaciones formuladas por la recurrente a fs. 
689 vta. y 690 vta. — son claramente demostrativas de 
la inexistencia del riesgo que fundó la decisión del caso 
precedentemente citado. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, declá- 
rase improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 693. 

Felipe S. Pérez — Rodolfo G. 
Valenzuel a — Tomás D. 
Casares. 



RIVEROS Y BOISO 

\ 

\ ADUANA: Infracciones. Manifestación inexacta. 

' La infracción contemplada en el art. 930 de las Ordenan- 
zas de Aduana — diferencias que resulten dfc más en la 
verificación del despacho directo, y excedan de la tole- 
rancia acordada en el art. 128 — es de naturaleza formal, 
y no requiere que haya tenido por fin o haya podido oca- 
sionar un perjuicio inmediato en la renta fiscal. 



Resolución de la Dirección General de Aduanas 

Buenos Aires, noviembre 16 de 1946. 

Expediente 422-C-1946. Caratulado: Chiappe Felipe y 
otro — contra — Riveros y Boiso. 
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Vistas las presentes actuaciones, y 
Considerando : 

Que se denuncia exceso de peso (142 kilos bruto) cáma- 
ras para automóviles, de caucho, partida 643, kilo $ 3,20 libre 
de derechos, hallado al practicarse la verificación de lo docu- 
mentado por despacho directo 46.872 de 1946. 

Que la firma documentante solicita sobreseimiento por en- 
tender que el exceso no ocasiona perjuicio fiscal, ya sea por 
tratarse de mercadería libre de derechos como por haberse 
abonado en conjunto con las cubiertas que se piden po| el mis- 
mo documento, mayores servicios que los que las mercaderías 
adeudan. 

Que esto último no puede tomarse en consideración puesto 
que las cámaras y las cubiertas, constituyen de suyo manifes- 
taciones o partidas distintas que nada tienen que ver entre sí 
a los efectos pretendidos por la recurrente; 

Que el exceso de 142 kilos, se halla comprobado y la pena 
de comiso que fija el art. 930 de la ley 810 sería de perfecta 
aplicación, aunque mediando la circunstancia de tratarse de 
mercadería liberada de derechos a su importación el proveyente 
estima equitativo usar de la facultad que le acuerda el art. 1056 
de dicho texto legal disminuyendo aquella sanción a una mul- 
ta igual al 50 % del valor del exceso; 

Que no puede oponerse a este temperamento, la R. F. 
n* 155 dictada por el Departamento de Hacienda en julio 
4 de 1946 (vol. IX, pág. 609) toda voz que el sobreseimiento 
allí dispuesto, descansa en razones a,jenas a la cuestión que 
aquí se plantea, vale decir, que se fundamentó en la forma 
de computar el peso de la mercadería como consecuencia de 
haberse incluido indebidamente el de los cajones y esqueletos 
vacíos. Ji 

Por ello y atento a las disposiciones legales citadas, 
Se resuelve: 

Imponer a la documentante una multa igual al (50 %) 
cincuenta por ciento del valor del exceso comprobado, a bene- 
ficio por partes igualas entre los denunciantes, Inspector 
D. Felipe Chiappe, Jefe de Depósito D. Demetrio Finardi y 
Guarda D. Renato Mémoli, sin perjuicio de lo que al fisco 
corresponda. — Pedro J. Vidou. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, setiembre 9 de 1947. 

Vistos y considerando: 

Que la Aduana de la Capital ha impuesto a la recurrente 
una multa igual, al 50 % del valor del exceso de W2 kilos 
bruto de cámaras de caucho para automóviles comprobado en 
el despacho 46.872. 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 930 de las 
O.O. de Aduana, la recurrente se ha he*ho pasible de pena, 
pues esta disposición legal es clara y terminante al respecto de 
que "las diferencias que resultan de jpás en la verificación del 
despacho directo, si exceden de la tolerancia acordada en el 
art. 128, serán comisadas las de especie o calidad ", sin hacer 
distingo alguno referente al caso de que la mercadería en cues- 
tión no adeudara impuestos aduaneros. 

Que siendo así, no es aceptable lo sostenido por la recu- 
rrente de que no habiendo perjuicio fiscal no puede imponerse 
pena, ya que ese criterio sólo es apricable para los casos con- 
siderados como fraude aduanero por los artículos 1025 y 1026 
de las O.O. de Aduana. 

Que en cuanto a lo alegado por la recurrente de que el 
Fisco resultó beneficiado por los servicios mayores que los 
adeudados pagados en razón de lo que se manifestó, debe te- 
nerse en cuenta que, como lo asevera el representante del Fis- 
co, aunque las cámaras y las cubiertas fueron declaradas en un 
mismo despacho, constituyen en realidad partidas distintas y 
el hecho de existir una diferencia en menos con relación a las 
cubiertas manifestadas, no autoriza a practicar una compensa- 
ción con la diferencia en más constatada en las cámaras. 

Que, sin embargo, todas estas expresadas circunstancias 
demuestran que corresponde disminuirse aun más la pena, aten- 
ta la facultad conferida por el art. 1056 de las O.O. de Aduana. 

Por ello, impónese con costas, a la firma Riveros y Boiso 
una multa igual al diez por ciento (10 %) del valor del exceso 
comprobado, quedando así modificada la resolución adminis- 
trativa de fs. 9 vta. — Oscar D. Palma Beltrán. 
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Sentencia de la CImara Federal 

Buenos Aires, 22 de abril de 1949. 

Considerando : 

Que al practicarse la verificación de lo documentado por 
despachg directo 46.872 de 1946 se halló y denunció un exceso 
de peso (142 kilos bruto) cámaras de caucho para automóviles, 
partida 643, kilo $ 3,20 libre de derechos. 

La recurrente no desconoció, en momento alguno en el 
curso de lo actuado, el exceso de 142 kil&s comprobado por las 
autoridades aduaneras; arguyendo tan sólo que no mediando 
perjuicio fiscal no procedía aplicación de pena alguna. 

La Aduana de la Capital, de acuerdo con lo dispuesto 
por el art. 930 de la ley 810. y, haciendo uso de la facultad 
de atenuar la pena que le acuerda el art. 1056 de la referida 
ley, aplicó como sanción, a la documentante una multa igual 
al 30 % del valor del exceso comprobado. 

No tratándose de un error evidente e imposible de pasar 
desapercibido, la errónea manifestación de la firma documen- 
tante cae bajo la sanción # del art. 930 de la ley de la materia, 
sin que sea óbice para su aplicación la falta de perjuicio fis- 
cal, ni que se trate de mercadería libre de derecho. 

Así lo tiene resuelto con reiteración este Tribunal: "El 
hecho de que en virtud de lo dispuesto en el art. 8 de la ley 5315, 
la sumariada está exenta del pago de derechos, no implica q\& 
no esté obligada a ser exacta y verídicv en sus declaraciones, 
conforme lo exige el art. 104 de las Ordenanzas de Aduana" 
(Aduana c./ F. C. Central Argentino, abril 24 de 1946). 

En su mérito, habiéndose disminuido la pena, revócase la 
sentencia apelada, y se confirma la resolución administrativa 
de fs. 9 y vta., con costas. — José R. I rusta Cornct. — Ho- 
racio García Rams (en disidencia). — Maximiliano Consoli. 

Disidencia 

Que la sentencia del Señor Juez "a quo M se ajusta a las 
constancias del sumario, y la atenuación que en ejercicio de 
la facultad que confiere el art. 1056 de las Ordenanzas de 
Aduana hace de la penalidad impuesta en la resolución admi- 
nistrativa de fs. 9, resulta — a juicio del Tribunal — adecuada 
a la naturaleza e importancia de la infracción de que se trata 
y a las modalidades del caso. 
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En su mérito, y siendo arreglada a derecho, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de fs. 50 vta. de esta causa 
de Aduana 422-C-1946 seguida contra Riveros y Boiso. — Ho- 
racio García Rams. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reitera- 
damente al artículo 15 de la ley 48, pienso que el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 65 no está suficiente- 
mente fundado, toda vez que se omite la pertinente re- 
ferencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los misinos y las cuestiones debatidas en aquella guar- 
dan con la cuestión federal que se pretende someter a 
la decisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal concedi- 
do a fs. 67 dicho recurso. — Buenos Aires, julio 6 de 
1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 18 de julio de 1949. 

Vistos los autos " Riveros y Boiso — Aduana 422-C 
1946", en los que se ha concedido a fs. 67 el recurso ex- 
traordinario. 

Considerando : 

Que la infracción contemplada en el art. 930 de las 
Ordenanzas de Aduana es de naturaleza formal, y no 
requiere que haya tenido por fin o haya podido ocasio- 
nar un perjuicio inmediato en la renta fiscal; se trata 
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de un hecho reprimido por la ley independientemente 
de todo daño o perjuicio fiscal. 

Por ello se confirma la sentencia apelada en cuan- 
to pudo ser materia de recurso. 

Felipe S. Pérez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



ESTEBAN DUEÑAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes fede- 
rales. " 

No es cuestión de hecho sino federal la de saber si la sola 
indicación inexacta del aforo en la declaración del impor- 
tador que detalla con precisión y claridad los efectos que 
trata de introducir, basta para considerarlo en fraude. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Impuestos y tasas. 

No es cuestión federal sino de hecho la de saber si los 
efectos importados son, en el caso,\ piezas de repuesto o 
de consumo. 

ADUANA: Infracciones. Manifestación inexacta. 

No basta para concluir que ha existido fraude la sola indi- 
cación inexacta del aforo por parte del importador en la 
respectiva declaración, si en ésta ha detallado con clari- 
dad y precisión lo que trataba de introducir, de tal ma- 
nera que nada relativo a la especie, calidad y cantidad de 
ello pueda considerarse ocultado o disimulado, como con- 
secuencia de lo cual la Aduana estaba en condiciones de 
apreciar, con esa sola declaración, la exactitud del aforo 
pretendido y establecer, en ejercicio de su función propia, 
el que en rigor correspondía. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, marzo 4 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que se documentó "repuestos de acero para máquinas de 
100 a 500 kilos neto no comprendidas en otras partidas, cons- 
tituidos por tipos de acero macho y hembra, para máquinas 
de imprimir chapas de metal para direcciones — Partida 1800", 
y la Aduana de la Capital, teniendo en cuenta lo establecido 
en el caso semejante de la consulta 195 del año 1945 (Bol. 
D.Q.A. Vol. IX, pág. 456), resolvió que había existido una 
falsa manifestación y comisó la mercadería de referencia. 

Que, sin embargo, en el presente caso la documentante 
dió cumplimiento a lo dispuesto en el art. 104 de las O.O. de 
Aduana manifestando la verdadera especie, calidad y cantidad 
de los repuestos importados según surge del informe del Mi- 
nisterio de Obras Públicas que corre agregado a fs. 47 vta. 

Que no ha existido, pues, una falsa manifestación, ya que 
la circunstancia de establecer la mencionada norma de despa- 
cho que esa clase de repuestos deben ser considerados como 
piezas de consumo y como tales despacharse de valor declarado 
al 25 %, no basta para justificar la penalidad impuesta a mé- 
rito de las siguientes razones: 

§) Porque teniendo esa mercadería partida propia en 
la Tarifa de Avalúos — partida 1800 — , no existe motivo que 
autorice su eliminación de la misma, pues siendo la Tarifa de 
Avalúos una ley de la Nación, no puede ser derogada por una 
simple resolución administrativa, habiendo la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación resuelto que la facultad de reglamentar 
las leyes es atribución exclusiva del Poder Ejecutivo de acuer- 
do con lo dispuesto en el art. 86, inc. 2° de la Constitución Na- 
cional y que esta reglamentación no puede ser suplida con una 
resolución ministerial por medio de la cual se establecen nor- 
mas para el despacho aduanero de una mercadería careciendo 
de todo apoyo legal la imposición de una pena resuelta por la 
Aduana en base a semejantes reglamentaciones ministeriales 
(Fallos: 184, 660). 

b) Porque, por otra parte, como lo reconoce la misma 
Dirección Gral. de Aduanas en la resolución que dictó en esta 
causa (fs. 11), el antecedente administrativo que sirvió de 
fundamento a los dictámenes de la Junta del Ramo (fs. 6) y 
del Tribunal de Clasificaciones (fs. 10) "no es de estricta apli- 
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cación en autos, en virtud do que la focha de la manifestación 
comprometida — 11 de junio del corriente — coincide con la de 
distribución del número del Boletín de esta Dirección General 
en que se publicara la resolución respectiva — mes de mayo 
ppdo. — de manera que ósta recién entró en vigor el día si- 
guiente". 

l'or ello, revócase la resolución administrativa de fs. 14 
vta. en cuanto comisa la mercadería de referencia. Costas por 
su orden atenta la naturaleza de la cuestión debatida. — Oscar 
1). Palma Retirán. 



Sentencia de la CAmaka Federal 

Ite. Aires, 3 de mayo de 1949. 

Considerando : 

I. Que, segíin resolución de la Aduana de ln Capital, 
por póliza n v 22.810 de 104(i, se declara repuestos de acero para 
máquinas de 100 a 500 kilos neto, no comprendidas en otras 
partidas, constituidos por tipos de acero macho y hembra, pa- 
ra máquinas de imprimir chapas de metal para direcciones, 
paríala 1800, kilo bruto $ 0.48 al 10 °/o ; y que se denuncia 
piezas de «cero matrices, unas con letras al relieve y otras con 
letras bajo relieve y ambas se utilizan en máquinas estampa- 
doras de direcciones de valor declarado ni 25 c /o. f 

Tanto el tribunal de vistas, como la Junta del Ramo se 
pronuncian en sentido favorable a los * 'rminos de la denuncia. 
En eonsocunecin la Aduana ordenó el comiso de la mercadería 
en infracción. Ijm sentencia recurrida declara que no ha exis- 
tido falsa manifestación, que la norma de despacho no puede 
contradecir lo dispuesto en la Tarifa de Avalúos, ni suplir la 
facultad de reglamentar las leyes, (pie es privativa del Poder 
Ejecutivo; en definitiva, revoca la resolución administrativa 
en cuanto comisa la mercadería introducida por la recurrente. 

Tí. En realidad, el motivo determinante de la infracción, 
penada por la Aduana, finca en haberse manifestado rejmcstos, 
en lugar de piezas de consumo. 

El art. 104 de las O. O. de Aduana obliga al documentan- 
te a manifestar, con precisión, la verdadera especie y calidad 
de la mercadería. 

A fs. 51 corre agregado el informe de M Administración 
Oral, de Aduanas, en el que, de acuerdo con el requerimiento 
de la precitada disposición de las Ordenanzas y normas de des- 
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pacho vigentes, ho puntualiza cuales non las piezas para máqui- 
nas que se consideran en general como 1 4 repuestos 

De dicho informe toen ico se desprende que se denomina 
* 4 pieza de repuesto en general", todo elemento que sustituye, 
a fin de que la máquina pueda seguir funcionando, a otro ele- 
mento idéntico, que se ha roto. Es el criterio sustentado por el 
Ministerio de Hacienda en la R. V. n 9 !V29 de 19119 y al que so 
han referido la R. V. n° 71 de 1942 y anteriormente los De- 
cretos de mayo H de 1914 y enero 12 de 1916. 

La R. V. n v (J29 de 19119, expresa (pie: "la franquicia acor- 
dada por el Art. 26 do la ley 4933, se circunscribe a las piezas 
que forman con la máquina una sola mam corpórea indivisible. 
sin extenderse a otras que, aunque indispensables para el fun- 
cionamiento de la misma, revisten el carácter de "artículos de 
consumo 99 y de simples herramientas los oíros, sin las condicio- 
nes necesarias para que puedan considerarse como partes in- 
tegrantes de la máquina propiamente dicha". 

Los tipos de acero, a que se refiere el despachante, no 
forman parte integrante de la máquina, ni puede decirse «le 
ellos que "forman con la máquina una sola mam corpórea". 

El "repuesto" se refiere a una pieza de determinada 
máquina y no a cualquier pieza o accesorio de ésta, pues, las 
hay de carácter secundario o accesorio, que sirven para la 
ejecución de algunos trabajos, cuya destrucción no paraliza 
el funcionamiento de la máquina y que, como tales, se consi- 
deran no como "repuestos", sino como piezas de "renovación 
o consumo". 

Del punto de vista del aforo no puede confundirse la 
doble clasificación de "repuestos" — Partida n 9 1800 — y 
"piezas de consumo", valor en depósito al 2f> %; en razón 
de que media una diferencia de "calidad", según el destino 
que se asigne al material importado. 

La mercadería de autos, es la herramienta de la máqui- 
na, que desempeña la misma función de la cuchilla en la 
máquina de cortar o de las planchas graneadas o grabadas en 
las máquinas de estampar cueros. 

Estas piezas se denominan "piezas de consumo" de re- 
novación, gasto o recambio; términos que se adaptan a sus 
fines, ya que se desgastan y consumen con el uso y deben ser 
renovadas o cambiadas con frecuencia. 

En consecuencia, la distinción que acepta la Aduana, de 
acuerdo con la denuncia, se ajustan al verdadero concepto 
que debo privar en el caso en examen. 

III. Una vez más, se ha puesto en duda el valor que 
debe atribuirse a la norma de despacho en materia de clnsi- 
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ficación de las mercaderías y sanciones a aplicarse a las in- 
fracciones aduaneras. 

El Ministerio de Hacienda la definió por R. P. n* 208 
de 1933. Y el Decreto Reglamentario de la Ley de Aduana 
en su art. 150 estatuyó que: * 'Las resoluciones sobre clasifi- 
cación de mercaderías, dictada por el Ministerio de Hacienda, 
o por la Dir. Gral. de Aduanas en los casos del art. 147, se 
considerarán Normas de despacho". 

Y el art. 151 del mismo decreto prescribe que u Las re- 
soluciones de la Dir. Gral. de Aduanas fijando normas son 
obligatorias, aun si se hubiese deducido el recurso que auto- 
riza el art. 148, etc.". 

Este tribunal, en el fallo recaído en el caso: "Campbell 
Colin M. Aduana 28-11-1945", fijó el alcance de la norma 
de despacho en su correlación con lo dispuesto por el art. 104 
de las O. O. A. A. y "brevitatis causa", se remite a las con- 
sideraciones allí formuladas. 

En su mérito, se revoca la sentencia recurrida de fs. 66, 
y se confirma la resolución administrativa de fs. 14, que 
ordena el comiso de la mercadería en infracción. Con costas. 
Horacio García Rama (en disidencia). — José R. Irusta Cor- 
net. — Maximiliano Consoli. 

Disidencia 

Que la cuestión suscitada con motivo del despacho de la 
mercadería comprometida en la póliza n v 22.810 de 1946 es 
de aquéllas que se relacionan con el aforo de la mercadería, 
lo cual conforme a la reiterada ji Aprudencia, no da lugar 
a la imposición de pena, porque la clasificación y el aforo 
son funciones que la ley reserva exclusivamente a los fun- 
cionarios aduaneros. 

Por ello, y por sus fundamentos, se confirma la senten- 
cia apelada de fs. 66, de esta causa de Aduana 113-R-1946, 
seguida contra Esteban Dueñas. — Horacio García Rams. 



Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reiterada- 
mente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. 86 no está suficientemente 
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fundado, toda vez que se omite la pertinente referencia 
a los hechos de la causa y a la vinculación que los 
mismos y las cuestiones debatidas en aquélla guardan 
con la cuestión federal que se pretende someter a la de- 
cisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal conce- 
dido a fs. 89 dicho recurso. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
(Dirección General Impositiva) tiene constituido re- 
presentante especial, el que ya ha asumido ante V. E. 
la intervención que le corresponde (fs. 100). — Buenos 
Aires, julio 1 de 1949. — Carlos G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de julio de 1949. 

Vistos los autos: "Dueñas Esteban — Aduana 113- 
R-1946", en los que se ha concedido a fs. 89 el recurso 
extraordinario. 

Considerando: 

Que la referencia a los hechos de la causa y a la re- 
lación que los mismos guardan con las cuestiones fede- 
rales planteadas, aunque imperfecta, es suficiente para 
considerar cumplida la exigencia del art. 15 de la ley 
48 de acuerdo con la interpretación que de él ha hecho 
esta Corte reiteradamente. 

Que Esteban Dueñas manifestó oportunamente ante 
la Aduana de la Capital, la introducción al país de los 
siguientes efectos: <á (paquete) digo cajoncito de 10.400 
diez kilos cuatrocientos gramos repuestos de acero para 
maquinarias de (100 a 500), cien a quinientos kilos neto, 
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no comprendidas en otras partidas constituidas por 
tipos de acero macho y hembra para máquinas de im- 
primir chapas de metal para direcciones. Aforo K. O. 
48 al 10 %. Partida 1.800. Volumen". 

Realizadas las comprobaciones del caso, la Aduana 
resuelve comisar la mercadería introducida en razón 
de que por aplicación de lo resuelto en la consulta nú- 
mero 195 de 1945 su despacho debió efectuarse por su 
valor en depósito al 26 % por no tratarse de repuestos 
sino de piezas de renovación o consumo, solución ésta 
que es mantenida por la Cámara Federal de la Capital. 

Que no es cuestión federal sino de hecho la de saber 
si lo importado en este caso debe considerarse piezas 
de repuesto o de consumo, pero no lo es, pues la res- 
puesta está condicionada por la inteligencia del art. 
104, inc. 5 9 , 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana, 
la de saber si la declaración comportó o no en este caso 
un fraude que justifique el decomiso impuesto. 

Que cuando como en este caso, — ver fs. 1 — , la de- 
claración detalla con claridad y precisión lo que se tra- 
ta de introducir, de tal manera que nada relativo a la 
especie, calidad y cantidad de ' lio pueda considerarse 
ocultado o disimulado y, en consecuencia, la Aduana es- 
tá en condiciones de apreciar, con la sola declaración 
la exactitud del aforo que el importador pretende y 
establecer, en ejercicio de su función propia, el que en 
rigor corresponda, la discrepancia de la calificación 
hecha por el importador con la que en definitiva haga 
la Aduana no puede considerarse un fraude que justi- 
fique la penalidad del art. 1026 — primera parte — , de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Que esta conclusión hace innecesario considerar 
las demás cuestiones planteadas. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se revoca 
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la sentencia apelada en lo que ha sido materia del re- 
curso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



NACION ARGENTINA v. JOSE FRANCISCO MERLO 

GOMEZ 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

No teniendo fundamento suficiente la conclusión del pe- 
rito propuesto por el dueño del bien expropiado que en 
los antecedentes de ventas a plazos sólo reduce el precio 
en un 25 % en vez del 40 % que la experiencia señala, 
que toma como base de comparación las ventas en fraccio- 
nes más pequeñas que la expropiada y que agrrega una 
valorización del 20 c /c por las características de la frac- 
ción expropiada sin explicar porqué las tierras con las 
cuales las compara son de características inferiores; no 
siendo tampoco aceptable la conclusión del perito terce- 
ro por tomar como punto de referencia el valor de frac- 
ciones de menor extensión y otras con mejoras no estima- 
das y por fundarse en elementos de juicio discutibles; 
y no pudiéndose considerar concluyente la opinión del 
Tribunal de Tasaciones, en el que no intervino el repre- 
sentante de los expropiados, porque se refiere a precios 
de una época anterior a la valorización y no da las ra- 
zones y los elementos de juicio con que se ha procedido 
a actualizarlos, y porque divide lo expropiado en tres 
zonas de influencia, atribuyéndole valores que luego pro- 
media no obstante la notable diferencia entre ellos y no 
tener las tres zonas la misma extensión; corresponde que 
la Corte proceda a fijar el precio al tiempo de la despo- 
sesión, previa valorización crítica de los elementos de 
juicio que constan en los dictámenes periciales y teniendo 
especialmente en cuenta los cálculos y las conclusiones 
del Tribunal de Tasaciones. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daños. 

No procede acordar indemnización en concepto de per- 
juicios derivados de la expropiación, por la incomunica- 
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eión de la fracción que continúa en poder del dueño, si 
de autos no resulta que ésta quede totalmente incomuni- 
cada con la parada ferroviaria próxima. Tampoco pro- 
cede acordar indemnización por los inconvenientes que 
se pretende causará la vecindad del aeródromo Presidíen- 
te Rivadavia, pues aunque existieran no serían perjuicios 
causados por la expropiación. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, agosto 22 de 1947. 

Y vistos: Este juicio seguido por el Fisco Nacional con- 
tra José Francisco Merlo Gómez sobre expropiación, de los 
que resulta: 

I. Que a fs. 2 se presenta el Sr. Proc. Fiscal, manifes- 
tando que, de conformidad a la autorización emanada del de- 
creto del P. E. N. n* 360/45, de fecha 9 de enero de 1945, deja 
iniciada demanda contra D. José Francisco Merlo Gómez, 
por expropiación de un inmueble de pertenencia del mismo, 
sito en el Partido de Morón, de una superficie de 8 has., 32 as., 
74,66 mts. 2 . destinado al establecimiento de aeródromos, y 
expresando, además, que como precio de esa expropiación se 
ha depositado en el Banco de la Nación Argentina, Sucursal 
La Plata, a la orden del Juzgado, la suma de $ 30.628,77 m/n., 
conforme al siguiente detalle: $ 29.146,13 m/n, por la tierra 
y $ 1.482,64 m/n. por valor de mejoras. Además, deja cons- 
tancia que se ha depositado la suma de $ 900 m/n. como in- 
demnización al arrendatario D. Carlos Taccbella, domicilia- 
do en la fracción que se expropia. 

II. Que notificado el demandado a fs. 3, se presenta, a 
fs. 47/58 vta. el Dr. Luis Vernengo Lima, con poder especial 
conferido por D. José Francisco Merlo Gómez, según consta 
a fs. 4, dejando contestada la acción. Manifiesta que acepta 
la expropiación ejercitada sobre el inmueble de su mandan- 
te, pero discrepa con el precio ofrecido, que estima sensible- 
mente bajo con relación al verdadero valor que se debe atri- 
buir a dicha propiedad raíz, por la calidad de la tierra, su 
preponderante ubicación y demás consideraciones que deta- 
lla en la contestación. Aprecia el valor de la tierra y las me- 
joras en $ 254.082,90 m/n., haciendo constar, que dicha su- 
ma es estimatoria, aceptando, en más o en menos, la que opor- 
tunamente fije la justicia. Invocando el art. 6 9 de la ley 189, 
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solicita la prueba amplia de peritos; y finalmente, alegando 
la inconstitucionalidad del art. 18 del decreto n* 17.920/44, 
en cuanto limita la imposición de costas al expropiante, re- 
quiere se condene al Fisco a pagar las costas del juicio, ade- 
más de los intereses, desde la fecha de toma de posesión del 
bien, sobre la diferencia de precios resultante. 

III. Que a fs. 198 vta. (exp. n* 12.953) con fecha 28 de 
mayo de 1946, se da al Fisco la posesión del inmueble expro- 
piado; que a fs. 83 vta., previa justificación de que el dueño 
no se encontraba inhibido, que el dominio del inmueble cons- 
taba a su nombre sin gravámenes, así como ^up no se adeuda- 
ban impuestos por el mismo, según certificados de fs. 38/43 
vta., 45 y 65 vta. 79, percibe el representante del demandado, 
la cantidad de $ 30.628,77 m/n., depositada según constancia 
de fs. 83, a cuenta del precio a fijarse. 

Y considerando: 

l v Que la fracción que se expropia, ubicada en el par- 
tido de Morón, se compone de una superficie de 83.274,66 
mts. 2 y constituye el extremo sud de la franja que el Estado 
adquiere para ampliación del Aeropuerto "Presidente Riva- 
davia". Para la determinación de su valor obran en autos 
las pericias del Ing. Mario Elias Ferrando, perito del actor, 
del Ing. Emilio Lenhardtson, perito del demandado, y la del 
perito tercero, Ing. José Fermín Colina. 

El Ing. Ferrando estima el valor del terreno en la suma 
de S 29.146,13 m/n., a razón, pues, de $ 0,35 m/n. el mt. 2 y en 
$ 1.482,64 m/n. el de las mejoras; en consecuencia, ambos 
rubros se traducen en la suma total de $ 30.628,77 m/n. 
(fs. 102). 

El Ing. Lenhardtson tasa el terreno en $ 129.908,47 m/n. 
— a razón, en consecuencia, de $ 1,56 el m. 2 — y en $ 3.584,10 
moneda nacional las mejoras; acuerda, además, dos indemni- 
zaciones suplementarias: una de $ 6.495,42 m/n. por la dea- 
valorización de la extensión sobranfe del demandado, ocasio- 
nada por la vecindad del aeródromo, y otra de $ 800 m/. por 
la circunstancia de quedar aislada del resto de la propiedad 
como consecuencia de la expropiación, un sobrante de 3.500 
mts. 2 . En total, pues, fija como valores el de $ 140.787,99 m/n, 
(fs. 122). 

El Ing. José Fermín Colina valúa el terreno en pesos 
139.068,68 m/n., a razón de $ 1,67 el m. 2 , las mejoras en 
$ 2.293.96 in/n., y fija el monto de la desvalorización de la 
propiedad restante del Sr. José Francisco Merlo Gómez en 
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la suma de $ 37.700,00 m/n. En consecuencia, en su concep- 
to el precio total de expropiación es de $ 179.062,64 m/n. 
(fs .142). 

Se observa, pues, un marcado desacuerdo entre los peri- 
tos, particularmente entre los valores del perito del actor y 
los del perito tercero. Para determinación de los guarismos 
definitivos, corresponde analizar atentamente los tres traba- 
jos expresados, sin perjuicio de considerar también los demás 
elementos reunidos en autos. 

Corresponde destacar de entrada que la fracción que se 
expropia tiene u^a situación ventajosa, desde que se encuen- 
tra frente a la parada denominada Merlo Gómez del Ferro- 
carril Midland. Dicha parada dista dos kilómetros de la 
Estación Castillo y algo más de tres de la Estación Libertad, 
umbas poblaciones florecientes. El terreno, por otra parte, 
por su frente de 316 metros, da sobre el camino a Lobos, que 
la vincula hacia el Norte con la ruta 7. En síntesis, la proxi- 
midad a poblaciones importantes, como Castelar, Ituzaingó y 
Morón, la existencia en la zona de líneas telefónicas, de trans- 
porte y de caminos pavimentados, confieren a la fracción una 
ubicación destacada. Urge señalar asimismo que se trata de 
campos parejos y de los más altos del lugar, con tierras aptas 
para diversos cultivos. 

Deben analizarse ahora los precios logrados en transac- 
ciones efectuadas en la zona. Al respecto la pericia que aporta 
mayores elementos informativos es la del Ing. Colina, que se 
refiere a noventa y tres ventas, realizadas entre los años 1935 
a 1946, de terrenos situados en los partidos de Morón, Merlo y 
Matanza y a una distancia máxima de dos mil metros del 
bien que se expropia. 

Tienen particular interés las ventas hechas durante el 
transcurso del año 1946 por ser éste el de la desposesión. Al 
respecto el Ing. Colina enumera seis ventas en dos de las cua- 
les — las que corresponden a las parcelas 113 y 120 — se obtu- 
vieron precios superiores a $ 2,50 el m. a (fs. 139). El mayor 
valor excepcional de esas das fracciones lo explica el Ing. 
Colina por la circunstancia de tener mejoras. Y bien, obtie- 
nen el precio medio de esas transacciones — $ 1,56 el m. a — y 
lo reduce en un 15 %, por las mejoras aludidas y así llega 
al precio de $ 1,33 el m. a , que estima ser el valor real. Obser- 
va, luego, el Ing. Colina, que en una loteada efectuada en el 
año 1944 sobre una fracción distante cuatro mil metros de la 
propiedad que se expropia, se obtuvo un volor medio, redu- 
cido al contado, de $ 4,00 el m. 2 . Tales antecedentes le dan 
pie para afirmar que si el loteo se hubiera efectuado en el 
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año 1946, sobre la propiedad del Sr. Merlo Gómez se hubiera 
obtenido un precio no 'inferior a los dos pesos el m. 2 . En base 
a estas argumentaciones, considera que puede tomarse como 
precio real del metro cuadrado de dicha tierra el promedio 
de los dos valores estudiados — $ 1,33 y $ 2,000 — lo que de- 
termina el precio de $ 1,67 el m. 2 . 

Pueden formularse al respecto varias observaciones. En 
primer término, la reducción del 15 % que hace el perito, por 
ignorar el monto de las mejoras (pie se registran en las par- 
celas 113 y 120, es totalmente arbitraria. No habiéndose tasa- 
do exactamente las mismas, lo prudente es prescindir de esas 
dos ventas, con lo que se llega a un promedio de $ 1,20 el m. 2 , 
que parece razonable. En segundo lugar, no debe tomarse en 
cuenta el loteo efectuado en el año 1944, porque se trata de 
tierras muy distantes de las que se expropian. Aparte de ello, 
si bien es cierto que el Ing. Colina efectúa una reducción so- 
bre el precio logrado en el loteo por tratarse de ventas a pla- 
zos, omite hacer reducciones del caso por tratarse de ventas 
en lotes. Corresponde advertir que el perito de la demanda- 
da cuando se trata de loteos efectúa una reducción del 25 %. 

El precio de $ 1,20 el m. 2 — que es el que fija en defini- 
tiva el Juzgado — guarda relación con el procese de valoriza- 
ción de la tierra en la zona de expropiación. El precio medio 
del metro cuadrado fué en el año 1939 de $ 0,22; de $ 0,27 
en 1940; de % 0,37 en 1941; de $ 0,31 en 1942 v 1943; de 
$ 0,67 en 1944 y $ 0,70 en 1945 (véase planilla de fs. 138). 
Y bien, aceptar los precios de $ 1,67 el m. a que fija el perito 
tercero, o de $ 1,56 que señala el perito del demandado, im- 
portaría admitir una valoración de la tierra en más del doble 
superior a los precioá del año 1945. Es cierto que durante el 
año 1946 han concurrido diversas causas que han acentuado 
seriamente el proceso de valorización de la propiedad inmue- 
ble, pero así y todo cuesta creer en un aumento tan extraor- 
dinario. Por el contrario, una prudente estimación, lograda 
por otra parte, eon los elementos aportados en autos, permite 
llegar al precio de $ 1,20 el m. 2 , bien superior por cierto al 
precio medio del año 1945. 

2 V Que el demandado posee — aparte de la tierra que se 
le expropia — otra de una superficie de 377 hectáreas, y es 
indudable que parte de ella sufrirá una desvalorización como 
consecuencia de la proximidad del aeródromo, desde que la 
presencia del aeropuerto constituirá en cierto modo una ve- 
cindad peligrosa y privará al lugar en cierta medida de sus 
ventajas como sitio de descanso; obligará asimismo a dictar 
reglamentaciones relativas a la altura de los edificios, de las 
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plantaciones, etc., limitaciones serias que disminuirán el va- 
lor de la zona. Y bien, considerando .que la desvalorización 
haya afectado solamente cincuenta hectáreas, estimando en 
dos centavos por metro cuadrado el menor valor, resulta una 
indemnización de diez mil pesos. 

Corresponde señalar también que como la fracción que 
se expropia toma solo una parte de la parcela 170, deja aisla- 
da de la propiedad del Sr. Merlo Gómez la extremidad Este 
del triángulo de dicha parcela. El sobrante que queda así 
separado tiene una superficie aproximada de 3.500 mts. 2 . 
Aceptando las conclusiones del perito de la demandada debe 
estimarse el perjuicio provocado por el desmembramiento en 
la suma de pesos 800 m/n. 

En cuanto a las mejoras, el infrascripto fija como valor 
del alambrado, formado por postes de madera dura con tres 
hilos y dos de púas, a razón de $ 1,50 m/n. por metro lineal; 
en consecuencia, siendo la longitud total del alambrado de 
1.293,64 metros, la indemnización resultante es de $ 1.940,46 
moneda nacional. En cuanto al rancho existente en la propie- 
dad, compartiendo el infrascripto las conclusiones del perito 
tercero, lo valúa en la suma de S 283,50 m/n. 

3 9 Que en definitiva la indemnización total que corres- 
ponde al Sr. Merlo Gómez por los diversos conceptos preci- 
sados en el considerando anterior, asciende a la suma de pe- 
sos 103.903,55 m/n. 

Si se observa esta última cantidad, se advierte que la 
indemnización que en definitiva se fija no alcanza al 50 % 
de la diferencia entre la ofrecida por el actor — $ 30.628,77 
moneda nacional — y la reclamada ñor el demandado — pe- 
sos 254.082,90 m/n. — . De ahí, que corresponde por imperio 
del art. 18 del Decreto-ley 17.920, que las costas se distribu- 
yan en el orden causado. Respecto a la constitucionalidad de 
dicho artículo, se remite el infrascripto, por compartirlas a 
las argumentaciones formuladas por la Suprema Corte de 
Justicia en su sentencia de fecha 6 de mayo de 1946, (J. A., 
1946, t. II, p. 406). 

Por estos fundamentos, fallo: Declarando expropiada y 
transferida a favor del actor la fracción de tierra materia de 
este juicio, en la suma de $ 103.903,55 m/n., que se fija como 
valor de la misma e importe total de los perjuicios ocasiona^ 
dos por la desposesión forzosa, con sus intereses a estilo ban- 
cario sobre la diferencia entre la suma consignada y la que 
en definitiva se manda pagar, desde la fecha de la toma de 
posesión del inmueble; costas en el orden causado (art. 18, 
decreto-ley 17.920). — Benjamín A. M. Bambül. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

La Plata, julio 14 de 1948. 

Y vistos: los de este juicio F. 3680 "Fisco Nacional c. 
Merlo Gómez José Francisco s. expropiación M , procedente del 
Juzgado Federal n 9 1 de esta Sección. 

Y considerando : 

Que, no conforme con la resolución de fs. 181/185, que 
luego de declarar expropiada y transferida a favor del actor 
la tierra objeto del presente juicio de expropiación, fijó como 
importe total en carácter de compensación de los perjuicios 
ocasionados al demandado por la obligada desposesión de aqué- 
lla, la suma de $ 103.903,55 m/n., con más sus intereses en la 
forma que se expresa, estableciéndose que las costas serán abo- 
nadas en el orden causado, ambas partes: Proc. Fiscal en re- 
presentación del Fisco Nacional y el asesor letrado del deman- 
dado, interpusieron el recurso de apelación que fué concedido 
a fs. 186 y 187 respectivamente. 

Que, la sentencia apelada apartándose — en cuanto al va- 
lor de la tierra se refiere — de todas las estimaciones obrantes 
en autos al respecto, realizadas por los peritos : Ferrando, del 
actor: $ 29.146,13 m/n.; Lenhartson, del expropiado: pesos 
129.908,47 m/n.; y Colina, designado por el Juzgado ante la 
discrepancia de los otros dos, quien lo avaluó en $ 139.068,68 
moneda nacional, establece, — aquélla — después de estudiar y 
analizar los argumentos en que fundan sus respectivos criterios 
los peritos Ferrando y Colina la cantidad mencionada en el 
párrafo anterior, pero sin entrar a considerar mayormente las 
razones expuestas por el experto del demandado, y que a juicio 
de este tribunal son también dignas de tenerse en cuenta; tan- 
to más cuanto que ellas vendrían a fijar un término medio pru- 
dencial entre los extremos marcados por el perito del actor y 
por el perito tercero. 

Que el señor Juez a-quo menciona en el fallo en recurso 
alsrunos principios y consideraciones de hecho y de derecho 
acertadas, las que es menester no olvidar en el momento de 
fijar el valor del bien cuestionado: Así, dice con toda verdad 
que "tienen particular interés las ventas hechas durante el 
transcurso del año 1946" aludiendo evidentemente al momento 
de la toma de posesión por el Estado de la tierra cuestionada 
en autos, lo que se realizó el 28 de mayo de 1946, con lo que 
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admite la tesis de este tribunal en casos análogos, en el sentido 
de que el valor del bien — sin dejar de analizar otras transac- 
ciones — debe establecerse, sobre todo, de acuerdo con el que 
tenía éste en el momento de pasar de manos del dueño a las del 
expropiante; tesis sustentada, asimismo, por la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, cuando en el tomo 176 pág. 383 de 
sus "Fallos", señala que el monto del resarcimiento que co- 
rresponde pagar por la expropiación debe fijarse con el cri- 
terio del momento económico en que ella se haya realizado. 
Que se debe también tener presente la calidad del terreno 
* y las condiciones que lo rodean, como lo anota la sentencia 
— refiriéndose al de autos — al expresar que "corresponde 
destacar de entrada que la fracción que se expropia tiene una 
situación ventajosa" por las razones que aduce y que es inne- 
cesario repetir; agregando que, "urge señalar asimismo que 
se trata de campos parejos y de los más altos del lugar, con 
tierras aptas para diversos cultivos". 

Tales expresiones, que trasuntan la realidad de las cons- 
tancias de autos, conducen a admitir como lógica la elevación 
pronunciada de los precios. No corresponde resistirse ante la 
evidencia, tanto menos cuanto que la propia sentencia deja 
constancia (fs. 184) de que, "Es cierto que durante el año 
1946 han concurrido diversas causas que han acentuado seria- 
mente el proceso de valorización de la propiedad inmueble". 
La sana crítica aconseja no desconocer la realidad. Si ésta 
demuestra que los inmuebles han subido precio en tal o cual 
proporción por una serie de razones, atendibles y eficaces no 
puede negarse la importancia de las mismas y rechazárselas. 

Que el perito del demandado Ing. Civil Lenhartson, luego 
de diversos análisis, dice a fs. 124: "Se obtiene así que la 
suma total de los importes actualizados "1946" de la columna 
11 (ver fs. 120) asciende a 2.389.632 m/n. correspondiente a 
la superficie total de 1.830.582 mts. 2 con lo que se llega a un 
precio medio general actualizado (1946) de $ 1,30 por m. 2 con 
precios medios anuales que oscilan entre $ 0,494 y $ 4,44 
por m. 2 ". 

De inmediato el nombrado experto se detiene a dejar es- 
tablecida la buena ubicación del terreno que denomina "ubi- 
cación especial", y la calidad del mismo que califica de il ex- 
celente", estimando que estos factores y otros que menciona 
determinan a asignar a la fracción que se expropia un precio 
unitario mayor que el valor del conjunto de la zona, el que 
aprecia en un 20 %, con lo <¡ue llega a un precio unitario 
actual de $ 1,56 por m. 2 . En definitiva, a su juicio, el valor 
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del terreno cuya superficie es de 83.274,66 mts. 2 vale la suma 
de $ 129.908,47 m/n. como ya se dijo. 

Si contemplamos esta estimación con la que realiza el pe- 
rito tercero designado por el Juzgado, Ing. Civil Colina, obser- 
varemos que del estudio que efectúa, por su parte, de diversas 
ventas realizadas en el año 1946, llega a una coincidencia lla- 
mativa con el perito de la demandada, anotando a fs. 139 el 
precio medio de $ 1,56 el m. 2 , aunque no hayan empleado ambos 
expertos exactamente los mismos medios de raciocinio. 

Pero luego — fs. 146 — este perito — Ing. Colina — por 
una parte entiende que debe rebajar un porcentaje de esos 
$ 1,56 porque algunas parcelas acusan mejoras, y procede a 
renglón seguido a tomar en consideración una venta en loteo 
del año 1944, en remate, que lo conduce a una elevación de 
precio en 1946 llegando a fijar en definitiva el valor de $ 1,67 
por m, 2 lo que no es aceptable por no reunir esa operación 
las condiciones y características en que se realiza la transfe- 
rencia que nos ocupa — expropiación — sin loteo alguno ; apar- 
te de que aquélla se encuentra distante del bien de autos, a 
unos cuatro mil «aetros del mismo. 

El tribunal estima que no deben tomarse en considera- 
ción y admitirse los motivos que determinaron a este perito 
a disminuir por un lado el promedio de $ 1,56 el m 2 . a que 
llega a fs. 139, y aumentarlo por otro con cálculos inapropia- 
dos a las circunstancias; y menos aun cuando encuentra que 
en principio y fundamentalmente han coincidido ambos ex- 
pertos ingenieros civiles Lenhardtson y Colina en que, en 1946 
las ventas de terreno con ubicación próxima al que se expropia 
arrojan dicho promedio de $ 1,56 el m 2 . Este debe aceptarse 
para la fracción materia de la presente causa, pues a juicio de 
la Cámara él constituye una compensación equitativa por el 
rukro en estudio. Deberá pagar, en consecuencia, el actor en 
concepto de valor de la tierra la suma de $ 129.908,47 m/n.; 
lo que importa compartir^ criterio sustentado por el perito 
designado por la parte demandada. 

Se desestima así, no sólo la pretensión del expropiado de 
que por ese rubro debe abonársele la suma de $ 249.823,98 m/n., 
sino también la avaluación practicada por los expertos, Fe- 
rrando, del actor, y Colina (perito tercero), la del primero de 
éstos por no haber contemplado con acierto las cualidades y 
características del bien de acuerdo al momento de la despose- 
sión; y la del segundo por haber excedido su apreciación al 
computar una operación de venta que por sus condiciones no 
reúne las que caracterizan una transferencia como la que se 
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contempla en el caso de autos; suponiéndose el precio en un 
posible loteo del terreno de autos; lo que importa tener en 
cuenta hipotéticas mejoras del valor y ganancias, situaciones 
inadmisibles según jurisprudencia constante. 

Que, en cuanto a las mejoras existentes en el bien sujeto 
a la expropiación, el actor las ha apreciado a su juicio, y de- 
positado por ese concepto la suma de $ 1.482,64 m/n., com- 
prendiendo en ella la cantidad de $ $1.293,64 por el valor del 
alambrado de tres hilos lisos y dos de púa, en buen estado, de 
acuerdo con el informe obrante a fs. 81 del expediente agre- 
gado, caratulado "Fisco Nacional c./ Gasbeler Arturo y otros 
s./ expropiación"; con más el valor del rancho de ladrillos 
asentados en barro sin revocar, piso de tierra y techo de chapas 
de zinc en estado ruinoso, abarcando una superficie cubierta 
de 18,90 mts 2 ., todo según el mismo informe; suma que alcan- 
za a $ 189. 

Que el Ing. Ferrando (perito del expropiante) coincide, 
como ya coincidiera en lo que al valor de la tierra se refiere, 
con el criterio del actor en la estimación del precio de dichas 
mejoras en sus conclusiones a fs. 110 vta. de^ estos autos. 

En contra de estas avaluaciones se pronuncia el deman- 
dado qye pretende las sumas de $ 3.880,92 por el alambrado 
y $ 378 por el rancho; apreciaciones que reduce algo el perito 
de su parte al establecer a fs. 127 que el valor del alambrado 
es de $ 3.234.10 y el del rancho $ 350. 

Que el perito tercero Ing. Colina reduce aún más la im- 
portancia pecuniaria del rubro en cuestión estimando que el 
valor del alambrado es de $ 1.940,4ft y el del rancho $ 283,50. 

Que, el tribunal conceptúa conecto el criterio sustentado 
por el Sr. Juez a-quo cuando se decide por la opinión de este 
perito tercero, encontrando eficaces a su respecto los elementos 
de juicio tenidos en cuenta por el mismo para llegar a la con- 
clusión a que arriba. ♦ 

Que, asimismo, la Cámara estima que es arreglado a dere^ 
cho y a las constancias de autos «1 resarcimiento que indica 
el perito del demandado y a favor de éste, que acepta la sen- 
tencia recurrida en el segundo apartado del considerando se- 
gundo (fs. 184), hasta la suma de $ 800,00 m/n. pues debe 
tenerse especialmente en cuenta que la fracción que se expro- 
pia toma sólo una parte de la parcela 170, dejando aislada 
de la propiedad del demandado la extremidad del triángulo 
de dicha parcela, ocasionando, así, un perjuicio que debe ser 
compensado. 

Que, el fallo en el mismo considerando segundo — primer 
apartado— dispone una indemnización que deberá abonar el 
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expropiante al expropiado y que fija en $ 10.000 m/n., en 
razón del perjuicio que entiende le causa a una parte de la 
fracción de 377 hectáreas, que posee también el demandado, y 
que se traduce, a su criterio, en desvalorización de las mismas 
en una extensión de 50 hectáreas; disminución del valor oca- 
sionado según expresa el Sr. Juez a qtu>, como consecuencia 
de la proximidad del aeródromo lo que constituye "en cierto 
modo", agrega, una vecindad peligrosa y privará al lugar "en 
cierta medida" de sus ventajas como sitio de descanso. Dice 
asimismo la sentencia que la situación obligará a dictar regla- 
mentaciones serias que disminuirán el valor de la zona. 

A tal raciocinio se adhiere en ocasión del informe in voce 
a que se refiere la constancia de fs. 193 vta. el representante 
legal de la demandada y aun amplia su pretensión en el senti- 
do de que debe elevarse la indemnización de $ 10.000 esta- 
blecida por el fallo. 

Que, aparte de que de los propios términos que se em- 
plean en el fallo para apoyar sus conclusiones resulta que éstas 
no son convincentes, puede afirmarse que este criterio, esta in- 
demnización, no es pertinente. El tribunal comparte al res- 
pecto el sustentado por el Sr. Procurador Fiscal de Cámara 
en la oportunidad de la audiencia mencionada, quien sostiene 
con acierto legal que la posibilidad de un accidente, es una 
hipótesis extrema, insusceptible de apreciación económica; no 
pudiéndose tampoco fijar indemnización en concepto de posi- 
bles reglamentaciones. Expresa también el representante del 
Ministerio Público, con notoria verdad y eficacia legal, que 
en la actualidad no existe tal restricción al dominio por lo que 
no hay razón para abonar una indemnización por la mera 
posibilidad de que ello ocurra. 

Que, corresponde agregar, que así como se establece pre- 
cedentemente en esta misma sentencia, que no es pertinente 
computar hipotéticas mejoras del valor para determinar el pre- 
cio del bien, tampoco es dable admitir hipotéticas desvalori- 
zaciones que por alguna razón pudieran sobrevenir, para re- 
sarcirse anticipadamente de ellas. En cuanto a las costas, que 
han sido establecidas en el orden causado por el fallo en 
recurso, y por lo cual también se agravia el demandado que 
pide sean impuestas al expropiante, cabe expresar que corres- 
ponde mantener lo resuelto por el Sr. Juez a quo no obstante 
las conclusiones a que se llega en la presente sentencia, pues 
el aumento de la indemnización que se dispone no modifica los 
límites consignados en el art. 18 del decreto 17.920/44, el que 
debe aceptarse como constitucional atenta la reiteración en este 



254 



FALLOS DE LA CORTE ST7PREMA 



sentido de la Corte Suprema de Justicia de la Nación — Ter 
Fallos: t. 208, ps. 143 y 158, y t. 204, p. 534. 

En mérito de lo expuesto se confirma la sentencia en re- 
curso en cuanto declara expropiada y transferida a favor del 
actor la fracción de tierra materia de este juicio; y se la 
modifica en lo que respecta a la indemnización condenándose 
al Fisco Nacional a abonar al demandado José Francisco Mer- 
lo Gómez la cantidad de $ 132.932,43 m/n. que se fija como 
valor de la misma e importe total de los perjuicios ocasiona- 
dos por la desposesión forzosa, con sus intereses a estilo ban- 
cario sobre la diferencia entre la suma consignada y la que en 
definitiva se manda pagar, desde la fecha de la toma de pose- 
sión del inmueble, debiendo abonarse las costas de ambas ins- 
tancias en el orden causado. — Alfredo Pérez Varas. — Ro- 
berto C. Costa. — Jorge García González. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de julio de 1949. 

Vistos los autos: "Fisco Nacional c.| Merlo Gómez 
José Francisco s.| expropiación", en los que se han con- 
cedido a fs. 205 y 208 los recursos ordinarios de apela- 
ción. 

Considerando: 

Que la conclusión del perito propuesto por el ex- 
propiado, a la que se atiene la Cámara en la sentencia 
apelada no tiene fundamento suficiente, porque en los 
antecedentes de ventas a largos plazos sólo reduce el 
precio en un 25 % siendo que la experiencia demuestra 
no haber por lo general una diferencia de menos del 
40 % ; porque de las veinte operaciones al contado por 
él promediadas, desde 1937 hasta 1945 sólo una es de 
mayor superficie que la expropiada, todas las demás 
son menores — , entre 11.000 y 54.000 metros cuadra- 
dos — , y ocho son de menos de la mitad; perqué sin con- 
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signar compraventas de 1946, — año de la desposesión — , 
remitiéndose a un cálculo exclusivamente teórico, esti- 
ma que el promedio de 1937 a 1945, — $ 0,76 el metro — , 
debe elevarse para 1946 a $ 1,30, y porque finalmente 
agrega todavía una valorización del 20 % por las carac- 
terísticas de la fracción expropiada sin explicar por qué 
todas las tierras a que corresponden las operaciones 
promediadas son de características inferiores. 

Que tampoco es aceptable la conclusión del perito 
tercero, porque de las ventas de 1944 a 1946 todas, me- 
nos una, son de menos de 8 hectáreas, — extensión de 
lo expropiado — , todas, menos dos son de menos de la 
mitad, y todos los precios de 1946 corresponden a ven- 
tas de 10.000 a 14.000 metros, mientras que aquí se trata 
de más de 80.000; porque, como bien lo observa e;l Sr. 
Juez a fs. 183 vta. incluye dos ventas con mejoras no es- 
timadas en razón de las cuales hace sin ningún funda- 
mento, una reducción de sólo el 15 %, y porque concluye 
refiriéndose, para llegar a la estimación de $ 1,67 el 
metro, a lo que se podría obtener en un posible loteo, 
lo cual importa introducir como elemento de juicio una 
muy discutible conjetura. 

Que la conclusión del dictamen del Tribunal de Ta- 
saciones (ley 13.264) en el que no intervino el represen- 
tante de los expropiados, no se puede considerar con- 
cluyente porque entre las compraventas promediadas 
no hay ninguna de 1945 y una sola de 1946 y es de pú- 
blica notoriedad la sensible valorización producida des- 
de 1944 hasta 1946; porque si bien en la planilla res- 
pectiva consta una actualización de los precios con res- 
pecto al año 1946 no se dan las razones y los elementos 
de juicio con que se la efectúa, y porque se divide lo 
expropiado en tres zonas de influencia, — norte, oeste 
y sudoeste — , atribuyendo a la primera un valor de 
$ 0,39 el metro, a la segunda el de $ 1,10 y a la tercera 
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el de $ 0,98 y luego promediados los tres valores, no 
obstante la notable diferencia del primero con los dos 
últimos, como si las tres zonas tuvieran la misma exten- 
sión, siendo que según el plano de fs. 101 cada una de las 
dos partes más valiosas, por su proximidad a la parada 
ferroviaria y al camino, pueden considerarse mayores 
que la parte norte. 

Que hecha la valoración crítica de los elementos de 
juicio que constan en los tres dictámenes periciales y 
teniendo especialmente en cuenta los cálculos y las con- 
clusiones del Tribunal de Tasaciones, esta Corte juzga 
equitativo fijar en $ 1.10 el valor del metro cuadrado 
de la tierra expropiada al tiempo de la desposesión. 

Que no hay motivo para modificar el valor que se 
atribuye a las mejoras en la sentencia apelada. 

Que también debe confirmarse lo decidido en ella 
respecto a indemnización de perjuicios derivados de la 
expropiación, que los propietarios reclaman, y la sen- 
tencia de Ira. instancia admitió en parte. Del plano de 
fs. 101 no resulta que el resto de la tierra perteneciente 
a los demandados quede, con respecto a la parada ferro- 
viaria Merlo Gómez, en la incomunicación de que se hace 
mérito en el memorial de fs. 157. Y en cuanto a los in- 
convenientes que se pretende causará la vecindad del 
aeródromo, aunque existieran es patente que no se trata 
de perjuicios causados por la expropiación y por con- 
siguiente no corresponde tomarlos en consideración en 
este juicio. En cuanto al pequeño sobrante de 3.700 me- 
tros situado en el extremo este, estando como está so- 
bre un camino importante y a poca distancia de la pa- 
rada ferroviaria, no cabe pensar que el desmembra- 
miento haya comportado desvalorización. 

Por tanto se reforma la sentencia de fs. 196 en cuan- 
to al precio de la tierra que se fija en un peso diez mo- 
neda nacional el metro cuadrado y se la confirma en 
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todo lo demás. Las costas de esta instancia se pagarán 
en el orden causado en razón del resultado de los re- 
cursos. 

Felipe S. Pérez — Luís R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D Casares. 



MAURICIO Y JUAN LITMAN 

RECURSO DE QUEJA. 

El recurso de hecho ha de ser fundado en la misma forma 
que el extraordinario, expresándose en el memorial de la 
queja las circunstancias de hecho de la causa y la relación 
que g-uardan con las cuestiones federales que se desea 
someter a la Corte Suprema. A falta de ello, corresponde 
rechazar la queja. 

RECURSO EXTRAORDIXARIO : Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso. Término. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
subsidiariamente al mismo tiempo que el de reposición y 
el de apelación para ante el juez administrativo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales. 

La Corte Suprema no está autorizada para prescindir de 
los recaudos impuestos por la ley para el otorgamiento del 
recurso extraordinario, cualquiera sea la magnitud del 
perjuicio alegado por el recurrente y la importancia de 
las cuestiones en que la apelación se funda. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El interesado ha omitido formular, al deducir la 
queja, la necesaria referencia a los hechos de la causa, 
y a la vinculación que los mismos y las cuestiones de- 
batidas guardan con las de orden federal que se intentan 
someter a decisión de la Corte. 
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Siendo ello suficiente para determinar su impro- 
cedencia, de acuerdo con la interpretación que V. E. 
lia dado al artículo 15 de la ley 48, así corresponde de- 
clararlo. — Buenos Aires, julio 6 de 1949. — Carlos 

G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de julio de 1949. 

Vistos los autos 4 4 Recurso de Hecho deducido en 
los autos Litman Mauricio y Juan s.| infracción a la 
ley 12.830", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que esta Corte ha resuelto reiteradamente que el 
recurso de hecho ha de ser fundado en la misma forma 
que el' extraordinario expresándose en el memorial de 
la queja las circunstancias de hecho de la causa y la 
relación que guardan con las cuestiones federales que 
se desea someter al Tribunal. —Fallos : 210, 326, 729 
y 1113, entre otros. 

Que estos requisitos no han sido cumplidos en el 
escrito que antecede ni en el de interposición del recurso 
ante el Poder Ejecutivo que en él se transcribe. No hay 
on ellos más referencia a los hechos del proceso que la 
comprendida en la enunciación de las cuestiones de 
derecho enumeradas y que, en todo caso, es insuficiente 
para informar con su sola lectura, respecto de los ex- 
tremos a que se ha hecho referencia. 

Que por od a parte es también jurisprudencia que el 
recurso extraordinario no puede ser interpuesto subsi- 
diariamente como se ha hecho en la especie deducién- 
dolo al mismo tiempo que el de reposición y el de apela- 
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ción para ante el juez administrativo, según lo expuesto 
en el punto V de la queja (Fallos: 189, 422; 191, 366; 
210, 452, etc.). 

Qu© cualquiera sea la magnitud del perjuicio ale- 
gado por el recurrente y la importancia de las cuestiones 
en que la apelación se funda, no bastan para autorizar 
al Tribunal a prescindiT de los recaudos impuestos por 
la ley para el otorgamiento del recurso extraordinario 
como así ha tenido ocasión de declararlo esta Corte con 
anterioridad — Fallos: 210, 543 y los allí citados. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General se desestima la precedente 

queja * Felipe S. Pérez — Luís R. Low- 

ghi — Rodolfo G. Valenztje- 
la — Tomás D. Cesares. 

NACION ARGENTINA v. CLEMENTE CROSETTO 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. 

\ Corresponde confirmar la sentencia que asigna al inmue- 
ble expropiado un valor unitario igual al que la Corte Su- 
prema atribuyó a una propiedad contigua de iguales ca- 
racterísticas y cuya transferencia al expropiador se efec- 
tuó en la misma época. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

vv En presencia de la estimación más elevada hecha por el 
^ Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, corresponde 
mantener el valor atribuido a las mejoras del inmueble 
expropiado en la sentencia consentida por el dueño y re- 
currida por el Estado. 

Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 8 de julio de 1948. 

Y vistos: Los de la expropiación seguidos por el Estado 
Nacional contra Clemente Crosetto, de los que resulta: 
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Que en nombre del actor, el Dr. José M. Pizarro demanda 
la expropiación del campo incluso mejoras, situado en el lugar 
denominado "La Perla", Pedanía Calera, departamento Santa 
María de esta Provincia, demarcada con el n* 48 en el plano 
oficial n 9 960-D, con una superficie total aproximada de 106 
hectáreas y consigna en concepto de total indemnización (fs. 2) 
la suma de $ 23.750,40, correspondiendo a la tierra $ 18.900 m/n. 
y $ 4.850.40 m/n. a las mejoras existentes. 

Citado a juicio, el demandado comparece a fs. 42 acompa- 
ñando título de propiedad, dándosele participación a fs. 46 vta. 
Se realiza la audiencia proscripta por la ley (fs. 54) donde el 
demandado acepta la acción y manifiesta disconformidad con 
la indemnización ofrecida, sometiéndose el precio a juicio de 
peritos. 

Abiertos a prueba, el perito del actor (fs. 89) estima el 
valor de la tierra en S 18.655.30 m/n. y el de las mejoras en 
$ 8.206.67 m/n. El propuesto por el demandado concluye su 
peritaje atribuyendo a la tierra un valor de $ 46.640.00 m/n. 
y a las mejoras $ 14.138.35 m/n. Se realiza la audiencia para 
alegar sobre las pruebas producidas (fs. 97) y se llaman los 
autos para sentencia; y 

Considerando: 

Que en autos se trata de justipreciar el valor de un in- 
mueble que colinda ©n su parte oeste con la fracción 47, de 
propiedad de D. José Crosetto, en el que la Corte Suprema 
lia establecido los valores indemnizatorios según las caracte- 
rísticas y ubicación de los fundos con respecto al camino nacio- 
nal que es el factor valorizante de los mismos. 

Dada la similitud de aquél con respecto al de autos, el 
Tribunal estima equitativo fijar la suma de pesos un mil la 
hectárea para la zona ubicada sobre el camino y hasta com- 
pletar un fondo de 300 mts., esto es, 13 hectáreas, 3.431 me- 
tros cuadrados, (plano de fs. 88). Son $ 13.343.10 m/n., y el 
de $ 200 m/n. la hectárea para el resto de la superficie 93 hts. 
6569 mts 2 ., considerada como campo llano y aprovechable 
para agricultura y ganadería, que importa $ 18.731.38 m/n. 
Totalizan ambos rubros: m/n. 32.074.48. 

Que en cuanto al valor de las mejoras, teniendo en consi- 
deración que ambos peritos las enumeran detalladamente, dis- 
crepando en cuanto a su valuación —algo, mezquina la del 
perito del actor, y en igual proporción exagerada la del de- 
mandado — se juzga equitativo fijar el valor de las mismas en 
la suma de $ 10.000 m/n. 
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Que las costas corresponden al actor, por cuanto se carece 
de un elemento fundamental cual es la pretensión determinada 
del demandado, para hacer aplicación del art. 18 de la Ley 189, 
reformado por Decreto 17.920/44. 

Por las precedentes consideraciones, Fallo : Haciendo lugar 
a la demanda y declarando transferido al Estado Nacional Ar- 
gentino el dominio de la fracción demarcada con el número 48 
en el plano oficial N* 960-D, incluso mejoras, ubicada en el 
lugar denominado "La Perla", Pedanía Calera departamento 
de Santa María de esta Provincia con una superficie total 
aproximada de 106 hectáreas, al precio de $ 42.074.48 m/n. 
(Cuarenta y dos mil setenta y cuatro pesos con cuarenta y 
ocho centavos moneda nacional) con más los intereses al 6 % 
sobre dicha suma desde la fecha de posesión hasta la del regis- 
tro de fondos, y sobre la diferencia entre lo consignado y lo 
mandado abonar desde entonces hasta su efectivo pago. Con 
costas a cargo del actor. — R. Barraco Mármol, 



Sentencia de la Gímara Federal de Córdoba 

Córdoba, setiembre 13 de 1948. 

Y vistos : en recurso de apelación interpuesto por las par- 
tes contra la sentencia de fecha ocho de julio del corriente año, 
que obra a fojas 103 de estos autos, dictada por el Señor Juez 
Federal de esta Sección en los autos caratulados: "Gobierno 
Nacional contra Clemente Crosetto — expropiación M . 

Considerando : 

Que teniendo en cuenta lo resuelto por la Corte Suprema 
respecto al valor atribuido a los terrenos situados en las inme- 
diaciones del que ahora se trata de expropiar y de condiciones 
similares al de éste, como puede verse entre otros en el juicio: 
"Gobierno Nacional c./ José Crosetto-expropiación", y dados 
los demás antecedentes que suministran los peritos que han 
dictaminado, la Cámara considera como justo y equitativo pre- 
cio del terreno, la suma mandada a pagar por el a quo en tal 
concepto como así también, la ordenada abonar por las mejoras. 
A ello, debe agregarse una cantidad por indemnización debida 
al expropiado, por el cese de sus actividades, como consecuen- 
cia de la expropiación decretada sobre su fundo, que le deter- 
minó á levantar el negocio de tambo que tenía allí instalado y 
otra, por el desapropio forzoso sobreviniente por aquélla, por 
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lo que, el Tribunal estima, como monto total de la suma a in- 
demnizarse, la global de cuarenta y cinco mil pesos nacionales. 

En su mérito y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, se resuelve: confirmarla en cuanto hace lugar a la de- 
manda declarando transferido al Estado Nacional Argentino, 
el dominio de la fracción demarcada con el número 48 en el 
plano oficial n 9 960-D, incluso mejoras, ubicada en el lugar de- 
nominado "La Perla", Pedanía Calera, departamento de San- 
ta María de esta Provincia, con una superficie aproximada de 
ciento seis hectáreas, con más los intereses de la suma qué se 
manda pagar calculados al seis p?r ciento sobre ésta, desde la 
fecha de toma de posesión hasta el retiro de los fondos con- 
signados, y sobre la diferencia entre lo depositado y lo manda- 
do pagar, desde entonces hasta su efectivo pago e impone las 
costas a cargo del actor, modificándola en cuanto al precio que 
se fija por valor de la tierra, mejoras e indemnizaciones esta- 
blecidas en el considerando que antecede, en la suma global de 
Cuarenta y cinco mil pesos nacionales. Con costas. — Luis M. 
Allende. — Miguel A. Aliaga. — Rodolfo Otero Capdevüa. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Gobierno Nacional contra Cro- 
setto Clemente sobre expropiación", en los que se ha 
concedido a fs. 115 vta. el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando : 

Que la sentencia apelada por el Gobierno expro- 
piante y consentida por el expropiado, asigna al inmue- 
ble de que se trata un valor unitario igual al que esta 
Corte atribuyó a una propiedad contigua de iguales ca- 
racterísticas y cuya transferencia al expropiante se efec- 
tuó en la misma época (autos "Gobierno Nacional c.| 
Crosetto José", sentencia del 28 de noviembre de 1947), 
Corresponde, en consecuencia, mantener el precio que 
fija para la tierra la sentencia. 
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Que también debe confirmársela en lo relativo al 
valor de las mejoras, tanto más cuanto que el Tribunal 
de Tasaciones ha hecho de ellas una estimación más ele- 
vada, elevación que consentida como fué la sentencia 
por el expropiado, no corresponde, sin embargo, con- 
siderar aquí. 

Por tanto se confirma en todas sus partes la sen- 
tencia apelada. Con costas a la actora en esta instancia 
por haber sido desechado íntegramente su recurso. 

Felipe S. Pérez — Luís R. Lon- 
qHi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



BENITO CASILDO COOK — sucesión 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial Recti- 
ficación de partidas del Registro Civil. 

El juez de la sucesión es el competente para conocer del 
incidente sobre rectificación de las partidas del Registro 
Civil en las que ha de fundarse la correspondiente decla- 
ratoria de herederos. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

En el juicio sucesorio de Benito Casildo Cook, que 
tramita ante el Juzgado de Primera Instancia en lo 
Civil de la Capital, se produjo y aprobó información 
sumaria tendiente a dejar establecido el verdadero nom- 
bre de la cónyuge supérstite doña María Obdulia He- 
rrera. Librado el exhorto de fs. 10 para hacer las co- 
rrecciones pertinentes en las partidas de fs. 1, 4, 6 y 8, 
asentadas en el Registro Civil de Concepción del Uru- 
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guay, el Juez de V Instancia en lo Civil y Comercial 
de la preindicada capital se ha negado a diligenciarlo 
por estimar que las rectificaciones deben tramitarlas 
auto su juzgado de acuerdo con lo que establece la ley 
1967 de la Provincia de Entre Ríos, en su art. 104 (ts. 
15). 

Con la insistencia de ambos magistrados en sus 
respectivas resoluciones (fs. 17 y 22, foliatura al pie), 
ha quedado trabado el conflicto jurisdiccional que co- 
rresponde dirimir a V. K. en uso de la facultad que le 
acuerda el art. 9 Q de la ley 4055. 

En casos que guardan marcada analogía con el pre- 
sente, tiene resuelto V. E. que el juez do la sucesión es 
el competente para conocer en la rectificación, que es 
un incidente del juicio, pues de otra manera resultaría 
<?1 juicio sucesorio, en su tramitación y finalidad subor- 
dinado al especial que se seguiría en otra jurisdicción 
para la rectificación de las partidas, "lo que es inacep- 
table teniendo en cuenta el fuero de atracción del juicio 
universal establecido por ley y por la jurisprudencia" 
(142: 158; 139: 15; 134: 397, entre otros). 

Corresponde en mérito a lo expuesto, declarar que 
el juez exhortado debe diligenciar la rogatoria origen 
de la contienda. — Bs. Aires, julio 15 de 1949. — Carlos 
G. helfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de julio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la rectificación de las partidas es, en el caso 
de autos, un incidente del juicio sucesorio, en el cual, 
interesa y corresponde pronunciarle sobre ella a los 
efectos de la correspondiente declaratoria de herederos 
y actuaciones ulteriores. 
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Que por ello y lo dispuesto en el art. 3284 del Có- 
digo Civil, esta Corte Suprema ha decidido reiterada- 
mente que las normas legales que se invoca para soste- 
ner la competencia del juez del lugar donde está situa- 
da la oficina en que consta la partida de que se trata, 
sólo rigen para los casos comunes de rectificaciones 
fuera del juicio universal de sucesión que atrae todas 
las cuestiones sobre el derecho a los bienes que lo cons- 
tituyen y el título con que son reclamados (Fallos: 134, 
397; 139, 15; 142, 159). 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General declárase que el Sr. Juez de 1* Instancia en lo 
Civil y Comercial de Concepción del Uruguay — Prov. 
de Entre Ríos — debe dar cumplimiento al exhorto que 
lo ha dirigido el Sr. Juez de V Instancia en lo Civil de 
la Capital Federal. En consecuencia, remítanse estos 
autos al magistrado de la provincia mencionada y há- 
gase saber al de la Capital en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — To'más D. Casares. 



PAULA QUIROZ DE SOTELO 




JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. 7na- 
cripción de nacimiento. 



No existiendo en las respectivas leyes locales disposicio- 
nes que se opongan a la competencia del juez del domi- 
cilio del interesado para conocer de las actuaciones ten- 
dientes a obtener la inscripción omitida de un nacimiento 
ocurrido en otra provivncia, corresponde que los tribuna- 
les de ésta den cumplimiento al exhorto que aquel juez les 
dirige para que se practique la inscripción de referencia 
ordenada previo los trámites legales. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Paula Quiroz de Sotelo, nacida en Villa Federal 
(Peía, de Entre Ríos), el 29 de junio de 1926, solicitó 
y obtuvo ante la justicia en lo civil de La Plata, previa 
información que al efecto produjo, se inscribiese su 
nacimiento en el Registro Civil de Villa Federal. Li- 
brado el exhorto respectivo, el Juez de Concordia re- 
solvió no dar curso a la rogatoria por entender que la 
inscripción debió solicitarse en la circunscripción ju- 
dicial donde está situada la oficina del Registro Civil 
encargada de hacer la anotación, de acuerdo con la ley 
local n 9 1967 (fs. 6 y 8 vta.). Ante la insistencia del 
juez exhortante (fs. 12 vta.), ha quedado trabado el 
conflicto jurisdiccional que corresponde dirimir a V. E. 
de conformidad con lo dispuesto por el art. 9 V de la 
ley 4055. 

En casos que guardan marcada analogía con el 
presente, V. E. resolvió que los jueces del domicilio 
de las personas pueden tramitar las informaciones pa- 
ra la inscripción del nacimiento, aunque éste hubiera 
ocurrido en otra jurisdicción (201: 596; 210: 1113). 

Considero, que aún cuando de acuerdo con lo que 
legisla la ley 1967 de la Pcia. de Entre Ríos, deba in- 
terpretarse que "el juez competente para entender en 
la inscripción de un nacimiento, es el letrado de Prime- 
ra Instancia de la Circunscripción Judicial donde está 
situada la Oficina en la cual el nacimiento haya de ins- 
cribirse" (fs. 8 vta.), la doctrina de V. E. precedente- 
mente citada, es aplicable al caso de autos. La solución, 
como lo dijo la Corte, "al mismo tiempo que concuerda 
con el principio general establecido en el art. 100 del 
Código Civil permite dar satisfacción al propósito — con- 
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templado sin duda por las mencionadas disposiciones 
legales — , de facilitar el cumplimiento de una importan- 
te obligación legal que afecta al orden público, a quienes 
precisamente por su particular condición han prescin- 
dido de ello y no están en condiciones de salvar los in- 
convenientes y los gastos que les ocasionaría la exigen- 
cia de realizar los trámites pertinentes ante los tri- 
• bunales del lugar en que debió hacerse la inscripción 
del nacimiento; imposición que en la práctica conduci- 
ría a mantener la irregularidad que se procura sub- 
sanar" (210: 1123). 

Por las razones expuestas, y teniendo presente ade- 
más que la información ha sido sustanciada con inter- 
vención del Agente Fiscal, tal como lo exige la ley 1967 
de Entre Ríos, opino que el Juez de Concordia está 
obligado a diligenciar el exhorto de fs. 7. — Bs. Aires, 
julio 15 de 1949. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de julio de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según la ley n* 1967 de la Provincia de Entre 
Ríos "si se solicitase la inscripción de un nacimiento 
después del término legal, se presentará orden judi- 
cial para efectuarla" (art. 32). Dicha orden "será dic- 
tada por el juez de primera instancia o el de paz en su 
defecto..." (art 33). "El juez competente para en- 
tender en la rectificación o adición de las partidas del 
Registro, es el letrado de primera instancia de la cir- 
cunscripción judicial donde está situada la oficina en 
que conste la partida que haya de rectificarse o adi- 
cionarse" (art. 104). 
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Que con respecto a disposiciones análogas de la 
ley n 9 1565 dictada para la Capital Federal y los Terri- 
torios Nacionales (arts. 34, 35 y 87) esta Corte Supre- 
ma ha declarado que las normas referentes a la inscrip- 
ción del nacimiento no requieren que ésta sea necesa- 
riamente autorizada por el juez del lugar donde se en- 
cuentra la oficina del Registro Civil ante la cual debió 
hacerse la declaración pertinente y que no corresponde 
extender a ese caso lo dispuesto para los de rectifica- 
ción de partidas (Fallos: 201, 596). 

Que es, así, de aplicación en la presente causa la 
jurisprudencia de esta Corte Suprema conforme a la 
cual no existiendo en las respectivas leyes locales dis- 
posiciones que se opongan a la competencia del juez del 
domicilio del interesado para conocer de las actuacio- 
nes tendientes a obtener la inscripción omitida de un 
nacimiento ocurrido en otra provincia, corresponde que 
los tribunales de ésta den cumplimiento al exhorto que 
aquel juez les dirige para que se practique la inscrip- 
ción de referencia ordenada previo los trámites lega- 
les, como lo ha sido en el caso de autos (Fallo citado y 
210, 1113). 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, se declara que el Sr. Juez de primera instancia 
en lo Civil y Comercial de Concordia debe dar cumpli- 
miento al exhorto del Sr. Juez de primera instancia en 
lo Civil y Comercial de la Capital de la Provincia de 
Buenos Aires. En consecuencia devuélvanse a éste los 
autos para que reitere el exhorto y hágase saber al 
Sr. Juez de Concordia en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 
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OSVALDO M. PIÑERO (Sucesión) v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de la declaración de incons* 
tüwcionalidud. 

La sentencia que declara confiscatorio a un impuesto no 
impide a las autoridades respectivas efectuar una nueva 
liquidación del gravamen ajustándose, del modo que la le- 
gislación pertinente lo autorice, a los límites fijados en la 
declaración de inconstitucionalidad. 

COSA JUZGADA. 

La sentencia que declara confiscatoria e inconstitucional 
a una contribución de mejoras y, como consecuencia de 
ello, ordena la devolución de las cuotas pagadas, que era 
lo único que entonces podía ser repetido, tiene fuerza de 
cosa juzgada con respecto a toda liquidación en que la 
contribución se cobre conforme al monto declarado con- 
fiscatorio. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto por V. E. el 31 de mar- 
zo ppdo. in re "Buenos Aires la Provincia v. Polledo 
Casimiro S. A. Comercial y Ganadera hallándose ra- 
dicada esta causa ante el Tribunal por demanda y con- 
testación, con anterioridad al 16 de marzo ppdo. — fe- 
cha de la entrada en vigencia de la nueva Constitución 
Nacional — , corresponde a los efectos de la competen- 
cia de la Corte Suprema, analizar el caso conforme a 
los preceptos de los arts. 100 y 101 del antiguo Esta- 
tuto Fundamental. 

Por tanto, tratándose de una demanda seguida con- 
tra una Provincia, basada exclusivamente en la incons- 
titucionalidad del gravamen creado por una ley de la 
misma y cobrado a raíz de una ordenanza municipal 
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dictada en su consecuencia, procede la competencia ori- 
ginaria de V. E. para conocer en el presente juicio. 

En cuanto al fondo del asunto, es cuestión de hecho 
y prueba — como tal ajena a mi dictamen y librada al 
prudente arbitrio de V. E. — el determinar si la suma 
abonada por el actor en concepto de contribuciones de 
pavimentos, resulta o no confiscatoria, con relación al 
precio del inmueble después de incorporársele esa me- 
jora. — Bs. Aires, abril 6 de 1949- — Carlos G. Delfmo. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de julio de 1949, 

Vistos los autos "Piñero Osvaldo M. (sucesión) 
contra Buenos Aires, la Provincia sobre devolución de 
pesos", de los que resulta: 

Que a fs. 4 D. Eduardo S. BloussonJ por la suce- 
sión del Dr. Osvaldo M. Piñero, inicia demanda contra 
la Prov. de Buenos Aires por devolución de la suma 
de m$n. 28.674,07, con interese* y coritas, fundado en 
los hechos siguientes. 

El Dr. Osvaldo M. Piñero era propietario de seis 
fracciones de tierra situadas en el Partido de General 
Pueyrredón, ciudad de Mar del Plata, cuyo detalle, 
ubicación y medidas indica. En 1926 la Municipalidad 
dispuso la pavimentación de la entonces Avenida Cin- 
cuentenario — hoy Fortunato de la Plaza — conforme 
al régimen de la ley provincial del 7 de noviembre de 
1923. Las obras fueron provisionalmente recibidas en 
1927 y, como consecuencia de ellas, los propietarios 
frentistas, entre \os que se encontraba el Sr. Piñero, 
debieron soportar una contribución que excedía toda 
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proporción razonable con el presunto mayor valor de 
la mejora. Por ello, fundado en los arts. 14 y 17 de la 
anterior Constitución Nacional, el Sr. Piñero demandó 
ante la Corto Suprema, conjuntamente con los Sres. 
Olmos y Chauvin la devolución de las primeras cuotas 
pagadas, y obtuvo sentencia favorable el 12 de abril 
de 1935. En ese fallo el Tribunal declaró inconstitucio- 
nal la ordenanza impugnada en cuanto afectaba las 
propiedades de los actores y condenó a la Provincia a 
devolver las cantidades reclamadas, intereses y costas. 

En el a¿o 1941 el Sr. Piñero firmó boleto de venta 
de los terrenos aludidos a favor de D. José María Otero, 
que declaró comprar para la sociedad Antonio Fiorito 
y Hnos. La operación se concertó en m$n. 6.300, precio 
que por sí sólo demuestra, a juicio de los actores,- que 
no había mejora alguna sobre los valores de 1926. El 
Sr. Piñero falleció en 1942, antes de firmar la escri- 
tura de venta, por lo cual fué necesario tramitar pre- 
viamente su juicio sucesorio. Con motivo de haber so- 
licitado la sucesión los certificados que la Dirección 
de Rentas debía entregar a efecto de la firma de la es- 
critura de venta, los herederos supieron que la provincia 
exigía el pago de una deuda por afirmados que, con 
multas y gastos causídicos, ascendía a la suma de m$n. 
21.381,85. Fracasadas las gestiones administrativas ten- 
dientes a que se dejara sin efecto esa exigencia por 
considerar que sobre ello había "cosa juzgada", la su- 
cesión hizo efectivo el pago, bajo protesta formalizada 
en escritura pública, el 21 de diciembre de 1942. Meses 
más tarde, al transferir Fiorito Hnos, los mismos te- 
rrenos fué notificado de que se adeudaba un saldo de 
m$n. 7.492,22 por idéntico concepto. Dicha sociedad lo 
reclamó de la sucesión — que había vendido los terrenos 
libres de gravamen — y esta lo pagó, bajo protesta, el 
17 de mayo de 1943. La suma pagada alcanza en total 
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a m$n. 28.874,07, cuya devolución se reclama en autos, 
con intereses desde la fecha de cada pago. 

Los actores sostienen que el gravamen es confisca- 
torio hasta el punto de que, si en la época en que se 
construyeron las obras absorbía la totalidad del valor 
venal veinte años después todavía excede el 30 % del 
mismo. Lo consideran, pues, violatorio de los arts. 14 
y 17 de la Constitución Nacional, como lo declaró la 
Corte Suprema respecto del mismo impuesto y los mis- 
mos terrenos. Por otra parte, afirman que la exigencia 
del pago fué ilegal, tanto por existir cosa # juzgada so- 
bre la declaración de inconstitucionalidad como porque 
la acción para cobrarles las sumas de referencias se 
hallaba prescripta por haber transcurrido con exceso 
el plazo de diez años entre la construcción del pavimen- 
to y la intimación del pago. 

La actora termina solicitando se condene a la Pro- 
vincia a la devolución de m$n. 28.874,07, con intereses 
al tipo del Banco de la Nación Argentina sobre m$n. 
21.381,85 desde el 21 de diciembre de 1942 y sobre m$n. 
7.492,22 desde el V> de mayo de 1943, con costas. 

Que a fs. 24 contesta la demanda el Dr. Roberto A. 
Solá en representación de la i'rov. de Buenos Aires. 

Niega todos los hechos invocados por los actores 
que no reconozca expresamente. Admite que el Dr. Pi- 
nero, conjuntamente con los Sres. Olmos y Chauvin, pro- 
movió juicio de repetición de varias cuotas de la con- 
tribución de afirmados que afectaban algunos lotes ubi- 
cados en Mar del Plata, aunque no sabe si se trata o 
no de los mismos terrenos a que se refiere esta acción. 

Niega la aplicabilidad del derecho en que se funda 
la demanda, y , puesto que su argumento básico radica 
en una cuestión de hecho, como la absorción por el im- 
puesto de más del 30 % del valor de los inmuebles de 
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que se trata; arguye que su eficacia depende de la prue- 
ba que se produzca. 

Sostiene que es improcedente la invocación de la 
"cosa juzgada", toda vez que no se dan en el caso las 
identidades que configuran aquélla. 

En cuanto a la prescripción alegada, manifiesta 
que el pago voluntario, aun con protesta, determina 
su rechazo. A ello agrega que no ha transcurrido el 
término de la prescripción. Los pagos que dieron ori- 
gen al juicio anterior constituyen actos interruptivos 
de la prescripción, lo mismo que la demanda substan- 
ciada ante el Tribunal, en la cual la provincia sostuvo 
su derecho al cobro, y que concluyera con la sentencia 
del 12 de abril de 1935. Puesto que los pagos cuya de- 
volución ahora se reclama se habrían efectuado en 1942, 
es claro que en cualquiera de los supuestos no se habría 
cumplido el plazo de diez años necesario para que se 
operara la prescripción. 

Termina solicitando el rechazo de la acción, con 
expresa condenación en costas. 

Que, abierta la causa a prueba, se produjo la que 
indica el certificado de fs. 208, alegaron las partes so- 
bre su mérito a fs. 211 y 217; el Sr. Procurador Gene- 
ral dictaminó a fs. 221 y se dictó a fs. 221 vta, la pro- 
videncia de autos para definitiva. 

Considerando : 

Que la sentencia de esta Corte del 12 de abril de 
1935 en los autos " Olmos Alfredo, Piñero Osvaldo M. 
y Chauvin Francisco José c./ Buenos Aires, la Provin- 
cia", por devolución de la misma contribución de me- 
joras que está aquí en tela de juicio, declaró inconsti- 
tucional el cobro cuya repetición se demandaba. Y si 
bien la inconstitucionalidad declarada sólo se refirió 
a la aplicación de la ley en la liquidación del costo del 
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pavimento que constituía la materia de la repetición 
demandada, esto es, en la liquidación de las cuotas que 
los actores habían pagado al tiempo de promover la de- 
manda, para formar juicio sobre la confiscatoriedad 
debió tomarse en consideración, el monto total del gra- 
vamen. A esa totalidad se la consideró confiscatoria 
y en razón de ello se mandó devolver las cuotas paga- 
das. La sentencia no podía tener otro efecto inmediato 
porque lo concretamente demandado era una repetición 
que, como es obvio, sólo podía comprender lo pagado. 
Pero juzgado como fué que la contribución considerada 
en su integridad era confiscatoria, quedó juzgada la 
ilegitimidad del cobro de cualquier parte de ella no 
comprendida en la repetición donde ese juicio fué he- 
cho. Esta Corte ha reconocido repetidamente, y reitera 
ese reconocimiento en esta sentencia, el derecho de las 
autoridades respectivas a efectuar una nueva liquida- 
ción del gravamen declarado inconstitucional por el 
monto, ajustándose, del modo que la legislación perti- 
nente lo autorice, a los límites fijados en la declaración 
de inconstitucionalidad. Pero no es eso lo que la Pro- 
vincia demandada ha hecho en este caso sino liquidar 
las cuotas subsiguientes sobre la misma base con. la 
cual se había llegado al monto que se declaró confisca- 
torio en la anterior sentencia de esta Corte. Es paten- 
te que el juicio hecho en ella sobre la ilegitimidad de 
la causa en virtud de la cual se cobraba ese gravamen 
como se lo cobró tenía el valor y el alcance de la cosa 
juzgada con respecto a toda liquidación en que la mis- 
ma causa actuara del mismo modo, es decir, en que la 
contribución se cobrara conforme a un monto de ella 
declarado confiscatorio por la autoridad judicial cons- 
titucionalmente facultada para ello. 

Que esta conclusión hace innecesario pronunciarse 
sobre las demás cuestiones planteadas en la demanda. 
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Que si bien respecto al pago de m$n. 7.484,94 el 
perito manifiesta a fs. 140 que la boleta pertinente in- 
cluye lotes de una manzana que no figura entre las que 
eran de propiedad del Dr. Pinero y la demanda se 
refiere a contribuciones debidas por éste, en el informe 
de la Dirección de Rentas corriente a fs. 171, evacuado 
en respuesta al oficio de fs. 170 que puntualiza todas 
las cuentas cobradas, los inmuebles a que corresponden 
y el hecho de que todos eran propiedad del Dr. Osvaldo 
M. Pinero, se deja constancia de que el 31 de mayo de 
1943 "fueron canceladas las cuentas indicadas, abonán- 
dose. . . m$n. 7.492,22". 

Por tanto, se hace lugar a la demanda y se conde- 
na a la Provincia de Buenos Aires a devolver a la actora 
en el plazo de noventa días la cantidad de pesos vein- 
tiocho mil ochocientos setenta y cuatro con siete cen- 
tavos moneda nacional con intereses a estilo de los que 
cobra el Banco de la Nación Argentina desde la fecha 
de la notificación de la demanda. Con costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares, 



NACION ARGENTINA v. LUCILA A. AMUSCIIASTEGUI 
DE PEREZ Y ANTONIO JORGE PEREZ 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 
A efectos de fijar el precio do la tierra expropiada co- 
rresponde tener en cuenta el determinado por la Corte 
Suprema en fallo reciente, con respecto a una fracción de 
la cual aquella formaba parte, y determinar el mayor 
valor que corresponde atriVUir a la que es objeto del juicio 
por tratarse de un antiguo lugar de veraneo y hallarse 
en parte fertilizada por un pequeño arroyo. 
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COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Si, por una parte, en la contestación a la demanda de ex- 
propiación el dueño del inmueble se limitó a manifestar 
disconformidad con la suma ofrecida, sometiéndose al jui- 
cio de los peritos, y si, por otra parte, el monto fijado 
judicialmente en definitiva como indemnización total es 
inferior a la suma ofrecida más la mitad de la diferencia 
entre ésta y lo reclamado en la memoria presentada por 
el propietario en segunda instancia corresponde, tanto 
con arreglo a lo dispuesto en el art. 28 de la ley 13.264 
como en el decreto 17.920/44, que las costas del juicio 
sean pagadas en el orden causado. 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 10 de mayo de 1948. 

Y vistos : los de la expropiación n* G. 96, año 1943, segui- 
dos por el Estado Nacional contra Lucila Amuchástegui de 
Pérez y Antono Pérez Amuchástegui, de los que resulta: 

Que en el nombre del actor, el Dr. José María Pizarro 
demanda la expropiación de un fundo, incluso mejoras, ubicado 
en "La Estanzuela", Pedanía Calera, Departamento Santa 
María de esta provincia de Córdoba, demarcado con el núme- 
ro veinte en el plano n 9 960-D., de la Dir. Oral, de Ingenieros, 
corriente a fs. 14, con una superficie total aproximada de 158 
hectáreas, reducidas a fs. 75 a la de 136 hectáreas aproximada- 
mente, de acuerdo al plano de mensrra agregado a fs. 74, con- 
signándose a fs. 1 la suma de $ 34.346,60, resultante de pesos 
24.376,60 por las mejoras y $ 9.970, por la. tierra reservándose 
en autos de esta suma la de $ 1.386,82 por la superficie de 
menos existente de acuerdo al plano de mensura acompañado 
por el actor. 

Citada a juicio la demandada, comparece por medio de 
su apoderado, quien acompaña títulos de propiedad a fs. 55 
adecuados al bien que se expropia y que merecen la conformi- 
dad del actor (fs. 64). 

A fs. 61 toma posesión el Estado expropiante y a fs. 79 se 
realiza la audiencia que prescribe la ley para la sustanciación 
del juicio verbal. El actor se ratifica en los términos de la de- 
manda y la expropiada acepta la acción y manifiesta descon- 
formidad con el precio, sometiéndolo a la prneba que se rendirá 
en autos. 
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Abierta la causa a prueba, el perito designado a propues- 
ta del actor Ing. Roberto O. Izquierdo, estima la indemniza- 
ción (fs. 106) en $ 8.871,01 m/n. por la tierra y en $ 24.376,50 
moneda nacional por las mejoras. El perito propuesto por la 
demandada, Ing. Manuel H. Acuña (fs. 122) concluye su 
asesoramiento adjudicando a la tierra un valor de $ 12.921,03 
y $ 91.072,30 m/n. por las mejoras existentes. 

Se realiza la audiencia de continuación del juicio verbal 
(fs. 127) donde las partes alegan sobre la prueba rendida y 
se llaman en el mismo acto autos para sentencia. A fs. 133 
y para mejor proveer, se designa perito tercero al Sr. Roberto 
González, quien presenta su dictamen a fs. 136, justiprecian- 
do la tierra en $ 10.081,21 y las mejoras en $ 29.650 m/n., 
asignando además un valor de $ 50.000 m/n. a las canteras 
existentes; y 

Considerando : 

Que en cuanto a la tasación de la tierra, el perito del actor 
y el tercero están acordes en distinguir una zona de sierra y 
faldeo adecuada para pastoreo y otra de valles apta para el 
cultivo, estimando ambos en sumas aproximadas el valor de 
las mismas, razón que induce al tribunal a aceptar la del pri- 
mero por su conocimiento del terreno precisamente en la época 
de la desposesión. Son m$n. 8.871,00. 

En cuanto a las mejoras, los técnicos mencionados la dis- 
criminan en forma semejante, con la salvedad de que el perito 
Yzquierdo omite considerar el valor de 50 hectáreas de monte, 
cuya existencia se pudo comprobar en la inspección ocular de 
fs. 82. En cuanto a la determinación de valores puede obser- 
varse igual similitud, lo que induce al tribunal a aceptar la 
valuación del perito tercero por ajustarse más a la realidad. 
Son m$n. 29.650,00. 

Los peritos Acuña y González consignan en sus respectivos 
informes la existencia de canteras de piedra calcárea y gra- 
nítica, el primero, y sólo de calcáreas el segundo al expresar 
a fs. 138, "en cuanto a las canteras de granito, no he podido 
comprobar su existencia". Agregan los peritos mencionados, 
"Cabe destacar la existencia de tres canteras con signos visi- 
bles de haber sido explotadas M f mas no se ha probado en autos 
su explotación en el momento de la expropiación. Por ello se 
toman en cuenta en lo relativo al mayor valor que confieren 
al inmueble (J. F. Cba. in-re: Gob. Nacional c. Justo P. Ce- 
ballos, 13 de octubre de 1947). Se considera equitativo fijar 
en la suma de $ 5.000 m/n. el valor de las mismas. 
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La indemnización alcanza hasta aqui la suma de pesos 
43.521,01 m/n. y solicitando la demandada (fs. 80) reparación 
del perjuicio directo que contempla el art. 2511 del Código 
Civil y su nota, no habiéndose probado en autos su monto,, 
conforme a la jurisprudencia se lo fija en un 10 %, o sea un 
importe de $ 4.352,10 m/n. 

Por estas consideraciones, resuelvo: Hacer lugar a la de- 
manda, declarando transferido al Estado Nacional Argentino 
el dominio de 136 hectáreas, 2 áreas, 2 metros y 43 centímetros 
cuadrados, inscripto a nombre de Lucila Agueda Amuchástegui 
de Pérez y Antonio Jorge Pérez Amuchástegui, ubicadas en 
"La Estanzuela", Pedanía Calera, Departamento Santa María 
de esta provincia de Córdoba, incluso mejoras, al precio de 
$ 47.873,11 moneda nacional, con más los intereses al 6 % anual 
desde la fecha de toma de posesión hasta el retiro de fondos, y 
sobre la diferencia entre lo consignado y lo mandado a pagar, 
desde esta "última fecha hasta su completo pago. Las costas 
por su orden. (Art. 18 de la ley 189). — R. Barraco Mármol. 



Sentencia de la CXmara Federal 

Córdoba, julio 30 de 1948. 

Y vistos: el recurso de apelación interpuesto por las par- 
tes, en contra la sentencia de fecha diez de mayo último, co- 
rriente a fs. 151, dictada por el Sr. Juez Federal de esta Sec- 
ción, en las autos caratulados: "Gobierno Nacional q. Lucila 
A. Amuchástegui de Pérez y otro — expropiación'*. 

Considerando : 

Que la sentencia del inferior ha decidido en forma acerta- 
da en cuanto al valor de la tierra que estima en la suma de 
ocho mil ochocientos setenta y un pesos moneda nacional, en lo 
que sigue el avalúo del perito de la parte actora. 

Que en cuanto a las mejoras y demás rubros, corresponde 
confirmar su apreciación, estando ellas basadas en el dictamen 
del perito tercero y pruebas concordantes de autos. 

Por ello y sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada. — Lwis M. Allende, — Miguel A. Aliaga. — 
Rodolfo Otero Capdevila. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de julio de 194ÍJ. 

Vistos los autos ' 1 Gobierno Nacional contra Lu- 
cila A. Amchástegui de» Pérez y Antonio Jorge Pérez 
Amucliástegui sobre expropiación", en los que se han 
concedido a fs. 175 vta. y 177 vta. los recursos ordina- 
rios de apelación. 

Considerando : 

Que en la causa registrada al t. 211, 1432 se esta- 
bleció el precio de una fracción de tierra ubicada en "La 
Estanzuela" de la cual forma parte también la que mo- 
tiva este juicio sobre expropiación. 

Que en dicha causa se avaluó en m$n. 140 la ha. 
de la parte apta para el cultivo y el resto fué justipre- 
ciado en m$n. 50 la ha. 

Que en el presente caso, parte de la fracción ex- 
propiada tiene un evidente mayor valor dado que por 
la casa-habitación que se halla dentro de la misma se 
ve que se trata de un antiguo lugar de veraneo, con 23 ha. 
fertilizadas por un pequeño arroyo que nace en el ex- 
tremo Sud del campo (conf. informe del perito de la 
actora a fs. 103). Por consiguiente, se conceptúa equi- 
tativo el precio de m$n, 180 por cada una de las 23 ha. 
mencionadas, en que lo estima el Tribunal de Tasacio- 
nes de la ley 13.264. 

Que en cuanto al resto del terreno se fija en m$n. 
50 el valor, conforme a lo ya establecido en £l caso que 
se menciona en el primer considerando. 

Que en lo referente a las mejoras esta Corte Su- 
prema acepta el justiprecio de m$n. 30.623 del Tribu- 
nal de Tasaciones, así como el de m$n. 10.000 por las 



280 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



canteras de piedra caliza con vestigios de antigua ex- 
plotación. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 28 de 
la ley 13.264 las costas del juicio deben ser pagadas 
en el orden causado, solución a la que también se llega 
en, el régimen del dec. 17.920/44 atento la relación en- 
tre la suma ofrecida, la pretensión expuesta por el due- 
ño en la memoria presentada por vía de informe in voce 
ante la Cámara y la indemnización que se fija por esta 
Corte Suprema (Fallos: 211, 1458). 

Por tanto se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al monto que deberá pagarse al expropiado, que será 
el resultante de la liquidación a efectuarse sobre la base 
establecida en los precedentes considerandos, así como 
respecto a las costas del juicio, que serán satisfechas 
en el orden causado, y se la confirma en lo relativo al 
pago de intereses. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



NACION ARGENTINA v. COMERCIOS ARGENTINOS, 
S. A. FINANCIERA Y COMERCIAL 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
* dos en que la Nación es parte. 

No resultando de autos que el monto de la difrencia por 
la cual recurre la demandada exceda el limite fijado por 
el art. 3, inc. 2 P , de la ley 4055, es improcedente el recurso 
ordinario interpuesto por ella. 

^ EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real 

Discrepando ampliamente los peritos .propuestos por las 
partes, lo mismo que las sentencias de 1* y 2* instancia, 
con respecto al valor del terreno expropiado, y no concor- 
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dando con las anteriores la estimación hecha por el Tribu- 
nal de Tasaciones de la ley 13.264, corresponde que la 
Corte Suprema establezca un precio equitativo para las 
distintas zonas del bien expropiado, teniendo en cuenta los 
valores asignados por el tribunal, en fecha reciente, a tie- 
rras situadas junto a las que motivan el juicio. 

\ EXPROPIACION ; Indemnización. Determinación del valor real. 

\ Corresponde fijar el valor de las mejoras existentes en el 
terreno expropiado en la suma ofrecida por el Estado, si 
ella es superior a la tasación de los peritos y del Tribunal 
de Tasaciones. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

\Si, por una parte, en la contestación a la demanda de ex- 
propiación el dueño del inmueble se limitó a manifestar 
disconformidad con la suma ofrecida, sometiéndose al jui- 
cio de los peritos, y si, por otra parte, el monto fijado ju- 
dicialmente en definitiva como indemnización total es in- 
ferior a la suma ofrecida más la mitad de la diferencia 
entre ésta y lo reclamado en la memoria presentada por el 
propietario en segunda instancia corresponde, tanto con 
arreglo a lo dispuesto en el art. 28 de la ley 13.264 como en 
el decreto 17.920/44, que las costas del juicio sean pagadas 
en el orden causado. 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 14 de julio de 1948. 

Y vistos: los de expropiación seguidos por el Estado Na- 
cional contra Comercios Argentinos, S. A. de los que resulta: 

Que en nombre del actor, el Dr. José M. Pizarro, demanda 
la expropiación de una fracción de campo situada en el lugar 
denominado "Santa Leocadia", Pedania Calera, Departamento 
de Santa María de esta provincia, demarcada con el n 9 72 en 
el plano oficial n* 960-D., con una superficie total aproximada 
de 59 hectáreas, y consigna en concepto de total indemnización 
(fs. 1) la suma de $ 6.475,00 m/n. por la tierra y $ 750,00 m/n. 
por las mejoras existentes, lo que hace un total de $ 7.225,00 
moneda nacional. 

Citado a juicio el demandado comparece a fs. 41, acompa- 
ñando titulo de propiedad, dándosele participación a fs. 43 vta. 
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Se realiza la audiencia prescripta por la ley (fs. 68) donde el 
demandado acepta la acción y manifiesta disconformidad con 
la indemnización ofrecida, sometiéndose el precio a juicio de 
peritos. 

Abiertos a prueba, el perito del actor (fs. 92 vta.) estima 
el valor de la tierra en $ 6.501,65 y en $ 180,00 m/n. el pozo 
existente en el inmueble. El propuesto por el demandado, con- 
cluye su peritaje asignando la suma de $ 17.409,93 m/n. a la 
tierra y $ 595,00 m/n. al pozo. 

Considerando : 

Que a los efectos de fijar el valor de la tierra en la zona 
objeto de la expropiación, el tribunal tiene establecido criterio 
sobre el particular (Gob. Nacional v. Jacobo Blanco y otros, 
30 de abril de 1948, y Gob. Nacional v. Antonio Julio Quaglia, 
3 de junio de 1948) y, tratándose de inmuebles de caracterís- 
ticas muy semejantes, corresponde remitirse a los precios allí 
fijados de $ 250,00 m/n. la hectárea, para la zona de 24 hectá- 
reas, que el perito del actor clasifica como campo categoría 
"C M , llana y situada sobre el camino pavimentado, y la de 
$ 100 para el resto del campo compuesto de 34 has., 03 as., 31,13 
mets. 2 considerada como zona de categoría "H" por el perito 
del actor. Son $ 9.403,31 m/n. 

Que la única mejora consignada en sus informes por ambos 
peritos es el pozo, cuyo valor se estima en la suma de $ 400,00 
moneda nacional dado su profundidad y estado de conservación. 
Sumados ambos rubros la indemnización total asciende a pesos 
9.803,31 m/n. 

Que las costas deben ser abonad is por el actor, en razón 
de que la parte demandada no ha solicitado en su oportunidad 
una suma determinada en concepto de indemnización, en con- 
secuencia, se carece de un elemento fundamental para hacer 
aplicación del art, 18 de la ley 189, reformado por decreto 
17.920/44, v a lo que no está obligada conforme a la jurispru- 
dencia (C. S., t. 122, págs. 284 y 291; t. 129, pág. 216; t. 132, 
pág. 8; t. 181, pág. 352 y t. 182, pág. 135). 

Por las precedentes consideraciones fallo: Haciendo Jugar 
a la demanda y declarando transferido al Estado Nacional ar- 
gentino, el dominio de la fracción demarcada con el n 9 72, en 
el plano oficial n° 9G0-D., ubicada en el lugar denominado 
"Santa Leocadia", Pedanía Calera, Departamento de Santa 
liaría de esta provincia de Córdoba, con una superficie total 
aproximada de 59 hectáreas, al precio de $ £803,31 m/n., con 
más los intereses al 6 % sobre dicha suma desde la fecha de 
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posesión hasta la del retiro de fondos, y sobre la diferencia 
entre lo depositado y lo mandado pagar desde entonces hasta 
su efectivo pago. Con costas a cargo del actor. — Rodolfo Ba- 
rraco Mármol. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, setiembre 3 de 1948. 

Y vistos: el recurso de apelación interpuesto por las partes 
contra la sentencia de fecha 14 de julio del año en curso, co- 
rriente a fs. 109, dictada por el Sr. Juez Federal de esta Sec- 
ción, en los autos caratulados "Gobierno Nacional c. Comercios 
Argentinos, S. A. Financiera y Comercial s. expropiación". 

Considerando : 

Que teniendo en cuenta lo resuelto por la Corte Suprema 
respecto al valor atribuido a terrenos situados en las inmedia- 
ciones del que ahora se trata de expropiar y de condiciones 
similares al de éste en cuanto a las extensiones llanas y de serra- 
nía que presentan, como puede verse entre otros, el seguido por 
el mismo Gobierno Nacional a Sigurd Schajaerd, resuelto con 
fecha 7 de mayo de 1948 y en los que allí cita el Alto Tribunal, 
y dado los demás antecedentes que suministran los peritos que 
han dictaminado, la Cámara considera como justo y equitativo 
precio total del terreno, la suma de $ 16.000,00 m/n. 

Que en cuanto a las mejoras, cabe observar, que tanto los 
peritos como el a quo se han limitado a estimar el valor de un 
pozo situado en el terreno, pero omitieron considerar el del 
cerco que tenía frente al camino y que expresamente se mencio- 
na en el acta de toma de posesión. 

Que respecto al valor de dicho cerco, no hay antecedentes 
que permitan fijarlo con exactitud, poro resultando de la deman- 
da, que las mejoras en conjunto se aprecian en suma superior 
a la que establecen los peritosy el Juez, sin duda porque éstos 
omitieron considerar la existencia de aquél, corresponde adop- 
tar como precio total de las mejoras el fijado en la propia 
demanda de $ 750,00 m/n. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la senten- 
cia apelada, se resuelve: Confirmarla en cuanto hace lugar a 
la demanda, declarando transferido al Estado Nacional argen- 
tino, el dominio de la fracción demarcada con el n v 72, en el 
plano oficial n 9 960-D, ubicada en el lugar denominado " Santa 
Leocadia", Pednnía Calera, Departamento Santa María de esta 
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provincia de Córdoba, con una superficie total aproximada 
de 59 hectáreas, con más los intereses de la suma mandada pa- 
gar calculados al 6 % sobre ésta desde la fecha de toma de po- 
sesión hasta el retiro de los fondos consignados, y sobre la dife- 
rencia entre lo depositado y lo mandado pagar, desde entonces 
hasta su efectivo pago e impone las costas a cargo del actor, 
modificándola en cuanto al precio que se fija por valor de la 
tierra y mejoras en la suma total de $ 16.750,00 m/n. Litis M- 
Allende. — Miguel A. Aliaga. — Rodolfo Otero Capdevila. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de julio de 1949. 

Vistos los autos: "Gobierno Nacional e./ Comer- 
cios Argentinos S. A. Financiera y Comercial s./ expro- 
piación", en los que se han concedido a fs. 121 vta. y 
122 vta. los recursos ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que, como expresa el Sr. Procurador General en 
su dictamen de fs. 130, el recurso Qrdinario concedido a 
la demandada es improcedente por no resultar de au- 
tos que el monto de la diferencia por la cual recurre 
(fs. 128) exceda el límite fijado por el art. 3, inc. 2 de 
la ley 4055 (Fallos: 210, 434; 212, 249). 

Que se trata en el presente juicio de la expropia- 
ción de un inmueble que linda en la parte noreste con 
las regiones altas de las sierras de Ochoa, cuyos fal- 
deos descienden hacia el sudoeste hasta el límite con la 
ruta n* 29, donde termina la fracción de terreno de la 
demandada. 

Que según el informe de uno de los peritos inter- 
vinientes en la estimación de su precio, esos faldeos 
serranos, en pendiente hacia el límite sudoeste, cubren 
aproximadamente las dos terceras partes de la propie- 
dad, tratándose de una zona apta para el pastoreo que, 
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al acercarse al camino Córdoba-Carlos Paz, se hace 
menos ondulada en una extensión de alrededor de 250 
metros sobre dicha vía de comunicación y 900 metros 
de profundidad (fs. 91). El otro perito amplía la in- 
formación diciendo que el terreno se encuentra, casi 
todo, encubierto de bosques compuestos de churqui, ga- 
rabato y tintitaco; prestándose en la parte llana para 
plantaciones de frutales, hortalizas y plantas de jar- 
dín (fs. 96). 

Que los peritos propuestos por cada una de las par- 
tes discrepan ampliamente respecto al valor que asig- 
nan al terreno materia de la expropiación, ocurriendo 
lo propio con las sentencias de primera y segunda ins- 
tancia. 

Que el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 se 
expide dividiendo el terreno en tres zonas: la primera 
llano y faldeos con montes naturales, que llega hasta 
el pavimento, compuesta de 7 hectáreas, 41 áreas, 69 
centiáreas ; la segunda de llano y valles con montes na- 
turales — zona interna — de 27 hectáreas; y la tercera 
de serranías con pequeños faldeos de 23 hectáreas, 61 
áreas, 62 centiáreas, 13 dm. 2 ; haciendo una estimación 
de su valor que tampoco concuerda con las menciona- 
das en el considerando anterior. 

Que teniendo en cuenta los valores asignados por 
esta Corte Suprema a tierras situadas junto a éstas que 
motivan el juicio y a 25 kilómetros de la ciudad de Cór- 
doba sobre la ruta n 9 20 — la de autos se encuentra a 
26 kilómetros — en el volumen 210, 995 de sus fallos 
y los allí citados, se conceptúa equitativo fijar para la 
primera zona descripta en el anterior considerando el 
precio de m$n. 600 la hectárea; para la segunda m$n. 
140 y para la tercera m$n. 50. 

Que en cuanto a las mejoras es de tener presente 
qué en el escrito de demanda se las avalúa en m$n. 750, 
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consistiendo el todo en un pozo para la provisión de 
agua. En consecuencia, corresponde estar al precio ofre- 
cido de m$n. 750, dado que los peritos y el Tribunal de 
Tasaciones las justiprecian en una suma menor. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 28 de 
la ley 13.264 las costas del juicio deben ser pagadas en 
el orden causado, solución a la que también se llega 
en el régimen del decreto 17.920/44 atento la relación 
entre la suma ofrecida, la pretensión expuesta por el 
dueño en la memoria presentada por vía de informe in 
voce ante la Cámara y la indemnización que se fija por 
esta Corte Suprema (Fallos: 211, 1458). 

Por tanto se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al monto que deberá pagarse al expropiado, que se- 
rá el resultante de la liquidación a efectuarse sobre la 
base establecida en los precedentes considerandos, así 
como respecto a las costas del juicio, que serán satis- 
fechas en el orden causado, y se la confirma en lo rela- 
tivo al pago de los intereses. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



ERNESTO ALBERTO EMILIANO Y RICARDO MARCOS 
IRAZU v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Allanamiento, 

Es improcedente la exención de costas sobre la base del 
allanamiento de la demandada producido en el alegato si al 
tiempo de contestarse ésta la Corte Suprema había 
desechado reiteradamente, en casos fundamentalmente aná- 
logos, los mismos argumentos con que se pidió en el caso 
de autos el rechazo de la acción. 
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DEMANDA: Requisitos de la demanda. Documentos. 

Habiéndose contestado el traslado de la ampliación de la 
demanda, no es atendible la objeción formulada por la de- 
mandada con respecto a la falta de las copias que menciona 
el art. 8' de la ley 50. 

PAGO: Pago indebido. Protesta. Alcance. 

La protesta por la que se impugna el impuesto de contri- 
bución territorial establecido en la Prov. de Bs. Aires pa- 
ra el año 1947 como violatorio de la igualdad en cuanto 
prescinde de considerar la porción correspondiente a cada 
condómino y aplica la escala con relación al valor total del 
inmueble, reserva hecha extensiva a todos los pagos que 
se efectuarán en lo sucesivo en el expresado concepto, es 
suficiente a los efectos de repetir lo pagado por dicho gra- 
vamen con respecto al año 1948 en virtud de las leyes 5246 
y 5247, substancialmente análogas a la ley 5127 que regía 
para el año anterior. 

h DEMANDA: Requisitos de la demanda. Forma. 

Es suficiente en la ampliación de la demanda la referencia 
"al pago en concepto de impuesto inmobiliario por el año 
1948" aunque no se precise la ley vigente a esa época, si el 
texto de és{a es, con respecto al impuesto cuestionado, subs- 
tancialmente igual al de la ley impositiva vigente el año 
anterior, mencionada en la demanda. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucional 
lidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Territorial. 

^ El impuesto territorial de las leyes 5127 y 5247 de la Prov. 
de Bs. Aires cobrado a los condóminos del inmueble gra- 
vado atendiendo al valor total del mismo y con prescinden- 
cia de la parte de cada uno de aquéllos, es violatorio de los 
arts. 4° y 16 de la Constitución anterior, entonces vigente. 

-\ COSTAS: Derecho para litigar. 

Procede la imposición de costas a la provincia demandada 
por repetición de lo pagado en concepto del impuesto que 
se declara inconstitucional, si su oposición se foriyalizó con 
posterioridad a la jurisprudencia reciente y reiterada de 
la Corte Suprema contraria a sus pretensiones. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

De acuerdo con lo resuelto por V. E. el 31 de mar- 
zo ppdo. in re "Buenos Aires la Provincia v. Polledo 
Casimiro S. A. Comercial y Ganadera", hallándose ra- 
dicada esta causa ante el Tribunal por demanda y con- 
testación, con anterioridad al 16 de marzo ppdo. — fe- 
cha de la entrada en vigencia de la nueva Constitución 
Nacional — , corresponde, a los efectos de la competen- 
cia de la Corte Suprema, analizar el caso conforme a 
los preceptos de los arts. 100 y 101 del antiguo Estatu- 
to Fundamental. Según estas disposiciones, procede la 
jurisdicción originaria de V. E. para conocer en este 
juicio, por ser la demandada una Provincia y versar 
el litigio sobre la inconstitucionalidad de una ley impo- 
sitiva local. 

La situación que plantea la forma como se ha apli- 
cado a los actores la ley impositiva 5247 de la Pcia. de 
Buenos Aires (vigente en el año 1948) — única cuestión 
constitucional que se debate en autos luego del allana- 
miento parcial de la demandada corriente a fs. 89 — ha 
sido ya resuelta por V. E., de acuerdo con la opinión 
del suscripto, en el sentido de considerar tal aplicación 
como contraria a las disposiciones de la Constitución 
Nacional (fallo dictado el 25 de. marzo ppdo. itv re "Ga- 
viña Mario B. y otros v. Buenos Aires, la Provincia"). 

En consecuencia, dejando de lado toda cuestión 
de hecho y prueba o de derecho común — como tales 
ajenas a mi dictamen — considero que debe hacerse 
lugar á la demanda. — Bs. Aires, mayo 5 de 1949. — 
Carlos G. Delfino. 
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Bs. Aires, 28 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Irazu Erenesto, Alberto Emilia- 
no y Ricardo Marcos v. Buenos Aires la Provincia s./ 
inconstitucionalidad del impuesto inmobiliario de ley 
5127", de los que resulta: 

Que a fs. 9, D. Jorge M. A. Marini, en representa- 
ción de D. Ernesto Irazu, D. Alberto Emiliano Irazu 
y D. Ricardo Marcos Irazu, demanda a la Provincia 
de Buenos Aires por inconstitucionalidad del impuesto 
inmobiliario que establece la ley 5127 y devolución de 
m$n. 2.664, con intereses y costas, fundado en los he- 
chos y el derecho que a continuación se expone. 

Que los actores son propietarios en condominio de 
una fracción de campo situada en el Partido de Tren- 
que Lauqen, lotes 37, 38 y 39, inscripta en Contribución 
Teritorial bajo la partida 895, en la proporción de 1119 
hectáreas, 46 áreas, 57 centiáreas y 3725 centímetros 
cuadrados para cada uno de los condóminos Ernesto 
Irazu y Alberto E. Irazu; y de 746 hectáreas, 31 áreas, 
4 centiáreas, 916 centímetros cuadrados para el con- 
dómino Ricardo M. Irazu todo lo que hace un total, en 
condominio, de 2985 hectáreas, 24 áreas, 19 centiáreas, 
6600 centímetros cuadrados. 

El inmueble se halla tasado por la Dirección Gene- 
ral de Rentas de la Provincia de Buenos Aires én la su- 
ma de m$n. 444.000. 

Prescindiendo del valor de la parte correspondien- 
te a cada condómino, la provincia nombrada exigió 
por el año 1947 el pago de m$n. 6.600,00 en concepto 
del impuesto inmobiliario aplicando la escala del 15 %o 
en vez del 9 %o (art. 1°, incs. a y b ley 5127), por lo cual 
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ha cobrado de más ni$n. 2.634,00. El pago se hizo bajo 
protesta, como resulta de los testimonios de escrituras 
que acompañan. Los actores sostienen que la liquida- 
ción del impuesto en la forma antedicha implica la vio- 
lación de los arts. 4 y 16 de la Constitución Nacional 
entonces vigente, pues con ello se desconoce el derecho 
de propiedad emergente del condominio y se viola el 
precepto de la igualdad ante el impuesto, como lo ha 
declarado esta Corte en los fallos que se citan. Invocan 
además el art. 734 del Cód. Civil como fundamento de 
la repetición que reclaman y terminan solicitando se 
declare la inconstitucionalidad alegada y se condene a 
la Provincia de Buenos Aires al pago de la suma men- 
cionada, con intereses y costas. 

A fs. 19 se amplía el monto de la demanda en m$n. 
2.664,00 que es él importe de lo que los actores sostiene 
haber pagado de más en el mismo concepto por el año 
1948. Adjuntan el recibo correspondiente y aluden a 
la protesta de que informan las copias de los telegra- 
mas colacionados que agregan. Observan que en los 
testimonios de las escrituras de protesta, acompañadas 
con el escrito inicial, consta que ella se hizo extensiva 
a los pagos sucesivos del mismo impuesto. 

Que a fs. 20 y 30 el Dr. Ramón Dolí, en represen- 
tación de la Provincia de Buenos Aires, contesta la de- 
manda y su ampliación solicitando su rechazo. 

Niega todos los hechos que no admita expresamen- 
te y que no .surjan de documentos que hagan plena fe 
en juicio. Observa que en las protestas no se expresa 
con precisión la ley cuya inconstitucionalidad se alega; 
que no se han acompañado copias de la boleta y de las 
protestas que se mencionan en la ampliación y que, por 
otra parte, estas últimas, que ha examinado, son insu- 
ficientes. 

Sostiene que el art. 1*, inc. c), de la ley 5127, inter- 
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preta con justcza lo que debe entenderse por una real 
y verdadera subdivisión, la cual es menester que se ex- 
teriorice por hecho físico o que exista una verdadera 
transmisión de dominio o diversificación de destino, 
como también lo dice el Código Fiscal (art. 81, ley 5246, 
vigente año 1948). 

Arguye que si bien en el caso "Busso Ana Massotti 
de c.| Prov. de Buenos Aires M esta Corte consideró que 
el condominio no es una unidad jurídica, en cambio 
debe entenderse que es una unidad económica y ello es 
suficiente para que el Fisco la distinga de la propiedad 
de único dueño. Por lo demás, aunque fueran exactas 
las diferencias entre sociedad y condominio, a que alude 
el citado fallo desde el punto de vista de las relaciones 
civiles, la Provincia puede equiparar ambas figuras ju- 
rídicas porque el poder impositivo funciona en un plano 
distinto y encuadra en el derecho fiscal. 

El Fisco no tiene por qué fraccionar si no lo han 
hecho los mismos interesadds, debiendo atender en 
cuanto al avalúo de los bienes a las estimaciones decla- 
radas y admitidas en el Catastro; el cálculo de dividir 
la suma total por el número de herederos no puede ha- 
cerlo el Tribunal, si previamente los mismos condómi- 
nos y el Fisco no han fraccionado el bien, avaluando 
cada parcela o inscribiendo esos fraccionamientos y 
avalúos en la guía, de acuerdo con el art. 14 de la ley en 
cuestión. Por todo ello sostiene que las leyes y los pro- 
cedimientos aplicados no vulneran ningdna garantía 
constitucional. 

Que abierta la causa a prueba se produce la que 
informa el certificado de fs. 81, alegando las partes so- 
bre su mérito a fs. 84 y 89. 

Que, a fs. 89, la demandada se allana al pago de la 
diferencia reclamada respecto a la contribución inmobi- 
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liaría del año 1947, pide que al respecto se apliquen las 
costas en el orden causado por no haber mediado recla- 
mación administrativa de parte de los actores y cita el 
fallo publicado en La Ley t. 37, pág. 345. 

Que a fs. 93 la actora se opone al pedido de exone- 
ración de costas de la contraparte, por ser el allana- 
miento tardío y no haberse sostenido en la contestación 
de la demanda que la falta de reclamación administra- 
tiva fuese causal de exoneración de costas. 

Que el Sr. Procurador General se expide a fs. 97, 
dictándose a fs. 97 vtá. autos para definitiva, y 

Considerando: 

Que si bien la demandada se allanó al pago de lo 
reclamado por el año 1947, lo hizo en oportunidad del 
alegato, no obstante que al tiempo de contestar la de- 
manda — julio de 1948 — esta Corte había desechado rei- 
teradamente, en casos fundamentalmente análogos, los 
mismos argumentos con que se pidió en esta causa el 
rechazo de la acción. La exención de costas que se pre- 
tende no es, pues, procedente. 

Que habiéndose contestado el traslado de la am- 
pliación de la demanda (fs. 30), no es atendible la ob- 
jeción relativa a la falta de las copias que menciona el 
art. 8 de la ley 50. 

Que objetada la formalidad de la protesta corres- 
ponde examinar, en primer término, si ésta es suficiente. 
Según los testimonios de fs. 5 y 7 se impugna el impues- 
to de contribución territorial (año 1947) como violatorio 
de los arts. 4 y 16 de la Constitución Nacional entonces 
vigente, por cuanto se prescinde de considerar la parte 
indivisa de cada condómino, tomándose la escala en re- 
lación al valor total del inmueble. Dicho protesta se hizo 
extensiva a todos los pagos que se efectuaran en lo su- 
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cesivo por el mismo impuesto. La demanda (fs. 11) con- 
tiene expresa reserva respecto a su ampliación "por lo 
que en igual concepto tengan que abonar los actores 
por el corriente año" (1948). Por telegramas colacio- 
nados (fs. 16 y 17), el 18 de junio de 1948, se notifica 
a la Provincia de Buenos Aires en las personas del Sr. 
Ministro de Hacienda y Sr. Director General de Rentas, 
que los actores 44 . . . efectúan pago impuesto inmobilia- 
rio año actual...' 9 reproduciendo protesta de que in- 
forman los testimonios citados. 

Que la protesta ha sido, pues, expresa y concreta, 
llevando al conocimiento del Gobierno Provincial, en 
debido tiempo, la disconformidad de los contribuyentes 
en virtud de las objeciones que formulan al impuesto 
que abonan (Fallos: 186, 377; 182, 218; 183, 356; 190, 
277). 

Que es suficiente en la ampliación de la demanda 
la referencia "al pago en concepto de impuesto inmobi- 
liario por este año 1948" aunque no se precise la Ley 
vigente a esa época (5247, art. 2, y 5246, art. 81), pues 
el texto de ésta es, con respecto al impuesto cuestionado, 
substancialmente igual al de la ley impositiva vigente 
el año anterior mencionada en la demanda (5127, art. 

i'). 

Que todos los írgtumentos desenvueltos por las 
partes en este juicio fueron expresa o implícitamente 
contemplados en el fallo 207, 270 y la conclusión a que 
allí se llegó reiterada en Fallos : 209, 431 ; 212, 377. Exa- 
minados nuevamente en la causa "Gaviña M. B. y otros 
c.| Prov. de Buenos Aires" frente al texto de las leyes 
5247 y 5246, que imponen para los condóminos el mismo , 
tratamiento que las leyes impositivas anteriores (5127, 
4207), esta Corte llegó a idéntica conclusión en la sen- 
tencia del 25 de marzo ppdo. 

Que procede la imposición de costas pues la oposi- 



294 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ción de la Provincia se formalizó con posterioridad a 
jurisprudencia reciente y reiterada contraria a sus pre- 
tensiones. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se hace lugar a la demanda y 
se condena a la Provincia de Buenos Aires a pagar a 
los actores la suma de cinco mil trescientos veintiocho 
pesos moneda nacional dentro del plazo de noventa días, 
con intereses al tipo de los que cobra el Banco de la Na- 
ción Argentina, desde la notificación de la demanda y 
su ampliación, con costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



S. A. INDUSTRIAL Y COMERCIAL CUARETA v. 

ADUANA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Cau- 
sas criminales. 

ii 

No procede el recurso ordinario de apelación contra las 
sentencias de la Sala en lo Criminal y Correccional de 
la Cámara Federal de la Capital en las causas sobre de- 
fraudación de rentas nacionales, entre ellas las aduaneras, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduc- 
ción de la cuestión federal. Mantenimiento. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación del art. I 9 de la ley 11.585, si de las constancias 
de autos no resulta que haya sido invocado en los memo- 
riales presentados en segunda instancia, en los cuales la 
prescripción se fundó en el art. 433 de las Ordenanzas 
de Aduana y en los Códigos Penal y Civil. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Principios generales. 

El art. 29 de la Constitución actual ha convertido en nor- 
ma constitucional el principio establecido por el art. 13 
del Código de Procedimientos en lo Civil para la Capital 
Federal y Territorios Nacionales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La invocación del principio según el cual nadie puede ser 
obligado a hacer lo que la ley no manda, es insuficiente 
para sustentar el recurso extraordinario cuando se trata 
de leyes de índole no federal, como el art. 13 del Código 
de Procedimientos en lo Civil de la Capital y Territorios 
Nacionales. Más convertida en norma fundamental por el 
art. 29 de la Constitución actual la regla del mencionado 
precepto procesal, antes de que el tribunal apelado se 
pronunciase sobre el recurso extraordinario, su invocación 
en el escrito de interposición de éste constituye cuestión fe- 
deral suficiente aunque no se haya mencionado el citado 
art. 29 de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduc- 
ción de ¡a cuestión federal. Forma. 

La mención individualizada del pertinente precepto cons- 
titucional no es requisito imprescindible para la proce- 
dencia del recurso extraordinario si la garantía en tela 
de juicio ha sido indicada inequívocamente. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, abril 12 de 1948. 

Vistos y considerando: 

Que la Aduana de la Capital resolvió a fs. 49 vta. comi- 
sar 6.441 láminas sin industrializar de chapas de hierro galva- 
nizado que fueron encontradas en poder de la firma Cuareta 
y Cía., e imponer, asimismo, una multa igual al valor de 20.572 
kilos de ese material que habían sido semi-industrializado por 
dicha firma, en razón de considerar que se trataba de chapas 
barreras importadas con liberación de derechos por estar des- 
tinadas a la lucha contra la langosta. 
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Que de los informes del Ministerio de Agricultura corrien- 
tes a fs. 95, 96, 104 y 111, surge que de las 6.441 láminas se- 
cuestradas, 4.023 pertenecen a partidas importadas — con de- 
rechos pagos — antes del régimen de liberación establecido el 
año 1933, y tan sólo 2.418 láminas quedan debidamente indi- 
vidualizadas como introducidas con liberación de derechos en 
razón de estar destinadas a combatir la langosta. 

Que en cuanto a las chapas semi-industrializadas no se ha 
podido llegar, dado en la forma como estaban recortadas, a 
ninguna comprobación cierta de si pertenecían a partidas 
importadas con liberación de derechos debiendo por ello estar- 
se a lo más favorable al sumariado, es decir, considerarse que 
se trata de material no sujeto a restricción para su uso y des- 
tino (nrt. 15 del Cód. de Proc. en lo Criminal). 

Que, siendo así, sobre el único material que puede recaer 
pena es sobre las 2418 láminas debidamente individualizadas 
con las siglas "D. A. 33 " y "D. A. 36", procediendo al comiso 
de las mismas de acuerdo con lo dispuesto en el art. 74 de la 
Ley de Aduana y aun cuando la recurrente haya obrado de 
buena fe al adquirirlas, pues en materia aduanera la represión 
va sobre el material o mercadería en infracción prescindiendo 
de la persona de su poseedor o propietario, como así lo ha re- 
suelto reiteradamente la Aduana en casos idénticos al presente 
de firmas comerciales que habían adquirido chapas barrera 
para industrializarlas (entre otras sentencias las dictadas el 
• 9 de febrero y 15 de diciembre de 1945 en los autos caratula- 
dos' "Marciotra, Apeceche y Braña - Ad. 25-E-945" y "C. I. 
M. I. C. Soc. de Rcsp. Ltda. - Ad. 200-A-943"). 

Que en estas sentencias y otras semejantes, la Cámara 
Federal de Apelación ha considerado que, en casos como el 
presente, es de estricta aplicación la pena de comiso estableci- 
do en el art. 74 de la Ley de Aduana para el material importa- 
do con liberación de derechos que sea hallado fuera del sitio 
o condición en que naturalmente debiera encontrarse de acuer- 
do con el destino que motivó la franquicia aduanera, haciendo 
dicha Cámara abstracción completa de lo dispuesto en el de- 
creto n 9 116.302, ya que éste no puede dejar sin efecto la re- 
ferida disposición legal. 

Que en cuanto a la prescripción alegada por la recurren- 
te, no puede prosperar por haber resuelto la Cámara Federal 
de Apelación en los autos "Di Palma Sante - Ad.-182-R-942 M 
— sentencia de fecha 21 de agosto de 1946 — que la prescrip- 
ción para el caso que motiva este sumario es la decenal esta- 
blecida en el art. 433 de las O. de Aduana, comenzando a 
correr el plazo de 10 años (atento lo que dispuso la Corte Su- 
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prema de la Nación en el fallo que se registra en el t. 200, 
pág. 310), no desde que la chapa barrera entró al país, sino 
a partir de la fecha en que se cometió la infracción, os decir: 
a partir desde la fecha en que la recurrente pretendió indus- 
trializar las láminas importadas con liberación de derechos. 

Que, por último, debe tenerse en cuenta para condenar a 
la recurrente tan sólo con respecto a las 2.418 láminas que 
fueron importadas con liberación de derechos, que el informe 
de fs 39 vta.| por limitarse a decir 1 'que el material de que 
tratan estos actuados fue introducido al país durante el pe* 
ríodo comprendido desde el 5 de octubre al 29 de noviembre 
de 1933", sin especificar número de láminas ni siglas que te- 
nían, ni el peso y composición del material, no puede desvir- 
tuar los prolijos informes de fs. 95, 96, 104 y 111, máxime si 
según se afirma en este último el informe de fs. 39 vta. obede- 
ció a un error deslizado al procederse a la clasificación de la 
barrera intervenida. 

Por ello, impónese, con costas, a la firma Cuareta, S. A, 
Volcán Industrial y Comercial el comiso de las 2.418 láminas 
que le fueron secuestradas y se la absuelve con respecto a las 
4.023 láminas que fueron importadas antes del año 1933 y a 
los 20.572 kg. de chapa de hierro galvanizado que fué hallado 
semi-industrializado, quedando así modificada la resolución 
administrativa de fs. 49 vta. — Oscar D. Palma Beltrán. 



Sentencia de la CUmaba Federal 

Bs. Aires, 30 de diciembre de 1948. 

Considerando: 

I. La Aduana de la Capital, en el expediente seguido 
por la Dir. de Defensa Agrícola contra la razón social Cuareta 
y Cía. resolvió: a) comisar 6.441 láminas-barreras en poder 
de la prenombrada? b) imponerle una multa igual al valor 
de 20.572 kg. de chapas barreras industrializadas; c) exigir el 
pago de los aranceles correspondientes a los 20.572 kg. del 
material en cuestión y reposición del sellado. 

La sentencia del Sr. Juez a quo modifica la precedente 
resolución administrativa absolviendo a la firma en causa con 
respecto a 4.023 láminas-barreras y a los 20.572 kg. de chapa 
de hierro galvanizado semi-industrializado y reduciendo la 
pena al comiso de 2.418 láminas-barreras y a los 20.572 kilo- 
gramos de chapa de hierro galvanizado semi-industrializado y 
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reduciendo la pena al comiso de 2.418 láminas, con imposición 
de costas. El fallo recurrido llega a dicha conclusión, en ra- 
zón de que, según los informes del Ministerio de Agricultura, 
de 6.441 láminas secuestradas, 4.023 pertenecen a partidas im- 
portadas antes del régimen de liberación de derechos aduaneros 
vigentes desde 1933, y sólo el saldo de 2.418 láminas han que- 
dado individualizadas como introducidas con liberación de 
derechos, por estar destinadas a combatir la langosta. 

Asimismo, referente a los 20.572 kilogramos de chapas 
semi-industrializadas, por su forma, pues estaban ya recorta- 
das, no se ha podido establecer con certeza si pertenecían o no 
a partidas importadas con liberación de derechos aduaneros; 
pronunciándose de acuerdo con lo dispuesto por el art. 13 del 
Cód. de Proc. en lo Criminal, por la solución más favorable 
al sumariado. 

Por último alegada la prescripción por la firma recurren- 
te, el Sr. Juez a quo, de acuerdo con lo resuelto por este tribu- 
nal en el caso: "Di Palma Santa - Ad. 182 R.-942", de fecha 
21 de agosto de 1946 y lo dispuesto por la Corte Suprema en 
t. 200, pág. 310, la rechaza, basado en que es de aplicación 
al sub judice la prescripción estatuida por el art. 433 de las 
Ordenanzas de Aduana, cuyo plazo de diez años empieza a 
correr, no desde la fecha en que las chapas-barreras fueron 
introducidas en el país, sino desde aquélla en que la recu- 
rrente pretendió industrializar las láminas importadas con 
liberación de derechos aduaneros. 

De consiguiente, dos son las divergencias principales entre 
las conclusiones de la resolución administrativa y la sentencia 
en recurso, a saber: la cantidad de chapas laminadas sin in- 
dastrializar de hierro galvanizado a comisar a la encausada, 
por una parte; y por otra, si cabe o no la imposición de multa 
por las chapas semi-industrializadas halladas en poder de la 
firma "Cuareta y Cíá. M . 

II. En cuanto a la cantidad de chapas adquiridas en 
infracción, la discriminación que hace el Sr. Juez a quo es 
exacta y se ajusta estrictamente a las constancias de autos. 

En efecto, si bien es verdad que el informe de la Dir. de 
Fiscalización y Lucha contra las Plagas del Ministerio de 
Agricultura de la Nación obrante a fs. 39 vta., 29.369 kilo- 
gramos semi-industrializados y 6.441 láminas de chapas-barre- 
ras fué introducido al país durante el período comprendido 
desde el 5 de octubre al 29 de noviembre de 1933, indujo a 
la Aduana de la Capital a comisar 6.441 láminas-barreras en 
poder de Cuarenta y Cía., no es menos cierto que la misma 
repartición por los informes aclaratorios de fs. 95, 96, 104 y 111 
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estableció que 4.023 láminas-barreras habían sido introducidas 
al país en el año 1926 y 2.418 en el año 1933. 

Fué en estas condiciones que la Administración de Adua- 
na dictó la resolución, que corre de fs. 114 a fs. 115, en la que 
acepta sin objeción los precitados informes y a mérito de ellos 
levanta parcialmente la interdicción que gravitaba sobre dos 
partidas de láminas-barreras. 

Además, como lo tiene establecido este tribunal — C. I. M. 
I. C., Ad. 200, A. 1943 y S. A. Hierromat, Ad. 160, D. 1943, 
de julio 31 de 1947 — dicha oficina del Ministerio de Agricul- 
tura de la Nación, "es el único órgano capacitado para evacuar 
con fuerza probatoria, todas las informaciones referentes a 
aquellas operaciones (leyes 11.694; 12.329 y 12.559). 

Por todo ello se confirma la sentencia recurrida en cuanto 
decreta el comiso de 2.418 láminas secuestradas a la razón 
social "Cuareta y Cía." y absuelve a. la sumariada con respec- 
to a las 4.023 láminas-barreras que fueron importadas antes 
del año 1933. 

III. El segundo punto a dilucidar versa sobre la proce- 
dencia o improcedencia de la imposición de multa por las cha- 
pas semi-industrializadas que fueron encontradas en poder de 
la firma sumariada. 

La sentencia absuelve, a Cuareta y Cía. de la multa igual 
al valor de 20.572 kilogramos de chapas semi-industrializadas, 
porque dada la forma como estaban recortadas no era posible 
establecer si pertenecían o no a partidas importadas con libe- 
ración de derechos; por lo tanto aceptando la situación más 
favorable para el sumariado, le absolvió de culpa y cargo al 
respecto. 

La resolución administrativa do fs. 47 a 50, además de im- 
poner una multa a la firma del rubro, igual al valor de 
20.572 kilogramos de chapa-barreras industrializadas, exigía 
el pago de los aranceles dispensadas coivcspondientes a dicho 
material. La falta de una prueba fehaciente respecto de la fe- 
cha de importación de esos 20.572 kilogramos y si estaban o nó 
liberados de derechos aduaneros, llevan a la conclusión de que, 
en la duda, no pwede exigirse a la sumariada el pago de los 
aranceles dispensados. 

En efecto, intervenida en la localidad de Sarandí, Prov. 
de Bs. Aires, por la Dir. de Abastecimiento, Industria y Co- 
mercio, una fuerte partida de láminas-barreras, unas intactas 
y otras semi-indufitrializadas. en fecha 9 de setiembre de 1943, 
se impuso a los socios de la firma Cuareta y Cía. del contenido 
de la inspección practicada, en la localidad de Sarandí y se 
les requirió que manifestaran si en alguna ocasión la firma 
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que integran había adquirido chapas-barreras de las mencio- 
nadas anteriormente o habían industrializado ese material, 
contestaron textualmente: "Que reiteran las manifestaciones 
hechas por el Sr. Qiordamo Bruno Padoani en oportunidad del 
procedimiento realizado por inspectores del Ministerio de Agri- 
cultura hace aproximadamente un mes. En la que declaró bajo 
juramento categóricamente que la firma "Cuareta y Cía." no 
había adquirido jamás, ni industrializado material de chapas- 
barrera" (ver fs. 17 a 18). 

Y cinco días después se presentan a la Dir. de Abasteci- 
miento, Industria y Comercio del Ministerio de la Nación, los 
socios de la firma sumariada, señores Alfredo Cuareta y Enzo 
Lattes, reconociendo espontáneamente que desde hacía ocho o 
diez meses habían adquirido unos 38.000 kilogramos de chapas- 
barreras de hierro galvanizado habiéndose industrializado al- 
rededor de 8.000 y manteniendo intacto el saldo de 30.000 kilo- 
gramos, secuestrados en la localidad de Sarandí. A la vez, de* 
jaron constancia de las razones circunstanciales que motivaron 
la falta de entrada en los libros comerciales de la- firma y la 
ausencia del registro de los pagos efectuados como consecuencia 
de esas compras (fs. 19 y 20). 

A fs. 31 y vta. el inspector D. Carlos J. Vidal Alcobendas 
informa que "él conjuntamente con el Sr. Rodríguez Egaña 
con fecha noviembre de 1941 ya había visitado el referido es- 
tablecimiento y puesto en conocimiento de sus dueños la ilega- 
lidad de las adquisiciones de chapas de barreras". Así mismo, 
el referido inspector agrega, como conclusión final de su in- 
forme que: "La ocultación de las operaciones al no asentar las 
mismas en la contabilidad- rubricada demuestran la forma ilegal 
en que se efectuaban, razón por la cu ti se evitaba dejar toda 
huella que las individiuflizara''. 

Existen otros elementos probatorios que refirman la res- 
ponsabilidad de la razón social Cuareta y Cía. por la infracción 
cometida. 

Las consideraciones alegadas por la recurrente ante esta 
instancia respecto de la prescripción no invalidan las razones 
legales y jurisprudenciales que hacen valer la sentencia recu- 
rrida; por lo que se confirma la sentencia del señor juez a-quo 
en esta parte. 

En su mérito se modifica la sentencia de fs. 384, en cuanto 
absuelve a la firma sumariada de la multa impuesta a la mis- 
ma, igual al valor de 20.572 kilogramos dg chapas-barreras 
industrializadas y se mantiene en este punto la resolución 
administrativa de fs. 49; a la vez, se confirma la sentencia 
del señor Juez a-quo en cuanto impone a la firma "Cuareta y 
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Cía." el comiso de las 2.418 láminas que les fueron secuestra- 
das; todo ello con las adjudicaciones que determinan en el 
punto IV 9 )* de la resolución administrativa de fs. 47 a 60. Las 
costas de ambas instancias a la firma infractora. — Horacio 
García Rams. — Maximiliano Consoli. — José Irusta Cornei. 

Aclaratoria 

Buenos Aires, 7 de abril de 1949. 

Autos y Vistos: 

Atento lo solicitado y teniendo en cuenta que el pedido 
de aclaratoria versa sobre consideraciones de carácter general 
que se hacen en la sentencia de fs. 435, se declara que la parte 
dispositiva de la misma no ha modificado la resolución admi- 
nistrativa en cuanto se refiere al pago de los derechos de 
Aduana. — Horacio García Rams. — José Irusta Gornet. — 
Maximiliano Consoli. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Contra la sentencia de fs. 435|438 de los autos prin- 
cipales interpuso la parte actora los recursos de nulidad 
y apelación (fs. 440), y el extraordinario (fs. 442), a 
los que la Cámara Federal de Apelación de la Capital 
no hizo lugar por sendas providencias corrientes a fs. 
441 vta. y 447. 

Las razones por las que el tribunal "a-quo M deses- 
tima los dos primeros recursos se ajustan a la doctrina 
de V. E., y en consecuencia la queja interpuesta por su 
denegatoria no puede prosperar. 

En lo referente al recurso extraordinario cabe des- 
tacar que de las cuestiones decididas en la sentencia 
la única susceptible de configurar el caso federal es la 
relativa a la prescripción aplicable, pues ésta no puede 
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determinarse sino mediante la interpretación de normas 
federales. 

Pienso pues que a este solo efecto el remedio fe- 
deral es procedente, y que corresponde hacer lugar a 
la queja interpuesta, limitando a esa cuestión la apertura 
del recurso, — Buenos Aires, junio de 1949. — Carlos G. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de julio de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
la acto ra en los autos Cuarcta S. A. Industrial y Comer- 
cial c.| Aduana 339-D-1943", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y Considerando: 

Que como bien dictamina el Sr, Procurador Gene- 
ral, los recursos de apelación y nulidad deducidos a fs. 
440 han sido correctamente denegados, dada la natura- 
leza de la causa, lo dispuesto en el art. 4 de la ley 7055 
y la doctrina de esta Corte en ca^os análogos — Fallos: 
210, 1081 ; 211, 1448 y otros. 

Que no autoriza la concesión del recurso extraor- 
dinario la invocación del art. I 9 de la ley 11.585. No re- 
sulta, en efecto, de las constancias de autos que el texto 
en cuestión fuera alegado en los memoriales presenta- 
dos ante el tribunal apelado, en los cuales la prescrip- 
ción se fundó en el art. 433 de las OO. AA, y en el Código 
Penal y Civil — f s. 402, puntos 16 y sigtes. ; doct. Fallos : 
212, 101 y otros. 

Que al tiempo de la interposición <Jel recurso se lo 
fundó, respecto a la aplicación del principio enunciado 
en el art. 13 del Cód. de Ptos. en lo Criminal, en el art. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



303 



19 de la Constitución Nacional entonces vigente enten- 
diendo que al no aplicarse dicho principio respecto de 
la multa, no obstante reconocerse la ausencia de prueba 
fehaciente sobre la fecha de la importación cuestionada 
lo cual producía un estado de duda que impedía " exigir 
a la sumariada el pago de los derechos dispensados", 
se le obligaba, en orden a la multa, a hacer lo que según 
reconocimiento del mismo Tribunal la ley no le mandaba 
hacer con referencia al pago de los derechos, pago en 
cuya omisión estaba, sin embargo, la causa de la multa 
impuesta. 

Que según reiterada jurisprudencia el principio 
con arreglo al cual nadie puede ser obligado a hacer lo 
que no manda la ley no sustenta el recurso extraordina- 
rio deducido en circunstancias similares a las de autos, 
porque tratándose de normas que no revisten carácter 
federal — como la del art. 13 del Cód. de Procedimientos 
en lo Criminal antes de la vigencia de la nueva Consti- 
tución — , la decisión respecto a su alcance y aplicación 
incumbe sólo a los jueces ordinarios de la causa — Fa- 
llos: 209, 28; 211, 1534 y otros. 

Que convertido en norma constitucional el princi- 
pio ante dicho (art. 29 de la Constitución vigente) antes 
de que la Cámara se pronunciase sobre el recurso ex- 
traordinario interpuesto, había en este punto cuestión 
federal que lo hacía procedente. La queja debe ser, pues, 
acogida a pesar de que en el escrito respectivo posterior 
a te vigencia de la nueva Constitución, no se mencione 
el texto de ella que se acaba de citar, porque la mención 
individualizada del precepto constitucional pertinente 
no se ha considerado requisito imprescindible para la 
procedencia del recurso si la garantía en tela de juicio 
era indicada inequívocamente (Fallos: 167, 423; 191, 
167). Que es lo que ocurre en este caso pues el art. 29 
de la Constitución enuncia el principio con las mismas 
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palabras del art. 13 del Cód. do Ptos. en lo Criminal. 
En presencia de la invocación explícita do ól hecha por 
el recurrente, esta Corto, cuya misión on el recurso ex- 
traordinario es afianzar la primacía do la Constitución, 
no puede denegarlo porque la invocación haya sido he- 
cha citando ol texto legal y no el de la Constitución. 

Que el recurso es también procedente respecto de 
la interpretación del art. 443 de las 00. AA. aplicado 
con una inteligencia distinta a la propugnada por el 
recurronte. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen del 
Sr. Procurador General Be declara mal denegado el re- 
curso extraordinario a fs. 447 del principal. En conse- 
cuencia, autos y a la oficina a los efectos del art. 8* de 
la ley 4055. Señálanse los lunes y jueves o el siguiente 
día hábil si alguno de aquellos no lo fuere para notifi- 
caciones en Secretaría. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lón- 
qhi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casabes. 



DOMINGO CARLOZZI v. ANTONIO DE TORNEA 
BALLESTEAOS 

\RECURSO DE CASACION. 

Siendo improcedente el recurso de casación ante la Corte 
Suprema, mientras no se dicte la ley reglamentaria pre- 
vista por el art. 95 de la Constit. Nacional, corresponde 
rechazar el pedido del recurrente de que "se tenga pre- 
sente la interposición del recurso... y la fecha del mis- 
mo", para resolverlo cuando entre en vigencia la ley 
mencionada ( ! ). 



O) 28 de julio de 1940. 
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ZACARIAS LASTRA Y OTROS v. CONSTANTINO 
BAROADOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal su- 
perior. 

La Suprema Corte de la Provincia de Mendoza no es, de 
ordinario, el superior tribunal local a los efectos del art. 14 
de la ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de orden local y procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la reso- 
lución de la Suprema Corte de la Provincia de Mendoza 
que se limita a desechar el recurso de inconstilueionalidad 
deducido ante ella. 

RECURSO DE QUEJA. 

El recurso extraordinario deducido contra la .sentencia de 
la Cámara de Apelaciones de una provincia, respecto del 
cual no recayó pronunciamiento por haberse interpuesto 
además el recurso de inconstitucionalidad para ante la Su- 
prema Corte local, es ajeno a ln queja presentada ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación con motivo de 
la denegación de este último recurso. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de julio de 1949. 

Vistos los autos M Recurso de hecho deducido por 
la actora en los autos Lastra Zacarías y otros c.| Bar- 
gados Constantino", para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que resulta de los términos de la queja quo el re- 
curso extraordinario cuya denegatoria la motiva, es 
el interpuesto respecto de la resolución do la Suprema 
Corte de Justicia de la Prov. do Mendoza, que desestimó 
el de inconstitucionalidad deducido ante aquélla. 
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Que es, desde luego, exacto que con arreglo a la 
jurisprudencia de esta Corte, la de la Provincia de Men- 
doza no es de ordinario el Superior Tribunal local a los 
efectos del art. 14 de la ley 48 —Fallos: 177, 276—. Y 
esta doctrina es s¿n duda aplicable, en ol supuesto en 
que el fallo del tribunal apelado se limita a desechar un 
recurso interpuesto en el orden local, circunstancia 
ésta .jue basta también para el rechazo de la queja — 
Fallos: 211, 15 y 1013 y otros. 

Que el recurso extraordinario que se dice deducido 
contra la sentencia de la Cámara de Apelación — de la 
que se ha acompañado copia a fs. 12 y sigtes. — es ajeno 
a esta queja, en cuanto a su respecto ' ' quedó diferido 
pronunciamiento", según se dice a fs. 1 vta., tratándose 
en la especie de la apelación respecto del fallo de la 
Corte Provincial, 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la ' — Tomás D. Casares. 



ALBERTO SERPA. GUIÍUZU 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

El error en que habrían incurrido los jueces ordinarios 
de la causa, tanto en el juzgamiento de los heehos impu- 
tados al recurrente y de la prueba referente a ellos, cuanto 
en la apreciación de la validez de las actuaciones, no cons- 
tituye cuestión federal suficiente para fundar el recurso 
extraordinario, toda vez que los delitos acriminados al pro- 
cesado revisten carácter común y las disposiciones invo- 
cadas del Código de Procedimientos en lo Criminal, son 
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de naturaleza local, y como tales no sustentan la apelación 
a menos que se justificara la arbitrariedad de la sentencia, 
lo que en la especie no ocurre (*). 

RECURSO POR RETARDO O DENEGACION DE JUSTICIA. 

Es improcedente el recurso por denegación de justicia 
interpuesto ante la Corte Suprema con respecto a la Cá- 
mara en lo Criminal y Correccional de la Capital ( 2 ). 



ARNOLDO EMETERIO TUYA v. Soc. DE Resp. Ltda. 
RAMSER-BROUCH MARITIMA Y PESQUERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, si en el escrito 
de interposición se ha omitido la pertinente referencia a 
los hechos de la causa y a la vinculación entre éstos y la 
cuestión federal que se pretende someter a la decisión de 
la Corte Suprema ( 3 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La circunstancia de existir regímenes diversos para su- 
puestos distintos en materia de trabajo y previsión social, 
con arreglo a la interpretación acordada a la legislación 
común por los tribunales a quienes compete su aplicación 
de manera irrevisible, no constituye violación a la garan- 
tía constitucional de la igualdad, ni autoriza la concesión 
del recurso extraordinario en tanto no se alegue la arbi- 
trariedad de la diferencia objetada. 



(1) 28 de julio de 1949. 

(2) Fallos: 120, 403. . 

(3) 28 de julio de 1949. Palios: 212, 101 y 547. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



ACORDADA DE HONORES DE LA CORTE SUPREMA 
CON MOTIVO DEL FALLECIMIENTO DEL SEÑOR 
MINISTRO DOCTOR D. JUSTO LUCAS ALVAREZ 

RODRIGUEZ 

En Buenos Aires, a los dos días del mes de agosto del año 
rail novecientos cuarenta y nueve, reunidos en la Sala de 
Acuerdos del Tribunal el Sr. Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación Dr. D. Felipe Santiago Pérez y los 
Sres. Ministros, Dres. D. Luis R. Longhi, D. Rodolfo Q, Valen- 
zuela, D. Tomás D. Casares y el Sr. Procurador General de la 
Nación Dr. D. Carlos G. Delfino: 

Y teniendo en consideración: 

Que en el dia de hoy ha ocurrido el sensible fallecimiento 
del Sr. Ministro del Tribunal Dr. D. Justo Lucas Alvarez Ro- 
dríguez ; 

Que el extinto puso de manifiesto, en el ejercicio de sus 
elevadas funciones, la solidez de sus conocimientos, la firmeza 
inalterable de su carácter y sus bondadosos y humanitarios sen- 
timientos, conjunto de cualidades que dieron particular sig- 
nificación a su desempeño en esta Corte Suprema; 

Que incumbe al Tribunal decretar los honores correspon- 
dientes a la alta jerarquía y a las relevantes virtudes ciuda- 
danas del Dr. Alvarez Rodríguez; 

Resolvieron : 

l 9 ) Suspender las actividades de las oficinas de esta 
Corte Suprema durante el día de hoy y el de mañana, y las 
de los demás tribunales de la Capital Federal a partir de las 
14 horas en el día de mañana; 

2 9 ) Velar públicamente el cuerpo en uno de los salones 
del tribunal el día de mañana desde las 10.30 hasta las 14.30, 
hora en que partirá el cortejo fúnebre, respetando así los de- 
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seos de la familia del extinto de velarlo en su domicilio durante 
el dia de hoy; 

3') Encomendar al Sr. Presidente del Tribunal el uso 
de la palabra en nombre de la Corte Suprema en el acto de 
darse sepultura a los restos; 

4 Q ) Comunicar el deceso al P. E. ,a los Sres. Presiden- 
tes del H. Senado y de la H. Cámara de Diputados de la 
Nación, a las Cámaras de Apelación y a los Jueces de la Capi- 
tal Federal, invitando a los Sres. Magistrados, funcionarios y 
empleados a concurrir al sepelio ; 

5°) Izar en los edificios de los Tribunales la bandera a 
media asta durante 3 días; pasar carta de pésame a la familia 
del extinto ¡ colocar su retrato en una de las salas del tribunal : 
enviar una corona destinada a su sepulcro, y constituirse el 
Tribunal en comisión para velar los restos y asistir al entierro. 

Asi lo acordaron mandando se registrase este Acuerdo en 
el libro correspondiente y se comunicase, por ante mí de que 
doy fe. — Felipe Santiago Pérez, — Lntis R. Longhi. — Rodol- 
fo O. Valenzuela. — Tomás D. Casares. — Carlos O. Delfino. 
— Ramón T. Méndez (Sec). 



DISCURSO DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA, DR. D. FELIPE SANTIAGO 
PEREZ, EN EL ACTO DEL SEPELIO DE LOS RESTOS 
DEL SEÑOR MINISTRO DR. D. JUSTO LUCAS 
ALVAREZ RODRIGUEZ 



Excelentísimo Señor Presidente de la Nación, 
Señores legisladores, 
Señores Ministros, 

Señores representantes de las fuerzas armadas de la Re- 
pública, 

Autoridades eclesiásticas, 

Señores magistrados y funcionarios del Poder Judicial, 
Señores. 

Las hombres que focamos parte del Poder Judicial de 
la Nación soportamos en estos momentos el dolor de haber 
perdido a uno de los Ministros de la Corte Suprema. 

Como Presidente del más alto Tribunal de la República 
traigo, en nombre del mismo, la palabra de despedida al com- 
pañero que desaparece en plena madurez intelectual, privan- 
do a la Nación de sus relevantes servicios. 

El Dr. Justo Lucas Alvarez Rodríguez fué, ante todo y 
sobre todo, un juez, por su carácter, por su espíritu y por su 
consagración. Él, que venía de la lucha turbulenta de la polí- 
tica y de las responsabilidades que importa el Ministerio de 
Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, supo prestamente 
situarse en la posición del magistrado que reconoce la necesi- 
dad de apartarse de la región de las pasiones candentes a fin 
de serenar el espíritu para la grave responsabilidad de hacer 
justicia, no para una clase determinada de personas, ni para 
determinado partido político sino para cumplir dignamente 
el mandato de la Constitución que ofrece justicia igual para 
nativos y extranjeros, a fin de que puedan trabajar y convivir 
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en paz en esta tierra que es patria para todos por la grandeza 
y el esplendor de sus instituciones y de bu gobierno. 

La responsabilidad de hacer justicia, de realizar él jus 
suum quique tribuere de los clásicos, impone a los hombres 
que reciben el honor de tan alta investidura la obligación per- 
manente de consagrarse a tan augusta misión en forma total, 
exclusiva de toda otra actividad oficial. Esto es lo que hizo 
Alvarez Rodríguez. 

La majestad de la justicia, frase imponente pero a la vez 
vago y peligroso concepto tan frecuentemente mencionado has- 
ta llegar a interpretárselo — a veces — como la definición de 
un conjunto de personas que necesariamente han de vivir y 
actuar alejadas de toda contaminación con las ideas ambientes 
y las preocupaciones e inquietudes que agitan a los demás 
hombres para poder merecer el acatamiento que a veces con- 
quistan las comunidades que se rodean de solemnidad y de 
ritos sobre los que se va formando un ambiente de misterio y 
de respeto receloso, esa majestad — así entendida — es preci- 
samente la fórmula vacua de la justicia humana. 

La verdadera majestad no se adquiere, por la justicia, 
con actitudes y con fórmulas que han de ser exhibidas en pú- 
blico, sino con la conducta, el diario aumento de la capacita- 
ción jurídica y el noble empeño de distribuir justicia con 
verdadero espíritu cristiano. Para cumplir con estas exigen- 
cias, definidoras en sus rasgos fundamentales de la fisonomía 
moral e intelectual del magistrado judicial, no hay que impo- 
ner a éste una total desvinculación con el medio en que actúa. 
El juez que solamente viva en comunicación con los códigos, 
leyes y tratadistas, respirando el ambiente atrayente y cómo- 
do de las bibliotecas, podrá resultar un gran jurista pero qui- 
zá como magistrado 6ea nada más que un frío ordenador de 
doctrinas y exégesis, totalmente desvinculado de ese calor de 
vida que proporciona el contacto con los diarios afanes de la 
comunidad y que permite conocer los anhelos, las necesidades 
y los riesgos que hacen palpitar a veces muy aceleradamente 
el corazón de su pueblo. 

No hay que olvidar que el gobierno de la República está 
constitucionalmente organizado en tres Poderes, 3 r que uno 
de ellos es el Judicial. Especialmente los que por ser parte de 
la Corte Suprema de Justicia actuamos como cabeza del Poder 
Judicial de la Nación, somos a la vez jueces y órganos de go- 
bierno. Solamente que nuestra actividad como miembros de 
un Poder del Estado se hace manifiesta por intermedio de 
pronunciamientos de tribunal en los casos judiciales que se 
plantean, o como consultores constitucionales del Presidente 
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de la República cuando actúa en calidad de patrono de la 
Iglesia Católica Argentina y en tal carácter debe dar o negar 
el pase de las Bulas, Breves y Rescriptos de la Santa Sede. Si 
debemos actuar como una de las tres ramas que forman el 
gobierno por mandato de la Constitución, y si en este carácter 
la Corte Suprema puede declarar anticonstitucionales leyes y 
decretos de los otros Poderes para mantener el imperio de la 
Carta Política, no se vé cómo podríamos tomar la responsabi- 
lidad de hombres de gobierno si nos desconectáramos total- 
mente de la vida e inquietudes de los gobernados y nos atuvié- 
ramos solamente a sus querellas judiciales. 

Ninguna cláusula constitucional, ninguna ley, decreto o 
reglamento debe ser interpretado con la sola lógica del juris- 
ta puesto que es imprescindible compenetrarse del espíritu que 
anima a los mismos entendiéndose por tal espíritu el que ha 
querido aplicar el legislador o el Poder Ejecutivo para servir 
leal e inteligentemente al pueblo a quien están destinados a 
fin de defender su bienestar y progreso. 

Si, en principio, toda ley debe tratar de expresar lo que 
el pueblo quiere o lo que el pueblo niega, no es posible que 
un juez aplique esa ley desvinculándola de los antecedentes 
sociales, económicos o políticos que la motivaron. Y, para com- 
prender todos estos aspectos de la vida colectiva es necesario 
proceder como hombre público, como hombre de gobierno, lo 
cual trae consigo la necesidad de no desentenderse del ambiente 
en que se vive y actúa. La acción del doctor Alvarez Rodríguez 
en la Corte Suprema fué una magnífica realización de estos 
postulados. Su experiencia de hombre público y los principios 
rectores con que había actuado en el movimiento revolucionario 
que le contó como hombre de primera fila, fueron de gran uti- 
lidad en la silenciosa y diaria tarea de hacer justicia. 

Un sistema de gobierno basado en la voluntad y en la 
soberanía populares debe plasmarse necesariamente en una 
carta política que es lo que se denomina una constitución. Y es 
precisamente el Poder Judicial el que tiene a su cargo la res- 
ponsabilidad de resolver los conflictos donde esté en juego la 
carta fundamental para conservar la supremacía de ésta sobre 
gobernantes y gobernados, i Cómo podría resolver el Poder 
Judicial los problemas de gobierno que siempre lleva consigo 
todo pronunciamiento sobre esa supremacía permanente de la 
Constitución si los miembros de ese Poder no fueran hombres 
de gobierno, es decir, si no procedieran con la responsabilidad 
y visión que debe atribuirse a todo gobernante) 

Las teorías gubernamentales no garantizan por si mismas, 
el resultado efectivo de los beneficios que se ha pretendido 
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asegurar con su aplicación aun cuando se las haya estructurado 
y vitalizado dentro de una constitución. Tampoco es suficiente 
la buena voluntad que pongan en su gestión los hombres que 
forman los poderes del Estado si carecen de la capacitación 
que dan no sólo la información técnica suficiente, sino muy 
principalmente, la experiencia que proporcionan las funciones 
de gobierno, £1 juez cuando tiene que aplicar la Constitución 
no debe limitarse a examinar las teorías filosóficas y jurídicas 
sino que ha de tener siempre presente que está haciendo uso 
no de un estatuto puramente doctrinario y sí de una consti- 
tución de gobierno. 

Fué el doctor Alvarez Rodríguez un espíritu político muy 
bien centrado. En el Ministerio de Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires defendió siempre la autonomía local pero con 
la visión del estadista que la toma como base necesaria de la 
Nación. Sus ideas fructificaron en el Tribunal Supremo de 
la República que tiene tanta parte en el desarrollo y cuidado 
del federalismo argentino como sistema que reconoce la exis- 
tencia de dos gobiernos, el central y el de los estados, que no 
han podido funcionar fácilmente sin la frecuente intervención 
de la Corte Suprema, hasta no hace muchos años, a fin de que 
se adapten el uno al otro para que actúen como un mecanismo 
perfecto, que es la realidad argentina del momento en materia 
de derecho público federal. Ya no se habla de gobiernos de * 
provincia y de gobierno de la Nación como entidades políticas 
contrapuestas. El progreso del federalismo argentino consiente 
que hoy solamente se mencione la existencia del gobierno de la 
Nación, por cuanto a pesar de la coexistencia constitucional y 
de hecho de dos gobiernos, ellos se integran en una unidad que 
ha conseguido armonizar a las dos partes constitutivas del 
sistema, en una adaptación de años y añas que permite, al fin, 
su funcionamiento sin lesión para ninguna de las partes y que 
ambas se unifiquen en un solo anhelo nacional do paz y de 
progreso como ideal común de porteños y provincianos, de 
autonomistas y de federalistas, denominaciones que ya sólo 
pertenecen a la historia desde el punto de vista del derecho 
público argentino y de las agitaciones de la ciudadanía. 

Puesto que quien os habla en estos instantes es un hombro 
de provincia, de allá del Norte donde los valores autóctonos 
se mantienen en plena lozanía pero en una magnífica simbiosis 
con todo el progreso del litoral argentino, por eso es momento 
propicio éste en que despedimos a un hombre público de Bue- 
nos Aires para mencionar graves asuntos que han conmovido 
agitadamente el alma nacional durante largos años. 
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Señores : 

Al haber reseñado conceptos de tan hondo arraigo en el 
espíritu de nuestro compañero que ha emprendido el viaje 
eterno, rindo tributo a las múltiples capacidades de su persona- 
lidad que hemos podido conocer en la diaria exposición de sus 
ideas, tanto en el contacto oficial como en el amistoso. Su re* 
cuerdo permanecerá en nuestra memoria y en la de todos los 
que disfrutaron de su trato cortés y señoril como un ejemplo 
de hombría de bien y de dignidad en el Poder Judicial. 

El destino ha dispuesto que, a los dos años cabales de 
haberse incorporado a la Corte Suprema desaparezca, joven 
todavía, y con grandes condiciones, tantas que, en ese breve 
lapso destacó su personalidad trasuntando un criterio jurídico 
claro y hondo, habiéndose dedicado por entero al noble empeño 
de servir a la justicia. 

La amable sencillez de su trato era permanente tanto en 
la conversación como cuando exponía serenamente sus puntos 
de vista doctrinarios sobre las mas serias cuestiones. De una 
gran entereza como ciudadano, llevó esa virtud al alto Tribu- 
nal y la conservó hasta los últimos instantes de su vida sopor- 
tando estoicamente la dolencia que le ha vencido, pensando 
siempre en los suyos más que en sí mismo. 

Hombre representativo del momento estaba consubstan- 
ciado íntimamente con la nueva trayectoria que está siguiendo 
la República al impulso de los ideales que la orientan y de la 
voluntad realizadora que la gobierna. Porque era un espíritu 
selecto y fuerte pudo pasar sin vacilaciones y sin riesgos de 
la acción apasionada de la política a la silenciosa meditación 
sobre los problemas jurídicos que resolvía con claro criterio 
y humana comprensión. 

Esta ligera enunciación de sus grandes condiciones sirva 
de inmediato ejemplo a los pequeños hijos que deja sin la pro- 
tección de su cariño y de su dirección, y mitiguen un tanto 
el legítimo dolor de la esposa a quien mucho amó. 

En nombre de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
despido al Ministro y al amigo con el solemne compromiso 
— invocando a Dios — de que honraremos a Justo Lucas Alvarez 
Rodríguez haciendo honor a nuestra investidura con la misma 
dignidad con que la llevó él. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



Año 1949 — Agosto 



JOSE ODELLO 

SERVICIO MILITAR. 

El art. 41, inc. 6 9 , de la ley orgánica del Ejército tiene 
\ por objeto evitar que dos hermanos de una misma clase 
o de clases sucesivas presten el servicio militar ordinario 
conjuntamente, como consecuencia del hecho del nacimien- 
to y del juego normal de las disposiciones referentes a 
dicha obligación, con prescindencia de la voluntad de los 
interesados. Dicha excepción no alcanza a los hermanos de 
clases distintas que, hallándose en el extranjero, no se en- 
rolaron en la oportunidad legal, pues si bien estarían 
comprendidos en la amnistía disoucsta por la ley 12.882, 
deben con arreglo a ésta cumplir el tiempo de servicio 
militar que por sorteo les hubiere correspondido. 



Sentencia del Juez Federal 

Rosario, Noviembre 26 de 1948. 

Autos y vistos: El pedido de excepción del servicio militar 
formulado por el ciudadano José Odello, clase 1924, matrícula 
N 9 5.980.8814, Distrito Militar N« 33. 

Y considerando que: 

Se plantea en este expediente una cuestión sobre excep- 
ción del servicio militar que se encuadra en las disposiciones 
expresadas en el art. 41, inc. 6<\ del Decreto N° 29.375/44 rati- 
ficado por la ley N* 12.913. Se trata de dos hermanos argen- 
tinos que aunque con diferencia de más de dos años de edad, 
deben cumplir el servicio militar que según el Distrito Militar 
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33, les corresponde conjuntamente con los de la clase de 
1926 (Inf. de fs. 7). 

A juicio del proveyente, el peticionario que se presenta 
invocando la causal del inciso 6° mencionado, no ha probado 
el requisito esencial que se establece en las dos partes del 
mismo, desde que no es el mayor de la misma clase, ni el menor 
de la clase siguiente; pues el recurrente es de la clase 1924 
y su hermano Victorio que se encuentra incorporado es de la 
clase 1926. Esa situación no puede considerarse encuadrada 
en el citado inciso 6 9 ni siquiera por analogía, pues difiere 
totalmente de lo determinado en el mismo y por ello estimo 
improcedente el pedido formulado a fojas 5. 

Por otra parte es de agregar que la situación que se han 
creado los hermanos Odello, no ha sido porque la ley N* 11.386, 
contenga defectos relativos a la indicación del procedimiento 
de los argentinos radicados en el extranjero que se encuentren 
en edad de enrolarse; pues dicha ley expresa categóricamente 
en uno de sus artículos que los mismos deben concurrir al 
Consulado de nuestra Nación a cumplir con dicha obligación. 
Los Odello no lo hicieron y por eso se constituyeron infracto- 
res, amparándose luego en una ley de amnistía existente para 
regularizar esa situación incómoda en que se encontrarían en 
el país de sus nacimientos; y ahora validos de esa circunstancia 
solicita uno de ellos su exención del servicio militar. 

Cabe agregar como complemento a lo dicho, que según el 
Distrito Militar 33, Victorio será licenciado el 26 de julio 
de 1949. 

Por lo expuesto y atento lo dictaminado por el Señor Pro- 
curador Fiscal, 

Resuelvo : 

Declarar que el ciudadano José Odello, no ha comprobado 
hallarse comprendido en la causal de excepción del servicio 
militar, prevista en el Art. 41, inc. 6*, del Decreto N<> 29.375- 
44, ratificado por la Ley N* 12.913, eximiéndoselo del pago 
de sellado. — Emilio R. Tasada. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, 5 de mayo de 1949. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Odello, José - excepción del 
servicio militar" (Exp. N<> 12.481 de entrada). 

Y considerando que : 

Primero. La conclusión a que llega el señor Juez a quo 
en la sentencia recurrida, se ajusta a la doctrina sentada por 
osta Cámara en casos que guardan estrecha analogía con el 
presente (entre otros, fallos números 20.519 y 22.017) por lo 
'(lio dicho pronunciamiento debe ratificarse. 

Segundo. El hecho de que coincida la incorporación del 
peticionario, de la clase de 1924 y su hermano Victorio de la 
clase de 1926, obedece a la circunstancia de que ambos se enro- 
laron tardíamente y si bien no debe considerárselos infracto- 
res a la ley 11.380 por encontrarse comprendidos en la amnistía 
dispuesta por la ley 12.882, ello no los exime de la obligación 
de prestar el servicio militar impuesto a todos los ciudadanos 
argentinos. Precisamente la ley de amnistía, establece en el 
art. 3 9 , párrafo 2 9 , que los infractores al servicio militar "per- 
tenecientes a las clases 1924 y 1925 deberán cumplir el tiempo 
de servicio que por sorteo les hubiese correspondido". 

Tercero. En tales condiciones, la situación del solicitante 
no encuadra^n la disposición legal invocada (art. 41, inc. 6* 
del decreto del Poder Ejecutivo de la Nación N* 29.375/44 
ratificado por la ley 12.913) ya que de acuerdo con la inter- 
pretación dada reiteradamente por esta Cámara y confirmada 
por la Corte Suprema, esta norma "tiene por objeto evitar 
que dos hermanos de una misma clase o de clases sucesivas se 
encuentren prestando el servicio militar ordinario conjunta- 
mente como consecuencia del hecho del nacimiento y del juego 
normal de las disposiciones referentes a dicha obligación con 
prescindencia de la voluntad de los interesados" (Fallos: 205, 
603; 203, 424; 198, 103). Y en el presente caso es evidente 
que la coincidencia de la incorporación se ha producido por 
causas imputables á ambos hermanos Odello, que no cumplie- 
ron en tiempo con la obligación de enrolarse de acuerdo con 
•lo dispuesto en la ley 11.386, circunstancia ésta, que permi- 
tiría calificar sus conductas como una "causa desfavorable" 
— prevista en la disposición invocada (art. 41, inc. 6* del men- 
cionado decreto 29.375/44) — no obstaría al beneficio de exen- 
ción que se gestiona. 
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Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Fiscal de Cámara, se resuelve: 

Confirmar la resolución apelada, obrante a fojas 8 y vta., 
que declara que el ciudadano José Odello, no ha comprobado 
hallarse comprendido en la causal de excepción del servicio 
militar, prevista en el art. 41, inc. 6* del decreto N* 29.375/44 
y sus complementarios, ratificados por la ley N g 12.913, exi- 
miéndolo del pago de sellado. — Juan Carlos Lubary. — Ma- 
nuel Granados. — Santos J. Saccone. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires l 9 de agosto de 1949. 

Vistos los autos 44 Odello José sobre excepción del 
servicio militar", en los que se ha concedido a fs. 21 el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la ley 12.882, si bien amnistía a los infractores 
a las leyes de enrolamiento y servicio militar, exonerán- 
dolos de las penas y multas en que hubieran incurrido 
(art. l p ), establece para los de las clases 1924 y 1925 
la obligación de cumplir el 1 ; empo de servicio militar 
que por sorteo les hubiere correspondido (art. 3 9 ). 

Que, por consiguiente, corresponde examinar si el 
solicitante se halla comprendido en la causal de excep- 
ción prevista por el art. 41, inc. 6 9 , de la ley orgánica 
del Ejército que invoca. 

Que la norma de referencia ha sido interpretada 
por esta Corte Suprema en el sentido de que tiene por 
objeto evitar que dos hermanos de una misma clase o 
de clases sucesivas presten el servicio militar ordina-» 
rio conjuntamente como consecuencia del hecho del na- 
cimiento y del juego normal de las disposiciones refe- 
rentes a dicha obligación, con prescindencia de la vo- 
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luntad de los interesados (Fallos: 198, 103; 203, 424; 
205, 603). 

Que los antecedentes de autos demuestran que el 
caso actual no se halla comprendido entre los que la 
ley prevé conforme a lo expuesto en el precedente con- 
siderando, pues la situación que se invoca como funda- 
mento de la excepción se ha producido por no haber 
dado el recurrente oportuno cumplimiento a las dispo- 
siciones legales infringidas por el mismo. 

Por ello confírmase la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del recurso extraordinario. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 



JUAN FRANCISCO IBARRA Y OTROS v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

USUFRUCTO. 

Los arts. 2894 y 2895 del Cód. Civil no tienen por objeto 
determinar el régimen impositivo referente a los bienes 
que pueden ser objeto de usufructo, sino tan sólo regular 
las relaciones del usufructuario con el nudo propietario 
en orden a la liquidación de los impuestos y contribucio- 
nes que mencionan. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Territorial. 

\ La ley 4834 de la Prov. de Buenos Aires, en cuanto agra- 
va el impuesto inmobiliario por el hecho de que el nudo 
propietario del campo sobre el cual se ha constituido un 
usufructo sea dueño de otras estancias, no comporta inge- 
rencia alguna en el régimen que establecen los arts. 2894 
y 2895 del Cód. Civil ni altera el principio constitucional 
de la legislación común uniforme. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Im- 
puestos ?/ contribuciones. 

^ Decidido que la ley 4834 de la Prov. de Buenos Aires no 
es violatoria de los arts. 2894 y 2895 del Cód. Civil, no 
procede examinar el otro fundamento eu que se basa la 
acción de repetición del impuesto territorial deducido con- 
juntamente por el nudo propietario y el usufructuario 
consistente en que, por tener que papar éste a aquél la 
totalidad del gravamen, resultaría violado el principio de 
la igualdad. Dicha cuestión no puede ser resuelta sobre 
la base que por sí y ante sí establecen los actores. 

Dictamen dkl Procurador General 
Suprema Corte: 

De acuerdo eon lo establecido por V. E. in> re 4 'Bue- 
nos Aires, la Provincia v. Pollcdo Casimiro S. A. Co- 
mercial y Ganadera" (31 de marzo ppdo.), hallándose 
ya radicada ante el Tribunal esta causa, por demanda 
y contestación, a la fecha de entrada en vigencia de la 
nueva Constitución Nacional (16 de marzo ppdo.) pro- 
cede, a los efectos de la jurisdicción originaria, aplicar 
las normas fijadas al respecto por el antiguo Estatuto 
Fundamental. En consecuencia, tratándose de una de- 
manda dirigida contra una provincia que versa sobre 
la inconstitucionalidad de la aplicación de una ley local, 
corresponde que V. E. siga entendiendo en forma ori- 
ginaria de estas actuacciones (arts. 100 y 101 de la 
Constitución de 1853). 

De autos resulta que el Dr. Juan Francisco Iba- 
rra — codemandante en estas actuaciones — es propie- 
tario de cuatro bienes inmuebles situados en la Pro- 
vincia de Buenos Aires cuya superficie total es de 
38.538 hectáreas 93 áreas 80 centiáreas y que, además, 
es titular de la nuda propiedad de otro inmueble, sito 
en la misma provincia, con una superficie de 13.264 
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hectáreas 85 áreas 65 centiáreas, cuyo usufructo vita- 
licio pertenece aí Dr. José Lázaro — también code- 
mandante — . 

El caso se plantea exclusivamente, luego del desis- 
timiento parcial de fs. 55, en torno a la forma como la 
Provincia de Buenos Aires ha liquidado el adicional 
del impuesto inmobiliario establecido en la ley local 
4834 sobre el último de los inmuebles citados. En efec- 
to, contrariamente a las pretcnsiones de los actores, 
la Dirección General de Rentas del mencionado Esta- 
do tuvo en cuenta, a los efectos de establecer la escala 
que debía aplicarse al campo en cuestión, la superficie 
de los otros cuatro inmuebles de que es propietario el 
Dr. Ibarra y así, en vez de la tasa del seis por mil (más 
el dos por mil por ausentismo del Dr. Lázaro) que 
hubiera correspondido de computarse únicamente la 
superficie de aquel — 13.264 hectáreas 85 áreas 65 cen- 
tiáreas — aplicó la del catorce por rail que grava los 
inmuebles integrantes de un conjunto de más de 30.000 
hectáreas (art. I 9 de la ley 4834). 

La pretensión de abonar sólo la tasa establecida 
para los inmuebles que no exceden de 15.000 hectáreas 
se fundamenta en la disposición del art. 2894 del Có- 
digo Civil, conforme al cual 4 4 el usufructuario debe sa- 
tisfacer los impuestos públicos, considerados como gra- 
vámenes a los frutos, o como una deuda del goce de la 
cosa, y también las contribuciones directas impuestas 
sobre los bienes del usufructo". Sea dicho en otras pa- 
labras, ambos actores sostienen que el referido adicio- 
nal debe ser abonado por el Dr. Lázaro — el usufructua- 
rio — y no por el Dr. Ibarra — el nudo propietario—, y 
que siendo ello así no debe calcularse el mismo tomando 
en consideración la superficie total de los inmuebles 
de que es propietario el segundo, sino sólo la del bien 
sobre el que está constituido el usufructo. Alegan, por 
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consecuencia, haber abonado de más la suma de m$n. 
15.033,60, resultante de la diferencia existente entre lo 
efectivamente pagado, por aplicación de la tasa del 
14 % y — m$n é 35.078,40 — y lo que debieron pagar si se 
hubiese aplicado la del 8 %© (6 % más 2 % por ausen- 
tismo) — m$n. 20,044,80—. 

Planteado así el caso, dos son los fundamentos que 
se invocan para sostener la inconstitucionalidad de la 
ley 4834, tal como ha sido aplicada por la provincia 
demandada: a) que se ha desconocido el art. 2894 del 
Código Civil, con violación de lo dispuesto en el art. 31 
de la antigua Constitución Nacional (art. 22 de la nue- 
va), y b) que debiendo de todos modos incidir el impues- 
to, por aplicación del citado artículo 2894 del Código 
Civil, sobre el Dr. Lázaro y no siendo éste titular de 
otros derechos de propiedad o usufructo en el territorio 
de la provincia, es violatorio de la igualdad ante la ley 
(art. 16 de la antigua Constitución; art. 28 de la nueva) 
el calcular aquél con la tasa del catorce por mil, siendo 
así que a los demás propietarios o usufructuarios de 
inmuebles de más de 10.000 hectáreas que no excedan 
de 15.000, sólo se Ies aplica la tasa del seis por mil. 

En lo que hace a la pionera de tales cuestiones, 
opino — contrariamente a lo argumentado en la deman- 
da — que lo establecido por el art. 2894 del Código Civil 
no guarda relación directa ni es por ende, aplicable a la 
situación planteada por la forma como la Provincia de 
Buenos Aires procedió a establecer el monto de la tasa 
correspondiente al campo que usufructúa el Dr. Lázaro. 
Esa disposición sólo se refiere, en efecto a una de las 
obligaciones asumidas por el usufructuario respecto 
del nudo propietario, es decir que regla una situación 
de derecho privado. En cambio, la relación que emerge 
de la aplicación de la ley 4834 es de derecho público, o 
sea la que se establece entre el Estado como recaudador 
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de las rentas con que se provee a los gastos públicos y 
el particular contribuyente, relación ésta que no puede 
considerarse regida, dada su naturaleza, por el Código 
Civil. 

Sostener, como lo hacen los actores implícitamente, 
que el art. 2894 del Código Civil designa imperativa- 
mente para el Estado la persona del contribuyente, im- 
porta, además, desconocer uno de los más elementales 
principios constitucionales en materia impositiva, de- 
rivado precisamente del carácter público de la relación 
entre Estado y contribuyente recién mencionada, como 
es el de que los gobiernos de provincia tienen facultades 
para dictar leyes y ordenanzas de impuestos locales, a 
cuyo efecto es de su exclusiva incumbencia crear los im- 
puestos, elegir los objetos imponibles y determinar las 
formalidades de percepción, mientras no sean contra- 
rios a la Constitución Nacional. Dejarían en efecto, de 
ser exclusivas o privativas tales facultades si una ley 
nacional como es el Código Civil, determinase, como se 
pretende, el sujeto de la imposición: en el caso, el usu- 
fructuario. 

La Provincia de Buenos Aires ha dictado la ley 
4834 en ejercicio de legítimas atribuciones y con la mis- 
ma legitimidad ha designado el objeto imponible, que es 
el hecho exclusivo de la acumulación, en manos de un 
solo propietario, de grandes extensiones de tierra. Ha 
tenido de ese modo en cuenta la función social de la 
propiedad, ahora consagrada por el art. 38 de la Cons- 
titución vigente. No ha violado con ello el régimen pri- 
vado del usufructo que, sin duda, habrá de continuar 
rigiendo las relaciones del nudo propietario con el usu- 
fructuario y de acuerdo al cual deberá ajustarse el re- 
integro del segundo al primero, supuesto que él proce- 
da. Pero esta es materia ajena al presente juicio. 

En definitiva, desnaturaliza o anula un impuesto, 
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cnya legitimidad — bajo el punto de vista de la elección 
del objeto — no puede ser discutida, la pretensión que 
se lo liquide sin consideración al hecho fundamental 
que lo motiva, o sea la gTan acumulación de tierras en 
manos de un solo propietario. 

El segundo de los agravios constitucionales que se 
invocan, — falta de igualdad ante la ley — , parte de un 
supuesto de hecho que no se da en el caso: que el im- 
puesto ha incidido definitivamente sobre el patrimonio 
del usufructuario o, por lo menos, que deberá forzosa- 
mente incidir sobre él por imperio de lo que dispone el 
recordado art. 2894 del Código Civil. 

Lo primero no es exacto y lo segundo implica la de- 
cisión previa de una cuestión de derecho privado sus- 
ceptible de trabarse entre las partes, que no puede ser 
objeto de pronunciamiento en la jurisdicción originaria 
ni siquiera por vía implícita : que no otra cosa importa 
aceptar la tesis de la falta de igualdad ante la ley res- 
peerto al Dr. Lázaro, pues ello equivaldría a decidir que 
él y no el nudo propietario es quién debe cargar en de- 
finitiva con el impuesto de que se trata. 

En realidad, estamos frente; a un agravio hipotético 
sin sustentación dp hecho, sobu el que V. E. no podría 
pronunciarse sin contrariar el principio de que la jus- 
ticia federal no puede dictar pronunciamientos abs- 
tractos. 

La mención de la jurisprudencia sentada por V. E. 
en torno a los casos en que la Provincia de Bs. As. pre- 
tendió cobrar a los condóminos el adicional de la ley 
4204, liquidando la parte de cada uno en relación al 
valor del inmueble con prescindencia del valor de la 
parte ideal de cada uno de ellos, obliga, por fin, a una 
última consideración. 

En ese caso, la forma de cobro del adicional se 
traducía definitivamente en un desconocimiento del ré- 
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gimen del condominio del Código Civil, puesto que a 
pesar del ser el condomino real propietario de sólo una 
parte ideal de la cosa (arts. 2673, 2676, 2677, 2678, etc.), 
se le obligaba a pagar en relación al valor íntegro del 
bien como si fuese propietario del todo, lo cual, ade- 
más, traía la consecuencia de colocar al condómino en 
una situación de desigualdad frente al resto de los pro- 
pietarios, que sólo pagaban naturalmente en proporción 
del valor real del bien de cuyo dominio eran titulares. 

Aquí, en cambio, como he dicho más arriba, la Pro- 
vincia no desconoce la disposición del art. 2894 del Có- 
digo Civil, que sin duda habrá de ser invocada c inter- 
pretada por las partes cuando procedan a efectuar el 
ajuste de lo que respectivamente les corresponde abo- 
nar; se ha limitado simplemente a ejercer la facultad 
constitucional de determinar un hecho imponible, — la 
acumulación de tierras en manos de un solo propieta- 
rio — , y ha cobrado en vista de ese hecho. 

Por lo expuesto, opino que corresponde el rechazo 
de la demanda. — Buenos Aires, mayo 5 de 1949. — 
Carlos Cm. Delfmo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Ibarra Juan Francisco y Lázaro 
y Caldiano José c.| Buenos Aires la Provincia s.| in- 
constitucionalidad de la ley 4834 de los que resulta: 

Que a fs. 21 se presenta D. Roberto Costa del Sel, 
en nombre y representación de D. Juan Francisco Iba- 
rra y José Lázaro y Caldiano, demandando a la Pro- 
vincia de Buenos Aires por inconstitucionalidad de la 
ley 4834 y devolución de la cantidad de m$iL 130.400,20, 
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pagada on concepto del impuesto establecido por la ci- 
tada ley, con más sus intereses y las costas del juicio. 
Después de sostener la competencia originaria del Tri- 
bunal, se refiere a los antecedentes del caso, que se ex- 
ponen a continuación. 

Don Juan Francisco Ibarra es propietario de cua- 
tro bienes inmuebles situados en la Provincia de Bue- 
nos Aires, con una superficie total de 38.538 hs. 93 as. 
80 es. y además es titular de la nuda propiedad de otro 
inmueble, ubicado en la misma provincia, de 13.264 hs. 
85 as. 65 es., cuyo usufructo vitalicio pertenece a D. 
José Lázaro, que es codemandante en estos autos. La 
demanda se relaciona con tales bienes y las cargas im- 
positivas que soportan en virtud de la ley 4834 sancio- 
nada en 1942, que grava con un impuesto adicional al 
inmobiliario de la ley 4204 a todo inmueble de 10.000 
bectáreas o superficie excedente, de propiedad de una 
misma persona natural o jurídica. El impuesto se li- 
quida sobre el avalúo fiscal del catastro financiero vi- 
gente, conforme a la tasa que establece el art. I 9 y que 
es la que sigue: 6 %o hasta 15.000 hs.; 8 % hasta 20.000 
hs.; 10 %c hasta 25.000 hs.; 12 % hasta 30.000 hs. y 
14 %e más de 30.000 hs. 

Dos capítulos diferentes comprende la demanda. 
Por el primero se impugna la forma en que la Provin- 
cia ha liquidado el adicional de que se trata sobre el 
inmueble dado en usufructo. Los actores sostienen que 
tal tributo debe satisfacerlo el usufructuario, conforme 
a los términos del art. 2894 del Código Civil y que por 
consiguiente, a los efectos de establecer la escala co- 
rrespondiente, no debe considerarse la superficie de los 
otros cuatro inmuebles de que es propietario el Sr, 
Ibarra, como lo ha hecho la Dirección de Rentas de la 
Provincia, rechazando la observación que en tal sentido 
le formularan los interesados. En el segundo capítulo 
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se arguye que el monto del impuesto abonado bajo pro- 
testa el 13 de agosto y 30 de septiembre de 1943 — y 
que en total importa m$n. 130.400,20 — resulta confis L 
catorio en relación con otros tributos y con la renta de 
los inmuebles gravados invocándose los arts. 4, 14 y 17 
de la Constitución Nacional vigente al tiempo de ini- 
ciarse la acción. Los actores desistieron de la demanda 
en cuanto a este segundo punto por escrito agregadó 
a fs. 55 que fué proveído de conformidad a ese respectó 
— fs. 59 — , quedando entonces la litis trabada exclusi- 
vamente sobre el primer punto. 

Con respecto a la parte subsistente de la demanda-, 
la actora arguye que la aplicación de la ley 4834 en la 
forma que se ha hecho respecto del inmueble del cual el 
Sr. Ibarra tiene sólo la nuda propiedad y es usufructua- 
rio el Sr. Lázaro, es inconciliable con el art. 2894 del 
Código Civil según el cual ' 'el usufructuario debe sa- 
tisfacer los impuestos públicos, considerados como gra- 
vámenes a los frutos, o como una deuda del goce de la 
cosa, y también las contribuciones directas impuestas 
sobre los bienes del usufructo* ' y vulnera, en consecuen- 
cia, la primacía que impone el art. 31 de la Constitución 
Nacional de 1853. 

La cuestión que se plantea tiene, a juicio de la ac- 
tora, una considerable importancia práctica. En efecto, 
según sea el criterio que predomine varía fundamen- 
talmente la escala y el importe del impuesto. Si para 
establecer esa escala se parte de la base de que el con- 
tribuyente es el titular del dominio sin consideración 
a las restricciones que el mismo pudiera- reconocer, de- 
berá sumarse a la superficie del inmueble dado en usu- 
fructo — 13.264 hs. 85 as, 65 es. — la de los otros cuatro 
inmuebles de propiedad del Sr. Ibarra y corresponderá 
que se aplique, como lo hizo la Dirección de Itentas, la 
del 14 %o que grava los inmuebles que integran un con- 
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junto do más do 30.000 hoctárcns, lo quo on el caso im- 
porta m$n. 35.078,40. Si so computara únicamente la 
superficie del inmueble en cuestión, so pagaría la tasa 
dol 6 %° más el 2 %o quo os el recargo al ausentismo del 
Sr. Lázaro, valo decir un 8 %<> quo representa m$n 
20.044. En el primor supuesto, que es el de autos, el 
Fisco grava ol inmueblocon referencia al nudo propieta- 
rio, on lugar do hacerlo respecto del usufructuario, y 
percibe do más m$n. 15.033,60, que es la diferencia en- 
tre lo pagado por aplicación de la tasa del 14 %o y lo 
que los actores debieron pagar de haberse aplicado la 
del 8 %o, única suma cuya repetición se persigue después 
del desistimiento de fs. 55. 

Agrégase, además, que lu interpretación adoptada 
por la Provincia importa violar la igualdad que ase- 
gura el art. 16 de la Constitución anterior. Siendo que 
on definitiva, y por aplicación del art. 2894 del Código 
Civil, el impuesto incide sobre el usufructuario, resulta 
que esto — quo no tiene en la Provincia otros derechos 
do propiedad o usufructo — pagará un gravamen del 
14 %o sobre el inmueble de que se trata (de 13.264 hs. 
85 as. 65 es.) en tanto que los demás titulares do tales 
derechos sobre inmuebles cuya superficie esté compren- 
dida entre 10.000 y 15.000 hs., sólo soportarán un im- 
puesto del 6 %a. 

Formulanso también diversas consideraciones con 
respecto a los presupuestos que regulan la materia 
impositiva y a la interpretación que la Corte ha dndó 
a la citada garantía constitucional y se destaca quo por 
razones de orden práctico y dado los lazos familiares 
oxistontos entro ol nudo propietario y el usufructuario 
(el Sr. Ibarra os hijastro del Sr. Lázaro) y la relación 
jurídica derivada do los respectivos derechos sobre el 
inmueble, se resolvió haocr el pago, con las manifesta- 
ciones y reservas a que se alude on ol escrito, aportando 
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el Si\ Lázaro la nunia que resultaría a au cargo por apli 
cación de la tesis expuesta y el Sr. Ibarra la diferencia 
necesaria para cubrir la suma liquidada por la Pro- 
vincia, que alcanza a mfn. 1!>.033,(>0 y cuya devolución 
ahora se gestiona. 

En definitivu los actores solicitan se doclaro la 
inconstitucionalidad do la ley 4834 en su aplicación al 
caso de autos y se condene a la Provincia al pago de la 
suma de $ 15.033,(50 m|n. con intereses y las costas del 
juicio. 

Corrido traslado de la demanda la contesta a fs, 45 
el Dr. Roberto A. Sola por la Provincia de Buenos' 
Aires, negando los hechos y sosteniendo, en cuanto al 
derecho, que el art. 2894 del Código Civil es inaplicable 
en el sub-judice. El impuesto cuya repetición se prcten 
de habría sido creado con posterioridad a la constitución 
del usufructo. De manera que en ningún caso le sería 
aplicable la regla del art. 2894 sino la del art. 2895, que 
establece: "el usufructuario está obligado a contribuir 
con el nudo propietario al pago de las cargas que duran 
te el usufructo hubieren sido impuestas a la propiedad". 
Fuera do ello, las cargas a que se refiere el art. 2894 
son sólo las ordinurias. El impuesto al "latifundio" 
debe considerarse como una carga extraordinaria al 
bien. Por otra parte, el art. V de la ley 4834 establece 
quo el contribuyente es el "propietario" del bien y os 
además indudable quo la Provincia tiene facultades pa- 
ra determinar quién debe soportar el impuesto aludido, 
con prescindencia de las disposiciones del Código Civil 
en materia de cargas en el usufructo. 

En cuanto a la impugnación que se hace respecto 
do la supuesta violación de la igualdad impositiva ga- 
rantida por la Constitución Nacional, la demandada ar- 
guye que aquélla reposu sobre el falso principio de que 
el contribuyente es el usufructuario, no obstante que, 
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en realidad, el sujeto del impuesto no es otro que el 
propietario, a quien se ha requerido y cobrado el gra- 
vamen. Después de considerar la segunda parte de la 
demanda, que fuera desistida, termina solicitando el 
rechazo de la acción intentada, con expresa condenación 
en costas. 

Abierta la causa a prueba se produce la que certifica 
el actuario a fs. 106, alegando las partes sobre su mérito 
a fs. 110 y 113. El Sr. Procurador General dictamina 
a fs. 129 y 

Considerando : 

Que desistida a fs. 55 la impugnación de confisca- 
toriedad, la repetición demandada sólo se funda en que 
al no hacer distinción entre la propiedad y la nuda pro- 
piedad para el cómputo del impuesto la ley 4834 de la 
Provincia de Buenos Aires "impone la calidad de con- 
tribuyente al nudo propietario en contra de lo dispuesto 
por el art. 2894 del Código Civil" que es ley de la Na- 
ción a la que deben ajustarse las leyes provinciales 
(punto 4* de la protesta, fs. 8 vta.), y en que, supuesto 
el pago del gravamen por el nudo propietario como se 
lo reclama la provincia, el arreglo ulterior de cuentas 
con el usufructuario conforme a lo dispuesto por el 
precepto del Código Civil que se acaba de citar impon- 
dría a e6te último el pago de un monto cuya razón de 
ser hállase en algo que nada tiene que ver con su usu- 
fructo, como es el hecho de que el nudo propietario sea 
dueño de otros campos con una extensión total que de- 
termina una tasa muy superior a la que corresponde 
a la extensión del inmueble de que es usufructuario 
(punto o* de la protesta, fs. 9), 

Que la ley en cuestión (4834) grava a todo inmue- 
ble o conjunto de inmuebles de 10.000 hectáreas o de su- 
perficie excedente de propiedad de una misma persona, 
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con un adicional al impuesto inmobiliario que se liqui- 
dará según la escala del art. 1 Q . Los arts. 2894 y 2895 
del Código Civil sólo legislan las relaciones del usufruc- 
tuario con el nudo propietario en orden a la liquidación 
de los impuestos, contribuciones y cargas que en los 
mismos se mencionan. De ningún modo importan de- 
terminación de la persona a quien los impuestos res- 
pectivos deben ser cobrados por la autoridad facultada 
para establecerlos. 

Que ceñido el fundamento de esta parte de la de- 
manda a la invocación del art. 2894 del Código Civil, se 
hace cuestión de que por cobrarse el impuesto inmobi- 
liario del campo de que se trata con un recargo cuya ra- 
zón de ser está en el hecho de que el nudo propietario de 
él sea al mismo tiempo dueño de otras extensiones de 
tierra en la provincia, con lo cual nada tendría que ver 
el usufructuario, ese recargo no puede gravitar sobre 
éste último, y en consecuencia el régimen del artículo 
citado no es susceptible de plena aplicación en este 
caso, pues habría una cierta porción de una contribu- 
ción directa que no recaería sobre el usufructuario, co- 
mo en el precepto se dispone, sino sobre el nudo pro- 
pietario. 

Que el objeto del art. 2894 del Código Civil no es 
establecer norma alguna del régimen impositivo refe- 
rente a los bienes que pueden ser objeto de usufructo, 
sino sólo regular las relaciones del usufructuario con 
el nudo propietario en orden a la liquidación de los im- 
puestos y contribuciones mencionadas en él. De ahí la 
expresa referencia, hecha dos veces, a la relación de los 
impuestos con el usufructo, — "los impuestos públicos 
considerados como gravámenes a los frutos", "contri- 
buciones directas impuestas sobre los bienes del usu- 
fructo". 

Que la agravación del impuesto inmobiliario deter- 
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minada por el hecho de que el nudo propietario del cam- 
po sobre el que se constituyó un usufructo sea dueño de 
otras extensiones concierne al derecho fiscal respectivo 
y no comporta ingerencia alguna en el régimen del Có- 
digo Civil a que se acaba de aludir. Que esa agravación 
deba o no pagarla el usufructuario es cuestión a diluci- 
dar entre él y el nudo propietario, habida cuenta de las 
modalidades del usufructo en cada caso pero aún colo- 
cándose en la hipótesis de que, salvo convención expre- 
sa, no deba pagarla nunca, no se seguiría de ello una 
derogación de lo establecido en el art. 2894, puesto que 
como se acaba de expresar la agravación obedece a una 
cierta condición del nudo propietario (ser dueño, en 
esto caso, de más de 30.000 hectáreas) ajena por com- 
pleto a lo que se contempla en el precepto civil a que se 
acó jen los actores. Trataríase, en todo caso, de la po- 
testad fiscal de computar las extensiones de que se es 
nudo propietario para juzgar si hay latifundio deter- 
minante del adicional de la ley 4834. Pero de ello no se 
hace cuestión en la demanda sino del punto de vista de 
disposiciones civiles que no comportan de ninguna ma- 
nera regulación de dicha potestad (Conf. doct. de Fa- 
llos: 211, 1254 y "Leach's Argentine Estates Limited 
v. Fisco Nacional", sentencia del 30 de mayo de 1949). 

Que la precedente conclusión hace innecesario tra- 
tar el segundo fundamento de la demanda pues en él 
se supone que el usufructuario deba pagar al nudo pro- 
pietario la totalidad de lo cobrado a éste por la provincia 
es decir, lo que corresponde a la extensión del usufructo 
(adicional del 6 %o) más lo que es determinado por el 
hecho de que el nudo propietario sea dueño, en la pro- 
vincia, de más de 30.000 hectáreas (8 %o sobre el 6 % 
indicado). Pero ya se dijo que esta es cuestión a deci- 
dir entre usufructuario y nudo propietario de acuerdo 
con las modalidades de la relación jurídica existente 
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entre ambos. No se puede pretender que la alegación 
de desigualdad se resuelva en este juicio partiendo de 
la solución que a esa cuestión dan por sí y ante sí mismos 
los actores. 

Por tanto, y los fundamentos del dictamen del Sr. 
Procurador General, se rechaza la demanda. Con costas. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



PRIMO DOMINGO TULLI v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los müitares. Inutilización 
para la carrera militar. Ejército. 

El decreto 29.375/44 — aclarado en su ^rt. 225 por el art. 2 
del decreto 19.285/45, ratificado por ley 12.913— si bien 
rige los casos de beneficios au.t no otorgados por causa 
de inutilización para la carrera de las armas por hechos 
ocurridos durante la vigencia de la ley 4707, no es apli- 
cable cuando acordara mayores derechos que los previstos 
por la ley, como sucedería en los supuestos en que bajo 
el régimen anterior no correspondía al peticionante bene- 
ficio alguno. 

No cabe atribuir al citado art. 225 el sólo alcance de impe- 
dir únicamente el otorgamiento de beneficios "in genere" 
para la ley 4707. 

RECORSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Revocación de la sen- 
tencia apelada. 

Revocada por la Corte Suprema la sentencia apelada por 
recurso extraordinario, en razón de tener como funda- 
mento una inteligencia distinta de la atribuida por aqué- 
lla al art. 225 del decreto 29.375/44, y dado que el fallo 
omite la consideración de la situación legal del demandante 
bajo el régimen de la ley 4707, corresponde reenviar el 
espediente al tribunal de la causa, para que dicte nueva 
sentencia. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, julio 31 de 1948. 

T vistos: Para resolver este juicio seguido por D. Primo 
Domingo Tulli contra la Nación por otorgamiento de retiro 
militar y. 

Resultando : 

I. Que el actor demanda a la Nación para que se le otorgue 
H retiro militar que le corresponde de acuerdo al art. 16 del 
título III de la ley 4707, con anterioridad al 31 de enero de 
1M9; pide intereses y costas. 

Dice que mientras cumplía su servicio militar en el Regi- 
miento 2 de Caballería, en Campo de Mayo, el día l 9 de agosto 
de 1938, en acto de servicio, sufrió la fractura de la pierna iz- 
quierda al caerse del' equino que cabalgaba. 

Después de haber sido dado de baja, como no obstante 
haberse sometido a un régimen adecuado, quedara con incapa- 
cidad para la vida civil en forma permanente, solicitó de la auto- 
ridad competente la pensión de retiro a que tenía derecho, 
pero el P. E. subestimando su ingapacidad y fundándose tam- 
bién en que era apto para el servicio de las armas, no hizo 
lugar a su pedido. 

Funda su derecho en la disposición legal que ha citado 
y abundante jurisprudencia existente al respecto. 

II. Que el Sr. Procurado- Fiscal después de nfcgar los 
hechos expuestos por el actor en cuanto no los reconozca expre- 
samente, solicita el rechazo de la demanda, con costas, pues a 
su entender no le es aplicable la disposición legal en que funda 
el derecho que pretende. 

Y considerando: 

I. Que el actor funda su demanda en las disposiciones 
del título III de la ley 4707. 

Los arts. 16, 17 y 18 del título citado, establecen las dis- 
tintas escalas de pensión que corresponden en los casos de retiro 
obligatorio, como consecuencia de la inutilización del soldado 
para continuar en servicio, por enfermedades, defectos físicos 
o heridas sufridas en servicio activo y por acto de servicio. Es 
condición esencial, requerida por esds disposiciones legales 
para que proceda él beneficio de la pensión de retiro/ que el 
soldado haya quedado inutilizado para permanecer en servicio 
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activo y ninguna influencia tiene la incapacidad relacionada 
con la vida civil. Siendo así, surge como lógica consecuencia, 
que e! criterio de los médicos militares es el que debe primar 
para calificar a un soldado apto o no, para su incorporación 
a las filas del Ejército. 

II. Que en este caso, el actor fué calificado como "apto 
para todo servicio, aun en caso de movilización", por la Junta 
Superior de Reconocimientos Médicos, en el examen a que fué 
sometido y según así consta a fs. 47 del expediente administra- 
tivo agregado. 

Quiere decir entonces, que si la clase a que pertenece el 
actor, es llamada al servicio activo, éste deberá también in- 
corporarse, dado que los médicos militares lo consideran en 
perfecta aptitud física para su desempeño en las filas. En 
esas condiciones, es indudable que no le corresponden los bene- 
ficios del retiro que pretende. 

III. Que no mejoran su situación las modificaciones intro- 
ducidas por los decretos 29.375/44 y 19.285/45, hoy ley 12.913, 
pues por el art. 2* del último decreto mencionado, se aclara 
el 225 del primero, en el sentido de que el decreto-ley 29.375- 
44, tampoco regirá para dar derechos que no existían a la 
fecha de su promulgación, salvo expresa disposición del mis- 
mo en contrario. 

Así pues, como en la fecha de promulgación de este último, 
no tenía ningún derecho a pensión el actor, por cuanto ninguna 
influencia tenía para ello su posible disminución de aptitudes 
para la vida civil y en cuanto a la vida militar fué declarado 
apto, por los médicos respectivos, su situación legal no se modi- 
fica frente a las nuevas disposiciones vigentes. 

Por estos fundamentos, fallo: No haciendo lugar a la de- 
manda deducida por Primo Domingo Tulli contra la Nación. 
Con costas. — E. A. Ortiz Basualdo. 



Sentencia de la Címaba Federal 

Buenos Aires, 2 de marzo de 1949. 

Y vistos: Estos autos seguidos por D. Primo Domingo 
Tulli contra la Nación por otorgamiento de pensión militar, 
venidos en apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 70 
contra la sentencia de fs. 68, el tribunal planteó la siguiente 
cuestión a resolver: 
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¿ Es justa la sentencia recurrida? 

Sobre dicha cuestión eJ Sr. Juez Dr. Consoli dijo: 

La prueba rendida en estes autos y en el expediente admi- 
nistrativo acompañado, acredita que el actor, siendo soldado 
conscripto y en circunstancias en que practicaba ejercicios de 
equitación, sufrió el día l 9 de agosto de 1938 una caída que 
le ocasionó la fractura expuesta de la tibia y del peroné iz- 
quierdo. Que sometido al tratamiento medico adecuado, fué 
dado de alta el día 28 de diciembre del mismo año. 

La Junta Superior de Reconocimientos Médicos en su dic- 
tamen de fs. 47 del expediente administrativo, sostiene que 
ambas fracturas han consolidado con pequeñas secuelas (hipo- 
trofia del cuadríceps y músculos de la pierna izquierda) que 
no le impiden el libre uso del miembro afectado, por lo cual 
lo declara apto para todo servicio, aun en caso de movilización 
y con una incapacidad del 5 % para el trabajo en la vida civil. 

La pericia practicada a fs. 51 de estos autos ha constatado 
que el actor, si bien presenta consolidadas las fracturas sufri- 
das, el examen radiográfico efectuado demuestra que el eje de 
la pierna izquierda ha quedado modificado, formando un ángu- 
lo apreciable a simple vista, notándose además una discreta 
hipotrofia del músculo cuadríceps y una disminución de la 
circunferencia de ese miembro. Afirma el perito que si bien 
los movimientos activos y pasivos del cuello del pie y de la 
rodilla se efectúan sin dolor, la marcha se encuentra pertur- 
bada por la pérdida de la rectitud de su eje, de manera que 
el actor debe realizar un esfuerzo muscular para colocar la 
planta del pie sobre el suelo, ya que la desviación del eje 
tiende a hacerla girar hacia adentro. Que en esas condiciones 
la estación de pie prolongada y con mayor razón la marcha, 
tiene que determinar los trastornos de que se queja el actor 
(dolores y adormecimientos) llegando a veces a hacer claudi- 
car el miembro en cuestión, provocando rengueo. 

Por tales circunstancias y teniendo en cuenta que su oficio 
es el de agricultor, estima que el actor, como consecuencia del 
accidente de referencia ha sufrido una incapacidad permanente 
para el trabajo en la vida civil del 18 %. 

Se ha sostenido en estos autos que para acordar el bene- 
ficio solicitado sólo puede tomarse en cuenta el hecho de si el 
accidente ha inutilizado o no al actor para continuar en las 
filas del Ejército, con prescindencia de ai el mismo ha deter- 
minado o no una incapacidad para el trabajo en la vida civil. 

Es exacto que los arts. 16 a 18 del Cap. V, Tít. III de la 
ley 4707 sólo mencionan el primer factor como elemento esencial 
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para acordar la pensión de retiro en caso de enfermedad o 
accidente, pero también lo es que ese criterio ha sido modifi- 
cado por la nueva ley orgánica del Ejército (decreto 29.375 
ratificado por la ley 12.913) que refiriéndose en especial a los 
cabos y soldados conscriptos toma en el art. 209 exclusiva- 
mente en cuenta el grado de incapacidad para el trabajo en la 
vida civil sufrida como consecuencia de defecto físico o enfer- 
medad adquiridos en actos de servicio, para acordar la pensión 
de retiro, habiendo fijado en el art. 41 del decreto reglamenta- 
rio 22.559/45 la escala con arreglo a la cual debe concederse 
ese beneficio, apreciando para ello únicamente el porcentaje 
de incapacidad sufrida. 

Se ha afirmado que de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 225 del decreto citado, las disposiciones de la nueva ley 
orgánica del Ejército no son aplicables al caso de autos, por 
cuanto dicho artículo prohibe acordar a los casos anteriores 
beneficios que no existían a la fecha de su promulgación. Esti- 
mo que ese criterio es equivocado por cuanto la nueva ley orgá- 
nica acuerda el mismo beneficio que ya existía en la anterior, 
o sea la pensión. de retiro en caso de defecto físico o enfer- 
medad adquiridos en actos de servicio, indicando sólo qué fac- 
tores deben tenerse en cuenta en adelante para concederlo. 

No debe olvidarse que se trata de cabos y soldados cons- 
criptos cuya situación es muy distinta de la del militar de 
carrera. El conscripto sólo tiene una permanencia accidental 
y transitoria en el Ejército y su destino no es otro que el de 
volver a su actividad en la vida civil en cuanto termine el 
período de conscripción. De aquí que la lesión patrimonial que 
sufre en caso de enfermedad o defecto físico adquiridos en 
actos de servicio, no es por el hecho de haber quedado inutili- 
zado para continuar en las filas del Ejército, sino por la pér- 
dida parcial o total que pueda haber sufrido de sus aptitudes 
físicas o mentales, que le impedirán restituirse a su trabajo 
con la misma capacidad con que lo hacía en el momento de su 
incorporación. 

Ha procedido, pues, acertadamente la nueva ley orgánica 
del Ejército al tomar en cuenta exclusivamente ese factor para 
acordar o negar el derecho a la pensión de retiro del conscripto 
y fijar, de acuerdo con el grado de incapacidad sufrida, el por- 
centaje en que debe acordarse ese beneficio. 

Que, finalmente, el Estado al imponer al ciudadano la 
obligación de incorporarse al Ejército durante el termino de la 
conscripción, sustrayéndolo así a sus tareas habituales para 
llevar a cabo una función inherente a la defensa del país, 
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contrae moralmente la obligación de restituirlo a la sociedad, 
vencido el término de la conscripción, en condiciones de que 
pueda reintegrarse a sus actividades en la vida civil, con la 
misma capacidad de trabajo que antes tenía. De aquí que sea 
responsable, en razón del riesgo especial a que se somete al 
soldado mientras permanece bajo bandera, de los defectos físi- 
cos o enfermedades que pueda adquirir en actos de servicio. 
La nueva ley orgánica con un criterio lógico y razonable que 
se ajusta a la realidad de los hechos, ha tenido en cuenta esas 
circunstancias para acordar la pensión de retiro, como se ha 
visto, con la proporción que corresponda de acuerdo con el 
grado de incapacidad para el trabajo sufrida, suprimiendo 
en cuanto a los conscriptos, la condición de imposibilidad para 
continuar la carrera que para todos los militares establecía 
la ley 4707. 

Si, como en el caso de autos, se demuestra concluyentc- 
mente que un ciudadano en el servicio militar ha sufrido en 
actos de servicio un defecto físico que lo ha dejado parcial y 
permanentemente incapacitado para reanudar en la plenitud 
de sus facultades su oficio o profesión, es de estricta justicia 
que el Estado lo indemnice del daño sufrido, acordándole la 
pensión de retiro proporcional al monto de esa incapacidad. 

Lo expuesto me determina a votar por la revocatoria del 
fallo recurrido, estimando que debe hacerse lugar a la deman- 
da y declarar que la Nación debe acordar al actor, de acuerdo 
con la escala que establece el art. 41 del D. R. 22.559 del año 
1945 la pensión de retiro equivalente al 40 % del sueldo de 
cabo. 

Los Señores Jueces Dres. Herrera y García Rams adhirie- 
ron al voto precedente. 

Por el mérito que ofrece la votación que instruye el acuer- 
do que antecede, se revoca la sentencia recurridu de fs. 68 y 
se declara que la Nación debe acordar a D. Primo Domingo 
Tullí la pensión de retiro que le corresponde equivalente al 
40 % del sueldo de cabo y abonarle las mensualidades atrasa- 
das desde el 3 de julio de 1940, con sus intereses desde la noti- 
ficación de la demanda; con costas de ambas instancias a la 
demandada. — Carlos Herrera. — Horacio García Rams. — 
Maximiliano Consoli. 
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Buenos Aires, 8 de agosto de 1949. 

Vistos los autos: 4 'Tullí Primo Domingo c.| Gobier- 
no de la Nación s.| pensión militar", en los que se ha 
concedido a fs. 92 vta. el recurso extraordinario. 

Y Considerando: 

Que el art. 2 del decreto 19.285|45 —ratificado por 
ley 12.913— aclara el art. 225 del decreto 29.357 en el 
sentido de que éste no "regirá para dar derechos que 
no existían a la fecha de su promulgación, salvo ex- 
presa disposición del mismo en contrario". 

Que interpretando este texto el Tribunal ha tenido 
ocasión de decidir — Fallos: 208, 263 — que el decreto 
29.357 si bien rige los casos de beneficios aún no otor- 
gados por causa de inutilización para la carrera de las 
armas por hechos ocurridos durante la vigencia de la 
ley 4707, no es aplicable cuando acordara mayores de- 
rechos que los previstos por la ley. Tal es, desde luego, 
el caso, en los supuestos en que bajo el régimen anterior, 
no correspondía al peticionante beneficio alguno. 

Que no cabe atribuir al artículo en cuestión el solo 
alcance de impedir únicamente el otorgamiento de be- 
neficios desconocidos "in genere' 1 para la ley 4707, 
porque siendo los acordados por el nuevo estatuto or- 
gánico esencialmente los mismos del anterior — retiro y 
pensión — el precepto carecería de objeto. 

Que en cuanto la sentencia apelada tiene por fun- 
damento una inteligencia distinta de la norma federal 
de que se trata, debe ser revocada. Y como quiera que 
el fallo omite la consideración de la situación legal del 
demandante bajo el régimen de la ley 4707 — conside- 
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raudo I y II de la sentencia de primera instancia — co- 
rresponde reenviar la causa a los fines del art. 16, apar- 
tado 1* de la ley 48. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 
84. Y vuelvan los autos a la Cámara apelada para que 
dicte en los mismos nueva sentencia. 

Luis R. Longhí — Rodolfo G- 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



CARLOS ALBERTO CUCCARO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia penal. Delitos 
en particular. Encubrimiento. 

N La circunstancia de que el conocimiento del delito prin- 
cipal corresponda a la justicia federal no obsta a la com- 
petencia de los tribunales ordinarios del luírar en que 
se cometió el encubrimiento a los cuales corresponde cono- 
cer respecto de este último delito. 

Dictamen del Procuhador General 

Suprema Corte: 

Se imputa en estos autos a Carlos Alberto Cuccaro 
la comisión del delito de encubrimiento previsto en el 
art. 277, inc. 3° del Código Penal, consistente en el hecho 
de haber vendido a la casa Griensu un microscopio, mar- 
ca "Leitz", hurtado por Carlos Eduardo Hermida en 
el Instituto "Juan O. Hall" de la Facultad de Ciencias 
Físico Naturales de la Universidad Nacional de Bue- 
nos Aires. 

Han declarado su incompetencia .para conocer en 
este hecho, tanto el Juzgado Federal en lo Criminal y 
Correccional N* 2 de la Capital como el Juzgado de 
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Instrucción en lo Criminal N p 7 do la misma ciudad 
(resoluciones de fs. 4 vta., 17 vta., 18 y 31). Se ha tra- 
bado así una contienda de competencia negativa cuya 
solución debe dictar V. E., de conformidad con lo que 
dispone el art. 9* inc. b, de la ley 4055, atento lo resuelto 
al fallar el 5 de mayo ppdo. la causa "Anderson Enri- 
que H. y otros — infracción a la ley 12.096". 

El délito de encubrimiento es, sin duda, un delito 
que obstruye el buen servicio o desempeño de quienes 
como representantes de uno de los poderes públicos ad- 
ministran justicia, desde que la comisión del mismo 
les dificulta la consecución de los fines propios de su 
función, sea ocultando al delincuente, sea eliminando 
pruebas, o bien haciendo desaparecer el objeto del deli- 
to, etc. 

Ahora bien, la ley n* 48 de jurisdicción y competen- 
cia de los tribunales nacionales enumera en su art. 3 9 
inc. 3°, una serie de causas criminales, cuyo conocimien- 
to declara corresponder a los Jueces de Sección. Entre 
ellas figuran las relativas a los crímenes que obstruyan 
o corrompan el buen servicio de los empleados de la 
Nación. Se trata, como se ve, de un caso de atribución 
de competencia por razón de la materia. 

Frente al delito imputado, incluido dentro de la 
ley penal en el título relativo a los delitos contra la ad- 
ministración pública, cabe, pues, preguntarse a qué 
administración pública, — o más específicamente, a qué 
administración de justicia, ofende: ¿a la federal o a la 
local? 

La respuesta no parace dudosa en el sub-judice. El 
encubrimiento que se imputa a Carlos Alberto Cuccaro 
ha obstruido el averiguamiento por la justicia federal 
de un delito de hurto cuyo juzgamiento le compete en 
razón del lugar donde el mismo fué cometido. Ella es, 
pues, la afectada y a ella le corresponde, por tanto, — 
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ratione materiae (art. 3% inc. 3*, de la ley 48) — conocer 
de la presente causa. 

Esta conclusión no se opone a lo resuelto por V. E. 
en el sentido de que el delito de encubrimiento es inde- 
pendiente del delito principal. A este respecto, me pa- 
rece indudable que si el encubrimiento es cometido en 
lugar distinto del hecho principal corresponde al juez 
de aquél y no al de éste entender en el caso, pero, no 
debe olvidarse que aparte de la competencia "ratione 
loci" está la competencia "ratione materiae". 

En 152:428, fundamento de la jurisprudencia de 
V. E. sobre esta materia, así como en 167 : 382 y 169 : 387, 
se decidieron contiendas de competencia, atendiéndose 
exclusivamente como correspondía al criterio del lugar 
donde se había consumado el encubrimiento, pues se 
trataba de cuestiones jurisdiccionales en las que no in- 
tervenía la justicia federal y no existía, por tanto, el 
problema de la competencia por razón de la materia que 
resulta del art. 3% inc. 3% de la ley 48. Pero, a partir 
de 179:353 hasta llegar a 210:474, — en cuya ocasión el 
suscripto invocó la jurisprudencia ahora observada — se 
extendió ese criterio a casos en los cuales, pienso, 
después de un más meditado estuJio de la cuestión, ya 
no podía seguir rigiendo, pues justamente dejó de te- 
nerse en cuenta que, sin perjuicio de la consideración del 
lugar donde se comete el delito de encubrimiento, ju- 
gaba el factor de la naturaleza federal de la institución 
afectada. 

Sentado, pues, que' en mi opinión es la justicia fe- 
deral quien debe conocer del caso ratione materia, res- 
taría determinar a qué juez federal le corresponde in- 
tervenir por razón del lugar donde fué cometido el hecho. 
La cuestión, no presenta dificultades : habiéndose reali- 
zado la acción calificada como encubrimiento en la 
Capital es a los jueces federales con jurisdicción en ella 
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a quienes corresponde entender del hecho ; esto último, 
dejando bien a salvo que para tal conclusión no inter- 
viene en absoluto la consideración, mencionada en el dic- 
tamen de fs. 17 y acogida en el auto de fs. 17 vta. 
respecto a la conveniencia de que tramiten en una sola 
causa el juzgamiento del hecho que da lugar al encu- 
brimiento y el de este último, puesto que, según he recor- 
dado con insistencia, el encubrimiento es un delito 4 4 per 
se" o independiente y, como tal, la competencia territo-^ 
rial para juzgarlo está determinada, en definitiva, por 
el lugar en que se consuma. 

Por todo ello, opino que corresponde dirimir la 
presente contienda, declarando la competencia del Juz- 
gado Federal en lo Criminal y Correccional N 9 2 de la 
Capital para conocer y juzgar del delito de encubri- 
miento atribuido a Carlos Alberto Cuccaro. — Buenos 
Aires, julio 6 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Autos y vistos : 

Atento la reiterada y uniforme jurisprudencia del 
Tribunal (Fallos: 210, 474 y los allí citados) y oído et 
Sr. Procurador General, declárase que el Sr. Juez de 
Instrucción en lo Criminal de la Capital Federal es el 
competente para conocer de la presente causa seguida 
contra Carlos Alberto Cúccaro sobre encubrimiento. 
En consecuencia, remítansele los autos y hágase saber 
al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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DOMINGO DE NEGRI v. ESTABLECIMIENTOS 
SANNA Y CIA. S. R. L. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia territorial. Ele- 
mentas determinantes. Lugar convenido expresamente. 

Resultando claramente del contrato de prenda agraria la 
voluntad de las partes de someter las cuestiones que de él 
derivan a los tribunales de alguno de los lugares especi- 
ficados, a elección del acreedor, y habiéndose efectuado 
ésta, debe declararse la competencia de los elegidos por 
dicha parte, con prescmdencia del lugar del cumplimiento 
del contrato, para conocer de la demanda promovida por 
el deudor sobre rescisión de la compraventa y nulidad de 
la prenda. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Incidentes ;/ cuestiones co- 
nexas. Prenda agraria. 

Promovida ejecución por el acreedor contra el deudor de 
una obligación garantida con prenda agraria, ante los 
tribunales de la Capital Federal — en cuyas actuaciones 
se dictó la correspondiente sentencia y se remató el bien 
gravado por la prenda — corresponde también a ellos el 
conocimiento de la acción promovida por el ejecutado ante 
el juzgado de una provincia tendiente a obtener la res- 
cisión del contrato de compraventa, con devolución de la 
seña y otro tanto, y la nulidad de la prenda constituida 
sobre la cosa vendida en garantía del pago del precio. 



Dictamen' del Procurado!? General 

Suprema Corte: 

Ante la justicia de primera instancia en lo civil 
de Dolores (Pcia. de Buenos Aires), Domingo De Ne- 
gri, vecino de Nccochea, demandó por vía ordinaria a 
"Establecimientos Sanna y Cía. S. R. L.'\ con domici- 
lio en la Capital Federal, por rescisión, de contrato de 
compra-venta, devolución de seña y nulidad de prenda 
(fs. 2, exp. 20.498). 
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Emplazada demandada por medio de exhorto pa- 
ra que contestase la acción, promovió con éxito ante el 
Juzgado de Comercio N v 4 cuestión de competencia por 
inhibitoria (fs. 27, exp. 53.318). El Juez de Dolores 
había reiterado con anterioridad su competencia (fs. 
45 vta.), con lo que quedó trabada la contienda que debe 
dirimir V. E. en virtud de lo dispuesto por el art. 9* 
de la ley 4055. 

El pleito tiene su origen en el contrato de prenda 
celebrado entre las partes en litigio y agregado a fs. 
2/3, del juicio N* 30.231 en el cual se convino que po- 
dría ejecutarse, a elección del acreedor, en el lugar 
donde estuviesen los bienes prendados, o en la Capital 
Federal, a cuyo efecto constituyó domicilio especial 
Domingo De Negri, en la Avenida de Mayo N* 1370. 
Ejercitando dicha facultad, Establecimientos Sanna y 
Cía. ejecutó la prenda ante el Juzgado en lo Comercial 
N 9 5 de la ciudad de Buenos Aires, según resulta del 
preindicado expediente 30.231 agregado por cuerda se- 
parada. 

Trátase, indudablemente, del ejercicio de una ac- 
ción personal, y, en tales condiciones, V. E. ha decla- 
rado en forma reiterada que es juez competente para 
el conocimiento de los pleitos en que las mismas se ejer- 
citen, 44 el del lugar señalado explícita o implícitamente 
para la ejecución del contrato, cualquiera que sean las 
prestaciones que se demanden, ya principales, ya ac- 
cesorias" (114, 259; 158, 112; 159, 172; 162, 252, entre 
otros). 

Por los razones precedentes, opino que el presente 
conflicto debe ser dirimido en favor de la competencia 
del Sr, Juez de Comercio de la Capital de la República. 
— Bs. Aires, noviembre 18 de 1948. — Carlos G. Del- 
fino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que en el contrato de prenda agraria agregado a f s. 
2 del expediente n 9 30.231, las partes convinieron que 
aquél podrá "ejecutarse a elección del acreedor donde 
estén los bienes prendados, donde reside el deudor, o 
en la Capital Federal". 

Que de acuerdo con esa cláusula, el acreedor pro- 
movió ejecución contra el deudor ante el Juzgado en lo 
Comercial en turno de la Capital Federal, en la cual se 
dictó la correspondiente sentencia (fs. 44 vta.) y se 
remató el bien gravado por la prenda (fs. 54 y sigtes). 

Que la acción promovida por el deudor ante el Juz- 
gado en lo Civil y Comercial n 9 2 del Departamento del 
Sud de la Prov. de Buenos Aires, tiene por objeto la 
rescisión del contrato de compra-venta, con devolución 
de la seña y otro tanto, y la nulidad de la prenda cons- 
tituida sobre la cosa vendida en garantía del pago del 
precio. 

Que resulta clara la voluntad de las partes de so- 
meter las cuestiones derivadas del contrato de refe- 
rencia al conocimiento de los tribunales de alguno de 
los lugares especificados, a elección del acreedor pren- 
dario. 

Que es, además, evidente la íntima conexión exis- 
tente entre el juicio ejecutivo seguido por el acreedor 
y la acción deducida poco tiempo después por el deudor 
cuya consecuencia, en el caso de prosperar, sería la 
anulación de la prenda y de los efectos de la menciona- 
da ejecución ; por lo que dicha demanda se halla en si- 
tuación análoga al juicio ordinario subsiguiente al eje- 
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cutivo, cuyo conocimiento corresponde a los tribunales 
ante los cuales tramitó este último (Fallos: 147, 352). 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, declárase que e4 Sr. Juez de 
Comercio de la Capital Federal es competente para co- 
nocer de la causa "De Negri Domingo contra Estable- 
cimientos Sanna y Cía., S. R. L. sobre rescisión de 
contrato". En consecuencia, remítansele los autos y 
hágase saber al Sr. Juez en lo Civil y Comercial del 
Departamento del Sud de la Prov. de Buenos Aires en 
la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes. 



COLON QUIROGA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Prin- 
cipios generales. 

^ Es misión legítima y propia de la justicia federal la de- 
fensa y el resguardo de las instituciones e intereses fede- 
rales, fundada en la consideración de que el, gobierno cen- 
tral dejaría de existir si perdiera el poder de protegerse 
a sí mismo en el ejercicio de las facultades que como tal 
le corresponden. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Causas 
penales. Delitos que obstntyen el normal funcionamiento de las ins- 
tituciones nacionales. 

\- Corresponde a la justicia federal conocer de la denuncia 
referente a delitos imputados al Superintendente General 
de Seguros de la Nación, en el desempeño de las funciones 
de interventor en una compañía de seguros para la cual 
fué designado por un Gobierno Provincial en su carácter 
de funcionario nacional y con autorización del Poder Eje- 
cutivo de la Nación. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Cau- 
cas penales. Generalidades. 

La jurisprudencia de la Corto Suprema según la cual en 
las causas penales es improcedente el fuero federal por 
razón de las personas, no excluye del conocimiento de los 
jueces de sección los delitos cometidos por o contra emplea- 
dos de la Nación en el desempeño de sus funciones. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Fe 
dispuso, por decreto 2887 de 29 de abril de 1947 (fs. 71/ 
72), intervenir la Sociedad Anónima de Seguros "La 
Comercial de Rosario", designando al efecto a la Su- 
perintendencia de Seguros de la Nación, y ordenando 
que se pusiera en posesión del cargo al Director Gene- 
ral de ese organismo, Dr. Julio Miguel Valle. 

Por la actuación que tuvo el nombrado en esa in- 
tervención se le ha formulado la presente denuncia 
criminal, en la que se discute si corresponde conocer 
a la justicia federal o a la de i nstrucción de Rosario. 

La contienda debe resolverse a la luz de las si- 
guientes consideraciones: 

l 9 Que la intervención que cupo a la Superinten- 
dencia de Seguros y a quien la haya representado no 
proviene de funciones encomendadas por ley o autori- 
dad nacional si no por designación de un poder de pro- 
vincia. 

2° Que les delitos imputados son de carácter co- 
mún. 

3 9 Que el fuero federal por razón de las personas 
no procede en materia criminal (197, 155 y los allí ci- 
tados). 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



351 



4* Que el decreto 33.265 (ley 13.030) no ha modi- 
ficado la competencia en lo penal de la justicia fede- 
ral establecida por las leyes 48 y 4055 (211, 322). 

En consecuencia, opino que el Sr. Juez de Instruc- 
ción provincial es el competente para entender en estos 
autos. — B9. Aires, julio P de 1949. — Carlos G. Del- 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: Considerando : 

Que, auto una comunicación del Superior Gobier- 
no de la Nación en la que se puntualizaba la situación 
irregular en que la Compañía de Seguros 4 'La Comer- 
cial de Rosario" desenvolvía sus actividades, compro- 
bada en el curso de sucesivas investigaciones efectua- 
das por la Superintendencia de Seguros de la Nación; 
considerando que era necesario intervenir de inmedia- 
to la dirección y administración de dicha sociedad; que 
la mencionada repartición es la encargada de las fun- 
ciones de policía del seguro en todo el territorio de la 
República de conformidad con lo dispuesto en el art. 
102 (T. O.) de la ley 11.672, edición de 1938, y decreto 
reglamentario; que por el decreto provincial n v 2185, 
del 7 de mayo de 1940 se coordinaron las funciones del 
mencionado organismo nacional con las que tienen a 
su cargo los de la Provincia de Santa Fe, y que el Po- 
der Ejecutivo Federal había prestado su conformidad 
para la designación de la Superintendencia de Seguros 
de la Nación como interventora de la citada empresa, 
el Poder Ejecutivo de la nombrada provincia dispuso 
intervenirla, hacer cesar en sus funciones a todas sus 
autoridades y designar en su reemplazo y con carácter 
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de interventora en la dirección y administración de ]ob 
negocios de la Compañía a la Superintendencia de Se- 
guros de la Nación, a cuyo efecto debía ponerse en po- 
sesión del cargo al Director General de esta última, 
Dr. Julio Miguel Valle, quien actuaría en representa- 
ción de la mencionada repartición (fs. 39 y 71). 

Que, previo las investigaciones efectuadas por la 
Superintendencia General de Seguros de la Nación, se 
procedió a la elección de nuevas autoridades sociales a 
las que se hizo entrega de la compañía cesando la in- 
tervención de aquella repartición, cuyos actos fueron 
aprobados por decreto del Poder Ejecutivo provincial 
de fecha 3 de mayo de 1948 (fs. 73/76). 

Que en la denuncia presentada a fs. 1 y sigtes. por 
el Sr. Colón Quiroga se imputa al Sr. Superintendente 
General de Seguros de la Nación, Dr. Julio Miguel Va- 
lle, la comisión de los delitos previstos por los arts. 
168, 265, 248, 300, inc. 3% 210 y 172 del Código Penal, 
además de otras irregularidades que a juicio del de- 
nunciante pueden ser delictuosas, en el desempeño de 
las funciones a que se ha hecho referencia en los con- 
siderandos anteriores (ver fs. 2). La denuncia se hace 
extensiva a todos los que por cualquier concepto apa- 
rezcan complicados en la comisión do los delitos men- 
cionados (fs. 2 vta.). 

Que la actuación del Dr. Valle no le fué encomen- 
dada ni se cumplió a título particular sino en su cali- 
dad de director y, por lo mismo, representante de la 
Superintendencia General de Seguros de la Nación, a 
la cual se designó interventora en su carácter de re- 
partición nacional y en atención a las funciones que le 
corresponden por la ley n 9 11.672 (t. o.) y por el res- 
pectivo decreto reglamentario n 9 23.350 del 6 de febrero 
de 1939, que establecieron su régimen, en consonancia 
con cuyas normas el Poder Ejecutivo de la Provincia 
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de Santa Fe entendió dictar el decreto rí> 2185 del 7 de 
mayo de 1940, lo mismo que el de otras provincias, 
como Buenos Aires (decreto tí> 189 del 17/6/1940), 
Entre Ríos (decreto n 9 198 del 4/7/1941), San Luis (de- 
creto n° 431 del 4/9/1941), Mendoza (decreto n* 953 del 
9/10/1941) y Tucumán (decreto n' 460 del 20/3/1942). 

Basta recordar, al respecto, que según ley 11.672, 
punto 15 m fine del art. 102 del T. O. edición de 1938 
—122 del T. O. de 1939— además de las funciones de 
fiscalización que le atribuye el punto 2 9 , corresponde a 
la Superintendencia de Seguros promover la reducción 
del capital de las compañís de seguros en los casos que 
prevé el art. 369 del Código de Comercio, y que el de- 
creto reglamentario de su régimen legal (n° 23.380 del 
6 de febrero de 1939) establece en el art. 37 que dicho 
organismo "prestará su concurso a los gobiernos de 
provincia toda vez que éstos lo requieran para la me- 
jor consecución de los propósitos perseguidos por la 
ley y sus reglamentaciones". 

Que, por consiguiente, el Dr. Valle ha actuado en 
el desempeño de tareas que le correspondían como fun- 
cionario de la Nación y con expresa autorización del 
Superior Gobierno de la misma, según consta en el de- 
creto que le designó (fs. 39 y 71). 

Que a través de una serie de fallos concordantes 
(193, 345; 197, 161; 199, 394; 205, 545; 207, 129; 210, 
643 y 830; 211, 1814; sentencia del 5 de mayo ppdo. in 
re " Jannun Husne, cohecho") la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema se ha orientado en el sentido de que 
corresponde a los jueces nacionales de sección el co- 
nocimiento de los delitos cometidos por o contra los em- 
pleados de la Nación en el desempeño de sus funciones, 
por ser misión legítima y propia de esa justicia la de- 
fensa y el resguardo de las instituciones e intereses 
federales fundada en la consideración de que el go- 
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bierno central dejaría de existir si perdiera el poder 
de protegerse a sí mismo en el ejercicio de las faculta- 
des que como tal le corresponden. 

Que lo resuelto por esta Corte Suprema en el fallo 
del t. 197, pag. 155 sólo se refiere a la improcedencia 
del fuero federal por razón de distinta nacionalidad en 
las causas criminales, por lo que es inaplicable al pre- 
sente caso. 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, de- 
clárase que el conocimiento de la presente causa co- 
rresponde al Sr. Juez Federal de Rosario, a quien se 
remitirán los autos, haciéndose saber en la forma de 
estilo al Sr. Juez de Instrucción de dicha ciudad. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



ROBERTO ANTONIO SABBIONE 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

La sola circunstancia de haber perdido e] estado militar 
con posterioridad a la comisión de los actos delictuosos que 
se le imputan, no basta para substraer al procesado de la 
jurisdicción militar a que le sometían el hecho y las cir- 
cunstancias en que lo cometió. 

\ JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia militar. 

La competencia atribuida a la justicia federal no altera la 
jurisdicción militar en los casos en que, según las leyes 
existentes, debe procederse por los Consejos de Guerra. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia militar. 

El art. 49 do la ley orgánica del Ejército — decretos 19.285/ 
45 y 14.584/46, ratificados por la ley 12 913— no ha alte- 
rado la competencia de los tribunales militares establecida 
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por el art. 117 del respectivo código, ni el orden de prefe- 
rencias previsto en su art. 122, que se refiere a tribunales 
ordinarios por oposición a los militares. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Correspondo a los tribunales militares juzgar al procesado 
por los delitos previstos en el Código de Justicia Militar 
que se le imputa haber cometido mientras se hallaba cum- 
pliendo el servicio de las armas, con prelación respecto del 
juez federal, que deberá juzgar al acusado por los delitos 
posteriores a la fecha en que fue dado de baja en el 
Ejército. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Resulta de las actuaciones producidas, que Roberto 
Antonio Sabbionc está procesado ante la justicia fe- 
deral de la Capital por infracción al art. 49 de la Ley 
Orgánica del Ejército N* 12.913, y en la justicia cas- 
trense por infracción a los arts. 802 inc. 2° y 806 ines. 5 9 , 
6 Q y 7* del Código de Justicia Militar. Estos últimos 
delitos los habría cometido durante el tiempo que pres- 
tó servicios en el Distrito Militar "Buenos Aires", 
como soldado conscripto de.su clase. 

El Sr. Juez Federal no hizo lugar al pedido de 
prioridad para juzgar al encausado hecho a fs. 625 por 
el Juez de Instrucción Militar, porque a su juicio, el 
art. 12^2 del Código de Justicia Militar ha sido modifi- 
cado por el art. 49 do la Ley Orgánica del Ejército 
N v 12.913. Con la resolución de fs. 632, la contienda ha 
quedado trabada en condiciones de ser dirimida por 
V. E. (art. 9*, ley 4055). 

Respecto a lo manifestado por el Sr. Juez Federal, 
cabe destacar que el citado art. 122 del Código de Jus- 
ticia Militar, no ha podido en forma alguna quedar mo- 
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dificado por la norma contenida en el 49 in fine de la 
Ley Orgánica, pues este último, en el supuesto de con- 
figurar un delito civil, sólo determinaría la inaplicabi- 
lidad de aquél al presente caso. 

En cuanto al delito que tipifica el mencionado art. 
49 en su parte final es, en razón de la pena que impone 
— prisión mayor — netamente militar; su aplicación es- 
tá reservada exclusivamente a los Consejos de Guerra 
(art. 518, Código de Justicia Militar), y de ella no son 
pasibles los civiles. 

Por último, debe tenerse presente que la actividad 
ilícita de Sabbione mientras se desempeñaba como sol- 
dado conscripto en el Distrito Militar "Buenos Airea" 
configura un delito militar (art. 503), y que el monto 
de la pena fijada por el art. 806 del Código de Justicia 
Militar, no es inferior al señalado para el de falsedad 
que debe juzgar la justicia federal. 

En mérito a las razones expuestas, pienso que el 
Sr. Juez de Instrucción Militar tiene prioridad para 
intervenir en el proceso. — Bs. Aires, julio 15 de 1949. 
— Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Autos y vistos : Considerando : 

Que el Sr. Juez Federal en lo Criminal y Correc- 
cional de la Capital procesa a Roberto Antonio Sabbio- 
ne por las infracciones al art. 49 de la ley orgánica del 
ejército (decreto 29.375/44 modificado por los decre- 
tos 19.285/45 y 14.584/46 ratificados por la ley 12.913), 
que habrían sido cometidos por aquél cuando prestó 
servicios como conscripto en el Ejército y después de 
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haber sido dado de baja. Dicho artículo establece la 
pena de dos a cuatro años de prisión efectiva respecto 
de los civiles y la de prisión mayor y accesorias corres- 
pondientes para los militares. 

Que, por su parte, el Sr. Juez de Instrucción Mili- 
tar procesa al nombrado Sabbione por su intervención 
en las exenciones dolosas otorgadas mientras prestaba 
el servicio militar, hechos que a su juicio encuadran en 
las disposiciones de los arts. 802 y 806 del Código de 
Justicia Militar. Por establecer éstos penas más gra- 
ves — prisión menor o mayor hasta cinco años el prime- 
ro de ellos, y prisión mayor o presidio de 3 a 6 años 
el segundo — y atento lo dispuesto por el art. 122 del 
Código de Justicia Militar, afirma tener prioridad so- 
bre la justicia federal para juzgar al procesado (fs. 
49 y sigtes. de este incidente). 

Que, a su vez el Sr. Juez de Sección se opone a la 
pretensión de aquel magistrado atento lo que establece 
el art. 49 de la ley orgánica del Ejército y el art. 36 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal (fs. 632 de 
los autos principales). 

Que la cuestión planteada al comienzo tan sólo co- 
mo de prioridad (fs. 328, 339 vta., 512, 537 y 557 vta.) 
importa una de competencia pues, fundado en el art. 49 
precedentemente citado, el Sr. Juez Federal desconoce, 
en realidad, al Sr. Juez de Instrucción Militar jurisdic- 
ción con respecto a los delitos que Sabbione habría co- 
metido durante su permanencia en las filas del Ejército 
(ver actuaciones de fs. 603, 605, 631 y 632). 

Que la sola circunstancia de haber perdido el es- 
tado militar con posterioridad a la comisión de los ac- 
tos delictuosos que se le imputan, no basta para subs- 
traer al procesado de la jurisdicción militar a que le 
sometían el hecho y las circunstancias en que lo come- 
tió (Fallos: 114, 193; 146, 361). 
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Que, por otra parte, la competencia atribuida a la 
justicia federal no altera la jurisdicción militar en los 
casos en que, según las leyes existentes, debe procederse 
por los Consejos de Guerra (ley 48, art. 7; fallos: 149, 
254). 

Que la jurisdicción militar establecida por el art. 
117 del código respectivo no ha sido alterada por el art. 
49 de la ley orgánica del Ejército. Este último artículo 
consta de dos partes : la primera, referente a las penas 
aplicables a los civiles, y a los jueces competentes para 
juzgarlos; la segunda, relativa a lás penas aplicables 
a los militares- Es obvio que, aun cuando nada establece 
esta última parte acerca de los tribunales competentes, 
no pueden ser otros que los establecidos por el Código 
de Justicia Militar ; porque las penas a que se refiere 
sólo son aplicables por ellos (arts. 518, 527, 528 y 529 
del citado código) y porque no cabe presumir la dero- 
gación de las normas del art. 117 del mencionado cuer- 
po de leyes y de los principios referidos en los consi- 
derandos 5 9 y 6 o de este pronunciamiento, tendientes a 
mantener la disciplina necesaria en las instituciones 
armadas de la Nación (Confr. Fallos: 210, 1262, consi- 
derando 2 9 ) con la cual aquélla sería difícilmente com- 
patible. 

Que el art. 122 del Código de Justicia Militar no 
ha sido derogado por el art. 49 de la ley orgánica del 
Ejército, que no trata del orden de las competencias 
reglado por las disposiciones de aquél, que se refieren 
a los tribunales ordinarios por oposición a los milita- 
res (dictamen cuyos fundamentos la Corte Suprema 
aceptó en Fallos: 106, 394). 

Por tanto y lo expuesto por el Sr. Procurador Ge- 
neral a fs. 57 de este incidente, declárase que el Sr. 
Juez de Instrucción Militar es competente para juzgar 
a Roberto Antonio Sabbione por los delitos que se le 
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imputa haber cometido mientras se hallaba cumpliendo 
el servicio militar, y que le corresponde proceder con 
prelación respecto del juez federal que deberá juzgar 
al acusado por los delitos posteriores a la fecha en que 
fué dado de baja en el Ejército. Devuélvase este inci- 
dente al Sr. Juez de Instrucción Militar, y remítase el 
expediente principal al Sr. Juez Federal a quien se ha- 
rá saber en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo Q. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



JUANA SAPPORES DE FERRANTI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Sucesión. Domicilio del cau- 
sante. 

Para determinar la competencia a los efectos del juicio 
sucesorio corresponde, a falta de otras pruebas, considerar 
como domicilio del causante el lugar en que según las de- 
claraciones de testigos que ocupaban la misma casa vivió 
desde hace varios años. Dicha afirmación no resulta des- 
virtuada por la circunstancia de que en el certificado de 
defunción se indique otro lugar como domicilio y de que 
el fallecimiento haya ocurrido allí. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión. Fuero de atrac- 
ción. Acciones personales de los acreedores. 

El juez de la sucesión, es el competente para conocer de la 
causa sobre cobro de pesos promovida por un acreedor con- 
tra el causante y otra persona. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El 27 de agosto de 1947, D ? María Martina Saffo- 
res de Fayard, vecina de la ciudad de Buenos Aires, 
inició, a título de única y universal heredera, el juicio 
sucesorio de su hermana, la Sra. Juana Saffores de 
Ferranti, ante el Juzgado de 1* Instancia en lo Civil 
N* 8 de la Capital Federal. 

Para acreditar que el domicilio de la causante a 
la época de su fallecimiento era en esta Capital, calle 
Presidente Luis Sáenz Peña N 9 170, y no en Mar del 
Plata como aparece en la partida de defunción, pro- 
dujo la información de fs. 7 vta./8, aprobada a fs. 10. 

Con fecha 22 de octubre de 1948, la Sra. Saffores 
de Fayard manifestó que el 11 del mismo mes se le ha 
notificado de una demanda ordinaria iniciada en el 
Juzgado en lo Civil de Dolores (Pcia. de Buenos Ai- 
res), contra la de cujus y otra, acción que se habría 
iniciado el 20 de agosto de 1947, conforme a la fecha 
que figura en el auto de traslado transcripto en la cé- 
dula que acompaña. Opuso excepción de incompetencia 
y pidió el libramiento de exhorto al juez de Dolores a 
sus efectos, todo lo cual fué resuelto de conformidad 
(fs. 1, 2 y 4 vta., incidente agregado). 

No obstante la oposición Fiscal, el Juez de Dolores 
se inhibió de seguir conociendo en la demanda, mas su 
decisión fué revocada por la Cámara respectiva, que 
dispuso volviesen los autos al a-quo a fin de que tenga 
por planteada la cuestión de competencia (fs. 5 y 7, 
exhorto N 9 2535). Al reiterar su competencia el Juez 
de la Capital (fs. 10 vta., exp. cit.), ha quedado tra- 
bado un conflicto jurisdiccional que compete dirimir a 
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V. E. de conformidad con lo dispuesto por la ley 4055 
en su art. 9 V . 

La competencia para entender en el juicio suceso- 
rio no puede cuestionarse de oficio por vía de contien- 
da por la justicia de Dolores. No obstante, la decisión 
judicial que así lo ha resuelto, importa una negativa a 
remitir el juicio sobre cobro de pesos al Juez de la 
sucesión ante quien, de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 3284, inc. 4* del Código Civil, deben entablarse las 
acciones personales de los acreedores de la difunta. 

En cuanto a la competencia del Juez de ésta para 
conocer en el juicio universal, corresponde tanto por 
lo que legisla el aludido art. 3284 del Código Civil en 
su primera parte, como por lo que dispone el art. 3285 
del mismo cuerpo legal. 

En consecuencia, y dado el fuero de atracción que 
ejerce el juicio sucesorio, estimo que corresponde de- 
clarar la incompetencia de la justicia en lo civil de Do- 
lores para intervenir en la demanda que ha dado ori- 
gen a la contienda. — Bs. Aires, julio 15 de 1949. — 
Carlos G. Delfino. 

' FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según las declaraciones prestadas a fs. 7 vta. 
y 8 del expediente sucesorio de D* Juana Saffores de 
Ferranti por testigos que vivían en la misma casa que 
en la Capital Federal ocupaba la causante ésta tenía 
su domicilio en dicha ciudad desde hace varios años. 

Que no existen pruebas que desvirtúen esa afir- 
mación, a cuyo efecto es ineficaz la sola constancia del 
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certificado de defunción, en el cual aparece Mar del Pla- 
ta como domicilio de la extinta, así como la circunstan- 
cia de que el fallecimiento haya ocurrido en ese lugar 
(Fallos: 185, 222; 192, 252). 

Que el Sr. Juez de la Cap. Federal es, pues, compe- 
tente para conocer del juicio sucesorio de D ? Juana 
Saffores de Ferrante (Cód. Civil, arts. 89, 92, 90, inc. 
7°, 100 y 3284) como así también de la causa sobre co- 
bro de pesos promovida por D. Torcuato A, Romero, 
en razón del fuero de atracción que corresponde al pri- 
mero (Cód. Civil, art. 3284; Fallos: 198, 235; 199, 550; 
210, 49). 

Por tanto y fundamentos concordantes del dicta- 
men del Sr. Procurador General, así se declara, debien- 
do remitirse los autos al Sr. Juez de Primera Instancia 
en lo Civil de la Capital Federal y hacerse saber al Sr. 
Juez de Dolores en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



CARMEN L GALLI GONZALEZ Y OTROS v. PROVIN- 
CIA DE BUENOS AIRES 

COSTAS: Derecho para litigar. 

Corresponde aplicar las costas del juicio a la provincia 
que se opuso a la demanda sobre repetición del impuesto 
territorial iudebidamente cobrado, no obstante existir ju- 
risprudencia reciente de la Corte Suprema contraria a sus 
pretensiones ('). 



(i) 8 do agosto do 1949. Fallos: 179, 350; 183, 140; 187, 677. 
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E. M. CORTI MADERNA DE PORTABAT v. ALFREDO 

FORTABAT 

RECURSO DE QUEJA. 

En el recurso de queja por denegación del extraordinario 
no incumbe a la Corte Suprema decidir otras cuestiones 
que las sometidas a su conocimiento por esa vía, ni caben 
otras tramitaciones que las relacionadas directamente con 
la procedencia o improcedencia del recurso, procedimiento 
en el cual ni siquiera se admite la participación de la par- 
te contraria al apelante. Es, así, ajena a la jurisdicción 
del Tribunal la decisión del punto referente a la urgencia 
de las medidas en que se funda el pedido de devolución de 
los autos principales requeridos por aquélla para resolver 
la queja. Dicha cuestión es de incumbencia del tribunal 
de la causa y su resolución denegatoria es irrevisible por 
la Corte Suprema. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que en el recurso de queja por denegación del ex- 
traordinario no incumbe a esta Corte Suprema decidir 
otras cuestiones que las sometidas a su conocimiento 
por esa vía (Fallos: 212, 456) ni caben otras tramita- 
ciones que las relacionadas directamente con la proce- 
dencia o improcedencia del recurso, procedimiento en 
el cual ni siquiera se admite la participación de la parte 
contraria al apelante (Fallos: 148, 23; 193, 133; 212, 
206). 

Que es, así, ajena a la jurisdicción de esta Cor- 
te Suprema la decisión del punto referente a la urgen- 
cia de las medidas en que el apoderado de C. O. C. Y. F. 
funda el pedido de devolución de los autos principales 
requeridos para resolver la queja; cuestión que, por 
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referirse al trámite del expediente es de incumbencia 
del Tribunal ante el cual se sigue. 

Que, según se expresa en el escrito precedente, di- 
cho Tribunal, por resolución que, a esta Corte Süprema 
no corresponde revisar, habría denegado el pedido re- 
ferente a la devolución de los autos. 

Que la pretensión del mencionado representante 
de C. O. C. Y. F. resulta, pues, de todo punto de vista 
inadmisible. 

Por tanto, se rechaza el recurso de revocatoria in- 
terpuesto en el escrito precedente. Y siendo las pala- 
bras subrayadas con lápiz rojo en el escrito de fs. 39, 
inconciliables con la mesura que debe privar en los jui- 
cios, téstense por secretaría y llámase la atención a su 
firmante. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



ELIAS HADDAD 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsisten- 
\ da de los requisitos. 

Desestimada por el juez letrado la falta de jurisdicción de 
la Aduana opuesta por la defensa, con motivo de la pri- 
sión preventiva y omitido todo pronunciamiento sobre ese 
punto en el fallo de la Cámara confirmatorio de dicha me- 
dida, por no haberse sustentado la cuestión en esa instan- 
cia no procede fundar más tarde en ella el recurso extra- 
ordinario contra la resolución referente al comiso de la 
mercadería dispuesto por la Aduana. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



365 



Sentencia de la Cámara Federal 

Paraná, 28 de marzo de 1949. 

Vistos y considerando: 

Estos autos: "Haddad Elias s./ contrabando venidos 
por apelación concedida a fs. 67 vta., contra la sentencia de 
fs. 67, y 

Considerando : 

Que la defensa en esta instancia alega también la nulidad, 
recurso que no fué interpuesto, pero que, por tratarse de una 
nulidad invocada en razón de la falta de jurisdicción aduanera 
para imponer sanciones en el caso de autos es preciso conside- 
rarla en atención a su índole. 

Que los argumentos de la defensa en este aspecto no pue- 
den prosperar, pues si bien es cierto que la autoridad admi- 
nistrativa es incompetente para decidir en las infracciones 
a las leyes de aduana cuando se descubre una vez salida de la 
jurisdicción aduanera, según el régimen anterior, como lo ha 
resuelto este Tribunal en el caso que cita el apelante, es nece- 
sario para que entre en juego plenamente el art. 1034 de las 
O.O. de Aduana, que la mercadería haya pasado por el con- 
trol aduanero sin descubrirse la infracción, y no como en el caso 
de autos en que ese control no ha existido. El referido artículo 
de las ordenanzas, lo dice expresamente: "cuando éstas (las 
mercaderías) hayan pasado desapercibidas al tiempo del des- 
pacho". . . y en consecuencia, por las razones invocadas por la 
defensa, la nulidad no puede ser declarada, no existiendo tam- 
poco otro motivo para ello. 

En cuanto a la apelación : 

Que de autos resultan evidentes presunciones graves y con- 
cordantes que acreditan debidamente la existencia del hecho 
imputado, la importación de mercadería extranjera eludiendo 
el control aduanero y por consiguiente sin la documentación 
pertinente y el pago de los derechos que corresponde a lo que 
configura la infracción imputada. A ello conducen las propias 
declaraciones del infractor y las contradicciones a sus dichos 
obrantes en autos y resultantes de las declaraciones de las 
personas que él mismo cita y atribuye el carácter de vendedo- 
res de las mercaderías en infracción, fs. 9 vta. y 14, por lo 
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que resulta evidentemente ajustada a derecho la resolución de 
fs. 15 a 17 vta. de la autoridad administrativa y la confirma- 
toria del a quo de fs. 67 recurrida. 

Que en cuanto a la opción propuesta en esta instancia 
por la defensa en base a los arts. 108 y 116 de la lej- 12.964 
no corresponde acceder a ella, por cuanto la situación de autos 
estaría encuadrada en la primera parte del aludido art. 108 
que no autoriza a dicha opción. 

Que en lo que atañe a la prescripción alegada a fs. 77, 
según lo destaca claramente el Sr. Fiscal de Cámara en su 
dictamen de fs. 78 vta., el término necesario para que ella se 
cumpla no ha corrido aún, por cuanto el plazo para prescribir 
es el de diez años, conforme lo ha resuelto reiteradamente la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación y este Tribunal en 
otros casos. 

Por todo lo expuesto y concordes de la resolución adminis- 
trativa y del a quo, desestimando la nulidad alegada, y recha- 
zando la opción propuesta, se confirma la resolución recurrida 
de fs. 67, con costas, teniéndose presente la reserva al punto 4° 
del escrito de fs. 72 a 76. — Julio A. Bevítez. — E. Carbó 
Funes. — Abel Madariaga. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Paraná, 28 de abril de 1949. 

Y vistos: 

Los autos "Haddad Elias s./ contrabando en los que se 
entabla por la defensa recurso extraordinario para ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación ; y 

Considerando : 

Que el referido recurso se entabla en base a los arts. .14 
de la ley 48 y 6 de la ley 4055 y fundado en que la autoridad 
administrativa que dictara el fallo como tribunal de primera 
instancia carece de jurisdicción para ello. 

Que esta cuestión ha sido opuesta por la defensa a fs. 22 
de estos autos al solicitar del juez actuante la revocatoria del 
auto de prisión preventiva de fs. 19, y fué resuelta por reso- 
lución de fs. 26 a 27 vta., no haciendo lugar a la revocatoria 
interesada, y habiéndose interpuesto subsidiariamente apela- 
ción y nulidad en subsidio, este Tribunal confirmó aquélla re- 
solución y la que fuera su consecuencia no pronunciándose el 
Tribunal sobre aquella cuestión, por no haberse hecho ninguna 
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referencia a la misma en el memorial de la defensa, lo que 
implica un desistimiento evidente y un consentimiento a la 
decisión que al respecto pronunciara el a quo, resultando así 
con tanto más certeza, cuanto que a fs. 63 la defensa nada dice 
tampoco en lo referente a la falta de jurisdicción alegada en su 
oportunidad y por lo tanto no es motivo de decisión al dictarse 
la sentencia de fs. €7 confirmatoria de la resolución adminis- 
trativa recurrida. 

Que en tal situación, a pesar de haberse alegado nueva* 
mente en esta instancia la nulidad de la resolución administra- 
tiva por carecer de jurisdicción para dictarla, ello no puede 
entonces dar lufrar al recurso entablado para ante la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación. 

Por ello y constancias de autos, se resuelve, denegar el re- 
curso extraordinario entablado a fs. 82, con costas. — Julio A. 
% Benítez. — E. Carbó Funes. — Víctor E. García. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs, 82 de los 
autos principales no está fundado en los términos que 
lo exije la interpretación que V. E. ha dado al art. 15 
de la ley 48. 

Esa omisión, y las razones expresadas en el auto 
de fs. 85, determinan, en mi opinión, la improcedencia 
de la apelación por cuya denegatoria se recurre en 
queja. 

Corresponde, pues, desestimar el presente recurso 
directo. — Bs. Aires, julio 21 de 1949. — Carlos G. 
Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1949. 

Vistos los autos: ' i Recurso de hecho deducido por 
el procesado en los autos Haddad Elias — Contraban- 
do", para decidir sobre su procedencia. 
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Considerando: 

Que la falta de jurisdicción de la Aduana para 
instruir el sumario e imponer penas, fué alegada por 
la defensa a fs. 22 de estos autos y rechazada por el 
Juez Letrado de Formosa en sentencia corriente a fs. 
26. Apelada esta última, la Cámara Federal de Pa- 
raná resolvió confirmar el auto de prisión preventiva 
del procesado, sin pronunciarse sobre la falta de juris- 
dicción antes aludida en razón de que la defensa no 
había mantenido dicho agravio ante el Tribunal (ver 
fs. 58 y 85). 

Que consentida esa resolución, e importando la 
actitud antes observada, un desistimiento de la cues- 
tión jurisdiccional planteada ante el Juzgado Letrado, 
no pudo ella ser renovada con motivo del pronuncia- 
miento judicial sobre el comiso de la mercadería que 
fue dispuesta por la Aduana a fs. 15. El recurso fede- 
ral planteado en esas condiciones, no puede prosperar. 

Por ello se desestima la queja. 

Luis \l. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



NICANOR A. OLIVERA v. LA ANGLO ARGENTINA Cía. 
DE SEGUROS, S. A. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa «• 
juicio. Ley anterior y jueces naturales. 

La garantía de la defensa en juicio es ajena a la distri- 
bución de la competencia entre los magistrados perma- 
nentes establecidos por la ley, punto que se gobierna por 
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las respectivas leyes procesales y se decide por interpre- 
tación de las mismas y con arreglo a las circunstancias de 
hecho de la causa (*). 



EUGENIO AVERSA v. PALMER Y Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación de la ley 3975 puesta en cuestión desde la con- 
testación a la demanda, en lo referente a la personería 
de la demandada para oponerse al registro pedido por el 
actor y a la improcedencia de dicho registro. 




MARCAS DE FABRICA : Oposición. 



El comerciante o industrial interesado en el empleo de 
una locución de uso común puede oponerse al registro de 
ella solicitado por otro, aunque no tenga inscripta a su 
nombre una marca con la cual pueda confundirse la 
que se pretende registrar. 

MARCAS DE FABRICA : Designaciones y objetos. 

Respecto de los "afeites", la palabra "Teatral" es deno- 
minación que alude a la naturaleza del producto, por lo 
cual no procede el registro del vocablo "Teatral" como 
marca de comercio. 

\ RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Marcas y pa- 
tentes. 

La cuestión referente a saber si de acuerdo con las dis- 
posiciones de la ley 3975 procede o no el registro de la 
marca "Teatral" como marca de comercio con respecto a 
los "afeites", no constituye una exclusiva cuestión de 
hecho ajena al recurso extraordinario, sino una determi- 
nación del sentido y alcance de una disposición legal, 
que no puede hacerse sin una referencia a los hechos de 
la causa. 



(i) 8 de agosto de 1949. Fallos: 187, 491. 
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Sentencia drl Juez Federal 

Buenos Aires, diciembre 16 de 1948. 

Y vistos: para sentencia esta causa seguida por Eugenio 
A versa contra Palmer y Cía. sobre registro de marca. 

Resultando : 

l 9 Expresa el actor en la demanda de fs. 18 que, a su 
solicitud de marca de comercio "Teatral", acta número 268.582, 
para artículos de la clase 16 menos polvos adherentes para 
tocador y confecciones para teatro, se ha opuesto la demanda- 
da fundada en el supuesto hecho de que tanto la palabra "Tea- 
tral" como su equivalente inglés 1 1 Theatrical' \ son aplicadas 
comúnmente para distinguir un tono especial de productos de 
belleza y no pueden, por ello, constituir el monopolio o privi- 
legio legal de una marca. 

Niega que 11 Teatral" sea de uso común indicativo de un 
color o matiz que distinga productos de belleza ni que sea tam- 
poco indicativo de ninguno de los productos de la clase 16. 

Niega que esté comprendida en los incisos 4 y 5 de la 
ley de la materia, con mayor razón si se tiene en cuenta que 
esa denominación no ha sido registrada como marea por el opo- 
nente ni por nadie. 

Pide se desestime la oposición, con costas. 
2 9 La demandada contesta a fs. 24. Reproduce los tér- 
minos de su protesta administrativa, en el sentido de que la 
voz "Teatral" o "Theatrical" es y ha sido difundidamente 
usada por su parte y otros comerciantes, en el país y en el 
extranjero, como designación genérica o descriptiva de un color 
o tipo de cosmético, a la vez que designa una clase especial 
de los mismos, y que, de otorgarse la exclusividad de su em- 
pleo al actor, implicaría prohibirlo a todos los demás, en contra 
a Ins prescripciones expresas de la ley de la materia 3975 y 
u la licitud de las actos jurídicos cuya infracción sanciona el 
art. 953 del Cód. Civil. 

Niega ademas la calidad de comerciante del actor, nece- 
saria para adquirir la propiedad de marcas de comercio. 
Pide el rechazo de la demanda, con costas. 

Considerando : 

I o En cuanto a la impugnación de no ser el actor comer- 
ciante : 
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La demandada, qne formuló este cargo, no lo ha probado de 
ninguna manera. 

En cambio los testigos de fs. 49, 49 vta. y 50 afirman que, 
en 1945 el actor, aparte de otras actividades fie dedicaba a la 
fabricación 'y venta de perfumes. Este testimonio aparece co- 
rroborado con las notas de compra de alguna mercadería del 
ramo, de fs. 44 y 45 informadas a fs. 48 y de fs. 74 informada 
a fs. 75 vta. No es óbice para revestir la calidad de comer- 
ciante la eventual falta de inscripción en el Registro Público 
de Comercio, desde que esa matrícula sólo es necesaria para 
ampararse en los derechos y privilegios inherentes a la profe- 
sión. J. A., 1945, IV, 619; t. 11, 1129; t. 39, 295; t. 58, 924; 
1944, IV, 702. 

Tampoco impide aquel carácter la circunstancia do que el 
actor ejerciera otros trabajos o empleo de dependencia indus- 
trial, pues el Código de Comercio no lo prohibe bastando que 
los actos de comercio sean realizados en forma frecuente y 
repetida. Art. I 9 . 

2° Que, en cambio, la demandada no ha llenado los re- 
quisitos exigidos por el art. 6 de la ley 3975 para oponerse 
a la solicitud del actor, pues no tiene registrada ninguna mar- 
ca a su nombre. La prueba que ha producido la misma deman- 
dada demuestra que ella distribuye los productos que fabrica 
otra firmu, la S. A. Industrial y Comercial "Tangec" tam- 
bién de esta plaza, que tiene registradas las marcas que os- 
tentan esos productos. Palmer y Cía. no tiene entonces, de- 
recho a oponerse a la solicitud del actor. 

3 9 Que, prescindiendo de esa circunstancia, es do toda 
evidencia que la palabra "Teatral" no es indicativa de color, 
tono ni menos de una clase de productos de perfumería. 

La prueba que a ese respecto se ha ofrecido no se refiere 
sino al uso de la palabra "Theatrical" en la propaganda de los 
productos Tangec, en la que se la emplea como indicativa de un 
tono o matiz de lápices labiales, pero el hecho de que una o dos 
firmas comerciales hagan uso de una palabra con un sentido 
determinado, no es suficiente para dar por aceptado que en la 
costumbre comercial se acepte esc significado tan distinto al 
común y normal que tiene dentro del idioma nacional. , 

Por estos fundamentos, fallo : haciendo lugar a la deman- 
da; declarando infundada la oposición de Palmer y Cía. a la 
inscripción de la marca "Teatral" pedida por Eugenio A versa. 
Con costas a la demandada. — Eduardo A. Ortiz Basualdo. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, mayo 26 de 1949. 

Vistos estos autos promovidos por Eugenio Avcrsa contra 
Palmer y Cía., sobre oposición indebida al registro de la mar- 
ca "Teatral' 1 ; para conocer de los recursos concedidos a 
fs. 182 vta, y 183 vta. contra la sentencia de fs. 180, el Señor 
Juez Juan A. González Calderón, dijo: 

Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad: No habiendo sido sus- 
tentado en esta instancia, corresponde tenerlo por desistido. 

Respecto de la apelación; Afirmo que dicha sentencia de- 
be confirmarse, pues la parte vencida, en su expresión de agra- 
vios de fs. 186, no consigue de ningún modo desvirtuar los 
fundamentos en que aquella se apoya, a pesar de que pretende 
calificarla "con severos términos" que no son tales. Los fun- 
damentos que da el señor juez a quo son tan exactos y precisos 
que no creo necesario agregar otros, que, por lo demás, serían 
visiblemente similares o idénticos. 

Las costas de esta instancia, fíjanse en un 25 % de las 
reguladas en primera. 

El Señor Juez Ricardo Villar Palacio, adhiere a lo mani- 
festado precedentemente. 

El Señor Juez Saturnino P. Punes, a su vez expresó: 

En el caso de autos se discute si la marca "Teatral", so- 
licitada para la clase 16 con las excepciones que hace el peti- 
cionante ante la Comisaría de Marcas (fs. 4 y 13), infringe los 
incisos 4 9 y 5 9 del art 3 de la ley 3975. 

Afectando la pretcnsión del actor locuciones de uso común, 
cualquier comerciante o industrial interesado en el empleo de 
la misma locución, puede oponerse a la pretensión de exclusi- 
vidad, sin necesidad de llenar para ello las exigencias del art. 6° 
de la ley, que contempla la situación del que pretende para sí 
la pertenencia de la marca contra la pretensión del que regis- 
tra una marca igual o semejante (v. Fallos: 122 262 y opi- 
nión de Ra mella, Trad. de la Prop..Ind. 9 N* 503, citado en 
el fallo de la Cám. Fed., que se confirma; Cám. Ped. Cap., 
J. A., 1942, t. III, pá« 4 y Re?. 8-4562 año 1946). En este 
último caso, indudablemente, no puede tener curso la oposi- 
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ción o la acción de nulidad por confundibilidad de las marcas 
sin que el que la ejerza reclame para sí la exclusividad de la 
marca, como propietario de la misma, calidad que se adquiere 
con el cumplimiento de las exigencias legales a que se refiere 
dicho art. 6; con la variante que, conforme al espíritu de la 
ley, ha reconocido la jurisprudencia en los casos en que la 
prioridad del registro (registro o renovación) no se ha cum- 
plido (Fallos: 177, 91; 189, 33; 192, 451). En esa» decisiones 
el oponente o accionante ha afirmado el derecho de propiedad 
de la marca ; su voluntad de poseerla y usufructuarla con exclu- 
sividad, apoyando su declaración de dominio en la ley. 

Reconocida la facultad legal de oposición a la sociedad 
Palmer y Cía. en mérito de las causales aducidas para susten- 
tarla y estableciéndose que ella se limita dentro de la clase 
16 a las "confecciones", adornos, perfumerías, aceites y demás 
productos de tocador", corresponde entrar al fondo del asunto. 

Kl interés del oponente sólo puede radicar en la pretensión 
del solicitante de la marca de usar con exclusividad una deno- 
minación de uso general, que utiliza para calificar productos 
que comercializa. Fuera de ello carece de acción. 

De la prueba de autos resulta que, como distribuidores de 
los productos de belleza Tangee, interviene en la comerciali- 
zación de lápices labiales y colorete de tono "Thcatrical", 
denominación que emplea desde el año 1931 (fs. 83 a 107 y 115, 
116, 117, 118 y 119). Se establece que es usada esa denomi- 
nación o la de Teatral, por otras firmas, para designar un tono 
o dar una adecuada calificación a un producto de embelleci- 
miento (fs. 38, 78 y 79). En ese sentido, confirmando que la 
calificación es propia de la nomenclatura de ese comercio, los 
testimonios de fs. 138, 142, 148, 149 154, 155, 156, 157 y 164. 

Considero que la prueba es suficiente y bastante para for- 
mar convicción, pues coadyuva con el criterio común que se 
rorma por la relación entre la palabra Teatral y los cosmético* 
totalmente necesarios para dar relieve a los actores y utilizados 
por éstos para ese fin. Entiendo que no puede tenerse exclu- 
sividad de su empleo para los mismos por ser lesivo a loa 
incisos 3 y 4 del art. 3 9 de la ley 3975. 

Dentro de este criterio, la oposición debe prosperar res- 
pecto de los cosméticos, en relación natural con el teatro en 
cuanto a su uso y por consiguiente susceptibles de llevar una 
denominación derivada del mismo. Comprende la justa oposi- 
ción, conforme a la enunciación que hace el oponente sobre la 
nomenclatura del art. 16 del reglamento, los afeites (Dice. 
Real Acad. Esp.). No corresponde incluir en ella los perfumea 
y las confecciones; los primeros por ser la denominación dé 
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fantasía a causa de no tener vinculación alguna con la idea 
teatral, los segundos por estar fuera del interés patrimonial 
del actor, limitado por el objeto de su comercio. Cabe agregar 
respecto de las confecciones que el actor excluyó de la soli- 
citud de marca las "diseñadas para actuación en el teatro". 

Por lo antes expuesto, soy de opinión que corresponde 
revocar la sentencia en recurso, haciéndose lugar a la oposición 
de conformidad a los términos del considerando anterior. Las 
costas de ambas instancias por su orden en mérito de la natu- 
raleza de las cuestiones debatidas. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma en todas sus par- 
tes la sentencia recurrida de fs. 180, con costas. — Juan A. 
González Calderón. — Ricardo Villar Palacio. — Saturnino 
F. Funes. 



Dictamen dei. Procurador General 

Suprema Corte: 

La acepción idiomática de un vocablo, como el sig- 
nificado especial que pueda tener dentro de los usos del 
comercio, son, en mi opinión, cuestiones de hecho y 
prueba, y como tales irrevisibles en la instancia del art. 
14 de la ley 48. 

Pienso pues que el recurro extraordinario interpues- 
to a fs. 199 es improcedente, y que corresponde decla- 
rarlo mal concedido a fs. 201 vta. — Bs. Aires, julio 
21 de 1949. — Carlos G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires 11 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Aversa Eugenio v. Palmer y Cía. 
s./ oposición al registro de marca*", en los que se ha 
concedido a fs. 201 vta. el recurso extraordinario. 
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Considerando : 

Que las dos cuestiones federales que constituyen 
la materia del recurso — personería de la demandada 
para oppnerse al registro pedido por el actor e impro- 
cedencia de dicho registro — , consisten en la inteligen- 
cia de la ley 3975, puesta en tela de juicio desde la 
contestación de la demanda, por lo cual debe conside- 
rárselas oportunamente introducidas. 

Que como lo declaró esta Corte en Fallos: 122, 
262, "al disponer el inc. 3% art. 14, de la ley 3975 que 
puede promoverse cuestión sobre la validez de una mar- 
ca por cualquiera de las circunstancias enumeradas 
por dicha ley, fuera de la de existir otra igual o aná- 
loga, de propiedad de un tercero, se ha referido a las 
enumeradas en los arts. 3, 4 y 5 anteriores que mencio- 
nan las denominaciones, nombres, y signos que no pue- 
den constituir marcas '\ Lo que quiere decir que el de- 
mandado pudo oponerse al registro pedido por el actor 
a pesar de no hallarse en las condiciones a que se refie- 
re el art. 6* de la misma ley — tener inscripta a su nom- 
bre una marca con la cual pueda confundirse la que se 
pretende registrar — . 

Que por disposición del art. 3% inc. 5*, de la ley 
citada, no se consideran como marcas de fábrica 4 4 las 
designaciones usualmente empleadas para indicar la na- 
turaleza de los productos o la clase a que pertenecen' \ 

Que respecto a los 4 4 afeites" la palabra 4 4 Teatral " 
es denominación que alude a la naturaleza del produc- 
to, puesto que la actuación de los actores en el teatro 
requiere "afeites" de características especiales. El re- 
gistro de la palabra 4 4 teatral" como marca de comercio 
importaría atribuir a quien lo obtuviese, el uso exclu- 
sivo de una expresión que todos los fabricantes de esa 
clase de artículos tienen derecho a emplear para carac- 
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tcrizar, dentro del género "afeites", la especie de ellos 
constituida por los que estén preparados en vista del 
uso de los mismos en las particulares circunstancias de 
la actuación en el teatro. 

Que esto no constituye una exclusiva cuestión de 
hecho de las que son ajenas al recurso extraordinario, 
sino una determinación del sentido y alcance de una 
disposición legal; determinación que por la índole de 
la disposición examinada no puede hacerse sin una re- 
ferencia a los hechos de la causa. Las cuestiones rela- 
tivas a la inteligencia de la ley de marcas son, preci- 
samente, las que con mayor frecuencia imponen de 
modo ineludible la consideración de los hechos en la 
decisión de los recursos extraordinarios respectivos 
(confrontar Fallos: 112, 136; 189, 224; 205, 475; 211, 
569). 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se de- 
clara procedente la oposición de la demandada al re- 
gistro de la marca "Teatral" para los "afeites" de 
la clase 16 del decreto del 7 de junio de 1912 reglamen- 
tario de la ley 3975 y se revoca, en consecuencia, la 
sentencia apelada en cuanto ha sido materia del re- 

curs0 * Luis R. Longhi — Rodolfo G. 

Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



JOSE MARIA COSTA MENDEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que hace lugar al pedido de devolución de aportes 
fundada en no estar probado que la cesantía del empleado 
haya sido dispuesta por mal desempeño del mismo. 
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EMPLEADOS PUBLICOS: Nombramiento y cesación. 

Loa tribunales de justicia pueden, a efecto de resolver si 
un empleado nacional dejado cesante tiene o no derecho 
a la devolución de aportes, examinar si la cesantía se ha 
debido o no a causas imputables al agente. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El Instituto Nacional de Previsión Social denegó 
el pedido de devolución de aportes que le hiciera D. Jo- 
sé María Costa Méndez, por considerar que su cesantía 
había sido dispuesta por motivos imputables al mis- 
mo (fs. 29 y 33 vta.). 

La Cámara del Trabajo, a la que apeló el interesa- 
do, revocó tal decisión fundándose en que no estaba 
probado que la cesantía de Costa Méndez hubiera sido 
dispuesta por mal desempeño del mismo, ni que se hu- 
biese instruido el sumario que prevé el art. 37 del de- 
creto N* 33.827/44 (Estatuto del Personal Civil de la 
Nación). 

El Instituto se agravia de esa sentencia, mediante 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 71, en el que 
sostiene, en síntesis: 

a) Que el decreto obrante a fs. 3 califica la sepa- 
ración de tal modo, que ésta resulta así imputable al 
interesado; 

b) En cuanto a las demás circunstancias tenidas 
en cuenta por el a quo, relativas a la falta de prueba 
del mal desempeño de Costa Méndez y al incumplimien- 
to del art. 37 del decreto N* 33.827/44, que viciarían 
el decreto de fs. 3, resultan ajenas al Instituto, que no 
puede expedirse acerca de la justicia o injusticia, lega- 
lidad o ilegalidad de un acto administrativo de su su- 
perior. 
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Al desarrollar este orden de ideas, parecería que 
niega al Poder Judicial, por lo menos en el procedimien- 
to seguido, la facultad de rever la medida del Poder 
Ejecutivo (fs. 72 vta. in fine). 

Resulta, empero, que el fallo de la Cámara no se 
funda exclusivamente en la interpretación del decreto 
de fs. 3, sino que, apreciando el resto de la prueba 
producida y considerando la omisión del cumplimiento 
del art. 37 del decreto 33.827/44, llega a la conclusión 
de que no se ha probado el mal desempeño de Costa 
Méndez. 

Tal conclusión, de hecho y prueba, no puede 6er 
revisada por V. E. en la instancia extraordinaria pro- 
movida y es suficiente para sustentar el fallo apelado. 

Respecto de la cuestión no planteada en forma cla- 
ra, acerca de la carencia de facultades para revisar 
la cesantía dispuosta por el P. E., bastaría recordar la 
doctrina de V. E. en 201, 360, donde se decidió que los 
tribunales de justicia, a efecto de resolver si un em- 
pleado nacional dejado cesante tiene o no derecho al 
beneficio del art. 27 de la ley 4349, puede examinar si 
la cesantía se ha debido oroa una justa causa. 

A mérito de lo expuesto, soy de opinión que V. E. 
debe declarar mal concedido el recurso de fs. 74 vta. — 
Bs. Aires, julio 27 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 11 de agosto de 1949. 

Vistos los autos " Costa Méndez José María c./ 
Instituto Nacional de Previsión Social s./ devolución 
de aportes", en los que se ha concedido a fs. 74 vta. el 
recurso extraordinario. 
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Considerando: 

Que como lo expresa el Sr. Procurador General, 
la sentencia en recurso ha decidido la cuestiób plantea- 
da por apreciación de toda la prueba aportada a los 
autos, situación ajena a las que contempla el art. 14 
de la ley 48. 

Por ello y en presencia de lo establecido por el Tri- 
bunal en Fallos 201, 360, se desestima el recurso inten- 
tado. Hágase saber y devuélvanse. 



CAYETANO GUELI v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a tos militares. Generali- 
dades. 

La existencia o no de contrato escrito no influye para consi- 
derar militares o civiles los servicios prestados por el per- 
sonal subalterno del Ejército o la Armada. 



Y vistos: A fs. 1 comparece I). Cayetano Gueli, deman- 
dando al Gobierno Nacional por la regularizaron de la pensión 
que percibe como peluquero principal retirado de la Armada 
Nacional, y por cobro de las diferencias de haberes dejados de 
percibir en tal concepto. Sostiene que ingresó a la Armada 
Nacional el 14 de julio de 1913, y que desde esa fecha hasta 
el 2 de enero de 1933 prestó el servicio en forma ininterrum- 
pida durante diecinueve años, cinco meses y ocho días. Que a 
esos debe agregarle un año y cinco meses con cuatro días por 
servicios prestados durante el estado de sitio, por lo que el 



Luis R. Loncjhi 
Valenzuela 
Casakes. 



Rodolfo G. 
Tomás D. 



Sentencia del Juez Federal 



Buenos Aires, junio 17 de 1948. 
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cómputo debe ascender a veinte años, diez meses y veintidós día.s 
Que establecido ese cómputo resulta la aplicación del art. 12 
Tít. III ley 4856 al causante, y no habiéndolo entendido así 
el P. E. que decretó su retiro sólo con el 85 % del sueldo en 
lugar del 100 % que establece la disposición aludida, ya que 
entendió que sólo tenía 17 años y 3 días de servicios; es que 
viene a entablar la acción referida. 

A fs. 46 contesta la demanda el Sr. Procurador Fiscal sos- 
teniendo que los seis años y cuatro meses que el actor trabajó 
en el Ministerio de Marina sin contrato durante los años 1913 
a 1916 fueron computados como cuatro años y dos meses, de 
acuerdo con el Reglamento Orgánico del Personal Subalterno, 
disposición vigente al abandonar el causante la Armada Na- 
cional. 

En cuanto al cómputo de servicios dobles por estado de 
sitio sostiene que no puede alegarse pues dicho beneficio no 
regía en la época que el Sr. Gueli se retiró, pues recién entró 
en vigor por decreto del 7 de julio de 1933. 

Sostiene que el cómputo de servicios sólo alcanza a diecisie- 
te años y tres meses lo que hace improcedente el reclamo enta- 
blado. Opone la prescripción del art. 4027 inc. 3* del Cód. Civil. 

Y considerando: 

Que de la prueba producida en autos resulta (fs. 22) que 
el causante ha prestado servicios desde el 14 de julio de 1913 
al 9 de enero de 1933 como peluquero, siendo prestados sin 
contrato estos servicios desde el 14 de julio de 1913 al 14 de 
noviembre de 1919. 

Que la Corte Suprema tiene decidido (202; 503) que "el 
cabo cocinero qne presta servicios en la Armada Nacional sin 
contrato escrito está comprendido, del mismo modo que quien 
los presta habiéndolo firmado, en el cuerpo militar de mari- 
nería y sus servicios son computables a los efectos de la pensión 
militar correspondiente J \ lo que permite concluir que en el 
presente caso procede computar sin deducción alguna la tota- 
lidad de los servicios prestados por el aetor ya que según 
resulta del informe de fs. 52 los peluqueros sin contrato embar- 
cados en la Marina de Guerra se hallaban sometidos a las mis- 
mas exigencias fundamentales del personal militar, vestían 
uniforme igual que los contratados; tenían accidentalmente 
asimilación militar; percibían igual sueldo, etc. y si bien se 
puntualizaba en dicho informe algunas diferencias entre con- 
tratados y no contratados las mismas no autorizan a juicio del 
suscripto un tratamiento distinto en cuanto al cómputo total 
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de sus servicios, máxime cuando las tareas del actor fueron 
siempre las mismas (peluquero). 

Cabe hacer notar que a igual conclusión ha llegado el 
Sr. Auditor General de Guerra y Marina (fs. 4). 

Que en cuanto al cómputo doble de los servicios durante 
el estado de sitio, el suscripto entiende que no cabe aplicarlo 
al caso presente pues la disposición que lo establece es de 
fecha posterior al retiro del actor, según resulta del informe 
de fs. 54. 

Que a ello no obsta la circunstancia invocada de que dicha 
disposición existiera con anterioridad para el personal del 
Ejército, pues a pesar de ser ambas instituciones militares, se 
trata de dos servicios distintos, que por las' leyes pueden tener 
disposiciones propias en atención precisamente a la distinta 
tarea que desempeñan, y no resulta desigualdad alguna en 
establecer distintos beneficias para sus integrantes no pudiendo 
tampoco advertirse que dicha disposición sea el reconocimiento 
de un derecho preexistente, ya que se trata de un simple bene- 
ficio que podría dejarse sin efecto en la misma forma que se 
otorgó sin que por ello se lesione derecho alguno. 

Que en consecuencia debe computársele íntegramente al 
actor los servicios desde el 14 de julio de 1913 hasta el 9 de 
enero de 1933, o sea diecinueve años cinco meses y veinticinco 
días, y aplicándosele la escala del art. 12 Tít. III ley 4856 le 
corresponde el retiro con el 95 % de su sueldo. 

Que en cuanto a la prescripción quinquenal contra las 
sumas dejadas de percibir corresponde hacer lugar a la misma 
en atención a que es opuesta contra el cobro de cantidades 
que hubieron de percibirse meiisualmente, y así lo tiene re- 
suelto este Juzgado en casos análogos y la Excma. Cámara 
Federal. 

En consecuencia, fallo : Haciendo lugar a la demanda en 
forma parcial y declarando que el Estado Nacional deberá con- 
ceder al actor pensión de retiro militar con el 95 Jo de su 
sueldo y abonarle además las sumas que por diferencia de 
haberes ha dejado de pagarle desde cinco años anteriores a la 
presentación de la demanda, en razón de admitirse la prescrip- 
ción respecto a las sumas devengadas con anterioridad a este 
lapso, — José Felipe Benítez. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, mayo .11 de 1949. 

Y vistos: Estos autos seguidos por D. Cayetano Gueli con- 
tra la Nación por regularización de pensión militar, venidos 
en apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 67 contra 
la sentencia de fs. 65, el tribunal planteó la siguiente cues- 
tión a resolver: 

¿Es justa la sentencia recurrida? 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. García Rams dijo: 
De las constancias del expediente administrativo acompañado 
resulta que no obstante haber prestado el actor servicios en la 
Armada durante 19 años y cinco meses, el P. E. al acordarle 
el retiro por enfermedad, sólo le ha computado 17 años y 
3 meses por haberle deducido 2 años y dos meses del tiempo 
que sirvió sin contrato. 

Del informe de fs. 52 del Ministerio de Marina resulta 
que los peluqueros sin contrato, en la época en que prestó ser- 
vicios el actor, vestían uniforme igual que los contratados, te- 
nían accidentalmente asimilación militar, revistaban con los 
mismos sueldos que los contratados y hacían igualmente vida 
en la tropa, todo lo cual debe haber determinado al Sr. Auditor 
General de Guerra y Marina a afirmar en su dictamen de 
fs. 7 que no correspondía hacerle al actor la deducción que 
establecía el art. 149 del R. del Personal Subalterno de la 
Armada, por tratarse de servicios que si bien han sido presta- 
dos sin contrato fueron de la misma índole y naturaleza de los 
prestados con contrato. 

La Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo 202 
p. 503 ha establecido que no habiéndose probado que el recu- 
rrente se haya resistido a suscribir el contrato reglamentario 
respectivo y estando acreditado en autos que mientras prestó 
servicios sin contrato vistió uniforme, percibió el sueldo corres- 
pondiente a su grado y estuvo sometido a la disciplina militar 
pertinente, tiene derecho a que se le compute a los efectos del 
otorgamiento del retiro, la totalidad de los servicios prestados 
en esas condiciones, agregando que habiendo prestado tales 
servicios sin observación alguna de sus superiores, éstos son 
los únicos responsables de la falta* de cumplimiento de la 
fórmula del contrato. 

Que en consecuencia la sentencia recurrida, que dispone 
que a los efectos de fijar el monto de la pensión de retiro debe 
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computarse íntegramente al actor los servicios prestados desde 
el 14 de julio de 1913 hasta el 3 de enero de 1933 en quo se le 
declaró en situación de retiro por enfermedad, es arreglada a 
derecho y debe por tanto confirmarse. Voto en tal sentido. 

Los Sres. Jueces Dres. Consol i e Irusta Cornet adhirieron 
por sus fundamentos al voto precedente. 

Por el mérito que ofrece la votación que instruye el acuer- 
do que antecede se confirma la sentencia recurrida que hace 
lu^ar en forma parcial a la demanda interpuesta y declara que 
la Nación debe conceder al actor D. Cayetano Gueli pensión 
de retiro militar con el 95 % de su sueldo y abonarle además 
las sumas que por diferencia de haberes ha dejado de pagarle 
desde cinco años anteriores a la presentación de la demanda, 
con las costas de ambas instancias en el orden causado, por 
haber prosperado sólo parcialmente la demanda. — José Irusta 
Cornet. — Horacio García Ramos. — Maximiliano Consoli. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de agosto de 1949. 

Vistos los autos 4 4 Gueli Cayetano c.| Gobierno Na- 
cional s.| regularización de pensión militar", en los 
que se ha concedido a fs. 81 vta. el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando : 

Que en el caso presente se presenta situación se- 
mejante a la contemplada por el Tribunal en Fallos 
202-503. Como se dijo en aquella oportunidad, la exis- 
tencia o no de contrato escrito no influye para conside- 
rar en uno u otro caso, militares o civiles los servicios 
prestados. 

Por ello, se confirma en cuanto pudo ser materia de 
apelación, la sentencia de fs. 77. 

Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes. 
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PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. S. A. COMERCIAL 
Y GANADERA CASIMIRO POLLEDO 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

^ Si, por una parte, la expropiada solicita que se postergue 
la entrega de la posesión decretada en autos, en razón de 
no existir elementos suficientes para determinar la frac- 
ción a, expropiarse dentro del campo de su propiedad, pero 
acepta que la pertinente mensura se efectúe por la oficina 
técnica hábil del Gobierno de la provincia actora, y, por 
otra parte, el representante de esta última hace presente 
que en la diligencia de la toma de posesión y a fin de ubi- 
car la fracción respectiva, intervendrá un funcionario 
técnico de la Dirección de Geodesia y Catastro, corres- 
ponde mantener el auto que ordena poner a la provincia 
actora en posesión de la tierra expropiada, debiendo dili- 
genciarse la entrega con intervención de un funcionario 
técnico de la mencionada Dirección, previa determinación 
por el mismo de la fracción que se expropia, y en pre- 
sencia de las personas autorizadas por ambas partes 



ANTONIO AMATO 

SERVICIO MILITAR. 

El art. 41, inc. 6 9 , de la ley orgánica del Ejército tiene 
por objeto evitar que dos hermanos de una misma clase 
o de clases sucesivas presten el servicio militar ordinario 
conjuntamente, como consecuencia del hecho del nacimien- 
to y del juego normal de las disposiciones referentes a 
dicha obligación, con prescindencia de la voluntad de los 
interesados. Dicha excepción no alcanza a los hermanos 
de clases distintas que, hallándose en el extranjero, no 
se enrolaron en la oportunidad legal, pues si bien estarían 
comprendidos en la amnistía dispuesta por la ley 12.882, 
deben con arreglo a ésta cumplir el tiempo de servicio mi- 
litar que por sorteo les hubiera correspondido C 2 ). 



(1) 11 de agosto de 1949. 

(2) 22 de agosto de 1949. Falloa: 214, 317. 
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PAULINA T. DE BONAZZOLA v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 



IMPUESTO A LOS REDITOS : Deducciones. Comercio e industria. 



A los efectos de la liquidación de los réditos del socio co- 
manditario corespondientes al período anterior a la re- 
forma de 1947, procede deducir la desvalorización ocasio- 
nada a los campos de la sociedad por la explotación de sus 
bosques, deducción admitida por la Dirección con respec- 
to a los réditos do los socios solidarios, tanto más cuanto 
que no se ha hecho objeción respecto a la posibilidad de 
determinar fehacientemente el monto a deducirse. 



Y vistos: estos autos seguidos por Da. Paulina T. de Bo- 
nazzola contra el Fisco Nacional (Dir. Oral, del Imp. a los 
Réditos) por repetición de impuesto, de los que resulta: 

a) Que a fs. 6 se presentó el procurador David Giosa en 
representación de la actora, a mérito del poder agregado a fs. 4 ( 
demandando al Fisco Nacional por repetición de la cantidad 
de $ 4.825,43 m/n., abonados en concepto de impuesto a raíz 
de un reajuste de sus rentas hecho por la Administración. 
Expresa que su mandante ingresó por los años 1938 a 1340 por 
ajuste de sus réditos propios y como comanditaria de la Socie- 
dad ''Sucesión Luis Bonazzola en liquidación" la suma de 
$ 1.518,13 m/n. y por emplazamiento 7 demanda judicial 
abonó bajo protesta la cantidad que ahora repite. Que es socia 
comanditaria de la expresada Sociedad constituida el 12 de 
marzo de 1927, la que posee dos fracciones de campo, una en 
Lanteri, departamento General Obligado de esta Provincia, 
con una extensión de 9.686 hectáreas, 16 áreas y 55 centiáreas, 
las que son utilizadas, parte para la explotación agrícola y 
parte para pastoreo y en la explotación de sus bosques para 
la extracción de determinadas maderas. Que esta explotación 
no se hace con desmonte o limpieza completa sino simplemente 
para extraer determinadas especies forestales utilizadas en 
el comercio. Que ello ocasiona una desvalorización de los 
campos por lo que la Sociedad practicó desde el año 1938 las 
amortizaciones correspondientes en sus balances, deducciones 
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Santa Pe, 13 de diciembre de 1948. 
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que la Dir. Gral. del Imp. a los Réditos no ha aceptado con 
respecto a su mandante por socia comanditaria e invocando 
la disposición del art. 86 del Reglamento General que prohibe 
a los socios comanditarios deducir los quebrantos sociales. 
Sostiene que el decreto reglamentario no puede modificar los 
derechos y obligaciones establecidos en la ley, en cuyo texto 
nada hay que, refiriéndose en especial a esta categoría de con- 
tribuyente, prohiba esas deducciones. Agrega que cuando una 
sociedad en comandita hace sus balances efectuando castigos, 
ya autorizados ya obligatorios, dicho balance arrojará ganan- 
cia o pérdida y de acuerdo a ello los socios solidarios o co- 
manditarios abonarán o no impuesto a los réditos, pero que 
pretender que haya dos balances, uno para el socio solidario 
en que so hagan las amortizaciones y otro para el comanditario 
en que éstas no deben aparecer, es absurdo pues podría darse 
el caso de una sociedad que para unos socios prosperaría y 
para otros se descapitalizaría. Que, por otra parte, si el al- 
cance que se le debe dar al art. 86 del Reglamento, es el que 
da la Dir. del Imp. a los Réditos, está en contra de la ley pues 
no es de la renta que se estaría abonando impuesto sino con el 
capital, por lo que el Poder Ejecutivo se habría excedido en 
sus facultades reglamentarias. 

b) Que declarada procedente la instancia y competen- 
te el juzgado para entender en ella, se corrió vista al Sr. 
Proc. Fiscal, quien a fs. 430 contestó: Que la actora preten- 
de repetir la suma que menciona correspondiente a las li- 
quidaciones realizadas oportunamente por la Dirección de los 
réditos de los años 1938 a 1942, como consecuencia de un 
ajuste de inspección de la renta obtenida en su condición de 
socia comanditaria de la razón social "Sucesión Luis Bonaz- 
zola en liquidación". Que en virtud de tal condición social, 
la Dir. General hizo saber a la interesada que la liquidación 
de sus réditos no variaría ni aún en el supuesto de resolverse 
favorablemente la cuestión planteada por la sociedad refe- 
rente a las amortizaciones practicadas sobre las explotaciones 
madereras de sus campos. Expresa que, cumpliendo expresas 
instrucciones niega los hechos y las consideraciones en que 
se funda la demanda en cuanto no los haya reconocido expre- 
samente o surja de las actuaciones administrativas. Agrega 
que ninguna razón asiste a la actora para promover esta de- 
manda, pues la Dirección le ha acordado el trato que jurídi- 
camente corresponde conforme a las leyes que rigen el grava- 
men para los períodos fiscales cuestionados, en que las rentas 
del socio comanditario estaban incluidas en la segunda cate- 
goría de la ley 11.682, y a partir del l 9 de enero de 1943 se 
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incorporaron a la tercera categoría por el Decreto 18.229. Qne 
el tratamiento dado a la recurrente es el que corresponde de 
acuerdo a lo dispuesto por los arts. 17 de la ley 11.682 (t. o. 
en 1937), 86 del Reglamento General vigente en 1939 y 32, 
inciso b) del Decreto reglamentario del l 9 de junio de 1933. 
Por todo ello y dejando planteado el caso federal a los efec- 
tos del recurso extraordinario para el supuesto de una solu- 
ción contraria a la defendida por el Fisco, solicita el rechazo 
de la demanda, con costas. 

Y considerando: 

I o Que tal como ha quedado trabada la litis en el pre- 
sente juicio, la cuestión a decidir se reduce a determinar si el 
socio comanditario puede, a los fines de la liquidación del im- 
puesto a los réditos, hacer la amortización de los campos de 
propiedad de la sociedad por la desvalorización que les ocasiona 
la explotación de sus bosques. 

2 9 Que la sociedad de que forma parte la actora, ha he- 
cho la amortización en sus balances comerciales y de acuerdo a 
ellos ha hecho la distribución de utilidades, que es la renta 
neta que produce a los socios el capital social. Y la Dir. Gral. 
Impositiva ha aceptado a los socios solidarios esas amortizacio- 
nes, no así al socio comanditario, fundada en la disposición 
del art. 86 del Reglamento vigente en 1939. 

3* Que la disposición mencionada se refiere a los quebran- 
tos sociales, que se consideran pérdidas de capital, y no a las 
amortizaciones de los bienes explotados en el comercio o la 
industria por agotamiento de la materia explotada. 

4? Que el descuento de tales amortizaciones no está pro- 
hibido, ni lo estaba, por ninguna disposición de la ley vigente 
en la época de producirse los réditos, a diferencia de otros 
—como los del art. 24 de la ley 11.682, texto ordenado en 
1937 — ; y a juicio del suscripto, estaba expresamente permi- 
tido por el art. 2 9 , el cual, sin hacer distingo de categorías 
dispone que "a los fines del impuesto se entiende como rédito 
el remanente neto, o sea, el sobrante de las entradas o beneficios 
sobre los gastos necesarios para obtener, mantener y conservar 
dichos réditos... etc."; disposición reiterada por el art. 23 
para la renta de la tercera categoría ( proveniente del comer- 
cio y la industria). 

Es cierto que en esa época el socio comanditario estaba en 
la segunda categoría (réditos de capitales mobiliarios (art. 17), 
pero, al tratar de esta última, la ley no contenía ninguna dis- 
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posición al respecto, por lo que debe estarse a la de carácter 
general del art. 2*. 

5 Q Que, por otra parte, la interpretación que los inspec- 
tores de la Dir. Oral. Impositiva dan al art. 86 del Reglamen- 
to sería contraria a la Constitución, ya que el Poder Ejecutivo, 
al reglamentar las leyes, no puede modificarlas ni menos in- 
terpretarlas en forma que resulte vulnerado alguno de los 
principios consagrados por aquélla, como seria, en tal supuesto, 
la igualdad como base de las cursas públicas establecido por 
el art. 16 M in fine" de la Const. Nacional. 

Por estos fundamentos, fallo: 

Haciendo lugar a la demanda, y en consecuencia, se con- 
dena a la demandada a devolver a la actora la cantidad que 
resulte de descontar de sus réditos en los ejercicios que men- 
ciona en la demanda, la amortización que corresponda por la 
explotación de los bosques en los campos de propiedad de la 
sociedad "Sucesión Luis Bonazzola en liquidación M . Con cos- 
tas. — Salvador N. Dama Montaña. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, 29 de abril de 1949. 

Vistos, en acuerdo, los autos " Paulina T. de Bonazzola 
contra Pisco Nacional (Dir. Gral. del Imp. a los Réditos) — 
repetición de pago" (exp. n° 14.40a de entrada). 

El Dr. Granados dijo: 

Se agravia la demandada por que el juez la condena a 
devolver a Da. Paulina T. de Bonazzola, la cantidad que re- 
sulte de descontar de sus réditos en los ejercicios 1938/1942, 
la amortización que corresponde por la explotación de los bos- 
ques en los campos de propiedad de la "Sucesión Luis Bonaz- 
zola en liquidación", de la que es comanditaria. Afirma que 
el criterio sustentado en el fallo en recurso, contraría el tra- 
tamiento dado por la Dir. Impositiva a las rentas de los socios 
comanditarios, fundada en que esa clase de rentas estaba 
incluida hasta el dictado del decreto 18 229 del 31 de diciembre 
de 1943, en la segunda categoría de la lcy*11.682 que prohibe 
— según sostiene — la deducción en el balance fiscal, de los 
quebrantos que en ella se produzcan, y que recién desde la 
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vigencia de tal decreto — 1* de enero de 1943 — so incorpo- 
raron a la tercera categoría, lo que no puede alterar el trata- 
miento legal otorgado por períodos fiscales anteriores a la fe- 
cha preindicada; reitera en la oportunidad, lo sostenido en el 
curso del proceso, esto es, que el tratamiento impositivo que 
corresponde a la recurrente esta dado por el art. 17 de la ley 
11.682, t. o. en 1937, art. 86 de la Reg. General de enero de 
1939, y en lo que respecta al año 1938, por lo que dispone el 
art .32, inc. b) del decreto reglamentario de 1° de junio de 1933. 

Considero, en contra de lo aseverado por la demandada, 
que es acertada la solución impartida por el a quo. En efecto: 
si bien el art. 17 de la ley 11.682, t. o. en 1937 incluye en la 
segunda categoría, entre otros réditos, a los provenientes de 
las sociedades en comandita, el art. 18 aplica a loa mismas, 
por analogía, las disposiciones de la tercera categoría en pun- 
to a la deducción de intereses y demás gastos necesarios para 
obtener, mantener y conservar el rédito respectivo, a cuyo fin 
ha de tenerse presente lo dispuesto por el art. 23, inc. c) que 
establece que se deducirán de la renta bruta anual 'Moa casti- 
gos y previsiones asentados en cantidad justificada contra los 
malos créditos y las amortizaciones razonables para compensar 
el agotamiento, desgaste de los bienes etc.". 

Frente a esta situación y a la disposición general consig- 
nada en el art. 2* de la ley vigente en la época cuestionada, es 
patente que las reglamentaciones invocadas por la Dirección 
carecen de valor, tal como lo decide la sentencia. Cabe desta- 
car que no se trata,, como se alega, de que no pueda estable- 
cerse diferencia entre los socios solidarios y los comanditarios, 
ni es discutible que la ley de impuesto a los réditos ha tenido 
en cuenta la realidad económica al establecer las diferentes ca- 
tegorías de rentas, sin subordinarse a las formas jurídicas re- 
conocidas o creadas por el derecho privado (Corte Suprema, 
211-1254). Pero ello no significa, por cierto, aceptar con refe- 
rencia a la cuestión debatida, que puedan prevalecer disposi- 
ciones reglamentarias sobre las normas legales pertinentes. 
No parece inoficioso agregar que, además de las razones de 
orden legal explanadas, que favorecen a la parte actora, puede 
entenderse como un índice de la equidad que también le asiste, 
el hecho que en la ley de réditos (t. o. en 1947) expresamente 
se contemple la cuestión ya que, sin discriminación establece 
que "en los casos de bosques naturales y similares correspon- 
derá la deducción del agotamiento de la sustancia productora 
del rédito, cuando en virtud de la tala que a tal fin se efectúe, 
se origine una depreciación del valor del inmueble o se reduz- 
ca su rendimiento económico" (art. 81 in /inc). 
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En suma, soy de opinión que son precedentes las amorti- 
zaciones hechas por la actora, — que la demandada rechaza 
por ser aquélla comanditaria y que acepta a los socios solida- 
rios de la misma — , por la devastación forestal de los dos 
campos de propiedad de la sociedad mencionada. 

Por estas consideraciones y fundamentos concordantes de 
la sentencia apelada, voto por su confirmación. 

Los Dres. Lubary y Saccone, adhieren por análogas con- 
sideraciones al voto precedente. 

En consecuencia, se resuelve: 

Confirmar la sentencia apelada, obrante a fojas 451-454, 
que hace lugar a la demanda y v en consecuencia, condena a la 
demandada a devolver a la actora la cantidad que resulte de 
descontar de sus réditos en los ejercicios que menciona en la 
demanda, la amortización que corresponda por la explotación 
de los bosques en los campos de la sociedad "Sucesión Luis Bo- 
nazzola en liquidación". Con costas en ambas instancias. — 
Manuel Granados. — Juan Carlos Lubary. — Santos J. 
Saccone. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Siendo la sentencia apelada contraria a las preten- 
siones que el interesado funda en la inteligencia que 
atribuye a normas federales, el recurso extraordinario 
es procedente de acuerdo con el artículo 14, inciso 3 9 de 
la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
(D. G. I.) tiene constituido representante especial, el 
que ya ha asumido ante V. E. la intervención que le co- 
rresponde (fs. 491 y 498). Buenos Aires, julio 6 de 
1949. — Carlos G. Delfmo. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Paulina T. de Bonazzola contra 
Fisco Nacional (Dir. Gral. del Impuesto a los Réditos) 
s.| repetición de pago", en los que se ha concedido a fs. 
485 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la actora demanda al Fisco Nacional (Dirección 
General del Impuesto a los Réditos) para que en la li- 
quidación que de sus réditos como socia comanditaria 
de la firma 4 1 Sucesión Luis Bonazzola en liquidación" 
correspondientes a los años 1938 a 1942, se deduzca la 
desvalorización que ocasiona a los campos de la sociedad 
la explotación de sus bosques, deducción admitida por 
la Dirección con respecto a los réditos de los socios so- 
lidarios. 

Que la dirección se opone a ello, y ha deducido por 
eso recurso extraordinario contra la sentencia que hace 
lugar a la demanda, fundada en que tales deducciones 
no son procedentes en los réditos de la segunda catego- 
ría, a la cual pertenecían los de los socios comanditarios 
antes de la reforma de 1947, pues la ley sólo las consi- 
deraba para los de la 3 ? (art. 23, inc. c) del T. O. de la 
ley 11,682). Y por ello en el art. 86 del decreto regla- 
mentario de 1939 prohíbese expresamente a esta clase 
de socios 1 4 deducir los quebrantos sociales". 

Que durante el tiempo a que se refiere la demanda 
los réditos de la actora en los que habría de hacerse la 
deducción explicada, correspondían a la 2a. categoría 
(art. 17). 



392 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que por disposición del art. 18 los réditos de dicha 
categoría serán asimilados a los de la 3', a los fines de 
la deducción de intereses y demás gastos necesarios pa- 
ra obtener, mantener y conservar el rédito respectivo, 
cuando correspondan a comerciantes o entidades comer- 
ciales o civiles y a personas asimiladas a comerciantes 
por la Dirección (art. 27), es decir, a quienes lleven li- 
bros y documentación que permitan una fácil fiscaliza- 
ción de sus beneficios o entradas netas. 

Que no se ha hecho aquí objeción ninguna respecto 
a la posibilidad de determinar fehacientemente la de- 
ducción de que se trata, expresamente admitida por la 
Dirección respecto a los socios solidarios de la misma 
sociedad a que la actora pertenece. 

Que, por lo demás, la deducción de los gastos ne- 
cesarios para mantener y conservar los réditos, corres- 
pondo, en principio, a toda clase de réditos que por su 
naturaleza requieren dichos gastos (art. 2). 

Que la amortización a que 6e refiere esta demanda 
equivale a los gastos aludidos, puesto que no correspon- 
de a un quebranto comercial propiamente dicho sino 
que es una compensación del agotamiento naturalmente 
producido en las fuentes de esa especie, que la reforma 
de 1947 consideró de modo expreso en el art. 81 del 
nuevo texto ordenado. 

Que, por consiguiente, no es de aplicación en estos 
casos lo dispuesto en el art. 86 del decreto reglamentario 
de 1939 que se refiere exclusivamente a los "quebran- 
tos sociales". 

Que de todo lo expuesto se sigue haberse hecho en 
este caso correcta interpretación de los arts. 17 (T. O.) 
de la ley 11.682 y 86 del decreto reglamentario del 2 de 
enero de 1939. 
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Por tanto se confirma la sentencia de fe. 478 en 
cnanto ha sido materia del recurso. 

Ltjis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



DIRECCION GENERAL DE INGENIEROS v. SOCIEDAD 
CIVIL REY Y PADILLA 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

El valor del bien expropiado debe referirse al tiempo de 
V la desposesión, aunque ésta no se haya producido median- 
te un acto judicial sino por una toma de posesión provi- 
sional, extrajudicial y amistosa. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daños. 

^ Ofrecida por el Estado expropiador en la demanda una 
indemnización del 10 % del precio que se atribuye al 
inmueble y aceptado ese ofrecimiento por el dueño corres- 
ponde agregarla a la cantidad fijada como precio. 

ROSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Si la expropiada consintió el fallo apelado y la sentencia 
de la Corte Suprema fija una indemnización prácticamente 
igual a la que en aquél se estableció, las costas de la ter- 
cera instancia deben ser pagadas por la Nación apelante, 
cuyo recurso no prosperó. 



Sentencia del Juez Federal 

Jujuy, 4 de marzo de 1948. 

Y vistos: los de este juicio por expropiación de inmueble 
caratulado "Dirección General de Ingenieros c/ Soc. Civil Rey 
y Padilla, por expropiación", de ellos resulta: 

a) Que la actora o sea la Dirección General de Ingenieros 
del Ministerio de Guerra de la Nación, se encontraba facultada 
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por Decreto del 21 de junio de 1944, acompañado en copia a 
la demanda (fs. 2) para expropiar y "tomar posesión en for- 
ma directa e inmediata, mediante la formalización del acta 
correspondiente y sin perjuicio de las acciones ulteriores que 
pudieran corresponder ' para expropiar bienes muebles o 
inmuebles que considere de aplicación imprescindible para 
atender las necesidades a cubrir... y siempre que al primer 
requerimiento de su adquisición se le opongan dificultades". 
Siendo después autorizada por Decreto 3154, de 31 de enero de 
1946, para adquirir por expropiación y con destino a la cons- 
trucción de Barrios para Jefes, Oficiales y Suboficiales del 
Regimiento 20 de Infantería de Montaña "Cazadores de los 
Andes" invirtiendo en ello la suma de $ 145.750 el in- 
mueble que allí se determinaba y al que se refiere este juicio 
(copia adjunta a la demanda: fs. 4 y 5). 

b) Que en el ínterin y en las diligencias que la misma hi- 
ciera a esos fines, en 2 de abril de 1945, la demandada concreta 
una aceptación de precio y conformidad para la venta de una 
fracción del inmueble, de aproximadamente cinco hectáreas 
cuya ubicación se señala, a razón de un peso con cincuenta 
centavos el metro cuadrado y que se obliga a mantener por el 
término de sesenta días de su fecha (26 de marzo de 1946), 
manifestando a la vez, que en caso de haber interés por todo 
el lote de la finca a que dicha fracción correspondía o poT la 
otra fracción colindante con el camino (Ruta 9 de Vialidad 
Nacional) "se entablarían nuevas conversaciones para arribar 
a un acuerdo de venta", al par que se manifestaba por la 
misma, su voluntad para la ocupación inmediata por parte de 
la actora en autos, de dichos terrem pero con la observación 
de que dentro de sus linderos y sobre el citado camino, tenía 
ya vendida entonces a un tercero, una pequeña fracción de 
50 metros de frente por 100 de fondo (doc. en la prueba de la 
actora de f.s. 64/67). 

c) Que posteriormente y como respuesta a una nota de la 
actora de fecha 7 de diciembre de 1945, la demandada forma- 
liza su negativa de conformidad para la transferencia directa 
del terreno en trato, por el precio de 145.750 m$n., manifes- 
tando al hacerlo, que se ajustaba a los términos de un convenio 
a que refiere que se arribará en ocasión de la toma de posesión 
provisoria del inmueble, en 31 de marzo siguiente (doc. ídem, 
fs. 68) ; lo que tenía lugar con fecha 13 del mismo diciembre 
y siendo entonces que, mediando talas antecedentes y en cum- 
plimiento del segundo de aquellos decretos citados, el Sr. Pro- 
curador Fiscal, en representación de la actora, deduce la de- 
manda por la expropiación de terrenos que, como se verá eran 
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comprensivos de aquéllos a que se hacía referencia en la docu- 
mentación antes citada sobre esos antecedentes. 

d) Que dicha demanda interpuesta en 11 de mayo de 
1946, es instaurada contra la Soc. Civil "Rey y Padilla 99 o 
quien o quienes resulten titulares del dominio sobre el inmue- 
ble cuya expropiación se ha relacionado que autorizaban los 
decretos mencionados expresando ser éste, el terreno ubicado 
en el Departamento Capital de esta provincia, constar el mismo 
de una superficie aproximada de 12 has., 82 ¿s. 13 m 2 y 36 
dcm- y ser sus linderos los siguientes: al N. la Misión Univer- 
sitaria de Estudios de Patalogía Regional ; al N. E., la Cía. de 
Vialidad del Regimiento 20 de Infantería de Montaña "Caza- 
dores de los Andes" (calle pública de por medio), prop. de 
Marcelino Musto y de Obras Sanitarias de la Nación; al S. E., 
idem de Marcelino Musto y lote II de prop. de Graciela Padilla 
de González Pérez; al Sud, mayor extensión del lote III de 
prop. de la demandada nombrada y al N. O. el lote IV de prop. 
de Manuel Padilla Carranza, según planos que acompaña (fs. 
1). Y agregando que, por haberse estimado por su represen- 
tada en $ 145.750 el valor del terreno, mejoras e indemnización 
pertinente, según detalle que hace, ha sido dicha suma depo- 
sitada a disposición del interesado y orden del juzgado, como 
perteneciente a estos autos, en la Sucursal local del Banco de 
la Nación Argentina, según nota con que lo acredita, acompa- 
ñándola (fs. 8) ; a efecto, esta consignación, de que el Juzgado 
disponga de inmediato y por ser de urgencia para la actora 
"la posesión judicial del inmueble expropiado" a fin de pro- 
seguir sin trabas ni inconvenientes" las obras necesarias a su 
destino y por no haber avenimiento con el precio ofrecido, por 
parte de los dueños conocidos del mismo; de conformidad a lo 
dispuesto por el art. 4 de la ley 189, que invoca para fundar 
en derecho la demanda; al par que las modificaciones intro- 
ducidas a ella por el Decreto-ley de fecha 6 de junio de 1944 
y los decretos citados ui-supra (punto a). Para solicitar, por 
último, que el Juzgado, al resolver en definitiva, en el juicio, 
previa aceptación de la demanda y su substanciación legal, 
haga lugar a la misma con costas si fuere pertinente, decla- 
rando expropiado el* inmueble a que se refiere y transferido 
el mismo, en virtud de ello, a favor de la Dirección General 
de Ingenieros del Ministerio de Guerra de la Nación (fs. 9-10 
vta.). 

e) Que corrido traslado de esta demanda a la entidad de- 
mandada, como presunta titular del dominio del inmueble 
expropiado, la Sociedad Civil "Rey y Padilla", ésta se aper- 
sona al juicio por intermedio de mandatario y contestándola 
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a fs. 29, luego de justificar la propiedad del inmueble y reco- 
nocer la legitimidad o licitud de la expropiación que se de- 
manda, atenido a que su procedencia en este juicio hn de supe- 
ditarse al pago previo del justo precio c indemnización a que 
la subordina la ley de su institución y expresando al respecto 
su disconformidad con el monto ofrecido y consignado al dedu- 
cirse la demanda, que por bu parte estima ser reducida e injusta 
la valuación a que corresponde; y por ello, insuficiente paru 
el pago la suma depositada; sostiene que el valor real o justo 
precio del inmueble no puede ser inferior a $ 2.50 m/n. el m a , 
ni el do las mejoras o construcciones existentes en £1, a la suma 
de 10.000 m|n , aceptando, en cambio, que lo sea el monto de 
la indemnización correspondiente por la enajenación forzada, 
en un 10 % de los valores antes establecidos, conforme a la 
proporción de que se sirve la actora para su determinación, 
y en relación a las conceptos por los cuales dichos valores son 
señalados. 

Luego de lo cual concreta su contestación a la demanda, \ 
en el petitorio de que el Juzgado resuelva, en definitiva, sen- 
tenciando que los precios a pagar por la expropiación en con- 
cepto de valor del inmueble y de mejoras sean los que ha 
señalado y lo mismo el monto de la indemnización, que re- 
olama ; con lo más que sobre ello resulte de la prueba aportada 
oportunamente; y que el de costas e intereses deberá tambión 
ser hecho efectivo por la actora; debiendo serlo el de estos 
últimos desde la fecha de la toma de la posesión provisoria 
del inmueble, en 31 de marzo de 1945. 

f) Que en el estado de prueba, previa la recepción por 
parte de la sociedad demandada d*.l importe o suma depositada 
al formalizarse la demanda (Exp. agr. N v 199/1946: fs. 7 vta.) 
y la entrega judicial de la posesión pedida por la actora, en 
sustitución formal de la qne provisoria y voluntariamente le 
fuera entregada por la demandada, según conformidad de 
partes resultante del acta correspondiente (fs. 40 de autos), 
ha sido ofrecida como tul prueba, por una y otra parte, además 
de la pericial estatuida por la ley para el juicio especial de 
que se trata (art. 6, Ley 189), la que s? menciona y a que 
proveyera el Juzgado, en las cuadernos respectivos, de que 
certifica Secretaría (fs. 236 vta.) ; con más la que determinan 
la intervención del perito tercero designado por el Juzgado 
(fs. 41 vta.), producida en los términos del informe agregado 
a fs. 247 ; aparte de que la integre también la ofrecida y acep- 
tada en el juicio, entre la instrumental de la demandada, de 
laa constancias del exp. N* 168/1946, que tengo a la vista para 
este acto, según fuera decretado al respecto. Prueba toda ella. 
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de que en su oportunidad hun podido hacer mérito las partes, 
como en efecto lo han hecho en el informe m-voce de que es 
constancia el acta de fa. 261 vta. y los memoriales a que hace 
referencia, que, reservados en Secretaría, se tiene también en 
cuenta para el presente fallo; el que corresponde sea dictado 
en autos, teniendo presentes hu estado y la naturaleza sumaria 
del juicio. 

Y considerando : 

1) Que de lo relacionado surge establecido por la falta 
de cucstionamiento al respecto en la contestación a la demanda 
y lo dictaminado de conformidad por los tres peritos (inf. de 
fs. 247), que la superficie del inmueble expropiado es la de 
doce hectáreas, ochenta y dos áreas, trece metros y treinta y 
seis decímetros cuadrados y, por lo tanto hace a sus condicio- 
nes peñérales de dominio, situación, topografía, comunicacio- 
nes, destino, etc., que se trata de una fracción del Lote III de 
la división hereditaria de la finca rural contigua al radio 
urbano de esta ciudad, Capital de la Provincia, conocida con 
los nombres de "Alto de Quintana" y 41 Alto de Padilla", 
adjudicado en la sucesión de I). Manuel Padilla y su esposa 
Da. Celina Carranza, al heredero I). Josó Miguel Padilla Ca- 
rranza; quien transfirió su dominio por escritura publica de 
fecha 18 de abril de 1945 a la sociedad demandada en autos, 
como aporte a que se obligara para la constitución de ta mis- 
ma, en setiembre del año anterior; siendo la finalidad única 
de dicha sociedad, la de vender en fracciones los terrenos que 
integraban ese lote. 

Por lo demás, que el terreno era colindante con los cuar- 
teles del Regimiento 20 de Infantería de la Guarnición, estando 
separado de ellos por la Avenida Rolivia de la Ciudad, por 
donde pasa la Ruta 9 de Vialidad de la Nación; estando ubi- 
cado el mismo a una distancia de 1500 a 1900 metros del centro 
de esta Capital y caracterizado por una topografía constituida 
por dos mesetas de distinta aUimetría, en las que el nivel de 
la una corresponde al de implantación de la Ciudad y de dicha 
ruta vial pavimentada y el de la otra, a una altura hacia el 
rumbo Sud, sobre cuyo plano y hacia el Este, se ubican terrenos 
de loteo existente, destinado a la formación del barrio subur- 
bano llamado "Ciudad de Nieva", corriendo por el borde lin- 
dero de dicha altura o nmseta con la anterior, la acequia del 
Estado procedente del Río Reyes y encontrándose además si- 
tuados, sobre el límite Este del terreno tambión sobre la ruta 
ya mencionada, los depósitos de distribución del agua corriente 
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para la ciudad, como también tendidas por las proximidades 
de él, líneas conductoras de energía eléctrica a los cuarteles 
linderos. Aparte de que concurre, entre las mismas condiciones 
hechas notar por los peritos, de común acuerdo, la de que, en 
razón de la ubicación y lindes de la Ciudad (Jujuy) era el 
caso de que ésta li necesitaba, para su expansión suburbana, 
de los terrenos próximos, para el desarrollo de sus barrios". 

2*) Que no se ha objetado en autos a la actora el derecho 
que le asiste para proceder a la expropiación de que trata su 
demanda, siendo así entonces que los únicos puntos sobre los 
que ha de versar el juicio sean: el de la determinación por ei 
suscripto del valor real u objetivo del bien expropiado y de 
las mejoras existentes en el mismo y, de un modo indirecto, 
el del cuantum de la indemnización correspondiente para el 
expropiado, por los daños y perjuicios que le ocasiona la expro- 
piación; (teniendo en cuenta para hacerlo, las disposiciones 
de la Ley especial N 9 189 y la aplicabilidad al respecto de lo 
que también dispone el Cód. Civil en el art. N p 2511), en lo 
principal. Y en lo accesorio, el del pago de las costas del juicio 
y de los intereses corrientes. 

3 :) Que a tal efecto, la ley especial citada y que ha regido 
el presente juicio, establece en el art. 6 ? ; que cuando no hu- 
biere advenimiento entre las partes respecto del valor de la cosa 
expropiada, el Juez decidirá la diferencia con el mérito de los 
informes de los peritos que ellas nombren para apoyar sus pre- 
tensiones; norma esta de orden procesal que se ha visto acla- 
rada o contemplada, en su aplicación, por la jurisprudencia y 
por la aplicación de disposiciones para todos los juicios, que la 
misma no ha derogado en dicho onlen y que sin duda han con- 
sultado de mejor manera el encauzamiento de la interpretación 
judicial relacionada con esa intervención pericial; v/g: al ad- 
mitir a los jueces el asesoramiento técnico-profesional de un 
perito tercero, designado por ellos, en los casos de desacuerdo 
de aquellos peritos de partes, como ha ocurrido en estos autos. 
Aparte de que, además de las normas que en la materia consa- 
gran el principio de la reparación integral por medio de la 
indemnización justa y previa que condiciona la institución 
constitucional de la expropiación para la apreciación del valor 
de los bienes expropiados, mediante peritajes, informes, etc., 
esté establecido — como lo observa Bielsa (Derecho Adminis- 
trativo, t. II, p. 319, Ed. 1921) — que el criterio judicial sea 
siempre soberano, aunque, siempre también, un límite le esté 
señalado por la regla "tantum judicatum litigatum" y sea 
por ello que la C. S. N. haya puntualizado en su jurispruden- 
cia: Que los jueces no están obligados a aceptar los precios o 
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avalúos atribuidos o hechos en dichas pericias o informes. Y se 
haya observado también en la doctrina y la jurisprudencia 
sobre esta materia, que, al par que de esa amplitud del criterio 
judicial a que se deja librada la estimación de tal indemni- 
zación, se deriven no escasas dificultades que en verdad com- 
plican la tarea de decisión del juez a quien toca ejercitarla, 
hayan sido dadas también ya, normas cuya consagración por 
la jurisprudencia y hasta por adelantos de una legislación ulte- 
rior que tiende a esto y que la simplifican; cuales son aquellas 
de que se ha hecho mérito en autos por la demandada y los 
señores peritos y que la C. S. N. de J. tiene concretadas en 
numerosos pronunciamientos al respecto (Palios, t. 181, 
p. 352 y los allí citados, entre otros), siendo oportuno mencio- 
nar para el caso de autos, en que han de tenerse especialmente 
en cuenta, las siguientes: de que la determinación del valor* real 
u objetivo de un bien inmueble objeto de expropiación y a 
cuyo respecto no haya conformidad entre las partes y las peri- 
tos, ha de hacerse judicialmente, examinando, en primer lugar, 
el valor o precio corriente de enajenación de otros bienes de 
igual naturaleza y condiciones análogas de situación, superfi- 
cie o cuantía, época, etc., resultante de convenciones libremente 
celebradas ; a la vez que los motivos que puedan fundamentar 
las tasaciones periciales, como otros elementos de información 
o juicio que pudieran ofrecerse como probados; de que "el 
precio de la cosa expropiada debe establecerse, en general, por 
aquel que tenía en la época de su ocupación por el expro- 
piante" y también, teniendo en cuenta que él depende, entre 
otras muchas circunstancias de influencia directa, de su super- 
ficie — como ya se dijera — , de su forma y proporciones, de su 
ubicación y orientación, etc., cuando de terrenos se trata; sin 
que puedan apartarse tampoco, para ello, todos los matices 
que pueden ofrecerse para establecerlo, de la importancia de 
la zona de situación por la índole de sus actividades y del des- 
tino particular de los mismos, como de todo otro factor circuns- 
tancial o temporario que haga a la cotización de la propiedad 
inmueble (C. S. N. citada y 209 p. 246 y cons. la. in-fine; 
J. A., t. 60 p 936: Nota.) 

4*) Que en la especie de autos y ejercitando el suscrito 
la atribución de juzgar así, cual sea el valor de indemnización 
que corresponde asignar en justicia al terreno expropiado, de 
modo que se vean cumplidos los fines que consultan las dispo- 
siciones de la ley 189 (arts. 15 y 16) y el Cód. Civil (art. 
2511) ; es decir, de procurar al propietario del bien una com- 
pensación equitativa, mediante el pago de su valor real y tam- 
bién el de los daños y perjuicios consiguientes a la privación 
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de su propiedad, haciendo que su patrimonio no resulte menos- 
cabado; pero sin que pueda tampoco ir en ello el propósito de 
reintegrarle a una situación igual a la que la expropiación 
modifica o destruye; ni el de autorizar a que se tengan en 
cuenta ventajas o ganancias hipotéticas, según lo ha puntua- 
lizado la jurisprudencia invocada en los obrados de este jui- 
cio, es que llega a concluir en que es la estimación hecha por 
el perito tercero sobre dicho valor, la que más se aproxima al 
justo precio a fijar al terreno, libre de mejoras y que a juicio 
del proveyente es el de dos pesos con cincuenta centavos mo- 
neda nacional el metro cuadrado; también como término medio 
para la integridad de la superficie expropiada. Conclusión 
esta a la que le ha conducido la ponderación de todos aquellos 
elementos de juicio a que aludiera, como del fundamento con 
que se ha hecho mérito de los mismos en autos; por los peritos, 
en sus informes y por las partes, en sus alegaciones, para sus- 
tentar las avaluaciones que en su entender correspondían al 
respecto; pero en particular, de los que se relacionan con los 
precios de compra-venta registrados para terrenos adyacentes 
o contiguos al expropiado y también situados en sus proxi- 
midades, dentro de la misma zona suburbana y en la época 
de la entrega de la posesión a la actora. Esto, frente a las 
condiciones generales del inmueble a que se hiciera referencia 
en el considerando 1 Q y sin que pueda omitirse el tener pre- 
sente, como lo ha sostenido con razón sobrada la demandada, 
la circunstancia de que haya sido establecido por parte de la 
misma actora, al resolverse la expropiación, que tales terrenos 
fueran los u únicos, por sus características, ubicación y super- 
ficie aptos para la construcción de tarrios para Jefes, Oficiales 
y Suboficiales", a que debían ser destinados (Decreto del P. B. 
Nacional N* 3154, invocado por la demandada; en copia; q fs. 
3-4 de autos). 

Y porque además, en el estudio de los informes periciales 
relacionados con este punto del valor del terreno, sobre que 
hay entre ellos discrepancia, asignándole el de la actora el de 
noventa y nueve centavos moneda nacional, el perito tercero, 
también por igual unidad de superficie y en término medio, 
6e advierte como, el primero, resultaría inferior al que fuera 
precio de enajenación libre o monto correspondiente a la valua- 
ción para el pago de la contribución directa, de terrenos equi- 
parables al expropiado, en el tiempo de la desposesión de la 
demandada; siendo en cambio el del perito de ésta, injustifica- 
damente superior al promedio de las valuaciones de referencia, 
de la misma época, según lo ha observado también en autos 
la representación de la actora; y no así el asignado por el perito 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



401 



tercero, a quien sólo cabria la observación de haber incurrido 
en algún exceso en su estimación, por haber incluido en mayor 
número para el cómputo, valores que corresponden a una época 
que no es la de dicha desposesión, sino posterior; y omitido 
proceder a las compensaciones pertinentes en razón de ello, 
como también de la menor superficie de la cosa enajenada a 
que esos valores correspondían; e igualmente a la depreciación 
que debe tenerse en cuenta como proveniente de que la posi- 
bilidad de venta en lotes, implica la necesidad de gastos inevi- 
tables (C. S. N., t. 209, pág. 249 y otros). 

En último término, este juicio en que el suscripto aprecia 
haberse puesto de manifiesto en autos la procedencia de la 
demanda del pago de una indemnización por concepto do pre- 
cio del terreno expropiado, cuyo importe no sea inferior a la 
estimación hecha por la demandada al contestar la demanda, 
se funda asimismo y en cuanto a la determinación de dicho 
precio, en la pertinencia de que se tenga en cuenta al efecto 
y en particular, el mérito asignable, entre los elementos de 
juicio que valen para ello, el que se ofrece en la valoración 
aceptada por el Gobierno de la Provincia para la adquisición 
del terreno o fracción de él, que hacía parte del lote II de la 
misma finca a que corresponde el expropiado en autos, siendo 
lindero con éste y sobre que se ha traído al juicio una prueba 
instrumental como la que obra en los autos del cxp. 168/1946, 
cuyas constancias se ofrecieran como tal prueba y la cual valo- 
ración alcanza al precio de siete pesos con cincuenta centavos 
el metro cuadrado. Habida cuenta, desde luego, de los factores 
de acrecentamiento que, para la misma han debido concurrir, 
sin que lo mismo ocurra para el avalúo de que aquí se trata; 
cuales serían, sin duda, aquellos que hacen a la época posterior 
de la misma y al notorio y progresivo aumento de los precios 
de la propiedad inmueble, en especial en la zona o sector en 
que dicho terreno, y desde luego el de autos, están situados; 
a las exigencias de orden o interés gubernamental que pudieron 
influir o determinar su aceptación, con la supervalía de que 
tal precio implicaba, en relación al valor venal u objetivo del 
terreno al tiempo de la operación, así como también la opción 
por la forma privada de realizar ésta. Y por fin, a la circuns- 
tancia de tratarse de una menor superficie que la del inmueble 
aquí expropiado. Y en que tampoco deba ser pasado por alto 
en esta compulsa de los elementos de juicio relacionados con 
el justiprecio del inmueble, a la época de la entrega de su pose- 
sión el que ciertamente emana de la estimación que hiciera la 
propia demandada con anterioridad, cuando ya la ocupación 
o desposesión había sido autorizada y a que es referente la 
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prueba documental de que ha hecho mérito la actora; pero de- 
biendo tenerse en cuenta, a la vez, eso sí, el modo y términos 
, de condicionalidad en que tal precio fuera señalado, conforme 
lo alegado también por la demandada y se desprende, en efecto, 
de dicha documentación, corroborada por el contenido del acta 
de fs. 234, hecho valer también por la expropiada; sin que en 
modo alguno haya sido el objeto de un desconocimiento por 
parte de la expropiante. 

5°) Que en cuanto al valor de la edificación existente en 
el inmueble o terreno expropiado y que debe hacer parte de 
la indemnización a cuyo precio está autorizada la expropiación, 
bajo el concepto de mejoras, aun cuando se advierte que los 
tres peritos están conformes sobre la estructura de dicha edifi- 
cación, en general, así como sobre las dimensiones y el material 
con que fuera hecha, en lo principal, resulta sin embargo apre- 
ciable la diferencia resultante entre la estimación que de su 
valor, como tal mejora, hace el perito de la expropiante y el 
que le asigna el de la demandada; como igualmente, aunque 
en menor cantidad, entre aquella y la valuación del perito 
tercero. Pero no así la que puede observarse que hay entre la 
de éste último y el perito de la expropiada; ya que mientras 
el primero o sea el Ing. Sr. Izquierdo estima dicho valor en la 
suma de $ 4.126 %, el perito de la demandada lo hace en 
$ 11.355 % y el tercero, Ing. Sr. Mera, en $ 10.163 %; 
sin que, para el entendimiento del suscripto, resulte de autos 
ni de los términos de sus informes al respecto, otra explicación 
satisfactoria y con fundamento que surja de los mismos, de la 
razón de ser de tal diferencia, qu'' no sea la de que haya 
podido mediar error en el perito de .a actora, al haber proce- 
dido a tasar a precios reducidos para el lugar, los distintos 
rubros de la edificación o a efectuar dicha tasación con por- 
centajes de reducción por estado de conservación que puedan 
ser excesivos o injustificados en el caso y a lo que pudiera 
agregarse también, que lo sea esto último, la desestimación de 
valor por él hecha, con respecto a las partes de la casa encon- 
tradas en mal estado o aspecto "ruinoso**, sin que ello se justi- 
fique, en absoluto. 

De aquí que el suscripto encuentre que, teniendo en cuen- 
ta como cabe hacerlo, la importancia cuantitativa de la edifi- 
cación; sus características en punto a distribución y habita- 
bilidad o utilización de la casa y sus dependencias; materiales 
existentes como empleados en su construcción; estado de con- 
servación de éstos; situación y destino del edificio, así como 
las facilidades de comunicación entre él y la ciudad y medios 
de acceso, sea justo estimar como el que más se aproxima al 
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valor real de la mejora, a aquél que le ha asignado en autos 
el perito tercero, de $ 10.163 % y a él se atenga, al resolver 
sobre cuál sea el importe de la indemnización a pagar a la 
expropiada por este concepto de mejoras existentes en el te- 
rreno expropiado. Sin perjuicio de que, por entender que se 
hace pertinente la aplicación de la norma procesal estatuida 
en el art. 220 del Cód. de la materia, de la Cap. Federal, como 
supletoria para este fuero (Art. 374, Ley 50), tanto en lo que 
es atinente a este crédito, como también el de la indemnización 
por concepto de pago del valor del terreno en sí, haya de 
subordinarse en definitiva la fijación del importe o cuantía 
de ambos, al juramento estimatorio del acreedor o sea la de- 
mandada, dentro de las cantidades resultantes de lo antes dicho 
o sea de $ 10.163 m/n. y de $ 320.533 con 40 centavos m/n., 
respectivamente. 

6°) Que con respecto a la indemnización por concepto 
de los perjuicios ocasionados a la expropiada en razón de la 
expropiación, establecido lo que antecede y la conformidad que 
ha mediado en autos entre las partes, sobre que su cuantía 
haya de ser igual a un 10 % de la suma total debida o man- 
dada pagar por los conceptos allí determinados, sólo ello es lo 
procedente y ese porcentaje entonces, lo que la expropiante 
deberá abonar. 

7 ? ) En cuanto a las costas del juicio e intereses, el cues- 
tionamiento de autos ha de resolverse mandando se paguen 
también por la actora. Aquéllas, en razón de la naturaleza de 
la causa y a mérito de la jurisprudencia establecida al respecto, 
en aplicación de la ley de expropiación de bienes N g 189 
(art. 18) y del resultado del juicio; pues ello es procedente, 
aún en el supuesto de que no se cuestionase o se admita la 
aplicabilidad de su modificación en los términos del Art. I 9 
del Decreto-Ley 17.920, de 6 de julio de 1944, ya que la dife- 
rencia entre el monto de la indemnización consignado al pro- 
moverse la demanda y lo que el suscripto considera que es 
justo que la actora abone, estaría por encima de la cantidad 
o proporción allí establecida. Y los intereses, en atención tam- 
bién al resultado del juicio, debiendo serlo a esto lo que co- 
bra el Banco de la Nación Argentina, como es corriente y 
conforme a la jurisprudencia al respecto de la C. S. N. : sobre 
la totalidad del crédito mandado pagar, desde la fecha de la 
toma de la posesión de la actora (31 de marzo de 1945), hasta 
la de la percepción por la demandada de la suma depositada 
al deducirle la demanda y sobre la diferencia entre ésta y la 
que se manda pagar en este acto y hasta el día del pago, en 
adelante. 
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8*) Que en cuanto a la regulación de honorarios profe- 
sionales, es pertinente en este acto por aplicación del De- 
creto 30.439, ley 12.997, sin perjuicio de tener en cuenta el 
suscripto lo establecido por la Excma. Cámara Federal de Tu- 
cumán (Expte. 151/43 — de este Juzgado), con respecto a la 
escala que determina el art. 6 9 del mismo decreto-ley, y como 
lo ha resuelto ya en casos análogos, para practicarla con arre- 
glo al art. 4* ídem, considera equitativo atenerse a los térmi- 
nos de dicha escala, pero tan sólo como una norma para la 
estimación de lo que corresponde regular. 

Por estas consideraciones, las concordantes pertinentes de 
la contestación de la demanda, como del informe in voce produ- 
cido por las partes, de que se ha hecho aquí mérito y en virtud 
de las disposiciones legales invocadas, fallo: 

I Q Haciendo lugar a la expropiación demandada por la 
actora y declarar en consecuencia, que previo el pago de la in- 
demnización a que se refiere el punto siguiente, se tenga por 
transferido el dominio del inmueble objeto de ella o sea el deli- 
mitado en el punto d) de la relación de causa hecha ut ¡tupra, 
a favor del Estado Nacional y nombre de la Dirección General 
de Ingenieros del Ministerio de Guerra, su representante auto- 
rizado para adquirirlo mediante aquélla. II* Ordenando que 
esta última entidad pague a la Sociedad demandada, en el tér- 
mino de diez días, en concepto de justo precio del inmueble y 
de sus mejoras respectivamente, las sumas que esta última jure 
debérsele, dentro de las cantidades de Trescientos veinte mil 
quinientos treinta y tres pesos con cuarenta centavos moneda 
nacional y Diez mil ciento sesenta v tres pesos de igual mone- 
da, con más el 10 por ciento de la Mima de ambas así resultan- 
tes, en concepto de indemnización por los daños y perjuicios 
emergentes de la expropiación previo descuento de la suma de 
Ciento cuarenta y cinco mil setecientos cincuenta pesos moneda 
nacional ya percibida en autos (Expte N* 199/1946. aprreg. por 
c./fl. fs. 7) y las costas e intereses, según está establecido en el 
considerando 7°. — Rodolfo Carrillo. 



Sentencia de la CAmara Federal 

Tueumán, octubre V de 1948. 

Y vistos: Los recursos de apelación y nulidad concedidos 
a la parte actora a fs. 275 vta. y a f s 278 vta. y a fs. 279 vta., 
contra la sentencia del señor Juez Federal de Jujuy, de fecha 
4 de marzo de 1948, dictada de fs. 264 a 274, de los autos cara- 
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tulados 14 Dirección General de Ingenieros contra Sociedad Ci- 
vil Rey y Padilla, sobre expropiación". 

Considerando : 

Que no existen vicios de forma de la sentencia, ni en la 
substanciación de la causa se han violado las reglas esenciales 
del procedimiento, en virtud de lo cual el recurso de nulidad 
interpuesto por la parte expropiante, es improcedente y debe 
desestimárselo. 

Que en lo que respecta al fondo, corresponde establecer 
que siendo ajustada a derecho la sentencia recurrida debe ser 
confirmada por sus fundamentos, corriendo las costas de esta 
instancia por su orden en razón de la suerte de los recursos 
(Corte Suprema de Justicia de la Nación en el juicio "Proca- 
rador Fiscal vs. Francisco Ordóñez, s./expropiación"). 

Que en cuanto a los honorarios, este Tribunal tiene re- 
suelto, en numerosos casos, que el Decreto 30.439/44, rati- 
ficado por ley 12.997, no contempla en ninguna de sus dispo- 
siciones los juicios de la naturaleza del presente — expropiar 
ción — ni determina especialmente la escala o el criterio con 
que deben efectuarse las regulaciones de honorarios, razón por 
las que ellas deben ajustarse a los principios generales expre- 
sados en el art. 4 9 del citado decreto, determinándose el monto 
del juicio por la diferencia entre el precio consignado y el que 
en definitiva se manda pagar, pues ello viene a constituir real- 
mente la suma discutida (Fisco Nacional c./ Ignacio Carrillo, 
s./expropiación y Procurador Fiscal c. Francisco Ordóñez y 
otros s./expropiación Casino Río Hondo, entre otros). 

Por ello, se resuelve: Desestimar la nulidad deducida y, 
por sus fundamentos se confirma la sentencia recurrida, de- 
biendo computarse los intereses que se manda pagar sobre la 
diferencia entre lo consignado y el monto total de la indem- 
nización, con las costas de esta instancia en el orden causa- 
do. — Norberto Antoni. — Manuel S. Rula. — Jorge M. Terin. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Dirección General de Ingenieros 
v. Sociedad Civil Rey y Padilla s.| expropiación M f en 
los que se ha concedido a fs. 306 vta. el recurso ordinario 
de apelación. 
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Considerando : 

Que el valor de lo expropiado, a los fines del juicio 
de expropiación, es el que tenía al tiempo de la despo- 
sesión (Fallos: 211, 764 y 1579, entre otros). Porque 
ésta obedezca a una toma de posesión provisoria, extra- 
judicial y amistosa, y no a un acto judicial no deja de 
determinar el tiempo al cual la valuación debe referirse 
porque la razón del principio que se acaba de enunciar 
es que el Estado expropiante debe pagar por lo expro- 
piado lo que valía en el momento en que entró a ocu- 
parlo y privó de su pleno goce al propietario. Tan in- 
aceptable es la alegación del expropiado en este caso, 
en el cual, a su juicio, el bien valía más cuando se dio la 
posesión judicialmente, como sería la del expropiante 
si de haber sucedido lo contrario pretendiese lo que 
pretende el expropiado. 

Que el Tribunal de Tasaciones estima el valor total 
de la tierra y las mejoras al tiempo de la desposesión, 
en un dictamen unánime, con intervención del represen- 
tante del expropiado en la suma de $ 319.358,54. Sen- 
tado precedentemente que la ép< ;a a la cual debe refe- 
rirse la valuación es la que el Tribunal adoptó corres- 
ponde atenerse a su conclusión. 

Que ofrecida por la Nación expropiante en la de- 
manda una indemnización del 10 Jo del precio atribuido 
al inmueble, resarcimiento con el que se conforma el ex- 
propiado, débese confirmar la sentencia recurrida en 
este punto. 

Que la expropiada consintió el fallo apelado. Y 
como esta sentencia fija una indemnización práctica- 
mente igual a la que en él se estableció, las costas de es- 
ta instancia deben ser pagadas por el apelante cuyo re- 
curso no prospera. 
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Por tanto fíjase en trescientos cincuenta y un mil 
doscientos noventa y cuatro pesos con treinta y nueve 
centavos moneda nacional el importe que en concepto 
de total indemnización debe abonar el Gobierno Nacio- 
nal a la demandada, con intereses desde la fecha de la 
desposesión a estilo de los que cobra el Banco de la Na- 
ción. Confírmase la sentencia apelada en lo que decide 
respecto a las costas. Las de esta instancia impónense 
a la parte actora en razón del resultado del recurso. 



NACION ARGENTINA v. PLORA JOSEFA VILA DE 
BADINO Y OTROS 



XPROPl ACION : Indemnización. Determinación del valor real. 



Si en el dictamen expedido por el Tribunal de Tasaciones 
con intervención de los "representantes" de ambas par- 
tes, no hay otra discrepancia que la del representante de 
la expropiada y referente al número de sauces comunes, 
punto sobre el cual se remite a la pericia de autos sin 
especificar a cual de ellas que, además, hacen sus cálcu- 
los mediante procedimientos indirectos patentemente ex- 
puestos a error, debe estarse al informe del mencionado 
Tribunal, respecto del cual no se concretó objeción nin- 
guna en cuanto al procedimiento empleado para hacer ese 
cálculo. Corresponde también aceptarse, en cuanto al va- 
lor de los sauces en cuestión, el juicio de dicho Tribunal 
coincidente con el de la sentencia, que es, a bu vez, el de 
una de las pericias. 



Luis R. IjOnghi — Rodolfo G. 
Vai.knzuela — Tomás D. 
Casares. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Airee, febrero 6 <Je 1948. 

Y vistos: Para dictar sentencia en el juicio seguido por 
el Fisco Nacional contra Flora Josefa Vila de Badino, Fran- 
cisco Pellegrino Vila, José Vila, Dolores Vila de Guerin y 
Elena Vila de Baiao, por expropiación, de los que resulta: 

1°) Que a fs. 60 el Sr. Procurador Fiscal promueve de- 
manda por expropiación de una fracción de tierra sita en la 
Isla Monte Santiago, designada con el lote N 9 57, según ubi- 
cación señalada en el plano que adjunta y con una superficie 
de 9 hs. 1.760,42 mts. 2 y por la cual ofrece el precio de 
$ 23.200,24, suma que deposita a la orden del Juzgado. Acom- 
paña el expediente administrativo N 9 10.891 letra B. año 1944 
del Ministerio de Marina. 

2 Q ) Que a fs. 73 comparecen los demandados justificando 
su carácter de propietarios con testimonio de la sentencia dic- 
tada en el juicio de reivindicación seguido por el Fisco Nacio- 
nal contra D. José Vila y la declaratoria de herederos dictada 
en el juicio sucesorio de éste. 

Expresan que aceptan las causales de utilidad pública in- 
vocadas por el Poder Ejecutivo en el decreto que dispuso la 
expropiación, pero objetan la extensión que le asigna al inmue- 
ble de 9 hs. 1.760 mts 2 que sostiene es de 11 hs. 525 mts. 3 y 
asimismo el precio ofrecido por ser absolutamente bajo, esti- 
mando en definitiva el valor del i unueble en su conjunto en 
la suma de $ 160.000 m/n. Impugnan también la inconstitucio- 
nalidad de los arts. 6 y 18 del decreto N» 17.920/44, aunque 
sin expresar los fundamentos de la impugnación. 

3 9 ) Que conferido nuevo traslado, a fs. 78 el Sr Procu- 
rador Fiscal expresa que la superficie del inmueble a expropiar 
resultará de la prueba pericial que se produzca oportunamente. 

Y considerando : 

I. Que la expropiación no ha sido objetada por los de- 
mandados, que han acreditado con su título respectivo el do- 
minio del inmueble y por otra parte, su declaración de utili- 
dad pública a fines militares y para la defensa nacional, con- 
forme a lo establecido en la ley 12.691, ha sido declarada por 
el P. E. de la Nación por decreto N* 14 858 de 5 de julio de 
1945. de modo que su procedencia aparece indiscutible. 

II. Que el punto relativo a la extensión que abarca el 
inmueble y que es objeto de la expropiación, resulta resuelto 
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con la pericia practicada por el Ing. Ateneio a fs. 114, que 
establece una superficie total de 103.847,1608 mts. 2 pericia con 
la cual se prestó conformidad por los demandados a fs. 118 y 
no fué observada por el Sr. Procurador Fiscal. 

III. Que con relación al valor del terreno sin incluir las 
mejoras por plantaciones, existen en autos: el peritaje del 
Ing. Ateneio, fs. 114, que le asigna un valor de $ 0,25 % 
el m. 2 , o sea de $ 25.961,79 en la superficie total, de modo que 
incluyendo el que atribuye a excavaciones y rellenos: $ 8.500, 
hace un total de $ 34.461,79. El perito ing. Bunrueño desig- 
nado a fs. 134 "para mejer proveer", aunque sin una com- 
prensión cabal, sobre la forma de expedirse señalada en el auto 
citado, presenta su informe estimando al inmueble, en su con- 
junto, en $ 40.961,75 m/n. Según la tasación del Banco Hipo- 
tecario Nacional cuya copia obra a fs. 130, la tierra valdría 
$ 10.780,21 m/n. 

La ubicación de la fracción qu* se expropia no permite 
tener índices de comparación efectivos, porque en esa zona, 
como lo señalan los peritos, no hay ventas ni arrendamientos. 
Dentro de las dificultades propias del caso particular, resulta 
razonable el valor unitario atribuido por el perito Ateneio y así, 
asigno al inmueble — excluidas las plantaciones — la suma de 
$ 34.401,00 m/n. 

IV. Que sobre las mejoras por plantaciones, hay coinci- 
dencia en las pericias en cuanto a la superficie explotada en las 
distintas especies, pero en el rubro más importante que es de 
sauce, el número difiere y ha sido estimado en forma indi- 
recta. Sin embargo, teniendo en cuenta la fecha en que fué 
realizada la tasación del Ing. Ateneio, y las dificultades que 
ha creado sin duda a la de fs. 137, el abandono de todo cui- 
dado, considerando la aclaración de fs. 140, estimo aceptables 
los valores unitarios y de conjunto por plantaciones de vides, 
frutales y álamos. En cuanto a la cantidad de sauces, debe 
tomarse como base la de cincuenta mil y en su conjunto, pues, 
cabe destacar que ésta fué la estimación global en 7 de setiem- 
bre de 1944, cuando los demandados ofrecieron el inmueble en 
venta al Ministerio de Marina (fs. 1) "cincuenta a sesenta mil 
árboles aproximadamente en su mayoría de las especies de ála- 
mos y sauces". Con aquella cifra coincide también e! perito 
Burgueño y la estimación del Ing. Ateneio es indirecta. No 
sería pues razonable, ya que aparecen valuados separadamen- 
te 900 álamos y 1500 sauces italianos, llevar al máximo calcu- 
lado, la cantidad total de los sauces comunes. En resumen y 
para mayor claridad, se establecen los siguientes valores de 
las plantaciones: viñedo $ 3.150.00 m/n.; frutales $ 400 m/n; 



410 



FALLOS DE LA OOBTE 6UPREMA 



alamos $ 4.500 m/n. ; sauces italianos $ 3.000,00 m/n. ; y sauces 
comunes $ 65.000,00 m/n.; total de estas mejoras $ 76 050. 

V. Que la impugnación de inconstitucionalidad de los 
arte. 6 y 18 del decreto 17.920/44, no ha sido fundada ni al 
plantearse ni aun en los alegatos, de manera que no cabe ser 
considerada. 

Por tanto, fallo este juicio declarando transferido a favor 
del Fisco Nacional, el dominio del inmueble de propiedad de los 
demandados Da. Flora Josefa Vila de Badino, D. Francisco 
Pelleí^rino Vila, D. José Vila, Da. Dolores Vila de Guerín y 
Da. Elena Vila de Baiao, sito en la Isla Monte Santiago, en la 
extensión de 10 hs. 38 as. 47 es. y 1.608 cts. 2 , y a que se 
refiere el plano del Ing. Atencio corriente a fs. 113, previo 
pago de la suma de $ 110 511,79 m/n. en concepto de total 
indemnización, con intereses desde la fecha de la desposesión 
(30 de noviembre de 1945, £a. 87) por la diferencia entre la 
cantidad depositada y la que se manda a pagar en esta senten- 
cia. Costas a cargo del expropiante. — J. Bilbao la Vieja. 



Sentencia db la Cámara Federal 

La Plata, agosto 25 de 1948. 

Y vistos: Los de este juicio F. 3727, caratulado "Fisco 
Nacional c./ Badino, doña Flora Josefa Vila de y otros, s /ex- 
propiación", procedente del Juzgado Federal N° 2 de esta 
ciudad. 

Porrfis fundamentos, se confirma la resolución de fs. 141; 
con costas. — Alfredo Pérez Varas. — Adolfo Lascano. — Jor- 
ge García González. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de agosto de 1949. 

Vistos los autos: 4 4 Pisco Nacional c.| Badino doña 
Flora Josefa Vila de; Vila Francisco Pellegrino; Vila 
José; Guerin Dolores Vila de; y Baiao. Elena Vila de 
s.| expropiación M , en los que se ha concedido a fs. 150 
el recurso ordinario de apelación. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Considerando : 

Que en el dictamen del Tribunal de Tasaciones (ley 
13.264, art. 14) expedido con intervención de los "re- 
presentantes ' ' de ambas partes no hay otra discrepan- 
cia que la del representante de la expropiada que se 
reduce al número de sauces comunes respecto a lo cual 
se remite "a la pericia que obra en autos " sin indicar 
si es la de fs. 114 o la de fs. 137 producida para mejor 
proveer. En todo lo demás el dictamen aludido coincide 
con el de fs. 114, al que se atuvo el juez en la sentencia 
de fs. 141 salvo en lo concerniente al número de sauces 
precisamente, que calculó en 50.000 sobre la base de lo 
dictaminado a fs. 137. En la pericia de fs. 114 se calcu- 
lan en 60.000 mediante una estimación indirecta que no 
se explica en qué consistió. 

Que el pasaje de la pericia de fs. 137 adoptada en 
este punto por la sentencia de 1* instancia dice así : 
"Si se considera una merma de un 15 % en el número 
de plantas del monte primitivo, destruidas por diversas 
causas, quedaría para considerar unos cincuenta mil 
troncos... etc.". Ello induce a pensar que este perito 
también ha hecho un cálculo indirecto sobre la base del 
número de hectáreas plantadas y la distancia —un me- 
tro — , a que estos árboles estaban colocados unos de 
otros (fs. 138). 

Que por su parte la Sala 3* del Tribunal de Tasacio- 
nes expresa a este respecto en el capítulo do las mejo- 
ras: " Visitada la fracción expropiada esta Sala ha 
efectuado un prolijo estudio de la misma y ha llegado a 
establecer fehacientemente que las mejoras son las que 
a continuación se indican: ...10.000 cepas de sauces 
comunes con tres a cuatro retoños cada una". 

Que si bien el representante de la expropiada dejó 
constancia de "su disconformidad con el informe pro- 
ducido por la Sala con respecto a la cantidad de cepas 
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de sauces comunes" no concretó objeción ninguna al 
procedimiento empleado para hacer ese cálculo, siendo 
que estaba en sus facultades haber intervenido en el 
examen del inmueble para puntualizar y fundamentar 
su discrepancia sobre el terreno. Y como en las dos pe- 
ricias de autos, a que este representante se remite, la 
cantidad de sauces es calculada como se dijo antes por 
procedimientos indirectos patentemente expuestos a 
error, esta Corte juzga que debe atenerse en este punto 
al informe del Tribunal de Tasaciones. En cuanto al 
valor de los sauces en cuestión el juicio de dicho Tribu- 
nal coincide con el de la sentencia, que es, a su vez, 
el del dictamen de fs. 114. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada reducién- 
dose a cincuenta y ocho mil quinientos once pesos con 
setenta y nueve centavos moneda nacional el importe 
que en concepto de total indemnización debe ser pagado 
por el Fisco Nacional a los expropiados, con intereses 
a estilo de los que cobra el Banco de la Nación. Y en 
razón del precio que se fija en este acto, refórmasela 
así mismo respecto a las costas que se pagarán en el 
orden causado en todas las instancias (art. 28 de la ley 

13.264). Luis R. Longhi — Rodolfo G. 

Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



CARLOS G. LINCK v. S. A. EL FENIX SUDAMERICANO 
Cía. DE REASEGUROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso. Término. 

El recurso extraordinario deducido en subsidio de una 
cuestión de nulidad considerada y resuelta por el tribu- 
nal de la causa, es improcedente (*). 



(i) 22 de agosto de 1949. FaUoe: 209, 534; 211, 1534. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución 
contraria. 

Es improc^lente el recurso extraordinario deducido con- 
tra la resolución favorable a la procedencia del fuero fe- 
deral (*). 



ELBIA INES O EL VIA ROMERO Y OTRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimiento. 

Es de índole meramente procesal y, por consiguiente, irre- 
visible por medio del recurso extraordinario, la cuestión 
referente a saber en qué casos procede el recurso ordinario 
de apelación respecto de las sentencias de los jueces del 
crimen de la Capital, lo mismo que la relativa a la ampli- 
tud de la potestad jurisdiccional del tribunal de alzada 
una vez concedida la apelación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

No apareciendo violadas las formas substanciales del jui- 
cio referentes a la acusación, defensa, prueba y sentencia, 
no procede el recurso extraordinario contra el fallo que 
declara improcedente por falta de gravamen el recurso 
ordinario de apelación interpuesto por la defensa contra 
la sentencia de primera instancia que, de acuerdo con lo 
pedido por ésta al contestar la acusación, aplicó a los pro- 
cesados el mínimo de la pena. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La garantía de la defensa en juicio no requiere la doble 
instancia judicial. 



(i) Fallos: 208, 183; 209, 154 y 600. 
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Sentencia de la CXmara Criminal t Correccional 
de la Capital 

t 

Buenos Aires, marzo 29 de 1949. 

Y vistos para resolver el recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia de fs. 99. 

El doctor Oderigo dijo: 

Este proceso viene a conocimiento del Tribunal en vir- 
tud del recurso de apelación interpuesto por el defensor de 
los procesados Elbia Romero y Jacinto Andrés Ocampo, con- 
tra la sentencia de primera instancia, que condena a sus defen- 
didos, como autores de los delitos de hurto y robo calificado, 
a la pena de tres años de prisión y pago de las costas. 

Según lo observa el Sr. Fiscal en su dictamen de fs. 104, 
el recurrente, al contestar la acusación admitió la responsa- 
bilidad criminal de sus defendidos, en orden a los mencionados 
delitos, limitando su pretensión en cuanto a la medida tem- 
poral de la pena, que pidió se fijara en el mínimo legal. 

El Sr. Juez, al dictar el pronunciamiento en recurso, aco- 
gió íntegramente dicha pretensión, fijando, para cada uno de 
los procesados, la pena de tres años de prisión, o sea el mínimo 
que prevé el Código Penal para el delito de robo calificado, 
conforme a lo dispuesto por el art. 55 de dicha ordenación legal 
vale decir que existe una concordancia total y absoluta entre 
el acto de postulación y el acto jurisdiccional. 

El recurso de apelación es un medio legal de impugnación 
de las providencias judiciales que sólo funciona lógicamente, 
cuando el Juez no concede lo que so le pide, debiendo tenerse 
en cuenta con referencia directa al texto legal, que el art. 501 
del Código de Procedimientos en lo criminal impone como con- 
dición de dicho recurso la existencia de gravamen irreparable 
como consecuencia del pronunciamiento impugnado, y que, pro- 
cesalmente, sólo existe gravamen cuando el órgano jurisdiccio- 
nal no acoge la pretensión del recurrente. 

Por estos fundamentos, voto por que se declare mal con- 
cedido el recurso de apelación interpuesto por el defensor de 
los procesados." 

El doctor Vera Ocampo dijo: 

El examen atento de las actuaciones de este proceso pone 
en evidencia que no concurre ninguna circunstancia particular- 
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mente valiosa que imponga apartarse en garantía de la defensa 
o en respeto de la libertad del acusado, del estricto acatamien- 
to de las normas procesales que gobiernan el ejercicio y alcan- 
ce del recurso de apelación. 

Por ello y fundamentos del voto del Sr. Vocal. Dr. Oderigo 
adhiero a sus conclusiones y voto en el sentido de que corres- 
ponde declarar mal concedido el recurso interpuesto." 

El doctor Santa Coloma dijo: 

No obstante la coincidencia que se advierte entre el pro- 
nunciamiento de fs. 99 con el pedido del Sr. Defensor al con- 
testar a fs. 90 el traslado de la acusación fiscal, entiendo que 
en el caso ocurrente como en todos aquéllos en que se imponga 
al procesado una condena determinada, la sentencia causa agra- 
vio a la defensa. 

Para llegar a esa conclusión tengo en cuenta que la relación 
procesal en el juicio penal no es equivalente a idéntico institu- 
to en el proceso civil, no obstante obedecer a principios y pos- 
tulados que les son comunes. Asi el Juez civil no puede salirse 
de los términos en que se plantea la "litis contcstatio" ; jamás 
podría acordar más de lo que pide el demandante ni menos 
de lo que confiesa o reconoce el demandado. En el juicio cri- 
minal! cuyo objeto es la realización de la pretensión punitiva 
derivante del delito o su exclusión ante la irresponsabilidad del 
imputado los jueces no están obligados a ceñirse a lo pedido 
y admitido por las partes. Así, tienen completa libertad para 
aplicar penas mayores o menores que la expresada en la acusa- 
ción o absolver aun mediando por parte del encausado o su 
defensor cualquier reconocimiento de culpabilidad. 

Esto responde a que el juicio criminal y las leyes que 
reglan el procedimiento tienen una vinculación mayor y más 
honda con el orden público y las garantías individuales que la 
que pueda advertirse en los pleitos civiles. 

La sentencia condenatoria en lo penal afecta la libertad 
individual, bien jurídico superior a todo otro de carácter eco- 
nómico y por consiguiente causa a quien la soporta o a su 
representante legal un agravio incuestionable en orden a su 
derecho de llevar la causa a los tribunales de alzada, creados 
precisamente para suministrar por medio de la doble instancia 
una mayor garantía de justicia en los pronunciamientos judi- 
ciales. 

Un somero examen de las distintas situaciones que podrían 
presentarse en casos idénticos al que se considera bastaría para 
destacar en mi concepto, el claro derecho al recurso de apela- 
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ción del defensor, si no se admitiera el argumento de que la 
opinión personal de este funcionario no puede comprometer en 
forma definitiva su posterior derecho al recurso de alzada: 
a) Entre el escrito de defensa y el fallo de 1* instancia, existe 
un período de prueba donde podría demostrarse la inocencia 
del acusado, no obstante el reconocimiento de culpabilidad por 
parte del defensor, b) Este podría advertir, después del fallo, 
un error en su apreciación anterior, ya sea en orden a una 
menos grave calificación del delito o a la absoluta irresponsa- 
bilidad de su defendido, c) Nuevas pruebas conocidas después 
del fallo pueden ser ofrecidas y realizadas en 2* instancia, de 
acuerdo con el art. 530 de la ley procesal, sin perjuicio de su 
derecho a poner posiciones si se diera el caso del nrt. 529 de 
la misma ley. d) Finalmente y para no abundar en otras hipó- 
tesis procesales viables, la prescripción de la acción podría 
ocurrir después de la sentencia y el único medio de admitirla 
sería llevando el proceso a la alzada, medio que resultaría 
imposible si el defensor careciera del derecho de deducir 
apelación. 

Es verdad que en el caso sub-exarnen no se da ninguna de 
las situaciones puntualizadas, mas no debe perderse de vista que 
la decisión jurisprudencial que implicaría la solución pro- 
pugnada por el Sr. Fiscal de Cámara las abarcaría totalmente 
y que los jueces de 1* instancia negarían los recursos de alzada, 
si se diera idéntica situación a la que examinamos. 

Entrando al fondo del asunto debo manifestar que la sen* 
tencia en recurso demuestra fehacientemente la responsabilidad 
criminal de los acusados, calificando correctamente los hechos 
y aplicando la pena que corresponde de acuerdo con las dis- 
posiciones penales que rigen el caso. 

En su consecuencia voto por la confirmación, con costas, 
de la sentencia apelada de fs. 99. 

El Dr. Beruti dijo: 

Que adhería al voto del Sr. Vocal, Dr. Santa Coloma. 
El Dr. Ure dijo: 

Que adhería a las opiniones de los Dres. Oderigo y Vera 
Ocampo y votaba en el mismo sentido 9 '. 9 

En mérito de lo que resulta del acuerdo que antecede se 
declara mal concedido el recurso de apelación interpuesto, por 
el Sr. Defensor de los procesados, a fs. 101. — Ernesto J. Ure. 
— Horacio Vera Ocampo. — Antonio L. Beruti. — Francisco 
Santa Coloma. — Mario A. Qderigo. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Es improcedente, de acuerdo a la jurisprudencia 
reiterada de V. E., el recurso extraordinario contra la 
resolución de un tribunal que declara mal concedida la 
apelación interpuesta para ante el mismo, pues se li- 
mita a decidir una cuestión meramente procesal, ajena 
a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema 
(entre otros: 196:354). 

Ello, sumado al principio de que la garantía de la 
defensa en juicio no requiere la doble instancia judicial 
(entre otros: 171:366; 187:79; 191:327; 192:240), acon- 
seja resolver que el recurso deducido a fs. 118 ha sido 
mal concedido a fs. 123. — Buenos Aires, julio 6 de 
1949. — Carlos G. Delfvno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de agosto de 1949. 

Vistos los autos 4 * Romero Elbia Inés o Elvia (a) 
"La Negra* * y Ocampo Jacinto Andrés s.| hurto; robo 
con escalamiento y efracción", en los que se ha conce- 
dido a fs. 123 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la cuestión referente a saber en qué casos pro- 
cede el recurso ordinario de apelación respecto de las 
sentencias de los jueces del crimen de la Capital es, lo 
mismo que la relativa a la amplitud de la potestad ju- 
risdiccional del tribunal de alzada una vez concedida 
la apelación, de índole meramente procesal y, por con- 
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siguiente, irrevisible por medio del recurso extraordi- 
nario (Fallos: 186, 41; 199, 574; 212, 282 entre otros). 

Que las formas substanciales del juicio referentes 
a la acusación, defensa, prueba y sentencia, no apare- 
cen violadas en el caso de autos, hasta el punto de que 
el fallo de primera instancia, notificado personalmente 
a los procesados, no fué apelado por éstos, y el defen- 
sor que recurrió de él prefirió abstenerse de expresar 
agravios en segunda instancia (fs. 103). 

Que así, aun cuando la tesis sustentada por la mi- 
noría del tribunal en la sentencia recurrida permitiría, 
en genera], ejercer el derecho de defensa en forma más 
amplia que la solución adoptada por la mayoría, de ello 
no resulta, sin embargo, que esta última importe vio- 
lación del principio constitucional invocado, que no es- 
tablece la exigencia de la doble instancia judicial. 

Que lo resuelto en el caso de Fallos : 212, 561 invo- 
cado en el memorial del Sr. Defensor Oficial ante esta 
Corte Suprema, es ajeno a la situación planteada en au- 
tos puesto que en aquél se estaba en presencia del que- 
brantamiento de formas substanciales reconocido por el 
tribunal que había incurrido e i él y sobre el cual la par- 
te agraviada no había podido obtener pronunciamien- 
to, nada de lo cual ocurre en el caso de autos, como ya 
se ha dicho. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador ge- 
neral se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 123. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



419 



JORGE HECTOR RIOS Y OTROS 

SECRETARÍA DE TRABAJO Y PREVISION. 

Los organismos provinciales que el art. 12 del decreto 
n 9 15.074/43, convirtió en Delegaciones Regionales de Tra- 
bajo y Previsión, pasaron a depender de la Secretaría de 
Trabajo y Previsión desde el preciso instante en que dicho 
decreto entró en vigor. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Cau- 
sas penales. Delitos que obstruyen el normal funcionamiento ds las 
instituciones nacionales. 

\^ Corresponde a la justicia federal el conocimiento de la 
causa criminal referente a la defraudación que aparece 
cometida con posterioridad al decreto 15.074/43 por em- 
pleados del departamento del trabajo de Tucumán, trans- 
formado por dicho decreto en Delegación Regional de 
Trabajo y Previsión. Es indiferente que los hechos delic- 
tuosos hayan ocurrido con anterioridad a la fecha en que 
fueron transferidos a la Secrct. de Trabajo y Previsión 
los materiales y elementos que se hallaban en las oficinas 
del mencionado departamento provincial pues la naciona- 
lización de esta repartición se produjo en virtud del de- 
creto 15.074/43, de fecha anterior a los sucesos de refe- 
rencia, sin necesidad de otros actos posteriores. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De los antecedentes acumulados al presente juicio, 
resulta que funcionarios de la Delegación en Tucumán 
de la Secretaría de Trabajo y Previsión, entre el 17 
de enero y el 30 de julio de 1944, tuvieron a su cargo la 
tarea de recolectar fondos para ayudar a las víctimas 
del terremoto de San Juan. En abril de 1945 el Delegado 
Interventor a la misma Delegación, denuncia hechos 
delictuosos que habrían cometido dichos funcionarios 
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en el desempeño de esa misión, y con tal motivo se ins- 
truyó este proceso. 

El Juez Federal se ha declarado incompetente para 
conocer en la causa, sosteniendo que no obstante haberse 
dictado en 1943 el decreto N v 15.074 sobre nacionaliza- 
ción de los departamentos provinciales de trabajo, en 
Tucumán esa disposición recién se hizo efectiva el 29 
de agosto de 1944 al ordenarse el traspaso del material 
y demás elementos técnicos que se encontraban en las 
oficinas del ex-organismo provincial (fs. 136 y 159). 

A mi juicio, los departamentos provinciales de tra- 
bajo quedaron automáticamente convertidos en delega- 
ciones regionales dependientes del Secretario de Trabajo 
y Previsión, por disposición expresa del art 12 del de- 
creto 15.074|43, redactado en estos términos: 

" Los departamentos, direcciones u oficinas del tra- 
bajo, cualquiera que sea su nombre y los organismos y 
servicios que de ellos dependan, existentes en las pro- 
vincias, quedan convertidos en Delegaciones Regionales 
de Trabajo y Previsión. Los actuales jefes de tales re- 
particiones seguirán al frente de las mismas como de- 
legados regionales, hasta tant disponga otra cosa el 
Secretario de Trabajo y Previsión". 

De acuerdo con el nuevo carácter de la institución, 
fué que el Secretario de Trabajo y Previsión pudo acep- 
tar la renuncia del Delegado en Tucumán el 5 de julio 
de 1944 (fs. 135), es decir con anterioridad a la fecha 
del traspaso aludido por el señor Juez de Sección. 

Por las razones expuestas, y demás fundamentos 
del auto de fs. 131, opino que la presente contienda debe 
ser dirimida en favor de la competencia de la justicia 
federal de Tucumán. — Buenos Aires, julio 21 de 1949. 
— Carlos G. DelfÍ7vo t 
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Buenos Aires, 22 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según el art. 12 del decreto n* 15.074|43 "Los 
Departamentos, Direcciones u Oficinas del Trabajo, 
cualquiera que sea su nombre, y los organismos y ser- 
vicios que de ellos dependen, existentes en las provin- 
cias, quedan convertidos en Delegaciones Regionales 
de Trabajo y Previsión. Los actuales Jefes de tales Re- 
particiones, seguirán al frente de las mismas como 
Delegados Regionales, hasta tanto disponga otra cosa 
el Secretario de Trabajo y Previsión". 

Que los términos del artículo transcripto y los con- 
siderandos del decreto en que se hace referencia a la 
necesidad de asegurar sin demora, mediante la creación 
de la Secretaría de Trabajo y Previsión, el eficaz fun- 
cionamiento de las reparticiones encargadas de velar 
por el cumplimiento de las leyes obreras, ponen de ma- 
nifiesto que se trata de una norma de carácter claramen- 
te operativo; de manera que los organismos provincia- 
les del trabajo pasaron a depender de la mencionada 
Secretaría desde el preciso instante en que el decreto 
entró en vigor. 

Que, por tanto, es indiferente que los hechos que 
han dado origen al sumario de autos, imputados a em- 
pleados de la Delegación Regional de Tucumán, hayan 
ocurrido con anterioridad a la fecha en que se llevó a 
cabo el traspaso de los materiales y elementos que se 
hallaban en las oficinas del Departamento del Trabajo 
de dicha provincia, pues la nacionalización de esa re- 
partición se produjo en virtud del decreto n* 15.074|43, 
de fecha anterior a los sucesoB de referencia, sin nece- 
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sidad de otros actos posteriores; conclusión corrobora- 
da por la aceptación de la renuncia que menciona el Sr. 
Procurador General en la parte final de su dictamen. 

Que según el informe de los peritos contadores de- 
signados en el sumario, la mayor parte del déficit des- 
cubierto con motivo de la colecta realizada en favor de 
las víctimas del terremoto de San Juan es imputable al 
Departamento Provincial del Trabajo (fs. 157), que ya 
en esa época dependía directamente de la Secretaría de 
Trabajo y Previsión de la Nación. 

Que es, así, aplicable al caso de autos la jurispru- 
dencia de esta Corte Suprema según la cual correspon- 
de a la justicia federal el conocimiento de los delitos 
cometidos por o contra empleados de la Nación en el 
desempeño de sus funciones (Fallos: 210, 643 y 830; 
211, 1184; sentencia de fecha 8 del corriente en la causa 
44 Colón Quiroga"). 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General se declara que el Sr. Juez 
Federal de Tucumán es competente para conocer de la 
presente causa. En consecuencia, remítansele los autos 
y hágase saber al Sr. Juez de Instrucción de la Provin- 
cia en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



VICTORIA DEVOTO DE CANEPA Y OTROS v. PROV. 
DE BUENOS AIRES 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Allanamiento. 

Es improcedente eximir del pago de costas a la provin- 
cia que sólo se allanó a la acción al alegar, no obstante 
que al tiempo de contestarse la demanda existía jurispru- 
dencia reiterada de la Corte Suprema contraria a las pre- 
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tensiones de aquélla en casos fundamentalmente análogos. 
Las claras indicaciones contenidas en la demanda y la 
documentación Acompañada acerca de la protesta hacen 
improcedente la exención pedida sobre la base de que era 
necesaria la prueba de la notificación de la protesta, del 
condominio invocado y de sus porciones indivisas (*). 



FRANCISCO A. RICCIARDI v. JUANA FERNANDA 
LAFFERRIERE 

RECURSO DE CASACION. 

El recurso de casación para ante la Corte Suprema es 
improcedente mientras no se dicte la ley reglamentaria 
que prevé el art. 95 de la Constitución Nacional. Prescin- 
dir de ella importaría exceder las atribuciones del tribunal 
e invadir las expresamente acordadas al Congreso. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales. 

La Constitución actual no impone la caducidad tie las 
leyes 48 y 4055 que reglamentan el recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

V Las cuestiones referentes al momento en que debe con- 
siderarse disuelta la sociedad conyugal, al carácter propio 
o ganancial de un bien determinado y a la procedencia 
de las reservas pedidas para atender obligaciones de asis- 
tencia de los hijos son de carácter común y carecen de 
relación directa con los preceptos constitucionales referen- 
tes a la función social de la propiedad y a la protección 
del matrimonio y la familia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de agosto de 1949. 

Vistos los autos: 44 Recurso de hecho deducido por 
el actor en los autos Ricciardi Francisco A. c./ Laffer- 

(i) 22 de agosto de 1949. Fallos: 187, 677; 189, 422; 212, 377. 
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riere Juana Fernanda", para decidir sobre su pro 
cedencia. 

Y considerando: 

Que esta Corte ha resuelto reiteradamente que el 
recurso de casación intentado para ante ella es impro- 
cedente por faltar la ley prevista en el art. 95 de la 
Constitución Nacional a cuyos términos ha de ajustarse 
la nueva jurisdicción apelada del Tribunal — conf. cau 
sas: "Fodino, T. S. v. Grafa S. A. M ; "Gonzalo, Dá- 
maso, su proceso"; "Skumanik, N. v. C. T. C. B. A." 
falladas respectivamente en 3, 9 y 30 de mayo del co- 
rriente año y las que allí se citan — . 

Que las razones alegadas en los autos no bastan, 
a juicio de esta Corte, para autorizar una variación de 
la referida jurisprudencia, fundada, en definitiva en 
el tradicional criterio de que la jurisdicción de apela- 
ción del Tribunal está sujeta a las modalidades que le 
imprima la ley que la reglamente. Esto supone la im- 
propiedad de la prescindencia de la ley reglamentaria 
del nuevo recurso — que expresamente prevé el art. 95 
de la Constitución Nacional — porque importaría ex- 
ceder las atribuciones del Tribunal invadiendo las ex- 
presamente acordadas al H. Congreso. 

Que no existe el mismo reato respecto del recurso 
extraordinario por estar éste reglamentado por leyes 
anteriores — Nos. 48 y 4055 — cuya caducidad no impone 
la sanción de la Constitución Nacional vigente, según 
también es doctrina de esta Corte — conf. causa: "An- 
derson Enrique N. y otros — infracción a la ley 12.906" 
fallada en 5 de mayo del corriente año y otras — . 

Que el referido recurso es, sin embargo, también 
improcedente en la especie. Resulta, en efecto, de los 
recaudos acompañados a requerimiento del Tribunal, 
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que la sentencia apelada tiene fundamentos de hecho y 
de derecho común suficientes para sustentarla — Fa- 
llos: 212, 186 y muchos otros — . 

Que por lo demás los puntos decididos por el fa- 
llo en recurso que motivan la apelación — fecha de la 
disolución de la sociedad conyugal ; carácter propio de 
un bien determinado; improcedencia de las reservas pe- 
didas para atender obligaciones de asistencia futura de 
los hijos-»— son cuestiones cuya consideración es propia 
de la ley común y de la doctrina y jurisprudencia del 
mismo orden, y que no guardan relación directa con 
los preceptos constitucionales invocados. Es en efecto, 
indudable que ni la función social que la propiedad 
desempeña en el nuevo ordenamiento, ni la protección 
del matrimonio y la familia, imponen una precisa so- 
lución a los problemas mencionados, que permanecen 
regidos por las leyes ordinarias en tanto no se las im- 
pugne concreta y oportunamente de inconstitucionali- 
dad, lo que en la especie no ocurre. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 



EDUARDO BOTELLA 
NULIDAD PROCESAL, 

La omisión de referencia expresa, en la parte dispositiva 
\ del fallo, al rechazo de la prescripción inequívocamente 
declarado en los considerandos del mismo, no constituye 
la violación de las formas substanciales de la sentencia que 
requiere el art. 509 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal para la nulidad del procedimiento, pues la ex- 
presión "formas substanciales" que emplea la ley exclu- 
ye, en principio, las deficiencias puramente rituales de las 



Luis R. Longhi 
Valenzuela 
Casares, 
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Tomás D. 
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que no deriva agravio cierto al recurrente ni limitación 
alguna a su defensa. 

PRESCRIPCION : Prescripción en materia penal. Tiempo. Aduana. 

\ El art. 433 de las Ordenanzas de Aduana rige la prescrip- 
ción de las acciones de carácter penal para la imposición 
de las penas de multa que las mismas ordenanzas estable- 
cen, y es aplicable a la prescripción de las multas corres- 
pondientes a la desviación de su destino de los artículos 
importados libres de derechos, en cuyo caso el término 
corre a partir de la comisión de la infracción. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantios. Derecho de 
propiedad. 

La garantía constitucional de la propiedad no obsta al 
s ejercicio de las facultades legítimas del gobierno. 

CONSTITUCION NACIONAL: Principios generales. 

n La Constitución ha de ser interpretada de modo que sus 
limitaciones no traben el eficaz y justo desempeño de los 
poderes atribuidos al Estado a los efectos del cumplimien- 
to de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad. 

LEYES PENALES. 

Las disposiciones del derecho común sólo son aplicables 
en materia de infracciones sancionadas por leyes especia- 
^ les, en ausencia de preceptos específicos de éstas y en 
tanto las primeras sean congruentes con el régimen que 
organizan las normas de que se trata. 

ADUANA: Infracciones. Alteración del destino. 

v La adquisición en propiedad de los géneros introducidos 

libres de derechos por razón de su destino, no atribuye al 
titular un derecho adquirido para disponer de aquéllos a su 
arbitrio. Una ley posterior puede, sin agravio constitucio- 
nal alguno, establecer las medidas conducentes para impo- 
ner el cumplimiento del cargo que la franquicia supone, 
en tanto no se atribuya carácter de infracción penada por 
la nueva norma, a actos anteriores a su sanción. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad c inconstitucio- 
x nalidad. Leyes nacionales. Impositivas. Varias. 

El art. 36 de la ley 12.345, en cuanto establece una multa 
respecto de los poseedores e importadores de los artículos 
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hallados fuera del sitio o condición en que naturalmente 
deberían encontrarse o en lugar, estado, condición o utili- 
zación que implique una transgresión al motivo de la fran- 
quicia, es oonstitucionalmente inobjetable en tanto se apli- 
que a hechcs cometidos durante la vigencia de la ley. 

ADUANA : Importación. Prueba del destino. 

La comprobación del destino de los géneros liberados de 
derechos, es exi<?ible a los beneficiarios de la exención im- 
positiva. Este régimen es aplicable a quien adquirió de la 
Defensa Agrícola láminas de barrera libres de derechos. 

ADUANA: Infracciones. Alteración del destino. 

Incurre en infracción al art. 36 de la ley 12.345 el adqui- 
rente por intermedio de la Dir. de Defensa Agrícola de 
barreras y accesorios para la lucha contra la langosta, im- 
portadas libres de derechos, que sólo conserva en su poder 
una parte de ellas y no prueba el destino de las demás. 

PRUEBA: Instrumentos. 

£1 informe de la Dirección de Defensa Agrícola respecto 
del carácter de importadas de las barreras que el infractor 
del art. 36 de la ley 12.345 adquirió de aquélla, tiene la 
fuerza probatoria de los informes de las oficinas públicas 
nacionales, a los que, por lo demás, también recurrió en la 
causa el sumariado, que ha podido desvirtuar la prueba 
producida, por lo que no hay en ello agravio a la Consti- 
tución Nacional. 



Sentencia del Juez Fedebal 

Rosario, noviembre 2 de 1948. 

Y vistos: Estos autos caratulados: "Botella Eduardo» ape- 
lación fallo Aduana", expte. n* 7910. 

Y considerando que : 

Primero : D. Eduardo Botella ocurre a este tribunal por la 
vía que autoriza el art. 1063 de la ley 810, solicitando que se 
revoque la resolución dictada por el Administrador de la Adua- 
na de esta Ciudad en el expediente n° 463-D-1944, que le impuso 
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una multa igual al valor tarifario de 40.559 láminas de barrera 
"Barbesino" e igual cantidad de clavos y grampas, con la obli- 
gación de abonar los derechos y servicios correspondientes a 
40.064 láminas y accesorios. 

Segundo : Como el ocurrente pretende cuestionar la pa*te do 
la resolución administrativa que establece la obligación de 
abonar derechos y servicios corresponde aclarar, en primer tér- 
mino, que esta vía contenciosa sólo procede, según jurispruden 
cia corriente, contra la resolución administrativa condenatoria, 
siendo ajena a la misma la parte de dicha resolución que se re- 
fiere al pago de impuestos o derechos. 

Tercero: De las constancias del expediente administrativo 
se desprende que el ocurrente adquirió a la Defensa Agrícola, 
en distintas oportunidades, la cantidad de 44.497 láminas d" 
barrera, con sus accesorios (v. constancias de fs. 2-6, H vta., 20 
y 23-27 del expediente adjunto). 

Las diligencias practicadas administrativamente para pro- 
ceder a la revisación y recuento de dicho material permitieron 
establecer que Botella sólo conservaba en su poder la cantidad 
de 3.938 láminas (v. acta de fs. 9 del sumario administrativo). 

Cuarto: Corresponde examinar, en primer término, la 
defensa de prescripción formulada en la expresión de agravios 
donde 6e invocan las disposiciones del art. 62 del Cód. Penal 
y, subsidiariamente, la de la ley 11.585 y las del art, 433 de 
las 00. de Aduana. 

Esa defensa debe ser rechazada porque, según jurispru- 
dencia corriente de este juzgado que se apoya en decisiones de 
tribunales superiores, la disposición aplicable a este caso es 
la del art. 433 de las Ordenanzas de Aduana que señala para 
la prescripción de la acción un plazo de 10 años que debe 
empezar a contarse desde que se comete la infracción o sea 
desde que se produce el cambio de destino dado a la cosa in- 
troducida con franquicia condicional, plazo que no aparece 
transcurrido en el sub lite (S. C. N., t. 200, pág. 310; Cám. Ped. 
de Rosario, fallo n* 22.364, etc.). 

Quinto: Tanto en el expediento administrativo como en 
estos autos el ocurrente sostuvo que de las 40.559 láminas fal- 
tantes, vendió 600 al colono Mariano Lolich y el resto quedó 
en poder del Sr. Máximo Qalafraga, como resultado de la di- 
visión de bienes de la sociedad de hecho formada con aquél. 

La averiguación administrativa permitió establecer que 
495 de esas láminas se hallaban, efectivamente en poder de 
Antonio y Mariano Lolich afectadas a su destino específico, 
según lo reconoció la propia resolución del Administrador de 
Aduana (v. fs. 16. 41, 44 y 48 del expediente adjunto). 
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En cuanto a las chapas que se sostuvo habían quedado en 
poder del Sr. Galarraga, nada se pudo establecer al respecto 
y la testimonial de fs. 48 y siguientes resultó ineficaz porque 
todos los testigos manifestaron ignorar esa circunstancia. 

Sexto: El art. 36 de la ley 12.345 (art. 74 de la ley de 
Aduana), establece que los artículos, materiales y mercaderías 
en general que por disposición de la ley <1p Aduanas o leyes 
especiales estén exonerados de derechos di? importación o gocen 
de menores derechos por razón de su destino, no podrán ha- 
llarse fuera del sitio o condición en que naturalmente deberán 
encontrarse ni en lugar, estado, condición o utilización qu£ 
implique una transgresión al motivo de la franquicia y que los 
poseedores e importadores de la mercadería hallada en circuns- 
tancias antedichas, serán pasibles de una multa de $ 20 a 
$ 20.000 m/n., sin perjuicio de exigirse el inmediato pago de 
los derechos dispensados y el comiso de la mercadería. 

Séptimo: La resolución administrativa reconoce, como se 
ha dicho, que las 495 láminas existentes en poder de Antonio 
y Mariano Lolich permanecían afectadas al uso para el que 
habían sido introducidas. No habiéndose desvirtuado en este 
caso, el motivo de la franquicia, no corresponde aplicar la 
sanción punitiva del art. 74 de la ley de Aduanas, según lo 
ha admitido la propia administración de esta ciudad en casos 
análogos (v. entre otros, el fallo dictado por el Administrador 
de la Aduana local don Luis A. Roche en el sumario n 9 123- 
D-1946, agregado a los autos caratuladas: "Roasso Gaspar c. 
Aduana de esta ciudad", exp. n Q 8527, radicado en este mismo 
Juzgado y Secretaría). 

En consecuencia, no corresponde imponer penalidad algu- 
na por la falta de esas 495 láminas. 

Octavo: En la expresión de agravios se señala que las 
compras de barrera efectuadas por el ocurrente tuvieron lugar 
entre los años 1932 y 1937 habiéndose celebrado todos los con- 
tratos de compraventa antes de la fecha del decreto n* 116 302, 
de fecha 11 de octubre de 1937, reglamentario de las compras 
de barreras a plazo y casi todos ellos antes de la vigencia de 
la ley 12.345, publicada el 15 de enero de 1937. 

Se agrega que los contratos de compraventa y prenda 
agraria respectivos contienen la cláusula de que el comprador 
acepta las prescripciones del decreto del Superior Gobierno 
de la Nación de fecha 7 de octubre de 1933, cuyos arte. 5 o a 
10 se transcriben en dichos contratos y de los cuales se des- 
prende que, una vez pagado totalmente el precio de la compra, 
el comprador tiene el más absoluto derecho de dominio sobre 
el material adquirido. 
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En base a estas consideraciones el ocurrente sostiene que 
el art. 36 de la ley 12.345, no ha podido alterar ese derecho 
adquirido y que su aplicación retroactiva vulneraría el derecho 
de propiedad consagrado por los arts. 14 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional. 

En una acción análoga interpuesta anteriormente por el 
mismo ocurrente, el suscripto admitió que las estipulaciones 
contenidas en los contratos de compraventa determinaban un 
derecho adquirido a favor del ocurrente que no podría ser 
modificado por las disposiciones posteriores de la ley 12.345. 

La Cám. Federal de esta ciudad confirmó la resolución 
pero no compartió las razones expuestas fundando la revoca- 
ción del fallo administrativo en la falta de prueba sobre la 
liberación de derechos de los efectos incriminados (fallo núm. 
20.985 de la Cám. Federal de Rosario). 

Ahora bien, con posterioridad a la resolución antes re- 
cordada el suscripto ajustó el criterio del juzgado a la juris- 
prudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Naoión que, 
con fecha 19 de julio de 1946, decidió que la disposición puni- 
tiva del art. 36 de la ley 12.345, era aplicable a los casos de 
chapas-barrera para la langosta introducidas libre de derechos 
de importación antes de la fecha de vigencia de la citada ley 
siempre que se fundara en actos posteriores a la misma (C. S. 
N,. t. 205, pág. 289). 

La Cám. Federal de esta ciudad, ha dispuesto también, en 
numerosas ocasiones, la procedencia de la sanción dispuesta 
por el art 36 de la ley 12.345 en casos relativos a adquisicio- 
nes anteriores a la vigencia de la cií ida ley. 

El suscripto, en consecuencia, se limita a remitirse a loa 
fundamentos expuestos por la Corte Suprema en el caso citado 
y a rechazar, en mérito de esos fundamentos y a la doctrina 
contenida en ese fallo, la defensa que se funda en la improce- 
dencia de la aplicación de la ley 12.345 a los casos de compras 
anteriores a la vigencia de dicha ley. 

Noveno: En el informe de fs. 54/64 se sostiene también 
la improcedencia de la aplicación del art. 36 de la ley 12.345 
porque el mismo se refiere textualmente a "poseedores o im- 
portadores", no encontrándose Botella en ninguno de esos 
supuestos. 

Esta defensa debe rechazarse porque según consta en el 
sumario y lo admite el mismo ocurrente, éste estuvo en pose- 
sión de los efectos incriminados cuando efectuó la compra y esa 
circunstancia es suficiente, a juicio del suscripto, para colo- 
carlo dentro de la previsión de la ley cuya aplicación seria 
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motivada, precisamente, por la disposición posterior hecha por 
el ocurrente de las efectos incriminados. 

Décimo : Ya se ha dicho que en el caso de los materiales 
que el ocurrente sostiene haber dejado en poder de su ex socio 
Galarraga, no ha podido demostrarse que estuvieran en reali- 
dad, en poder de éste ; ni mucho menos afectadas a su destino es- 
pecífico. 

Las diligencias administrativas efectuadas para proceder 
a la revisación y recuento del material establecieron, como se 
ha dicho, que las chapas y accesorios adquiridos por Botella 
no estaban en el lugar y condición en que deberían encontrar- 
se y como el comprador no ha podido acreditar las excusas 
con que se pretendió validar esa situación, se impone la apli- 
cación de la penalidad impuesta por el art. 74 de la ley de 
Aduanas, siempre que se trate de material introducido libre 
de derechos, requisito éste indispensable para ser aplicable 
aquella penalidad. 

A este respecto el Juzgado tiene resuelto reiteradamente 
que corresponde dar plena fe a las informaciones que suminis- 
tre sobre la materia el Ministerio de Agricultura de la Nación 
que, por haber tenido siempre a su cargo la fiscalización de la 
producción, importación, distribución y destino de las chapas, 
constituye el único órgano capacitado para evacuar todas las 
informaciones referentes a esas operaciones regladas por las 
leyes 11.694, 12.329 y 12.559 (Cám. Ped. de Rosario, fallo 
citado; Cám. Fed. de la Capital en La Ley, t. 39, pág. 144, etc.). 

En este caso el informe producido a fs. 29 vta. por la 
Dirección de Sanidad Vegetal y Acridiología dependiente del 
Ministerio de Agricultura de la Nación acredita con suficien- 
cia que todas las barreras para la lucha contra la langosta 
adquiridas por Botella que dieron origen a la formación del 
sumario administrativo, fueron introducidas al país libera- 
das de derechos de importación y, comprobado este extremo, 
se impone la confirmación del fallo administrativo. 

Décimo primero: El ocurrente sostiene, también en la 
expresión de agravios que la multa impuesta excede el máxi- 
mo de $ 20.000 m/n., fijado por la ley 12.345. 

La resolución administrativa impone una multa igual 
al valor tarifario de 40.559 láminas con sus accesorias y como 
ese valor tarifario asciende a $ 32.742,16 m/1., según el in- 
forme de fs. 45 vta. del expediente adjunto, es obvio que la 
condenación excede al máximo autorizado por la ley. 

En algunos casos anteriores el suscripto lia confirmado 
resoluciones de la Administración de Aduanas que, en si- 
tuaciones análogas se remitían al valor tarifario de los efec- 
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tos incriminados, pero ello ha tenido lugar siempre en casos 
en que ese valor tarifario estaba comprendido, sin duda de 
ninguna especie, dentro de los límites fijados por la ley. Pero 
como éste fija una pena que varía entre $ 20 y $ 20.000 m/n. 
el suscripto estima que lo más práctico es establecer una 
suma fija para determinar, dentro de esos límites, la penali- 
dad aplicable y, teniendo en cuenta los distintos elementos 
de juicio a considerar, estima equitativo, en este caso, fijar 
la multa en la suma de $ 10.000 m/1. 

Por estas consideraciones, fallo : 

Confirmando, en lo que ha sido materia del recurso, la 
resolución dictada por el Administrador de la Aduana de 
esta ciudad con fecha 15 de julio de 1945, en el expediente 
n° 463-1) 1944, con la modificación que surge de lo expuesto 
en el considerando décimo primero, en cuya virtud se fija 
definitivamente en la suma de diez mil pesos moneda nacio- 
nal, la multa impuesta al ocurrente Eduardo Botella. — Emi- 
lio E. Tasada. 



Sentencia de la (.-i mará Federal 

Rosario, 27 de diciembre de 1948 

Vistos, en acuerdo, los autos "Botella, Eduardo — apela- 
ción fallo aduana" (exp. n° 14.29 1 de entrada). 

Y considerando que: 

Primero : Se sustenta la nulidad de la sentencia en re- 
curso, en el hecho de no hacerse mención expresa al rechazo 
de la prescripción en la parte dispositiva del referido pronun- 
ciamiento. Si bien, como lo reconoce el ocurrente, en el con- 
siderando cuarto, se estudia y resuelve el punto en forma 
negativa para las pretensiones de éste. 

La Cámara tiene dicho ^n los autos Ferrocarril del Es- 
tado contra Ferrocarril de Santa Fe, que sin entrar a discri- 
minar que parte de la sentencia adquiere un valor preponde- 
rante, la verdad es que existe un verdadero nexo de unidad 
entre los considerandos y la parte dispositiva. Tanto es así que, 
tratándose de errores materiales o contrádicciones aparentes 
entre los considerandos y la parte dispositiva, los jueces de 
oficio lo han rectificado. 
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Está claro, en entender del tribunal, que la prescripción 
opuesta ha sido rechazada y que la omisión del punto en la 
parte dispositiva del pronunciamiento del inferior, no trae 
aparejada nulidad, la que de consiguiente se desestima. 

Segunda: Acerca de la prescripción, la Cámara tiene 
expuesto con reiteración su criterio, que se sustenta a la vez 
en el de la Corte Suprema (C. S. N., t. 200, pág. 310). Según 
el mismo, ella corre desde el momento en que se dio otro 
destino a los materiales en franquicia, sujetos a destino es- 
pecial y su término es el de diez años — art. 433 de las Orde- 
nanzas — . De tal manera la defensa de prescripción se rechaza. 

Tercero: Se demuestra que el Sr. Eduardo Botella adqui- 
rió 44.497 barreras y accesorios. De la revisión ordenada por 
dependencias del Ministerio de Agricultura, resulta que so- 
lamente conservaba en su poder, el referido adquirente 3.938 
chapas, lo cual pone de manifiesto que le faltaban 40.559 de 
dicho material. 

De esta cantidad dice el ocurrente que 600 vendió al 
colono Mariano Lolich y que las restantes chapas quedaron en 
poder del Sr. Máximo Galarraga a raíz de una división de 
bienes efectuada entre ambos. 

Con respecto al primero se acreditó esa venta (fs. 16 y 
17, exp. 9548 de la Aduana de Rosario, agregado por cuerda) 
como de la propia resolución administrativa surge también 
que las barreras en poder de Lolich estaban afectadas a su 
fin específico (fs. 47 vta.). En cuanto a las que el Sr. Botella 
asevera entregó a Galarraga, se carece de constancia y la 
prueba testimonial propuesta por el interesado resultó abso- 
lutamente ineficaz. 

Cuarto: De lo reseñado resulta que no se puede respon- 
sabilizar a Botella por las chapas vendidas a Lolich, toda vez 
que éste último era colono y aplicó el material para los fines 
de defensa del acridio, es decir, para darle el uso que motivó 
la franquicia. 

En cambio no ha dado una explicación satisfactoria acer- 
ca de las restantes láminas y accesorios que deducidas las 
600, aun quedarían fuera de comprobación del destino 39.959 
chapas y accesorios. 

La Cámara tiene dicho que, con posterioridad a la san- 
ción de la ley 11.694 de agosto de 1933, el material para la 
lucha contra el acridio introducido por el Ministerio de Agri- 
cultura de la Nación, caía en el régimen de franquicia suje- 
to a comprobación de destino. El presentante cita un fallo del 
tribunal (n 9 20.895) en el cual se exoneró de responsabilidad 
al dueño de láminas usadas, carentes de siglas y que en su 
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mayor parte se introdujeron inmediatamente después de la 
vigencia de la ley. Además, la Dirección de Acridiología no 
había producido un informe preciBO. 

Con posterioridad al pronunciamiento traído por el ocu- 
rrente y frente a informes categóricos de Sanidad Vegetal y 
Acridiología, la Cámara decidió que estaban comprendidas 
en el régimen de liberalidad. Depende, en consecuencia, de 
la prueba que en cada caso demuestre o no el origen de la 
mercadería. 

En el sub-examen la recordada dirección técnica del 
Ministerio de Agricultura, extrae de sus libros los datos que 
a manera de informe evacúa a fs. 29 vta., y en el cual asevera 
en forma categórica que las láminas y accesorios adquiridos 
por el Sr. Eduardo Botella, fueron introducidos al país, en 
franquicia de derechos. Para destruir lo que resulta de dicho 
informe, la parte interesada, debió aportar al juicio, pruebas 
demostrativas de lo contrario, toda vez que no se trata de 
la demostración de un delito, donde la comprobación de su 
existencia es a cargo de quien lo computa, sino de mercade- 
rías con derechos condicionales, situación especial en que juega 
el principio en forma opuesta. 

Ello pone en claro también que carece de asidero el 
argumento también esgrimido por el interesado en el senti- 
do de que estaría en pugna con el art. 18 de la Constitución 
Nacional, acordar validez al recordado informe, por entrañar 
dicha conducta una desigualdad procesal. 

Quinto: Se aduce además, que es inaplicable a la sub 
causa el art. 74 t. o. (art. 36 de la ley 12.345). Al respecto la 
Cámara tuvo ocasión de decir, citanuo a la Corte (C. S. N., 
t. 205, pág. 289) que no es violatorio del art. 17 de la Const. 
Nacional la aplicación de la citada ley a los dueños de chapas 
de barreras para la langosta, adquiridas libres de derecho 
con anterioridad a la sanción de esta ley, si aquéllas fueron 
halladas estando ya en vigencia esta. (Fallo de la Cámara 
n* 20.895). Se comprueba en el sub-examen que la inspec- 
ción efectuada por la Defensa Agrícola en el material adqui- 
rido por el Sr. Botella fué el 27 de setiembre de 1943 (fs. 9, 
exp. agregado por cuerda) . 

En tal situación la referida aplicación legal, no está en 
pugna con los arts. 14 y 17 de la Carta Magna, como lo pre- 
tende el ocurrente. 

Sexto Como lo destaca el a^quo, la resolución adminis- 
trativa excede la suma de $ 20 000 que fija la ley, como 
máximo imponible en concepto de multa que reduce a pesos 
10.000. 
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En atención a las características del presente juicio, la 
reducción de la multa a la cantidad establecida por el infe- 
rior es justa y debe ser confirmada. 

De conformidad parcial al Sr. Fiscal de Cámara se 
resuelve : 

Confirmar la sentencia dictada, obrante de fojas 69 a 
73 en todas sus partes. — Santas J. Saccone. — Juan Carlos 
Lubary. — Manuel Granados. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Botella Eduardo, apelación fa- 
llo Aduana", en los que se ha concedido a fs. 94 el re- 
curso ordinario de apelación y nulidad. 

Y considerando: 

Que la omisión de referencia expresa en la parte 
dispositiva al rechazo de la prescripción inequívoca- 
mente declarada en los considerandos del fallo apelado, 
no constituye violación de las formas substanciales de 
la sentencia que requiere el art. 509 del Cód. de Proce- 
dimientos en lo Criminal para la nulidad del pronuncia- 
miento. La expresión 4 i formas substanciales' 9 que em- 
plea la ley excluye, en principio, las deficiencias pura- 
mente rituales, de que no deriva agravio cierto al 
recurrente ni limitación alguna a su defensa — conf. 
doct. Fallos : 183, 173 y otros — . El recurso de nulidad 
debe pues desecharse. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
—Fallos: 200, 419 y los allí citados— el art. 433 de las 
O. O. A. A. ha sido interpretado "en el sentido de que 
rige la prescripción de las acciones de carácter penal 
para la imposición de las penas de multa que las mis- 
mas ordenanzas establecen 99 . Es además exacto, como 
lo decide el tribunal a-quo que se ha declarado aplicable 
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el referido precepto para la prescripción de las multas 
correspondientes a la desviación de su destino de los 
artículos importados libres de derechos, entendiéndose 
en tal supuesto que el término corre a partir de la co- 
misión de la infracción — Fallos: 200, 310 — sin duda 
por ser inadmisible el comienzo de' su curso antes de 
la existencia del entuerto y por permitirlo así los tér- 
minos del art. 433 citado, para cuya inteligencia no 
cabe prescindir de la consideración que la entrada o 
salida del buque a que se refiere el reclamo, juega con 
el mismo alcance en los supuestos de operaciones ordi- 
narias de importación o exportación. La defensa de 
prescripción ha sido en consecuencia bien rechazada. 

Que es doctrina de esta Corte que la garantía cons- 
titucional de la propiedad no obsta al ejercicio de las 
facultades legítimas del gobierno — Fallos: 193, 192 — 
porque la Constitución ha de ser interpretada de modo 
que sus limitaciones no traben el eficaz y justo desem- 
peño de los poderes atribuidos al Estado a los efectos 
del cumplimiento de sus fines del modo más beneficio- 
so para la comunidad — Fallos: 199, 483 — . 

Que se ha declarado también que las disposiciones 
del derecho común sólo son aplicables en materia de 
infracciones sancionadas por leyes especiales, en au- 
sencia de preceptos específicos de éstas y en tanto las 
primeras sean congruentes con el régimen que organi- 
zan las normas de que se trata — Fallos : 212, 134 y los 
que allí se citan — . 

Que respecto de géneros introducidos libres de de 
rechos en atención al destino que las leyes que estable- 
cen la franquicia les asignan, es así inadmisible el ar- 
gumento de que su adquisición en propiedad atribuya 
al titular un derecho adquirido para disponer a su ar- 
bitrio de aquéllos. Parece por lo contrario, indudable 
que una ley posterior pueda sin agravio constitucional 
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alguno, establecer las medidas conducentes para impo- 
ner el cumplimiento del cargo que la franquicia supone, 
en tanto, sin duda, no se atribuya carácter de infracción 
penada por la nueva norma, a actos anteriores a su 
sanción, como por lo demás, lo admitió esta Corte en 
Fallos: 205, 289, precisamente respecto de las chapas 
de barrera para combatir la langosta. 

Que el art. 36 de la ley 12.345 que dispone que "los 
artículos, máquinas, materiales y mercaderías en gene- 
ral, que por disposición de la Ley de Aduanas o leyes 
especiales están exonerados de derechos de importa- 
ción o gocen de menores derechos por razón de su des- 
tino, no podrán hallarse fuera del sitio o condición en 
que naturalmente deberían encontrarse, ni en lugar, es- 
tado, condición o utilización que implique una transgre- 
sión al motivo de la franquicia' ' y estatuye además que 
4 4 los poseedores e importadores de las mercaderías ha- 
lladas en las circunstancias antedichas, serán pasibles 
de una multa de 20 a 20.000 pesos moneda nacional, sin 
perjuicio de exigirse el inmediato pago de los derechos 
dispensados y el comiso de la mercadería", es así cons- 
titucionalmente inobjetable en tanto se aplique a hechos 
en que se hubiera incurrido durante la vigencia de la 
ley, como en la especie ocurre. 

Que esta Corte coincide con la Cámara apelada en 
la conclusión de que, tratándose de géneros liberados 
de derechos, es exigible la comprobación de su destino a 
los beneficiarios de la exención impositiva. Tal es desde 
luego el régimen que para los introductores establece 
el reglamento de la ley 11,281, que es congruente con 
el régimen legal que conforma el art. 36 de la ley 12.345 
y que aun resulta necesaria consecuencia del sistema 
mismo de tales franquicias, ininteligibles de otro mo- 
do, por la fácil e inútil detracción de la renta pública 
que permiten. Con tanta más razón cuanto que la prue- 
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ba a producir por o] interesado no se sujeta a otro re- 
quisito que el de su eficacia como tal y no presenta 
dificultades que la hagan onerosa. Cabe aquí agregar 
que la que a este efecto invoca Botella, resulta insufi- 
ciente, a juicio del Tribunal, toda vez que se reduce a 
las manifestaciones de Yurrebaso y Arregui, depen- 
diente el uno del sumariado y el otro de su presunto 
socio Galarraga, de las que por lo demás no resulta qué 
fué de las barreras desaparecidas, como no resulta de 
las declaraciones de fs. 48 vta. y siguientes. 

Que también comparte el Tribunal el criterio con 
que el fallo apelado decide lo referente a la eficiencia 
del informe de fs. 29. No existe petición de principio 
alguno en reconocer validez a lo informado por la Di- 
rección de Defensa Agrícola respecto del carácter de 
importadas de las barreras que Botella adquirió de 
aquélla, porque esa validez no reposa en la circunstan- 
cia de que las chapas fueran extranjeras y se introdu- 
jeren libres de derechos, sino en la fuerza probatoria 
de los informes de las oficinas públicas nacionales, a 
que por lo demás, ha recurrido también en la causa el 
mismo Botella. Otra cosa distinta es que deba concluir- 
se con la sentencia en recurso, que la prueba ha podido 
desvirtuarse por el sumariado, que no lo ha hecho, en 
todo lo que no hay agravio alguno a la Constitución 
Nacional. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del fallo recurrido de fs. 84, se desestima la nulidad y 
se confirma la sentencia referida en todas sus partes. 
Las costas de esta instancia a cargo del apelante. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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DIRECCION GENERAL DE INGENIEROS v. 
MARCELINO MUSTO 



EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

Mediante la asignación de un "representante" especial 
al expropiado y otro de igual carácter al Gobierno Na- 
cional en el Tribunal de Tasaciones, la ley 13.264 ha 
reemplazado la intervención individual y meramente ilus- 
trativa de los peritos de la ley 189 por la de un verdadero 
organismo que impone a sus componentes actuación con- 
junta y una responsabilidad mancomunada, y atribuye 
a los "representantes" mencionados el doble carácter de 
técnicos y partes. 

Si bien según el art. 14 de la ley 13.264 la autoridad 
de los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de ex- 
propiación, deja de ser indispensable, salvo circunstan- 
cias especiales o de excepción, para resolver la inicial 
discrepancia de las partes con respecto al valor de los 
bienes, cuando los representantes de ellas en el organis- 
^ mo mencionado concuerdan entre sí y con los demás 
miembros de él. En tal caso no cabe, en principio, fijar 
judicialmente un precio distinto del de la tasación efec- 
V tuada por dicho organismo. 



EXPROPIACION : Indemnización. Otros daños. 

No resultando de las constancias de autos la existencia 
de perjuicios causados por la expropiación que no hayan 
de ser íntegramente compensados con el pago del justo 
precio y los intereses, no corresponde agregar a dicho 
precio ninguna indemnización. 



Y vistos: Los del juicio de expropiación seguido en el 
exp. n* 168, año 1946, caratulado "Dir. Gral. de Ingenieros 
c. Marcelino Musto s. expropiación", de sus constancias re- 
sulta : 

a) . Promoverse la demanda en representación de la Dir. 
Gral. de Ingenieros del Ministerio de Guerra de la Nación por 
el Sr. Proc. Fiscal, a objeto de que tenga lugar la expropia- 




Sentencia del Juez Federal 



Jujuy, 18 de marzo de 1948. 
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ción dispuesta por el decreto n 9 3154, de fecha 30 de marzo de 
1946 y en virtud del decreto-ley n 9 16.269 de fecha 21 de junio 
de 1944, cuyas copias se acompaña (fs. 3 a 6), del inmueble 
ubicado en el Dpto. Capital de esta Provincia; el cual tieije 
una superficie aproximada de 4.996,70 mts. 2 y conforme al 
plano adjunto de fs. 1, linda: al N. E. con la Cía. de Vialidad 
del Regimiento 20 de Infantería de Montaña * 4 Cazadores de 
los Andes, de que lo separa la calle pública y al S. E., S. y 
N.O. con terrenos de la Sociedad Civil "Rey y Padilla" y para 
el pago de cuyo precio, avaluado a razón de $ 1,25 m/n. el 
metro cuadrado y la indemnización corespondiente a la trans- 
ferencia así forzosa, por no obtenerse el avenimiento del pro- 
pietario conocido Sr. Marcelino Musto; contra el cual o quién 
más pueda serlo se deduce la demanda, se manifiesta haber 
consignado por parte del Estado Nacional interesado en la 
í^xpropiación, mediante depósito, la cantidad de $ 6.892,45 m/n. 
en el Banco de la Nación Argentina de esta ciudad, como 
perteneciente a las autos y a la orden del juzgado según no- 
ta y oficio que para acreditarlo se acompaña (fs. 2 y 7). Y, 
además, que de tal cantidad depositada correspondían pesos 
6.245.87 m/n. al valor de tasación del terreno y el resto o 
sean $ 646,58 m/n. al justiprecio de la indemnización de 
referencia, y que a mérito de su consignación y conforme a 
lo dispuesto en el art. 4 9 de la ley n 9 189 por serle urgente 
a la actora para la construcción de las obras para que se ha 
resuelto la expropiación, se (solicita la inmediata posesión 
del inmueble individualizado como el objeto de la demanda; 
fundando por lo demás ésta, en el derecho que fluye de las 
disposiciones de la citada ley y su modificación por decreto- 
ley n 9 17.920 de 6 de julio de 1944, y en cuyo mérito se for- 
mula el petitorio de que se haga lugar a la expropiación; con 
costas si así fuere procedente, previa la sustanciación del jui- 
cio sumario prescripto por el procedimiento indicado en la 
ley 50 para las excepciones; como así ha tenido lugar. 

b) El demandado, Marcelino Musto, contestando el tras- 
lado que de la demanda relacionada le fuera corrido, por medio 
de apoderado que acredita en forma legal la representación; 
al par que denuncia como tercero interesado al Sr. Salvador 
Muñoz a quien le vendiera una fracción del terreno sujeto a 
la expropiación demandada como lo acredita con el testimonio 
de la escritura correspondiente que acompaña de fecha 8 de 
junio de 1945 (fs. 19-21 vta.), luego de manifestar su título 
al dominio del inmueble expropiado no afectado por dicha 
venta, como que lo adquiriera por compra hecha a la Sociedad 
Civil "Rey Padilla" en 16 de mayo de 1945 exhibiendo tam- 
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bién el testimonio de la escritura que lo acredita (fs. 15-18), 
reconoce el derecho de la actora para demandar la expropia- 
ción de él pero cuestiona que deba o pueda hacerse lugar a 
ésta por solo el precio y la indemnización cuyos montos ha con- 
signado en pago aquélla, según se ha relacionado anteriormente. 

Y al hacerlo así manifiesta: Que el precio consignado está 
lejos de ser adecuado al valor real del terreno como que la pro- 
pia Dirección General de Ingenieros expropiante, en propuesta 
extrajudicial que hiciera a su parte, de fecha 7 de diciembre 
de 1945, por escrito y mediante nota que adjunta y cuyo reco- 
nocimiento sería materia de su prueba como que desde ya lo 
solicitaba, expresaba haber llegado a la conclusión de que el 
justo precio del inmueble era de $ 10.639,98 m/n. incluyendo 
— decía — en tal suma, el valor del terreno e indemnizaciones 
y la cual se le ofrecía por la transferencia de arfuél. Siendo de 
observar que al respecto y al iniciarse este juicio resulte que 
ese valor e indemnizaciones para la misma actora no sean 
sino de $ 6.892,45; lo que significaría que para la misma la 
fijación del "justo precio" no sea sino arbitraria en sumo 
grado, dada la diferencia existente e inexplicable, de aproxi- 
madamente $ 4.000. Luego, que su parte había adquirido los 
terrenos de cuya propiedad se trata de privarle mediante la 
expropiación, por el precio de $ 12.500 m/n. como consta en 
la escritura de transferencia a su favor otorgada por la So- 
ciedad Civil "Rey y Padilla"; con lo que vendría a resultar 
que en el tiempo transcurrido desde su adquisición hasta el co- 
mienzo del juicio, en vez de aumentar el valor "del inmueble 
como ocurría en los hechos y habría de probarse oportuna- 
mente, se habría producido su desvalorización sin justificativo 
y por ello sostenía que hacer valer dicha segunda estimación 
de "justo precio", hecha por la actora, implicaría, a la vez 
que violación del derecho de propiedad resguardado por el 
art. 17 de la Const. Nacional, dar lugar a un enriquecimiento 
sin causa que podría abrir el camino para las acciones autori- 
zadas por el Cód. Civil. Y por último que cabía hacer notar 
que su parte había vendido ya al Sr. Salvador Muñoz una frac- 
ción del inmueble expropiado ahora por un precio unitario de 
pesos 10,00 m/n. el m. 2 y que, aunque se acepte que las condi- 
ciones de la operación — largo plazo y pago por mensualidades — 
deban determinar una elevación compensatoria en dicho pre- 
cio, su parte hace mérito de ello para solicitar como precio 
adecuado del terreno en cuestión y también unitario el de 
$ 7,00 m/n. por m. 2 , que pretende para la indemnización y 
que resultaría fundado oportunamente por la prueba a pro- 
ducirse. 
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A continuación reclama como valor de indemnización por 
mejoras el de la suma de $ 3.000,00 m/n., para concluir en qqe 
acepta como justiprecio de la indemnización emergente del 
desapropio forzado que significa la expropiación, el 10 % "pro- 
puesto por la expropiante" — dice— y que deberá aplicarse 
*'al total y, luego, adicionado al mismo como parte del precio 
general a ser abonado por el terreno, sus mejoras e indemni- 
zaciones". 

Y en cuanto a las costas del juicio, así trabado, contesta 
que sostiene que en cualquier caso y en definitiva ellas deben 
imponerse al sentenciar a la actora, como solución consagrada 
por la jurisprudencia de los Tribunales de la República y por 
las razones que reproduce como atinentes al caso; aparte de 
que alega también la inconstitucionalidad del art. 18 de la ley 
189, en el texto modificado por el decreto nacional n* 17.920/44, 
dictado por el Gobierna de facto, en la hipótesis de que sea 
aplicado planteando por ello y desde luego el caso federal pre- 
visto por el art. 14 de la ley 48; en cuanto el referido artículo 
del decreto citado vulneraría el derecho de propiedad garan- 
tido por la Constitución Nacional en su integridad. Lo mismo 
que expresa su petitorio de que los intereses que deberá man- 
darse le sean pagados sobre la suma a abonar por la indem- 
nización a que está supeditada la expropiación, según sus pre- 
tensiones, sean los legales que corresponden desde la fecha de 
la toma do posesión del inmueble por la expropiante, hasta la 
del pago y sobre la diferencia resultante entre dicha suma 
y la cantidad depositada; conforme con la jurisprudencia de 
la Corte Suprema que invoca, entendiendo que tales intereses 
son del 6 % corrientes, a estilo del cobrado por el Banco de 
la Nación Argentina. 

e) Apersonado el tercero interesado por la expropiación 
demandada, Sr. Salvador Muñoz, al juicio, por intermedio del 
mismo apoderado representante del demandado Sr. Musto a 
quien se mandara correrle traslado de la demanda por lo mani- 
festado en su contestación por éste, de que lo era, tras de con- 
firmar la denuncia y su título al dominio sobre una fracción 
del inmueble expropiado con la presentación de un segundo 
testimonio de la escritura de compra de ella y reconocer expre- 
samente el derecho a promover la demanda de parte de la 
actora, niega que el precio e indemnización que le correspon- 
dería por dicha fracción dentro de la cantidad consignada 
para la totalidad del inmueble en cuestión al promoverse la 
acción, sea el "justo precio" legal a pagar por la expropiación 
como indemnización previa, pretendiendo que para que fuera 
tal, como valor del terreno debe pagársele el de S 10,00 m/n. 
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por metro cuadrado a que el lo adquiriera coa anterioridad, 
y como indemnización por perjuicio emergente del desapropio 
forzoso, el 10 °/o t Y, además, las costas y los intereses conforme 
a lo sostenido por parte de Musto al respecto y en todo, invo- 
cando a favor de sus pretensiones las constancias de la escri- 
tura acompañada y lo dispuesto en el art. 17 de la Constitu- 
ción Nacional de que afirma que sería violatorio un pago in- 
demnizatorio de menor cuantía, por el precio del terreno y 
resarcimiento de perjuicios, 

d) Del acta de fs. 31 y decreto antecedente, consta el 
cumplimiento de la diligencia de entrega de la posesión judi- 
cial del inmueble expropiado a la actora, que ella solicitara ál 
promover la demanda con fecha 2 de julio de 1946; y a fs. 40 
la apertura a prueba del juicio planteado, en cuyo estado se 
ofreció y produjo por las partes la pericial propuesta por las 
mismas y la que se menciona en los escritos de fs. 41, 53, 58 
y 67, sobre cuyo resultado informan las constancias agregadas 
en autos, siendo de notar que, por el desacuerdo manifestado 
entre los peritas de aquéllas, a fs. 49 tuvo lugar la designación 
e intervención del perito tercero de cuyo desempeño conjunta- 
mente con los de partes, dan cuenta los términos del informe 
agregado de fs. 144 a 161 como también que integra la prueba 
entre la que ofreciera la actora y en sus constancias, el expe- 
diente 166/1946 sobre expropiación de tierras de que hacía 
parte el inmueble deslindado como objeto de la expropiación 
de autos, y con el que han sido traídos éstos al despacho para 
este acto. Y con el vencimiento del término de prueba certifi- 
cado por Secretaría a fs. 175 vta., en su oportunidad las partes 
produjeron el informe in voce autorizado por el procedimiento 
impreso al juicio, alegando sobre el mérito según el acta de 
fs. 212 y el contenido de los memoriales allí mencionados que 
se tienen a la vista; oportunidad en que la representación y 
patrocinio letrado de los demandados han concretado su peti- 
torio supeditado en la contestación dé la demanda al resultado 
de la prueba, para que en definitiva se condene a la expro- 
piante al pago del terreno de cada uno fijando como su justo 
precio el de la tasación hecha por el perito propuesto por 
parte de ellos, Ing. Corro; lo mismo que de la mejora exis- 
tente en el de propiedad de M. ^lusto y de la indemnización 
fijada del 10 % o cuando menos, al que por iguales conceptos 
se ha señalado al contestar el traslado de la demanda. 

Y considerando: 

1 Q Que como en el juicio análogo que es parte de la prueba 
en éste y al que se ha hecho referencia en el punto d), aquí 
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están también de acuerdo los tres peritos a cuyo dictamen se 
concreta primordialmente la prueba al respecto y en base a las 
constancias de autos sobre la ubicación, superficie, topografía, 
linderos, configuración perimetral, condiciones del dominio, y 
mejoras existentes en ellos, de los terrenos que son objeto He 
la expropiación ; así como sobre sus condiciones de proximidad 
al centro urbano de la Ciudad de Jujuy, de comunicación con 
el mismo y su destino, en razón de esa ubicación y caracterís- 
ticas suburbanas de la zona a que corresponden; sin perjuicio 
de las ampliaciones o apreciaciones hechas por separado y en 
relación con algunas de tales condiciones generales o caracte- 
rísticas, al fundamentar sus dictámenes en disidencia sobre 
la tasación del terreno y de que podrá ser hecha referencia 
más adelante en este acto. 

2 9 Que como en aquel juicio, en éste tampoco se ha cues- 
tionado por los titulares del dominio la licitud y procedencia 
de la expropiación del inmueble deslindado en la demanda, 
sobre ninguna de las dos fracciones en que resulta dividido 
en razón de la venta hecha por Marcelino Musto a Salvador 
Muñoz por la escritura publica de fecha 8 de junio de 1945, 
registrada el 21 del mismo mes (en test, a fs. 19-22 vta. y 
35-37 vta.) ; siendo así que el mismo ha quedado trabado tan 
sólo sobre lo que es atinente a la indemnización que debe 
pagarse por la expropiación en concepto de los terrenos, de 
mejoras existentes en uno de ellos y del resarcimiento por 
perjuicios emergentes del desapropio forzoso. Venta, la men- 
cionada, a cuyo respecto una observación cabría considerar que 
es oportuno hacer: la de que consta de la prueba de autos la 
circunstancia de que la expropiación no obstante haber sido 
dispuesta ya. en concreto, comprendiendo también al terreno 
objeto de ella, en 31 de enero de 1946 (decreto de fs. 3-5 en 
copia) se encontraba virtualmente autorizado por el Estado 
en el decreto-ley 16.269/44 invocado por la actora en la espe- 
cie, para el caso de ofrecerse inconvenientes para la adquisi- 
ción privada o administrativa de los bienes afectados a dicha 
autorización y declaración de la utilidad pública desde la 
fecha del mismo, o sea junio de 1944; habiendo estado en ges- 
tión dicha adquisición en lo que hacía al dominio del inmueble 
de que tuvo lugar la expresada venta ya en marzo de 1945 
(v. fs. 64-68 y 234, exp. 166/1946). 

Y al ser entonces aquella la cuestión que en lo principal 
se ha de dilucidar, tal dilucidación ha de hacerse, desde luego, 
mediante el examen y apreciación de la prueba de autos. Y a 
este efecto, es pertinente reproducir aquí como se lo hace a fin 
de abreviar, lo que ha sido objeto de consideración en los 
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puntos 3* y primer y segundo apartado del 4* en el fallo pro- 
nunciado en el juicio análogo sobre la expropiación demandada 
por la misma parte actora en contra de la Sociedad Civil "Rey 
y Padilla", con fecha cuatro deL corriente mes y año a fs. 264; 
con solo la exclusión, es claro, de la parte del punto 4 Q que 
es atinente a la conclusión a que se juzga haber lugar en la 
especie de dichos autos. 

3 9 Que aquí y para la aplicación de esas bases de juicio, 
a que tales puntos son referentes, una consideración preliminar 
que no se puntualizara allí puede ser oportuna. Es la de que, 
con la jurisprudencia adoptada recientemente por la Corte 
Suprema Nacional, sobre la plena validez y vigencia, en gene- 
ral, de las modificaciones a la ley 189 introducidas por el de- 
creto-ley 17.920 de julio 6 de 1944, en los casas que como el 
de estos autos las mismas rigen en virtud de su planteamiento 
ulterior a la fecha en que el texto se establece y sin solución 
de continuidad que pueda originarse en el trueque del gobierno 
de facto que las dictara, por el del régimen constitucional res- 
tablecido en la Nación y en la falta de ratificación expresa ulte- 
rior por ley del Congreso como que pudiesen fundamentar dicha 
solución de continuidad los efectos suspensivos de esa vigencia, 
la "legislación ulterior" aludida allí es la que en dichas modi- 
ficaciones a la ley 189 resulta ya en vigor y debe regir el crite- 
rio judicial para la estimación del quantum como de la excen- 
ción de la indemnización en estos casos de expropiación ; sin 
que en autos esté cuestionada esa aplicabilidad más que en 
lo que respecta a la imposición de las costas, no obstante el 
mérito que de ella fuera hecho en la demanda. 

Ahora bien, para concretar las conclusiones a que se arriba 
en el examen de las probanzas de autos ya admitidas con la 
extensión que permiten los términos de la modificación del 
art. 6 9 de la ley 189 ; pero teniendo en cuenta sin embargo la 
jurisprudencia existente en lo que a la restricción de la prueba 
pericial se refiere, por lo que hace a la valoración de los inmue- 
bles bajo aquellas bases de juicio, cabe todavía establecer pre- 
viamente — y teniendo asimismo en cuenta el fundamento con 
que las partes han alegado — el mérito o demérito de los elemen- 
tos de apreciación resultantes de dicha prueba, lo que sigue. 

4? Que en cuanto a las condiciones generales y característi- 
cas del terreno comprensivo de las propiedades expropiadas y 
a que son comunes la mayoría de ellas, todas las que han sido 
puntualizadas en el juicio y la sentencia de que venimos repro- 
duciendo, consideraciones, como que correspondían también al 
inmueble de que allí se trataba; vale decir: lo que ha sido 
materia del considerando l 9 de dicha sentencia que por ello se 
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reproduce igualmente aquí, complementa, la mención que de las 
mismas se hace en el informe pericial de fs. 144 de autop de 
común acuerdo por los tres peritos; como que pueden constituir 
y han sido utilizados en sus informes de tasación, como .tales 
elementos de juicio, para el avalúo del justo precio del terteno. 
Pero a ello ha de agregarse que el suscrito encuentra fundadas 
y ponderables en el caso de autos, a tal efecto, las consideracio- 
nes con que el perito de los demandados hace valer especialmen- 
te las características que hacen a la ubicación, a la salubridad, al 
carácter suburbano de la zona de situación, a esta situación con 
respecto al trazado y calidad de la vía pública de comunicación 
sobre que tienen su frente y que conduce a la ciudad, a la pro- 
ximidad de ésta y a la existencia de servicios de transporte o 
movilidad cómoda y económicamente utilizables en dicha comu- 
nicación, a las servidumbres o cargas que pueden afectar a la 
propiedad inmueble y que no afectaban a las de que aquí se 
trata hasta su expropiación, etc. Esto sin perjuicio, es claro, de 
que se tenga en cuenta al propio tiempo y según corresponde las 
desventajas que a la vez puede significar la falta de los servi- 
cios públicos estatales o municipales a que, por su estableci- 
miento y uso, responden tales servidumbres o cargas. Y aparte 
también de que quepa hacer notar la circunstancia de que esas 
condiciones favorables a la valorización de los terrenos tengan 
una innegable mayor incidencia por lo que concierne a los de 
que en la especie se considera, como derivada del hecho de que 
así cuenten con ellas para el destino que les es asignado en razón 
de su situación, calidad del suelo, forma y medidas; dentro del 
proceso notorio — que se ha dicho ei: aquel otro juicio — del 
acrecentamiento de la población urbana y suburbana de Jujuy 
— ciudad — y del incentivo que prestan las condiciones del ve- 
cindario y la existencia de aquellos medios y vías de comuni- 
cación y transporte utilizables; desde luego ya existentes al 
tiempo de la toma de posesión en la expropiación; diciéndose 
lo del vecindario, porque, como surge de lo relacionado más 
arriba y se especifica en la pericial, lo constituyen los Cuarteles 
de la Guarnición Militar del Ejército Nacional y establecimien- 
tos anexas y de reparticiones de servicios públicos también de 
la Nación, que son colindantes o se encuentran en inmediaciones 
de lo expropiado, siendo un incentivo para que se incremente la 
demanda de solares destinados para vivienda y con condiciones 
favorables, como se ha establecido en la misma pericial que las 
tienen estos terrenos; y con ello, el valor de la propiedad. 

5 9 Que de los antecedentes sobre el avalúo fiscal para el 
pago del impuesto territorial entre aquellos a que se refiera 
el inc. a) del art. 6 9 de la ley 189 vigente, como elemento de 
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juicio también, para decidir la cuestión de que aquí se trata, 
en autos la prueba ofrecida y que se ha producido, únicamente 
permite advertir el de la aplicación de las normas que autori- 
zarían a fijarlo en el importe de la última transferencia de los 
inmuebles sobre que se hubiere operado en el tiempo en que se 
practica dicho avalúo; lo que equivale, en el caso, a que dicho 
avalúo sea el del precio de adquisición del terreno por el expro- 
piado, en lo que respecta a la fracción del demandado Salvador 
Muñoz. Y por lo que atañe a la propiedad de Marcelino Musto, 
a que su tasación, hasta el año 1946 inclusive, haya sido de 
$ 11.100 elevándose para el año siguiente a $ 30.000 (infs. fs, 56 
vta., 73 vta. y 143), sin que — como se ha observado por el perito 
tercero — se pueda atribuir ello, lógicamente, a otra razón que 
la del cómputo que las autoridades competentes encargadas de 
adecuar a lo que se entendiera ser la realidad de los valores in- 
mobiliarios, la tasación fiscal, habrían hecho de su valorización; 
por lo que sería admisible estimar con igual criterio de lógica, 
que el valor real del inmueble de referencia en el tiempo de la 
expropiación o sea el de la toma de posesión por la actora (julio 
de 1946) no podría ser sino relativamente inferior a la tasación, 
en el supuesto, también lógico, de la absoluta equidad de ésta 
en que se habría colocado el perito tercero para afirmar, como 
lo ha hecho, su tasación. Y esto desde el punto de vista de tal 
elemento de juicio, hoy contemplado por la ley de expropiacio- 
nes y habida cuenta de que dicha tasación incluiría la mejora 
existente en el terreno, como también de las objeciones que 
sobre este elemento de juicio y su utilización judicial tiene 
hechas la jurisprudencia de la C. N. de J. ; por considerar 
el suscripto subsistentes los fundamentos relacionados con aque- 
lla equidad en razón de los méritos, o prácticas fiscales que, 
todavía y en general, son utilizados para esas tasaciones. 

6* Que en cuanto al "precio de la última compra", que 
menciona la ley de expropiación citada, por lo que atañe a la 
fracción del demandado Sr. Muñoz, en nuestro caso, habrá que 
tener presente para el justiprecio de su valor, que siendo tal 
la que el mismo hiciera de ese terreno a Marcelino Musto, en 8 
de junio de 1945, su importe fué fijado para una adquisición 
a largo plazo de pago, en cuotas pequeñas (de $ 50 mensuales 
con entrega inicial del 10 %), sin interés y con garantía hipo- 
tecaria del mismo bien; además, lo que se dejara observado 
ut supra en el punto 2 9 con respecto a ella y en relación con lo 
dispuesto en el art. 15 de la ley 189, que hace obvia una mayor 
consideración sobre lo alegado por su parte para afirmar la 
pretensión de que se fije como precio a pagar por el terreno, 
el de dicha compra. Y en cuanto al terreno de Marcelino Musto, 
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que esa "última compra" no sería tampoco otra que aquella 
de Muñoz a él, de parte del inmueble o la suya a la Sociedad 
Civil "Rey y Padilla", en mayo de 1945, efectuada por la suma 
de $ 12.500,000 m/n. ($ 2,50 m/n. el m 2 .), de contado y a Ja que 
igualmente alcanzaría la observación antes consignada; aunque 
a su respecto, en ambos casos y por no haber sido tal observa- 
ción materia de alegación por parte interesada en el juicio, el 
suscripto entiende no estar autorizado para tenerla presente 
como factor de influencia decisiva, si no sólo como elemento de 
información coadyuvante para el conocimiento sobre el valor 
real u objetivo de los terrenos de que se trata y cuya determi- 
nación le incumbe. Y, por cierto, ésto sin que los elementos de 
juicio con que en el caso se cuenta, sean bastantes y de una 
aplicabilidad tal como para relevarle, en verdad, de aquellas 
dificultades que complican la tarea de ejercitar el criterio judi- 
cial soberano a que alude el Dr. Bielsa. según se ha anotado 
en lo que aquí es reproducido de la sentencia dictada en los 
autos del exp. 166/1946 tenidos a la vista entre la prueba del 
presente; en razón de la discrepancia observable entre los peri- 
tos del juicio, sobre el avalúo y la apreciación de elementos uti- 
lizables para hacerlo. 

7* Que de este modo es que, teniendo en cuenta el suscripto 
la pericial de aquel juicio, sobre el terreno a que ha correspon- 
dido, de características y condiciones' asimilables a las de los 
inmuebles de que en éste se trata de determinar el justo precio 
en la expropiación y en particular lo dictaminado por el perito 
tercero en cuanto asigna a los terrenos de la parte baja —dire- 
mos así — de la finca "Alto de Padi'V a que integraban estos 
terrenos de los demandados Musto y Muños, $ 4,22 el m 2 . sin 
perjuicio de hacerlo también sobre que la tasación del perito 
de la actora en el presente, Ing. Izquierdo, con ser apreciable- 
mente superior a la que fundara la consignación hecha con la 
demandada por igual concepto de un total de $ 6.245,87 m/n., 
es reducida y estaría por ello distante de ser la que justa y equi- 
tativamente debe hacerse, a los fines para que la ley y la doc- 
trina lo requieren en estos casos. Y que lo es, en razón de que se 
habría servido para realizarla, de la consideración de valores de 
transacciones o compra-ventas de terrenos diferentes y llevados 
a cabo con anterioridad a la fecha de la toma de posesión en esta 
expropiación, en la mayor parte. Como igualmente debe tenerse 
de que resultan por el contrario elevadas en igual sentido las 
apreciaciones hechas por el perito de los demandados Ing. Co- 
rro; y por el perito tercero Ing. Delgado, en menor grado; por 
haber atribuido éstos principal relevancia como elemento de 
juicio para hacerlas, al precio de una enajenación de fecha pos- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



449 



terior a la expropiación de autos y mayormente a la de su auto- 
rización por el Estado; sobre cuyas circunstancias se tiene ya 
hecho mérito del porque debe dicha enajenación estimarse como 
de relativa influencia en el índice del valor real u objetivo de 
terreno en la zona de ubicación del que fuera su objeto, el sus- 
cripto, entiende, por todo ello, que es equitativo fijar como pre- 
cio máximo a pagar por los inmuebles de propiedad de los de- 
mandados Marcelino Musto y Salvador Muños o Muñoz Yuste, 
libre de las mejoras el de $ 5,00 m/n. y $ 6,50 m/n. el m 2 ., res- 
pectivamente; siendo de observar que la diferencia en menos 
resultante para el segundo en relación con el precio de su adqui- 
sición según la escritura que lo acredita y acompañado en testi- 
monio a los autos, aparte de que la fundamentarían los elemen- 
tos de juicio de que se habría hecho mérito, encuentra justifi- 
cación para el suscripto en la doctrina sentada por la juris- 
prudencia existente sobre el particular, de que el precio de 
adquisición no es elemento decisivo de juicio sobre el valor de 
la tierra al tiempo de la desapropiación forzosa acarreada por 
la expropiación y de que, sólo en general, ha podido estable- 
cerse en contrario que la indemnización en las expropiaciones 
de inmuebles no pueda ser inferior a lo que los inmuebles cos- 
taran al adquirirlos al expropiado (C. S. N. Fallos: t. 209, 
p. 299 y t. 131, p. 95, a contrarío censu). 

8 9 Que en cuanto a la indemnización por la mejora existen- 
tente en la propiedad del demandado Marcelino Musto, según 
está reconocido en autos y resulta de la prueba pericial produ- 
cida; consistente en una construcción de albañilería o edifica- 
ción, de muros de manipostería; en ladrillo en la elevación y 
piedra en el zócalo; sin techar ni revocar y "demás instalacio- 
nes" — agrega el perito de la actora (fe. 149) — , no habiendo 
en autos otra prueba que sirva a la justipreciación del valor 
de tal mejora que la de su estimación por los peritos y estando 
los tres en desacuerdo a su respecto, sin que de sus dictámenes 
se revele otro criterio o elemento de juicio para su factura que 
el de atenerse a loa precios que cada uno tuviera por corrientes 
o asequibles para dicha obra; como correspondiente ello al lugar 
(lo expresa sólo el perito de los demandados) y los cuales acusan 
diferencias apreciables entre sí, no queda al suscripto para esta- 
blecer el monto de esta indemnización, que pueda ser equitativo 
otro medio que el que ha sido adoptado en situaciones análogas 
en la jurisprudencia; es decir, de hacerlo, tomando como tal, 
el término medio de la tasación pericial así resultante y fijar 
de este modo la suma a que puede llegar dicho monto. 

9 9 Que por lo que hace a las rubros de la indemnización 
que contempla el art. 16 de la ley de expropiación y que com- 
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prende la disconformidad y reclamación do 'los demandados, 
como que la misma fuese procedente, tras de estar esto aceptado 
en ñutos según los términos de la demanda que en el monto 
de la consignación asignan al pago por dicho concepto la. suma 
de $ 646,58 m/n., es fácil advertir cómo esta cantidad Apenas 
si acusa una mínima diferencia con el porcentaje del 10 c /o t que 
los demandados pretenden como indemnización por el mismo 
concepto y en el entendimiento, también ellos o su represen- 
tación en autos, de que lo hacen conformándose al respecto con 
lo ofrecido por la actora en los términos de la demanda ; sin 
que haya mediado ulteriormente en el juicio, ninguna objeción 
de parte de ésta como cabría haberlo hecho; ni pueda valer, 
para no considerarlo así, la opinión del perito de su parte que 
expresa en su informe estar en el entendimiento de que tal in- 
demnización no procedería en el caso; aparte de que sea perti- 
nente observar, además, que lo que atañe a ésta no ha sido 
materia sobre que se ofreciera en el juicio la prueba pericial. 
Por lo que, a juicio del infrascripto y teniendo presentes al 
respecto los términos en que el punto fuera resuelto en el juicio 
símil, ya tantas veces mencionado aquí, sólo quepa atribuir a un 
mero error aquella diferencia y entender que en efecto, la con- 
formidad de partes lo resuelve también en igual sentido en el 
presente. 

10* Que lo que antecede, es decir, la fijación del importe 
del crédito que en definitiva corresponde en este juicio a los 
interesados por concepto del justo precio de los terrenos expro- 
piados, la mejora existente en aquél cuyo dominio pertenecía a 
Marcelino Musto e indirectamente de la indemnización por per- 
juicio emergente, para ambos demandados, del hecho de la ex- 
propiación, haya de hacerse por aplicación de la norma esta- 
tuida en el art. 220 del Cód. de Proc. en lo Civil y Comercial 
de la Capital, supletorio en el fuero (art. 374, ley 50), parece 
indudable; por cuanto, si bien la existencia de dicho crédito 
resulta justificada, no lo ha sido el importe de él cuya determi- 
nación en forma equitativa ha debido hacer el suscripto en este 
acto, sólo de modo que la misma haya de servir de límite dentro 
del cual cada uno de los acreedores jure lo que por tales concep- 
tos le es debido por la parte obligada al pago, o sea la expro- 
piante. 

11» Que de las costas del juicio es procedente el pago tam- 
bién por parte de la actora, conforme a los dictados de la doc- 
trina y la jurisprudencia al respecto, en juicios de la naturaleza 
del de autos según ha sido alegado por parte de los demandados 
en la expropiación y por aplicación que especialmente viene a 
corresponder, de lo dispuesto en el art. 18 de la ley 189 aiín 
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con la modificación del decreto-ley 17,920 de julio de 1944, 
en razón de las conclusiones a que en lo principal se ha juzgado 
pertinente llegar y que han de significar en el quantum de los 
créditos reconocidos, un monto en el cual se sobrepasa la dife- 
rencia allí prevista para que dicho pago se resuelva como queda 
manifestado. 

Y de igual modo debe resolverse con respecto al pago de 
intereses reclamadas por los demandadas, acreedores en razón 
del juicio, sobre sus respectivos créditos y el monto de los mis- 
mos cuyo pago no resulte ya hecho efectivo con los fondos de- 
positados en consignación al promoverse el juicio; debiendo 
dichos intereses liquidarse como está solicitado, al tipo usual de 
los que cobra el Banco de la Nación Argentina y serlo hasta 
el día del pago. 

12* Que por último y siendo ella procedente como pres- 
cripta por la ley 12.997, la regulación de los honorarios deven- 
gados por la representación y patrocinio profesional de los de- 
mandados con cargo a la deuda de costas, lia de hacerse aquí 
conforme a lo establecido al respecto en la sentencia ya citada 
más arriba y que se da por reproducida. 

Por tanto, lo que resulta concordante de la contestación a 
la demanda, alegaciones producidas por las partes en el informe 
in vovc f según ha quedado relacionado y en virtud de las dis- 
posiciones legales invocadas de que ha sido hecho mérito en este 
acto, fallo: Primero-, Placiendo lugar a la expropiación deman- 
dada por parte de la Dirección General de Ingenieros del Minis- 
terio de Guerra y declarar en consecuencia, previo el pago de 
la indemnización a que se refiere el punto siguiente, transferido 
el dominio del inmueble deslindado en el escrito de demanda 
y a que corresponde en el plano agregado de fs. 1 lo diseñado 
en tinta roja; de una superficie de 4.996,70 mts 2 . a favor del 
Estado Nacional y nombre de aquella Dirección. Segunda: Or- 
denando el pago por parte de la entidad nombrada y en el tér- 
mino de 10 días de ejecutoriada la presente sentencia, en su 
caso, a los titulares del mismo, demandados don Marcelino M lis- 
to y don Salvador Muñoz (o Salvador Muñoz Yuste) y en con- 
cepto de precio de la parte de dicho inmueble (pie a cada uno 
le corresponde el título y de mejoras existentes e indemnización 
de perjuicios emergentes de la expropiación, de las sumas que 
juren adeudárseles por tales conceptos dentro del máximum que 
al efecto se fija del siguiente modo: al Sr. Marcelino Musto, por 
concepto de precio del terreno, la suma de $ 22.483,50 ; por con- 
cepto de mejoras, la de $ 1.848,38 y por indemnización la de 
$ 2.433,18 m/n. ; y al Sr. Salvador Muñoz, por concepto de 
precio del terreno, la suma de $ 3.250,00 m/n. y de indemni- 
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zacion, la de $ 325,00 m/n. ; previo el descuento de la suma de 
$ 5.642,45 m/n. por lo que respecta al primero, ya recibida 
según consta en el expte. 406/46 agregado por cuerda floja. 
Tercero-. Disponer que las costas del juicio e intereses que se 
liquidarán oportunamente según se ha establecido corresponder 
en cuanto a los segundos, deberán ser abonados por la actora. — 
Rodolfo Carrillo. 

Sendencia de la Cámara Federal 

Tucumán, octubre 2 de 1948. 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma la sentencia 
recurrida por las partes a fs. 233 y fs. 234, dictada por el 
Sr. Juez Federal de Jujuy con fecha marzo 18 de 1948 de fs. 
216 a fs. 228 de estos autos caratulados "Dirección General de 
Ingenieros contra Marcelino Musto sobre expropiación". Costas 
de esta instancia en el orden causado por no haber prosperado 
ninguno de los recursos concedidos a las partes. — Norberto 
Antoni. — Manuel S. Ruiz. — Jorge M. Terán. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Direc. Gral. de Ingenieros v. Mar- 
celino Musto s./ expropiación", en los que se ha con- 
cedido a fs. 250 vta. el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que al suprimir la intervención de los peritos de la 
ley 189 creando en su lugar el Tribunal del art. 14 en 
el que se asigna un " representante" especial al expro- 
piado y otro de igual carácter al Gobierno Nacional 
expropiante por la vía del Ministerio de Obras Públi- 
cas, la ley 13.264 ha reemplazado la intervención indi- 
vidual y meramente ilustrativa de los técnicos por la 
actuación de un verdadero organismo que tiene, res- 
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pecto a estos últimos, la doble singularidad de imponer 
a sus componentes actuación conjunta y una responsa- 
bilidad mancomunada, y de asignar a los " represen- 
tantes* ' de que se hizo mención el doble carácter de 
técnicos y partes. Con lo primero la ley procura poner 
remedio a las perturbaciones causadas por la actuación 
independiente de los peritos en el régimen anterior. Y 
con lo segundo tiende a hacer de la estimación de lo 
expropiado, una función propia del nuevo organismo. 
En efecto, si bien según el mismo art. 14 la autoridad 
de los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de ex- 
propiación, salvo circunstancias especiales o de excep- 
ción, deja de ser indispensable para resolver la inicial 
discrepancia de las partes con respecto al valor de los 
bienes, cuando los representantes de ellas en el orga- 
nismo mencionado concuerdan entre sí y con los demás 
miembros de él. 

Que si, como sucede en este caso, el Tribunal se ex- 
pide por unanimidad, esto es, con intervención y con- 
formidad de ambos representantes (acta de fs. 26 del 
expediente especial respectivo, n* 227.344) no cabe, en 
principio, fijar judicialmente un precio distinto del de 
la tasación efectuada por dicho órgano. 

Que no resulta de las constancias de autos la exis- 
tencia de perjuicios causados por la expropiación que 
no hayan de ser íntegramente compensados con el pago 
del justo precio y los intereses. No es pertinente, en 
consecuencia, agregar a dicho precio ninguna indem- 
nización. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada fiján- 
dose en veinte mil once pesos con tres centavos moneda 
nacional el precio que deberá abonarse al expropiado 
D. Marcelino Musto y en dos mil setecientos cincuenta 
pesos de igual moneda el que se abonará a D. Salvador 
Muñoz, ambos con los intereses que la sentencia deter- 
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mina. Las costas de esta instancia se pagarán en el 
orden causado en razón del resultado del recurso. 



JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal. Cau- 



#as penales. Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación 
y de sus reparticiones autárquicas. 

No corresponde a la justicia federal sino a la de instruc- 
ción en lo criminal de la Capital, el conocimiento del pro- 
ceso sobre defraudación cometida, según el denunciante, 
mediante el manejo doloso de estampillas alegóricas emiti- 
das por aquél con motivo de la Exposición Nacional de 
Aeronáutica realizada por exclusiva cuenta del mismo, si 
de los autos no resulta que el delito haya ocasionado per- 
juicio a la Nación. 



Suprema Corte: 

Las cláusulas del contrato suscripto por el denun- 
ciante, que en copia fotográfica corre agregado de fs. 
1 a 9, revela que Rodolfo Prando realizó por su exclu- 
siva cuenta la 4 4 Exposición Nacional de Aeronáutica 
1947", pcrtcnccióndole los ingresos con excepción del 
50 % del producido de las entradas que el público de- 
bió abonar para tener acceso al lugar donde la instala- 
ra. Así se estableció en los arts. 14, 16, 17 y 18 del 
convenio. 

El depósito que debió efectuarse de los ingresos en 
la cuenta especial del Banco de la Nación, a la orden 
conjunta de las autoridades de la Secretaría de Aero- 
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Dictamen del Procurador General 
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náutica (art. 16), ha tenido por finalidad formar un 
fondo de reserva a cuyo fin debía afectarse el 50 % de 
los depósitos para hacer frente a todo compromiso que 
pudiera haber contraído Prando con terceros (art. 17). 
La totalidad de ese fondo de reserva le sería entregada 
a Prando una vez cumplidos los plazos fijados en el 
art. 18. 

No hay entonces duda alguna de que el único be- 
neficio para la Secretaría de Aeronáutica era el 50 % 
de las entradas. Tampoco la hay a mi juicio, sobre la 
responsabilidad del particular contratante en la reali- 
zación de la exposición, como expresamente quedó es- 
tipulado. 

Según se expresa a fs. 78, entre las fuentes de in- 
greso figuró una emisión de estampillas alegóricas, sin 
valor postal, que entregó Prando, en su mayor parte 
en consignación y para su distribución y venta a Martín 
Siles, al que se hace responsable de la retención inde- 
bida de mfn. 6:2,043 en estampillas, o su equivalente en 
pesos moneda nacional, descontando el 20 % de comisión. 

El único beneficio que la Secretaría de Aeronáu- 
tica percibía, según va dicho, es el 50 % de las entradas 
de acceso. Del manipuleo doloso de las estampillas ale- 
góricas, si es que lo hubo, no puede resultar entonces 
perjuicio para el nombrado organismo del Estado, co- 
mo lo reconoce expresamente el Teniente de Justicia 
D. Rafael Eduardo Guevara a fs. 99. 

Por las razones expuestas considero que es compe- 
tente para conocer en la causa el Sr. Juez de Instruc- 
ción. 

En este sentido debe ser dirimida, en mi opinión, 
la presente contienda negativa trabada entre dicho ma- 
gistrado y el Juez Federal en lo Criminal y Correccio- 
nal, ambos de la Capital de la República. — Bs. Aires, 
agosto 10 de 1949. — Carlos G. Dclfino. 
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Bs. Aires, 25 de agosto de 1949. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que si bien el teniente de justicia D. Rafael Eduar- 
do Guevara, debidamente autorizado por el S. E. el Sr. 
Ministro de Aeronáutica para informar al Juzgado (fs. 
84) manifiesta a fs. 85 vta. que, considerándose a dicbo 
Ministerio responsable frente a los acreedores del de- 
nunciante, aquél podía resultar perjudicado por la re- 
tención de las sumas imputadas a Siles, posteriormente, 
al prestar nueva declaración ante el Sr. Juez Federal 
(fs. 99) c interrogado por éste acerca de si el Ministe- 
rio "se ha perjudicado con motivo del manipuleo y ven- 
ta de las estampillas motivo de la denuncia", contestó 
categóricamente en forma negativa, aclarando y am- 
pliando su anterior declaración. 

Que, por lo tanto, no existe base suficiente, con 
arreglo a los arts. 3, inc. 3, de h\ ley 48; 23, inc. 3, y 25, 
inc. I 9 , del Código de Procedimientos en lo Criminal 
para declarar la competencia de la justicia federal. 

En su mérito y de acuerdo con lo expuesto por el 
Sr. Procurador General en su dictamen de fs. 107, se 
declara que el conocimiento de la presente causa corres- 
ponde al Sr. Juez de Instrucción en lo Criminal de la 
Capital, a quien se remitirán los autos haciéndose saber 
al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. PROVINCIA 
DE SANTIAGO DEL ESTERO 

BANCO HIPOTECARIO NACIOXAL: Régimen legal 



La exención de impuesto territorial que el art. 20 de la 
ley 1740 de la Provincia de Santiajro del Estero, establece 
respecto de 'Mas propiedades de la Nación, de la Provincia, 
de las Municipalidades y de los demás organismos oficiales 
autárquicos", ha tenido en vista los fines de orden público 
a que están ordinariamente afectadas las propiedades exi- 
midas y no comprende a las inmuebles que el Banco Hipo- 
tecario Nacional se adjudicó a raíz de las ejecuciones de sus 
deudores, en las cuales fracasaron las subastas oportuna- 
mente realizadas. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El punto relativo a la jurisdicción originaria de 
V. E. para conocer en estas actuaciones, ha sido deci- 
dido, por vía de artículo, a fs. 71. 

En cuanto al fondo del asunto nada tengo que opi- 
nar, dado que la cuestión está circunscripta, como se 
afirma en el alegato de fs. 94, al examen del art. 20 de 
la ley 1740 de la Provincia de Santiago del Estero, dis- 
posición de carácter local cuya interpretación escapa 
por su naturaleza a mi dictamen. — Bs. Aires, julio 22 
de 1949. — Carlos G. Delfino. 



Vistos los autos 4 4 Banco Hipotecario Nacional v. 
Santiago del Estero la Provincia s./ cobro de pesos", 
de los que resulta: 
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Que a fs. 18 D, Ricardo A. Zibecchi, en representa- 
ción del Banco Hipotecario Nacional, demanda a la Pro- 
vincia de Santiago del Estero por repetición de la su- 
ma de mfu. 93.525,46 que la Institución referida ha pa- 
gado en concepto del impuesto de contribución directa 
establecido en esa Provincia, correspondiente a los años 
1942 a 1945. La demanda se amplía a fs. 51 en la suma 
de m$n. 22.717,31, satisfecha por idéntico concepto en 
1946; con lo cual el monto cuya devolución se reclama 
asciende a mf n. 116.242,77. 

Los fundamentos de la acción son los siguientes. 
Con motivo del incumplimiento de sus obligaciones por 
parte de varios deudores radicados en Santiago del 
Estero, el Banco se vió precisado a ejecutarlos y sacar 
a remate las propiedades gravadas a su favor. La su- 
basta fracasó y en ejercicio de la facultad que le acuer- 
dan los arts, 59 y 60 de su Ley Orgánica, el Banco se 
adjudicó los inmuebles de que se trata, cuyo detalle y 
ubicación ¿o indican en las planillas y planos acompa- 
ñados. 

Fundado en que según el art. 20, inc. a), de la ley 
provincial n p 1740 sancionada el 15 de noviembre de 
1941, quedarán eximidos de la contribución directa "las 
propiedades de la Nación, de la Provincia, de las Muni- 
cipalidades y de los demás organismos oficiales autár- 
quicos", el Banco entendió que las propiedades incor- 
poradas a su patrimonio en las circunstancias antedi- 
chas estaban exentas del tributo referido y en tal sen- 
tido consultó a la Dirección de Rentas de la Provincia, 
la que se opuso a sus pretensiones interpretando que 
el referido art. 20 comprende únicamente a los inmue- 
bles destinados a oficinas o servicios públicos de la 
Nación. El P. E. Provincial ratificó osa denegatoria 
por decreto del 11 de mayo de 1942. 

Fracasada así la gestión administrativa, el Banco 
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abonó bajo protesta el impuesto que ahora intenta re- 
petir, sosteniendo que es errónea la interpretación dada 
por la Provincia al art, 20 de su ley 1740. No cabe duda, 
a su juicio, que el Banco está incluido en la categoría 
de los "Organismos oficiales autárquicos" a que aquél 
se refiere y de que no hay motivo alguno para formular 
el distingo que hace la demandada según sea el destino 
de la propiedad objeto del gravamen. A mayor abunda- 
miento, señala que no hay razón para excluir de dicha 
franquicia a las propiedades que el Banco se adjudica 
como consecuencia de un mal negocio, el cual repercute 
en perjuicio de su patrimonio, que no es particular sino 
de la Nación, ya que el Banco forma parte integrante 
del Gobierno Federal. Arguye, por último, que las Pro- 
vincias no deben hacer onerosa la acción de los orga- 
nismos de interés público creados por la Nación e in- 
voca, en cuanto al derecho, los arts. 784 y concordantes 
del Código Civil, y la jurisprudencia que cita. Termina 
solicitando se condene a la Provincia de Santiago del 
Estero al pago de la suma reclamada, con sus intereses 
y costas. 

Que a fs. 55 contesta la demanda, el Dr. Federico 
Pinto Gallo por la Provincia de Santiago del Estero, 
sosteniendo, en primer término, que el juicio no es de 
la competencia originaria del Tribunal por versar en 
definitiva sobre la ilegalidad de los gravámenes cobra- 
dos y los procedimientos observados para su percep- 
ción, lo que es todo de exclusivo resorte local y no pue- 
de traerse a conocimiento de la Corte sin agotar pre- 
viamente las instancias provinciales, cosa que en la 
especie no se ha hecho, ni siquiera intentado. Subsidia- 
riamente, y contestando el traslado conferido a fs. 37 
vta. y 51, niega los hechos y el derecho invocados por 
la actora, y afirma que la exención a que se refiere el 
art. 20 de la ley 1740 se refiere única y exclusivamente 
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a las propiedades de la Nación que sean dependencia 
de la misma, como las sucursales bancarias o toda otra 
repartición del Estado. Pretender que esa franquicia 
llegue a las fincas que el Banco Hipotecario se adjudi- 
que por falta de compradores en los casos en que por 
mora de sus clientes se ejecuto y se remate — en el caso 
270 propiedades — importa evidentemente ir más alia 
de lo que la mente del legislador pudo concebir y hacer 
posible, por extensión del criterio, que buena parte de 
la propiedad inmueble que alimenta legítimamente la 
percepción de la renta fiscal de la provincia pueda elu- 
dir el gravamen y trastornar así sus planes económicos. 
Arguye que el Banco Hipotecario no soporta en la Pro- 
vincia impuestos o gabelas de ninguna naturaleza y sos- 
tiene que el art. 784 del Código Civil, no es de aplicación 
al caso. Termina solicitando se declare la incompeten- 
cia originaria del Tribunal y, subsidiariamente, se re- 
chace la demanda en todas sus partes, con costas. 

Desestimada a fs. 71 la excepción de incompetencia 
opuesta por la demandada y abierta la causa a prueba, 
se produce la que se certifica a fs. 91. Las partes alegan 
sobro su mérito a fs. 94 y 96, dici iminando el Sr. Pro- 
curador General a fs. 100. A fs. 100 vta. se llaman au- 
tos para definitiva, y 

Considerando : 

Que el Banco actor no desconoce la potestad fiscal 
de la provincia demandada para hacer tributar contribu- 
ción territorial a los inmuebles de su propiedad que 
menciona en la demanda. Limítase exclusivamente a 
objetar la interpretación hecha por el P. E. de Santiago 
del Estero de la ley local 1740 en cuyo art. 20 se exime 
del impuesto aludido a "las propiedades de la Nación, 
de las Provincias, de las Municipalidades y de los de- 
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mas organismos autárquicos", no obstante lo cual de- 
negó la exención respecto a los 270 inmuebles de que 
el Banco vino a ser dueño a raíz de las ejecuciones de 
sus deudores en las cuales fracasaron las subastas opor- 
tunamente realizadas. 

Que la exención legal citada ha tenido en vista los 
fines de orden público a que están ordinariamente afec- 
tadas las propiedades, eximidas. Lo que da sentido a la 
exención no es el mero hecho de que las propiedades 
pertenezcan a la Nación, las Provincias, las Municipa- 
lidades o los organismos autárquicos, sino el ser asien- 
to de los órganos con los cuales dichas entidades cum- 
plen sus respectivas funciones de gobierno. 

Que en el caso particular del Banco Hipotecario 
Nacional el alcance de la exención de que se trata, re- 
sulta, además, de la congruencia de ella con lo dispues- 
to por el art. 32 de la ley orgánica del mismo (10.676) 
que exime 44 de todo impuesto nacional o provincial la 
casa de propiedad del Banco y las de sus sucursales". 

Que el número de las propiedades para las cuales 
pretende el Banco la exención — 270 — , y el haber sido 
todas ellfis inmuebles hipotecados, quiere decir que eran 
susceptibles de un destino lucrativo. 

Por tanto, y visto el dictamen del Sr. Procurador 
General se rechaza la demanda. Sin costas en atención 
a la naturaleza de la cuestión debatida. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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RAUL BATTILANA BOLLINI 

SUPERINTENDENCIA. 

No pudiendo ser modificadas por vía de superintendencia 
las resoluciones dictadas por los Tribunales de la Capital 
en prado de apelación ni mediando solicitud del interesado 
en ese sentido, y habiendo informado la respectiva cámara 
de apelaciones que ha efectuado las regulaciones de hono- 
rarios en cuestión con arreglo a las disposiciones del aran- 
cel profesional establecido por los decretos 19.540/47 y 
29.336/47, corresponde desestimar el pedido de que la Corte 
Suprema adopte las medidas necesarias para que dicha 
cámara aplique el arancel de referencia para las regula- 
ciones de honorarios de ingenieros agrónomos. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que respecto de la regulación de los honorarios co- 
rrespondientes al ingeniero agrónomo Raúl Battilana 
Bollini, practicada a fs. 222 por la Cámara de Apelacio- 
nes en lo Comercial de la Capital, no se ha interpuesto 
ninguno de los recursos previstos en las leyes 48 y 4055 
para ante esta Corte Suprema. 

Que, conforme a la jurisprudencia del Tribunal, la 
mencionada resolución no podría ser modificada por 
vía de superintendencia (Fallos: 134, 219). Por lo de- 
más, no media pedido del interesado en ese sentido, 
pues se limita a solicitar que se adopten las medidas 
que se juzguen necesarias para que la Cámara de refe- 
rencia 4 4 aplique para las regulaciones de honorarios el 
Arancel Profesional que rige según decretos 19,540/47 
y 29.336/47. 

Que aun cuando hubiera error en el auto de fs. 
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222, atento la expresa manifestación de haberse apli- 
cado el arancel efectuada en el auto de fs. 235, no pro- 
cede la adopción de medida alguna por vía de super- 
intendencia. 

Por tanto, se resuelve no hacer lugar a lo solicitado 
y archivar las respectivas actuaciones, a cuyo efecto 
deberá procederse a desglosar el expediente B. 16, año 
1949, correspondiente a esta Corte Suprema, que com- 
prende las fojas 231 a 235. Devuélvanse los autos prin- 
cipales enviados por vía de informe. 

Luís R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



MICHELIN S. A. ARGENTINA DE NEUMATICOS 
v. NACION ARGENTINA 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Principios generales. Contribu- 
\ yentes. 

El tipo de sociedad denominado comandita por acciones 
carece de personalidad fiscal para la ley de impuesto a los 
réditos que considera a los socios, separadamente, como 
los verdaderos sujetos de obligaciones tributarias con inde- 
pendencia del ente social de que forman parte, aunque éste 
tenga personalidad jurídica de acuerdo con la legislación 
civil o comercial, nacional o extranjera. 
Para la ley fiscal argentina resultan sujetos beneficiarios 
de la renta imponible las personas físicas o las entidades 
jurídicas formadas por una conjunción de capitales. En el 
primer caso, no interesa que estén agrupados formando una 
sociedad, por cuanto nuestra ley de réditos no reconoce la 
personalidad fiscal de las sociedades de individuos sino 
solamente las de capital. 

Las sociedades de personas no son contribuyentes indepen- 
dientemente de los sujetas que las forman y, si bien la 
fuente generadora de réditos es el fondo social, el impuesto 
se aplica sobre el beneficio que corresponde a cada persona, 
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sin gravar a la sociedad como ente jurídico, pues por ser 
sociedad de personas y no de capitales carece de personali- 
dad fiscal y no se le hace titular. 

SOCIEDAD. 

El derecho privado argentino reconoce personería legal a 
las sociedades de personas, pero no así el derecho público 
en su rama del derecho fiscal para hacerle tributar im- 
puestos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos del comercio, de la indus- 
tria, profesiones, etc. 

Procede aplicar a los miembros de una sociedad extranjera 
en comandita por acciones nominativas la tasa adicional 
por impuesto a los réditos. Si, no obstante no existir impo- 
sibilidad jurídica ni de hecho para llegar a la individuali- 
zación de los componentes de la sociedad, ello no se hizo 
por el agente de retención, de modo que el Fisco tuvo que 
considerar a la sociedad como una sola persona a los efectos 
establecidos en el art. 41 de la Reglamentación General, 
procederá efectuar los ajustes correspondientes cuando se 
haga conocer debidamente la forma en que se haya distri- 
buido a cada comanditario su participación. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Principios generales. Contribu- 
yentes. 

Por haberlo establecido como nurma la correspondiente 
autoridad del impuesto a los réditos, en resolución dictada 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 34 de la ley 11.682 
(T. O.) y debidamente publicada, corresponde que, en cali- 
dad de agentes de retención, ingresen tanto la tasa básica 
como la adicional, todas aquellas personas o entidades que 
acrediten en cuenta o giren a contribuyentes radicados en 
el extranjero sumas provenientes de réditos de cualquier 
categoría producidos en el país. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 8 de 1946. 

Y vistos: Para sentencia estos autos seguidos por Michelin 
S. A. Argentina de Neumáticos contra el Fisco Nacional sobre 
repetición de la suma de $ 259.911,88 iu/n. de los que resulta: 
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a) Se presenta la actora, por intermedio de apoderado 
y expresa que en el período comprendido entre los años 1936 
y 1942 giró o acreditó por diversos conceptos a Michelin et Cié., 
de Clermont-Ferrand — Francia — la suma de $ 3.744.645,35, 
y en su carácter de agente de retención retuvo e ingresó la 
tasa básica del 5 % que fija el art. 33, inc. a), ley 11.682 (t. o.), 
entendiendo que con ello daba exacto cumplimiento a su obli- 
gación como tal. Sin embargo, la Dir. Gral. del Impuesto a los 
Réditos no compartió esc criterio y le exigió, además, el pago 
de la tasa adicional progresiva que establece el inc. b) del 
aludido artículo, pago que efectuó bajo protesta. 

Sostiene que el pago de dicha suma adicional es improce- 
dente, toda vez que la ley únicamente obliga a los agentes de 
retención a ingresar la tasa básica (art. 34) y que siendo la 
referida sociedad Michelin et Cié., de Clermont-Ferrand una 
persona jurídica, no lo corresponde el pago de la tasa adicio- 
nal, que por imperio del art. 33. inc. c), ley 11.682, t. o., sólo 
afecta a las personas de existencia visible. 

En mérito a lo expuesto y fundando su derecho en las dis- 
posiciones legales antes citadas, termina solicitando que se 
condene al Fisco Nacional a devolverle la suma de $ 259.911,88, 
con intereses desde el día en que se efectuó el pago y las costas. 

b) Corrido traslado de la demanda, la contesta en repre- 
sentación de la Nación el procurador fiscal Dr. Saturnino Fer- 
nando Funes, quien sostiene que el art. 34, ley 11.682, t. o., 
deja expresamente a salvo la facultad de la Dir. Gral. del 
Impuesto a los Réditos para disponer, llegado el caso, que el 
agente de retención ingrese a más de la tasa básica la adicional 
progresiva, principio con el cual es consecuente el art. 41 del 
Regí. General. 

Expresa luego que las normas legales que la rigen, en espe- 
cial el art. 2, ley 11.683, otorgan a la Dirección una amplísima 
potestad y poder discrecional en materia de percepción del 
impuesto, en cuyo mérito y únicamente como medio eficiente 
de recaudación aquélla ha podido considerar a Michelin et Cié., 
de Clermont-Ferrand, como si se tratara de una sola persona, 
sin perjuicio de efectuar las reajustes correspondientes cuando 
fuere conocida por medio de declaración la forma efectiva de 
la repartición. Por consiguiente, agrega, no puede ar¿üirse 
que se persigue gravar a la sociedad como entidad jurídica, 
pues es clara la voluntad fiscal de aplicar el gravamen a las 
personas de existencia visible que la componen. No se ha 
cobrado ni pretendido cobrar la tasa adicional a la persona de 
existencia ideal, sino que se utilizaba la misma para obtener 
su pago de los deudores, los socios, personas físicas que la inte- 
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gran. La legitimidad de semejante medio de percepción — con- 
tinúa diciendo — ha sido reconocida por la Corte Suprema 
en el caso de las sucesiones indivisas — Fallos: 191, 58— y el 
pa^ro de la tasa adicional por una sucesión indivisa es norma 
de recaudación de igual modo que lo es en el sub judice el pago 
de la tasa adicional por la persona jurídica extranjera. 

En un enfoque distinto, sostiene también la demandada 
que siendo Michelin et Cié. una sociedad en comandita por 
acciones, debe aplicársele el mismo tratamiento que a las so- 
ciedades en comandita argentinas, pues de lo contrario se vio- 
laría el principio de igualdad en el trato de los contribuyentes. 
Pretende, asimismo, que las relaciones entre la actora y la 
sociedad Michelin et Cié. de Francia permiten dar a la prime- 
ra el carácter de sucursal de la segunda, siendo entonces apli- 
cable el art. 131 de la Regí. Gral. en mérito al cual corresponde 
la retención de la tasa básica y del adicional. 

Refiriéndose, por último; al pago de intereses para el caso 
de que se considerara procedente la demanda, aduce que los 
mismos corren a partir de la interpelación judicial. 

Pide, en definitiva, el rechazo de la demanda, con costas. 

Considerando : 

Que según expresa la demandada, no ha sido la voluntad 
fiscal la de gravar a la sociedad Michelin et Cié., de Clermont- 
Ferrand, como persona jurídica, sino la de aplicar el gravamen 
a las personas de existencia visible que la componen, y agrega 
que no se ha pretendido cobrar la tas t adicional a la persona 
de existencia ideal sino que se utiliza a la misma para obtener 
su pago de los deudores, las personas físicas que la integran. 

Pues bien, para la viabilidad de semejante argumentación 
se requiere como supuesto necesario que los socios de Michelin 
et Cié., de Clermont-Ferrand, tengan el carácter de contribu- 
yentes frente a la ley argentina, y en eso radica esencialmente 
la cuestión a resolver, desde que es preciso averiguar si obsta 
o no para que así se los considere el hecho de que la referida 
sociedad sea una persona jurídica de acuerdo con las leyes 
francesas. 

Que en tal sentido cabe expresar que, como persona jurí- 
dica que es de acuerdo con las leyes del lugar de su constitu- 
ción, la sociedad Michelin et Cié., también lo es ineludible- 
mente para la legislación argentina en virtud del principio 
de extraterritorialidad. 

Que como consecuencia aquélla es una entidad distinta de 
los miembros que la componen y éstos resultan teroeros extra- 
ños en la relación jurídica que liga al Fisco Nacional con dicha 
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sociedad, y de ningún modo pueden calificarse como contri- 
buyentes. 

Que por más que se invoque la facultad fiscal para dictar 
normas de recaudación y se la pretenda tan amplia como para 
admitir en su mérito una válida restricción de algunos prin- 
cipios jurídicas de orden civil y comercial, no es posible acep- 
tar que tal restricción importe una afrenta a principios jurídi- 
cos esenciales como es, en la emergencia, el de la personalidad 
ideal de ciertos entes del derecho, que, por lo demás, como 
tales, tienen un tratamiento específico en la ley del ; mpuesto 
a los réditos. 

Que, por tanto, no pudicndo considerarse contribuyentes 
a los socios de Michelín et Cié., sino únicamente a esta última, 
no corresponde el pago de la tasa adicional, atento lo dis- 
puesto en el art. 33, inc. c), ley 11.682, t. o. 

Por las consideraciones que anteceden, fallo haciendo lu- 
gar a la demanda y declarando que el Fisco Nacional debe 
pagar a Michelín (S. A.) de Neumáticos la suma de $ 259.911,88. 
con intereses desde la fecha de notificación de la demanda y 
las costas. — Eduardo A. Ortiz Basualdo. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, abril 6 de 1949. 

Vistos estos autos seguidos por Michelín S. A. Argentina 
de Neumáticos contra el Fisco Nacional sobre repetición, ve- 
nidos en apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 82 
contra la sentencia de fs. 75, el Tribunal planteó la siguiente 
cuestión a resolver: 

Es arreglada a derecho y a las constancias de autos la 
sentencia apelada? 

El Dr. Consoli dijo: 

Michelín (S. A.) de Neumáticos tiene concertados conve- 
nios y contratos con una sociedad francesa Michelín et Cié., 
con asiento en Clerniont-Forrand (Francia), en razón de que 
la sociedad argentina utiliza procedimientos de elaboración, 
cuyas patentes pertenecen a la sociedad de parecida denomina- 
ción, que funciona en Francia. 

Con tal motivo, la sociedad anónima argentina gira anual- 
mente a Michelín et Cié. diversas sumas de dinero que se 
imputan a diversas partidas. 
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La divergencia entre la Dir. Gral. del Impuesto a los 
Réditos y la actora, finca en que la primera entiendé que 
Michelín (S. A.) de Neumáticos debe ingresar el "impuesto 
adicional progresivo" correspondiente a las cantidades gira- 
das o acreditadas a Michelín et. Cié. 

La cuestión fué ampliamente debatida en un expediente 
administrativo que provocó la firma contribuyente presentan- 
do t'ida la documentación tendiente a demostrar que Michelín 
et Cié., de Clermont-Ferrand (Francia'» no era de las personas 
gravadas con la tasa adicional progresiva prevista por el art. 
33, inc. c), ley 11.682. t. o. Ingresó primeramente el impuesto 
adicional progresivo correspondiente a las cantidades giradas 
y acreditadas durante el año 1936 e interpuso recurso de re- 
petición ante la Dir. Gral. del Impuesto a los Réditos. Esta 
no hizo lugar al recurso deducido; pero al fundamentar su 
resolución denegatoria reconoció que de acuerdo con los prin- 
cipios que establece la ley 11.682. art. 33, inc. c), la retención 
del adicional en este caso procederá o no, según que guien 
recibe el rédito sea una persona física o una persona de exis- 
tencia ideal Que según nuestra jurisprudencia y nuestra legis- 
lación se admite la concesión extraterritorial de las personas 
jurídicas, participando de las actividades jurídicas, en nuestro 
país, según las leyes que presidieron su formación; pudiendo, 
en consecuencia, comerciar, establecer sucursales, estar en jus- 
ticia, etc., todo lo cual equivale a reconocerles la personería 
jurídica de acuerdo a la ley extranjera. 

Que en el caso concreto, como el derecho comercial fran- 
cés reconoce la personería jurídica a todas las sociedades de 
tipo comercial, no procedería nunca la aplicación de la tasa 
adicional cuando el titular aparente de esos réditos fuera cual- 
quiera de esas sociedades. 

A pesar de las consideraciones precedentes, la Dirección 
General reconociendo que tal es la situación legal en el terre- 
no del derecho civil y comercial, sostiene que, en el terreno 
del derecho fücal es muy distinta la condición de estas socie- 
dades, a saber: la ley 11.682 al referirse en su art. 33 a las 
personas que deben pagar la tasa adicional lo ha hecho con 
la calificación que da el derecho argentino a dichas sociedades. 

Argu}-e, finalmente, para desestimar las razones de la fir- 
ma contribuyente que, no conociéndose la distribución defi- 
nitiva de los réditos entre los socios, debe considerarse a los 
efectos de la aplicación del impuesto, como si se tratara de 
una sola persona. La recurrente hizo los pagos exigidos por 
la Dirección General Impositiva bajo protesto y ocurrió a los 
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tribunales, promoviendo demanda contenciosa por repetición 
de las sumas obladas. 

Sus argumentos pueden sintetizarse en la siguiente for- 
ma: 1) La ley sólo obliga al agente de retención a ingresar 
la tasa básica. £1 art. 34, ley 11.682, sólo ha impuesto la obli- 
gación de retener la tasa básica, a que se refiere el art. 33, 
incs. a) y b). La Dir. Gral. se apoya en lo expresado en la 
última parte del art. 34, que dice: "Salvo otra disposición 
de la Dirección". Contrariamente a lo sostenido por el Fisco, 
niega el actor que la Dirección pueda tener la facultad de 
crear una? nueva obligación a cargo del contribuyente. 

2) La tasa adicional recae únicamente sobre las perso- 
nas de "existencia visible". El art. 33, inc. c), ley 11.682, se 
refiere como único sujeto del impuesto a las personas de "exis- 
tencia visible", es decir, de acuerdo con el art. 51, C. C. a las 
personas físicas. Por oposición a este concepto, la sociedad Mi- 
chelín et Cié, de Clermont-Perrand (Francia), es una entidad 
distinta a la de los miembros que la componen y por lo tanto 
una "persona jurídica". Según la ley francesa dichas so- 
ciedades en comandita por acciones son personas de "existencia 
ideal". Asimismo de acuerdo con lo dispuesto por los arts. 7 y 
8, C. C la capacidad de las personas, como los actos y con- 
tratos hechos fuera de la República, se juzgarán por las leyes 
de sus respectivos domicilios. La firma actora apoyándose 
en el consenso unánime de los comentaristas y juristas del 
derecho civil y comercial de Francia, sostiene que la sociedad 
Michelín et Cié., forma un "cuerpo moral", que se distingue 
de los asociados, considerados individualmente; una persona 
abstracta con derechos, prerropativas, dominio de propiedad, 
activo y pasivo propios. Los asociados son terceros frente al 
ente moral constituido por la sociedad. 

De consiguiente, para la legislación francesa las socieda- 
des en comandita forman una entidad distinta de los miembros 
que la componen, es una persona jurídica o un ente moral: 
pero nunca la persona de existencia visible a que se refiere el 
art. 33, inc. c), ley 11.682. 

En el expediente administrativo instruido a raíz de la 
repetición de la suma abonada, como impuesto adicional pro- 
gresivo, corre agregado un ejemplar de los estatutos de la 
sociedad Michelin et Cié., en los que consta que, fuera de los 
dos gerentes solidariamente responsables, el capital social es 
de propiedad de "socios anónimos". Dichos estatutos corro- 
boran la conclusión de que dicha sociedad no es una "persona 
de existencia visible". 

La Dir. Gral. insiste en que cuando se haga conocer por 
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medio de declaraciones la forma efectiva de la repartición de 
las sumas giradas ^ Michelín et Cié., practicará los reajustes 
correspondientes; lo que vendría a evidenciar que Réditos no 
pretende gravar a la sociedad como entidad jurídica, sino que 
su voluntad tiende a aplicar el gravamen a las personas de 
existencia visibles que la componen. Para cumplir con esta 
exigencia de la ley argentina, la Dir. Gral. aconseja a la so- 
ciedad Michelín et Cié., con asiento en Francia, y sometida 
a un régimen de integración anónima por acciones, que indivi- 
dualice en forma permanente a los tenedores de las acciones. 

Basta enunciar la tesis que insinúa la Dir. Grah Imposi- 
tiva, para que se patentice la "imposibilidad jurídica" de 
transformar la percepción de la renta, repartida en forma de 
dividendo por Michelín et Cié. a sus socios, en un régimen 
de distribución totalmente distinto individualizando cada uno 
de los componentes de la sociedad. 

A pesar de que la Dir. Gral. Impositiva coloca su tesis 
en el exclusivo terreno de derecho fiscal, no existen en la doc- 
trina ni en la jurisprudencia, ni en el derecho comparado, ele- 
mentos de orden legal que permitan respaldar esta concepción 
egocentrista de la ley, que articula la demanda. 

La sentencia obrante de fs. 75 a fs. 77 vta., llega a la 
conclusión de que no pudiendo considerarse contribuyente a los 
socios de Michelín et Cié. sino únicamente a esta última no 
corresponde el pago de la tasa adicional, atento a lo dispuesto 
en el art. 33, iñc. c), ley 11.682, t. o.: y en consecuencia, hace 
lugar a la demanda declarando que el Pisco Nacional debe 
pagar a Michelín (S. A.) Argentina de Neumáticos la suma 
de $ 259.911.88 moneda nacional, con intereses y costas. 

Por lo tanto, opino que debe confirmarse la sentencia re- 
currida, que no ha sido enervada por ningún argumento vale- 
dero en esta instancia, sin costas. ' 

Por tanto, voto por la afirmativa sobre la cuestión pro- 
puesta. 

El Dr. García Rams dijo: 

Que Michelin (S. A.) Argentina de Neumáticos demanda 
al Fisco Nacional por repetición de $ 259.911,88, que, obligada 
por el demandado, abonó por impuesto adicional, que, según 
éste, debió pagar como agente de retención, cobrándolos a Mi- 
chelín et Cié, de Clermont-Ferrand (Francia) (1936/1942). - 

La nota que precedió a Ja tramitación de dicho cobro la 
transcribe a f. 14 y le fué enviada a fines de 1940. 

La Dir. del Impuesto a los Réditos al exigir ese pago, se 
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fundó en el art. 41 del Regí. Gral. de Impuesto a los Réditos 
y en la resolución del Consejo de marzo 7/934. 

La existencia de tal pago, por los intereses abonados, acre- 
ditados o pirados a partir de enero 1/935 a Michelin et Ci¡\ 
de Francia, importó al fin de cuentas aquella cantidad, papada 
con protesto. 

Al contestar la demanda el Fisco Nacional niega el dere- 
cho de la actora, arinque reconoce la exaotitud del pago 
efectuado. 

Sostiene la actora: 1) que la ley sólo obliga al agente de 
retención a ingresar la tasa básica; 2) que la tasa adicional 
recae únicamente sobre las personas de "existencia visible". 

Con respecto al primer punto, invoca el art. 34, ley 11.682, 
por lo que sostiene que M ¡chelín (S. A.), como agente de re- 
tención, se ha ajustado a la ley, pues el punto de vista de la 
Dir. de Réditos, fundado en la disposición final del mencionado 
art. 34, que dice: "Salvo otra disposición de la Dirección", 
es equivocado, por no tener el alcance que le atribuye. Que 
la sociedad Michelin de Francia es en comandita por accio- 
nes, sosteniendo, en síntesis, que de acuerdo con las leyes fran- 
cesas las sociedades en comandita constituyen una entidad dis- 
tinta de los miembros que las componen y, por lo tanto, son 
una entidad jurídica o moral y no las personas de existencia 
visible a que se refiere el art. 33, inc. c), ley 11.682. 

La parte demandada alega, en cambio, que además de la 
tasa básica los agentes de retención están igualmente obligados 
a retener el adicional del 2 % de acuerdo a la resolución del 
Consejo de marzo 7/934, que estima encuadrada en las normas 
legales, citando en su apoyo el art. 2, última parte, ley 11.683. 
Aduce, igualmente, que no se ha cobrado ni pretendido cobrar 
la tasa adicional a la persona de existencia ideal, sino que se 
utiliza la misma para obtener su pago de los deudores, en este 
caso los componentes de Michelin et Cié. de Francia. Que el 
recurso de actuar sobre la sociedad no importa constituirla en 
deudora del adicional, pues bien claro se ha expresado por la 
Dir. Gral., que, individualizados sus componentes, se practica- 
ra una liquidación de reajuste, agregando que no se persigue 
sino "emplear un medio eficiente de recaudación, un procedi- 
miento que, tratándose de una entidad jurídica extranjera, 
cuyos socios se domicilian en el extranjero, puede estimarse 
como el único adecuado para el ingreso del impuesto adi- 
cional". 

El diferendo entre actora y demandado consiste en que 
este exige de aquélla como agente de retención, el pago que 
hubiera correspondido a Michelin, de Francia, por el adicional 
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de los años 1936 a 1942 inclusive. En otros términos: como 
lo exprosa la actora a f. 21, la divergencia estriba en la aplica- 
bilidad para el Fisco o en la inaplicabilidad para la autora 
del gravamen prescripto por el art. 33, inc. c), ley 11.682* t. o. 

Con respecto al fondo del asunto, el caso jurídico que se 
plantea de una sociedad argentina domiciliada en el país, que 
gira a una sociedad extranjera, réditos de fuente argentina, 
no hay duda que el contribuyente, en este caso, es la persona 
jurídica Michelin et Cié. de Clermont-Ferrand y no sus socios. 
La personalidad jurídica de ésta, de acuerdo a la legislación 
francesa no puede desconocerse. Sus socios son terceros ajenos 
al Fisco. La tasa adicional es para personas de existencia 
visible. 

Es de considerar, que no existe constancia alguna que an- 
tes de diciembre "20/940 (ver copia de la nota de f. 10 del 
expediente agregado por cuerda, actuaciones 9409 al 35), la 
Dir. de Réditos haya reclamado de Michelin de la Argentina 
el 2 % adicional. El primer reclamo al efecto fué desestimado 
por Réditos después de esa fecha (ver f. 11 del expediente 
citado), porque a la sociedad en comandita Michelin et Cié. 
de Francia debe aplicarse el mismo régimen que sería aplica- 
ble a una sociedad en comandita por acciones con sede en 
el país. 

Es, por tanto, punto capital, resolver si los agentes de 
retención, en el caso de la actora, están solamente obligados 
a ingresar la tasa básica. 

Respecto a este punto la posición del Fisco es termi- 
nante, en cuanto funda sus atribuciones para ello en los arts. 2, 
ley 11.683, y 34, ley 11.682, cuyo texto final: "salvo otra 
disposición de la Dirección", lo induce a sostener que en virtud 
de esas últimas frases la resolución de marzo 7/934, sobre 
cuya base persigue el pago adicional del 2 % es obligatoria 
para Michelin de la Argentina como agente de retención. 

Sin entrar a fijar, por ser innecesario a los fines del pre- 
sente pronunciamiento, la extensión de las facultades de la 
Dir. de Réditos, en el alcance atribuido a la frase: "salvo otra 
disposición de la Dirección", aun en el supuesto más favora- 
ble a. sus facultades, es de preguntar ¿cómo y desde cuándo 
debe obligar y entraría en ejercicio esa disposición de la Di- 
rección ? 

Es principio establecido que las leyes obligan desde su 
promulgación y publicación (art. 2, C. C). Por extensas que 
sean las facultades de la Dirección nunca pueden ser mayores 
que las que emanan de leyes del Congreso o decretos del P. E., 
cuyas disposiciones sólo rigen desde su publicación. 
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La misma ley 11.683 art. 4*, que modifica la ley 12.151, 
prescribe que las Comisiones Honorarias tendrán la función de 
interpretar la ley y sus interpretaciones se publicarán en el 
Boletín Oficial y se aplicarán en tanto no fuesen modificadas 
por el Departamento de Hacienda a raíz de apelaciones de 
contribuyentes interesados, dentro de 15 días de su publica- 
ción o a requerimiento de la Dirección. 

Si esa publicación en el Boletín Oficial es indispensable 
para interpretaciones, ha debido correr igrial suerte la resolu- 
ción de marzo 7/934, que importa una ampliación de la ley 
que ha debido hacerse saber en forma. La circular de f. 55 
del expediente administrativo carece de obligatoriedad sino 
después de su conocimiento por los interesados. Su cumpli- 
miento no aparece haber sido requerido antes de la nota de 
octubre de 1940, que figura a fs. 10 del expediente admi- 
nistrativo. 

En su mérito, y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, soy de opinión que corresponde confirmarla, sin costas 
en ambas instancias, atento el caso jurídico planteado. 

Por lo tanto, voto por la afirmativa. 

El Dr. Irusta Cornet se adhirió por sus fundamentos al 
voto del Dr. Consoli. 

Por lo que resulta del acuerdo que antecede, se confirma 
la sentencia apelada en cuanto hace lugar a la demanda y 
declara que el Fisco Nacional debe papar a Michelin (S. A.) 
Arg. de Neumáticos la suma de $ 259.911,88, con intereses 
desde la fecha de notificación de la demanda. Las costas del 
juicio por su orden. — Maximiliano Consoli. — Horacio García 
Rams. — José R. Irusta Cornet, 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Siendo la sentencia apelada contraria a las preten- 
siones que el interesado funda en la inteligencia que 
atribuye a normas federales, el recurso extraordinario 
es procedente de acuerdo con el art. 14, inc. 3° de la 
ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 



474 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

(Dirección General Impositiva) tiene constituido re- 
presentante especial, el que ya ha asumido ante V. E. 
la intervención que le corresponde (fs. 128). — Bsi Ai- 
res, junio 15 de 1949. — Carlos G. Dclfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1949. 

Vistos los autos: "Michelin S. A. Argentina de 
Neumáticos o./ Fisco Nacional (Dirección General del 
Impuesto a los Réditos), contencioso" en los que se ha 
concedido a fs. 116 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la actora demanda por repetición de la suma 
de m$n. 259.977,88 que ha pagado a la Dirección Gene- 
ral Impositiva obligadamente, y en concepto de reten- 
ción de impuesto correspondiente a la renta acreditada 
o girada a Michelin y Cié. de Clormont-Ferrand, Fran- 
cia. Sostiene que esta firma es una persona de aquellas 
no incluidas en el gravamen creado por el art. 33, inc. 
C) de la ley 11.682 texto ordenado, que dice: "Las per- 
sonas de existencia visible pagarán, además, una tasa 
adicional progresiva en línea continua, sobre el rédito 
imponible global, en cuanto exceda la suma de m$n. 
10.000 anuales, de acuerdo con la tabla adjunta". De- 
clara que Michelin S. A. Argentina de Neumáticos es 
una sociedad anónima argentina cuyo capital, repre- 
sentado por acciones, se encuentra en manos de diver- 
sos tenedores y se dedica a la elaboración de neumá- 
ticos para automóviles, camiones y sus accesorios. 
Agregando que, en la localidad de Clermont-Ferrand 
(Francia) funciona una sociedad francesa, en coman- 
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dita por acciones, que gira bajo la razón social de "Mi- 
chelin & Compagine", con la que existen convenios y 
contratos en razón de que la sociedad argentina utiliza 
procedimientos de elaboración cuyas patentes pertene- 
cen a la sociedad de parecida denominación radicada 
en Francia, por cuya causa debe abonarle anualmente 
diversas sumas de dinero que se imputan a distintas 
partidas. Deja constancia que la sociedad francesa po- 
see acciones de la sociedad argentina. 

Que sobre los antecedentes expuestos plantea dos 
cuestiones, que son las controvertidas en este juicio. La 
primera consiste en sostener que no procede aplicar a 
los miembros de una sociedad extranjera en comandita 
por acciones la tasa adicional por impuesto a los rédi- 
tos, y la segunda que la ley sólo obliga al agente de 
retención a ingresar la tasa básica. 

Que la sentencia recurrida resuelve que la tasa 
adicional debe recaer únicamente sobre personas de 
" existencia visible", es decir, sobre las "personas fí- 
sicas" de acuerdo con el art. 51 del Código Civil y que, 
siendo la sociedad Michelin & Cié. de Clcrmont-For- 
rand una entidad distinta de los miembros que la com- 
ponen, resulta 4 4 una persona jurídica", pues según la 
ley francesa dichas sociedades son personas de " exis- 
tencia ideal" y, en consecuencia, forma un ' ' cuerpo 
moral" que se distingue de sus asociados considerados 
individualmente, por ser éstos terceros frente al ente 
moral constituido por la sociedad. En esta forma llega 
a la conclusión de que, siendo para la legislación fran- 
cesa la sociedad en comandita un ente jurídico no puede 
aplicársele el art. 33, inc. C) de la ley 11.682 T. O., por 
no tratarse de una persona de existencia visible. Afir- 
ma que del expediente administrativo resulta que, con- 
forme con los estatutos de Michelin & Cié., fuera de 
los dos gerentes solidariamente responsables, el capital 
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social es de propiedad de socios anónimos que reciben 
dividendos en un régimen de distribución totalínente 
distinto de aquel en que se puede individualizar a sus 
componentes. 

Que, contra lo afirmado, de los Estatutos de la So- 
ciedad en Comandita por acciones Michelin & Cié. de 
Clermont-Ferrand, corrientes a fs. 6 del último cuerpo 
del expediente administrativo agregado por cuerda a 
los autos principales, consta que según el art. 7° las ac- 
ciones son nominativas y están representadas por cer- 
tificados nominativos firmados por uno de los gerentes, 
siendo las acciones numeradas de 1 a 150.000. No re- 
sulta, por lo tanto, que el capital social sea de propie- 
dad de socios anónimos. 

Que el tipo de sociedad denominado comandita por 
acciones carece de personalidad fiscal para la ley de 
impuesto a los réditos que considera a los socios, sepa- 
radamente, como los verdaderos sujetos de obligaciones 
tributarias con independencia del ente social de que 
forman parte y por más que éste tenga personalidad 
jurídica de acuerdo con la legislación civil o comercial, 
nacional o extranjera. Para la ] íy fiscal argentina re- 
sultan sujetos beneficiarios de la renta imponible las 
personas físicas o las entidades jurídicas formadas por 
una conjunción de capitales. En el primer caso no in- 
teresa que estén agrupados formando una sociedad por 
cuanto nuestra ley de réditos no reconoce la personali- 
dad fiscal de las sociedades de individuos sino sola- 
mente las de capital, conforme con lo que dispone el 
art. 20 de la ley 11.682 T. O. Aquéllas — las de perso- 
nas — no son contribuyentes independientemente de los 
sujetos que las forman y, si bien la fuente generadora de 
réditos es el fondo social, el impuesto se aplica sobre 
el beneficio que corresponde a cada persona, sin gra- 
var a la sociedad como ente jurídico, pues por ser so- 
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ciedad de personas y no de capitales carece de perso- 
nalidad fiscal — tal considera la ley a las en coman- 
dita — y no se le hace titular. Confrontar la causa 
"Duhalde c./ Gobierno Nacional", Fallos: 211, 1254; 
y "Leach's Argentino Estates c./ Provincia de Jujuy", 
sentenciado el 30 de mayo del año en curso. 

Que en el caso carece de trascendencia que la so- 
ciedad extranjera sea considerada por la legislación 
francesa como persona jurídica, pues no hay necesidad 
de desconocerle tal carácter para sostener los funda- 
mentos del precedente considerando, tanto más que el 
derecho privado argentino también reconoce persone- 
ría legal a las sociedades de personas, como se ha di- 
cho, pero no así al derecho público en su rama del dere- 
cho fiscal para hacerle tributar impuestos. 

Que tratándose de una sociedad en comandita por 
acciones nominativas no existe imposibilidad jurídica 
ni de hecho para llegar a la individualización de los 
componentes de la sociedad. No habiéndolo efectuado 
la actora el Fisco se encontró precisado a considerar 
como una sola persona a Michelin & Cié. de Clermont- 
Ferrand a los efectos establecidos en el art. 41 de la 
Reglamentación General respecto a las personas o en- 
tidades que acrediten, giren o perciban por cuenta de 
contribuyentes radicados en el extranjero sumas pro- 
venientes de réditos de fuente argentina de cualquier 
categoría, las que deberán actuar como agentes de re- 
tención. Todo sin perjuicio de que se realicen los ajus- 
tes correspondientes cuando se haga conocer debida- 
mente la forma en que se haya distribuido a cada co- 
manditario su participación. Es por lo demás, el sistema 
que arbitra el art. 46 de la misma reglamentación res- 
pecto a las sucesiones indivisas al someterlas a las mis- 
mas disposiciones de las personas de existencia visible 
hasta la división de la herencia, con la salvedad de que 
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el impuesto que ingrese por los réditos que la sucesión 
obtenga durante el estado de indivisión será conside- 
rado como un pago a cuenta de lo que corresponda 
abonar al cónyuge supérstite y a cada heredero o le- 
gatario por el conjunto de sus réditos. 

Que corresponde señalar que del informe produci- 
do a raíz de la inspección efectuada a Michelin S. A. 
Argentina de Neumáticos, resulta que de su capital de 
ni$n. 3.000.000, la firma Michelin & Cié. de Francia po- 
see la suma de m$n. 2.960.000, es decir, que casi la tota- 
lidad del capital es de la sociedad francesa, lo que 
convierte — en el hecho — a Michelin S. A. Argentina 
en verdadera filial de la otra (confrontar informe de 
fs. 90 a 96, tercer cuerpo del expediente administrati- 
vo) y cabría aplicarle el art. 131 de la Reglamentación 
que dispone que las sucursales en el país de razones 
comerciales o entidades domiciliadas en el extranjero 
están obligadas a ingresar el impuesto básico y adicio- 
nal, si corresponde, sobre las utilidades de fuente ar- 
gentina ; y que la tasa adicional se calculará como si los 
réditos pertenecieran a una sola persona de existencia 
visible, salvo que se compruebe debidamente la canti- 
dad de socios y la participación de cada uno de ellos 
en las utilidades, en cuyo caso se dividirán los réditos 
como corresponda para la aplicación de dicha tasa. 

Que la segunda cuestión consiste en que la actora 
sostiene que la ley sólo obliga al agente de retención 
a ingresar la tasa básica pero no así la adicional. Sobre 
el particular la ley 11.682 dispone en su art. 34 T. O. 
que "la obligación de los agentes de retención a rete- 
ner e ingresar el impuesto, por cuenta de los contribu- 
yentes, se refiere únicamente a la tasa básica (art. 33, 
incs. A) y B), salvo otra disposición de la Dirección". 
La sentencia recurrida declara, en uno de los votos, 
que, sin entrar a fijar la extensión de las facultades de 
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la Dirección de Réditos en el alcance de la frase: "Salvo 
otra disposición de la Dirección", y aun en el supuesto 
más favorable a sus facultades, es de preguntar cómo 
y desde cuándo debe obligar y entraría en ejercicio esa 
disposición de la Dirección. Dice que, conforme con la 
ley 11.683 las Comisiones Honorarias tendrán la fun- 
ción de interpretar la ley, y sus interpretaciones se 
publicarán en el Boletín Oficial y se aplicarán en 
tanto no fuesen modificadas por el Departamento 
de Hacienda a raíz de apelaciones de contribuyen- 
tes interesados, dentro de quince días de su publicación 
o a requerimiento de la Dirección. Sin afirmar que 
la pertinente reglamentación no hubiera sido publi- 
cada, el considerando transcripto deja la sospecha 
de que así ha ocurrido. Contra tal supuesto existe la 
constancia expresada en el Boletín Oficial N 9 11.927 del 
9 de marzo de 1934, pág. 298. 

Que, por lo demás, no se ha impuesto ninguna car- 
ga o gravamen a la sociedad actora desde que no se le 
obliga a retener de lo que sea su peculio sino de lo que 
deba girar al exterior del país como perteneciente a 
socios o partícipes en los réditos. Es claro que si ha 
realizado envíos sin cumplir con la ley y con las dispo- 
siciones administrativas sufrirá una lesión en su pa- 
trimonio, pero no en el caso de acatarlas. La afirma- 
ción de que la Dirección General ha creado una nueva 
carga no determinada por la ley resulta insostenible, 
pues sólo ha usado en forma legítima de una facultad 
conferida ampliamente por la ley para defender la per- 
cepción de un impuesto, creado por ella, al disponer 
que todas aquellas personas o entidades que acrediten 
en cuenta o giren a contribuyentes radicados en el ex- 
tranjero sumas provenientes de réditos de cualquier ca- 
tegoría producidos en el país, deberán actuar como 
agentes de retención e ingresar dentro de los cinco días 
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el impuesto que corresponda por cuenta del contribu- 
yente. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



LUCIO GOLDBERG v. MIGUEL SZAPIRO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Intervención de la Corte Suprema. 

Entre los conflictos de competencia cuya decisión corres- 
ponde a la Corte Suprema no se hallan los que se plantean 
entre las cámaras de apelación de la Capital de la Repú- 
blica, salvo que una de ellas sea la Cámara Federal. Por 
ello y lo dispuesto por el art. 6 9 de la ley 7055, no incum- 
be a la Corte Suprema decidir el conflicto negativo sur- 
gido entre la Cámara de la Justicia del Trabajo y la de 
Apelaciones en lo Comercial de la Capital. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tanto la Cámara de la Justicia del Trabajo (fs. 
5 vta./6), como la de Apelaciones en lo Comercial de 
esta Capital, han declarado la incompetencia de sus 
respectivos fueros para entender en el juicio seguido 
por Lucio Goldberg contra Miguel Szapiro, sobre co- 
bro de comisiones, aguinaldo e indemnización. 

Atento lo legislado en el Título X del Código de 
Procedimientos en lo Civil y Comercial, aplicable al 
caso por disposición del art. 137 de la ley 12.948, no 
corresponde a V. E. dirimir la presente contienda ne- 
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gativa. ("Stafforini — Derecho Procesal del Traba- 
jo pág. 304). Así corresponde declararlo. — Bs. Ai- 
res, agosto 16 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1949. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que entre los conflictos de competencia cuya deci- 
sión corresponde a la Corte Suprema según el art. 9 9 
de la ley 4055 no se hallan los que se plantean entre 
las cámaras de apelación de la Capital de la República, 
salvo que una de ellas sea la Cámara Federal, lo que 
no ocurre en el caso de autos. 

Por ello, lo dispuesto por los arts. 137 del decreto 
32.347/44 ratificado por la ley 12.948, y 6* de la ley 
7055, la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 
31, 184; 191, 190) y lo dictaminado por el Sr. Procura- 
dor General, declárase que no corresponde a esta Corte 
Suprema decidir cuál es el tribunal competente para 
conocer de la presente causa. En consecuencia, devuél- 
vanse los autos al tribunal de procedencia. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Rodolfo G. Valenzue- 
la — Tomás D. Casares. 



JUAN FLORES Y OTROS 
HOMICIDIO: Homicidio calificado. 

^ No se halla comprendido en el art. 165 sino en el art. 80, 
inc. 3 9 , del Cód. Penal el triplo homicidio perpetrado en 
primer término para ' ' facilitar y consumar" el robo con- 
certado por la banda. 
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* PARTICIPACION CRIMINAL. 

Debe considerarse demostrada la participación en el de- 
lito de homicidio calificado de quien reconoce haber teni- 
do un revólver en la mano mientras se desarrollaba el he- 
cho, habiéndosele escapado un tiro al aire ; pues le es 
aplicable la doctrina de la Corte Suprema conforme a la 
cual trátase de un solo hecho al que corresponde una cali-, 
ficación legal única, extensiva a todos los autores que han 
concurrido a la ejecución desempeñando cada uno el papel 
que le fué asignado o que las alternativas de la ejecución 
le depararon. 

PENA. 

Para la graduación de la pena que corresponde imponer al 
procesado — incurso en el delito de participación en ho- 
micidio calificado y robos reiterados — su manifiesta y 
repetida peligrosidad obliga a prescindir de la circuns- 
tancia favorable de su juventud, pues contaba 23 años al 
tiempo de consumar los mencionados delitos. 



Sentencia del Juez Letrado 

Presidente Roque Sáenz Peña, abril 9 de 1947. 

Y vistos: estas causas núms. 2741, 2769 y 2729 seguidas 
contra Raúl Daniel Niveyro (a) "Tat ' de apellido materno 
Borda, argentino de 22 años de edad f soltero, con instrucción, 
domiciliado en esta localidad y no reincidente, por los delitos 
de triple homicidio y asalto en banda reiterados y de los cuales: 

Resulta : 

I. Causa n 9 2741, folio 31, año 1943. De las constancias 
de la misma se desprende que la indagación de los hechos se 
inicia al enterarse la instrucción preventora de que en el 
paraje denominado "La Chiquita" distante 20 Ems. de esta 
localidad había ocurrido un triple homicidio y trasladándose 
ella al lugar del suceso en la finca de una de las víctimas 
José Vázquez practica la diligencia sumarial de que informa 
el acta de fs. 1, en el curso de la cual constató la existencia del 
cadáver de Jasé Vázquez y de sus hijos José y Fernando en 
las dependencias que se mencionan, verifica las lesiones que 
las mismos presentaban, se incauta de algunos proyectiles y 
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efectos, toma fotografías que so agregan a fs. 5 y confecciona 
el croquis de estilo que se agrega a fs. 3. 

Adelina Vázquez, hija y hermana de las víctimas declara 
a fs. 6 que serían las once, más o menos, del día 1* de octubre 
del año 1943 cuando se presentaron en el patio de la casa tres 
individuos que después de cambiar con su padre las palabras 
que deja consignadas, uno de ellos sacando un revólver nique- 
lado y corriendo hacia su padre le efectúa un disparo que lo 
hace retroceder herido hacia el comedor, y luego otro en mo- 
mentos en que cae de espaldas, mientras la testigo corría al 
dormitorio y alza una escopeta que pasa a su hermano José 
que se encontraba en el comedor con la que efectúa un disparo 
contra el que había atentado contra su padre hiriéndolo en 
un hombro contestando éste con dos que no hieren a su her- 
mano quien trata de disparar la escopeta pero, como aquel des- 
viara el caño del arma no da en el blanco y se le cae de las 
manos, momento que es aprovechado por el agresor para hacer- 
le un tercer disparo que da en el pecho de su hermano trabán- 
dose ambos en lucha y como fuera sujetado de los brazos por 
otro de los autores aprovechó aquél tal circunstancia para 
abatirlo con varios disparos más lo cual visto por la deponente 
vuelve al dormitorio y tomando un winchester pero como no 
acertara en su manejo se lo pasa a su hermano Fernando que 
se encontraba en esta dependencia y al intentar hacer uso 
del arma contra el matador de su padre y hermano recibió 
un impacto dirigido por aquél que lo hace caer sentado, otro 
se le acerca y levantando la capeza le descerrajó un tiro de 
revólver y en seguida otro por el autor principal ; al proseguir 
la testigo su narración expresa que al correr y ocultarse debajo 
de una cama le efectuaron un disparo sin herirla, le entrega 
al asaltante principal la billetera de su padre y éste al reci- 
birla exclama: "la plata que buscábamos'', revisaron el colchón 
de la cama del dueño de casa y después de proferir algunas 
amenazas, apoderarse de la escopeta y el winchester y ex- 
presar uno de ellas que se habían equivocado sobre la cantidad 
de dinero que tenía José Vázquez se retiran del lugar del 
hecho 

Que las constancias que obran de fs. 8 v. a fs. 12 v. se 
refieren a la detención de Virgilio David Niveyro y secuestro 
de las armas empleadas por los autores para cometer los deli- 
tos acriminados y las que se apoderaran en esa ocasión, y otros 
efectos de los autos. 

Elda Maidana, concubina de Virgilio Niveyro refiere a 
fs. 13 que el día 30 de setiembre, a las 6 horas salen su 
concubino y su hermano Raúl Daniel Niveyro de su domicilio 
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hacia la casa de una tía de ellos y regresan al día siguiente, a 
las 19 horas, más o menos. 

Virgilio David Niveyro presta declaración indagatoria a 
fs. 14 diciendo, después de relatar los asaltos que cometen el 
30 de setiembre y el l 9 de octubre del precitado año por la 
mañana con anterioridad a los hechos de figuración en la 
causa que nos ocupa, que al desoir Juan Flores la indicación 
que le hace en el sentido de que sospechaba de que los mora- 
dores estuviesen armados aquél penetra a una habitación y 
hace un disparo de revólver, su hermano David queda en la 
puerta mientras el deponente entra por otra puerta y se en- 
cuentra con José Vázquez (padre) que lo enfrenta asiéndole 
el revólver con una mano y estando en esa posición luchando 
le hace tres disparos dando el tercero en la cabeza que lo 
echa a tierra; resumiendo el relato expresa que él dio muer- 
te a José Vázquez (padre) y Juan Plores a los restantes, su 
hermano Raúl Daniel Niveyro se limitó a cuidar la puerta y 
no hizo ningún disparo, Juan Plores le exigió la entrega del 
dinero a Adelina Vázquez apuntándole con el revólver y sa- 
cándolo de debajo de un colchón se lo pasa al deponente que 
contado alcajizó a $ 100 y monedas, dejando la billetera que lo 
contenía sobre la cama y que más tarde reparten en partes 
iguales correspondicndoles $ 33 y monedas a cada uno, se apo- 
deran de la escopeta y del winchester de las víctimas, Juan 
Flores resultó herido de un disparo de escopeta en el rostro, 
que no estaban ebrios en el momento de comisión del hecho y 
que después con su hermano Raúl Daniel procedieron a llevar 
a su domicilio las armas que mencioi u en el curso de su de- 
claración indagatoria. 

Presta declaración indagatoria Raúl Daniel Niveyro, a 
fs. 26 refiriendo en los pasajes salientes de la misma en cuan- 
to a su participación en los hechos cometidos en el domicilio 
de la familia Vázquez que ella consistió en cuidarles a los de- 
más las puertas que habían franqueado cubriéndoles la retirada 
provisto de un revólver que tenía en la mano durante todo él 
desarrollo de los hechos y del que se le escapó un tiro por tener 
el percutor levantado, que el día tres de octubre y estando en 
el domicilio de su hermano decidió trasladarse al paraje Sa- 
ladas en la Provincia de Corrientes llevando $ 55 que le en- 
tregara su hermano como parte del producto del robo antes 
de partir, haciendo mención también a la participación que 
les cupo a los demás partícipes. 

Que a fs. 28, 29 y 30 obran testimonios de las partidas de 
defunción de José Vázquez Díaz, José Vázquez Ramos y An- 
drés Vázquez Ramos. 
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Que a fs. 32 obra el informe médico recabado al doctor 
Eduardo Braillard Poccard que examinara los cadáveres des- 
cribiendo en él las lesiones de armas de fuego que presentaban 
y aquellas que presentaba deflagración de pólvora debido a 
la escasa distancia con que fueron hechos los disparos a las 
víctimas. 

Que a fs. 48 amplía su indagatoria el procesado Raúl 
Daniel Niveyro en el sentido de que del dinero que le fue^a 
secuestrado por la policía, $ 37 corresponden al producido de 
los hechos delictuosos que cometieron. 

Que a fs. 70 comparece ante el Juzgado el prevenido Raúl 
Daniel Niveyro y después de ratificarse íntegramente de las 
manifestaciones formuladas a la Policía aclara que para evi- 
tar ser heridas por los Vázquez se vieron precisados a matarlos 
y que tanto el dinero como las armas robadas se las repar- 
tieron por partes iguales. 

II. Que clausurado el sumario y dispuesta la acumula- 
ción de las causas anexas a la presente, el Ministerio Fiscal se 
expide a fs. 107 en única requisitoria acusando al procesado 
como partícipe en los delitos de asalto y robo reiterado y asal- 
to y robo con triple homicidio, encuadrando los hechos acrimi- 
nados en los ar.ts. 79 y 166 ó 165 del Cód. Penal y solicitando 
se le imponga la pena de 20 años de prisión con accesorias 
legales y costas. 

Corrido traslado de la acusación fiscal a la defensa, ésta 
a fs. 114 reproduce la presentada a fs. 97 en la que se recono- 
ce la responsabilidad penal del defendido pero con la limita- 
ción prevista por los arts. 46 y 47 del Código represivo para los 
supuestos de participación secundaria en función con el 167 
de dicho texto legal. 

III. Expediente n* 2729, folio 29, año 1943. Esta causa 
se inicia de oficio al enterarse la instrucción preventora de que 
en la legua 5 del paraje denominado "La Matanza" autores 
desconocidos habían asaltado y robado el domicilio de doña 
Cecilia P. de Horning disponiendo de inmediato la averigua- 
ción pertinente. 

Da. Cecilia Prikassky de Horning depone a fs. 2 que en 
horas 8 del día 30 de setiembre del año 1943 hallándose sola 
irrumpieron en su domicilio tres individuos uno de los cuales 
le apuntaba con un revólver mientras otro quedaba en la puer- 
ta de la casa y el tercero revisaba los muebles apoderándose 
alrededor de $ 30 que estaban en su cartera, un revólver de su 
esposa con media docena de balas, una pistola de procedencia ex- 
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tranjera con 20 proyectiles, una linterna, una carterita de niño 
conteniendo según cree, $ 2, un billete de $ 1 y $ 1 en monedas. 

El procesado presta declaración indagatoria a fs. 8 refi- 
riendo la intervención que tuvo en el hecho que consiste en cum- 
plir el rol de 4 'campana" en el exterior de la casa de la 
damnificada y mencionando que robaron de lo que reconoce 
la linterna que le exhibe la instrucción. 

Obra a fs. 11 un peritaje y avalúo del arma secuestrada, 
a fs. 12 un croquis del lugar del suceso, la damnificada reco- 
noce el arma aludida como de su esposo a fs. 15, el procesado 
ratifica ante el juzgado a fs. 32 su declaración anterior y se 
clausura a fs. 33 el sumario. 

IV. Expediente n* 2769, folio 32, año 1943. La indaga- 
ción del hecho que motiva esta causa al presentarse a la ins- 
trucción policial Da. Isabel Fernández viuda de Hernández 
denunciando que el día I o de octubre antes de las 12 horas se 
presentaron en su domicilio tres individuos que sacando su9 
revólveres e intimándola penetraron al dormitorio en donde 
se apoderaron de $ 150 más o menos, de un revólver de su 
esposo, una linterna, una escopeta de dos caños con dos cartu- 
chos que luego dejan como a cien metros de la casa. 

El procesado depone a fs. 5 vta. refiriendo detalladamen- 
te la participación que tuvo en el asalto perpetrado en casa de 
la damnificada reconociendo efectos robados en esa ocasión ; 
declaración de carácter confesorio que ratifica a fs. 22 v. ante 
el juez de la causa, clausurando el sumario por auto de fs. 27 y 

Considerando : 

I. Que la existencia de los delitos contra las personas de 
que informan las constancias de la causa principal se encuen- 
tra probada en autos de modo incontrovertible con las con- 
dignas partidas de defunción expedidas por la Oficina de 
Registro Civil de la localidad, peritación médica en la que se 
describen las características de las lesiones infligidas por armas 
de fuego que determinaron su muerte, secuestro de las armas 
usadas por los autores en la consumación de los homicidios, 
reconocimiento de esos efectos por parte del procesado, resul- 
tado de la diligencia de inspección ocular, declaración indaga- 
toria del prevenido de carácter confesorio, croquis, fotografías 
ilustrativas y en cuanto a los delitos incriminados de natura- 
leza patrimonial con las denuncias que formulan las damni- 
ficadas, secuestros y reconocimientos de efectos robados, y 
demás elementos de prueba que fluyen de las causas acumula- 
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das, todo ello conforme a las prescripciones legales de los 
artículos 207, 229 y demás de aplicación en el sub-judice del 
Código de Procedimientos de la materia. 

II. Responsabilidad penal del procesado. El Ministerio 
Fiscal y la Defensa están concordes en que ella está demostra- 
da en autos, y así es en efecto, porque el acusado está convicto 
y confeso de haber participado en tres asaltos de que informan 
las constancias sumariales y ese reconocimiento solemne tiene 
en el sub causa el valor señalado por el art. 321 de plena 
prueba desde que fué hecho en un todo de acuerdo con los 
requisitos del art. 316 y aparece corroborado en gran parte 
por la declaración indagatoria del extinto procesado Virgilio 
David Niveyro y accidentes y circunstancias del cuerpo del 
delito, que como se ha expresado en el considerando primero, 
se encuentra legalmente probado en autos. 

III. Los hechos delictuosos incriminados cometidos en 
perjuicio de Da. Cecilia Prikassky de Horning e Isabel Fer- 
nández de Hernández en las circunstancias de tiempo, lugar y 
modos ya examinados encuadran en opinión del infrascripto 
en la previsión del inciso 2 9 , del art. 166 del Cód. Penal en 
razón de que el número de partícipes se eleva a tres que for- 
man banda y que fueron cometidos en lugar despoblado, 
elementos que configurarán esa circunstancia calificativa agra- 
vante. 

Por lo que se refiere a los hechos delictuosos cometidos en 
el domicilio de José Vázquez ellos encuadran en el art. 165 
del Cód. represivo desde que los autores llegaron al lugar 
con el propósito de robar como lo habían hecho con anteriori- 
dad en aquellos casos pero no con el designio de matar para 
preparar, facilitar, consumar u ocultar otro delito o para ase- 
gurar sus resultados o la impunidad para sí o para sus coo- 
peradores que debe existir en los agentes en los supuestos 
previstos por el art. 80, inc. 3<> del Cód. Penal. El triple homi- 
cidio fué en el caso sub exámini accidental perpetrado con 
motivo u ocasión del robo, delito que originariamente habían- 
se propuesto llevar a cabo en la vivienda de los Vázquez log 
acusados. 

La prevención que pudieron hacer a los restantes Virgilio 
David o el procesado Raúl Daniel Niveyro mientras se encon- 
traban en el patio de la casa de que los moradores de la misma 
podían hallarse armados, no constituye una circunstancia mi- 
norativa del punto de vista legal que se sustenta, desde que 
a ella no puede dársele el valor y alcance de un acuerdo del 
momento entre los autores de tener que perpetrar los homi- 
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cidios para poder lograr la ejecución del robo como delito fin 
en este supuesto, de lo cual podemos deducir, a la luz que 
proyectan los elementos de juicio que ha sido dable acumular 
en los procesos, que de no haber mediado la decidida y enérgi- 
ca reacción defensiva de los moradores e inopinada para los 
victimarios, muy probablemente, los homicidios no se hubieran 
perpetrado. 

Dilucidado lo atinente a la responsabilidad penal y cali- 
ficación legal de los hechos delictuosos acriminados, resta solo 
hacer referencia a si el procesado debe ser tenido como partí- 
cipe en esos hechos conforme con el art. 45 o bien con el 46 del 
Código Penal. 

Que siendo el acusado integrante de la banda que perpe- 
trara esos hechos delictuosos con su concurso personal, su par- 
ticipación en los mismos encuadra en el art. 45 del Cód. Penal. 

IV. Que a los efectos de la graduación de la pena aflic- 
tiva a aplicar al prevenido por los delitos incriminados, el 
proveyente tiene presentes las siguientes circunstancias: edad 
del procesado a la fecha de perpetrar los delitos, la falta de 
antecedentes judiciales condenatorios, buen concepto de que 
goza, su instrucción, la reiteración en el delito, y demás situa- 
ciones contempladas por los arts. 40 y 41 del Cód. Penal. 

Que a mérito de las consideraciones expuestas, disposicio- 
nes legales citadas y demás constancias de autos, oídos que han 
sido el Ministerio Fiscal y la Defensa, juzgando en definitiva. 

Fallo: 

Condenando a Raúl Daniel Niveyro de filiación ut supra, 
como autor responsable de los delitos de participación en robo 
con triple homicidio y en robos reiterados, arts. 165, 166, 
inc. 2 Q y 45 del Cód. Penal, a sufrir la pena de diecinueve años 
de prisión con accesorias legales y costas. — Valentín Ratnbeaud. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Paraná, 22 de diciembre de 1948. 

Y vistos: 

Estas causas acumuladas núms. 2741, 2769 y 2529 segui- 
das contra Raúl Daniel Niveyro (a) "Tati" de apellido ma- 
terno Borda por los delitos de triple homicidio y asalto en 
banda reiterados, venidas por apelación interpuesta por el 
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Fiscal y el procesado contra la sentencia de fs. 116 a 121 vta. 
de los autos que lo condena de acuerdo a lo que disponen los 
arts. 165, 166, inc. 2* y 45 del Cód. Penal a sufrir la pena de 
diecinueve años de prisión con accesorias legales y costas ; y 

Considerando: 

Que tanto la existencia de los hechos en que intervino 
como la participación que tuvo en los mismos el procesado 
Raúl Daniel Niveyro, se encuentra legalmente establecida en 
autos como lo demuestra la sentencia apelada. 

Que la calificación legal que corresponde a los delitos 
cometidos por el reo es la efectuada en el fallo como lo enten- 
dió el propio Fiscal de. la instancia originaria; robo en lugar 
despoblado y en banda y triple homicidio cometido con ocasión 
de robo, cuya penalidad deberá graduarse con arreglo a lo 
que dispone el art. 55 del Cód. Penal por tratarse de hechos 
independientes en que procede la acumulación de penas. 

Que tratándose de delitos cometidos en banda todos los 
partícipes responden en los términos del art. 45 del Cód. Penal, 
desde que obraron en conjunto en procura de una finalidad 
común, lo que equipara la responsabilidad de sus ejecutores 
y hace procedente la graduación de la pena con arreglo a lo 
que disponen los arts. 165, 166, inc. 2 9 , 55, 40 y 41 del Código 
Penal. 

Que de conformidad a lo expuesto y teniendo en cuenta 
la naturaleza de los hechos en que intervino el procesado, las 
circunstancias en que cometió sus delitos, empleo de armas, 
edad que tenía cuando los realizó, concepto y antecedentes 
del mismo, asi como también las penas que corresponden a los 
distintos hechos cometidos, estima el tribunal que en justicia 
deberá elevarse la que fuera impuesta por el juez a quo hasta 
el límite solicitado por el Fiscal de Primera Instancia o sean 
veinte años de prisión, accesorias legales y pago de costas. 

De acuerdo con lo dispuesto, fundamentos de la sentencia 
recurrida en lo concordante y de la acusación fiscal de fs. 107 
a 110 de los autos, se resuelve: 

Confirmarla en cuanto a la calificación de los delitos co- 
metidos por Raúl Daniel Niveyro (a) "Tati" y modificarla 
en cuanto a la pena impuesta que se eleva a la de veinte 
años de prisión, pago de costas en ambas instancias y acceso- 
rias legales. — Abel Madariaga. — E. Carbo Fúiies. — Julio 
A. Benitez. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

A fines de setiembre de 1943, el procesado Raúl 
Daniel Niveyro, de apodo "Tati", de común acuerdo 
con su hermano Virgilio David Niveyro (hoy falleci- 
do) y Juan Flores (prófugo), resolvieron salir a las 
afueras de la localidad de Presidencia Roque Sáenz 
Peña (Chaco), con los objetos de robar y asaltar a los 
colonos y agricultores allí establecidos. Es así como el 
día 30 de ese mes, se presentaron en horas de la ma- 
ñana en el domicilio de la Sra. Cecilia Prikassky de 
Horning, y mientras el acusado quedaba en el exterior 
en calidad de observador, sus secuaces, armas en mano, 
despojaron a aquélla de una suma de dinero y diversos 
objetos personales, dándose a la fuga una vez consuma- 
do el hecho (v. expte. 2729). 

Al día siguiente, después de perpetrar análogo de- 
lito en perjuicio de Isabel Fernández de Hernández 
(v. expte. 2769), se dirigieron lo delincuentes a una 
chacra sita en el paraje denominado "La Chiquita", 
lugar donde Niveyro (Daniel Virgilio) y Flores die- 
ron muerte de varios disparo^de revólver a sus mora- 
dores José Vázquez y sus hijos José y Fernando, mien- 
tras el prevenido, cubriendo la retirada a mano arma- 
da, intervenía con aquéllos en el robo del dinero y otros 
efectos de propiedad de las víctimas. 

Lo expuesto se encuentra plenamente acreditado 
en autos por la propia confesión del imputado, y los 
demás elementos de criterio, suficientemente analiza- 
dos en instancias anteriores, en cuya virtud ha sido 
condenado en definitiva a la pena de veinte años de 
prisión, accesorias legales y costas por la comisión de 
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los delitos previstos y penados por los arts. 165 y 166 
inc. 2 9 del Código Penal en función del art. 45 del mis- 
mo cuerpo legal. 

En cuanto a los hechos de los que resultaron víc- 
timas Cecilia Prikassky de Horning e Isabel Fernández 
de Hernández, comparto la calificación dada a los mis- 
mos en primera y segunda instancias, por resultar evi- 
dente que ellos encuadran en las previsiones del art. 166 
inc. 2° de la ley represiva, no así en lo que respecta al 
triple homicidio y robo en perjuicio de los Vázquez, 
que en mi concepto, como lo sostiene el Fiscal de Cá- 
mara a fs. 125, se encuentra comprendido en el art. 80 
inc. 3° del Código Penal. 

En efecto; para que proceda la aplicación de la 
norma contemplada por el art. 165 de la ley de fondo, 
es menester que el agente no tenga intención de matar, 
o sea, que su acción criminosa vaya sólo dirigida a 
robar a la víctima, y que el homicidio sobrevenga co- 
mo una consecuencia puramente accidental u ocasio- 
nal, de acuerdo a las circunstancias especiales en que 
aquel delito se cometió, requisitos éstos que, a mi juicio, 
no se encontraban acreditados en modo alguno en au- 
tos. Por el contrario, de los elementos probatorios glo- 
sados a la causa, se desprende en forma indubitable 
que el triple homicidio fué consumado ante la segura 
resistencia que opondrían las víctimas, a quienes los 
delincuentes ultimaron una a una con el deliberado pro- 
pósito de preparar y facilitar el robo que habían pla- 
neado, todo lo cual configura el delito de homicidio 
calificado a que se refiere el art. 80 inc. 3 9 de la ley 
penal 

Por las razones expuestas, y las consideraciones 
concordantes expresadas por el Ministerio Público a 
fs. 125, solicito que V. E. reforme la sentencia apelada, 
condenando a Raúl David Niveyro, de apellido materno 
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Borda, de apodo "Tati", por los delitos de participa- 
ción en homicidio calificado y robos reiterados — Cód. 
Penal, arts. 45, 80 inc. 3 P y 166 inc. 2 9 — a la pena de 
prisión perpetua, accesorias legales y costas. — Ba. Ai- 
res, abril 9 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1949. 

Vistos los autos "Flores Juan (a) "El rubio", 
"Gramilla", "Sardina" (prófugo); Niveyro Virgilio 
David (a) "Chacho" (detenido); Niveyro Raúl Daniel 
(a) "Tati" (detenido) y Alegre Ireneo (detenido), s./ 
asalto, triple homicidio y robo en banda", en los que 
se ha concedido a fs. 143 el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando : 

Que está plenamente probado que en los días 30 
de setiembre y 1* de octubre de 19 *3 los nombrados se 
presentaron en los domicilios de Cecilia Prikassky de 
Horning y de Isabel Fernández de Hernández, respec- 
tivamente, y que mediante amenaza armada las despo- 
jaron de dinero y otros efectos personales. Está igual- 
mente comprobado que en la misma mañana del 1* de 
octubre, en el paraje "La Chiquita" a cierta distancia 
de la localidad de Presidente Roque Sáenz Peña en el 
territorio nacional del Chaco, los imputados asaltaron 
el domicilio del colono José Vázquez al que le dieron 
muerte como también a sus dos hijos José Vázquez (h) 
y Fernando Vázquez. 

Que la calificación legal de los dos primeros he- 
chos, encuadrados por la sentencia recurrida en el inc. 
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2 9 , del art. 166, del Código Penal, no ha sido impugna- 
da ni tampoco es discutible. No así los delitos perpe- 
trados en el domicilio de Vázquez a los que la sentencia 
apelada juzga de acuerdo a lo dispuesto en el art. 165 
y concordantes del citado Código, en tanto que el Sr. 
Fiscal de Cámara (fs. 125) y el Sr. Procurador Gene- 
ral (fs. 145) consideran que caen principalmente en 
el área penal del art, 80, inc, 3% es decir, homicidio ca- 
lificado. Ante tan fundamental discrepancia y como 
mejor elemento de juicio, se hace indispensable seña- 
lar que Virgilio David Niveyro, homicida convicto y 
confeso, declara a fs. 69 que "se vieron obligados a dar 
muerte a los colonos Vázquez para evitar así ser des- 
cubiertos el asalto y robo que se proponían perpetrar, 
y que también porque el dicente notó que los colonos 
Vázquez estaban todos armados, al menos así le pare- 
ció y así se lo hizo notar a sus compañeros". El triple 
homicidio no fué concebido, pues, circunstancialmente 
cuando se procedió al robo, sino que por el contrario, 
se perpetró en primer término para "facilitar y con- 
sumar" el robo concertado por la banda. De ahí, en 
consecuencia, que se impone reformar la calificación 
recaída. 

Que, siendo así, la nueva calificación legal alcanza 
necesariamente al procesado Raúl Daniel Niveyro, to- 
da vez que a tenor de su declaración a fs. 27 y no obs- 
tante la ulterior rectificación parcial de fs. 70, está de- 
mostrada su participación en el delito cuando afirma 
que "también tuvo un revólver en la mano, durante se 
desarrollaba el hecho en la casa de los Vázquez, ha- 
biéndosele escapado un tiro al aire, porque lo tenía 
con el gatillo levantado". Por consiguiente y a pesar 
de la mejor situación en que se pretende colocar a fs. 
70, le es totalmente aplicable la doctrina de esta Corte 
Suprema que tiene dicho: "Se trata, por lo tanto, de 
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un solo hecho al que le corresponde una única califi- 
cación legal extensiva a todos los autores. Las circuns- 
tancias materiales comprendidas en la realización del 
delito se comunican a todos los copartícipes, aun cuan- 
do hayan sido cometidos por alguno de ellos solamente. 
Lo contrario es la excepción cuya prueba corresponde 
a quien la invoca, según resulta de lo establecido por 
los arts. 45, 47 y 48 del Código Penal. Todos han con- 
currido a la ejecución del hecho, desempeñando cada 
uno el papel que le fué asignado o el que las alternati- 
vas de la ejecución le deparó. Nada demuestra que al- 
guno de los autores sólo haya querido cooperar a un 
delito menos grave, y si concurrieron de común acuerdo 
a asaltar un establecimiento bancario todos responden 
de las consecuencias del hecho concertado y realizado' • 
(Fallos: 191, 46). 

Que para la graduación de la pena que correspon- 
de imponerle y pese a la edad de 22 años que tenía al 
tiempo de consumar todos los delitos de que se ha hecho 
mención precedentemente, su manifiesta y reiterada 
peligrosidad obliga a prescindir de aquella circunstan- 
cia favorable. 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia 
apelada y se declara a Raúl Daniel Niveyro incurso en 
el delito de participación en homicidio calificado y ro- 
bos reiterados, arts. 45, 80, inc. 3°, y 166, inc. 2 9 del Có- 
digo Penal, por lo que se le condena a cumplir la pena 
de prisión perpetua con accesorias legales y costas. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



Año 1949 — Setiembre 



AUGUSTO NOSS v. NACION ARGENTINA 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES, 

^ En los casos de rechazo total de la demanda, el monto del 
pleito, a los efectos de la regulación de honorarios es la 
mitad de lo reclamado en ella, no siendo óbice a esta con- 
clusión la circunstancia de alegarse el alza actual del valor 
del inmueble comprendido cu la demanda, porque hay que 
atenerse a los valores correspondientes al momento de la 
traba de la litis (*). 



CLEMENTE MOLINA Y OTROS 

PRUEBA : Prueba en materia penal. 

\ Las confesiones concordantes de uno de los coprocesados 
y del hijo de otro en el sentido de que los tres participa- 
ron en el homicidio, bastan para enervar la negativa del 
último, que es inverosímilmente contradictoria de su an- 
terior confesión en la cual, si bien se hace un falso relato 
de los hechos, hay un reconocimiento de la propia partici- 
pación que coincide con circunstancias de las que existe 
prueba fehaciente. 

PENA. 

Aunque no procede agravar la pena por falta de recurso 
acusatorio, corresponde reformar la calificación y declarar 
que el menor que participó en el homicidio no es respon- 



(i) V de setiembre de 1949. Fallos: 203, 340; 212, 234. 
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sable "en grado de tentativa" sino de un delito consu- 
mado por el que sólo se le impone la pena correspondiente 
a la tentativa, manteniendo la de 15 anos de prisión apli- 
cada por el fallo recurrido, atento las circunstancias del 
hecho. 

IMPUTA DILIDA D. 

La debilidad mental no configura ninguna de las causales 
de inimputabildad que se consignan en el inc. 1° del art. 
34 del Código Penal. 

PARTICIPACION CRIMINAL. 

Quien «sin intervención en el homicidio acompañó a los 
autores en el hecho con pleno conocimiento de que lo co- 
meterían para realizar el robo en el que aquél participó, se 
halJa en la situación prevista en el art. 46 del Código 
Penal. * 

IMPUTABILIDAD 

El beneficio del art. 37, inc. b) del Código Penal no pue- 
de invocarse a favor del procesado que en la declaración 
prestada una semana después del hecho manifestó tener 
18 años. 



Sentencia del Juez Tjetrado 

Presidencia Roque Sáenz Peña, junio l v de 1948. 

Y vistos: Estos mitos, seguidos contra Clemente Molina, 
argentino, de 49 años, soltero, jornalero, sin instrucción, domi- 
ciliado en Colonia Necochea y no reincidente: Galeano Lale- 
cori, argentino, de 20 años, soltero, jornalero, sin instrucción, 
domiciliado en Mezón de Fierro y no reincidente y contra Juan 
Molina apodado "Mataco", argentino, de 19 años, jornalero, 
sin instrucción, domiciliado en Colonia Necochea y no reinci- 
dente, por los delitos de homicidio calificado y robo, arts. 80 
inc. 2 9 , 165 y 54 del Código Penal ; contra Manuel Federico 
Páez, de apellido materno Gómez, argentino, de 37 años, sol- 
tero, agricultor, con instrucción, domiciliado en Campo del 
Cielo y no reincidente y contra Iliginio Aparicio, de apellido 
materno Carrizo, argentino, de 47 años, soltero, agricultor, con 
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instrucción, domiciliado en Pampa Páez y no reincidente por 
el delito de hurto calificado, arte. 163, inc. 2 9 del Código Penal 
y finalmente contra Albina Mavrovich de Antonieh, yugoeslava, 
de 61 años de edad, con instrucción, agricultora, domiciliada 
en lote 49. sección D, de la Colonia Oral. Necochea y no rein- 
cidente por el delito de hurto calificado, art. 163, inc. 2 V , del 
Código Penal» y de los cuales resulta: 

I. Enterada del hecho la instrucción policial se consti- 
tuye en el lugar donde fuera cometido y constata la existencia 
del cadáver del comerciante Adolfo Aizpun yaciendo en el 
umbral de la puerta que comunica al dormitorio con el salón 
de ventas que presentaba sección completa del cuello, herida 
facial desde el cuero cabelludo a la mandíbula con destrucción 
del ojo y nariz, y otras lesiones que se describen, se deja 
constancia del estado y orden en que se hallaban los efectos 
en el dormitorio de la víctima, y se confecciona el croquis de 
fs. 4 con referencias de estilo. 

Que el acta de fs. 21 vta, da cuenta de la diligencia de 
requisa domiciliaria en la vivienda de Manuel Federico Páez 
con el resultado de que se informa. 

Que a fs. 34 presta declaración indagatoria ('lómente 
Molina, reconociendo haber intervenido con Lázaro Lalecori 
y Fernando Campsev en el homicidio sosteniendo de las pier- 
nas a la víctima mientras aquél la lesionaba con un cuchillo; 
se reparten el dinero tocándole al deponente ^ 110; se apode- 
ran de mercaderías, agregando (¡ne, Lalecori después do dejar 
el cadáver en el umbral que menciona, le secciona el mello y 
le lesiona en otras partes del cuerpo. 

Que Manuel Federico Páez confiesa a fs. 41 haberse apo- 
derado juntamente con Hisrinio Aparicio 3* Antonia Mavrovich 
el día 27 de diciembre d? mercaderías y que al día siguiente 
cu circunstancias de confeccionar la policía el inventario de los 
bienes del interfecto se apodera de la suma de dinero que se 
hallaba en un tarro y que después la Instrucción le secuestra 
en su domicilio. 

Que a fs. 45 vta. Iliginio Aparicio admite haber recibi- 
do mercaderías que le fueron entregadas por Manuel Federi- 
co Páez sin que se las pidiera. 

Que a fs. 49 vta. declara Gaicano Lalecori, negando ser 
autor del hecho. 

Que a fs. 61 vta. obra el informe del perito designado por 
la Instrucción Preventora, en el que se consignan las graves 
y numerosas lesiones infligidas a Adolfo Aizpun, por arma 
blanca, que determinaron su fallecimiento. 

Que a fs. 62 el procesado Gaicano Lalecori, al reconocerse 
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partícipe del suceso, refiere que el día de autos, después de 
mediodía, él, Clemente y Juan Molina se encaminan hacia el 
sitio donde se llevaba a cabo un baile y en el trayecto Cle- 
mente Molina les propuso matar al bolichero; llegados que hu- 
bieron al negocio le piden varias veces vino a la víctima que 
se lo pasaba por una ventana; que en una de las idas que 
ella hace al depósito, Clemente Molina trasponiendo la ventana 
se ubicó contra una pared en el interior con el cuchillo en la 
mano a la espera de la víctima que al acercársele recibe una 
puñalada que lo hace caer, mientras que Juan y luego el depo- 
nente pasando por la ventana llegan a aquel sitio, viendo que 
Juan Molina aplicaba cuchilladas al interfecto, después de lo 
cual se apoderan del dinero y efectos de pertenencia de la 
víctima, recibiendo después $ 200 al repartirse el dinero. 

Que a fs. 64 Juan Molina declara en forma casi coinci- 
dente con lo expuesto por Galeano Lalecori, reconoce haberle 
seccionado el cuello a la víctima de un golpe de machete y 
reconoce haber recibido parte del dinero robado. 

Que a fs. 87 presta declaración indagatoria la procesada 
Albina Mavrovich de Antonich, confesando que el 27 de di- 
ciembre al concurrir al lugar del suceso, el procesado Manuel 
Federico Páez le hizo entrega de mercaderías de pertenencia 
del occiso. 

Que Clemente Molina en su ampliación de indagatoria de 
fs. 91 vta. se rectifica de lo expuesto en su anterior, alegando 
ahora no ser autor del hecho. 

Que Clemente Molina es careado a fs. 95 vta. y 96 vta. 

Que a fs. 98 obra la partida de defunción de Adolfo 
Aizpún expedida por la oficina de íegistro Civil de Charata, 

Que el procesado Clemente Molina se ratifica de sus ante- 
riores declaraciones indagatorias ante el Juez de la causa. 

Que lo$ coprocesados Galeano Lalecori y Juan Molina, al 
comparecer a £s. 154 y 155 respectivamente, se ratifican de 
sus indagatorias prestadas ante la Instrucción Policial. 

Que en la misma forma deponen Manuel Federico Páez 
e Higinio Aparicio a fs. 157 y 158 respectivamente. 

Que a fs. 177 Albina Mavrovich viuda de Antonich se 
ratifica y amplía su declaración indagatoria prestada ante la 
Instrucción Preventora. 

Que clausurado el sumario a fs. 219, se expide a fs. 221 
el Ministerio Fiscal acusando a Clemente Molina, Juan Moli- 
na y Galeano Lalecori como partícipes en homicidio calificado, 
art. 80 del Código Penal, incs. 2* y 3 9 de ese texto legal, 
pidiendo para el primero y tercero, prisión perpetua y quince 
años de prisión para el segundo. Acusa igualmente a Manuel 
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Federico Páez de ser autor del delito de hurto calificado rei- 
terado, arts. 163, inc. 2 9 , y 55 del Código Penal, y a Higinio 
Aparicio y Albina Mavrovich de Antonich del delito de hurto 
calificado, art. 163, inc. 2°, de dicho texto legal, solicitando la 
pena de dos años de prisión para el primero y uno a los rea- 
tantes, todos con costas y accesorias legales además para los 
partícipes en el homicidio. 

Que a fs. 228 el letrado defensor de Clemente Molina sos- 
tiene en base a las razones que expone, que su defendido es 
ajeno al hecho de autos y que por ello debe ser absuelto de cul- 
pa y cargo. 

Que el Defensor Oficial de Pobres subrogante que se expi- 
de a fs. 234, lo hace pidiendo se les condene a Galeano LaJe- 
cori y Juan Molina al mínimum de pena establecida para el 
delito. 

El letrado defensor de Manuel Federico Páez e Higinio 
Aparicio, al expedirse a fs. 236 solicita se los condene a un 
año de prisión. 

El defensor de la imputada Albina Mavrovich de Antonich 
está conforme con que se la condene a un año de prisión en 
forma condicional. 

Considerando : 

l 9 La existencia de los hechos delictuosos incriminados se 
encuentra acreditada en autos de modo inconcuso con la par- 
tida de defunción de Alfonso Aizpún que prueba de modo legal 
su fallecimiento, peritación médica que prueba la causa vio- 
lenta determinante de su muerte, inspección ocular practicada 
en el lugar del suceso, secuestro de los efectos y dinero robado 
como asimismo del hurtado en su mayor parte, incautación de 
instrumentos del delito, confesiones de los autores y demás 
probanzas de autos, todo ello, de conformidad con lo estable 
cido por las arts, 207, 229 y demás pertinentes del Código de 
Procedimientos Criminal. 

2' Responsabilidad penal de los anisados. Los procesa- 
dos Galeano Lalecori y Juan Molina han confesado lisa y lla- 
namente, primero ante la Policía y luego ante el Juzgado, de 
haber dado muerte al comerciante Adolfo Aizpún con la co- 
participación de Clemente Molina, que fuera quien concibiera 
la idea de perpetrar el delito de homicidio para robar, en la 
noche del día 26 de diciembre del año 1945, con armas blancas, 
en el interior de su vivienda, al que habría llegado en primer 
término Clemente Molina quien provisto de cuchillo lo habría 
sepultado en el pecho a la víctima que cayera de golpe en el 
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mismo sitio .donde se encontraba al recibirlo, habría sido deca- 
pitada por Juan Molina de un golpe de machete, luego cam- 
biada de sitio, lesionada en otras partas del cuerpo y final- 
mente robado su dinero y algunas mercaderías del negocio. 
¡Surge a.sí, en forma inequívoca, que estos dos procesados apa- 
recen en autos convictos y confesos de la participación que 
tuvieran en el homicidio y sustracción de efectos de que dan 
cuenta ellos y demás probanzas de 'autos, en el relato confe- 
sorio que hacen a la autoridad policial instructora y al Juez 
de ta causa, no aparece circunstancia alguna eximente de res- 
ponsabilidad penal lo cual, unido a que las confesiones han 
sido prestadas en un todo conforme con los requisitos y for- 
malidades requeridos por el art. 316 del antedicho texto legal, 
fácilmente se concluye que ellas pueden ser tenidas como plena 
prueba de la im potabilidad criminal de esos autores de los 
hechos-, conforme a lo estatuido por el art. 321 del Código 
ritual de la materia, y así parece haberlo comprendido su 
letrado defensor, desde que pide se los condene al mínimo 
de pena que establece el Código represivo por el delito que 
hayan cometido. 

Que a idéntica conclusión debe llegarse en cuanto al pro- 
cesado Clemente Molina pero por un camino probatorio dis- 
tinto Este acusado confesó a fs. 34 haberse puesto de acuer- 
do con las personas que nombra para consumar el homicidio 
con propósito de robo y confesó también haber participado en 
los hechos aunque dando distinta versión acerca de la manera 
en que fueron cometidos de la que proporcionan Juan Molina 
y fialeano Lalecori y las personas con quien se habría acom- 
pañado. 

Que, efectivamente, surge de autos un cúmulo de presun- 
ciones graves, precisas y concordantes, anteriores, concomi- 
tantes y posteriores del hecho, que permite dar por acreditada 
en antas, contrariamente a lo sostenido por la Defensa, la 
responsabilidad penal de Clemente Molina por la participación 
(pie tuviera en ello desde que. la prueba conjetural de autos, 
reúne todos los requisitos demandados por los arte. 357 y 
358 del Código de forma de la materia, pudiendo señalarse, 
entre otras, las siguientes: l v ) El haber confesado su parti- 
cipación en el delito a fs. 34 ante la Instrucción Preventora; 
2 9 ) La circunstancia de aparecer en la especie esa confesión 
concordante con las circunstancias y antecedentes del cuerpo 
del delito que ha sido legalmente acreditado en autas espe- 
cialmente en lo referente a las lesiones infligidas al occiso y 
decapitación; 3 9 ) Acordanza advertiblé entre lo afirmado por 
este procesado y Juan Molina y Galeano Lalecori en lo ati- 
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nente a que aquel después de cometido el homicidio sugirió 
que se dejaran las botellas vacías para que la policía creyera 
que eran c 'cristianas"; 4») La fuga del procesado en momen- 
tos en que iba a señalar el sitio donde ocultara el dinero 
robado al interfecto hecho que lo sindica más como autor res- 
ponsable que como ajeno a los delitos de autos; 5 9 ) La con- 
fesión que le habría hecho a Tomás Pellegrini relacionada 
con la víctima y el haberle visto dinero al procesado com- 
puesto por billetes de cien y diez pesos; 6* La imputación 
que le hacen los coprocesados Juan Molina y Galeano Lale- 
cori; 7°) el hecho de ser uno de ellos hijo de Clemente Mo- 
lina, que viene a dar más viso de verosimilitud a la imputa- 
ción que aquél le hace y demás circunstancias que fluyen 
de la causa. 

Que la prueba aportada en cuanto al mismo procesado 
por la defensa, no obliga a modificar la precedente conclusión. 

Que en lo que concierne a los demás procesados, su res- 
ponsabilidad hallaríaso probada mediante sus respectivas con- 
fesiones, arts. 316 y 321 del Código de Proc. Criminal. 

3* El delito de homicidio que habrían cometido Clemen- 
te y Juan Molina y Galeano Lalecori lo fué para poder des- 
pojarlo de su dinero, configurándose así la circunstancia cali- 
ficativa agravante prevista por el inc. 3 P del art. 80 del Código 
Penal, estando igualmente configurada la alevosía, por haber 
sido muerto Adolfo Aizpún, de modo inopinado y artero por 
los acusados, los cuales habríanse puesto de acuerdo de ante- 
mano para la ejecución del homicidio y de la sustracción de 
su dinero como delito fin, quedando así, patentizada, la exis- 
tencia de la premeditación requerida en los agentes del delito 
para que pueda concurrir la circunstancia calificativa de 
mención. 

Que siendo evidente que hubo entre los procesados Clemen- 
te y Juan Molina y Galeano Lalecori, una confabulación cri- 
minal, todos por igual responden del homicidio cometido, por 
no ser necesario en tal supuesto determinar cada participación, 
como lo tiene ya resuelto la Excma. Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en el caso que se registra en J. A. al t. 18, p. 410. 

Que atenta la edad que contaba Juan Molina y la juris- 
prudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación senta- 
da en el caso registrado en J. A. t. 14, p. 975, corresponde 
acordar el beneficio del art. 37, inc. b) del Código Penal, redu- 
ciéndole la pena que le hubiera correspondido de acuerdo con 
lo prescripto por los arts. 42 y 44 del premencionado Código. 

Que en lo referente al encuadramiento legal de los hechos 
que habrían cometido los restantes procesados, el pertinente es 
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el hecho en los autos de prisión preventiva que se Ies dictara, 
es decir, con ocasión de un infortunio del damnificado ; el encu- 
brimiento debe descartarse porque el acuerdo de voluntad tácito 

expreso tuvo lugar con anterioridad o en el momento de llevar- 
se a cabo la sustracción. Siendo por lo tanto la participación 
de Páez la del art. 45 y la de los restantes la del 46 todos del 
Código Penal en función con el 163, inc. 2 9 , del mismo texto 
legal. 

4 9 Que a los efectos de la individualización y graduación 
de la pena condigna a imponer a los procesados por la partici- 
pación que les cupo en los hechos delictuosos incriminados, el 
proveyente tiene presentes las siguientes circunstancias: falta 
de antecedentes judiciales condenatorios de los imputados, la 
condición de indígenas de los autores del homicidio, nocturni- 
dad, su falta de instrucción, minoridad de Lalecori y Juan 
Molina, la evdente peligrosidad demostrada en los hechos, la 
confesión lisa y llana de Lalecori y Juan Molina que ha facili- 
tado la acción de la justicia, la fuga de Clemente Molina, la 
naturaleza del medio ambiente en que esos y los demás proce- 
sados actúan, y demás modalidades de la causa, arts. 40 y 41 
del Código Penal. 

Que a mérito de las consideraciones expuestas, disposicio- 
nes legales citadas y demás constancias de autos, oídos que han 
sido el Ministerio Fiscal y la Defensa, juzgando definitivamen- 
te en la causa, fallo: Condenando a Clemente Molina y Gaicano 
Lalecori, ambos de filiación ut-supra como autores responsables 
del delito de homicidio calificado en participación, arts. 80, 
incs. 2 9 y 3 9 , y 45 del Código Penal, a sufrir las penas de pri- 
sión perpetua con accesorios legales y costas cada uno; a Juan 
Molina, también de filiación ut-supra 9 por el delito de parti- 
cipación en homicidio calificado en grado de tentativa, arts. 45, 
80, incs. 2* y 3*, 37, inc. b), 42 y 44 del Código Penal a sufrir 
la pena de 15 años de prisión con accesorias legales y costas; 
a Manuel Federico Páez como autor del delito de participación 
en hurto calificado con ocasión de infortunio, arts. 163, inc. 2*, 
y 45 del Código Penal, a sufrir la pena de 2 añas de prisión 
con costas en forma condicional; a Iliginio Aparicio por com- 
plicidad en hurto calificado en ocasión de infortunio, arts. 163, 
inc. 2 9 , y 46 del mencionado texto legal, a sufrir la pena de 

1 año de prisión en forma condicional; y a Albina Mavrovich 
de Antonich, como los dos precedentes también de filiación 
ut-supra, por el delito de complicidad en hurto calificado en 
ocasión de infortunio, arts. 163, inc. 2*, y 46 del Código Penal, 
a sufrir la pena de 1 año de prisión con costas, como los demás 
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en suspenso, declarándose definitiva la libertad que gozan los 
tres últimos bajo caución juratoria y cancelándose los inciden- 
tes de excarcelación respectivos. — Valentín Rambeaud. 



Sentencia de la CImara Federal 

Paraná, 9 de febrero de 1949. 

Y vistos : 

Esta causa criminal seguida contra Clemente Molina, Qa- 
leano Lalecori, Juan Molina, apodado "Mataco" y otros por 
homicidio calificado y robo, venida en apelación interpuesta 
por los nombrados contra la sentencia de fs. 268 a 274, y 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida estudia acertadamente la par- 
ticipación que tuvieron los procesados en el homicidio de que 
fué víctima el comerciante Alfonso Aizpún, estando de acuer- 
do el Tribunal con las conclusiones de la misma por lo que 
corresponde confirmarla por sus propios fundamentos y lo 
manifestado por el Fiscal de Cámara a fs. 295 vta. 

Que en lo referente a ¡os procesados Jv*n Molina y fia- 
leano Lalecori, éstos han confesado lisa y llanamente haber 
participado en el homicidio y robo de que se trata, lo que 
hicieran ante el juez de la causa, con todos los requisitos y 
formalidades requeridos por la ley procesal, por lo que las 
mismas constituyen plena prueba de su responsabilidad penal 
por aparecer confirmada por los otros elementos de juicio exis- 
tentes en autos, que corroboran sus manifestaciones. Arts. 
316, 321 y concordantes del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

Que en lo referente a Clemente Molina, su responsabilidad 
penal se encuentra plenamente demostrada por las presun- 
ciones graves, precisas y concordantes que se relacionan con la 
sentencia recurrida, las que reúnen los requisitos exigidos por 
los arts. 357 y 358 del Código de Procedimientos Crimi- 
nales y convencen de la participación que se le atribuye. 

Que de acuerdo a la propia confesión de los imputados y 
prueba existente, el homicidio fué cometido como medio para 
poder llevar a cabo el robo que se habían propuesto los autores 
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de este vandálico hecho, habiendo sido realizado a traición y 
sin peligro para los acusados, por lo que concurren las cir- 
cunstancias calificativas contempladas en los incs. 2 9 y 3 V del 
art. 8° del Código Penal. 

Que en lo referente a la penalidad impuesta a los reos, 
resulta justa, teniendo en cuenta que el delito cometido fu-' 1 
el resultado de un acuerdo previo entre los mismas, por lo 
(pie todos responden por igual de acuerdo a la ley, la doctrina 
y la jurisprudencia, estando justificada la disminución de pena 
con relación al procesado Juan Molina, por ser menor de edad 
y la circunstancia de haber influido en su ánimo para la de- 
cisión tomada, arts. 40 y 41 del Código Penal. 

Por lo expuesto y fundamentos de la recurrida, se resuel- 
ve: Confirmar la sentencia apelada de fs. 268 a 274 en cuanto 
a la calificación del delito y pena impuesta a los recurrentes 
Clemente Molina. Galeano Lalecori y Juan Molina apodado 
** Mataco", con costas. — Julls/ A. Rvnítvz. — K. Corbó Fu- 
nes. — Abel M 'adiaría gfi . 



DlCTAMKX DKL PrOCI/KADOIí GeNKKAL 

Suprema Corte : 

El 26 de diciembre de 1945, los procesados Clemen- 
te Molina, Galeano Lalecori y Juan Molina, apodado 
"Mataco" resolvieron dar muerte con propósitos de 
robo, al comerciante Adolfo Aizpún establecido con ne- 
gocio de ramos generales y despacho de bebidas, en las 
cercanías de Charata (Chaco). A tal efecto, siguiendo 
los planes trazados por el primero de los nombrados, 
se dirigieron al comercio de Aizpún, y en momentos en 
que éste se disponía a servirles medio litro de vino que 
habían pedido, Molina (Clemente) penetró al interior 
del local y ocultándose detrás de una pared atacó sor- 
presivamente a la víctima, aplicándole una puñalarda 
en la región pectoral, circunstancia que aprovechó Mo- 
lina (Juan) para ultimar a Aizpún infiriéndole nume- 
rosas lesiones de arma blanca, con sección casi completa 
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dol cuello, que determinaron su deceso inmediato (fs. 
61 vta.)- 

Consumado el hecho, se apoderaron los delincuen- 
tes de una suma de dinero y de otros objetos existentes 
en el negocio, que luego repartieron entre sí, retirán- 
dose del lugar después de tomar algunas precauciones 
para no ser descubiertos y desorientar la acción de la 
justicia. 

Mediante la prueba directa rendida en autos con- 
tra Lalecori y Molina (Juan), y las presunciones gra- 
ves r precisas y concordantes que obran contra Molina 
(Clemente), ya analizada en instancias anteriores, se 
encuentra plenamente acreditado en la causa el hecho 
y el grado de responsabilidad criminal de los acusados, 
todo lo cual permite imputarles la comisión del delito 
de homicidio calificado en participación, de conformi- 
dad con lo que disponen los arts. 45 y 80 ines. 2 V y 3" 
del Código Penal. 

Si bien considero ajustada a derecho la califica- 
ción y penalidad a que han sido condenados los preve- 
nidos Gaicano Lalecori y Clemente Molina, estimo que 
la concesión dol beneficio contenido en el art. 37 inc. b) 
en cuanto al menor Juan Molina, que no debió otorgarse 
atento a la extrema peligrosidad demostrada por el 
mismo y a la gravedad del delito cometido, ha traído 
aparejada una errónea calificación a su respecto en 
cuanto a la aplicación del art. 42 del Código Penal. 

En efecto; el art. 37 inc. b) de la ley de fondo, con- 
tiene un régimen especial atenuado en cuanto a las pe- 
nas a imponer a los menores, mediante el cual se auto- 
riza al tribunal a reducir aquellas en la forma prescripta 
para la tentativa, pero ello no significa en modo alguno, 
que el hecho en sí, como violación del orden jurídico, 
sea calificado como tentativa cuando, como en el caso 
de autos, ha existido de parte del menor Molina una 
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total consumación del delito que planeara en combina- 
ción con los procesados Lalecori y Molina (Clemente). 

Por las razones expuestas, las consideraciones con- 
cordantes expresadas por el Ministerio Público y con 
la salvedad expuesta ut supra, solicito que V. E. con- 
firme en todas sus partes la sentencia recurrida de fs. 
298. — Bs. Aires, abril 28 de 1949. — Carlos G. Delfino. 
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Bs. Aires, 1° de setiembre de 1949. 

Vistos los autos ' 'Molina Clemente (homicidio y 
robo) — Lalecori Gaicano (homicidio y robo) — Molina 
Juan (a) ' i Mataco" (robo y lesiones a la autoridad) — 
Fernández José (encubrimiento, homicidio y robo) — 
Paéz Manuel Federico (hurto) — Aparicio Higinio (hur- 
to) — González José (prófugo - encubrimiento-) — 
Mavrovich Albina Vda. de Antonich (sup. hurto) — 
Adolfo Aispún", en los que se han concedido a fs. 301, 
los recursos ordinarios de apelación. 

Considerando : 

Que sobre la intervención y responsabilidad de Cle- 
mente Molina no hay nada que agregar a lo expuesto 
en la sentencia de 1* instancia, confirmada a fs. 298. 
Las confesiones concordantes de Juan Molina — hijo 
del nombrado — y Galeano Lalecori enervan decisiva- 
mente la negativa de aquél a fs. 91 vta. ; negativa que 
es, por lo demá6, tan inverosímilmente contradictoria 
de la confesión de fs. 34 en la cual, si bien se hace un 
falso relato de los hechofe, hay un reconocimiento de la 
propia participación que, como se puntualiza en la sen- 
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tencia citada, coincide con circunstancias de las que 
existe prueba fehaciente. 

Que respecto a Juan Molina no hay recurso acu- 
satorio por lo cual, como lo expresa el Sr. Procurador 
General, no cabe agravación de la pena impuesta, sino 
sólo reforma de la calificación pues no es responsable 
4 'en grado de tentativa" sino de un delito consumado 
por el que sólo se le impone la, pena correspondiente a 
la tentativa en virtud de lo dispuesto en el art. 37, inc. 
a) del Código Penal. 

Que aunque estuviera probado que cuando Juan 
Molina acometió a la víctima ésta ya había muerto a 
consecuencia de la puñalada que le infirió Clemente 
Molina, sería de todos modos innegable su participa- 
ción en los términos del art. 46 del Código Penal, y en 
presencia del ensañamiento con que actuó este procesa- 
do, no correspondería pena menor que la impuesta en 
la sentencia objeto del recurso. Por lo demás los mache- 
tazos que aplicó a la víctima siguieron tan inmediata- 
mente a la puñalada de Clemente Molina que no cabe 
alegar en este caso lo dispuesto en la última parte del 
art. 44 del mismo Código. Juan Molina "tomó parte 
en la ejecución del hecho" junto con su padre Clemente 
en los términos del art. 45. 

Que sobre la responsabilidad criminal de este pro- 
cesado la "debilidad mental" a que se refiere el in- 
forme de fs. 175 vta. no configura ninguna de las cau- 
sales de inimputabilidad que se consignan en el inc. V 
del art. 34 del Código Penal. 

Que según su propia confesión y la de Juan Moli- 
na, — únicas pruebas directas sobre la actuación de los 
procesados — , Lalecori "no tocó a la víctima", es de- 
cir, que no intervino de ninguna manera en el homici- 
dio. Si a ello se agrega que si bien se le enteró del pro- 
pósito criminal antes de llegar al lugar del hecho hasta 
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esc momento Clemente y Juan Molina le llevaban en- 
gañado con el pretexto* de eoneurrir a un baile de las 
inmediaciones y se halló solo ante la decisión tomada 
por el primero y acatada por el hijo lo cual explica, 
considerada su edad, su precaria formación moral y 
la temibilidad de Clemente Molina que sólo se atrevie- 
se a decir, cuando se le comunicó el proyecto, que él 
no se animaba, corresponde encuadrar las intervención 
de este procesado en el art. 46 del Código Penal. No en 
el 47, como pretende la defensa, porque si es verdad 
que Lalecori no intervino en el homicidio y anticipó 
que no se animaba a intervenir, acompañó a los autores 
en el hecho con pleno conocimiento de que para consu- 
mar el robo en el que participó se iba a cometer el ho- 
micidio. Y como la pena correspondiente al delito, — que 
es la impuesta a Clemente Molina — , es de prisión per- 
petua, atentas las circunstancias del hecho júzgase que 
corresponde imponerle 15 años de prisión. 

Que el beneficio del art. 37, inc. b) del Código Pe- 
nal no puede invocarse a favor de Lalecori que según 
su declaración del 3 de enero de 1946 — el delito fué 
cometido el 26 de diciembre de 1945 — tenía 18 años. 

Por tanto, se confirma la sei tencia de fs. 298 en 
cuanto a la condena de los procesados Clemente y Juan 
Molina y se la reforma respecto a Gaicano Lalecori a 
quien se imponen quince años de prisión (arts. 46 y 80, 
inc. 3" del Código Penal). 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomas D. 
Casares. 
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11. UAGLIARDI v. ROSA RAüONETTl 

RECURSO DE REPOSICION. 

El recurso de reposición es improcedente contra las reso- 
luciones de la Corte Suprema ('). 

RECURSO DE ACLARATORIA. 

El recurso de aclaratoria fundado en la existencia de error 
en que la misma recurrente habría incurrido, es improce- 
dente contra la resolución que se ajusta a lo manifestado 
por aquélla ( 2 ). 



LAUIÍENTINÜ GUTIERREZ v. Cía. SW1PT DE LA 

PLATA S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Intro- 
ducción de la cuestión federal. Oportunidad. 

El requisito referente al oportuno planteamiento de la 
cuestión federal, base del recurso extraordinario, se fun- 
da en que el desarrollo de los pleitos se rige por las leyes 
procesales, de modo que la invocación de un derecho fun- 
dado en una norma federal, fuera de la ocasión que los 
preceptos procesales prevén para la introducción de los 
puntos de derecho en la causa, no basta para sustentar el 
recurso mencionado cuando los jueces ordinarios no se 
consideran habilitados para tratar la cuestión u omiten al 
respecto cualquier pronunciamiento, porque su actitud se 
basa en razones cuya revisión no incumbe a la Corto por 
la vía del recurso extraordinario. 

Esh regla reconoce, sin embargo, la excepción de la defen- 
sa de prescripción, pues el art. 3062 del Código Civil per- 
mite oponerla en cualquier estado del juicio, anterior al 
tiempo en que la sentencia haya pasado en cosa juzgada. 



(1) P de setiembre de 1949. Fallos: 206, 372; 212, 443. 

(2) Fallos: 212, 443. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no fedérales. Interpretación de normas y actos comunes. 

El art. 61 del decreto 21.425/44 —ley 12.948— limitado 
a regir el punto atinente a la interrupción por los trámi- 
tes administrativos de la prescripción del art. 19 de la 
ley 9688, haciendo extensivo a éstos la norma del art. 3986 
del Código Civil, es de carácter común, a lo cual no obsta 
la diferente naturaleza que pueda tener el resto de las 
disposiciones de la ley 12.948. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación 
directa. Sentencias con fundamentos no federales o federales con- 
sentidos. Fundamentos de orden común. 

La cuestión referente a la interrupción de la prescripción 
del art. 19 de la ley 9688 por los trámites administrati- 
vos, en cuanto se la decida por interpretación del art. 3986 
del Código Civil, no da lugar al recurso extraordinario, 
aun cuando también se invoque el art. 61 del decreto 
n 9 21.425/44 — ley 12.948 — que asimismo es de índole 
común. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

De las propias manifestaciones del recurrente 
(fs. 187 vta.) resulta que la cuestión que articula como 
constitucional recién fué introducida al alegar. En la 
contestación de la demanda (fs. 18/20) la defensa de 
prescripción no se opuso como caso federal. 

Pienso pues que no ha sido oportunamente plan- 
teada, y que siendo ello suficiente para determinar la 
improcedencia de la apelación extraordinaria corres- 
ponde desestimar la queja deducida por su denegato- 
ria. — Bs. Aires, agosto 26 de 1949. — Carlos G. Del fino. 
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Bs. Aires, V de setiembre de 1949. 

Vistos los autos : ' 4 Recurso de hecho deducido por 
la demandada en los autos Gutiérrez Laurentino c./ 
ría. Swift de La Plata S. A.'\ para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que el requisito referente al oportuno planteamien- 
to de. la cuestión federal, base del recurso extraordina- 
rio, nene fundamento de la circunstancia de que son 
las leyes procesales las que gobiernan el desarrollo de 
los pleitos. De modo que la invocación de un derecho 
fundado en una norma federal, fuera de la ocasión que 
los preceptos procesales prevén para la introducción 
de los puntos de derecho en la causa, no es bastante 
para sustentar el recurso extraordinario cuando los jue- 
ces ordinarios no se consideran habilitados para tra- 
tar la cuestión u omiten al respecto cualquier pronun- 
ciamiento» porque entonces la actitud así asumida se 
basa en legítimas razones de naturaleza formal, cuya 
revisión no incumbe a esta Corte por la vía del recurso 
extraordina rio. 

(¿ue esta regla reconoce sin embargo, la excepción 
dé la defensa de prescripción, ya que un inequívoco 
texto del Código Civil — art. 396:2 — autoriza a oponerla 
4 'en cualquier estado del juicio, anterior al tiempo en 
que la sentencia haya pasado en cosa juzgada" — conf. 
doct. Fallos: 162, 376; 185, 188 y otros— 

Que ello no obstante y pese al suficiente funda- 
mento del escrito en que la apelación se dedujo — fs. 181 



512 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



del principal — el recurso ha sido en la especie bien 
denegado. 

Que es, en efecto, jurisprudencia de esta Corte que 
lo referente a la interrupción de la prescripción del art. 
19 de la ley 9688, por los trámites administrativos, en 
cuanto se lo decida por interpretación del art. 3986 del 
C. Civil, no da lugar a recurso ante esta Corte. Ello, 
porque en tales condiciones el pronunciamiento tiene 
fundamentos de derecho común suficientes para sus- 
tentarlo y no tachables de arbitrariedad. — Fallos : 210, 
722 y los allí citados—. 

Que es cierto que en la especie, a diferencia de los 
precedentes recordados, se invoca además, lo dispuesto 
en el art. 61 del decreto 21.425/44 —ley 12.948—, Mas a 
esta disposición, limitada como está a regir el punto 
atinente a la interrupción por los trámites administra- 
tivos de la prescripción del art. 19 de la ley 9688, ha- 
ciendo extensiva a éstos la norma del art. 3986 del C. 
Civil, ha de reconocerle el mismo carácter común que 
corresponde a aquellos preceptos. A lo que no es óbice 
la diferente naturaleza que pueda tener el resto del ar- 
ticulado de la ley 12.948, de que no es menester ocu- 
parse aquí. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se desestima la precedente queja. 

Felipe SañtiAgo Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes. 
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PASTOR CORTEZ (Suc.) PENSION SOLICITADA POR 
MARIA SARA TECERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión 
federal. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes 
federales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia defi- 
nitiva que desconoce el derecho fundado por el recurrente 
en el art. 39 de la ley nacional n* 10.650. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Pensiones. 
Personas beneficiadas. 

Los hijos adulterinos carecen de derecho a la pensión 
establecida en el art. 39 de la ley n g 10.650. 

Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede en esta causa, 
por haberse puesto en tela de juicio la inteligencia del 
art. 39 de la ley 10.650 y ser la sentencia definitiva de 
fs. 138 contraria al derecho invocado por el recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, V. E. tiene declara- 
do en 164, 208; 171, 194; 188, 156 y 190, 185, que dicho 
art. 39 no acuerda derecho a pensión a los hijos adul- 
terinos. 

Por aplicación, pues, de esa jurisprudencia, corres- 
ponde revocar el fallo apelado en cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. — Bs. Aires, mayo 11 de 1949. — Car- 
los G. Delfino. 
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Bs. Aires, 5 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos "Sucesión de Cortez Pastor — Pen- 
sión solicitada por María Sara Tecera", en los que se 
ha concedido a fs. 147 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que habiéndose cuestionado la inteligencia del art. 
39 de la ley nacional h v 10.650 y siendo la decisión defi- 
nitiva contraria al derecho que funda en dicha cláusula 
el recurrente, procede declarar bien concedido el re- 
curso extraordinario (art. 14, iiic. 3 9 , de la ley 48 y art. 
6 V de la ley 4055). 

Que esta Corte en casos similares ha sostenido rei- 
teradamente "que en las disposiciones de la ley n 9 10.650 
respecto a las personas que tienen derecho a percibir 
pensión, no se encuentran expresa o implícitamente de- 
rogados los arts. 342, 344 y concordantes del Código 
Civil que excluyen a los hijos adulterinos de los dere- 
chos que en este juicio se reclaman" agregándose a con- 
tinuación "que es de notar especialmente que el ar. 39, 
in fin-e, de dicha ley, comprende en el derecho á gozar 
de la pensión ferroviaria a los hijos naturales, lo que 
en todo caso vendría a reducir únicamente a ellos y a 
los legítimos el concepto de la palabra "hijos" que em- 
plea en sus distintas disposiciones" (Fallos: 164, 208; 
171, 194; 188, 156; 190, 185). 

Por ello, sus fundamentos y de conformidad con 
lo expuesto por el Sr. Procurador General, se revoca 
la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
de recurso. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 
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SALOMON LEON STORPER Y OTRO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Delitos 
en particular. Encubrimiento. 

No corresponde a la justicia federal sino a la ordinaria 
conocer de la causa referente al delito de encubrimiento 
del hurto de cosas del Ejército. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema ("orto: 

El Sr. Juez a cargo del Juzgado "A" de Sentencia 
en lo rriniinal de la Capital ha declarado su incompe- 
tencia para entender en este proceso incoado a Salo- 
món León Storper y a Simón Lescovich, acusados del 
delito previsto en el art. 277, inc. 3 9 del Código Penal, 
decisión que ha sido confirmada por la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal y Correccional. 

A igual conclusión ha llegado el Sr. Juez Federal 
de la Capital quedando así trabada la presente contien- 
da negativa de competencia que, dejando a salvo mi 
opinión personal, manifestada al dictaminar iti re "An- 
derson Enrique N. y otros — infracción a la ley 12.906", 
corresponde decidir a la Corte Suprema de acuerdo con 
la doctrina sentada por V. E. al fallar la citada causa. 

Guarda esta contienda cierta analogía con la re- 
suelta por V. E. iv re "Cúccaro Carlos Alberto por en- 
cubrimiento", en fecha 8 de agosto del corriente año. 
Al dictaminar en ella expresé las poderosas razones 
que tenía para rectificar el criterio que — siguiendo la 
constante doctrina de la Corte — había sustentado en 
la causa de Mauricio Morquin, y que fué entonces com- 
partido por el alto tribunal (210, 474). 
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Y. E., al pronunciarse en los expresados autos 
"Cúocaro Carlos Alberto por encubrimiento M ha dic- 
tado la siguiente resolución: "Bs. Aires, 8 de agosto 
de 1949. Autos y Vistos: Atento la reiterada y unifor- 
me jurisprudencia del Tribunal (Fallos: 210, 474 y los 
allí citados) y oído el Sr. Procurador General, declá- 
rase que el Sr. Juez de Instrucción en lo Criminal de 
la Capital Federal es el competente para conocer de la 
presente causa seguida contra Carlos Alberto Cúccaro 
sobre encubrimiento. En consecuencia, remítansele los 
autos y hágase saber al Sr. Juez Federal en la forma 
de estilo". 

Xo advierto a través de este fallo cuáles son los 
fundamentos que han decidido a V. E. a no aceptar la 
solución que propugné y los argumentos en que la ba- 
saba, planteando así un aspecto no analizado del pro- 
blema, pues a los que puedan resultar de los precedentes 
que cita la sentencia, les formulé — como cuestión nue- 
va y hasta entonces no considerada — los respetuosos 
reparos que sometía al ilustrado criterio de la Corte 
y que no aparecen especialmente tratados en vuestro 
pronunciamiento. 

Ello me obliga a insistir en ni opinión, agregando 
nuevas argumentaciones. 

Es indudable que, como acertadamente lo ha re- 
suelto V. E., (152, 428; 167, 382 y 169, 387) el delito de 
encubrimiento es independiente del encubierto; y ello 
puede dar lugar a que no coincida en la misma jurisdic- 
ción la competencia para entender en ambos. 

Pero a esta posible falta de coincidencia no se le 
debe atribuir otro alcance que el de un efecto suscepti- 
ble de producirse por la independencia entre los dos 
delitos; no es la consecuencia necesaria que de no con- 
cretarse importe tanto como negar una naturaleza es- 
pecífica propia a cada infracción, ni es una condición 
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esencial a la que esté subordinada la tipificación en ma- 
teria penal. 

La competencia de una jurisdicción para conocer 
de cualquier delito independiente, se determina por ra- 
zón de la materia o de lugar. Si por esta última razón 
procede el fuero federal, el delito queda sujeto a esa 
jurisdicción aunque por razón de la materia hubiere 
podido corresponder a una jurisdicción local. Es la re- 
gla categórica del inc. 4*, art. 3* de la ley 48: 44 Los 
crímenes de toda especie que se cometan en lugares 
donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva 
jurisdicción, serán juzgados por los Jueces de Sección 
allí existentes" (conforme: 132, 226; 174, 310). A su 
vez, si el delito por razón de la materia está sujeto al 
fuero federal, ello es suficiente — con prescindencia del 
lugar en que se ha cometido — para que quede excluido 
de la jurisdicción local (art. 3% inc. 3 9 de la ley 48). 

Se desprende de las dos normas citadas que basta 
que proceda el fuero federal por la única razón de la 
materia o por la única razón del lugar, para que resulte 
incompetente cualquier jurisdicción local. 

Y este principio, de carácter general, es en mi opi- 
nión extensivo al encubrimiento. Si éste ha sido consu- 
mado "en lugares donde el Gobierno Nacional tenga 
absoluta y exclusiva jurisdicción", cualquiera sea la 
jurisdicción competente para entender en el delito en- 
cubierto, aquél queda sometido a la justicia federal. La 
solución es en este caso sencilla y no creo que pueda 
suscitarse una duda razonable al respecto. 

No sucede lo mismo en cambio si, por no mediar 
la circunstancia de que el encubrimiento se haya con- 
sumado en lugar sujeto a la jurisdicción federal, la 
competencia de ésta sólo puede establecerse por razón 
de la materia. 
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El encubrimiento no es de aquellos delitos en que 
la competencia ratione materiae resulte exclusiva y ne- 
cesariamente de la norma penal que los tipifica, a dife- 
rencia de lo que acontece en aquellos otros que, por ser 
de carácter genuinamente federal, jamás pueden ser de 
jurisdicción provincial, como los de rebelión, traición, 
falsificación de moneda y sellos nacionales, conspira- 
ción, y los que comprometen la paz y dignidad de la 
Nación, la seguridad del Estado, etc. 

El encubrimiento pertenece a aquella clase de de- 
litos que como la malversación y la defraudación, aten- 
tado y resistencia a la autoridad, desacato, usurpación, 
de autoridad, violación a los deberes del funcionario 
público, cohecho, falso testimonio, etc., son o no de 
jurisdicción federal por razón de la materia según jue- 
gue o no la norma contenida en el art. 3 9 , inc. 3 9 de la 
ley 48. 

Si el conocimiento del delito encubierto pertenece a 
la justicia federal, ya sea ratione loci, ya por ser de ca- 
rácter genuinamente federal, o por disponerlo el citado 
art. 3 9 , inc. 3° de la ley 48, el encubrimiento está tam- 
bién sometido a la justicia federal, aunque el lugar en 
que se haya consumado deba tomarse en consideración, 
pues esta circunstancia juega sólo al efecto de concre- 
tar "la sección judicial en que se cometiere" (art. 3 9 , 
inc. 3 V in fme de la ley 48). 

Si el Código Penal, como ha dicho la Corte (152, 
428 y 167, 382) "ha colocado el delito de encubrimiento 
en una sección separada, reputándolo como un atentado 
contra la Administración Pública", ¿cómo prescindir, 
para determinar la competencia, de la circunstancia de 
que esa administración pública sea en el caso la justicia 
nacional o la provincial, ante una prescripción tan cate- 
górica y terminante como la ya recordada del art. 3 9 , 
inc. 3' de la ley 48T 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



519 



¿Puede acaso sostenerse que el que encubre un de- 
lito de v rebelión o traición, o de atentado y resistencia 
o desacato a las autoridades federales esté sometido 
a otra jurisdicción que la federal! 

Creo que los precedentes doctrinarios o jurispru- 
denciales — a los que no atribuyo valor de dogma y cuyo 
acierto no radico exclusivamente en su número y anti- 
güedad — no deben condicionar rígidamente la respues- 
ta pertinente al extremo de enervarla. 

Es por eso y porque — como bien lo tiene resuelto 
V. E. (183, 409 y 192, 414)— la autoridad de los pre- 
cedentes cede ante la comprobación del error o la incon- 
veniencia de las decisiones anteriormente recaídas, que 
no titubeo en rectificar el criterio que sustenté en 210, 
474 y en aconsejar una solución distinta a la entonces 
propugnada. 

No sería esta la primera vez que la Corte revisa 
su doctrina. Puede citarse entre otros los siguientes 
casos: 193, 430 respecto de 187, 330; 166, 2l } respecto 
de 154, 216 y los allí citados, y, a su vez, 179, 216 res 
pecto de 166, 220; 189, 394 respecto de 173, 330; 167, 
121; 181, 305 respecto de 168, 248; 178, 25 respecto de 
los ahí citados; 190, 58 respecto de 188, 102, etc. 

Me permito igualmente destacar a continuación cier- 
tas cuestiones falladas después del l v de agosto de 1947, 
en las que Y. E M coincidiendo con la opinión del sus- 
cripto cambió la doctrina de la Corte, a saber: a) on lo 
relativo a la validez de los decretos leyes (dictamen de 
setiembre 30 de 1947 in re < ' Ferrocarril Oeste" — 209, 
274; sentencia de la Corte recaída el l v de octubre del 
mismo año in re "Ziella Egidio v. Smiriglio Hnos. M ; 
b) en lo concerniente a la procedencia del recurso ordi- 
nario respecto de las sentencias pronunciadas en los jui- 
cios criminales por las Cámaras Federales compuestas 
de cinco miembros (210, 640 in re "Teanco Ivanoff"); 
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c) en lo que se refiere a los efectos de los lanzamientos 
decretados por el Poder Judicial frente a las leyes que 
suspenden los desalojos (dictamen producido el 21 de 
octubre de 1947 in re "Rosa B. de Scalcione c./ Nicolás 
Di Nápoli"; sentencia de la Corte del 3 de diciembre 
de 1947 in re "Rogor Balet c./ Alonso Gregorio", 210, 
405) ; d) en lo relativo al alcance de la declaración ad- 
ministrativa respecto de los derechos que acuerdan las 
leyes de jubilaciones y pensiones in re " Virgilio Rosa 
Giménez v. Municipalidad de Buenos Aires", 210, 808; 
y c) la cuestión referente al problema de la jurisdicción 
competente para conocer en el delito de falso testimonio 
cometido ante el juez exhortado in re "Lczcano Pedro 
v otros s./ falso testimonio en autos "Navarro Gorci- 
na Martina c./ sucesión de Julián Julio Fuentes s./ 
filiación natural y petición de herencia", fallado por la 
Corte en fecha 15 de junio de 1949. 

Los principios generales que acabo de exponer, y 
a la luz de los cuales estimo debe resolverse la presente 
contienda de aceptarse la calificación de los hechos que 
hace a fs. 240/241 el Sr. Agente Fiscal en lo Criminal 
y Correccional, deciden la competencia en favor de la 
justicia federal, toda vez que el encubrimiento im- 
putado — vender sábanas que se suponen de propiedad 
del Ejército Nacional — , obstruye el buen servicio de 
los empleados de la Nación — en el caso las autori- 
dades militares — a quienes incumbe investigar el de- 
lito encubierto — . 

Pero cabe por otra parte destacar que en el sub- 
judice los hechos en que se basa la acusación compor- 
tan no precisamente el encubrimiento previsto en el 
art. 277, inc. 3* del Código Penal, sino el delito especí- 
ficamente tipificado en el art. 771 del Código de Justi- 
cia Militar, norma de carácter federal que, en tal ca- 
rácter, sólo puede ser aplicada por la justicia federal 
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por tratarse de "un crimen cometido en violación de 
una ley nacional" (art. 3*, inc. 3° de la ley 48). 

Cualquiera sea pues la calificación provisoria que, 
a los efectos de determinar la jurisdicción competente, 
acepte V. E. respecto de los hechos delictuosos atribuí- 
dos a los procesados, conceptúo que la presente contien- 
da debe ser dirimida en favor de la competencia del Sr. 
Juez Federal, al que corresponde, por tanto, remitir 
los autos. — Bs. Aires, agosto 24 de 1949. — Carlos G. 
Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 5 de setiembre de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que, como lo expresa el Sr. Procurador General a 
fs. 300, en el presente caso corresponde a la justicia 
militar conocer del delito encubierto. 

Que aun partiendo de la base en que se funda el 
precedente dictamen para llegar a la conclusión de que 
el carácter independiente del delito de encubrimiento 
no obstaría a la competencia de los tribunales federales 
en los supuestos en que ella fuera procedente por ra- 
zón del lugar o de la materia, en el caso de autos no se- 
ría la administración de la justicia federal la que re- 
sultaría lesionada por el delito de referencia, sino la 
justicia militar, a la cual debería corresponder, pues, 
lógicamente, el conocimiento de la causa con arreglo a 
dicho criterio. 

Que, sin embargo, el Código de Justicia Militar no 
atribuye competencia a los tribunales que establece pa- 
ra conocer en casos como el de autos, sino que deja li- 
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hrado su juzgamiento al 4 'juez o tribunal competente" 
(art. 771). 

Que a falta de atribución de competencia a la jus- 
ticia federal por dicha norma; no tratándose de la hipo- 
tesis general de obstrucción del buen servicio de los em- 
pleados nacionales prevista en el art. 3 P , inc. 3 9 , de la ley 
48 puesto que la referente a la organización y discipli- 
ne de las fuerzas armadas se rige por sus propias nor- 
mas, v no siendo el encubrimiento con arreglo al Código 
Penal, un delito contra la propiedad, es indudable que 
falta la base necesaria para declarar la competencia de 
la justicia federal, con mayor razón desde que ésta es 
restrictiva y de excepción (Fallos : 184, 153, entre otros). 

Por tanto, de acuerdo con lo resuelto en Fallos: 
-10, 474, y recientemente en la causa "Cúccaro Carlos 
Alberto" —sentencia del 8 de agosto del año en curso — 
oído el Sr. Procurador (Jcneral, declárase que el Sr 
Juez de Instrucción en lo Criminal de la Capital es el 
competente para conocer en el proceso "Storper SalQ- 
món León, Lescovich Simón s./ presunto encubrimien- 
to". Kn consecuencia, remítansele los autos y hágase 
saber al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 



IMAÜH SION COHEN v. ALEJANDRO BITELMAJER 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de nortnas y actos comunes. 

La ley n v 12.296, cuyo art. I 9 introduce un nuevo apar- 
tado al art. 3878 del Cód. Civil y el 2* modifica el últi- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



523 



mo párrafo del art. 3883 del mismo Código, es de carác- 
ter común, por lo que su interpretación no constituye 
cuestión federal a los efectos del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación 
directa. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Las nuevas cláusulas constitucionales no atribuyen carác- 
ter federal a las cuestiones regidas por preceptos de orden 
común, ni la invocación de las primeras autoriza el otor- 
gamiento del recurso extraordinario en tanto no se for- 
• mulé concreta impugnación de inconstitucionalidad de las 
normas aplicablas al caso. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, ¡3 de setiembre de 1949, 

Vistos los autos * 4 Recurso de hecho deducido por 
oí demandado en la causa Cohén Imach Sión c./ Bitel- 
majer Alejandro", para decidir sobre su procedencia.* 

Y considerando: 

Que la ley 12.296 en cuya inteligencia funda el re- 
curso el apelante, reviste sin duda carácter común, to- 
da vez que su art. l v introduce un nuevo apartado al 
art. 3878 del Cód. Civil y el 2*, modifica el último pá- 
rrafo del art. 3883 del mismo Código, siendo el 3 9 de 
forma. 

Que como lo ha decidido esta Corte en los autos 
"Ricciardi, P. A. v. Lafferriere, J. F. M R. de H. —fa- 
llados en 22 de agosto del cte. año — las nuevas cláu- 
sulas constitucionales no atribuyen carácter federal a 
las cuestiones regidas por preceptos de orden común, 
ni la invocación de las primeras autoriza el otorgamien- 
to del recurso extraordinario en tanto no se formule 
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concreta impugnación de inconstitucionalidad de las nor- 
mas aplicables al caso. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 



PIO S. DIAZ VALDEZ v. ERVICO S. R. L. 

PRESCRIPCION: Principios generales 
v 

El art. 3962 del Código Civil admite la inteligencia de 
que sus preceptos se refieren a la oportunidad de la opo- 
sición de la defensa de prescripción — que puede dedu- 
cirse en cualquier instancia y en todo estado del juicio 
anterior a la sentencia — pero no a la forma en que débe 
proponérsela. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación 
directa. Sentencias con fundamentos no federales o federales con- 
sentidos. Fundamentos de orden local y procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que con arreglo a la respectiva ley procesal deses- 
tima la defensa de prescripción por causa de las deficien- 
cias observadas en cuanto a la mane, a de invocarla. 



Dictamen del Procurador del Trabajo 
Excma. Cániara: 

Los agravias que actor y demandada expresan en sus es- 
critos de fs. 330/334 y 340/342, respectivamente, se vinculan 
con el resultado de las pruebas obrantes en autos, cuyo aná- 
lisis es función extraña a la misión de este Ministerio Público, 
por cuya razón dejo ello librado al criterio de V. E. elevando 
a tales fines, los presentes, a vuestra consideración. 

Referente a la prescripción opuesta a fs. 350, considero 
que debe ser desechada por V. E., por la vaguedad con que 
ha sido deducida. 
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En efecto, en ningún momento se dice a qué operaciones 
se opone, ni por qué fundamentos. No se aclara fecha alguna. 
Todo ello es motivo suficiente para que dicha defensa no 
pueda prosperar. 

Despacho, junio 27 de 1949. Víctor A. Sureda Graells. 

Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Buenos Aires, julio 5 de 1949. 

Vistos y considerando : 

De acuerdo a lo dictaminado precedentemente se deses- 
tima la prescripción y por sus fundamentos se confirma en 
todas sus partes la sentencia de fs. 319/325, como asimismo 
y por equitativos los honorarios apelados; y en atención al 
resultado de los agravios de ambas partes, las costas de alzada 
se declaran en el orden causado. — Luis Camilo García. — 
Electo Santos. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada obrante a fs. 352 de los autos 
principales desestimó la defensa de prescripción opues- 
ta a fs. 350, por consideraciones de hecho. Por lo tanto, 
las distintas cuestiones de carácter constitucional plan- 
teadas en el recurso extraordinario de fs. 353 no guar- 
dan relación directa e inmediata con lo resuelto en dicho 
fallo. 

En consecuencia, salvo el caso de que V. E. acep- 
tare ser aplicable la doctrina de la Corte Suprema acer- 
ca de las sentencias arbitrarias, también invocada por 
el apelante, correspondería desestimar la presente que- 
ja interpuesta por la denegación de aquel recurso extra- 
ordinario. — Bs. Aires, agosto 31 de 1949. — Carlos G. 
Del fino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 5 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos 41 Recurso de hecho deducido por 
o] demandado en los autos Díaz Valdéz Pío S. c./ Ervi- 
co S. R. L. M , para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que el art. 3962 del Código Civil admite la inteli- 
gencia de que sus preceptos se refieren a la oportuni- 
dad de la oposición de la defensa de prescripción — que 
puede deducirse en cualquier instancia y en todo estado 
del juicio anterior a la sentencia — pero no a la forma 
en que debe proponérsela — conf. Fallos: 62, 229; Sal- 
vat, Obligaciones, n 9 2293—. 

Que por consiguiente la resolución apelada no es 
susceptible de ser calificada de arbitraria por la cir- 
cunstancia de haber desestimado la referida defensa 
por causa de las deficiencias observadas a la manera de 
invocarla, con arreglo a los principios que rigen en el 
procedimiento del fuero — conf. dictamen de fs. 360 y 
auto de fs. 361 vta. — . 

Que como quiera que así el pronunciamiento en re- 
curso tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal 
suficientes para sustentarlo, el recurso extraordinario 
deducido a fs. 353 del principal ha sido bien denegado. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Lonchi — Tomás D. Ca- 
sares. 
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FRANCISCO A. MAZZA v. BANCO EL HOGAR 
ARGENTINO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Varios. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
^ denegación del fuero federal "ratione personae" invoca- 
do, si ella se ha debido a la errónea interpretación atribui- 
da por los jueces de la causa a ciertas cláusulas de la es- 
critura hipotecaria que medió entre las partes, cuestión 
de hecho y de derecho común que basta para sustentar 
el pronunciamiento apelado 



ANGELA CAJiUSO DE CORRAO Y OTRA v. NACION 

ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares. Genera- 
lidades. 

Con arreglo al art. 13, tít. III, de la ley 4856, los marinos 
retirados tienen derecho a que en la pensión de su estado 
se incluya el ' 1 prest ' denominado también ' 1 raciona- 
miento y sobrerración". Ese derecho no se supedita a la 
efectiva percepción del "prest" antes del retiro, si bien 
esta circunstancia constituye prueba de aquél. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Revocación de la 
sentencia apelada. 

Si, contrariamente a lo que decide la sentencia apelada, 
la solución de la causa no depende de la efectiva percep- 
ción del "prest" a la época del retiro, sino de la subsis- 
tencia legal de ese emolumento o de su inclusión en la 
pensión acordada al causante, cuestión ésta que no fué 
resuelta por dicho pronunciamiento, corresponde devol- 
ver el expediente para que se falle de nuevo el caso. 



(i) 5 de setiembre de 1949. Fallos: 178, 333; 195, 383; 213, 290. 
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Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, 20 de mayo de 1948. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados "Angela 
Caruso de Corrao y Constanza A. de Corrao contra Gobierno 
de la Nación", sobre aumento de pensión, de los que resulta: 

1* Que a fs. 1 se presentan las actoras deduciendo for- 
mal demanda contra el Superior Gobierno de la Nación para 
que se les reconozca el derecho a percibir "el prest" dentro 
de la pensión que perciben en su carácter de esposa e hija, res- 
pectivamente, del extinto Ingeniero Maquinista de 3* de la 
Armada Nacional D. Domingo Corrao. 

Dicen que pese a la expresa y categórica disposición de la 
ley (art. 13, tít. III, ley 4856), no se le liquidó a D. Domingo 
Corrao dentro del haber de su retiro la suma de $ 51 m/n. 
que en concepto de * 'prest" le correspondía. 

Agregan que han hecho las reclamaciones administrati- 
vas pertinentes con resultado negativo. Sostienen que su de- 
recho para reclamar ese suplemento es incuestionable de con- 
formidad con lo dispuesto por el precepto legal citado y de 
acuerdo con lo resuelto por la jurisprudencia en casos análo- 
gos. Piden en definitiva que se haga lugar a la acción intenta- 
da en la proporción que determina el art. 12, inc. 4* del 
tít. 4* de la ley 4856, y se le abonen asimismo las mensualidades 
devengadas con anterioridad a los cinco años de la fecha de la 
iniciación de este juicio, más sus intereses y costas. 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido el 
traslado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministe- 
rio del ramo, se presenta el Sr. Proc. Fiscal contestando y 
dice : 

Que la demanda es improcedente. Afirma que al pasar 
D. Domingo Corrao a su situación de retiro, se le computó 
como parte integrante de su sueldo el " sobre sueldo de servi- 
cio activo". Agrega que ese rubro sustituyó el antiguo " prest" 
de acuerdo con los términos de la ley y que consecuentemente 
si se le liquidara ahora el suplemento cuestionado, el interese- 
do percibiría una doble retribución por el mismo concepto. 
Hace algunas otras consideraciones más sobre el particular y 
pide en definitiva que se rechace la acción intentada, con 
costas. 

3* Declarada la cuestión debatida de puro derecho, se 
corrió nuevo traslado por su orden, el que fué evacuado por 
las partes, con lo que se llamó autos para sentencia, y 
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Considerando : 

Que la cuestión que se somete a juicio en autos no es no- 
vedosa. Ha sido reiteradamente resuelta por el Superior en el 
sentido de que el "prest", actualmente racionamiento y sobre 
racionamiento, forma parte integrante del haber del retiro y 
como tal debe liquidársele a los oficiales que se hallen en esa 
situación, (ver Vieyra Horacio c. Gobierno de la Nación; Bag- 
naseo Carlos F. c. Gobierno de la Nación y Lista Héctor c. Go- 
bierno de la Nación). El proveyente comparte el criterio sus- 
tentado y se decide por aceptar la demanda en todos sus tér- 
minos. 

Debe asimismo reconocerse el derecho a percibir los habe- 
res que por el concepto señalado han dejado de cobrar las 
actoras desde los cinco años anteriores a la fecha de la inicia- 
ción de esta demanda, a cuyos efectos deberá practicarse una 
liquidación de acuerdo a las constancias de autos. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: Declarando que 
Da. Angela Caruso de Corrao y Constanza A. Corrao tienen 
derecho a que se* les incluya dentro de su pensión la suma que 
debió percibir su causante, en concepto de "racionamiento y 
sobrerración" y en consecuencia el Gobierno de la Nación de- 
berá así reconocerlo y abonarles asimismo las cantidades que 
por ese concepto han dejado de percibir las actoras y su cau- 
sante desde el 28 de setiembre de 1937 más sus intereses al 
estilo de los que percibe el Banco de la Nación Argentina, des- 
de la fecha de la notificación de la demanda y las costas del 
juicio. — José Felipe Benites. 



Sentencia de la CXmara Federal 

Bs. Aires, mayo 11 de 1949. 

Y vistos: Estos autos seguidos por Da. Angela Caruso 
de Corrao y otra contra el Gobierno Nacional por aumento de 
pensión, venidos en apelación en virtud del recurso inter- 
puesto a fs. 37 vta. contra la sentencia de fs. 36, el tribunal 
planteó la siguiente cuestión a resolver: 

4 Es justa la sentencia recurrida? 

El Sr. Juez Dr. Consoli sobre dicha cuestión dijo: El 
art. 13 de la ley 4856, de aplicación en el caso de autos por 
ser la que regía en la fecha en que se le acordó el retiro al 
actor (206-475), expresa que se entiende por sueldo a los 
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efectos de la liquidación de la pensión, el total que recibe el 
militar en actividad de servicio y que comprende, además del 
sueldo sin suplemento de antigüedad, la ayuda de costas y el 
prest. 

De acuerdo con tal disposición legal el tribunal ha de- 
clarado reiteradamente que cuando se acredite que el militar 
o marino retirado ha percibido prest mientras permaneció 
en actividad tiene derecho a que se le incluya el importe del 
mismo en el monto de la pensión de retiro y en la misma pro- 
porción del sueldo (S. C. 196-539). 

A fin de acreditar si el actor a la fecha de su retiro per- 
cibía prest y el importe del mismo, se requirió a fs. 47 para 
mejor proveer informe al respecto al Ministerio de Marina 
quien ha expresado a fs. 48 que ai en ese ministerio ni en la 
Contaduría General de la Nación existe constancia de que al 
recurrente, mientras permaneció en actividad, se le haya li- 
quidado suma alguna en ese concepto, ni otra retribución que 
su sueldo mensual y la gratificación de embarque. 

Que en tales condiciones es indudable que la demanda in- 
terpuesta no puede prosperar y que en consecuencia corres- 
ponde revocar el fallo recurrido. Voto en tal sentido. 

Los Sres. Jueces Dres. Irusta Cornet y García Rams adhi- 
rieron por sus fundamentos al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede se revoca la sentencia apelada de fs. 36 y se des- 
estima la demanda interpuesta por Da. Angela Caruso de 
Corrao y otra contra la Nación por aumento de pensión. — 
José Irusta Cornet. — Horacio García Rams. — Maximiliano 
Consoli. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos 4 'Corrao, Angela Caruso de y otra 
c./ Gobierno Nacional sobre aumento de pensión 9 ', en 
los que se ha concedido a fs. 55 el recurso extraordi- 
nario. 

Y considerando: 

Que Da. Angela Caruso de Corrao y Da. Constanza 
A. Corrao demandaron a fs. 1 a la Nación para que se 
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la condenara a liquidarles, en la pensión que perciben 
como esposa e hija de D. Domingo Corrao, la mitad 
del importe del "prest" que debió pagarse a aquél co- 
mo retirado, más los atrasos de cinco años anteriores a 
la demanda, y el importe íntegro que en vida hubo de 
percibir el causante y no le fué pagado. 

Que el Procurador Fiscal federal contesta la de- 
manda a fs. 28, sosteniendo que al pasar Corrao a re- 
tiro fué incluido en su pensión, el sobresueldo de ser- 
vicio activo que substituyó al antiguo "prest", de 
manera que si se agregara a la pensión de las actoras 
las sumas que reclaman éstas, se pagaría dos veces 
"por la misma cosa" lo que es inadmisible. 

Que a fs. 30, de común acuerdo de partes, se pidió 
se declarase la causa de puro derecho, resolviéndose de 
conformidad a fs. 31. Y en definitiva la demanda ha 
sido rechazada por entender la Cámara Federal apela- 
da que así corresponde, en ausencia de prueba de que 
el marino causante haya percibido "prest" antes de su 
retiro, toda vez que no hay constancia que se le liquida- 
ra otra retribución que su sueldo mensual y la gratifi- 
cación de embarque — fs. 50 — . 

Que con arreglo al art. 13 del Tít. III de la ley 
4856, se entiende "por sueldo, a los efectos de la liqui- 
dación de la pensión y cualquiera sea la situación de 
revista del interesado, el total que recibe el militar en 
actividad de servicio y que comprende, además del suel- 
do sin suplemento por antigüedad, la ayuda de costas 
y el "prest". 

Que de acuerdo al texto transcripto, los marinos re- 
tirados tienen derecho a la inclusión en la pensión de 
su estado, del "prest" que la ley menciona, denomi- 
nado también "racionamiento y sobrerración" —Fa- 
llos : 206,473 — derecho que no se supedita a la efectiva 
percepción de aquél antes del retiro, porque no lo co- 
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bran quienes se hallan en la situación de revista de los 
arts. 24 y sigtes. del Tít. II de la ley 4856, expresamen- 
te comprendidos en el art. 13 del Tít. III. Y no parece 
dudoso que la eventualidad improbable de que el ma- 
rino en servicio activo no percibiera uno de los suple- 
mentos de su sueldo que por ley le corresponde — art. 
23, Tít. II, ley 4856 — no lo coloca en peor condición que 
quienes se retiran de situaciones de revista que care- 
cen de aquellos gajes. 

Que la jurisprudencia de esta Corte no ha supedi- 
tado la inclusión del " prest" en la pensión de retiro 
al hecho de su efectiva percepción sino a la prueba de 
que el interesado haya tenido derecho a él, consideran- 
do que el hecho de haberlo percibido constituía prueba 
de ello. Tal es el alcance de la sentencia registrada en 
la pág. 53Í) del tomo 196 de sus Fallos, de la que allí se 
cita — 190, 130 — y de la mencionada en el considerando 
precedente. 

Que la solución de la presente causa no depende 
así de la efectiva percepción del "prest" a la época del 
retiro, sino de la subsistencia legal de ese emolumento, 
o de su inclusión en la pensión acordada al causante, 
cuestión esta en que se hizo fincar la defensa aducida 
a fs. 28 y que no fue resuelta por el fallo en recurso. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 
50. Y vuelvan los autos al tribunal apelado a los efectos 
del art. 16, primera parte, de la ley 48. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 
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CATALINA KELLY WARD DE SMYTH 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

Habiéndose tenido por parte en el juicio a quien lo pro- 
movió para obtener la declaración de insania de su madre, 
no incumbe reconsiderar esa calidad a la Corte Suprema 
para ante la cual se le ha concedido el recurso extraor- 
dinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Quien ha promovido el juicio de insania de su madre tie- 
ne Ínteres jurídico suficiente para fundar el recurso ex- 
traordinario en la inconstitucionalidad de las normas pro- 
cesales por las cuales la sentencia apelada decide que la 
designación del curador provisorio de la supuesta insana 
debe hacerse por sorteo. 

LEGISLACION COMUN. 

La circunstancia de que las provincias tengan facultad 
constitucional para darse sus instituciones propias y go- 
^ bernarse por ellas, y en particular, para legislar sobre 
procedimientos, no es óbice para que el Congreso, al dic- 
tar las leyes comunes cuya sanción le incumbe, pueda in- 
cluir en ellas las disposiciones formales que estime nece- 
sarias para la efectividad de los derechos allí reglamentados. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitticionaUdad e inconstitucio- 
nalidad. Leyes provinciales. Buenos Aires. 

Los arts. 123, 130 y 136 de la ley 5177 de la Provincia de 
Buenos Aires — interpretados en el sentido de que la de- 
signación de curador provisorio en los juicios de insania 
debe hacerse por sorteo, con prescindencia de las dispo- 
siciones del Código Civil y por tratarse de materia pro- 
cesal susceptible de legislación por las provincias, son 
violatorios de las normas de la Constitución Nacional 
que atribuye al Congreso la facultad de dictar las leyes 
comunes incluyendo en ellas las disposiciones formales 
que estime necesarias para la efectividad de los derechos 
que reglamentan. 
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Sentencia de Primera Instancia 

Mercedes, agosto 26 de 1948. 

Autos y vistos. Considerando, que: 

1* Por considerarlo de imperio las disposiciones conte- 
nidas en los arta. 123 y 130 de la ley 5177, el proveyente fijó 
audiencia como se tiene visto a fs. 13, para que el día 23 del 
corriente y a las 11 horas, se insaculara el curador provisorio 
de la presunta insana Da. Catalina Kelly Ward de Smyth, y 
a ese fin se cursó la respectiva comunicación al Colegio de 
Abogados Departamental y se fijó aviso en el tablero del 
Juzgado. 

2? Que en estado de insaculación ocurre el actor y en su 
presentación de fs. 21 plantea la legalidad del acto a reali- 
zarse desconociendo su validez; solicita previa información 
sumaria la elección por el infrascripto, del que deba designar- 
se curador entre las dos personas propuestas y para el caso 
de no serle favorable la primera pretensión deja planteada 
cuestión federal, amparado en el art. 14, inc. 2 V , de la ley 
federal n* 48. 

3* A la primera cuestión planteada, cabe observar: que 
el art. 123 y sus relacionados de la ley 5177, que integran el 
libro IV y por disposición del art. 253 ha entrado en vigencia 
a los seis meses de su promulgación. Por tanto, el proveyente 
había considerado dentro de la técnica del articulado y del 
control que ha establecido el art. 130, dar curso a la comuni- 
cación al solo fin de la insaculación del letrado que resultaría 
investido en el cargo de curador provisorio, de la lista de 
profesionales hecha conocer por el mismo Colegio Departa- 
mental. Pero frente al art. 253 que se termina de citar y de 
la misma ley, observa el proveyente que las disposiciones 
contenidas en el libro primero entran a regir después de los 
treinta días de aprobados los reglamentos de los respectivos 
colegios de abogados. Este Juzgado no tiene conocimiento de 
ninguna disposición legal que así haya ocurrido por lo que la 
lista de profesionales hecha conocer al Juzgado con fecha 21 
de julio de 1948, y cuya nota de remisión destaca "En uso 
del derecho que acuerda a los Colegios de Abogados el art. 130, 
última parte, de la ley 5177, hago saber a usted que este Cole- 
gio designará periódicamente sus representantes, para el cum- 
plimiento de cuyo cometido se esperan las notificaciones que 
el mismo precepto establece", no tiene otro valor que la indi- 
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vidualización de los señores letrados inscriptos en la matrícula 
de abogados. Admitir lo contrario sería, aunque se destaque la 
vigencia del libro cuarto, sentar una contradicción evidente 
de admitir y reconocer una autoridad a quien aun no la ha 
acreditado legalmente, y dar competencia y validez a actos 
emanados de sus autoridades que *' legítimamente' ' no tienen 
existencia por el decreto respectivo del Poder Ejecutivo y de 
que habla el art. 253 citado en su párrafo primero. 

Planteada así la cuestión, quedan subsistentes y con fuer- 
za legal las leyes 2183 y 3629 por las que se manda al infras- 
cripto a insacular las designaciones de oficio en las respectivas 
listas que anualmente confeccione la Excma. Cámara. 

4° Así es el caso de contemplar la naturaleza y fin de la 
designación que ha de realizarse: la segunda cuestión plantea- 
da finca esencialmente en negar al Juez potestad de designar 
el curador provisorio; y que las disposiciones legales que se citan 
no mencionan al profesional abogado, ni lo indican en forma 
concluyente para este Ministerio, y concluir en la propuesta 
de elección entre dos vecinos de la localidad de Chivilcoy. 

a) El art. 147 del Código Civil dispone que: "interpues- 
ta la solicitud de demencia debe nombrarse... un curador 
provisorio que le represente y defienda en el pleito". Si bien 
es cierto que el codificador ha omitido todo comentario a este 
artículo que se menciona, no ha pasado desapercibido que su 
origen es el art. 86 del proyecto de Freitas. Así es que tratán- 
dose de armonizar la ley de fondo con la de forma o procedi- 
miento, del antecedente emana el fin de garantizar la impor- 
tancia que significa la designación de un curador a un pre- 
sunto insano, tanto que no debe olvidarse que el "curador 
(ad-litem) debe defenderlo hasta la sentencia definitiva, es 
decir hasta que no haya recurso alguno" (Machado, Coment. 
al Cód. Civil). 

De ello se infiere que la designación del curador provi- 
sorio reviste capital importancia, partiendo de que, el pedido 
de declaración de demencia, si bien no crea una presunción 
de incapacidad, pone en tela de juicio su capacidad. (Salvat, 
Parte general). Sentada esta premisa, se induce que el control 
directo, vigilancia y contralor tanto de los actos del denun- 
ciado como insano como los actos de disposición, no pueden 
escapar a la conformidad o disconformidad u órbita del Juez 
presuponer lo contrario sería dejar al albur tanto la integri- 
dad física del denunciado como insano, tanto como sus acti- 
tudes. 

Es cierto que el art. 147 del Código que se cita no es 
terminante al delegar en el Magistrado su elección en quien 
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deba recaer la cúratela, pero ello no es óbice que tal facultad 
do designación quede exclusivamente librada al arbitrio de los 
jueces (S'alvat, obra citada). 

Ya los tratadistas de la materia como la doctrina que se 
concluye de fallos reiterados son coincidentes en darle esa fa- 
cultad a los jueces. La Cám. Civil Secunda de la Capital, en 
la causa n* 4895 (J. A., t. III, pkg. 820) a la sentencia de 
primera instancia confirmándola sentenció: "El Cód. Civil 
no establece personas determinadas que deban ser designadas 
como curadoras provisorias del presunto insano (art. 147) y por 
lo tanto s\i nombramiento queda librado al arbitrio del juez". 
Así también lo tiene resuelto la Cámara Civil Primera con fe- 
cha 16 de abril de 1942 (La Ley, 27-72), como tanto por otro 
fallo que se registra en {La Ley 39-864), según que "la desig- 
nación del curador provisorio queda librada al arbitrio del 
juez sin serle aplicable lo dispuesto por el art. 476 y siguien- 
tes del Cód. Civil". 

Por otra parte el Sr. Asesor de Menores del Departamen- 
to en su interesante dictamen de fs. 25, concuerda y reitera 
al invocar doctrinas y comentarios análogos "que la facultad 
de designar el curador provisorio pertenece al juez sin traba 
ni limitación alguna, porque se ha entendido que el cargo de 
curador provisorio tiene mayor trascendencia que la de una 
simple defensa en juicio y recuerda la opinión del Dr. Hugo 
Alsin'a, que es interesante reproducir: "La elección de la per- 
sona que ha de desempeñar el cargo de curador provisorio que- 



no puede diferirse a una insaculación donde juegue el azar, la 
designación de un funcionario que L ley llama a defender al 
insano hasta la terminación del juicio en que se discute su 
capacidad o incapacidad. No entra el proveyente a discutir ni 
enervar aptitudes, ni poner en discusión la honestidad y rec- 
titud de ningún letrado que integra el Foro de este Departa- 
mento, ni desconocer su Colegio como entidad representativa, 
pero cabe de suyo frente al fin que persigue la ley, lo dispues- 
to por el art. 147 que se ha citado, que el proveyente debe te- 
ner un conocimiento directo y fehaciente del profesional en su 
caso, en quien debe recaer la responsabilidad que el Juzgado 
le discierne. 

b) Esa designación no puede recaer en el supuesto sino 
en Abogado. El mismo Dr. Alsina en su obra citada; Carne- 
lutti (t. IV) ; Busso, Cód. Civil anotado, pág. 696 y la propia 
jurisprudencia que se ha terminado de registrar, como la que 
obra al t XXV, pág. 162 de Jurisp. Arg;, son coincidentes. En 
efecto la naturaleza misma del acto, la que se concluye del 



da librado 




Planteada así esta cuestión, 
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art. 1870, inc. 1* del Cód. Civil, su gestión judicial que le fija 
el art. 147, no puede depositarse en directivas profanas. Es 
cierto que queda en el supuesto contrario la delegación por man- 
dato a letrado, pero ello frente a las consideraciones que se 
terminan de argüir, conspira contra la economía y naturaleza 
del juicio planteado. Por ello y precisamente para rodear a Da. 
Catalina Kelly Ward de Smyth "del mayor número de garan- 
tías en cuanto a su re¡>re$entación en este juicio y a la admi- 
nistración y vigilancia de su patrimonio" debe ser un letrado, 
y cuanto más lejos esté de la influencia del medio en que actúa 
la denunciada como incapaz, mayor será la libertad de aprecia- 
ción de los hechos y circunstancias emergentes, todavía que, 
obra por mandato 'del juez. 

Por ello, las consideraciones que se han aducido, citas de 
ley, y lo dispuesto por los arts. 21, 24, 80, 266 del Cód. de Pro- 
cedimientos en lo Civil, fallo: revocando el auto de fojas trece 
en lo que es materia de recurso; rechazando la propuesta de 
elección de curador y resuelvo designar curador ad litcm de la 
presunta insana Da. Catalina Kelly Ward de Smyth al Dr. 
Héctor Francisco Heredia a quien previa aceptación del cargo 
por ante el actuario se le tendrá por nombrado. — Luis Cal- 
derón. 



Sentencia de Segunda Instancia 

En Mercedes, 14 de setiembre de 1948, reunidos en acuer- 
do ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara primera de 
Apelación del Departamento del Centro de la Provincia de Bs. 
Aires, Dres. José Gabino Salas, Héctor R. Ratti y Arturo Acu- 
ña Anzorena, se trajo al despacho para dictar sentencia el ex- 
pediente caratulado: "Kelly Ward de Smyth Catalina, su in- 
sania". 

La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones esencia- 
les de acuerdo con el art. 156 de la Constitución : 

1° jEs arreglada a derecho la resolución de fs. 29 í 

2* ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para 
la votación : Dr. Acuña Anzorena, Dr. Salas, Dr. Ratti, 

A la primera cuestión, el Sr. Juez Dr. Acuña Anzorena, 
dijo: La circunstancia de que el Poder Ejecutivo no haya apro- 
bado hasta la fecha el reglamento de los Colegios de Abogados, 
a que se hace referencia en el art. 253 de la ley 5177, no impor- 
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ta ni autoriza a sostener que las autoridades que en la actualidad 
los presiden, carecen " legítimamente" de "existencia", en lo 
que fuera compatible con los fines de los libros IV, V y VI. En 
efecto : elegidas éstas con arreglo a lo dispuesto en el art. 248 de 
la ley antes citada y en eL plazo fijado por el decreto del Su- 
perior Gobierno de la Provincia de fecha marzo 8 de 1948, sus 
autoridades han quedado investidas de las facultades que le son 
propias y ejercitables en los límites que indican los libros ya re- 
feridos, actualmente en vigencia. 

Dentro de estas facultades, se cuenta la que les acuerda el 
art. 130 de concurrir, 4 'por medio de sus representantes", a las 
audiencias en que deban practicarse, por sorteo, nombramientos 
de oficio y que deberán serles notificadas, con lo cual se los pone 
legalmente en condiciones de poder ejercitar aquella facultad. 

En el caso, trátase de una designación de curador proviso- 
rio para la cual debe observarse el procedimiento del "sorteo 
público", tal como surge de lo dispuesto en los arte. 123, 130 y 
136 de la ley 5177 y en el que el Colegio de Abogados tiene 
derecho a intervenir, como parte interesada en el mismo. 

Habiéndose dejado sin efecto a fs. 29 y sigtes. — como 
consecuencia del pedido de revocatoria que se formula en el 
escrito de fs. 21 — el auto de fs. 13 por el que se señala audien- 
cia a los efectos de proceder al sorteo de curador provisorio 
de la presunta insana y en el que se dispone hacer conocer al 
Colegio de Abogadas — "a los fines que establecen los artícu- 
los 123 y 130 de la ley 5177" — la audiencia designada, aquél 
pudo muy bien, como lo ha hecho, recurrir de tal resolución, 
por cuanto, al dejarse por ella sin efe< to el sorteo público or- 
denado, se presciride de él en un acte para el cual la ley le 
acuerda intervención, con lo que se le causa agravio. 

Esta circunstancia, por sí sola, justifica la procedencia del 
recurso de apelación interpuesto, con prescindencia de las par- 
tes en juicio, toda vez que "pueden deducir recurso aquéllos 
que han sufrido agravio en la sentencia. Y esto puede ocurrir 
siendo parte en el juicio o siendo ajeno a él" (Couture, Fun- 
damentos del derecho procesal civil, n' 165, pág. 212). 

Por lo que hace al fondo de la cuestión debatida, es inne- 
gable que ante las disposiciones que contienen los arts. 123, 130 
y 136 de la ley de referencia, la designación de curador provi- 
sorio, en juicios de la naturaleza del sub lite debe hacerse por 
sorteo, con lo que se suprime la facultad discrecional de los 
jueces, preconizada por determinados autores en base a lo dis- 
puesto en el art. 147 del Cód. Civil o frente a regímenes proce- 
sales que no han reglamentado lo atingente a la materia y que 
es propia de la legislación adjetiva (arts. 67, inc. 11, 104 y 105 
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de la Constit. Nacional ; véase Salvat, Parte General, 6» ed., 
n* 847 a 850, pág. 381; Jofre, Manual, 5* ed., t. V. pág. 38, 
nMy pég. 42, n* 5). 

No se opone a ello la circunstancia de que, a falta de vi- 
gencia del art. 12 de la ley 5177, no se hayan confeccionado, 
con carácter definitivo, las listas de abogados inscriptos en la 
matricula en la forma que dicho texto determina, pues sería de 
aplicación extensiva en la actualidad lo preceptuado en el 
art. 7* de la ley 3629, no derogada por aquélla (art. 23 Cód. 
de Procedimientos). 

Voto, en consecuencia, por la negativa. 

Los señores jueces Dres. Salas y Ratti, por iguales funda- 
mentos y consideraciones a los expuestos por el Sr. Juez preo- 
pinante, emiten sus votos en el mismo sentido . 

A la segunda cuestión, el Sr. Juez Dr. Acuña Anzorena 
dijo : En mérito a la forma en que ha quedado resuelta la cues- 
tión anterior, el pronunciamiento que corresponde dictar es el 
de dejar sin efecto el auto apelado de fs. 29 y sgtes. debiendo 
el Sr. Juez a quo proceder a la designación de curador provi- 
sorio en la forma prevenida a fs. 13 y con arreglo a lo expresa- 
do al tratar la primera cuestión (art. 259 y 260 del Cód. de 
Procedimientos). 

Así lo voto. 

Los Sres. Jueces Dres. Salas y Ratti, por iguales funda- 
mentos y consideraciones a los expuestos por el Sr. Juez Dr. 
Acuña Anzorena, emiten sus votos en el mismo sentido. 

Y vistos: Considerando que en el acuerdo que precede ha 
quedado resuelto : 

I. Que la circunstancia de que el P. E. no haya aprobado 
hasta la fecha el reglamento de los Colegios de Abogados no 
importa ni autoriza a sostener que las autoridades que en la 
actualidad los presiden carecen legítimamente de existencia en 
lo que fuera compatible con los fines de los libros IV, V y VI 
de la ley 5177 (art. 253 ley citada; demás fundamentos y con- 
sideraciones de la 1* cuestión). 

II. Que, en el caso, trátase de una designación de curador 
provisorio, para lo cual debe observarse el procedimiento del 
sorteo público, y en el que el Colegio de Abogados tiene dere- 
cho a intervenir como parte interesada en el mismo (arts. 123, 
130 y 136 ley eit. ; fundamentos y consideraciones de la 1* 
cuestión. 

III. Que la circunstancia de que se haya prescindido de 



540 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



él en un acto para el cual la ley le acuerda intervención, 
justifica la procedencia del recurso de apelación interpuesto, 
con prescindencia de las partes en juicio, toda vez que 4 'pue- 
den deducir recurso aquéllos que han sufrido agTavio en la 
sentencia. Y esto puede ocurrir siendo parte en el juicio o 
siendo ajeno a él (Couture, Fundamentos del derecho proce- 
sal civü, n° 165, pág. 212; demás fundamentos y consideracio- 
nes de la 1* cuestión). 

IV. Que, en lo que hace al fondo de la cuestión debati- 
da, es innegable que la designación de curador provisorio en 
juicios de la naturaleza del sub lite debe hacerse por sorteo, 
con lo que se suprime la facultad discrecional de los jueces, 
preconizada por determinados autores en base a lo dispuesto en 
el art. 147 del Cód. Civil o frente a regímenes procesales que 
no han reglamentado lo atinente a la materia y que es propia 
de la legislación adjetiva (arts. 123, 130 y 136 ley citada; 
arts. 67, inc. 11, 104 y 105 C. N. y doctrina citada al votarse 
la 1* cuestión). 

V. Que no se opone a ello la circunstancia de que, a fal- 
ta de vigencia del art. 12 de la ley 5177, no se hayan confec- 
cionado, con carácter definitivo, las listas de abogados inscrip- 
tos en la matrícula, pues sería de aplicación extensiva en la 
actualidad lo preceptuado en el art. 7* de la ley 3629, no de- 
rogada por aquélla (art. 23, C. P. C. ; demás fundamentos y 
consideraciones de la 1* cuestión). 

Por ello y demás fundamentos consignados en el acuerdo 
que precede, se deja sin efecto, el auto apelado de fs. 29 y si- 
guientes, debiendo el Sr. Juez a quo proceder a la designa- 
ción de curador provisorio en la forn i prevenida a fs. 13 y 
con arreglo a lo expresado al votarse la primera cuestión del 
acuerdo. — José Gabino Salas. — Héctor R. Ratti. — Arturo 
Acuña Anzorena. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La decisión de la cuestión debatida en autos no afec- 
ta al apelante, toda vez que no importa privación ni res- 
tricción de un derecho que haya pretendido o podido 
ejercer. 

Su falta de interés y la consiguiente carencia de 
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agravio para el recurrente en el fallo apelado, determi- 
nan en mi opinión la improcedencia del recurso extra- 
ordinario interpuesto a fs. 113, el que debe declararse 
que ha sido mal concedido a fs. 118. Buenos Aires, ju- 
lio 28 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos <c Kelly Ward de Smyth doña 
Catalina s.| insania", en los que se ha concedido a fs. 
118 el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

1) Que desde luego la recurrente fué tenida por 
parte en los autos — fs. 12 vta. — con arreglo por lo de- 
más a lo dispuesto en I09 arts. 784 y sigtes. del Cód. de 
Proceds. Civiles de la Prov. de Buenos Aires. Y la cali- 
dad de tal no podría ser reconsiderada por esta Corte 
porque no le incumbe la decisión de cuestiones no fede- 
rales como son las referentes al punto. 

2) Que el Tribunal no considera que el apelante 
carezca de interés jurídico suficiente para el plantea- 
miento de la cuestión en que funda el recurso porque, 
en cuanto parte, está vinculado a las consecuencias del 
juicio — conf. esp. art. 805 del Cód. de Proceds. citado — . 
Y está así habilitado para objetar la validez de las nor- 
mas que imponen un determinado procedimiento — en 
el caso, la designación por sorteo del curador proviso- 
rio de la presunta insana — toda vez que su cumplimien- 
to no sea indiferente para la marcha de la causa, ni la 
planteada al respecto puede considerarse cuestión ba- 
ladí. El recurso ha sido así bien concedido. 
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3) Que la sentencia en recurso de fs. 93 establece 
que "la designación de curador provisorio..., debe 
hacerse por sorteo, con lo que se suprime la facultad 
discrecional de los jueces, preconizada por determina- 
dos autores en base a lo dispuesto en el art. 147 del Cód. 
Civil o frente a regímenes procesales que no han regla- 
mentado lo atinente a la materia y que es propia de la 
legislación adjetiva (arts. 67, inc. 11, 104 y 105 Consti- 
tución Nacional; véase Salvat, "Parte General" 6 ? , edi- 
ción n* 847 a 850 y 836, p. 381 ; Jofré, " Maizal' ' 5», ed., 
t. V, p. 38, n* 4 y p. 42 n* 5)". Ello porque así lo dis- 
ponen los arts. 123, 130 y 136 de la ley n* 5177 de la 
Prov. de Buenos Aires. 

4) Que por consiguiente, con arreglo al fallo ape- 
llado, el punto referente a la designación de curador 
provisorio en los juicios de insania es de naturaleza 
procesal susceptible en cuanto tal, de legislación por 
las provincias, aun cuando hubiera sido reglamentado 
por un precepto nacional común. No admite otra inteli- 
gencia la mención única de opiniones doctrinarias que 
aceptan este último supuesto; la aserción de que se trata 
de una cuestión "propia de la legislación adjetiva", 
y la cita de las normas de la Constitución anterior re- 
ferentes a la atribución del Congreso Nacional de dictar 
los códigos comunes y a las facultades no delegadas 
de las provincias. 

5) Que sin embargo, reiterando su jurispruden- 
cia esta Corte ha declarado, en ocasión reciente — Fa- 
llos: 211, 410 — que la circunstancia de que las provin- 
cias tengan facultad constitucional para darse sus ins- 
tituciones propias y gobernarse por ellas, y en particu- 
lar, para legislar sobre procedimientos, no es óbice pa- 
ra que el Congreso, al dictar las leyes comunes cuya 
sanción le incumbe, pueda incluir en las mismas las dis- 
posiciones formales que estima necesarias para la efec- 
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tividad de los derechos allí reglamentados. Taleá for- 
malidades esi>Góial¿e& son, pór consiguiente, constitucio- 
nalmente válidas, y ha de reconocérseles la primacía 
que legisla el art. 22 de lá Ley Fundamental. 

6) Que eá así patente que la sentencia en recurso 
contraría la doctrina de los precedentes de este Tribu- 
nal a que se ha hecho referencia en el considerando an- 
terior. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se revoca la sentencia apelada de fs. 93. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sabes. 



AMALIA LORENZA GIUSTI DE GAMBA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación 
directa. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario si el art. 87 
de la ley nacional 1565 fué impugnado por el apelante 
como violatorio de los arts. 97 y 98 de la Constit. Nacional 
— 104 y 105 de la anterior — para el caso de que se le 
atribuyera un alcance que excediera de los límites de la 
Capital Federal y los territorios nacionales, y la senten- 
cia apelada no le dio ese alcance sino que lo consideró do 
índole meramente local, decidiendo el punto precisamente 
sobre la base de lo dispuesto por la ley de registro civil 
de la Prov. de Buenos Aires. 

RECURSO EXTRAORDINA RIO : Requisitos propios. Relación 
directa» Sentencia* con fundamentos no federales o federales con- 
sentidos. Fundamentos de orden común. 

No procede el recurso extraordinario fundado, en que el 
art. 87 de la ley nacional 1565 os violatorio del art. 100 
del Cód. Civil y, por consiguiente, de los arts. 22 y 68, 
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inc. 11, de la Constit. Nacional — arts. 31 y 67, ine. 11, de 
la anterior — contra la sentencia que considera no existir 
tal oposición por tratarse de una materia no legislada por 
el mencionado Código, conclusión concordante con los 
arts. 80 del Cód. Civil y 113 de la ley de matrimonio, 
que no incumbe a la Corte Suprema revisar por medio 
del recurso extraordinario. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

No encuentro en los escritos de fs. 8 y 24 de la 
causa principal, ni en el de fs. 3 del presente recurso de 
hecho, demostrada la existencia en autos del caso fe- 
deral que pueda motivar la intervención de V. E. en 
los términos del art. 14 de la ley 48. 

En efecto, las sentencias de fs. 6 vta. y fs. 20, con 
los fundamentos que las sustentan, se limitan a declarar 
la incompetencia de la justicia civil de la Capital Fe- 
deral para decidir en una información sumaria desti- 
nada a rectificar el nombre de una persona cuyo naci- 
miento en Ramallo (Provincia de Buenos Aires) quedó 
inscripto en el respectivo Registro Civil de ese lugar. 

Se interpreta y aplican, para fijar el alcance de la 
expresada jurisdicción, disposiciones del Código Civil 
y de la Ley de Registro Civil para la Capital y Territo- 
rios Nacionales. Nada de ello constituye materia fede- 
ral; siendo por tanto lo resuelto ajeno a la revisión en 
la instancia extraordinaria que acuerda la disposición 
precitada de la ley 48. 

No se afecta por lo demás, en la causa, como se 
afirma, jurisdicción alguna provincial; antes bien, se 
la reconoce de acuerdo a la propia ley local de la citada 
provincia. En ello no se advierte cual pueda ser el agrá- 
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vio constitucional que, bajo ese aspecto, contenga la 
sentencia. 

Si V. E. en casos similares llegó a pronunciarse 
sobre el particular, lo fué en ocasión de dirimir con- 
tiendas de competencia (S. C. N.: 201: 596; 210: 1113). 

Dado, pues, que no resulta demostrada la relación 
directa e inmediata que pueda existir entre el caso re- 
suelto y las garantías federales que se suponen vulne- 
radas, corresponde declarar bien denegado a fs. 27 el 
recurso extraordinario interpuesto para ante V. E. ; e 
improcedente, por ello, la presente queja. Buenos Aires, 
Agosto 31 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
la actora en la causa Gamba Amalia Lorenza Giusti de 
— información sumaria", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Considerando: 

Que el art. 87 de la ley 1565 fué impugnado por la 
recurrente como violatorio de los arts. 97 y 98 de la 
Const. Nacional (104 y 105 de la anterior) para el caso 
de que se le atribuyera un alcance que excediera de los 
límites de la Capital Federal y los territorios naciona- 
les. Puesto que la sentencia apelada, de conformidad 
con el dictamen del Sr. Fiscal de Cámara, no le dio ese 
alcance sino que lo consideró de índole meramente local, 
reconociendo las facultades de las provincias dentro de 
sus respectivas jurisdicciones y decidido el punto preci- 
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sámente sobre la base de lo que dispone la ley de re- 
gistro civil de la Prov. de Buenos Aires, resulta no ha- 
berse presentado en autos la hipótesis para la cual se 
planteó la cuestión en que se pretende fundar el recurso 
extraordinario, ni existir agravio alguno a las disposi- 
ciones constitucionales mencionadas. 

Que las citadas normas locales han sido impugna- 
das también como violatorias del art. 100 del Código 
Civil y, por consiguiente, de los arts. 22 y 68, inc. 11 de 
la Const. Nacional (31 y 67, inc. 11 de la anterior). Pero 
según el dictamen fiscal de fs. 18, con el cual se expresa 
conformidad en la sentencia apelada, no hay tal oposi- 
ción porque se trata de una materia no legislada por el 
Cód, Civil ; conclusión que no incumbe a esta Corte Su- 
prema revisar por medio del recurso extraordinario y 
que, además, concuerda con los arts. 80 del citado código 
y 113 de la ley de matrimonio en cuanto deja exclusiva- 
mente librada a la legislación local la reglamentación de 
la materia referente al Registro Civil. Falta así la ne- 
cesaria relación directa e inmediata entre la ley impug- 
nada y las normas constitucionales invocadas (Fallos: 
201, 191; 206, 383; 209, 496). 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General desestímase la precedente 
queja. 

Felipe Santiago Pérez - — Luis 
E. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 
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SERVICIOS AEREOS CRUZEIRO DO SIJL Ltda. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Tribunal 
de justicia. 

\ Para la procedencia del recurso extraordinario respecto 
de resoluciones de funcionarios administrativos se requie- 
re que se trate de pronunciamientos que decidan cuestio- 
nes de naturaleza judicial, es decir, de aquellas que en el 
régimen institucional ordinario incumbe decidir a los 
jueces, y además que tengan fuerza de cosa juzgada. La 
aplicación de multas de carácter intimidatorio, como con- 
secuencia de la inobservancia de las normas que las auto- 
rizan, reviste el carácter señalado en primer término. 

PENA. 

En el sistema de las instituciones nacionales las sanciones 
penales están reservadas a la justicia y su imposición por 
parte de organismos o funcionarios administrativos re- 
quiere, para su validez constitucional, la posibilidad de la 
revisión judicial de su procedencia. Exceptúase los su- 
puestos en que, por razones de especialización y urgen- 
cia, y con fundamento en las exigencias de un interés 
público claro, la ley atribuye carácter final a las resolu- 
ciones sancionadoras de la administración. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Tribunal 
de justicia. 

Es procedente el recurso extraordinario en los casos en 
que la ley, por razones de especialización y urgencia y 
con fundamento en las exigencias de un interés público, 
atribuye carácter final a las resoluciones sancionadoras de 
la administración. El carácter excepcional de este supues- 
to impide considerarlo configurado en ausencia de dispo- 
sición legal que claramente lo establezca. A dicho efecto 
no basta lo que el art. 28 de la reglamentación de la 
ley 817 dispone en el sentido de que no habrá ulterior 
recurso contra las resoluciones ministeriales confirmato- 
rias de las multas que aplique la Dirección General de Mi- 
graciones. El recurso no procede, asi, respecto de la reso- 
lución del Ministerio de Trabajo y Previsión que impuso 
a un piloto de la compañía recurrente una multa que po- 
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drá ser objeto de dilucidación en juicio ordinario de repe- 
tición, ya que éste sólo ha sido excluido por la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema en los supuestos en que la 
sanción administrativa tiene por ley fuerza definitiva. 



Disposición de la Dirección General de Migraciones 

Buenos Aires, marzo 16 de 1948. 

Disposición N* 610 

Visto el parte de la visita efectuada a bordo del avión 
"Gaete", donde se da cuenta que se transportó el pasajero 
Aisar Nicolás Mattar, sin la visación consular argentina co- 
rrespondiente : 

El Director General de Migraciones, dispone: 

1* Imponer al piloto del avión citado, una multa de 
100 o/s. o su equivalente en moneda nacional, que en papel 
sellado deberá abonar en la Contaduría de esta Repartición, 
por haber transportado al pasajero citado, contraviniendo con 
las reglamentaciones en vigencia. 

Pablo Diana. 



Resolución del Secretario de Tr. bajo y Previsión 

Buenos Aires, 16 de junio de 1948. 

Vista la presentación de la Compañía Servicios Aéreos 
Cruzeiro Do Sul Ltda., por la que apela de la ' disposición 
N 9 610 de fecha 16 de marzo de 1948 de la Dirección General 
de Migraciones, que le impuso una multa de o$s. 100. — con 
motivo del ingreso al país del pasajero D. Aisar Nicolás 
Mattar; y, 

Considerando : 

Que, la referida multa fué aplicada al piloto del avión 
que condujo a dicho pasajero, por haberse probado que la 
documentación del mismo carecía de la correspondiente visa- 
ción consular argentina. 
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Que aun cuando en el caso de autos no podrían ser de 
aplicación estricta las disposiciones de la ley N 9 817, toda vez 
que las mismas se refieren, en las partes pertinentes, a bu- 
ques y capitanes de buques, recayendo sobre ellos las respon- 
sabilidades previstas, debe tenerse en cuenta que el hecho de 
no estar contemplada la aeronavegación — lo que se justifica 
por razones obvias — no exime a la compañía recurrente de 
las obligaciones derivadas de la aplicación de dicha ley, no 
sólo porque la norma general que la misma consagra es pre- 
cisamente la de fiscalizar la entrada al país de los extranje- 
ros, sino también por la analogía de la función que cumple 
tanto el piloto de un avión como el capitán de una nave, ya 
que tienen iguales obligaciones y se rigen por idénticos prin- 
cipios legales. 

Que, por otra parte, el decreto de 28 de julio de 1938, 
establece la necesidad de regular eficazmente tales ingresos me- 
diante la aplicación de medidas precaucionales, prescribiendo su 
art. I 9 que las mismas alcanzan a los extranjeros no domiciliados 
en la República, cualquiera sea la clase y medios en que viajan; 

Que, además, los arts. 4* y 7 9 del decreto de fecha 7 de no- 
viembre de 1932 imponen la obligación ineludible de la visación 
consular argentina previa, en la documentación de los pasaje- 
ros que viajan por vía aérea ; 

Que en consecuencia corresponde mantener en todas sus 
partes la disposición recurrida, 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la Ase- 
soría Letrada y lo resuelto en un caso similar, el Secretario de 
Trabajo y Previsión, resuelve: 

Art. I 9 — Estése a lo resuelto. 

Art. 2* — Regístrese, publíquese, comuniqúese y vuelva 
a la Dirección General de Migraciones para su conocimiento 
y demás efectos. 

José María Freiré. 

Dictamen del Director Genebal de Asuntos Legales de 
la Dirección de Migraciones 

Sr. Director Nacional: 

A raíz de haber transportado al pasajero Aisar Nicolás 
Mattar sin la debida visación consular, se aplicó una multa 
de o$s. 100 o su equivalente en moneda nacional al piloto del 
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avión "GAETE", por disposición n* 610 del 16 de marzo de 
1948 (fs. 2 del expte. n' 167.272/948). 

A fs. 7/8 interpone la Cía. Cruzeiro Do Snl, agentes del 
avión, el recurso de reconsideración con el de apelación en 
subsidio dictándose la Disposición n 9 919 del 15 de abril de 
1948, en la que no se hace lugar a lo solicitado y se ordena 
se eleven las actuaciones a consideración del Secretario 
de Trabajo y Previsión (fs. 11) quien previo dictamen de la 
Asesoría Letrada de la Repartición, se pronuncia definitiva- 
mente a fs. 15/16, en Resolución 8, n* 157/948 del 16 de 
junio de 1948, confirmando la sanción impuesta, de lo que 
se notifica el apoderado de la recurrente el día 31 de agosto 
de 1948 como consta a fs. 18 vta. 

A fs. 1/2 del expediente 62.688/48 — S. T. y P.— se 
presenta nuevamente el infractor interponiendo recurso ex- 
traordinario por ante la Suprema Corte de la Nación, in- 
vocando el art. 14 de la ley 48, cuestionando la constitucio- 
nalidad del Decreto del 31 de diciembre de 1923. 

De acuerdo al Decreto de creación de la Dirección Nacio- 
nal de Migraciones n 9 2896 del 4 de febrero último correspon- 
dería entender y pronunciarse a esta Dirección Nacional. 

En el expediente n* 72.740/46 (71.069-P-947 S. T. y P.), 
planteado un caso similar al presente, con la misma Compañía 
y por análoga sanción, interpuso también recurso extraordina- 
rio, habiendo emitido opinión el Sr. Proc. del Tesoro en la 
forma siguiente: "Resta considerar el recurso extraordinario 
interpuesto. Al respecto he sostenido en múltiples oportunida- 
des que la interposición del recurso extraordinario es impro- 
cedente en las actuaciones administrativas, el que podrá ha- 
cerse valer ante quien corresponda (entre otros dictamen de 
abril 29 ppdo.), tesis que ha sido compartida por el Departa? 
mentó de Hacienda en resolución de junio 2 ppdo., (Boletín 
Ministerio de Hacienda de junio 19 último, n° 107, pág. 1185). 

Que en mérito a ello y compartiendo totalmente esta Di- 
rección General la opinión del Sr. Procurador del Tesoro, 
estimamos no procedería hacer lugar al recurso extraordinario 
presentado por la Cía. de Servicios Aéreos Cruzeiro Do Sul 
S. A., lo que debería notificársele a los efectos de que ocurra 
ante quien corresponda. 

Dirección General de Asuntos Legales, abril 9 de 1949. 

Julio A. F. Prandi. 

V. Fernando Imperatrice 
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Resolución de la Dirección General de Migraciones 

Bs. Aires, abril 21 de 1949. 

Atento el dictamen precedente de la Dir. Gral. de Asuntos 
Legales, no ha lugar a lo solicitado. 

José Ovidio Mayorga 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reiterada- 
mente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. 20 no está suficientemente 
fundado, toda vez que se omite la pertinente referencia 
a los hechos de la causa y a la vinculación que los mis- 
mos y las cuestiones debatidas en aquélla guardan con 
la cuestión federal que se pretende someter a la decisión 
de la Corte Suprema. 

Por tanto, el recurso es improcedente y correspon- 
de desestimar la queja deducida por su denegatoria. — 
Bs. Aires, agosto 25 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos 4 'Recurso de hecho deducido por el 
recurrente en la causa Servicios Aéreos Cruzeiro do Sul 
Ltda. — apela resolución del Ministerio de Trabajo y 
Previsión , para decidir sobre su procedencia. 
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Y considerando: 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta 
Corte, para la procedencia del recurso extraordinario 
respecto de resoluciones de funcionarios administrati- 
vos, se requiere que se trate de pronunciamientos que 
decidan cuestiones de naturaleza judicial — es decir de 
aquellas que en el régimen institucional ordinario in- 
cumbe decidir a los jueces — y además que tengan fuer- 
za de cosa juzgada — Fallos : 209, 164 y los que allí se 
citan — . 

Que sin duda la aplicación de multas de carácter 
intimidatorio, como consecuencia de la inobservancia 
de las normas que las autorizan, reviste el carácter se- 
ñalado en primer término, porque precisamente las san- 
ciones penales están reservadas en el sistema de las ins- 
tituciones nacionales, a la justicia, y su imposición por 
parte de organismos o funcionarios administrativos re- 
quiere, para su validez constitucional, la posibilidad de 
la revisión judicial de su procedencia — Fallos: 210, 65 
y 475 y los allí citados — . 

Que es exacto que este régimen reconoce aún la ex- 
cepción de los supuestos en que, por razones de especia- 
lización y urgencia, y con fundamento en las exigencias 
de un interés público claro, la ley atribuye carácter fi- 
nal a las resoluciones sancionadoras de la administra- 
ción —Fallos: 193, 408; 211, 1066 y otros— caso en que 
precisamente el recurso extraordinario procede y cons- 
tituye la indispensable salvaguardia judicial de las ga- 
rantías constitucionales que el procedimiento pudiera 
afectar. 

Que el carácter excepcional del último supuesto 
impide considerarlo configurado en ausencia de dispo- 
sición legal que claramente lo establezca. Particular- 
mente, no basta para ello la disposición reglamentaria 
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que disponga — art. 28 del decreto reglamentario de 
la ley 817, del 31 de diciembre de 1923 — que respecto 
a las decisiones del Ministerio del ramo, actuando por 
vía de recurso interpuesto contra las resoluciones de la 
Dirección General de Migraciones que aplican multas, 
no habrá "ulterior recurso M . Ello porque, como queda 
dicho, tal disposición no puede establecerse por vía re- 
glamentaria y porque aún admitido que el ordenamien- 
to legal no prevea para el caso un recurso concreto, 
tal circunstancia no es obstáculo para la dilucidación 
judicial del punto por vía de la acción ordinaria de re- 
petición pertinente, excluida por la jurisprudencia de 
esta Corte, sólo para los supuestos en que la sanción ad- 
ministrativa tiene, por ley, fuerza definitiva — Fallos: 
210, 65 y los allí citados — . 

Que en tales condiciones, la resolución ministerial 
de fs. 15 de los autos principales no es susceptible de 
recurso extraordinario. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se desestima la precedente queja. 
> 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R, Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 



MATEO CASTRO Y COMPAÑIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso. Fundamento, 

Debe considerarse suficientemente fundado el recurso ex- 
traordinario, si el escrito de interposición del mismo, aun 
cuando en forma suscinta, contiene referencia bastante a 
los hechos de la causa y a la relación que guardan con las 
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cuestiones federales propuestas, de manera que su lectura 
habilita para formar criterio tanto respecto de la proce- 
dencia de la apelación, cuanto de los puntos a decidir por 
la Corte Suprema. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Ikibunal 
Superior, 

Atento el monto de la multa aplicada por supuesta infrac- 
ción a las leyes de impuestos internos y lo dispuesto en 
los arts. 13" y 16 de la ley 13.237 y 85 de la ley 11.683 
— t. o. en 1947 — debe considerarse al Sr. Juez Federal 
que interviene en la causa como el superior tribunal de 
la misma a los efectos del recurso extraordinario. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Defraudación y 
simples infracciones. 

La defraudación de los impuestos internos prevista en el 
art. 36 de la ley 3764 — 27 del t o. — se refiere a los actos 
u omisiones tendientes a evadir el pago del gravamen de 
que se trate. Sin perjuicio de que puedan constituir in- 
fracción a las leyes o reglamentos no llenan aquella con- 
dición los actos u omisiones consistentes en el pago de- 
fectuoso pero total del tributo adeudado, como ocurre en 
el caso en que se han aplicado a una " bebida artificial" 
los valores correspondientes al "vermouth" dado que 
ambos artículos soportan igual gravamen. A ello no se 
opone la jurisprudencia que considera fraude la aplica- 
ción de boletas de vino genuino a un envase cuyo conte- 
nido de igual naturaleza no corresponde al análisis de ori- 
gen, pues ella es inaplicable cuando no cabe duda de la 
identificación del producto salido de la fábrica, con el 
intervenido y de la inexistencia de maniobras tendientes 
a utilizar más de una vez las mismas boletas. 



Resolución de la Dirección General Impositiva 

Bs. Aires, 7 de abril de 1947. 

Visto este sumario n° 9370 — Sección 1 — año 1946, segui- 
do a Mateo Castro y Compañía, Sociedad de Responsabilidad 
Limitada, con domicilio en la calle Carlos Tejedor n* 234/72, 
Lanús, Prov. de Bs. Aires, y; 
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Considerando : 

* 

Que, en el negocio de propiedad de Zanandrea Hermanos 
se tomó muestras de control de 144 botellas cerradas y estam- 
pilladas con 136 litros de vermouth, que según análisis de fs. 8 
resultó no corresponder con el consignado como de origen 
n» 315.389, y clasificado "bebida artificial apta para el con- 
sumo", lo que confirmó el análisis del duplicado de las mues- 
tras de fs. 20, solicitado por Mateo Castro y Compañía, fa- 
bricantes del producto. 

Que, en consecuencia, atento a la clasificación del produc- 
to y no resultando acreditado el pago del impuesto determina- 
do por el art. 106 del t. o., atento a lo previsto por el art. 42, 
título IV de la Reglamentación General, corresponde declarar 
en fraude el producto y aplicar a Mateo Castro y Compañía 
Sociedad de Resp. Ltda., la sanción del art. 27 del citado .texto, 
sin perjuicio de exigirle el pago del gravamen de ley que im- 
porta la suma de m$n. 36. 

Que, en cuanto a los poseedores no corresponde formular 
cargo por tener la mercadería en la condición en que les fué 
vendida y tratarse de envases cerrados. 

Que, Mateo Castro y Compañía Soc. de Resp. Ltda., no 
evacúa la vista conferida para su defensa; 

Por tanto, se resuelve: 

1*) Imponer a Mateo Castro y Compañía Soc. de Resp. 
Ltda., la obligación de abonar en concepto de impuesto inter- 
no sobre bebida artificial, la cantidad de (m$n. 36,00) treinta 
y seis pesos moneda nacional. 

2°) Aplicarles una multa de (m$n. 360,00) trescientos 
sesenta pesos de la misma moneda, equivalente al décuplo del 
impuesto reclamado. 

3*) Los referidos importes deberán depositarse dentro 
de los cinco días de notificada la presente, en el Banco de 1$ 
Nación Argentina, remitiendo a esta Administración los com- 
probantes de pago, bajo apercibimiento de disponer su cobro 
por la vía judicial. — Francisco Alvarez Méndez. 



Sentencia del Juez Federal» 

La Plata, marzo 21 de 1949. 

Autos y vistosi para resolver el recurso de apelación in- 
terpuesto por Mateo Castro y Cía., S. R. L!, contra la resolu- 
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ción dictada por el Sr. Director Gral. Impositivo, en el suma- 
rio n* 9370, sección 1», año 1946. 

Y considerando: 

l 9 Que la resolución condenatoria administrativa de fs. 28 
impone a la compañía recurrente una multa de trescientos se- 
senta pesos moneda nacional, equivalente al décuplo del im- 
puesto correspondiente a la bebida artificial contenida en 
ciento cuarenta y cuatro botellas cerradas y estampilladas, 
según cuyas etiquetas debían contener "vermouth"; envases 
hallados en la casa de comercio de Zanandrea Hermanos, de 
la ciudad de Concordia, quienes los adquirieron de la recu- 
rrente. 

2 V Que la apelante se agravia de la referida condena, 
expresando a fs. 84 que no es responsable de la transgresión 
que se le imputa, porque la mercadería se encontraba al ex- 
traerse las muestras de control, en poder de Zanandrea Her- 
manos; no bastando — añade — para librar de responsabilidad 
al poseedor, la circunstancia de que las botellas ostentaran 
rótulos con el nombre del fabricante, porque ello "no autoriza 
a concluir que la bebida haya sido fabricada y vendida por la 
recurrente; que sea la misma que contuvieron originariamente 
los envases". Impugna el procedimiento observado en la ex- 
tracción de las muestras y concluye manifestando que es in- 
aplicable al caso el texto del art. 27 del ordenamiento de las 
leyes de impuestos internos, porque la compañía imputada 
—dice — no ha actuado en la emergencia con la intención de 
defraudar, cuya concurrencia es de ngor para pronunciar la 
condena, respecto de lo cual agrega que "mal puede haber 
intención de defraudar cuando se expende un producto por 
otro, si ambos deben tributar idéntico impuesto". 

A fs. 108 la misma parte insiste en sus defensas; en 
cuanto a la responsabilidad del poseedor, y no de ella, aduce 
que del hecho de que las botellas estuvieran cerradas no se 
infiere que el cierre fuese el de fábrica y que no puede des- 
cartarse la posibilidad de una falsificación. 

A fs. 110 el representante de la Dir. Gral. Impositiva, 
insistiendo en los argumentos que expone al contestar a fs. 91, 
la expresión de agravios, replica éstos, pide que se confirma 
la condena pronunciada administrativamente, rechazándose la 
pretensión de que se declare nula el acta de toma de muestras, 
la declaración de inconstitucionalidad del precepto reglamen- 
tario tachado de tal por la apelante, y dice que con el informe 
de la Oficina Química Nacional, de fs. 104, se prueba que el 
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contenido de las ciento cuarenta y cuatrp botellas no era de 
"vermouth", sino una bebida similar, que dicha oficina en- 
cuentra desprovista de los requisitos del art. 7* inc. e), de la 
ley 12.372 y que, siendo bebida artificial, las estampillas para 
vino "vermouth" no acreditan el pago del impuesto adeudado. 

3* Que los envases cerrados por la cápsula con marca del 
elaborador y cubiertos por la estampilla fiscal en la forma 
reglamentaria, según la cual la faja oficial del valor toma el 
cierre en la boca de la botella y se extiende a ambos lados del 
cuello, prueba que el contenido de los envases es el mismo que 
el que salió de fábrica. En tal situación, los comerciantes que 
adquirieron de Mateo Castro y Cía. la bebida y que la poseían 
en el momento de iniciarse el sumario, quedan excluidos de la 
responsabilidad por el fraude como lo ha resuelto la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, cuya jurisprudencia ha 
aplicado el suscripto en casos análogos, con la confirmación 
de la Excma. Cámara Federal de Apelación de esta ciudad. 
Ha establecido el alto tribunal que "el art. 30 de la ley 3764 
(20 del t. o.) no se opone a la absolución del poseedor de 
efectos en infracción que comprueba fehacientemente su falta 
de participación en la misma y su desconocimiento e inocencia 
en la maniobra tendiente a defraudar al fisco". (Fallos: 197, 
271). 

4* Que el acta de toma de muestras de fs. 8 no es nula, 
porque contrariamente a lo que pretende la apelante, las mues- 
tras han sido extraídas conforme a las características que pre- 
sentaba el conjunto de la bebida de la misma especie — "ver- 
mouth" — , distribuida en 136 botellas de la misma partida 
como consta en la factura de fs. 11, cuya correspondencia con 
el producto de que se trata, por lo menos en cuanto a canti- 
dad y envases, no ha sido negada por la multada, de quien 
dicho documento emana. Y lo que, al respecto, decide incues- 
tionablemente la eficacia de la diligencia de extracción de 
muestras es la ulterior convalidación del acta por quien re- 
sultó, en definitiva, interesado, al pedir el análisis del dupli- 
cado de la primera muestra — análisis que confirmó el ante- 
rior: bebida artificial, por no resultar que, según los compo- 
nentes químicos de la bebida, se hayan cumplido los requisitos 
del art. 7» inc. e), de la ley 12.372. Véase escrito de fs. 17, 
certificados de análisis números 18.183 y 387.593 de fs. 6 y 
20 e informes de fs. 15 vta. y 104 de la Oficina Química Na- 
cional — . 

5* Que esta última consideración demuestra la inconsis- 
tencia del argumento de que no media, en el sub judice, "mi- 
ras de defraudar" (art. 27, t. o.); porque lo que pone de 
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manifiesto la intención es el hecho mismo, de referencia; y 
la Corte Suprema ha sentado también jurisprudencia — en 
cuanto a este aspecto de la causa — en el sentido de que las 
presunciones de fraude establecidas en normas reglamentarias, 
por infracción a deberes por ellas preceptuados, determina le 
inversión del cargo de la prueba, pues ha decidido que, en 
presencia de la materialidad de la infracción, incumbe ¿1 con- 
tribuyente la prueba de descargo. Y en el caso de autos, como 
se ha visto, la diligencia probatoria que la multada allegó 
(informe de fs. 104) confirma, antes que desvirtúa, el ánipio 
de defraudar, corroborado, además, por el resultado de la 
diligencia para mejor proveer decretada a fs. 114 y evacuada 
a fs. 115. 

Como lo ha declarado también la jurisprudencia de la 
Corte si bien la norma penal del art. 27 del t. o. de las leyes 
de impuestos internos no sanciona la sola violación formal de 
los deberes legales o reglamentarios, de manera que la pena 
no es de necesaria aplicación, al contribuyente corresponde 
justificar su falta de intención de defraudar y las modalida- 
des de la causa que hagan excusable la omisión en que ha incu- 
rrido (Fallos, tomos 182, pág. 349; 177, pág. 466; 179 
pág. 141; y 197, pág. 362). 

6* Que el texto reglamentario según el cual " cuando los 
vinos compuestos sean clasificados como bebidas artificiales, 
deberán abonar además del impuesto del art. 43, inc. a), de 
la ley 12.148 (art. 87, inc. a) del t. o.), el de bebida artifi- 
cial", no tiene con el caso de autos otra relación que la refe- 
rente a la tasa del gravamen que, por ley, es de veinticinco 
centavos cada litro (art. 106 del t. o.) y que, como se vé, no 
es el reglamento el que la establece. Aquí no se trata de un 
doble gravamen sino que, no identificado el producto, por la 
no coincidencia entre el análisis de origen y el de control, 
debe reputarse no satisfecho el impuesto debido por la bebida 
artificial, desde que con el valor igual correspondiente al 
"vermouth" no se cubre la circulación de un producto en 
infracción, cuya existencia en el comercio, por lo tanto, no se 
legaliza desde el punto de vista tributario con la faja fiscal 
de valor equivalente destinada a acreditar el pago de im- 
puesto por otra mercadería. 

Por estos fundamentos fallo, confirmando, en lo que ha 
sido materia del recurso, la resolución dictada por el Sr. Dir. 
Gral. Impositivo a fs. 28; y en consecuencia condeno a Mateo 
("astro y Cía., S. R. Ltda., al pago de la multa do trescientos 
sesenta pesos moneda nacional por fraude fiscal (art. 27 dfl 
bo.')'. — Bilbao La Vieja. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reitera- 
damente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 120 no está suficiente- 
mente fundado, toda vez que se omite la pertinente re- 
ferencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los mismos y las cuestiones debatidas en aquélla guar- 
dan con la cuestión federal que se pretende someter a la 
decisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal conce- 
dido a fs. 122 dicho recurso. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco (D. G. I.) 
tiene constituido representante especial, el que ya ha 
asumido ante V. E. la intervención que le corresponde 
(fs. 135). — Buenos Aires, julio 15 de 1949. — Carlos 
G. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, setiembre 12 de 1949. 

Vistos los autos "Castro Mateo y Compañía — ape- 
la de una resolución condenatoria de Impuestos Inter- 
nos M , en los que se ha concedido a fs. 122 el recurso ex- 
traordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario deducido en el escrito 
de fs. 120 está suficientemente fundado, porqué, aun 
cuando en forma suscinta, contiene referencia bastante 
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a los hechos do la causa y a la relación que guardan con 
las cuestiones federales propuestas, de manera que su 
lectura habilita para formar criterio tanto respecto de 
la procedencia de la apelación, cuanto de los puntos a 
decidir por esta Corte — Fallos: 212, 101 y 547 y otros. 

Que si bien la sentencia apelada es la del Juoz Fe- 
deral de La Plata, en presencia de lo dispuesto on la 
ley 13.237 — arts. 13 y 16— y en el art. 85 de la ley 
11.683 — T. O. en 1947 — y atento el monto de la multa 
— m$n. 360 — el referido magistrado es en la espacie el 
superior tribunal de la causa a los efectos del art. 14 de 
la ley 48. 

Que el recurso deducido a fs. 120 ha sido, en conse- 
cuencia, bien concedido, lo que así se declara. 

Que está fuera de duda, porque así lo decide el fallo 
en recurso de fs. 116 de manera irrevisible — conside- 
rando 3 9 — que "el contenido de los envases" — 144 bo- 
tellas de vino compuesto de que se extrajo muestra se- 
gún acta de fs. 6 — "es el mismo que el que salió de fá- 
brica". 

Que también establece la sentencia que las botellas 
en cuestión llevaban estampillas fiscales, colocadas "en 
la forma reglamentaria", y que su valor era el corres- 
pondiente a las de "verniouth", o sea dada su capacidad, 
de m$n. 0.25 c]u. No se discute que el impuesto a las 
bebidas artificiales es también de m$n. 0.25 por unidad. 

Que en efecto, el art. 43, inc. a) de la ley 12.148 
— 87, inc. a) del T\ O. — grava con m$n. 0.25 "los vinos 
compuestos, vermouths, quinados y similares " de la 
graduación que precisa por cada envase de más de cin- 
cuenta centilitros. Y el art. 48 de la misma ley — 106 
del T. O. — establece el mismo impuesto para las bebi- 
das artificiales, considerándose tales las que así deno- 
mina la ley de vinos. 

Que es desde luego dudoso que para los vinos com- 
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puestos calificados como bebida artificial correspon- 
diera sumar ambos tributos aun durante la vigencia 
de la ley de vinos n 9 4363, porque parece claro que la 
referencia a los primeros no respondía a ese propósito, 
sino al de imponer los productos mencionados en el 
art. 6, inc. 4) de la ley recordada, que hablaba de "vi- 
nos compuestos del tipo de vermouth o medicinales". 

Que la ley de vinos n* 12.372 no conserva la espe- 
cie de los "vinos compuestos'* — conf. informe de fs. 
104, punto 2 9 — . Su art. 7, ines. e) y f) se refiere en 
concreto al "vino vermouth" y al "vino quinado o tó- 
nico M . Y como quiera que la primera calificación no es 
creación propia de la ley impositiva, según ya se dijo, 
la duda que permitía el régimen anterior no subsiste. 
Es así como el art. 42 del Tít. IV de la Reglamentación 
General carece de la indispensable base legal, porque 
la ley no autoriza la suma de las tasas de los arts. 87, 
inc. a) y 106 de su T. O. 

Que así las cosas es menester decidir si la aplicación 
de los valores correspondientes a un producto — en el 
caso " vermouth' ' — a otro — bebida artificial — cons- 
tituye de por sí defraudación de los impuestos internos 
habida cuenta que ambos artículos soportan igual gra- 
vamen. 

Que en el concepto de defraudación de los impuestos 
internos del art. 36 de la ley 3764 —27 del T. O.— hace 
referencia a los actos u omisiones tendientes a evadir 
el pago del gravamen de que se trata. Es con esta acep- 
ción como lo ha empleado la jurisprudencia de esta Cor- 
te, caracterizando así a cualquier maniobra conducente 
para eludir el tributo — Fallos: 211, 1328 y otros. 

Que desde luego, no llenan esa condición los actos 
u omisiones consistentes en el pago defectuoso pero to- 
tal del impuesto adeudado, como ocurriría en la especie, 
porque precisamente lo acriminado es la oblación de la 
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misma suma debida, si bien con valores correspondien- 
tes a otro producto. Lo que, desde luego, no importa 
afirmar que tal proceder no constituya infracción a las 
leyes o sus reglamentos, cuestión sin duda distinta a la 
ahora contemplada. 

Que a esta conclusión no se opone la jurispruden- 
cia con arreglo a la cual la aplicación de boletas de vino 
genuino a un envase cuyo contenido de igual naturaleza 
no corresponde al análisis de origen, es sancionada co- 
mo fraude. Esa jurisprudencia no es, en efecto, aplica- 
ble en supuestos en que no quepa duda de la identifica- 
ción del producto salido de la fábrica con el intervenido 
y de la inexistencia de maniobras tendientes a utilizar 
más de una vez las mismas boletas. Su fundamento, en 
efecto, es precisamente la posibilidad de la defrauda- 
ción por vía del reemplazo de un vino por otro — Fallos : 
197, 320 — de que en la especie no se ha hecho cuestión — 
conf. Fallos: 186, 70; 194, 116; y doctrina Fallos: 190, 
¿95; 193, 481; 195, 159; 197, 147 y otros—. 

Que tampoco es dable argüir que se trata de actos 
susceptibles de dificultar el contralor de la percepción 
de la renta, y por vía indirecta, do facilitar la evasión 
de la misma, porque una consideración semejante cabría 
respecto de cualquier infracción y conduciría a suprimir 
la distinción — que la ley consagra — entre las contra- 
venciones simples y las defraudaciones. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se revoca la sentencia apelada de fs. 115. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Tomás D. Ca- 
sares. 
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NACION ARGENTINA v. ERNESTO CICOARELLI Y 

OTROS 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

Si bien según el art. 14 de la ley 13.264, la autoridad de 
los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de expropia- 
ción, salvo circunstancias especiales o de excepción, deja 
de ser indispensable para resolver la inicial discrepancia 
de las partes con respecto al valor de los bienes, cuando 
los representantes de ellas en el Tribunal de Tasaciones 
concuerdan entre sí y con los demás miembros del mismo, 
de modo que si éste se expide por unanimidad, con la in- 
tervención y conformidad de los representantes de las 
partes, no cabe, en principio, fijar judicialmente un pre- 
cio distinto del determinado por el mencionado organismo. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

A falta de recurso de apelación del dueño del bien expro- 
piado, que permita considerar si procede o no elevar el 
monto fijado en la sentencia recurrida, correspondo man- 
tener este último, que es ligeramente inferior al estable- 
cido por el Tribunal de Tasaciones. 

INTERESES : Relación jurídica entre las partea. Expropiación. 

El expropiador debe intereses sobre la totalidad de la 
suma que se le ordena pagar, desde la fecha de la ocupa- 
ción del inmueble hasta la del retiro de los fondos con- 
signados, y desde ésta hasta el efectivo pago, sobre la di- 
ferencia entre lo consignado y lo mandado pagar siempre 
que no haya existido demora por parte del dueño en el 
requerimiento de los fondos consignados. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Procede imponer las costas al expropiador, si el importe 
que se manda pagar en definitiva excede al ofrecido más 
la mitad de la diferencia entre éste y lo reclamado por la 
parte demandada. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Juicios en que la Nación es parte. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación res- 
pecto de las regulaciones de honorarios efectuadas en la 
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sentencia que hace lugar a la expropiación, si el monto 
de ellos no excede de la suma de cinco mil pesos moneda 
nacional. 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 21 de julio de 1948. 

Y vistos: los de expropiación seguidos por el Gobierno 
Nacional contra Ernesto Ciccarelli y otros, de los que resulta: 

Qne a fs. 10 se presenta el Alférez de Justicia. Dr. Carlos 
R. Etchegoyen, apoderado especial del Gobierno Nacional, y 
en nombre del actor demanda la expropiación del lote dieci- 
siete de la manzana veinticuatro de Villa Las Delicias, con 
una superficie total de cuatrocientos veinticinco metros cua- 
drados, consignando (fs. 1) en concepto de indemnización la 
suma de seis mil trescientos cuarenta y cuatro pesos con se- 
tenta y cinco centavos nacionales (mS»n. 6.344,75). 

Que de la suma consignada, la cantidad de cuatrocientos 
tres pesos con setenta y cinco centavos nacionales (m$n. 403,75) 
lo es en pago del terreno que se expropia, y la de cinco mil 
novecientos cuarenta y un pesos nacionales (m$n. 5.941,00), 
en concepto de indemnización por las mejoras existentes. 

Que a fs. 20 se presenta el Dr. Héctor Enrique Martínez, 
debidamente apoderado por los Sres. Ernesto Ciccarelli y 
Da. Bruna Moranduzzo de Ciccarelli, solicitando la partici- 
pación que por ley le corresponde. Agreda en el mismo acto la 
escritura número dieciocho, por la que sus poderdantes, ad- 
quieren del Sr. Pablo Compta el lote que hoy se les expropia 
en la suma de dos mil pesos nacionales (m$n. 2.000). 

Que realizada la audiencia prescripta por el art. 6 9 de la 
ley 189, el actor ratifica los términos de la demanda, en es- 
pecial en lo que se refiere a costas, pidiendo aplicación del • 
decreto 17.920, declarado constitucional por la Suprema Corte 
de Justicia. Contesta el Dr. Martínez que acepta la acción de 
expropiación en sí, pero que disentía fundamentalmente con 
la indemnización ofrecida; pide que en definitiva se mande 
pagar el justo precio que resulte de las probanzas a aportarse, 
con costas e intereses. 

Considerando : 

Que conforme a como ha sido planteada esta demanda de 
expropiación, y al modo uniforme de proceder de los tres pe- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



565 



ritos, he de fijar en primer término el valor del terreno, 
haciéndolo en capítulo aparte, en cuanto a las mejoras. 

Que para la fijación del precio por unidad métrica, se 
han de tener en cuenta las precios abonados judicialmente y 
los pagados en ventas particulares, en épocas próximas a la 
expropiación de que se trata, pues es la única forma en que 
ésta resulte justa, como prescribo la ley y la doctrina. 

Que el perito de la parte actora, Sr. Mario J. Moreno 
Chiloteguy, después de un extenso estudio — fs. 70 a 179 — 
tasa el terreno a razón Yle noventa centavos el metro cuadrado, 
llegando así a estimarlo en trescientos ochenta y dos pesos con 
cincuenta centavos nacionales (m$u. 382,50) . Es de hacer 
notar que esta suma es inferior a la ya consignada por el Su- 
perior Gobierno, por lo que, dado la uniforme jurisprudencia, 
no debe ser tenida en cuenta. 

Que el Ing. Camissa Tecco perito propuesto por la de- 
mandada, lo estima en forma global, alcanzando así la cantidad 
de dos mil pesos nacionales; el precio por unidad métrica se 
eleva así a poeo más de cuatro pesos con sesenta centavos, que 
es exactamente lo pagado por los demandados, al efectuar la 
compra. 

Que el perito designado en carácter de tercero, Ing. Luis 
María Goupillaut, lo tasa a razón de tres pesos con cincuenta 
centavos nacionales (m$n. 3,50), llegando así a fijarlo en la 
cantidad de un mil cuatrocientos ochenta y siete pesos con 
cincuenta centavos nacionales (m$n. 1.487,50), 

Que el lote de los demandadas se encuentra ubicado a 
unos ciento cincuenta metros del camino pavimentado que va 
de Córdoba a Carlos Paz y a unos trescientos de la calle de 
acceso a la Escuela Militar de Aviación. 

Que, conforme a estas apreciaciones, el suscripto consi- 
dera equitativo fijar como retribución por este concepto, la 
suma de tres pesos nacionales (m$n. 3,00) el metro cuadrado, 
o sea la cantidad de un mil doscientos setenta y cinco pesos 
(ra$n. 1.275,00), para el total de la superficie. 

Que en lo que se refiere a las mejoras existentes, la Corte 
Suprema de Justicia (t. 183: 470; 184: 133; 185:90) ha sen- 
tado la jurisprudencia de que "No habiendo antecedentes que 
desvirtúen el dictamen del perito tercero en un juicio de ex- 
propiación o que permitan razonablemente apartarse de sus 
conclusiones, corresponde aceptar como justas las sumas fi- 
jadas por aquél". 

Que, atenta la jurisprudencia sentada, considero como 
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justas, en lo principal, las conclusiones de este técnico, Iijg. 
Luis María Goupillaut. Ello no obstante, habiendo omitido 
aplicar el coeficiente de depreciación sobre estas mejoras, a su 
tasación cabe reducirla — excepto el rubro de "plantaciones 
forestales y frutales" — conforme a la antigüedad de la cons- 
trucción, indicada por el Sr. Mario J. Moreno Chiloteguy, en 
un diez por ciento. 

En resumen, quedan fijadas las mejoras en la suma de 
trece mil doscientos treinta y cuatro pesos con treinta y seis 
centavos nacionales (m$n. 13.234,36). 

Que en cuanto a los intereses, siendo la compensación al 
uso y goce de la cosa entregada al expropiante, corresponde 
se abonen desde la fecha de la desposesión, al tipo bancario 
del 6 %, sobre la totalidad mandada a pagar hasta el día del 
retiro de fondos, y desde esta fecha, hasta el efectivo pago del 
remanente, sobre la diferencia entre lo consignado y la suma 
mandada a pagar. 

Por ello resuelvo: Hacer lugar a la demanda y declarar 
transferido al Estado Nacional Argentino, el lote diecisiete 
de la manzana veinticuatro de Villa "Las Delicias", departa- 
mento de la Capital, Córdoba, con una superficie de cuatro- 
cientos veinticinco metros cuadrados, con todo lo edificado, 
clavado y plantado, al precio total de catorce mil quinientos 
nueve pesos con treinta y seis centavos (m$n. 14.509,36) con 
más sus intereses que deberán computarse de acuerdo al últi- 
mo considerando. — R t Barraco Mármol. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, 16 de setiembre de 1948. 

Y vistos : el recurso de apelación interpuesto por las par- 
tes en contra de la sentencia de fecha 21 de julio ppdo., co- 
rriente a fs. 221, dictada por el Sr. Juez Federal de esta 
Sección, en las autos caratulados: "Gobierno Nacional contra 
Ernesto Ciccarelli y otros - expropiación". Por sus fundamen- 
tos, se confirma con costas la sentencia apelada. — Luis Af. 
Allende. — Migvel A. Aliaga. — Rodolfo Otero Capdevila. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Dado el monto del agravio que contiene para la 
parte actora el pronunciamiento apelado y lo dispuesto 
por el artículo 3° inciso 2 9 de la ley 4.055, el recurso or- 
dinario interpuesto a fs. 238 es pertinente. 

Y debiendo quedar los autos radicados ante V. E., 
correspondería dar cumplimiento a lo que disponen los 
artículos 31 y 14 de la ley 13.264 requiriendo informe 
al Tribunal de Tasaciones. 

En cuanto al fondo del asunto, ol Fisco Nacional 
tiene constituido representante especial, el que ya ha 
tomado ante V. E. la intervención que le corresponde. 
Buenos Aires, noviembre 22 de 1948. — Carlos G. Del- 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos * i Gobierno Nacional c.| Ernesto 
Ciccarelli y otros $.| expropiación", en los que se ha 
concedido a fs. 238 vta. el recurso ordinario de apela- 
ción. 

Considerando : 

Que la sentencia de la Cámara Federal de Apela- 
ción de Córdoba por la cual, confirmando la del Sr. Juez 
de Sección de dicha ciudad, fijóse en $ 14.509,36 m|n. 
la suma que en concepto de toda indemnización deberá 
pagarse a la parte demandada, fué recurrida únicamen- 
te por la actora. 



568 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que el Tribunal creado por la ley 13.264 ha tasado 
el inmueble expropiado en la cantidad de $ 15.546,75. 

Que en la sentencia dictada el 25 de agosto ppdo. 
en los autos "Direc. Gral. de Ingenieros v. Marcelino 
Musto", esta Corte Suprema declaró que, si bien según 
el art. 14 de la ley 13.264, la autoridad de los jueces si- 
¿íue siendo decisiva en los juicios de expropiación, salvo 
circunstancias especiales o de excepción, deja de ser 
indispensable para resolver la inicial discrepancia de 
las partes con respecto al valor de los bienes cuando los 
representantes de ellas en el Tribunal de Tasaciones 
coneucrdan entre sí y con los demás miembros del mis- 
mos, de modo que si éste se expide por unanimidad, con 
la intervención y conformidad de los representantes de 
las partes, como ha ocurrido en el caso de autos, no 
cabe en principio fijar judicialmente un precio distinto 
del determinado por el mencionado organismo. 

Que, por consiguiente, a falta de recurso de apela- 
ción de la parte demandada que permita considerar si 
procede o no elevar el monto fijado en la sentencia re- 
currida (Fallos: 210, 1199), corresponde mantener este 
último que, por lo demás, difiere poco de la tasación 
del tribunal de referencia y de los peritos tercero y de 
la demandada. 

Que en cuanto a los intereses, lo resuelto en el fallo 
apelado se ajusta a la reiterada jurisprudencia de este 
Tribunal (Fallos: 209, 240 y 474; 211, 1458). 

Que la sentencia de fs. 234 vta. debe asimismo ser 
confirmada en lo que decide con respecto a las costas 
pues el importe que se manda pagar es superior al ofre- 
cido más la mitad de la diferencia entre éste y lo recla- 
mado por la demandada. 

Que el recurso ordinario de apelación es improce- 
dente respecto de las regulaciones de honorarios a que 
se refiere la sentencia apelada, pues el monto de ellas 
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no excede de la suma de cinco mil pesos moneda nacional 
(Fallos: 211, 606). 

Por tanto, confírmase la sentencia apelada, debien- 
do pagar también la parte actora las costas de esta dis- 
tancia, atento el resultado de la apelación. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



GREGORIO BOZA v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

REMISION DE AUTOS, 

\^ Solicitados los autos a la Corte Suprema por uu tribunal 

de la Capital Federal para proveer sobre una medida pre- 
cautoria pedida por una de las partes y no pudiendo de- 
rivar del envío, por un tiempo prudencial, perjuicio efec- 
tivo para la parte recurrente, en razón de hallarse la 
causa abierta a prueba, pues se solicita la certificación 
sobre su vencimiento, corresponde ordenar la remisión con 
recomendación de pronta devolución, atento el estado de 
la causa (*). 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. NACION 
ARGENTINA 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. ' 

Las leyes 3952 y 11.634 no requieren para la reclamación 
^ administrativa forma determinada alfruna y la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema sólo ha impuesto la condi- 
ción de que el reclamo haya versado sobre los mismas de- 
rechos objeto de la acción judicial. 



(i) 12 de setiembre de 1949. 



570 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



DEMANDAS COSTRA LA NACION. 

\ Con la elevación al Ministerio del Interior de la Nación, 
por rl interventor federal en una provincia, de las actua- 
ciones producidas con motivo de haberse extinguido, por 
decretos del Poder Ejecutivo Nacional, la concesión de 
las salas de entretenimiento en los casinos marítimos de 
jurisdicción provincial, efectuada en forma que importa 
requerir del Gobierno Nacional un pronunciamiento so- 
bre las derechos de las provincias, tal como quedó aclara- 
do en un segundo oficio en el que se califica de reclamo al 
anterior y se solicita su rápida tramitación, y con la pre- 
sentación del Fiscal de Estado de la provincia solicitando 
la decisión del reclamo, deben considerarse cumplidos los 
requisitos establecidos por las leyes 3952 y 11.634 para 
dar curso a la demanda de la provincia contra la Nación. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte 
una provincia. 

Corresponde a la Corte Suprema conocer de la causa 
promovida por una provincia contra la Nación por in- 
demnización de daños y perjuicios y devolución de un 
casino. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Tratándose de un juicio promovido por la Provin- 
cia de Buenos Aires contra el Gobierno de la Nación, en 
el que no intervienen otras partes, corresponde la ju- 
risdicción originaria de la Corte Suprema (Constitu- 
ción Nacional, artículos 100 y 101, Fallos: 114: 315 y 
203/399). Buenos Aires, junio 12 de 1948. — Carlos 
G. Delfino. 



) 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



571 



Dictamen* del Procurador General 
Suprema Corte : 

Do las actuaciones administrativas agregadas re- 
sulta: 

I o ) Que el Sr. Fiscal de Estado de la Provincia de 
Buenos Aires se dirigió por nota de fecha 29 de abrii 
de 1947 (fs. 32) a S. E. el Sr. Ministro del Interior plan- 
teando en representación de la Provincia una reclama- 
ción administrativa a los efectos previstos en la ley 
11.634. 

2 Q ) Que antes de transcurridos los seis meses a 
que se. refiere el artículo 2* de la ley 3.952, fué recibida 
en el Ministerio del Interior — en fecha 27 de agosto de 
1947 según cargo de su Mesa General de Entradas y 
Salidas (exp, 42.386 letra B, año 1947) — una nota del 
causante en la que solicitaba un pronunciamiento del 
Poder Ejecutivo sobre el reclamo interpuesto. 

3») Que no hay constancias de que el Poder Eje- 
cutivo haya aún resuelto la petición que motiva este 
juicio. Tampoco de que se haya requerido el pronto 
despacho de la misma despxws de los seis meses de for- 
mulada; siendo innocuo a los efectos del artículo 2 9 de 
la ley 3952 el presentado en un plazo menor, toda vez 
que la parte interesada carece de facultades para abre- 
viar el término que la ley acuerda al Poder Ejecutivo 
para expedirse. 

4 9 ) Que las dos notas presentadas con anteriori- 
dad a la de fs. 32 por los señores interventores federa- 
les de la provincia recurrente (fs. 10(11 y 25) no pue- 
den ser consideradas una reclamación formal en los 
términos que lo exigen las leyes 3952 y 11.634 para de- 
jar expedita la vía judicial. El Sr. Interventor Federal 
que suscribe la primera se abstiene expresamente (pa- 
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rrafo 3 9 ) de darle tal carácter, y no lo tiene, en mi opi- 
nión, la que corre a fs. 25. 

Por lo tanto, estimo que no se hallan reunidos los 
extremos que imponen las referidas leyes 3.952 y 11,634 
para que V. E. pueda dar curso a esta demanda. Buenos 
Aires, julio 27 de 1949. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos 4 'Buenos Aires, la Provincia con- 
tra Gobierno de la Nación sobre indemnización por da- 
ños y perjuicios y devolución del edificio del Casino de 
Mar del Plata", para decidir en cuanto a la competen- 
cia originaria de este Tribunal. 

Y considerando : 

Que a fs. 10 del expediente administrativo adjun- 
to, con fecha 17 de enero de 1946, el entonces interven- 
tor en la Provincia de Buenos Aires, General D. Ramón 
Albariño, se dirige al General D. Felipe Urdapilleta, 
Ministro de] Interior de la Nación, elevando a su consi- 
deración las actuaciones producidas "con motivo de la 
extinguida concesión de las salas de entretenimiento en 
los casinos marítimos de jurisdicción provincial" en las 
cuales el Fiscal de Estado y el Asesor de Gobierno ex- 
pidieron dictamen respecto a los derechos de la Pro- 
vincia y a su desconocimiento por los decretos 31.090 y 
34.189 de 1944, expedidos por el P. E. de la Nación. El 
primero de estos documentos concretamente expresa 
que la Provincia debe reclamar "la liquidación y en- 
trega de los recursos producidos por los casinos, etc.. 
que funcionan en territorio provincial y cuya explota- 
ción a cargo de la U. K. A. ha sido sustituida por fuii- 
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eionarios designados por el Superior Gobierno de la 
Nación; la entrega inmediata de los inmuebles, pertene- 
cientes a la Provincia, y de todos los muebles e imple- 
mentos afectados en garantía al cumplimiento de la 
concesión y al funcionamiento de un servicio organi- 
zado y concedido por la Provincia, que, en virtud de la 
caducidad decretada, la Administración debe entrar a 
ejecutar directamente"; y "hacer la expresa manifes- 
tación que, el Gobierno de la Nación, cargará con las 
indemnizaciones que pudieran corresponder a terceros 
en virtud del decreto nacional n Q 31.090 de noviembre 
18 de 1944, y que la Provincia se reserva, a su vez, los 
derechos a ser indemnizada por los daños sufridos o in- 
tereses dejados de percibir por el mismo decreto", 

Qua aun cuando en el oficio de fs. 10 el Interven- 
tor Federal se limita a solicitar que en presencia de k>s 
antecedentes que menciona, el Ministro del Interior 
"resuelva en definitiva lo que mejor convenga", tal 
petitorio importa sin duda requerir del Gobierno de la 
Nación un pronunciamiento sobre los referidos dere- 
chos de la Provincia, porque está fuera de duda que la 
actitud del funcionario oficiante responde al "irrenun- 
ciable deber" en que declara hallarse de salvaguardar 
4 4 los fundamentales derechos que son propios de la 
autonomía estatal" y porque el empleo de la fórmula 
transcripta ni puede importar anticipada conformidad 
con cualquier solución que a la cuestión se diera, ni es 
razonable darle otro alcance que ^1 de una expresión 
deprecatoria, que es válida en ausencia de prescripción 
legal que imponga el empleo de términos especiales. 

Que las leyes 3952 y 11.634 no requieren para la 
reclamación administrativa forma determinada alguna 
— arts. 1 y 2 — y la jurisprudencia de esta Corte no ha 
impuesto más condición a aquélla que la de que el re- 
clamo verse sobre los mismos derechos objeto luego de 
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la acción judicial, lo que en la especie ocurre — Fallos: 
190, 388; 197, 561—. 

Que por otra parte, la naturaleza del primer oficio 
de la Intervención Federal quedó inequívocamente acla- 
rada con el segundo de marzo 26 de 1946 — fs. 25 del 
expte. admin. — donde expresamente se califica de re- 
clamo al anterior y se solicita además su rápida tra- 
mitación 4 'dada la importancia de orden institucional 
que el mismo reviste". 

Que en tales condiciones con los escritos de fs. 32 
y 39 del Sr. Fiscal de Estado de la Provincia — actuan- 
do con poder suficiente — se han cumplido los recaudos 
de las leyes 3952 y 11.634 a los efectos del curso de la 
demanda. 

En su mérito — siendo de la competencia origina- 
ria de esta Corte Suprema, art. 96 de la Constitución 
Nacional — y oído e! Sr. Procurador General, se decide 
dar curso al precedente juicio. Y córrase traslado de la 
demanda por el término de treinta días al P. E., a cuyo 
efecto se librará oficio por intermedio del Ministerio 
del Interior, y al Sr. Procurador General. 

Felipe Santiago Pérez — Rodol- 
fo G. Valenzuela — Tomás 
D. Casares. 



MORLOFRA LTDA. v. ESTADO DE LA UNION 
SUDAFRICANA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte 
un estado extranjero. 

En ausencia de ley reglamentaria explícita no cabe pres- 
cindir de un mínimo de radicación efectiva en el país, 
para considerar acreditada la nacionalidad requerida a 
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los efectos de la competencia originaria de la Corte Su- 
prema en las causas entre un vecino de la Nación o de las 
provincias y un estado extranjero. 

No corresponde a la Corte Suprema conocer originaria- 
mente de la demanda promovida por una sociedad que 
si bien no pretende hallarse en alguno de los supuestos 
previstos por la ley 48 como recaudo de la jurisdicción 
ratione persa na c admitida por la Constitución anterior y 
reconoce que es una compañía foránea domiciliada en el 
extranjero, sostiene haber celebrado en el país el contra- 
to cuya rescición reclama y que de acuerdo con el Trata- 
do de Montevideo puede ser demandada en el pais. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

El pago del impuesto de justicia debe hacerse no obstante 
la incompetencia de la Corte Suprema para entender en 
la causa, porque grava !a iniciación de las actuaciones que 
requieren el ejercicio de funciones jurisdiccionales del 
tribunal. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

La sola circunstancia de tratarse de una demanda por 
daños y perjuicios no exime a la actora de estimarlos en 
la medida que sea pasible ; por lo cual, resultando de 
autos que lo ha sido, debe pagarse el impuesto de justicia 
en la forma prescripta por los arts. 94, inc. a ) y 98, 
inc a) de la ley de sello». 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La sociedad "Morlofra Limitada M — actora en es- 
te juicio — , carece de la calidad de "vecino", que «xige 
el art. 96 do la Constitución Nacional para conferir 
jurisdicción originaria y exclusiva a la Corte Suprema 
en las causas que se susciten con un Estado extranjero. 
Así se desprende del testimonio de poder agregado a 
fs. 2/3, en el cual consta que la sociedad actora tiene 
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su domicilio en la ciudad de Montevideo, capital de la 
República Oriental del Uruguay. 

Procede, por tanto, que V. E, declare su incompeten- 
cia para conocer en las presentes actuaciones. 

En cuanto al impuesto de justicia : 

Se demanda en esta causa el pago de la cantidad 
de 45.850,42 dólares, más la de $ 6.987,51 oro uruguayo, 
o lo que resulte en más o en menos según sean las com- 
probaciones que se hagan en autos; y se agrega (fs. 
57 vta.) que el impuesto definitivo de justicia se abo- 
nará " acorde con la condena que resultare, si hubiere 
lugar a la misma...' 1 . Se acompaña en ese concepto, 
provisionalmente, un sello por valor de veinte pesos 
(art 94, inc. k, decreto 9432/44, Ley 12.922). 

Tal adelanto condicional de impuesto no es acep- 
table; no lo autoriza en forma alguna la disposición 
legal invocada. 

El valor de la demanda es perfectamente determi- 
nadle y lo ba determinado la actora expresamente en 
las cantidades preindicadas a base de la documenta- 
ción y comprobación que invoca y agrega a fs. 34/38, 
traducida a fs. 43/47. A fs. 44 figurrn los valores dados 
en esta demanda. 

Habríanse cumplido así, para apreciar el monto del 
impuesto de justicia a pagar en esta demanda, los re- 
quisitos legales exigidos a que antes me he referido; y 
existiría en autos, en todo caso, la declaración estima- 
tiva de los valores en disputa formulada por la parte 
interesada a que se refiere el art. 20 del Decreto aludi- 
do donde se fija el criterio con que han de resolverse 
casos como el que motiva el presente dictamen. 

El resultado adverso de la demanda — supuesto con- 
templado ya por la actora — o lá condena en más o en 
menos de la suma exigida que pudiera contener la sen- 
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tencia que se dicte y aún un acuerdo ulterior entre las 
partes para dejar sin efecto la acción, no puede influir 
en la fijación del monto del impuesto de justicia, el que 
debe cobrarse cuando se inician las actuaciones judi- 
ciales en las condiciones predichas. 

El impuesto de justicia no ha de pagarse, por lo 
que se condena si no por lo que se demanda. 

Corresponde, pues, y así lo solicito se intime a la 
parte interesada complete dentro del termino de cinco 
días el pago de impuesto que adeuda, bajo apercibimien- 
to de multa (arts. 92, 100, 116 y 145 de la ley de papel 
sellado en vigencia), sin perjuicio de la declaración de 
incompetencia a que he hecho referencia anteriormen- 
te. — Bs. Aires, julio 22 de 1949. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos: "Morlofra Limitada c./ Estado 
de la Unión Sudafricana s./ rescisión de contrato". 

Y considerando: 

Que el art. 96 de la Constitución Nacional vigente 
establece en su primer apartado, que "la Corte Supre- 
ma de Justicia conocerá originaria y exclusivamente 
en las causas que se susciten entre la Nación o una pro- 
vincia o sus vecinos con un Estado extranjero". Res- 
pecto de los particulares, es así requisito para la pro- 
cedencia de la jurisdicción del Tribunal en los juicios 
con las naciones extranjeras, que se trate de ' i vecinos 99 
de la República o de alguna de sus provincias. 

Que no es en la especie indispensable decidir si, a 
los fines del nuevo texto constitucional, la vecindad se 
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adquiere en la forma prevista por la ley 48 — arts. 9, 
10 y 11 — para las personas físicas, las sociedades y 
corporaciones. Cualquiera sea la solución que al punto 
corresponda, es lo cierto que la firma actora no pre- 
tende hallarse en ninguno de los supuestos previstos 
por la ley citada como recaudo de la jurisdicción ratione 
personae admitida por la Constitución anterior. Reco- 
noce por lo contrario, que es una sociedad foránea, 
domiciliada en el extranjero, si bien sostiene que con 
arreglo al art. 285 del Código de Comercio celebró en 
ésta el contrato cuya rescisión pide y además, que de 
acuerdo con lo dispuesto en el Tratado de Derecho Co- 
mercial Internacional de Montevideo — Tít. 2 9 , art. 7" — 
puede ser demandada en el país. 

Que aun admitidos estos extremos como exactos, 
es lo cierto que no surge de ellos la vecindad exigida 
por la Constitución Nacional, porque en ausencia de 
ley reglamentaria explícita, no cabe prescindir de un 
mínimo de radicación efectiva en el lugar, para consi- 
derarla configurada, el que en la especie falta. 

Que por lo que hace al impuesto de justicia, su pa- 
go en el caso de autos debe hace» se pese a la incompe- 
tencia del Tribunal, porque grava la iniciación de las 
actuaciones que requieren el ejercicio de funciones ju- 
risdiccionales de esta Corte —Fallos: 201, 567; 202, 
328; 211, 12515 — . Además ha de realizarse en la forma 
proscripta por el art. 94, inc. a) y 98, inc. a) de la ley 
de sellos, porque la sola circunstancia de tratarse de 
una demanda por daños y perjuicios, no exime a la ac- 
tora de la estimación de los mismos, en la medida que 
ella sea posible —Fallos : 207, 333, cons. 5 V — . Y que en 
el caso existió esa posibilidad es indiscutible porque 
la demanda las aprecia efectuvamente.cn 45.850,42 dó- 
lares más 6.987,51 pesos oro uruguayo, sobre la base 
de los antecedentes que ella menciona. 
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En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se resuelve: 

a) Declarar que la presente causa no es de la ju- 
risdicción originaria de esta Corte Suprema de Justicia. 

b) Intimar a la actora la reposición del impuesto 
de justicia en la forma solicitada por el Sr. Procurador 
General, y al cambio oficial sobre las sumas demanda- 
das, en el término de cinco días, bajo apercibimiento de 
multa. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



SARA SAAVEDRA DE PRADERE Y OTRAS v. PROV. 
DE BTENOS AIRES 

COMPRAVENTA. 

No constituyen contrato do compraventa las actas del ex- 
pediente administrativo tramitado ante las autoridades 
provinciales de las cuales sólo resulta que la provincia 
obtuvo de los dueños conformidad para ocupar un inmue- 
ble sin intervención judicial con el objeto de ejecutar la 
obra pública a que se la afectaba y que aquéllos acepta- 
ron un determinado precio siempre que la transferencia 
se escriturase dentro del plazo fijado. 

\ EXPROPIACION : Expropiación indirecta. 

Trancurrido el plazo convenido en el expediente adminis- 
trativo sobre expropiación para que le escriturase la 
transferencia del inmueble ocupado por la provincia y 
se pagase el precio fijado, el dueño de aquél tiene de- 
recho a promover una demanda de expropiación inversa, 
para obtener la indemnización correspondiente. 
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EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

\ Si del expediente administrativo no resulta la existencia - 
de un compromiso, con vigencia actual, con respecto al 
prrtíio de las tierras ocupadas por la provincia deman- 
dada, ni el criterio para fijarlo — puesto que al no cum- 
plirse la condición consignada en uno de los documentos 
aludidos, dejaron de estar obligadas las partes a atener- 
se al valor allí determinado— no hay razón para que la 
estimación de la Corte Suprema deba atenerse a las dis- 
tintas valuaciones de la Contribución Territorial invoca- 
das por cada una de las partes si no halla objetable la 
efectuada por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

Si bien según el art. 14 de la ley 13.264 la autoridad de 
los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de expro- 
piación, salvo circunstancias especiales o de excepción, 
deja de ser indispensable para resolver la inicial dis- 
crepancia de las partes con respecto al valor de los bie- 
nes, cuando los representantes de ellas en el Tribunal de 
Tasaciones concuerdan entre sí y con los demás miem- 
bros de él, en cuyo caso debe fijarse, como precio del 
inmueble expropiado, el importe a que asciende la tasa- 
ción hecha por el mencionado organismo. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daños. 

\ A falta de prueba del dueño del inmueble, referente al 
perjuicio que el desmembramiento ausaría, según aquél, 
a la angosta y larga fracción que el trazado del camino 
deja en uno de los costados de la quinta que atraviesa, 
y de opinión del Tribunal de Tasaciones acerca de ese 
punto, no procede acordar indemnización alguna por 
aquel concepto. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

V. E. es competente para entender en estos autos 
en instancia originaria, por tratarse de una causa civil 
entre vecinos de la Capital Federal y la* Provincia de 
Buenos Aires (art. 1*, inc. V> de la ley 48). 
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En cuanto a las cuestiones debatidas en el pleito, 
ellas son, por su naturaleza, ajenas a mi dictamen. — 
Bs. Aires, setiembre 23 de 1948. — Carlos G. Rélfvno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos "Pradere Sara Saavedra de, Ga- 
yan Sara Pradere de y Rueda Marta Pradere de c./ 
Buenos Aires la Provincia sobre expropiación inversa", 
de- los que resulta : 

a) Que el Dr. Carlos Otero Monscgur, en repre- 
sentación de la Sra. Sara Saavedra de Pradere, Sara 
Pradere de Gayán y Marta Pradere de Rueda, inicia 
juicio de expropiación inversa contra la Provincia de 
Buenos Aires por una fracción de tierra sita en el Par- 
tido de Necochea, compuesta de 1 ha. 30 as. 27 cas. 
62 dems. 2 de la quinta n 9 125, en razón de la ocupación 
que la citada provincia hiciera de la fracción mencio- 
nada con fecha 20 de mayo de 1939 para la apertura 
del camino de Necochea a Juárez. Manifiesta asimismo 
que la ocupación se llevó a cabo con la conformidad de 
sus poderdantes, documentada en acta que lleva fecha 
24 de abril de 1939; pero transcurridos casi ocho años 
de infructuosas gestiones de pago se ve obligado a de- 
mandar por el cobro del inmueble ocupado, daños y ero- 
gaciones, más los intereses desde el día de la ocupación 
y costas del presente. 

b) Que el Dr. Ramón Dolí, en representación de 
la Provincia de Buenos Aires, contesta la demanda opo- 
niendo la falta de acción de la actora para iniciar juicio 
de expropiación; sostiene que ha mediado con anterio- 
ridad entre su representada y las actoras un pacto de 
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compraventa del inmueble cuestionado (según fs. 1 del 
expte. P. — 47.312/45 de la Dirección Oral, de Rentas de 
la Prov. de Bs. As.), a escriturar en determinado plazo 
según convenio de fs. 20 y prorrogado a fs. 33 del expte. 
citado; manifestando que si bien esos convenios fueron 
dejados sin efecto por las accionantes a fs. 44 del mismo 
expediente, ello lo ha sido por decisión unilateral de las 
mismas propietarias por lo que dicho convenio conserva 
toda su validez hasta tanto medie resolución judicial 
en contrario. 

Por otra parte, en caso de no prosperar la falta de 
acción que intenta, considera que el compromiso de ven- 
ta firmado por las vendedoras lo ha sido por $ 4.885,36, 
con deducción del impuesto al. mayor valor — conforme 
a lo pactado a fs. 20 del expediente administrativo ci- 
tado — y afirma que las actoras han reconocido reite- 
radamente que es ese el valor de la cosa expropiada, y 
cuyo monto, por lo demás, es el precio que la Provincia 
está dispuesta a pagar. Pide finalmente el rechazo de 
la demanda y en su defecto se la admita hasta la suma 
de $ 4.835,36 en todo concepto de indemnización por la 
expropiación del inmueble, con intereses desde el día 
de la demanda e imponiéndose las costas, en cualquiera 
de los dos casos, a los demandantes. 

Que abierta la causa a prueba por auto de fs. 24 
vta., su diligenciamiento es certificado por el Actuario 
y a fs. 62 dictamina el Sr. Procurador General; y luego 
de dar vista a las partes en atención a lo dispuesto por 
la ley 13.264, art. 31, por auto de fs. 69 se dispone la 
intervención del Tribunal de Tasaciones y se intima a 
los actores para (pie designen sus representantes. A 
fs. 76 se prorroga el plazo del Tribunal para producir 
su informe, el que es agregado a fs. 80, e impugnado 
por la parte aetora a fs. 83. 
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Considerando : 

Que ni el acta de fs. 1 ni la de fs. 20 del expediente 
administrativo configuran un contrato de compraven- 
ta. Todo lo que resulta de ellas es que la Provincia de 
Buenos Aires obtuvo de las propietarias conformidad 
para ocupar, sin intervención judicial, la tierra de que 
se trata en este juicio con el objeto de ejecutar la obra 
pública a que se la afectaba y que las dueñas aceptan 
por la tierra de que se las desposee el precio de $ 4.885,36 
siempre que la transferencia se escriture — y se haga 
en esa oportunidad el pago correspondiente — , "dentro 
de los 180 días de la fecha" (14 de marzo de 1945). Ni 
dentro de ese plazo, ni en el tiempo transcurrido des- 
pués hasta que se promovió esta demanda (24 de octu- 
bre de 1947) se escrituró la transferencia ni se forma- 
lizó el pago del precio, no obstante la ocupación en que 
la Provincia estaba desde el 20 de mayo de 1939. Con 
estos antecedentes y puesto que la Provincia mantiene 
la ocupación, no es discutible el derecho de las actoras 
a promover esta demanda de expropiación inversa pa- 
ra obtener la indemnización correspondiente. 

Que tampoco resulta de los documentos aludidos 
la existencia de un compromiso, con vigencia actual, 
respecto al precio ni al criterio con aplicación del cual 
corresponda fijarlo, puesto que al no cumplirse la con- 
dición consignada en el documento de fs. 20 dejaron 
de estar obligadas las partes a atenerse al valor allí 
determinado y al criterio con cuya aplicación se lo de- 
terminó a fs. 14 vta. 

Que, en consecuencia, no hay razón para que la 
estimación del Tribunal deba atenerse a ninguna de las 
dos valuaciones de la Contribución Territorial invoca- 
das por cada una de las partes si no halla objetable la 
efectuada por el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 
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en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución de 
fs. 69. 

Que dicho Tribunal se expide por unanimidad, con 
la presencia del representante de las expropiadas, ta- 
sando el inmueble en la suma de $ 6.513,81. En presen- 
cia de esta unanimidad corresponde dar por reproduci- 
das las consideraciones hechas en la sentencia de la 
causa "Dirección General de Ingenieros c./ Marcelino 
Musto" dictada el 25 de agosto ppdo. Como allí se dijo : 
"Si bien según el art. 14 de la ley 13.264 la autoridad 
de los jueces sigue siendo decisiva en los juicios de ex- 
propiación, salvo circunstancias especiales o de excep- 
ción, deja de ser indispensable para resolver la inicial 
discrepancia de las partes con respecto al valor de los 
bienes, cuando los representantes de ellas en el orga- 
nismo mencionado concuerdan entre sí y con los de- 
más miembros de él'\ 

Que en el dictamen del Tribunal no se abre opinión 
sobre el perjuicio que el desmembramiento causaría, 
según las actoras a la angosta y larga fracción que el 
trazado del camino deja en el costado noreste de la 
quinta que atraviesa (planos de fs. 7 y 9 del expediente 
administrativo). Y como, no obstante haber alegado las 
actoras en la demanda el hecho de que el camino dejaba 
"una fracción de quinta de imposible explotación" no 
intentó siquiera, en el transcurso del juicio, la prueba 
de ello, corresponde, en consecuencia, desechar esta par- 
te de la demanda. 

Por tanto se hace lugar a la demanda y se declara 
transferido a la Provincia de Buenos Aires la fracción 
de tierra a que aquélla se refiere y se fija en seis mil 
quinientos trece pesos con ochenta y un centavos mone- 
da nacional el importe que dicha provincia deberá pa- 
gar a las actoras en el plazo de noventa días con intere- 
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ses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación desde 
la fecha de la desposesión» Las costas se pagarán en el 
orden causado (art. 18 del decreto ley 17.920)44). 

Felipe Santiago Pérez — Rodol- 
fo G. Valenzuela — Tomás 
D. Casabes. 



ALEARDO SCOTTI v. JOHE MARIA ALVAREZ MOLINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

Las providencias que acuerdan o deniegan medidas pre- 
ventivas no son susceptibles d? recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión 
federal. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes 
\ federales. Leyes federales de carácter procesal. 

No procede el recurso extraordinario fundado en los efec- 
tos con que ha debido concederse la apelación para ante la 
Cámara Federal, respecto del auto que dispuso el embargo 
de los frutos y productos de la cosa reivindicada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario si las cláusulas 
constitucionales invocadas no guardan relación directa con 
la materia del pronunciamiento, en particular el art. 95 de 
la Constitución Nacional vigente, toda vez que las alega- 
das son resoluciones de la Corte Suprema anteriores a la 
sanción de la Carta y no se pretende que fueran dictadas 
por las vías previstas en el texto citado. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en los autos Scotti Aleardo c.| Alvarez 
Molina José María", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia última de esta 
Corte — Fallos : 213, 246 — las providencias que acuerdan 
o deniegan medidas preventivas no son susceptibles de 
recurso extraordinario entre otras razones porque en 
esos casos sólo se debaten cuestiones de hecho y de de- 
recho común o de procedimientos. 

Que esa doctrina es con mayor motivo aplicable al 
caso, donde se cuestiona los efectos con que ha debido 
concederse la apelación para ante la Cámara Federal, 
respecto del auto que dispuso el embargo de los frutos 
y productos de la cosa reivindicada. 

Que las dlúusulas constitucionales invocadas no 
guardan así relación directa con la «nateria del pronun- 
ciamiento, en particular el art. 95 de la Constitución 
Nacional vigente toda vez que las alegadas son resolu- 
ciones de esta Corte anteriores a la sanción de la Carta 
y no se pretende que fueran dictadas por las vías pre- 
vistas en el texto citado. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Felipe Santiago Péhez — Luis 
R. Lonchi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



587 



PROVINCIA DE TUCUMAN v. PAZ Y POSSE Ltda. IN- 
GENIO SAN JUAN S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a ¡a sentencia definitiva. Juicios de 
apremio y ejecutivos. 

El recurso extraordinario es, en principio, improcedente 
en los juicios ejecutivos o de apremio. 

La excepción admitida por la jurisprudencia para los su- 
puestos en que la sentencia apelada produce gravamen 
irreparable, requiere que éste resulte de los autos, a cuyo 
efecto no basta el solo planteamiento de una cuestión de 
constitucionalidad 

Corresponde rechazar el recurso en el caso en que el im- 
porte de la multa reclamada en el juicio ha sido depositado 
en calidad de embargo. 



Sentencia de Primera Instancia 

Tucumán, 24 de agosto de 1948. 

Y vistos: para resolver las excepciones de improcedencia, 
nulidad e inconstitucionalidad opuestas por la demandada en 
este juicio que por cobro de multa sigue el Gob. de la Prov. 
contra la Sociedad Paz y Posse Ltda. y 

Considerando : 

Que el apoderado del actor pide el rechazo de las excep- 
ciones opuestas por la demandada por no ser procedentes al 
no encontrarse comprendidas entre las únicas admitidas por el 
art. 7 P de la Ley de Apremio. 

En efecto, entre las cinco excepciones admitidas no figu- 
ran las opuestas: improcedencia, nulidad e inconstitucionali- 
dad de la vía de apremio y de inconstitucionalidad de las 
leyes 2018 y 2029 y su decreto reglamentario 241. 

Que habiendo sido establecidos los trámites de la vía de 
apremio en beneficio del acreedor, para asegurarle el pronto 
cobro de su crédito, ante la oposición formulada a la admisión 
de las excepciones opuestas por no estar comprendidas entre 
las taxativamente enumeradas en la ley, deberían ser rechaza- 
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das sin entrar a examinar sus fundamentos (Hugo Alsina, 
Tratado de derecho procesal, t. III, pág. 277). 

La Excma. Sala en lo Civil en fallo de fecha 7 de diciem- 
bre de 1938, recaído en los autos: 4 'Municipalidad de Tucu- 
raán v. La Eléctrica del Norte S. A." ha sostenido que no pue- 
den los jueces bajo ningún pretexto separarse del procedimien- 
to especial determinado por la ley de apremio; estableciendo 
por otra parte, esta ley en su art. 24 que "cualquier falta de 
parte de las autoridades administrativas o judiciales en lo que 
se refiere al cumplimiento de lo proscripto en el presente decre- 
to-ley será penada con la destitución del o de los empleados 
infractores". 

Alsina en su obra antes citada, en el tomo III, pág. 44 
sostiene "que la acción ejecutiva es independiente de la rela- 
ción jurídica sustancial y se acuerda al poseedor de un título 
ejecutivo, con prescindencia de toda consideración sobre la 
legitimidad del derecho que se pretende hacer valer. Puede así 
darse el caso de una acción ejecutiva válida sin que el ejecu- 
tante tenga derecho alguno". 

Tanta severidad se explica si se tiene presente que en el 
juicio de apremio la sentencia no causa ejecutoria y que de 
acuerdo al art. 1* de la ley siempre queda librada al deman- 
dado su acción por la vía ordinaria si considera lesionado su 
derecho. 

Que no obstante ello, por excepción la Corte Suprema de 
la Nación ha considerado como definitivas aquellas sentencias 
dictadas en juicios de apremio susceptibles de causar agravios 
de imposible o tardía reparación ulterior (S. Corte de la Pro- 
vincia in re : "Gobierno de la Prov. v. Luis A. Vasconi, 18-111- 
44) ; estableciendo que, excepcionalmente, en esos casos, es pro- 
cedente la excepción de inconstitucionalidad, o cuando ella se 
refiere al procedimiento mismo del apremio, en cuyo caso la 
resolución contraria causa gravamen irreparable (Alsina, 
Obra citada). 

Por ello, dada la naturaleza de las excepciones opuestas 
debe considerarse la eficacia de las mismas. 

Improcedencia, nulidad e inconstitucionalidad de la vía de 
apremio. Que por ley del 22 de octubre de 1887 — que deroga 
la de creación del "Tribunal de Medicina" del 2 de junio 
de 1863 — se crea un "Consejo de Higiene Pública", ley ésta 
que es derogada por la de fecha 16 de marzo de 1900, que crea 
el "Consejo de Higiene" (ver colección de leyes y Decretos 
Vigentes, V, I), denominación que perdura hasta que es dic- 
tado el Decreto-ley de Presupuesto del 31 de enero de 1944 
en que pasa a denominarse "Dirección Provincial de Sanidad" 
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(Publicación oficial — año 1944 — Tip. Cárcel Penitenciaria). 

Que posteriormente se promulga el 3 de enero de 1947 la 
ley N 9 2016 por cuyo art. l v se crea el Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social, disponiendo el art. 13 que las de- 
pendencias de la Dirección Provincial de Sanidad, con su per- 
sonal y partidas de pastos pasarán al nuevo Ministerio, repar- 
tición ésta que al reemplazar a la desaparecida absorbiéndola, 
se encarga en la actualidad de velar por el cumplimiento de 
las disposiciones legales sancionadas para el logro de sus altos 
propósitos de Salud Pública. 

Con el fin de conseguir el cumplimiento de disposiciones 
legales contenidas en las leyes 2018 y 2029 y su decreto regla- 
mentario 241 recurre a la vía de apremio en virtud del dere- 
cho que le acuerda el art. 108 de la ley n 9 1685 que dispone: 
"Las multas impuestas por el Consejo de Higiene (hoy Minis- 
terio de Salud Pública) se ejecutarán por vía de apremio". 

Que ante esta disposición de carácter general, carece de 
consistencia el argumento de la demandada de que no procedo 
el cobro por la vía de apremio de las multas impuestas en 
virtud de lo dispuesto por la ley 2018 fundado en que las Cáma- 
ras Legislativas deliberadamente suprimieron al sancionar la 
ley la expresa disposición en tal sentido contenida en el pro- 
yecto del P. E. 

En efecto, si tal hubiese sido el pensamiento del legisla- 
dor, ante una disposición terminante de la ley, hubiera debi- 
do así hacerlo constar expresamente, ya que de acuerdo a lo 
dispuesto por el art. 17 del C. Civil "Las leyes no pueden ser 
derogadas en todo o en parte, sino por otras leyes". 

Que habiendo fundado la excepción de inconstitucionali- 
dad de la vía de apremio en la improcedencia de la misma pov 
no estar autorizada por una ley, debe rechazarse la misma al 
quedar demostrado lo contrario en los considerandos que an- 
teceden. 

InconstUucionnlidad de las leyes Nos. 2018 y 2029 y su 
decreto reglamentario 241. — Que como queda dicho en con- 
siderando anterior, para que proceda esta excepción de incons- 
titucionalidad contra el principio general sentado por la juris- 
prudencia de que la misma no procede porque contraría a la 
naturaleza del procedimiento y los derechas del apremiado se 
hallan suficientemente garantidos por el juicio ordinario (Al- 
sina, Obra citada) es menester que su posible rechazo de plano 
sea susceptible de causar agravios de imposible o tardía repa- 
ración ulterior, o cuando puedan derivarse visiblemente para 
el demandado daños irreparables. 

Que como sostiene la Suprema Corte de la Prov. en la 
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causa : "Gob. do la Prov. v. Luis A. Vascoin" 18-111-1944" 
la interpretación del Tribunal Nacional en el punto, no ha sido 
inflexible 11 fundada siempre en la posibilidad de que el agra- 
vio inferido sea irreparable por exlineión material de las per- 
sonas o eosas afectadas por el procedimiento apremiante". 

Que del examen de las circunstancias particulares de la 
causa no sur «re que la demandada se halle en algunas de las 
situaciones tenidas en cuenta por la Corte Nacional, ya que 
habiendo depositado en calidad de embargo la suma reclamada, 
no le causaría ningún gravamen irreparable esperar la resolu- 
ción definitiva de un juicio ordinario, dada su capacidad eco- 
nómica, (pie se evidencia al haber depositado en efectivo el 
elevado monto demandado y el hecho de no estar afectado el 
normul funcionamiento del establecimiento industrial de su 
pertenencia. 

Que no estando reunidos los requisitos necesarios para que 
se haga procedente la excepción opuesta, la misma debe ser 
rechazada, sin perjuicio de que la pueda hacer valer en el 
correspondiente juicio ordinario. 

Por lo expuesto, resuelvo: 

Xo hacer lugar, con costas, a las excepciones de impro- 
cedencia, nulidad e ineonstitucionalidad de la vía de apremio 
y de ineonstitucionalidad de las leyes 2018 y 2029 y su decre- 
to reglamentario 241 opuestas por la Sociedad "Paz y Posse 
Ltda. Ing. San Juan S. A. M en esta demanda (pie por apremio 
le signe el Gob. de la Provincia. En consecuencia llévese ade- 
lante el apremio basta (pie el acreedor se haga pago íntegro 
del capital reclamado con mas sus intereses y costas. — Jaime 
de Zaralía. 



Sentencia »e Segunda Instancia 

Tu-uinan. abril 19 de 1949. 

Y vistos: Iíl recurso de apelación interpuesto y adhesión 
del mismo a los autos: "Gobierno de la Provincia v. La So- 
ciedad Paz y Posse Ltda. s./ cobro de multa" y 

Considerando : 

Por los fundamentos dados por el Tribunal in re: "Go- 
bierno de la Provincia v. la Sociedad Anónima Justiniano 
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Frías s./ cobro de multas", marzo 8 de 1949, la sentencia recu- 
rrida debe ser confirmada. 

Que en cuanto a los honorarios apelados por altos y bajos, 
del apoderado Rodrigo, resultando efectivamente elevados, ellos 
deben reducirse a su justo límite. 

Por ello se resuelve : 

Confirmar con las costas del recurso, la sentencia apelada 
de fs. 83/86 cuya parte dispositiva dice: "No hacer lugar con 
costas, a las excepciones de improcedencia, nulidad e inconsti- 
tucionalidad de la vía de apremio y de incon&titucionalidad 
de las leyes Nos, 2018 y 2029 y su decreto reglamentario 
N* 241 opuestas por la Sociedad "Paz y Posse Ltda. Inp. San 
Juan S. A." en esta demanda que por apremio le sigue el Qob. 
de la Provincia; en consecuencia llévese adelante el apremio 
hasta (pie el acreedor se haga pago íntegro del capital recla- 
mado con más sus intereses y costas". — Alberto Gallo Caín- 
zo. — Jorge (¡oulu. — Carlos F, Aguilar. 



Dictamen del Puocuradoh Gknkhal 

Suprema Corto : 

Tratándose de un juicio do apremio el recurso ex- 
traordinario, por cuya denegatoria se deduce esta que- 
ja, sólo podría declararse procedente si de la ejecución 
de la sentencia resultara un agravio de imposible repa- 
ración ulterior (Conforme Fallos 182, 293; 185, 188, 
etc.), extremo que no resulta acreditado en autos toda 
vez que el importe de la multa reclamada en el juicio 
ha sido depositado en calidad de embargo (fs, 22). 

Por ello, y por cuanto de la copia del recurso extra- 
ordinario presentada por el apelante resulta haberse 
omitido la pertinente referencia a los hechos de la cau- 
sa, considero que corresponde desestimar el presente 
recurso directo. Buenos Aires, setiembre 6 de 1949. — 
Carlos G. Del fino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en los 'autos Tucumán la Provincia c.| 
Paz & Posse Ltda. Ingenio San Juan, S. A.", para deci- 
dir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que como acertadamente dictamina el Sr. Procu- 
rador General el recurso extraordinario es en principio 
improcedente en los juicios ejecutivos o de apremio. — 
Fallos : 210, 396 y otros—. 

Que es cierto que se ha declarado igualmente que 
debe concedérselo en los supuestos en que la sentencia 
apelada produce gravamen irreparable. Pero está fuera 
de duda que esa circunstancia debe resultar de los au- 
tos y no puede de ordinario, consistir en el solo plantea- 
miento ele una cuestión de constitucionalidad, en cuanto 
la excepción admitida por tal vía bastaría para derogar 
el principio general. 

Que en tales condiciones, en presencia de la cir- 
cunstancia que destaca el dictamen del Sr. Procurador 
General y el fallo del juez de la causa — fs. 22 — corres- 
ponde desechar el recurso directo. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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OVIDIO JOSE TABORDA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes 
federales* 

Procede el recurso extraordinario fundado en la inteli- 
gencia del art. 51 del decreto ley 29.375/44, reformado 
por el 14.584/46, respecto de la decisión contraria al de- 
recho que el recurrente funda en aquél. 

SERVICIO MILITAR. 

La incorporación al servicio militar no se consuma en el 
acto de la presentación a la convocatoria que es la pri- 
mera de las obligaciones en orden a la conscripción para 
la que se llama al ciudadano. 

La presentación exigida por el art. 51 del decreto 29.375/44 
reformado por el 14.584/46 "para cumplir con las obliga- 
ciones de la conscripción* ' es aquella con la que el presen- 
tado pónese a disposición de las autoridades militares de 
modo que su incorporación se haga posible. 

SERVICIO MILITAR. 

El ciudadano que se presenta en la fecha de la convoca- 
toria, pero (fue antes de ser incorporado a las filas y reci- 
bir estado militar hace imposible que la incorporación 
se consume, por fugarse del destino que le asignaron las 
autoridades militares, comete la infracción prevista en el 
art. 51 del decreto ley 29.375/44, reformado por el 
14.584/46. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Resolución. Revocación d¿ la 
sentencia apelada. 

Revocada la sentencia apelada, por considerar la Corte 
Suprema que comete la infracción prevista en el art. 51 
del decreto ley 29.375/44, reformado por el 14.584/46, 
quien no obstante haberse presentado ante las autoridades 
militares en la fecha de la convocatoria, para cumplir con 
las obligaciones de la conscripción, se substrae después 
a las mismas e imposibilita con eHo la incorporación, 
procede devolver los autos a la Cámara respectiva para 
que dicte nueva sentencia. 
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Sentencia del Juez Federal 

Santa Pe, mayo 12 do 1949. 

Y vistos : La omisa instruida contra ol ciudadano Ovidio 
José Taborda, clase 1926, matrícula 6.193.430, Distrito Mili- 
tar n 9 36, Of. Enroladora do Santa Fe, 2* sección, por infrac- 
ción al art. 29 do la ley 12.913; y 

Considerando : 

I. Que en la época de hi convocatoria do su clase Tabor- 
da se encontraba alojado en la cárcel de Villa Devoto, siendo 
entregado por la Policía Federal al ('ornando de la 1* División 
de Ejército el día 4 de setiembre de 1947. Autorizado a visi- 
tar a sus familiares que residen en b ciudad de Rosario, no 
regresó, siendo aprehendido el 19 do febrero del año ppdo. y 
siendo incorporado al Regimiento 12 do Infantería por haber 
resultado apto para todo servicio. 

II. Que a fs. 4 ol imputado prestó declaración indaga- 
toria explicando su intervención en el hecho origen de esta 
causa. 

III. Que en el caso de autos se trata de establecer si el 
imputado ha cometido infracción al servicio militar o si ha 
desertado de las filas del ejército. El expediente instruido por 
las autoridades militares y agregado como prueba ofrece dic- 
támenes contradictorios en razón de que ;il producirse los mis- 
mos los funcionarías que las suscriben carecían de los elemen- 
tos de juicio suficientes al respecto. Así lo hace notar ol 
señor Auditor, Jofo de la Sección Justicia del Comando Gene- 
ral de Regiones* Militares, Mayor I). Horacio Lucio Mai- 
nar (fs. 74). 

IV. Que de las constancias del sumario administrativo 
a que se hace referencia se desprende que hasta el momento 
del permiso que le fuera concedido a Taborda para trasladarse 
a Rosario, ésto no había sido sometido al examen médico de 
práctica. Vale decir, que aun no se conocía si por su estado 
físico sería o no incorporado. Carecía, pues, de estado militar, 
estaba en la condición de un simple agregado, y, en conse- 
cuencia, mal podía cometer deserción, falta ésta sólo atribuíale 
a quien es dado de alta efectiva y que desde oso momento 
se encuentra sometido al régimen de disposiciones legales que 
rigen la vida do las fuerzas armadas. 

Que, por estas consideraciones, ol suscripto estima que 
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Ovidio José Taborda ha consumado la infracción prevista por 
el art. 29 de la ley 12.913. 

Por ello, y atento a la penalidad solicitada por el Sr. Pro- 
curador Fiscal en la audiencia de fs. 7, 

Resuelvo : 

Condenar a Ovidio José Taborda, clase 1926, matrícula 
6.193.430, D. M. 36, a sufrir la pena de dos meses de servicio 
continuado en las filas del ejército permanente, sin perjuicio 
del cumplimiento del tiempo que por sorteo le haya corres- 
pondido. — Salvador M. Dana Montano. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, 14 de junio de 1949. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Taborda, Ovidio José — inf. 
art. 29 ley 12.913" (exp. n* 14.692 de entrada). 

Y considerando que : 

Primero. Se procesa a Ovidio José Taborda, por conside- 
rarlo ineurso en la infracción prevista en el art. 29 del decre- 
to n° 29.375/44 v .sus complementarios, ratificados por la 
ley 12.913. 

Segundo. De las constancias obrantes en el expediente 
administrativo que el D. M. 36 remitió al Juzgado Federal 
de Santa Fe, a los efectos de una mejor ilustración, resul- 
ta que: 

a) El acusado no pudo presentarse con los de su clase 
(el día 12 de febrero de 1947, según lo expresa la cédula agre- 
gada a fs. 9) por encontrarse detenido en la Alcaidía de Con- 
traventores de Buenos Aires, bajo proceso; por lo que se lo 
tuvo por no presentado con causa justificada; 

b) Al recobrar su libertad, Taborda fué entregado por la 
Policía Federal al Comando de la Primera División de Ejér- 
cito, que lo destinó al Regimiento 1 de Infantería * 4 Patricias", 
en donde fué dado de alta agregada el 3 de septiembre de 
1947 (fs. 58); permaneciendo en esa "situación a la espera 
del reconocimiento médico que debía practicarle la Sección 
Sanidad de la D. 1, el que no pudo efectuarse por las razones 
ya expresadas en este expediente, siendo dado de baja agre- 
gada con fecha 27-X-47" (fs. 59, punto 2). Cabe agregar 
qué 1 la falta del reconocimiento médico no le es en absoluto 
imputable a Taborda; 
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c) Con fecha 22 de octubre de 1947, el Jefe del Desta- 
camento de la Unidad, autorizó al causante para trasladarse 
a Santa Fe "a fin de visitar a sus familiares, en razón de 
alegar el mismo que desde hacía aproximadamente nueve meses 
no los veía". Como Taborda no tenía medios para volver al 
Regimiento 1 de Infantería "Patricios", se presentó en el 
Regimiento 12 de Infantería de guarnición en Santa Fe, ges- 
tionando el pasaje correspondiente para trasladarse hasta Bue- 
nos Aires, habiendo conseguido que del Regimiento 1 le envia- 
ran la suma de diez pesos a tal efecto. Pero, el acusado no se 
presentó, por lo que se libró orden de captura en su contra; 

ch) Detenido por la Policía Federal, Delegación Santa 
Fe, el 19 de febrero de 1948 es puesto a disposición del D. M. 
36, quien ordena su traslado al Regimiento 12 de Infantería, 
donde os dado de alta agregada con fecha 23 del mismo mes. 
Cumplido el año de servicio que le correspondía por sorteo, 
oportunamente fue dado de baja; 

d) La falta de regreso del acusado al Regimiento 1 de 
Infantería 1 ' Patricios" fué calificada en marzo 5 de 1948, 
por el auditor del Comando de la 3* Región Militar como 
"deserción simple' ' (fs. 40/1), ratificada, en julio de 1948, 
por el Sr. Jefe de la Sección Justicia del Comando General de 
Regiones Militares (fs. 48/9) ; y rectificada, en enero de 1949, 
por el mismo Jefe de la Sección Justicia, en el sentido de 
que "procede efectivamente considerarlo como "infractor al 
servicio militar" y no como "desertor" (fs. 74). Sobre la 
base de esta última calificación se vuelve :i acusar a Taborda 
ante el Juzgado Federal de Santa Fe por infracción al art. 29 
del decreto 29.375/44 y sus complementarios, ratificados por 
la ley n v 12.913, pues debe advertirse que la primera acusación 
fué retirada en virtud de lo dispuesto (fs. 53 vta.) por el Co- 
mando de la 3° Región el 13 de agosto de 1948, que para 
tomar tal decisión tuvo en cuenta el dictamen de julio de 1948 
(no se expresa el día). 

Tercero. El art. 51 del decreto n» 29.375/44, de acuerdo 
con la modificación introducida por el decreto n* 14.584/46, 
ambos ratificados por la ley 12.913, establece que "el argenti- 
no que no .se presente sin causa justificada en la fecha fijada 
para cumplir con sus obligaciones de la conscripción, cum- 
plirá un recargo hasta de un año...". Con esta redacción 
se ha obviado la aparente dificultad que presentaba el art. 71 
de la ley anterior — 4707 — al emplear el vocablo "incorpore'*. 

En un caso que guarda estrecha analogía con el presente, 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación (t. 192, p. 11), 
interpretando dicho art. 71 expresó que "...En realidad ha 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



597 



empleado el verbo il incorporarse" en forma impropia, como si 
fuera sinónimo de " presentarse" cuando la obligación que 
impone la ley es la de comparecer ante la autoridad militar 
en la fecha de la convocatoria". 

Cuarto. En tales condiciones, Taborda no debe ser con- 
siderado infractor al llamado, desde que al término de su de- 
tención fué conducido al Comando de la I* División de Ejér- 
cito, que lo destinó al Regimiento 1 de Infantería "Patricios", 
donde permaneció 49 días a disposición de las autoridades 
militares. La falta de regreso al Regimiento, posterior a la 
presentación, no configura la infracción que se le imputa. 

Por ello y oído el Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve: 

Revocar la resolución apelada, obrante a fs. 95/96 y absol- 
ver al ciudadano Ovidio José Taborda, clase 1926, matrícula 
individual 6.193.430, Distrito Militar 36, de la presente que- 
rella. — Juan Carlos I/ubary. — Manuel Granados. — Santos 
J. Saccone. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos " Taborda Ovidio José s.| inf. art. 
29 ley 12.913", en los que se ha concedido a fs. 104 el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que está en cuestión la inteligencia de una norma fe- 
deral cual es, el art. 51 del decreto ley 29.375 144 refor- 
mado por el 14.584|46 y la decisión ha sido contraria al 
derecho que el recurrente funda en ella. 

Que se trata de saber si el ciudadano que se presenta 
en la fecha de la convocatoria, pero que antes de ser in- 
corporado a las filas y recibir estado militar, por el he- 
cho de fugar del destino que le asignaron las autorida- 
des militares hace imposible que la incorporación se 
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consume, comete o no la infracción definida en el pre- 
cepto legal que se acaba de citar. 

Que según dicho precepto es infractor "el argen- 
tino que no se presente, sin causa justificada, en la 
fecha fijada para cumplir con sus obligaciones de la 
conscripción". Esa fecha es, sin duda, por de pronto, 
la de la primera convocatoria, porque esa presentación 
es, cronológicamente, la primera de las obligaciones en 
orden a la conscripción para la que se lo llama. Pero ni 
según la letra ni según el espíritu del precepto es in- 
fractor quien eludo solamente esa presentación. Siendo 
que la incorporación no se consuma en el acto de la pre- 
sentación a la convocatoria, pues requiere ciertos trá- 
mites previos como el del inc. 1* del art. 41 de la ley 
orgánica militar, la "presentación" exigida por e\ art. 
51 "para cumplir con las obligaciones de la conscrip- 
ción" es aquella con la que el presentado pónese a dis- 
posición de las autoridades militares de modo que, me- 
diante el cumplimiento de los requisitos aludidos, su 
incorporación se haga posible. Quien no obstante pre- 
sentarse en la fecha de la convocatoria se substrae des- 
pués a la disposición mencionada e imposibilita con ello 
la incorporación para la que se le ha convocado y se ha 
presentado, comete la infracción del art. 51 porque sin 
ello no hay cumplimiento de "las obligaciones de la 
conscripción". 

Por tanto y con el alcance determinado en el último 
considerando se revoca la sentencia apelada en cuanto 
ha sido materia del recurso, debiendo volver los autos 
a la Cámara para que en vista de este pronunciamiento 
dicte nueva sentencia. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Lonohi — .Tomás D. Ca- 
sares. 
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MANUEL MARIA GARA Y v. ADMINISTRACION ({ral. 
DE LOS F.F. C.C. DEL ESTADO 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Generalidades. 

El recurso ordinario de apelación en tercera instancia pa- 
ra ante la Corte Suprema no ha sido expresamente estable- 
cido por el art. 95 de la Constitución Nacional. Aun cuan- 
do pudiera considerárselo subsistente, lo sería en las con- 
diciones establecidas por la ley 4.055, por aplicación de la 
doctrina del Tribunal de que la sanción de la Constitu- 
ción no impone la caducidad de las leyes videntes no con- 
tradictorias con ella. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Juicios en que ¡a Nación es parte. 

Para la procedencia del recurso ordinario de apelación so 
requiere — seprún los ines. 1 y 2 del art. 3 do la ley 4055 — 
que la suma disputada exceda de cinco mil pesos m/n. en- 
tendiéndose por suma disputada aquélla en que se pre- 
tende se modifique la sentencia recurrida, sin computar al 
efecto las condenaciones accesorias. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de setiembre de 194M. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en los autos Garay Manuel María c.| Ad- 
ministración Oral, de los FF. CC. del Estado", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que está fuera de duda que el recurso ordinario 
de apelación en tercera instancia para ante esta Corte 
no ha sido expresamente establecido por el art. 95 de la 
Constitución Nacional, que no hace referencia alguna 
al mismo. 
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Que si pese a tal circunstancia el referido recurso 
pudiera considerarse subsistente, lo sería en las condi- 
ciones y con los requisitos establecidos por la ley 4055, 
por aplicación de la doctrina de esta Corte de que la 
sanción de la Const. Nacional no impone la caducidad 
de las leyes vigentes no contradictorias con ella. — Fa- 
llos: 213, 185 y otros. 

Que una reiterada jurisprudencia de esta Corte ha 
establecido, con fundamento en los ines. 1 y 2 del art. 
3 de la ley 4055, que para la procedencia del recurso or- 
dinario se requiere que la suma disputada exceda de los 
cinco mil pesos m¡n., entendiéndose al efecto por suma 
disputada, aquélla en que se pretende se modifique la 
sentencia recurrida — Fallos: 212, 249 y otros — sin 
computar al efecto las condenaciones accesorias. Fallos: 
199, 394; 211, 19 y otros. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
B. Longhi — Tomás D. Ca- 
sabes. 



CUARETA Y Cía. 

ADUANA : Infracciones. Alteración del destino. 

No procede la aplicación de una multa por evasión frau- 
dulenta de los derechos de aduana, fundada en la sospe- 
chosa actuación de la sumariada, si la misma sentencia 
que impone dicha sanción declara que no corresponde eki- 
gir el pago de aquéllos por no ser posible afirmar que los 
efectos hayan sido introducidos sin tributar derechos. 
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PRESCRIPCION : Prescripción en materia penal. Tiempo. Aduana. 

El plazo de prescripción de las acciones tendientes a la 
imposición de las multas establecidas por las Ordenanzas 
de Aduana, hállase regido por el art. 433 de las mismas. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Al dictaminar a fs. 469 en la queja interpuesta por 
la parte actora a raíz de la denegatoria del recurso ex- 
traordinario deducido a fs. 442, me expedí por su pro- 
cedencia, lo que así ba resuelto V. E. a fs, 470. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de representante especial, el que 
ya ha asumido ante la Corte la intervención que le co- 
rresponde (fs. 486). Buenos Aires, setiembre 2 de 1949. 
— Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos "Cuareta y Cía. — Aduana 339- 
D- 1943", en los que a fs. 470 esta Corte Suprema de- 
claró procedente el recurso extraodinario (*). 

Y considerando: 

Que la multa sobre cuya imposición se pronuncia la 
sentencia apelada de fs. 435 se funda en la omisión 
dolosa del pago de los derechos de aduana correspon- 
dientes a las chapas en cuestión, eximidas de ellos al 
tiempo de ser introducidas en el país en razón del des- 



(1) Ver loa antecedentes en el t. 214, pág. 294. 
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tino para el que se las introdujo y del cual habrían sido 
luego desviadas (conf. la resolución de fs. 47 y el art. 
74 ley 11.281 t. o. que es su fundamento legal). 

Que la causa de la multa está, pues, en el incumpli- 
miento doloso de la obligación aludida. 

Que si a juicio del tribunal que dictó la sentencia 
recurrida "la falta de una prueba fehaciente respecto 
a la fecha de importación de esos 20.572 kgs. (de chapas 
barreras industrializadas) y si estaban o no liberados 
de derechos aduaneros llevan a la conclusión de que, 
en la duda, no puede exigirse a la sumariada el pago de 
los derechos dispensados", (subrayado en la sentencia) 
la misma duda obliga a juzgar acerca de la multa — que 
os el efecto — del mismo modo como se juzga respecto 
a la causa, es decir, estando a lo más favorable al pro- 
cesado (art. 29 de la Constitución). 

Que todo cuanto se expone en la misma sentencia 
sobre la actuación sospechosa de la sumariada en la 
adquisición y utilización de las chapas y en oportuni- 
dad del sumario, no puede fundar la distinción hecha 1 en 
ella entre el juicio correspondiente a ln procedencia del 
cobro de los derechos y el relativo a la legitimidad de 
la multa porque, como se acaba de expresar, con esta 
última se sanciona la evasión fraudulenta del derecho 
de aduana que comporta el hecho de haber desviado a 
una mercadería del destino que justificaba la exención. 
Por consiguiente, si según la sentencia recurrida no se 
puede afirmai' que la mercadería en cuestión fuera in- 
troducida sin tributar derechos, la multa queda sin fun- 
damento cualesquiera sean las sospechas que suscite la 
actuación de la sumariada. 

Que en lo relativo a la interpretación del art. 433 
de las Ordenanzas de Aduana la sentencia apelada se 
ajusta a la jurisprudencia de esta Corte (Fallos: 200 f 
419). 
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Por tanto se confirma la sentencia apelada en cuan- 
to a la aplicación que en ella se hace del art. 433 de las 
Ordenanzas de Aduana y se la revoca en lo demás que 
lia sido materia del recurso. 

Felipe Santiago Pérez — Rodol- 
fo G. Valenzuela — Tomás 
D. Casares. 



NACION ARGENTINA v. BLANCA LUZ AMALIA 

MORENO 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

\ Teniendo en cuenta la discrepancia de los peritos propues- 

tos por las partes, con respecto al valor del terreno ex- 
propiado, con cuyas opiniones tampoco concuerda la del 
Tribunal de Tasaciones, de la ley 13.264, y la circunstan- 
cia de haberse efectuado recientemente por la Corte Su- 
prema una estimación concreta para un lote próximo y de 
análogas características, corresponde guiarse por el crite- 
rio aplicado por la Corte en dicho caso. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. 

Para la determinación del valor de las mejoras del in- 
N mueble expropiado corresponde atenerse a la estimación 

efectuada por el Tribunal de Tasaciones, excepto de aque- 
llas con respecto a las cuales haya en autos elementos que 
autoricen a apartarse de la misma. 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 2 de abril de 1948. 

Y vistos: los de expropiación segruidos por el Gobierno 
Nacional contra Da. Blanca Luz Amalia Moreno, de los que 
resulta : 

Que en nombre del actor el Dr. José M. Pizarro, demanda 
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la expropiación de una fracción de campo incluso mejoras, 
situada en el lugar denominado " Santa Leocadia", Pedanía 
Calera, Departamento de Santa María de esta Provincia, com- 
puesta por los lotes 7 y 9 y demarcada con los Nros. 69 a. y 
69 b. en el plano 960-D, con una superficie total aproximada 
de 85 hectáreas, 20 áreas, y consigna en concepto de total in- 
demnización (fs. 1) la suma de 8.640 m$n. por la tierra y la 
de pesos 1.124,55 m$n. por las mejoras existentes. 

Citada a juicio la demandada, comparece a fs. 17 acom- 
pañando título de propiedad, dándole participación a fs. 36 v. 
Se realiza la audiencia prescripta por la ley (fs. 60), donde la 
demandada acepta la acción y manifiesta disconformidad con 
la indemnización ofrecida, sometiéndose el precio a juicio de 
peritos. 

Abiertos a prueba, el perito del actor (fs. 157) confirma 
el precio asignado a la tierra y aumenta en $ 1.250,45 el valor 
atribuido a las mejoras en oportunidad de iniciarse la deman- 
da. El perito propuesto por la parte demandada, sin hacer 
discriminación de ninguna índole, establece que el valor in- 
demnizable debe ascender a la suma de $ 60.000. Se realiza 
la audiencia para alegar sobre las pruebas aportadas (fs. 182) 
3' se llaman autos para sentencia. 

Considerando : 

Que para fijar el valor de la fracción á< sub-lite M debe te- 
nerse en consideración que se trata de un inmueble ubicado 
sobre el camino nacional pavimentado de Córdoba a Carlos 
Paz, (ruta 20) distante aproximadamente 25 kilómetros de 
esta Capital, en zona turística de intenso tráfico, especialmen- 
te en las épocas en que el turismo se acentúa. La caracte- 
rística del terreno distingue una parte llana que da sobre el 
camino aludido, y faldeo serrano a medida que se aleja del 
mismo. 

Que solamente el perito del actor hace este distingo, por 
lo que debe aceptarse su discriminación, teniéndose especial- 
mente en cuenta el fallo dictado por la Corte Suprema en 
fecha 28 de noviembre de 1947 (in re : Gob. Nacional c. José 
Crosétto) sobre un fundo situado sobre el mismo camino del 
de autos, razón que autoriza establecer el precio de m$n. 700 
la hectárea para la zona "C", (25 hectárAs) y de $ 250 pa- 
ra la zona "E". que debe ampliarse su superficie a 20 hectá- 
reas, y el de $ 75 para el resto del campo considerado como 
faldeo serrano. Son $ 25.515 m/n. 

Que en cuanto a las mejoras se acepta la valuación atri- 
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buida por el perito del actor, por ser la única prueba técnica 
de autos. Son 2.375 m$n. 

Que hasta aquí la indemnización totaliza la suma de 
m$n. 27.890, y con arreglo al art. 2511 del Cód. Civil y su 
nota, corresponde reparar el perjuicio directo solicitado por 
la parte demandada a fs. 61, y que la jurisprudencia estima 
en un 10 %, esto es $ 2.789 m/n. lo que hace en definitiva 
ascender el monto total a la suma de $ 30.679 m/n. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: Haciendo lu- 
gar a la demanda y declarando transferido al Estado Nacional 
Argentino el dominio de las fracciones 69 a. y 69 b. demarca- 
das en el plano 960-D., incluso mejoras, con una superficie 
total aproximada de 85 hectáreas, 20 áreas, ubicadas en el lu- 
gar denominado "Santa Leocadia", Pedanía Calera, departa- 
mento de Santa María de esta Provincia por el precio total de 
$ 30.679 m/n., con más sus intereses a estilo baneario sobre el 
total desde la fecha de toma de posesión hasta el retiro d? 
fondos, y sobre la diferencia entre lo consignado y lo manda- 
do pagar, desde entonces hasta su efectivo pago. Con costas 
a cargo del actor. — R. Barraco Mármol. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, julio 30 do 1948. 

Y vistos: considerando: 

Que con respecto a las mejoras debe aceptarse el criterio 
del perito del actor ya que no han sido especialmente discri- 
minadas por el perito de la parte demandada. 

Que en cuanto a la tierra, la sentencia del a qno le fija 
un precio equitativo, pues aunque la mayoría de las hectáreas 
las aprecia en suma inferior a cien pesos nacionales él resulta 
compensado con las que en mejor ubicación les asigna un 
valor muy superior a esa suma. 

Que a lo dicho puede agregarse, que a muchas leguas de 
esta ciudad no es dable encontrar a cualquier rumbo, tierras 
que valgan menos de cien pesos por hectárea. Las mismas ex- 
propiaciones que se ventilan en el tribunal, presentan nume- 
rosos casos en que el propio demandante ha consignado, por 
terrenos de sierra, a más de veinte leguas de la ciudad, valores 
superiores a cien pesas por hectárea. 

Por esto y por sus fundamentos se confirma, con costas, 
la sentencia apelada — Litis M. Allende. — Miguel A. Aliaga. — 
Rodolfo Otero Capdevila. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Los recursos ordinarios de apelación interpuestos 
a fs. 251 y 252 son procedentes, dado el monto del agra- 
vio contenido en la sentencia y lo dispuesto en el artícu- 
lo 3*, inciso 2* de la ley 4.055. 

Corresponde, pues, que V. E. entre a conocer del 
fondo del asunto, y requiera, a ese efecto, los informes 
respectivos al Tribunal de Tasaciones (artículos 31 y 
14 de la ley 13.264). 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco tiene cons- 
tituido representante especial, el que ha tomado ya 
ante V. E. la intervención que le corresponde (fs. 254). 
Buenos Aires, octubre 9 de 1948. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos " Gobierno Nacional v. Blanca Luz 
Amalia Moreno s.| expropiación", en los que se han 
concedido a fs. 251 v. y 252 v. los recursos ordinarios de 
apelación. 

Considerando : 

Que según el informe del perito D. Roberto Oscar 
Izquierdo (fs. 157) el límite norte del terreno objeto de 
este juicio de expropiación lo constituye la Sierra de 
Ochoa, cuyo faldeo de pendiente sud oeste alcanza a 
los dos tercios de la propiedad. Se trata de una zona con 
montes, apta para pastoreo. Esas ondulaciones, según 
el mismo perito, van perdiendo importancia hasta lie- 
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gar a formar un estrecho valle en buenas condiciones 
para el desarrollo agrícola. Esta misma descripción es 
la que hace del terreno el Tribunal de Tasaciones de 
la ley 13.264. 

Que mientras el perito de la parte actora justipre- 
cia el valor del campo en $ 8.640,45 y las mejoras en 
$ 2.375,00, el perito de la parte demandada estima el 
valor de la tierra y las indemnizaciones, sin discrimi- 
nar, en $ 60.000,00 "(fs. 153). 

A su vez el Tribunal de Tasaciones valúa el terre- 
no en $ 10.478,60 y las mejoras en $ 7.920,00. 

Que en lo que concierne al valor de la tierra este 
Tribunal tiene ya formada estimación concreta sobre 
un lote próximo al que motiva este juicio y de análogas 
características (sentencia del 28 de julio ppdo. en la 
carosa * 4 Gobierno Nacional v. Comercios Argentinos 
S. A. Financiera y Comercial"), por lo cual correspon- 
de mantener ese precio. En consecuencia, se fija para la 
primera zona de llano y faldeos con montes naturales, 
que llega hasta el camino pavimentado, compuesta de 
14 has. 98 as. 29 cas., el precio de $ 600,00 m|n. la hec- 
tárea. Para la segunda zona de valles con montes na- 
turales, formada por 17 has. 01 as. 71 cas. el de m$n. 
140,00 la hectárea y para la tercera zona de serranía 
con pequeños faldeos que importa 53 has. 20 as. 91 cas. 
el precio de $ 50,00 m|n. la hectárea. 

Que en cuanto a las mejoras resulta demostrado, 
de la prueba acumulada en autos, que tres pozos exis- 
tentes en la finca han ocasionado un gasto total de m|n. 
2.557,30, ver recibos de fs. 193, 195 y 204. Los desmon- 
tes han costado m$n. 924,65 de acuerdo con los recibos 
de fs. 81, 187, 189, 190, 194, 199, 200, 215 y 218. En lo 
demás corresponde atenerse al dictamen del Tribunal 
de Tasaciones de la ley 13.264, o sea reconocer m$n. 
450,00 como costo de una habitación construida en mam- 
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postería de cal; m$n. 50,00 por un horno para hacer 
pan y por los alambrados existentes en la finca m$n. 
1.620,00 lo que hace un total de m$n. 5.601,95 en con- 
cepto de mejoras. Es de hacer notar que el perito de la 
parte demandada dice en su informe ya citado que res- 
pecto a las mejoras deja constancia que hace años se 
han paralizado los trabajos iniciados, y que si bien se 
notan los efectos de una gran actividad que se había 
puesto en movimiento en aquella oportunidad, la acción 
del tiempo, después del abandono, ha borrado los deta- 
lles necesarios para una apreciación responsable, por 
lo que carece de elementos suficientes para emitir un 
juicio serio a su respecto. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al monto que deberá pagarse al expropiado, que será 
la resultante de la liquidación a efectuarse sobre la ba- 
se establecida en los precedentes considerandos. Res- 
pecto a las costas del juicio, deberán ser satisfechas 
en el orden causado por ser el monto total que corres- 
ponderá pagar inferior a la suma ofrecida más la mi- 
tad de la diferencia entre ésta y lo reclamado por la 
demandada. 

Felipe Santiago Pérez — Rodol- 
fo G. Valenzuela — Tomás 
D. Casares. 



HECTOR GONZALEZ IRAMAIN v. EDUARDO COLOM 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución 
contraria. 

Es improcedente el recurso extraordinario si de los pro- 
pios términos del mismo se desprende que la resolución 
recurrida se ha pronunciado por la validez del precepto 
legal controvertido. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión 
federal. Cuestiones federales simples. Interpretación de la Consti- 
tución Nacional. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado por el 
apelante en el art. 29 de la Constitución Nacional, y en 
que el pronunciamiento por el cual se declara operada la 
prescripción de la acción penal mientras los fueros par- 
lamentarios del querellado impedían el trámite de la mis- 
ma importa violación de la defensa en juicio. (Voto del 
Ministro Dr. Tomás D. Casares). 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos 4 i Recurso de hecho deducido por 
el querellante en los autos González Iramain Héctor c./ 
Colom Eduardo'', para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que de los propios términos del recurso interpues- 
to, se desprende que la resolución recurrida se ha pro- 
nunciado por la validez del precepto legal controverti- 
do y, en consecuencia, el caso no se halla comprendido 
en ninguna de las causales enunciadas en el art. 14 de 
la ley federal n° 48. 

Por tanto se declara improcedente el recurso de 
queja interpuesto por el recurrente. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares (en disidencia). 
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Disidencia del Sexok Ministro Docto» D.. Tomás D. 

Casakes 

Considerando: 

Que el recurrente funda el recurso denegado en 
el art. 129 de la Constitución Nacional sosteniendo que 
e] pronunciamiento por el cual se declara operada la 
prescripción mientras los fueros parlamentados del 
querellado impedían el trámite de la acción importa 
violación de la defensa en juicio del derecho ejercitado 
por él mediante esta última. 

Que si bien no hay en la sentencia apelada deci- 
sión expresa del punto federal, el auto denegatorio del 
recurso reconoce que la hay implícita, y, de todos mo- 
dos, aunque no mediara este reconocimiento, ello no 
sería óbice para la procedencia de la apelación, intro- 
ducida como fué oportunamente la cuestión federal. 

Que el planteamiento expuesto en el primer con- 
siderando encuadra expresamente en el inc. 3 V del 
art. 14 de la ley 48 pues la resolución de que se apela 
comporta una inteligencia de las disposiciones consti- 
tucionales alegadas (art. 29 y G2) contraria a la vali- 
dez del derecho que el recurrente funda en ellas. En 
cuanto lo resuelto implica considerar compatibles con 
la inviolabilidad de la defensa (art. 29 de la Constitu- 
ción) las disposiciones del Código Penal que habrían 
impuesto en este caso la prescripción declarada no obs- 
tante mediar con respecto al trámite de la causa el im- 
pedimento que se acaba de recordar, importa descono- 
cimiento del derecho fundado en la Constitución Na- 
cional. 

Por tanto se declara mal denegado el recurso ex- 
traordinario. Diríjase oficio a la Excma. Cámara de 
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Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capi- 
tal para que remita los autos principales a esta Corte 
Suprema 

Tomás D. Casares. 



ROBERTO MILEO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia 
definitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

^ Ni la resolución denegatoria de la excarcelación bajo 
caución juratoria ni el auto de prisión preventiva revis- 
ten el carácter de sentencia definitiva a los efectos del 
recurso extraordinario 



CATALINA KELLY WARD DE SMYTH 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Costa*. 

Las costas del recurso extraordinario deben ser pagadas 
en el orden causado, solución a la que no es óbice el ar- 
tículo 274 del Cód. Supletorio ( 2 . 

HONORARIOS: Regulación, 

Tratándose de un recurso extraordinario la única reprula- 
ción que debe practicar la Corte Suprema es la corres- 
pondiente a los trabajos practicados en la instancia y 
atinentes al recurso resuelto por el tribunal. 



(1) 22 de setiembre de 1949.. Fallos: 145, 140; 212, 104. 

(2) 26 de setiembre de 1949. F:illos: 207, 154; 211. 462. 
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VICENTE SOLIVELLAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión 
federal. Cuestiones federales complejas. Inconstitucionalidad de' nor- 
mas y actos nacionales. 

Es procedente el recurso extraordinario que se funda en 
X la interpretación del art. 7* y concordantes del decreto 
^ n 9 5103/45 — ratificado por la ley 12.921 — reglamentario 
del ejercicio de las profesiones de doctor en ciencias eco- 
nómicas, actuario y contador público en todo el territorio 
del país, así como en la incompatibilidad entre dichas dis- 
posiciones, interpretadas con el alcance que les atribuye 
la sentencia recurrida, y los arts. 14 y 17 de la anterior 
Constitución, que aseguran el derecho a trabajar y ejercer 
una profesión lícita. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduc- 
ción dv la cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito 
de interposición del recurso extraordinario. 

No procede tomar en consideración la cuestión referente a 
la violación de la norma constitucional de la igualdad 
planteada por primera vez en el escrito de interposición 
del recurso extraordinario. 

PROFESIONES LIBERALES. 

El art. 2 V del decreto n 9 5103/45, reglamentario del ejer- 
cicio de las profesiones de doctor en ciencias económicas, 
actuario y contador público, refiérese claramente al ejer- 
cicio de la profesión por cuenta propia, con exclusión de 
quienes, actuando en una relación de subordinación o 
dependencia, la ejercen por cuenta y bajo la dirección 
o responsabilidad de otros que les retribuyen sus servicios. 
El art. 7 9 del mencionado decreto se refiere a las casos en 
que por haberse realizado las tareas con independencia 
y responsabilidad propias frente a terceros, no hayan con r 
figurado una relación de subordinación o dependencia, 
expresa y categóricamente excluida por el art. 2 9 . 
No procede, pues, inscribir en el registro a que se refiere 
el decreto 5103/45, a quienes han desempeñado tareas de 
contadores tan sólo como empleados de firmas que reali- 
zan trabajos de contabilidad para terceros. 
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LEY: Interpretación y aplicación. 

No siendo presumibles la contradicción o el absurdo ea 
los términos de las leyes, deben ser interpretadas, cuan- 
do ello sea posible, de modo que armonicen sus disposi- 
ciones. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
trabajar. 

^ El derecho de trabajar y ejercer toda industria lícita 
hállase sujeto a las leyes que reglamentan su ejercicio y 
no se altera por la imposición de condiciones que, lejos de 
ser arbitrarias y desnaturalizarlo, guardan adecuada pro- 
porción con la necesidad de salvaguardar el interés pú- 
blico comprometido con el ejercicio de las profesiones de 
que se trate. 

PROFESIONES LIBERALES. 

El Gobierno Nacional tiene facultades para determinar los 
requisitos conforme a los cuales habrán de ser ejercidas 
las profesiones liberales, entre ellos los referentes a la 
comprobación del conjunto de conocimientos indispensa- 
bles para declarar a una persona en posesión de la res- 
pectiva capacidad profesional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 
nalidad. Leyes nacionales. Administrativas. 

Los arts. 2 9 y 7* del decreto 5103/45, ratificado por la 
ley 12.921, interpretados en el sentido de que impiden 
inscribir en el registro respectivo a quienes han desempe- 
ñado tareas de contadores tan solo como empleados en 
firmas que realizan trabajos de contabilidad para terce- 
ros, no privan de derechos adquiridos ni son violatorios 
de los derechos de propiedad y de trabajar. 

PROFESIONES LIBERALES. 

Con arreglo a los arts. 2* y V del decreto 5103/45, ratifi- 
cado por la ley 12.921, el ejercicio de las funciones pro- 
pias de las profesiones de que se trata, como empleado de 
una firma que realiza trabajos de contabilidad para ter- 
ceros, da derecho a la inscripción en el respectivo regis- 
tro. La relación de dependencia a que se refiere el art. 2 P 
del decreto no es la que el profesional ha tenido con una 
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empresa o sociedad por intermedio de la cual los dadores 
de trabajo han obtenido asistencia técnica. (Voto del Mi- 
nistro Dr. Tomás D. Casares). 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, diciembre 18 de 1948. 
Autos y vistos. Considerando: 

No siendo el caso del art. 220 de la ley 50, no ha lugar a 
la apertura a prueba solicitada. 

Qué hallándose el recurrente en relación de dependencia 
con el dador del trabajo (art. 2 Q del decreto 5103/45, ley 
12.921), y no formando parte de la entidad social en la que 
presta servicios profesionales (art. 8 o , inc. b), de la misma 
ley, se confirma la resolución del Consejo Profesional, que 
no hace lujrar al pedido de inscripción en el Registro Especial 
de no graduados formulado por el recurrente D. Vicente So- 
livellas. — Horacio García Ramx. — Maximiliano Consoli. — 
José Irvsta Cornet. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

D. Vicente SolivcHas, manifestando hallarse en las 
condiciones previstas en el art. 7 9 del decreto 5103/45, 
ley 12.921, por haberse desempeñado como contador 
profesional en la organización Deloitte, Plander, Grif- 
fiths y Cía., se presentó ante el Consejo Profesional 
de Ciencias Económicas solicitando su inscripción en el 
Registro Especial de No Graduados. 

Desestimado su pedido recurrió ante la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital. Esta ha confirma- 
do la resolución por considerar que, habiéndose pres- 
tado los servicios en relación de dependencia con el da- 
dor de trabajo, es de aplicación el art. 2* del mismo 
decreto. 
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Se halla, pues, en juego, la interpretación de nor- 
mas federales, y la decisión es contraria a la pretensión 
que el interesado funda en la inteligencia de una de 
ellas. El recurso extraordinario es por tanto proceden- 
te de conformidad con el inc. 3*, art. 14 de la ley 48, y 
así debe declararse. 

En cuanto al fondo del asunto. 

Dice el art. 7 V : 4 'Las personas, asociaciones o socie- 
dades de personas que en el momento de entrar en vi- 
gencia este decreto-ley prueben fehacientemente que 
desempeñan o hubieren desempeñado funciones, car- 
gos, empleos o comisiones excepto en la administración 
pública que pudieran considerarse propias del ejerci- 
cio de las profesiones en la forma definida en el art. 2 9 , 
podrán inscribirse por sí o por mandatario dentro de 
los 90 días en un Registro Especial de Xo Graduados 
que a tal efecto llevará cada Consejo Profesional". 

El art. 2 V dispone: "Se entiende por ejercicio de 
las profesiones mencionadas, aquél que se realiza en 
forma individual, sin relación de dependencia con el 
dador del trabajo, consistiendo la retribución en hono- 
rarios, conforme al respectivo arancel". ' 

Para resolver el caso ocurrente ha debido concillar- 
se lo que estas dos normas prescriben e» lo relativo al 
alcance de los vocablos "empleos" (art. 7 9 ) y 4 4 sin re- 
lación de die pendencia con el dador del trabajo" (art. 

Mas la decisión del a-quo, en base a los términos 
subrayados del art. 2 9 y sin tomar en cuenta si la situa- 
ción del interesado está o no contemplada en el art. 7*, 
prescinde por completo de este último. 

Es verdad que surge cierta dificultad para confor- 
mar ambas prescripciones en lo que el caso concierne, 
mas si aparentemente una norma jurídica está práctica- 
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mente derogada por otra de la misma ley, es función del 
intérprete armonizar la supuesta contradicción legal. 
¿Puede acaso admitirse como consagrada a-priorí 'en 
la ley la inoperancia absoluta y fatal del derecho que 
otorga el art. 7* a quienes desempeñan o hubieren des- 
empeñado empleos, interpretándose el art. 2* en el sen- 
tido de que la inscripción no procede, sin admitir distin- 
gos, por la sola circunstancia de que la actividad pro- 
fesional se haya manifestado en el ejercicio de un 
empleo? 

Toda norma legal tiene por primordial función la 
de ser susceptible de producir efectos jurídicos, y cuan- 
do la interpretación literal puede conducir al absurdo 
opuesto, ella debe, ante todo, ser eliminada. 

No es del caso, pues, asignar un efecto excluyente 
al art. 2* respecto del 7 9 , sino establecer sus respectivos 
campos de acción en forma tal que cada uno de ellos, y 
de acuerdo con el espíritu general que informa a la ley, 
esté llamado a encuadrar y regir distintos concretos. 

Sentado este principio como criterio rector, corres- 
ponde analizar el caso de autos. 

Se trata de una "persona que manifiesta haber des- 
empeñado actividades de contador profesional en una 
organización que realiza trabajos de contabilidad para 
terceros. Prescindiendo de la exactitud de tal afirma- 
ción, y de si la naturaleza de los servicios prestados es 
o no suficiente para acreditar idoneidad a efectos de 
que se conceda el beneficio reclamado, pues tales cues- 
tiones, a más de no estar en discusión, son en principio 
ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte, co- 
rresponde averiguar si en la especie la forma de retri- 
bución de los servicios invocados es factor decisivo 
para la improcedencia de la inscripción solicitada, co- 
mo lo ha entendido el tribunal a-qtio. 
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Por lo que he expuesto precedentemente, y sen- 
tado con carácter de principio fundamental el de que 
la prestación de servicios bajo el régimen de empleo 
no es por sí sola causa suficiente para denegar la ins- 
cripción, el problema a dilucidar debe plantearse en 
los siguientes términos: si la ley (art. 7 9 ), establece la 
presunción de idoneidad en favor de quienes han des- 
empeñado empleos ¿en qué casos cede, ante dicha pre- 
sunción, la exigencia del art. 2* de que los servicios se 
hayan prestado sin relación de dependencia? 

Para ello es preciso tener presente que las funcio- 
nes que está contemplando el art. 7 9 , para crear la pre- 
sunción de referencia, son aquellas que: 

l 9 tienen, por su naturaleza, carácter contable; y 

2* están referidas, necesariamente, a libros de co- 
mercio pertenecientes a quienes no tienen, con el que 
realiza la tarea, ningún vínculo jurídico que reconozca 
por origen una relación de dependencia. 

Y si estos dos requisitos se cumplen respecto de 
la persona que solicita la inscripción, no se le puede 
exigir, además, que tampoco tenga relación de depen- 
dencia con la organización profesional. 

La disposición del art. 2 9 es un impedimento para 
que puedan inscribirse los que solamente realizaron 
actividades contables referidas a los libros del propio 
empleador, pero si tales servicios profesionales se han 
prestado desde una organización, el vínculo entre ella 
y la persona que realizó el trabajo no interfiere el be- 
neficio, pues la relación de dependencia hay que exa- 
minarla respecto del titular de los libros sobre los cua- 
les se realizaba la contabilidad. 

Lo contrario llevaría al absurdo qu* anteriormente 
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lie resonado, e importaría declarar como letra muerta 
una prescripción legal. 

En consecuencia, estimo corresponde que V. E. 
revoque el fallo apelado, en el aspecto en que ha podido 
ser materia de recurso. — Bs. Aires, mayo 13 de 1949. 
— Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, setiembre 26 de 1949. 

Vistos los autos: "Solivellas, Vicente — apela re- 
solución Consejo Profesional de Ciencias Económicas", 
en los que se lia concedido a fs. 28 el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 28 
es procedente en cuanto se funda en la interpretación 
del art. 7- y concordantes del decreto tí 9 5103/45 rati- 
ficado por la ley 12.921, reglamentario del ejercicio de 
las profesiones de doctor en ciencias económicas, ac- 
tuario y contador publico en todo el territorio del país 
(Fallos: 11(>, 8), así como en la incompatibilidad entre 
dichas disposiciones, interpretadas con el alcance que 
les atribuye la sentencia recurrida, y los arts. 14 y 17 
de la anterior Constitución que aseguran el derecho a 
trabajar y ejercer una profesión lícita (Fallos: 133, 
99). La cuestión referente a la violación de la norma 
constitucional de la igualdad, en la que también se ha 
pretendido fundar el recurso al interponerlo, no puede 
ser tomada en consideración por habérsela planteado 
por primera vez en esa oportunidad (Fallos: 17, 432; 
212, 105 y 258). 
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Que el art. 7" del decreto 5103/45 establece como 
requisito para la inscripción en el Registro Especial 
de Xo Graduados, que las personas, asociaciones o so- 
ciedades a que se refiere prueben fehacientemente el 
desempeño do "funciones, cargos, empleos o comisio- 
nes, excepto en la administración pública, que pudieran 
considerarse propias del ejercicio de las profesiones 
en la forma definida en el art. *2 V " del mismo decreto. 

Que, según dicho art. 2 V , "se entiende por ejercicio 
de las profesiones mencionadas, aquél que se realiza en 
forma individual, sin relación de dependencia con el 
dador del trabajo, consistiendo la retribución en hono- 
rarios, conforme al respectivo arancel". 

Que esta última disposición refiérese claramente 
al ejercicio de la profesión por cuenta propia, con ex- 
clusión de quienes, actuando en una relación de subordi- 
nación o dependencia, la ejercen por cuenta y bajo la 
dirección o responsabilidad de otros que les retribuyen 
sus servicios. Dicha norma no se limita a exigir que la 
profesión se ejerza en forma individual, sin relación 
de dependencia con el dador del trabajo sino que expre- 
samente agrega que la retribución debe consistir en 
honorarios, con lo cual destaca la autonomía que debe 
caracterizar al ejercicio de las profesiones a que alude. 

Que las palabras "cargos" y "empleos", utiliza- 
das en el art. 7 V del decreto, no significan necesaria- 
mente ocupación en relación de subordinación o depen- 
dencia. "Cargo" es, según el Diccionario de la Acade- 
mia Española, "dignidad, empleo, oficio (9* acepción), 
y "empleo" es "acción y efecto de emplear" que, a 
su vez, significa "ocupar a uno/encargándole un ne- 
gocio, comisión o puesto" (1 ? acepción). Empleo es tam- 
bién "destino, ocupación, oficio" en la 2 ? acepción. A 
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su vez, por "puesto" se entiende "cargo, empleo, oficio 
u ocupación", según la 6 ? acepción. 

Que no siendo presumible la contradicción o el ab- 
surdo en los términos de las leyes y debiendo interpre- 
társelos, cuando ello sea posible, de modo que armoni- 
cen sus disposiciones (15)0, 571; 194, 371; 211, 1628) 
corresponde concluir que la mención de los " cargos" 
y 1 i empleos" en el art. 7 Q con expresa referencia a su 
desempeño en las condiciones previstas en el art. 2 9 
— que excluye la relación de dependencia — hállase di- 
rigida a prever la ocupación caracterizada por la in- 
existencia de subordinación. De otro modo habría una 
clara incongruencia entre las disposiciones de los arts. 
2 y 7 del decreto 5103/45. 

Que el art. 7 sólo se ha referido, así, a los casos en 
que por haberse realizado las tareas con independencia 
y responsabilidad propias frente a terceros, no hayan 
configurado una relación de subordinación o dependen- 
cia, expresa y categóricamente excluida por el art. 2, 
al que se remite y del cual no podría prescindirse sin 
suprimir uno de los requisitos expresamente estableci- 
dos por el primero para la procedencia de la inscrip- 
ción. 

Que esta interpretación, coincidente con lo que re- 
sulta del art. 56, inc. c) in fhte del decreto N 9 4460/46, 
concuerda, además, con los fundamentos expuestos en 
los considerandos del decreto-ley 5103/45, que ponen 
de manifiesto el propósito de limitar el ejercicio de la 
profesión a aquellas personas que por su título o por su 
desempeño anterior independiente ofrecen no sólo una 
garantía de capacidad sino también de mayor respon- 
sabilidad en el cumplimiento de las tareas que se les 
confíen. 

Que, por otra parte, la salvedad efectuada tanto 
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por la Comisión de Información Interna y No Gradua- 
dos en el sentido de que la denegación de la inscripción 
no priva a los interesados de continuar desempeñando 
las actividades que ejercían, según consta en otras cau- 
sas similares que esta Corte Suprema ha examinado y 
resuelto juntamente con ésta — ver entre otras expíes. 
C. 45, fs. 10 y 11 ; F. 27, fs. 22, 23 y 33— demuestra, con- 
cordantemente con lo establecido en el art. 57 del decreto 
4460/46, que con la sanción del decreto-ley 5103/45 sólo 
se ha tratado de impedir la extensión de dichas activi- 
dades más allá de los límites dentro de los cuales se ha- 
brán desarrollado hasta entonces, lo cual no importa 
lesión constitucional de ninguna especie. 

Que la norma así interpretada no es, en efecto, in- 
compatible con las disposiciones constitucionales que 
aseguran el derecho de trabajar y ejercer toda industria 
lícita. Como lo ha declarado el Tribunal en ocasiones 
anteriores, ese derecho hállase sujeto a las leyes que 
reglamentan su ejercicio y no se altera por la imposición 
de condiciones que, como en el caso de autos, lejos de ser 
arbitrarias y desnaturalizaría, guardan adecuada pro- 
porción con la necesidad de salvaguardar el interés pú- 
blico comprometido con el ejercicio de las profesiones 
de referencia (conf. Fallos: 117, 432; 133, 99; 168, 400; 
197, 569; 199, 483). Por lo demás, la facultad del Gobier- 
no Nacional para determinar los requisitos conforme a 
los cuales habrán de ser ejercidas las profesiones libe- 
rales, entre ellos los referentes a la comprobación del 
conjunto de conocimientos indispensables para decla- 
rar a una persona en posesión de la respectiva capaci- 
dad profesional, ha sido reconocida por la jurispruden- 
cia de esta Corte Suprema (Fallos : 207, 159), sin que al 
respecto puedan invocarse en el caso derechos adquiri- 
dos en virtud de alguna ley anterior (Fallos: 161, 328; 
197, 569). 
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Por tanto, oído el Sr. Procurador General, confír- 
mase la sentencia apelada en lo que ha sido materia del 
rceurse extraordinario. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares (en füsidevHaq. 

Disidencia del Señor Ministro Doctor D. Tomás D. 

Casares 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario, debidamente fun- 
dado en el escrito de fs. .'Í4, es procedente porque está 
en tela do juicio la inteligencia de una norma federal, 
cual es el decreto 5103/4'), que regula el ejercicio de 
las profesiones de doctor en ciencias económicas, actua- 
rio y contador "en todo el territorio de la República" 
y la decisión definitiva de fs. 22 es contraria al derecho 
que alega el recurrente. 

Que no se cuestionó en ningún n omento, ni las re- 
soluciones de fs. ó, 10 y 22 hacen reserva alguna sobre 
el particular, — lo cual quiere decir que tienen al hecho 
por probado — , el desempeño por parte del recurrente, 
conforme a lo establecido en el art, 7*, de "funciones, 
cargos, empleos o comisiones, excepto en la adminis- 
tración pública, que pudieran considerarse propias del 
ejercicio de las profesiones en la forma definida en el 
art. 2", según el cual "se entiende por ejercicio de las 
profesiones mencionadas, aquel que se realiza en forma 
individual, sin relación de dependencia con el dador del 
trabajo, consistiendo la retribución en honorarios, con- 
forme al respectivo arancel". 
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Que la denegatoria de que se recurre se funda en 
el hecho de que la actuación profesional invocada por 
el recurrente para pedir su inscripción en el registro 
de "no graduados", fué cumplida como empleado de 
una empresa auditora. Trátase, pues, de saber 6Í ello 
comportó la "relación de dependencia con el dador del 
trabajo" a que se alude en el art. 2°. 

Que como bien lo observa el Sr. Procurador Gene- 
ral el art. 7°, que exige la prueba del ejercicio "en la 
forma definida en el art. 2 V ", se refiere expresamente al 
desempeño de "funciones, cargos, empleos o comisio- 
nes. . . ". Lo que quiere decir que para la ley en cues- 
tión el ejercicio de funciones propias de las profesiones 
de que se trata puede dar derecho a la inscripción cuan- 
do fué cumplido en un empleo. En consecuencia la ex- 
presión "en la forma definida en el art. 2*" que emplea 
el art. 7* sólo puede referirse a las exigencias del art. 
2 9 compatibles con lo dispuesto en aquél. 

Que la expresión del art. 2 9 "en forma individual, 
sin relación de dependencia con el dador del trabajo" 
alude claramente a la independencia del profesional con 
respecto a aquél para*quien ejecuta el trabajo de su pro- 
fesión. "Dador del trabajo" es, en el sentido de este 
artículo, quien requiere para sí la asistencia o servicio 
técnico que tiene la aptitud de prestar el profesional 
de que se trata. Y por ende, la "relación de dependen- 
cia" de que allí mismo se hace mención es la que dicho 
profesional ha tenido en orden a la prestación de ese 
servicio, y no la que tuvo con una empresa o sociedad 
por intermedio de la cual obtuvieron los "dadores del 
trabajo" la asistencia técnica aludida. Ésta les fué 
prestada, en su concreta realidad, por la persona del 
profesional mediante cuya individual actitud la Socie- 
dad responde a los pedidos de servicios profesionales 
que se le hagan. 
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Que, por consiguiente, el Sr. Solivellas ha desen- 
vuelto su actividad profesional en las condiciones del 
art. 2% vale decir en forma individual, sin ser depen- 
diente de quienes se valieron de ella. Es verdad que ejer- 
ció su profesión como empleado pero no de los " dadores 
del trabajo" en el sentido que se acaba de explicar, sino 
de una organización o sociedad que actuaba como inter- 
mediaria para la ocupación de sus servicios; forma ésta 
de dependencia comprendida en el ' i desempeño de em- 
pleos" que menciona expresamente el art/7 9 . 

Por tanto se revoca la resolución apelada de fs. 
22 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D. Casares. 



JOSE RODRIGUEZ DELGADO 

COXSTJTUCIOX XACIOXAL: Derecho* y garandas. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

Es inadmisible la alegación de haberse violado la garantía 
x de la defensa en juicio, por no haberle dado al recurrente 
oportunidad para conocer las razone en que se fundó la 
denegación de la inscripción- por él solicitada al Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Fede- 
ral, a fin de hallarse en condiciones de rebatirlas, y por 
no haberse abierto la causa a prueba ante la Cámara Fe- 
deral, si resulta de los autos que el interesado tuvo opor- 
tuno conocimiento del informe en que se fundó la resolu- 
ción denegatoria, y ante la Cámara de Apelación se abs- 
tuvo de solicitar la apertura a prueba y de ofrecer la que 
tuviera. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Varios, 

Es irrevisible por medio del recurso extraordinario lo 
resuelto por la sentencia apelada acerca de la falta de 
prueba suficiente respecto de las tareas realizadas por el 
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recurrente en la Capital, con anterioridad a la fecha en 
que entró en vigencia el decreto-ley 5103/45, reglamenta- 
rio del ejercicio de las profesiones de doctor en ciencias 
económicas, actuario y contador público. Tampoco incumbe 
a la Corte Suprema pronunciarse acerca de la improce- 
dencia de la adopción de las medidas para mejor proveer 
declarada por el tribunal apelado, tanto por ser potesta- 
tivas de éste cuanto por tratarse de materia procesal ajena 
al recurso de referencia. 

CONSTITUCION NACIONAL: Const Nacionalidad e inconstitucio- 
nalidad. Leyes nacionales. Administrativas. 

Los arts. 2 9 y T del decreto 5103/45 ratificado por la ley 
12.921 no privan de derechos adquiridos ni son violato- 
rios de los derechos de propiedad y de trabajar. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, mayo 11 do 1940. 
Autos y vistos; considerando: 

I) Que el recurso de nulidad no fué interpuesto contra la 
resolución del Consejo, por lo que el que se pretende sustentar 
en esta instancia es improcedente y así se declara. 

II) En cuanto al de apelación: 

Que de la declaración jurada de fs. 12 surge que el 
recurrente ha realizado tareas para una sola firma con domi- 
cilio en la Capital Federal, con anterioridad al l 9 de marzo 
de 1945. 

Que no se ha acreditado la realización de tales tareas, 
según así resulta de lo informado por el Contador del Consejo 
a fs. 13, ni tampoco se ha aportado prueba alguna al respecto 
ante esta instancia. 

Que los demás trabajos denunciados lo han sido para fir- 
mas con domicilio fuera de la jurisdicción del Tribunal, lo que 
impide al mismo, disponer medidas para mejor proveer a su 
respecto. 

En su mérito, se confirma la resolución del Consejo Pro- 
fesional que no hizo lugar a la inscripción de D. José Rodrí- 
guez Delgado en el Registro de No Graduados, debiendo el inte- 
resada ocurrir ante quien corresponda. — Horacio García 
Rams. — José R. Irusta Cornet. — Maximiliano Consoli. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

La sentencia apelada de fs. 46 declara: 

V) que las tareas que invoca el recurrente como 
realizadas en la Capital Federal no han sido probadas; 

2 V ) que los demás trabajos denunciados lo han 
sido para firmas con domicilio fuera de la jurisdicción 
del Tribunal, lo que impide al mismo disponer medidas 
para mejor proveer debiendo el interesado ocurrir an- 
te quien corresponda. 

En el primer aspecto la cuestión es meramente de 
hecho y prueba, y en el segundo la sentencia no es de- 
finitiva. No procede, pues, el recurso extraordinario, 
el que debe declararse mal concedido a fs. 51 vta. Bue- 
nos Aires, agosto 10 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 le setiembre de 1949. 

Vistos los autos 4 'Rodríguez Delgado José, apela 
resolución del Consejo Profesional de Ciencias Econó- 
micas", en los que se ha concedido a fs. 51 vta. el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

Que la alegación de haberse violado en el presente 
caso la defensa en juicio por no haberse dado al recu- 
rrente oportunidad para conocer las razones en que se 
fundó la denegación de la inscripción por el Consejo, a 
fin de hallarse en condiciones de rebatirlas, y por no 
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haberse abierto la causa a prueba ante la Cámara Fe- 
deral es inadmisible. En cuanto a lo primero, porque el 
interesado tuvo oportuno conocimiento del informe de 
fs. 18, como resulta de lo expuesto por él mismo a fs. 41 
del memorial que presentó en segunda instancia, y con 
respecto a lo segundo porque se abstuvo de solicitar la 
apertura a prueba y de ofrecerla ante la Cámara. 

Que lo resuelto por la sentencia apelada acerca de 
la falta de prueba suficiente respecto de las tareas reali- 
zadas en la Capital con anterioridad a la fecha en que 
entró en vigencia el decreto-ley 5103/45, es irrevisiblc 
por medio del recurso extraordinario. Tampoco incum- 
be a esta Corte Suprema pronunciarse acerca de la no- 
procedencia de la adopción de las medidas para mejor 
proveer declarada por el tribunal apelado, tanto por 
ser potestativas de éste cuanto por tratarse de materia 
procesal ajena al recurso de referencia. 

Que, por otra parte, según el art. 18 del decreto- 
ley 5103/45, corresponde a los consejos profesionales 
de Ciencias Económicas, dentro de sus respectivas ju- 
risdicciones, crear y llevar las matrículas correspon- 
dientes a las profesiones que aquél reglamenta. Por con- 
siguiente, la realización por no graduados de los tra- 
bajos a que se refiere el art, 7 del decreto, debo ser acre- 
ditada ante el Consejo que tiene jurisdicción sobre el 
lugar en que aquéllos se efectuaron. De otro modo la 
correspondiente inscripción, a cargo de cada consejo, 
quedaría, en casos como el presente, supeditada a lo que 
resolviera el de otra jurisdicción sobre materia propia 
de cada uno de ellos. 

Que las alegaciones referentes a la violación de los 
derechos de propiedad y de trabajar deben ser desesti- 
madas, de acuerdo con lo resuelto por esta Corte Su- 
prema en la sentencia pronunciada en el día de la fo- 
cha en la causa "S. 12 — XI — Solivellas A'iccnti»", 
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cuyos fundamentos so dan aquí por reproducidos, en 
lo pertinente. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, confírmase la sentencia apelada en lo que ha 
podido sor materia del recurso extraordinario. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes. 



JOSE GRINSTETN 

CONSTI TVCIOX XA CIOXA L : Derechos ;/ (jaranitas. Defensa 
en juicio. Procedimiento }/ sentencia. 

Si de los autos no resulta que en las actuaciones realiza- 
v das ante el Consejo Profesional de Ciencias Económicas 
se haya dado al recurrente oportunidad para producir 
prueba tendiente a desvirtuar las circunstancias invoca- 
das en los informes en los cuales se funda la denegatoria 
de la inscripción, y el pedido formulado expresamente 
con dicho objeto ante la Cámara de Apelaciones fué des- 
estimado por esta no obstante lo cimI dicho tribunal con- 
firmó la resolución denegatoria del Consejo por no haberse 
desvirtuado las circunstancias en que ella se fundó, debe 
concluirse (pie se ha privado al interesado de la oportu- 
nidad necesaria para probar los hechos en que funda el 
derecho que invoca, con violación de la «raro ni ¡a de la 
defensa en juicio. 

RECURSO EXTRA ORDIXA RIO : Resolución. Revocación de U 
sentencia apelada. 

líevoeada por la Corte Suprema la sentencia apelada por 
recurso extraordinario, por haberse privado al recurrente 
de la oportunidad necesaria para probar los hechas en 
que funda un derecho que invoca, con violación de la jra- 
rantía de la defensa en juicio, corresponde devolver ci 
expediente al tribunal de procedencia, a fin de que tra- 
mite la causa con arreglo a derecho. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por las razones que hice valer hi re "Solivellas Vi- 
cente" (expte. S. 12, L. XI), que en homenaje a la bre- 
vedad doy por reproducidas, estimo procedente la ape- 
lación extraordinaria interpuesta y considero que co- 
rresponde revocar el fallo del a quo en el aspecto en 
que ha podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 
agosto 10 de 1949. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos: "Grinstein José — apela resolu- 
ción del Consejo Profesional de Ciencias Económicas", 
en los que se ha concedido a fs. 55 el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando : 

Que de los autos no resulta que en las actuaciones 
realizadas ante el Consejo Profesional de Ciencias Eco- 
nómicas se haya dado al recurrente oportunidad para 
producir prueba tendiente a desvirtuar las circunstan- 
cias invocadas en los informes de fs. 14 y fs. 21, en los 
cuales se funda la denegatoria de la inscripción. 

Que el pedido formulado expresamente con dicho 
objeto ante la Cámara de Apelaciones fué desestimado 
por ésta, no obstante lo cual el fallo apelado confirma 
la resolución denegatoria del Consejo por no haberse 
desvirtuado las circunstancias en que olla se fundó. 

Que es, así, patente que se ha privado al recurrente 
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de la oportunidad necesaria para probar los hechos en 
que funda un derecho que invoca, con violación de la 
garantía de la defensa en juicio asegurada por la actual 
Constitución Nacional en el art. 29 y por el art. 18 de la 
anterior (Fallos: 193, 408; 211, 807 y 1056 y los que en 
ellos se citan). 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, revócase la sentencia apelada. Vuelvan los 
autos al tribunal de procedencia a fin de que tramite 
la causa con arreglo a derecho. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



NACION ARGENTINA v. ALDO SANTIAGO PINI 

EXPROPIACION : Procedimiento. Proceditu lento judicial. 

El punto referente a la procedencia de la expropiación 
debe resolverse en ocasión del fallo de la causa (*)- 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia 
definitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varios. 

El auto que ordena la prosecución de la expropiación — 
la improcedencia de lo cual sostiene el recurrente funda- 
do en el decreto 33.245 y en la falta del "carácter de uti- 
lidad pública M — no es sentencia definitiva a los efectos 
del recurso extraordinario. 



(i) 26 de septiembre de 1949. Fallos: 209, 497. 
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MANUEL ROLDAN, JOSE VICTOR BUTTILER Y 
GREGORIA DE JESUS GIMENEZ 

AGRAVANTES. 

Procede con alevosía y comete el delito previsto en el 
art. 80, inc. 2 Q , del Cód. Penal, quien toma completamen- 
te desprevenida e indefensa a la víctima y la ultima sin 
causa explicable. 

1MPUTABILIDAD. 

El hombre que toma licor más de lo que debe, responde 
de las consecuencias de los actos que realiza por falta de 
dominio de sus facultades. Esta doctrina es aplicable a 
quien, hallándose en relativo estado de embriaguez y mo- 
lesto por las recriminaciones de la víctima la ultimó des- 
pués de manifestarle que lo haría si no callaba. 

PARTICIPACION CRIMINAL. 

Para que exista cooperación en los términos del art. 46 
del Cód. Penal es menester que ella resulte de una acti- 
tud decidida y tomada con el propósito de reforzar la 
resolución adoptada o facilitar la realización de sus fines. 
La presencia del procesado en el teatro de los hechos no 
implica, por sí sola, eficiencia ni convenio para la perpe- 
tración del delito cometido por otro sin premeditación ni 
agresión previa, lo que excluye toda forma de complicidad. 
Si el auxilio prestado por el procesado al homicida, para 
la incineración del cadáver de la víctima, no fué prome- 
tido y no hay en autos elementos de juicio que permitan 
afirmar de una manera cierta e indubitable que el prime- 
ro hubiera prestado, por lo menos, una verdadera coope- 
ración moral, y, por el contrario, resulta de la prueba que 
fué simplemente testigo presencial e involuntario del cri- 
men, no procede considerarle partícipe sino encubridor, 
debiendo en caso de duda estarse a lo más favorable al 
procesado. 

SENTENCIA : Materia penal 

No cabe pronunciamiento alguno respecto de la procesa- 
da que ha sido oportunamente excluida de la causa. 
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Sentencia del Juez Letrado 

Presid. Roque Sáenz Peña, 17 de junio de 1947. 

Y vistos: Estos autos de carácter criminal seguidos con- 
tra Manuel Roldan, de apellido materno Juárez, argentino de 
51 años, soltero, hachero; contra Gregoria de Jesús Giménez, 
argentina de 37 años, soltera, lavandera, ambos sin instrucción 
y domiciliadas en Gancedo y contra José Víctor Buttiler, de 
apellido materno Sarmiento, argentino de 18 años, soltero, 
jornalero con instrucción, domiciliado en La Banda, Santiago 
del Estero, y no reincidentes, por los delitos de homicidio, en- 
cubrimiento y complicidad y lesiones, respectivamente, hechos 
ocurridos en Campo Las Víboras, Gancedo, el día 8 de julio 
de 1944, y en el depósito de encausados, de Zona Oeste el 10 
de abril de 1945. y de los cuales resulta: 

I. Exp. 2231, folio 14, año 1944. _ En esta causa, a 
fs. 1, Germán Plácido Díaz, declara que por una comunicación 
de su concubina Norberta Acosta, se ha enterado que el peón 
hachero Manuel Roldan al regresar del monte, encuentra un 
individuo que le estaba por llevar las pocas cosas que le habían 
dejado de un robo sufrido anteriormente, el que al darse a 
la fuga, es alcanzado y muerto de un machetazo y luego que- 
mado por Roldan. Que según éste las señales de la víctima 
correspondían a un "morenito, delgado, de bigotes, hombro 
joven". Que con respecto a los nombres de dos hacheros, 
uno de ellos con una concubina, compañeros de Roldan que 
posteriormente abandonaron el campamento, sólo sabe que se 
llamaban Buttiler y Galván y eran muy poco trabajadores, 
ignorando el lugar donde se habrían dirigido. 

A fs. 3 vta., el agente de policía, Mario Vargas, informa 
que en compañía de Germán Díaz se trasladó a la ranchada de 
Roldan en donde encontraron cenizas tapadas con ramas, las 
que al ser desparramadas dejaron al descubierto dos huesos, 
uno de la cadera y otro de la espina dorsal y una hebilla. 
Que la detención de Roldan se produjo en la casa de Díaz 
cuando aquél volvía después de haber salido a pedir un caba- 
llo y cuyo hecho relata así: el 7 de julio, el contratista Díaz 
había llevado a su ranchada a dos hacheros, uno con mujer a 
los que no conocía; que al día siguiente por la noche, ya to- 
dos ellos completamente ebrios por haber bebido una dama- 
juana de vino, siendo las 22, la víctima cuyo nombre ignora, 
pues no los conocía a ninguno, al querer levantarse se cayó de 
bruces lastimándose las cejas en un tronco que había al lado 
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del fogón, por lo que quiso trasladarse a Gancedo para hacer 
la denuncia a lo que se opusieron ellos y como aquél porfiara 
en hacerlo, se pusieron de acuerdo para matarlo, lo que rea- 
liza Roldan hiriéndolo en el cuello con su cuchillo, cayendo 
sin vida allí mismo, resolviendo quemarlo para hacerlo des- 
aparecer, a cuyo objeto trasladan el cadáver a un lugar donde 
había unas ramas secas y lo quemaron. Que era la mujer 
quien más insistía en que debían matarlo. Ignora donde se 
encuentran actualmente sus cómplices y que el arma emplea- 
da le fué entregada a la mujer para que la guardara. 

Seguidamente informa el agente Vargas que ha podido 
establecer que las cómplices de Roldán so llaman Víctor Buttiler 
y su concubina Gregoria, ignorando su apellido. 

A fs. 5 v. el prevenido Manuel Roldán se declara princi- 
pal culpable y autor del homicidio ocurrido el 8 de julio d¿ 
1944 cuyos pormenores concuerdan con la declaración obran- 
te a fs. 3 v. manifestando haberlo cometido bajo la influencia 
del alcohol, pues reconoce que no ha tenido ningún motivo 
para hacerlo y que el cadáver fué quemado sin revisarlo jun- 
tamente con los pocos efectos de propiedad de la víctima. 

A fs. 9 se informa del resultado de la inspección ocular y 
se agrega el croquis de estilo a fs. 11. 

El agente Vargas, a fs. 13, refiere sobre la detención de 
Buttiler y su concubina Gregoria de Jesús Giménez, ocurrida 
en Las Palmas, jurisdicción de Roversi, Santiago del Estero, 
con la colaboración de la policía de esa localidad. Ambos con- 
fesaron el crimen cometido por Roldán y de haberle ayudado 
a quemar a la víctima de nombre Clemente Galván. 

A fs. 15 v. el indagado José Víctor Buttiler declara que, 
junto con la víctima se habían comprometido a trabajar para 
el contratista Germán Díaz, quien los llevó a la ranchada de 
Roldán el 7 de julio, conviniendo trabajar todos juntos. Al 
día siguiente es encargado Galván para traer, entre otras 
cosas, una damajuana de vino bebiendo todos y ya por la 
noche cuando se encontraban completamente ebrios, a eso de 
las 22, cuando Galván quiso levantarse se lastimó en la ceja 
derecha al tropezar en un tronco, ayudándole Roldán a incor- 
porarse mientras Gregoria le lava la herida con salmuera, 
insistiendo Galván que quería ir al pueblo a dar cuenta de su 
accidente, procurando entre todos hacerlo desistir de sus pro- 
pósitos, motivo por el cual se suscita una discusión, amenazán- 
dole Roldán de ' 'que se acueste porque sino lo iba hacer 
sonar", y diciendo eso, se levanta apretándolo a Galván, vien- 
do que lo tomó de la cabeza e hizo ademán de pegarle, pero sin 
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ver si había sacado el cuchillo, seguidamente oyeron que Gal- 
ván se ahogaba y empezó a mover eu forma violenta los miem- 
bros por lo que resuelven con su concubina salir al campo, 
pero ante una amenaza de Roldan vuelven a la orilla del fo- 
gón en donde ven que Galván ya parecía estar muerto. A una 
orden de Roldan le ayuda a trasladarlo hasta una tusca que 
estaba quemándose a pocos metros de la ranchada en donde lo 
depositan y luego le hechan ramas secas y luego troncos de 
quebracho; al rato el dicente se descompone por el olor que 
despedía el cuerpo y se acuesta, continuando Roldán la tarea 
de quemar el cuerpo y las cosas que pertenecían al extinto. Al 
día siguiente comprueba que se había quemado del todo y 
cuando Roldán decide ir a la casa del contratista, ellos tam- 
bién resuelven retirarse de esa ranchada y salen en dirección 
al obraje El Banco, para después pasar al de Betbeder, en 
donde fué detenido. Manifiesta que el cuchillo utilizado en 
el hecho le fué entregado por Roldán a su concubina para que 
lo limpiara y después fué escondido entre unas hojarascas de 
tusca. 

El agente Vargas, a fs. 20 declara que, trasladándose al 
lugar del hecho juntamente con la mujer Gregoria de Jesús 
Giménez, a fin de incautarse del arma en el lugar en que ella 
indicó haberla escondido, ello no fué posible no obstante la 
prolija búsqueda a que fué sometido el lugar mencionado. 
Pero por unas indicaciones de Florentino Morales, éste mani- 
fiesta que Roldán le había dado un cuchillo el que es secues- 
trado del domicilio de Morales. 

A fs. 21 v. declara Gregoria de Jes'is Giménez corrobo- 
rando en un todo lo manifestado por Buttiler, a fs. 15 v. 

A fs. 26 v. declara Florentino Morales y dice que el día 
12 de julio, Roldán se comprometió a trabajar con él. de ha- 
chero y le solicita adelantado 60 pesos a lo que no puso repa- 
ros el dicente por saberlo un hombre trabajador. Que el día 
14 le pidió prestado un caballo para volver a lo de Díaz y 
manifestándole que como le molestaba el cuchillo en la cintu- 
ra, se lo dio a guardar a uno de sus hijos. 

A fs. 28, Germán Plácido Díaz, comunica detalles y carac- 
terísticas de cada una de las personas que intervinieron en 
el hecho. 

A fs. 29 v. el indagado Manuel Roldán se rectifica de 
algunos pasajes de su declaración anterior y manifiesta haber 
conocido a la víctima desde hace un año; que el cuchillo lo 
encontró escondido en el tronco de tusca donde dormía But- 
tiler, llevándolo a la casa de Morales en donde lo da a guar- 
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dar; que el tronco de quebracho en el cual se lastimó Galván 
no era el que enseñó a la policía, sino otro al cual lo quemaron 
posteriormente; que la víctima era una persona digna de 
lástima y que no despertaba enojo a nadie ; reconoce el arma 
empleada. 

A fs. 31 v. el Dr. Elias Hurtado Nadal, certifica que los 
huesos examinados corresponden a una persona adulta de me- 
diano desarrollo, sin poder precisar el sexo. 

A fs. 33, se produce un careo entre Roldan y Buttiler en 
donde quedan aclarados varios pasajes de las declaraciones 
de ambos, lo mismo sucede a fs. 35 v. en el careo sostenido 
entre Roldán y Gregoria de Jesús Giménez. 

Habiéndose omitido, por parte de la 1° Instrucción Po- 
licial, algunas preguntas relacionadas con los hechos de autos, 
quedan aclaradas a fs. 38 a 40. 

El testimonio de la partida de defunción de Clemente 
Galván corre agregada a fs. 44. 

A fs. 62 el indagado Roldán se rectifica ante este Juzga- 
do de algunos pasajes de sus declaraciones prestadas ante la 
policía. 

A fs. 63 y 64, Gregoria Giménez y José Víctor Buttiler 
se ratifican ampliamente ante el tribunal de sus indagaciones 
prestadas en la comisaría. 

A fs. 85 se clausura el sumario y a fs. 88 el Ministerio Fis- 
cal pide para Manuel Roldán reclusión perpetua, art. 80, in- 
ciso 2<\ y para José Víctor Buttiler 20 años de reclusión, ar- 
tículos 46 en función con el 80, inc. 2* y 89 en concurso real 
con el 55, todos del Cód. Penal. Y con respecto a Gregoria de 
Jesxis Giménez pide su absolución de culpa y cargo. 

A fs. 97 la defensa de José Víctor Buttiler solicita que 
éste sea juzgado incurso en el delito de encubrimiento, art. 277 
del Cód. Penal. 

A fs. 100 lo hace la defensa de Manuel Roldán y pide el 
rechazo de la aplicación del art. 80. 

Ambos renuncian al término de prueba e informe in roce 
a fs. 102 y se llama autos para sentencia a fs. 102 y a foja 
siguiente se procede al examen de visu de ambos procesados. 

II. Exp. 1345. folio 238, año 1945. El hecho que infor- 
man los autos es el de delito de lesiones leves, art. 89 del 
Cód. Penal, cuya acción penal se encontraría a la fecha pres- 
cripta de acuerdo con lo establecido por los arts. 62, inc. 2* 
y el antes citado del Cód. Penal, razón por la cual el prove- 
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vente se encuentra relevado de la obligación de entrar en 
otras consideraciones y 

Considerando : 

I. La existencia del cuerpo del delito puede tenerse 
como acreditada en autos conforme con las exigencias de los 
arts. 207 y siguientes del Cód. de Proceds. Criminal con la di- 
ligencia sumarial de inspección ocular de que da cuenta el 
acta de fs. 9 y en el curso de la cual a indicación del prevenido 
Manuel Roldan la instrucción establece el lugar donde fuera 
cremado el cadáver de Clemente Galván y se incauta de hue- 
sos de cráneo, espina dorsal, cadera y de otras partes del es- 
queleto, una hebilla de cinturón y otra de pantalón, croquis 
del lugar, de fs. 11, con referencias ilustrativas, pericia de 
fs. 31 v. en la que se afirma que los huesos secuestrados per- 
tenecen a un ser humano adulto que fué sometido a una cre- 
mación integral y violenta, testimonio de fs. 44 expedido por 
la Oficina del Registro Civil de Gancedo con el cual se acredi- 
ta de manera legal el fallecimiento de Clemente Galván el 
día 8 de julio de 1044, secuestro del instrumento empleado 
por el procesado Manuel Roldan y su reconocimiento por éste, 
declaraciones indagatorias de los procesados y de Gregoria 
de Jesús Giménez y demás elementos probatorias acumulados 
en los autos. 

II. El Ministerio Fiscal en su fundada requisitoria al 
igual que los defensores de los procesadas están concordes en 
que la responsabilidad de los mismos por 'a participación te- 
nida en el homicidio concomitante o posterior al mismo esta- 
ría probada como también la derivada del delito de lesiones 
leves que se incrimina, además, al acusado José Víctor Butti- 
ler. la que no puede ser tenida en cuenta por estar prescripta 
la acción penal, de dicho delito como se expresa más arriba, 
y la conclusión a que arriban el Ministerio Fiscal y defensa, 
descansa en que los inculpados han confesado primeramente 
ante la Instrucción Preventora y luego ante el juez de la cau- 
sa, la participación que a cada uno le cupo en la occisión de 
Clemente Galván y como sus confesiones han sido prestadas 
en un todo de conformidad con los requisitos y formalidades 
exigidos por el art. 316 del Cód. de Proc. Criminales de ma- 
nera que siendo así, el valor probatorio que corresponde asig- 
narles es el señalado por el art. 321 de dicho .texto legal, o 
sea el de plena prueba de imputabilidad criminal, debiéndose 
señalar, por otra parte, que las disposiciones de los acusados 
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aparecen corroboradas por las constataciones efectuadas por 
la Instrucción Policial en el lugar del suceso, peritación prac- 
ticada con los restos óseos secuestrados, indagatoria de Gre- 
goria de Jesús Giménez y demás antecedentes probatorios acu- 
mulados en la causa. 

III. El Ministerio Fiscal y defensa discrepan en lo re- 
ferente al encuadramiento legal de la participación tenidas 
en el hecho por los acusados. 

En cuanto al prevenido Manuel Roldán, queda eviden- 
ciado por el relato confesorio que hace con muy ligeras modi- 
ficaciones en las distintas oportunidades en que depone, que 
da muerte casi instantáneamente a Clemente Galván de un 
golpe de cuchillo aplicado en el cuello estando la víctima sen- 
tada en su cama tendida en el suelo, en completo estado de 
ebriedad lo que lo imposibilita de articular defensa alguna y 
además, desprovista de armas, vale decir, en condiciones ta- 
les, que la forma de perpetrar el homicidio debe reputarse 
alevosa, desde que el agente del delito obró en la especie sin 
riesgo alguno, arteramente y sin motivo justificable, sin que 
sea necesario para la viabilidad de esta circunstancia califica- 
tiva agravante, la concurrencia de la premeditación conforme 
a la doctrina de la jurisprudencia de la Excma. Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación, t. 184, pág. 185; t. 185, pág. 28 
de la Colección Parry, correspondiendo, consecuentemente, en- 
cuadrar el hecho delictuoso sub cansa, en la previsión del ar- 
tículo 80, inc. 2* del Cód. Penal, tal como lo hace el Ministerio 
Fiscal en su recordada requisitoria, siendo autor material 
único el prevenido Manuel Roldan, desde que, si bien es cier- 
to, que hubo acuerdo previo entre él y el coprocesado eji 
matar a Clemente Galván poco antes de ejecutarlo, no lo es 
menos, que el coprocesado, adopta una actitud completamente 
pasiva durante la perpetración del homicidio, que obliga a 
encuadrar la participación criminal de dicho inculpado en la 
disposición del art. 46 del Cód. Penal, desde el momento que 
la cooperación que presta el autor principal es posterior al 
hecho y la que consistió en la remoción del cadáver y ayuda 
en su cremación, participación que no aparece reconocida en 
su indagatoria de fs. 15 pero sí en el careo que mantiene con 
el coprocesado a fs. 33, reconocimiento expreso que trata de 
cohonestar al ser indagado ptír el juez de la causa a fs. 64, y 
que el proveyente da por probada porque aparece corroborada 
por la confesión del coprocesado Roldán y también por la 
de la mujer Gregoria de Jesús Giménez en la que manifiesta 
en el careo de fs. 35 v. y en la ocasión de que informa el acta 
de fs. 63 que los procesados conversaron en voz baja y luego 
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su concubino le hace señas pasándose la mano por el cuello 
con lo cual quiso darle a entender que iban a matar a Clemente 
Galván porque se había lastimado e insistía en alejarse del 
lugar para dar cuenta de lo ocurrido comprometiendo de esta 
manera a los acusados. La circunstancia de que entre los 
inculpados no haya sido concertada de antemano en forma clara 
y expresa la cooperación posterior que presta al autor princi- 
pal el adjutor, no es óbice para dar por acreditada la partici- 
pación secundaria de Buttiler, bastando para ello la conformi- 
dad que éste presta a aquél para la ejecución del homicidio, 
la que también en cierto aspecto, es un factor de producción, 
si se piensa que una oposición suya hubiera podido hacer 
desistir a Roldán de su propósito homicida, impidiéndose asi 
la perpetración del delito, todo lo cual considerado, convence 
al proveyente de que José Víctor Buttiler debe ser tenido en 
autos como cómplice en los términos del art. 46 del Código 
Penal y no como encubridor como lo sostiene la Defensa. 

IV. Que en atinencia a la individualización y gradación 
de las penas condignas a imponer a los procesados por la par- 
ticipación criminal tenidas en el hecho delictuoso acriminado, 
el proveyente tiene presente la falta de antecedentes condena- 
torios que perjudiquen a los prevenidos, falta de instrucción de 
Roldán y minoridad del coprocesado, el haber confesado faci- 
litando la acción de la justicia, el regular concepto que merece 
el prevenido Buttiler, naturaleza del medio ambiente en que 
actúan y demás modalidades de la causa, arts. 40 y 41 del 
Código Penal. 

Que a mérito de las consideraciones expuestas, disposicio- 
nes legales citadas y demás constancias de autos, juzgando de- 
finitivamente. 

Fallo : 

Condenando a Manuel Roldán, de filiación ut-supra por 
el delito de participación en homicidio calificado arts. 80 in- 
ciso 2 9 y 45 del Código Penal y a José Víctor Buteler, o Butte- 
ler o Buttiler, de filiación ut-supra, por el delito de compli- 
cidad en homicidio calificado, arts. 80, inciso 2 9 y 46 de dicho 
texto legal, a sufrir la pena de prisión perpetua y once años 
de prisión respectivamente, con accesorias legajes y costas. — 
Valentín Rambeaud. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Paraná 14 de diciembre de 1948. 

Y vistos: 

Esta causa criminal seguida contra Manuel Roldan de 
apellido materno Jitárez, y José Buttiler de apellido materno 
Sarmiento, cuyos datos personales obran en autos venida por 
apelación concedida a fs. 11C vta. contra la sentencia de fs. 104 
a 109 vta. que condena a Manuel Roldan por el delito de 
homicidio calificado, (art. 80 inc. 2 9 del Código Penal) a su- 
frir la pena de prisión perpetua y a Buttiler a once años de 
prisión por complicidad en dicho delito (art. 80 inc. 2 ? y 46 
del Código Penal) ; y 

Considerando : 

Que como lo establece la sentencia recurrida el cuerpo del 
delito debe darse por acreditado en la presente causa con la 
prueba existente en autos y que se relaciona en la misma, desde 
que como lo ha establecido la jurisprudencia, cuando falta 
el cadáver de la víctima, como ocurre en el presente caso, en 
que éste ha sido quemado, puede acreditarse por todos los 
medios de prueba, porque, lo que debe demostrarse es la mate- 
rialidad de la infracción, que está constituida por los distintos 
elementos de juicio que demuestran en forma indubitable la 
eliminación por medios violentos de una persona. 

Que por lo contrario significaría sancionar la impunidad 
de los hechos en que aparece mayor la peligrosidad de los 
delincuentes, que es precisamente en casos como el que se exa- 
mina en este juicio. 

Que el Código de Procedimientos Criminales contempla los 
casos comunes de homicidio, dando las normas que deberá se- 
guirse en los artículos 207, 219 y 222 del mismo, pero se refiere 
también a la hipótesis en que no hayan quedado huellas o ves- 
tigios del delito, en cuyo caso deberá averiguarse si la desapa- 
rición de las pruebas, ha ocurrido natural, casual o intencio- 
nalmente; sus causas y los medios empleados, debiéndose reco- 
ger todas las pruebas que puedan adquirirse acerca de la per- 
petración del delito. Ver artículo 217 del mismo Código. 

Que de ello resulta que la ley admite la comprobación del 
cuerpo del delito por todos los medios de prueba, como ocurre 
en el sub-judicc, en que el mismo aparece plenamente demos- 
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trado por la confesión judicial de sus autores materiales, que 
fue prestada en forma espontánea, y por todas las demás prue- 
bas existentes en el juicio que la corroboran y ratifican, como 
ocurre con la inspección ocular obrante a fs. 9 de los autos, 
croquis del lugar de fs. 11, pericia de fs, 31, acta de defunción 
de fs. 44, secuestro del instrumento empleado por Roldan para 
la comisión de su delito, declaraciones indagatorias de los pro- 
cesados y de Gregoria de Jesús Giménez, que estuvo presente 
y fué testigo del referido hecho. 

Que la confesión prestada por los procesados tiene el 
valor de plena prueba que le asigna la sentencia recurrida 
por las razones que en ella se expresan y porque concuerda 
con las demás existentes, como queda expresado. 

Que de las declaraciones de los mismos y especialmente 
de los careos realizados, resulta que los nombrados imputados 
se pusieron de acuerdo para matar a la víctima Clemente 
Galván. procediendo después a la cremación de su cuerpo con 
la ayuda que les prestó la mujer Gregoria de Jesús Giménez 
Que de lo manifestado por Roldan, resulta que dio muerte 
a su víctima, estando ésta sentada en la cama, en completo 
estado de ebriedad e imposibilitada en consecuencia pára 
ejercitar su defensa, lo que caracteriza el homicidio alevoso 
conforme a la ley, a la doctrina y a una reiterada jurispru- 
dencia existente al respecto, por lo que debe considerarse ajus- 
tada a derecho la calificación que hace a su respecto la sen- 
tencia recurrida y pena impuesta en consecuencia, que no es 
posible disminuirla, por ser la mus benigna de las que establece 
la ley y no haber mantenido el Fiscal d< Cámara el recurso 
interpuesto a este respecto por el Ministerio Público. Ver ex- 
presión de agravios de fs. 118 de los autos. 

Que en lo que se refiere a José Víctor Buttiler, su partici- 
cipación en el hecho debe darse por comprobada en los térmi- 
nos del art. 46 del Código Penal, pero teniendo en cuenta la 
forma pasiva en que actuó en la primera faz del suceso y el 
temor al coprocesado Manuel Roldán, que pudo ser la causa 
principal de su intervención, así como también su menor edad, 
resulta igualmente ajustada a derecho la pena que se le ha 
impuesto, por lo que corresponde en justicia la confirmación 
en todas sus partes de la sentencia recurrida. 

Por ello y sus propios fundamentos, se resuelve: 

Confirmar en todas sus partes, con costas, la' sentencia ape- 
lada de fs. 104 a 109 de los autos. — Abel Madariaga. — E. 
Carbó Funes. — Julio A. Benítez. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema' Corte : 

El día 8 de julio de 1944, en circunstancias en que 
el procesado Manuel Roldan se encontraba en compañía 
de la víctima Clemente Galván y el coprocesado José 
Víctor Buttiler en el rancho de aquél, sito en el paraje 
denominado 4 4 Las Víboras" (Chaco), se suscitó entre 
los dos primeros una incidencia verbal a la que puso 
término Roldan, quien contando con la aquiescencia de 
Buttiler y aprovechando el estado de ebriedad total en 
que se hallaba Galván, le aplicó en forma repentina una 
puñalada en el cuello que determinó la muerte de éste 
en forma instantánea. Acto seguido ambos prevenidos 
arrastraron el cadáver de la víctima hasta una hoguera 
próxima, donde procedieron a su cremación según re- 
sulta del examen de las piezas óseas corrientes a fs. 31 
vta., de la propia confesión de los acusados y de los de- 
más elementos de convicción glosados a la causa. 

Las sentencias de primera y segunda instancias con- 
denan a Roldán a la pena de prisión perpetua por el 
delito de homicidio alevoso contemplado por el art. 80, 
inc. 2 del Código Penal, y a Buttiler a once años de pri- 
sión por considerarlo incurso en complicidad en -el 
mismo delito, de acuerdo a la regla contenida en el art. 
46 del mismo cuerpo legal, declarándose con respecto a 
éste último la prescripción de la acción penal en el 
hecho de lesiones leves de que instruye la causa N° 1345 
agregada por cuerda separada. 

No comparto las razones invocadas por el Fiscal 
de Cámara en su expresión de agravios de fs. 118, para 
solicitar un aumento de pena para el procesado Buttiler. 
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En primor lugar, porque es doctrina constante de V. E., 
reiterada recientemente, que en materia de concurso 
real de delitos, la acción penal prescribe independiente- 
mente para cada uno de ellos (íh re "Chapingo Agustín 
sJ homicidio y lesiones" 17|2|49), lo que es de estricta 
aplicación en el "sub-causa", y en segundo término, 
porque del relato confesorio de Roldan y Buttiler se 
desprende en forma evidente que, dada la actitud deci- 
dida del primero, la absoluta pasivididad del segundo 
no constituyó, en mi concepto, una causal eficiente en 
la consumación del hecho en examen, por lo que, atento 
a la cooperación prestada al autor material con posterio- 
ridad a su producción, la conducta asumida por el reo 
encuadra en las previsiones del art. 46 de la ley penal. 

Por las razones expresadas, y considerando equi- 
tativas las penas a que han sido condenados ambos pre- 
venidos, solicito que V. E. confirme por sus fundamen- 
tos la sentencia apelada de fs. 128, que condena a Ma- 
nuel Roldan, de apellido materno Juárez, por el delito 
de homicidio calificado, a la pena de prisión perpetua 
y a José Víctor Buttiler, de apellido materno Sarmiento, 
por complicidad en el mismo a once años de prisión, ac- 
cesorias legales y costas. Buenos Aires, abril 22 de 1949. 
— Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos " Roldan Manuel, Buttiler José 
Víctor y Giménez Gregoria de Jesús s.| homicidio", en 
los que se han concedido a fs. 132 los recursos ordinarios 
de apelación. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



643 



Y considerando: 

Que en autos está legalmente probado el delito de 
homicidio que se imputa a los prevenidos como la res- 
pectiva responsabilidad criminal de cada uno de ellos, 
según se desprende de las sentencias corrientes a fs. 
104 y 128. 

Que respecto a Manuel Roldan, la calificación legal 
pertinente es la de homicidio calificado previsto en el 
inciso 2* del art. 80 del Código Penal. El reo obró con 
alevosía, pues tomando completamente desprevenida e 
indefensa a la víctima, la ultimó sin causa explicable. 
De acuerdo a su propia confesión y lo que se desprende 
del relato y los careos sostenidos con los co-proecsados, 
estando todos ebrios, el occiso pretendió levantarse del 
trozo de madera donde se hallaba sentado y se cayó de 
bruces sobre otro leño lastimándose en la coja derecha, 
siendo curado de emergencia pero insistiendo de que 
esa misma noche debía regresar a la ciudad a dar cuenta 
de la lesión sufrida, a lo que los otros partícipes se opu- 
sieron ante el temor del perjuicio que podría sobreve- 
nir (fs. 6). Ello no obstante, como Galván insistiera en 
sus propósitos, surgió la idea de matarlo allí mismo, a 
cuyos efectos sacando Roldan el cuchillo que tenía en 
su poder se lo "incó" en el cuello provocando su muerte 
instantánea (fs. 6 v.). Agrega, además, haber cometido 
el delito bajo la influencia del alcohol pues no tenía mo- 
tivo para hacerlo, dejando constancia que no conocía 
de antes a la víctima (fs. 62). 

Que pese a la eximente de embriaguez que alega, 
lo cierto es que la muerte de Galván la decidió después 
de una brevísima conversación con los otros co-proce- 
sados y que no debió ser de grado tan absoluto, cuanto 
que reconoce y así se desprende del careo a que se lo 
sometió con Buttiler, que molesto por las recriminado- 
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lies de Galván, lo expresó que debía acostarse y callarse, 
porque de lo contrario lo iba a matar (fs. 33 vta.). A 
ello debe agregársele los demás actos posteriores — in- 
cluso los preparativos para la cremación del cadáver^— 
que evidencian el estado relativo de embriaguez en que 
so encontraba. Por lo demás, tanto Buttiler como la 
Giménez admiten que a pesar del vino tomado entre los 
cuatro — aproximadamente diez litros — "todos los ac- 
tos y movimientos de Roldan demostraban que sólo es- 
tá ha algo ebrio" (fs. 18 vta.). En tales condiciones es de 
estricta aplicación la doctrina de esta Corte Suprema 
en el sentido de que el hombre que toma licor más de lo 
que debe, responde de las consecuencias de los actos que 
realiza por falta de dominio de sus facultades (Fallos: 
178, 251). 

Que la participación criminosa atribuida al proce- 
sado José Víctor Buttiler en los términos del art. 46 
del Código Penal, no aparece tan indubitable como lo 
admite la sentencia recurrida. El auxilio prestado al 
homicida para la incineración del cadáver de la víctima 
no ha sido prometido. Refiere "que cuando se dió cuen- 
ta que Roldan lo estaba matando a Galván y esto fue 
porque Galván se ahogaba y movía mucho los pies, el 
declarante se levantó y se apartó unos pasos siendo se- 
guido por su concubina" (fs. 64 vta.), pero volvieron 
al llamado de Roldan, según éste lo reconoce en el careo 
de fs. 34, para hacer desaparecer el cadáver. 

Que es cierto que Roldan aunque se declara a fs. 
6 principal autor del hecho, manifiesta que entre los lies 
resolvieron allí mismo matarlo, pero también no es me- 
nos cierto que esa afirmación ha sido plenamente des- 
virtuada a fs. 33, 35 vta. y 64 vta. De ello se sigue que no 
existe en autos elemento alguno de juicio que permita 
afirmar de una manera cierta e indubitable que Buttiler 
hubiere prestado, por lo menos, una verdadera coope- 
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ración moral. Para que exista cooperación en los tér- 
minos del art. 45 del Código Penal, ha dicho esta Corte 
Suprema, es menester que ella resultara de una actitud 
decidida y adoptada con el propósito de reforzar la re- 
solución adoptada o facilitar la realización de sus fines 
(Fallos: 186, 297). 

Que de todos los elementos de figuración en 'a cau- 
sa, se desprende que Buttiler fué simplemente testigo 
presencial e involuntario del crimen. Fué llevado al 
campamento de Roldan — teatro de los hechos — por el 
contratista Díaz para que trabajaran juntos como ha- 
cheros del monte. Esa presencia por sí sola no implica 
ni eficiencia ni convenio para la perpetración de iv.i de- 
lito que como en el caso, se consuma sin premeditación 
ni agresión previa, lo que por lo mismo excluye toda 
forma de complicidad (Carrara, T. I, n 9 469). Esa, por 
lo demás, es la doctrina de esta Corte Suprema en casos 
similares (Fallos: 162, 303). 

Que, por tanto y debiendo estarse imperativamente 
a lo más favorable al procesado en caso de duda, según 
lo dispone el art. 29 de la Constitución Nacional y el 
art. 13 del Cód. de Proceds. en lo Criminal, corresponde 
encuadrar la conducta del procesado Buttiler en la cali- 
ficación legal de encubrimiento — art. 277 del Código 
Penal — y en consecuencia dado el tiempo transcurrido, 
declarar prescripta la acción penal (art. 62, inc. 2* del 
citado Código). 

Que respecto a la procesada Giménez no oabe pro- 
nunciamiento alguno en razón de haber sido oportuna- 
mente excluida de la causa. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 128 que condena a Manuel Roidán a cum- 
plir la pena de prisión perpetua con costas y accesorias 
de ley, y se la revoca en cuanto a José Víctor Buttiler 
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con respecto al cual se lo declara incurso en el delito de 
encubrimiento pero en virtud del tiempo transcurrido 
y por hallarse prescripta la acción penal, se lo pondrá 
en inmediata libertad. 



Para que el estado de debilidad mental constituya exi- 
^ mente de responsabilidad criminal, no basta que esa anor- 
malidad psíquica pueda aflorar circunstancialmente y en 
ciertos períodos. Es menester la comprobación científica 
fehaciente de que la causa determinante del delito radica 
en la anublación psíquica del imputado, en el preciso mo- 
mento en que el hecho criminoso y la perturbación mental 
coinciden en el hecho, tiempo, lugar y circunstancias con- 
comitantes, o bien con una proximidad tan inmediata que 
haga verosímil el estado latente de la A erturbación. 

ATEXUÁNTES. 

Para graduar la pena aplicable al autor del delito de ho- 
micidio corresponde computar como atenuante la agresión 
de que fuó objeto el victimario antes de cometer el crimen. 

HOMICIDIO: Homicidio simple. 

Teniendo en cuenta como agravantes los antecedentes ju- 
diciales del procesado y como atenuante la circunstancia 
de haber sido agredido por la víctima, corresponde apli- 
carle la pena de trece años de prisión al autor del delito 
de homicidio simple cometido a raíz de una discusión, que 
ultimó a su oponente después de haberle • derribado de 
un golpe. 



Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes. 



PABLO CORIA 



1MPÜTABIL1DAD. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El 9 de marzo de 1944 el procesado Pablo Coria 
sostuvo un incidente por cuestiones del momento con 
Carlos Pagcs, en el interior de una casa en construcción 
sita en Trelcw (Chubut), de resultas del cual aquél dio 
muerte a este último, aplicándole con un ladrillo nume- 
rosos golpes en la región craneana y en otras partea 
del cuerpo, lesiones que determinaron el fallecimiento 
de la víctima en forma casi instantánea (fs. 23 vta.). 

El hecho y la responsabilidad criminal del acusado 
se encuentran suficientemente acreditados en autos, por 
su indagatoria de fs. 11 vta. y 26, ratificada a fs. 47, el 
acta de reconstrucción de fs. 27 y los demás elementos 
concordantes analizados en instancias anteriores, todo 
lo cual permite imputarle la comisión del delito de ho- 
micidio simple previsto por el art. 79 del Código Penal. 

La pena de quince años de prisión, accesorias le- 
gales y costas, a que ha sido condenado el reo en ambas 
instancias, la considero graduada con equidad, atento 
el número de lesiones inferidas a la víctima, los antece- 
dentes judiciales registrados a fs. 34, y las demás mo- 
dalidades que rodearon al hecho, de conformidad con las 
reglas contenidas en los arts. 40 y 41 de aquél cuerpo 
legal. 

Por las razones expuestas y las consideraciones 
expresadas por el Ministerio Publico, solicito que V. E. 
confirme por sus fundamentos la sentencia apelada de 
fs. 149 que condena a Pablo Coria, de apellido materno 
Bengochea, por el delito de homicidio simple, a la pena 
de quince años de prisión, accesorias legales y costas. 
Buenos Aires, mayo 31 de 1949. — Carlos (7. Dclfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de setiembre de 1949. 
Vistos los autos "Coria Pablo, homicidio a Carlofe 
Pagos — Trclcw" en los que se ha concedido a fs. 151 
vta. el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que en autos está plenamente probado tanto el he- 
cho determinante de este proceso como la responsabili- 
dad criminal del imputado, según se demuestra en las 
sentencias de ambas instancias obrantes a fs. 135 y 149. 

Que el procesado está convicto y confeso de haber 
dado muerte a Carlos Pagos el día 9 de marzo de 1944 
en ocasión de hallarse en el alojamiento de este último, 
convidado para beber vino y a causa de que en una dis- 
cusión suscitada entre ambos por motivos de la guerra 
europea, la víctima pretendió agredirlo con la botella 
vacía de vino. Fué entonces, a estar a su propia confe- 
sión ratificada ante el Juzgado, que esquivando la agre- 
sión se la quitó y haciendo uso de la misma le aplicó 
un fuerte golpe en la cabeza derribándolo en tierra y 
hecho lo cual, empuñando un ladrillo lomado del suelo 
lo golpeó repetidamente hasta dejarle totalmente aplas- 
tada la cabeza, con lo que le provocó la muerte. 

Que alegando en su defensa "que el hecho de que 
se confiesa lo hizo en un momento de enceguecimiento 
lo que es debido a una enfermedad específica que pa- 
dece", solicita que se le haga revisar por un medico a 
fin de comprobar su enfermedad, pues ha notado que 
en varias oportunidades "se pierde" o lo que es lo mis- 
mo que en tales casos no tiene conciencia de sus actos, 
tal como le ocurrió en esa oportunidad, pues de no haber 
sido así no habría cometido el hecho en la forma como 
ocurrió, (fs. 47 vta. y 48). 
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Que el informe médico producido en 13 de abril de 
ese mismo año, es decir al mes de cometido el crimen, 
establece que el 4 4 examen de su psiquismo no revela al- 
teraciones que encuadren dentro de alguna de las formas 
de alienación mental M (fs. 51). 

Que en un segundo informe médico evacuado el 12 
de marzo de 1945, esto es un año después del homicidio, 
admite que Coria presenta signos de alteración psíquica 
(fs. 61) y señala la conveniencia de internarlo en un 
establecimiento psiquiátrico para su mejor examen y 
tratamiento, lo que así se resuelve y a consecuencia del 
cual se informa en diciembre 6 de 1945 (fs. 67) que Coria 
no presenta alteraciones de su psiquismo. 

Que ello no obstante e internado en el Hospicio de 
las Mercedes a pedido de la defensa, el examen médico 
establece en diciembre de 1946 que Coria 4 'es lúcido, 
coherente, bien orientado en tiempo y lugar y que se 
trata de un débil mental, alcoholista crónico que ha su- 
frido un episodio de alienación mental y que se encuen- 
tra curado de su episodio". Nuevos informes médicos 
que concluyen en mayo 20 de 1948 hacen referencia a la 
debilidad mental observada a partir de marzo de 1945, 
a su curación, pero no se refieren para nada al estado 
normal o anormal que pudo haber padecido en marzo 
de 1944 o sea en la fecha que se perpetró el homicidio. 

Que en tales condiciones y como resumen de todo 
lo expuesto precedentemente, se evidencia que no se ha 
probado que Coria se hallaba en el momento de cometer 
el crimen, en el estado de debilidad mental que invoca 
la defensa y por lo mismo, exento de responsabilidad 
criminal. No basta que esa anormalidad psíquica pueda 
aflorar circunstancialmente y en ciertos períodos, pues, 
como lo tiene dicho esta, Corte Suprema, es menester 
que aquella perturbación aparezca como causa indubi- 
table de que el delito haya sido cometido en un estado 
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de perturbación motivada por esa faz degenerativa del 
sujeto (Fallos: 173, 284). En una palabra, es menester 
una comprobación científica fehaciente, de que la causa 
determinante del delito radica en la anublación psíquica 
del imputado, en el preciso momento en que el hecho 
criminoso y la perturbación mental coinciden en el he- 
cho, tiempo, lugar y circunstancias concomitantes. O 
bien, con una proximidad tan inmediata que haga vero- 
símil el estado latente de la perturbación (Fallos: Prini 
Antonio, mayo 30 de 1949). 

Que a los efectos de la graduación de la pena corres- 
ponde computar como atenuante la agresión de que fué 
objeto el victimario según resulta de los términos de su 
confesión indivisible y; como agravante los antecedentes 
judiciales que informan su planilla de antecedentes (fs. 
44). 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada en cuanto a la calificación legal recaída pero 
se la reforma respecto a la pena que deberá cumplir, 
la que se reduce a trece años y seis meses de prisión 
con accesorias legales y costas. 

Felipe Santiago Pérez — Lns 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casares. 



ANIBAL SAVL OYANARTE 
SERVICIO MILITAR. 

El objeto del art. 41 del decreto 29.375/44 —ratificado 
por la ley n 9 12.913 — es el de asegurar a las personas que 
menciona — en el caso, la madre viuda — la contribución 
que integra el mínimo indispensable para la subsistencia 
de las mismas. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Varios. 

Si bien es cuestión de hecho y prueba la de decidir si se 
cumple o no en cada caso el requisito de asegurar a las 
personas mencionadas por el art. 41 del decreto 29.375/44 
— ratificado por la ley 12.913 — la contribución que 
integra el mínimo indispensable para la subsistencia de 
las mismas, dicha jurisprudencia no obsta a la proceden- 
cia del recurso si en la decisión del referido punto el tri- 
bunal apelado ha incurrido en un error de hecho, recono- 
cido en la resolución denegatoria del recurso extraordina- 
rio que impide concluir que dicho pronunciamiento tenga 
fundamentos de hecho suficientes para sustentarlo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Revocación de la 
sentencia apelada. 

Dada la naturaleza de la causa — sobre excepción del ser- 
vicio militar — y el tiempo transcurrido desde su iniciación' 
— casi un año y medio — corresponde que la Corte Supre- 
ma haga uso de la facultad que le atribuye el art. 16, apar- 
tado final, de la ley 48, pronunciándose sobre el fondo del 
asunto. 

SERVICIO MILITAR. 

\ Desprendiéndose de las informaciones existentes en autos 
que la contribución del peticionante es indispensable para 
el sustento de su madre viuda, dado el reducido monto de 
los emolumentos del actor y de un hermano suyo, corres- 
ponde hacer lugar a la excepción solicitada por el primero 
de ellos. 



Sentencia del Juez Federal 

Bahía Blanca, diciembre 14 de 1948. 

Autos y vistos: 

Para resolver el pedido de excepción del servicio militar 
formulado por Don Aníbal Saúl Oyanarte, fundado en el 
art. 41, inciso 3* del decreto 29.375 944 —(ley 12.913)— sostón 
de madre viuda. 
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Y considerando: 

Que, en autos, se ha justificado la filiación del solicitante 
con el certificado de nacimiento de fojas 3, y en cuanto a la 
defunción de su señor padre con el de fojas 4. 

Que, la situación de pobreza exigida por el artículo 45 del 
decreto 29.375/944 —(ley 12.913)— surge de los inforine3 
de fojas 8, 15 vuelta y 17. 

Que, con las declaraciones de testigos de fojas 13 a 14 vuel- 
ta, e informes de la Policía de fojas 9 vuelta a 10, se prueba 
que Aníbal Saúl Oyanarte, con el sueldo que percibe como em- 
pleado de la casa de comercio de José González A vello, (vecino 
de Guisasola), atiende a las necesidades de su señora madre 
viuda Da. Amelia Lores viuda de Oyanarte. 

Que si bien es cierto que la presunta sustentada tiene 
dos hijos varones: uno que vive en el hogar que trabaja ganan- 
do cien pesos mensuales y otro cuyo domicilio, ocupación y 
sueldo no se ha establecido, por ignorar su domicilio, esa suma 
es insuficiente en los momentos actuales para el mantenimiento 
d*> la familia Oyanarte, compuesta de su señora madre y un 
hermano menor, máxime si se tiene a n cuenta (pie de aquella 
suma debe disminuirse quince pesos por el alquiler. Por otra 
parte la Excma. Cámara ya lo tiene resuelto en distintos fallos, 
cuando de los elementos de juicio se desprenda, como en el 
caso de autos, que la disminución de aporte al hogar por la 
incorporación del solicitante a las filas del ejército, importaría 
virtualmente dejar en desamparo a la familia, pues no es posi- 
ble aceptar que con ochenta y cinco peso." mensuales, pueda 
vivir esta familia compuesta por la madre y el hermano menor, 
Carlos Abel, de 17 años de edad. 

Que hay que tener en cuenta lo que en casos idénticos al de 
autos ha dicho la Corte Suprema (t. 164, p. 343), "que las 
situaciones de hecho que sirven de fundamento a las excep- 
ciones deben contemplarse en relación al tiempo en que se soli- 
citan y a las circunstancias especiales concurrentes en la opor- 
tunidad, ya que tales excepciones no son permanentes, y agre- 
ga: "que el artículo 63, inciso b) de la ley 4707 (hoy art. 41, 
inciso 3") del decreto 29.375 (ley 12.913), se refiere al hijo 
que con su trabajo personal atiende a la subsistencia de su 
señora madre viuda o padre impedido, con preseindencia de 
que exista otra persona con idéntica obligación. Por consiguien- 
te el hecho de que la madre tenga otros hijos eil condición de 
prestarle ayuda, no es motivo suficiente para que se deniegue 
la franquicia al hijo que la sostiene. 
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Que de los informes producidos en estos autos (ver fojas 
10), "resulta que la presencia del recurrente", sí es indispen- 
sable en el hogar". 

Por ello, oído el Sr. Procurador Fiscal y conforme con lo 
dictaminado por el Sr. Defensor Oficial a fojas 19, resuelvo: 
Declarar al ciudadano Aníbal Saúl Oyanarte (D. M. 24; Clase 
1928; Mat. 5.431.928; Of. Enr. de Cnel. Dorrego), compren- 
dido dentro de la causal del artículo 41, inciso 3 9 ) del decre- 
to 29.375/944 (ley 12.913). — Pedro Sempé. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bahí^ Blanca, marzo 17 de 1949. 

Vistos y considerando: 

Que los testigos que deponen a fojas 13 y 14 manifiestan 
que los das hijos de Da. Amelia Lorea viuda de Oyanarte que 
viven con la madre (Carlos Abel y Aníbal Saúl), el primero 
percibe en su empleo $ 190 al mes y el último, o sea el soli- 
citante de la excepción, $ 150. Ambos testigos y uno de ellos 
patrón del menor Carlos Abel, afirman también que éste sólo 
percibe $ 90 en efectivo, pues $ 100 por mes del sueldo de 190, 
los entrega a su patrón en pago de una deuda. 

Que lo real y positivamente demostrado en los autos es 
que dicho menor tiene una retribución mensual de $ 190 en el 
comercio de D. Guillermo García. Lo demás no debe ser teni- 
do en cuenta, por cuanto aparte de no estar comprobada la 
deuda y no conocerse la fecha en que quedaría cancelada — si 
aquélla fuera exacta — con las entregas mensuales que efectúa 
el menor nombrado, tanto el interesado como el empleado do 
policía a quien se encomendó la averiguación de los anteceden- 
tes de familia, ilada dicen al respecto. Tratándose de una fami- 
lia humilde como es la del solicitante de la excepción ¿es 
explicable la existencia de una deuda de tanta importancia que 
insuma más de la mitad del sueldo de uno de sus hijos? De 
todas maneras, tampoco se sabe si dicha obligación estaría 
cancelada en la fecha de incorporación a las filas del ejército 
del solicitante de la excepción, para apreciar en justicia si la 
madre, para atender a los gastos de subsistencia, puede pres- 
cindir de lo que su hijo percibe. Aun siendo exacto que el 
sueldo es insumido en dicha proporción por la amortización 
alegada, el remanente sería tan exiguo que apenas representa 
el gasto ocasionado por el solicitante en el hogar común, razón 
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por !a cual no puede significar posibilidad de ayuda a la ma- 
dre, ni el ingreso a filas reflejo perjudicial para la presentada 
como sustentada por aquél. 

Por ello se revoca la sentencia de fojas 20 y se declara 
inexistente la causal de excepción del servicio militar invocada 
por el ciudadano Aníbal Saúl Oyanarte, por no haber compro- 
bado que es sostén de madre viuda, con costas. — Litis Gon- 
zález Warcaldc. — Ernesto Sourrouille. — Benjamín de la 
Vega. 



Resolución de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, abril 27 de 1940. 

Vistos y considerando : 

Que el recurrente ha invocado el artículo 41, inciso 3 9 del 
decreto 29.375/44, ratificado por ley 12.931, para fundar su 
petición de excepción militar, pero el tribunal para denegarla 
no ha cuestionado la inteligencia de dicha cláusula legal ni ha 
surgido en autos ningún motivo para examinar su alcance. 
Sencillamente se ha declarado improbada la situación de hecho 
a que se refiere el solicitante, principalmente por ponerse en 
duda la existencia de la crecida deuda que enjugaría con gran 
parte de su sueldo el otro hijo que habita con la presunta 
sustentada. Tan es cierto que ésto está improbado que ahora, 
al fundar el recurso extraordinario y después de conclusa la 
instancia, se quieren introducir al juicio explicaciones que tam- 
poco constituyen prueba. En cuanto a la atribución del onus 
probandi de la información a la autoridad que debe recibirla 
y no a quien debe producirla, es argumento que no resiste el 
menor examen. 

Por ello y aún reconociéndose el error de hecho que se 
señala en un argumento subsidiario, corresponde desechar el 
recurso extraordinario que se interpone — artículo 15, ley 48 — 
y ordenar que se teste la expresión subrayada a fs. 30 vuelta, 
llamando la atención a su firmante para que guarde estilo 
respetuoso. — Litis González Warcalde. — Ernesto Sourroui- 
lle. — Benjamín de la Vega. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



655 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El pedido de excepción del servicio militar formu- 
lado por el ciudadano Aníbal Saúl Oyanarte, ha sido 
desechado por razones de hecho y prueba, tal como re- 
sulta de los fundamentos dados por la Cámara Federal 
de Bahía Blanca en el fallo de fs. 28. 

No se ha cuestionado en ningún momento la inteli- 
gencia del art. 41 del decreto 29.375/44, ratificado por 
la ley 12.913, razón por la cual opino que el recurso 
para ante V. E. ha sido bien denegado a fs. 35. Así co- 
rresponde resolverlo. — Bs. Aires, junio 28 de 1949. — 
Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de setiembre de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el recurrente en los autos Oyanarte Aníbal Saúl s,| 
excepción del servicio militar", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando : 

Que esta Corte tiene declarado — Fallos: 202, 106; 
208, 128— que el objeto del art. 41 del decreto 29.375 
— ratificado por la ley 12,913 — es el de asegurar a las 
personas que menciona, en la especie, la madre viuda, 
la contribución que integra el mínimo indispensable pa- 
ra la subsistencia de las mismas. Ha resuelto además, 
que es cuestión de hecho y prueba la de decidir si el 
extremo referido se cumple o no en cada caso — Fallos : 
204, 268—. 
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Que esta última jurisprudencia no obsta en los au- 
tos a la procedencia del recurso por cuanto en la deci- 
sión del referido punto el tribunal apelado ha incurrido 
en un error de hecho — vinculado a la persona afectada 
por una presunta deducción mensual de m$n. 100 sobre 
su sueldo — error que se reconoce a fs. 35 y que impide 
concluir que la sentencia tenga fundamentos de hecho 
suficientes para sustentarla. 

Que dada la naturaleza de la causa y el tiempo 
transcurrido desde su iniciación el Tribunal encuentra 
del caso hacer uso de las facultades que le atribuye el 
art. 16, apartado final, de la ley 48 — Doct. Fallos: 212, 
64 y los allí citados — . 

Que la prueba producida no permite afirmar la in- 
existencia de la obligación a que obedecerían las deduc- 
ciones mensuales que sufriría el sueldo del hermano 
del actor. En tales condiciones v dado el monto de los 
emolumentos de ambos hijos — m$n. 190 y 150 — cabe 
dar crédito a las informaciones existentes en autos con 
arreglo a las cuales la contribución del peticionante es 
indispensable para el sustento de su madre viuda — conf. 
fs. 9 vta., 13, 14—. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se declara mal denegado el recurso ex- 
traordinario a fs. 35 y se revoca la sentencia apelada 
de fs. 28. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Longhi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomas D, 
Casares. 



